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El control debe ser considerado como un elemento clave en la 

Constitución de un Estado democrático y social. El ejercicio del poder 

político aunque está limitado constitucionalmente no puede 

verificarse si no se establece un sistema efectivo de control que 

garantice y preserve la unidad política y jurídica establecida por la 

Constitución . De ahí que surja la idea de control para toda 

Constitución a través de la cual se pretenda limitar eficazmente el 

poder politico y su ejercicio, por ser el elemento indispensable para 

asegurar la vigencia de los principios y reglas derivadas del texto 

constitucional, haciendo efectivos los límites establecidos en él. 

Con la finalidad de proteger tanto la Constitución del Estado 

como el principio de supremacia constitucional, surge la idea del 

cont rol de la constitucionalidad y del establecimiento de sistemas y 

medios de control de la constitucionalidad efectivos con el objeto de 

verificar la correspondencia con el texto constitucional de los actos 

provenientes de los órganos de gobierno y, para el caso de 

constatarse su falta de conformidad , destruir los efectos 

anticonstitucionales producidos . 

Considerando que uno de los actos de gobierno primarios en 

todo estado es la creación del ordenamiento jurídico cuya finalidad 

será regular la actividad estatal y cumplir con los fines estatales 

propuestos por la Constitución , es necesario que la normatividad 

derivada de todo proceso legislativo sea conforme con ésta. Pero no 

sólo las normas derivadas del proceso legislativo deberán ser 

conformes, sino también todos aquéllas normas o disposiciones que 

tengan naturaleza de ley (reglamentos, decretos-ley, etcétera), 

x 



debiéndose aclarar que los actos formal y materialmente legislativos 

no son los únicos que durante el ejercicio del poder politico pueden 

vulnerar la Constitución de un Estado. 

La legislación se encarga de regular la organización del poder 

politico al establecer las facultades o atribuciones de los órganos del 

Estado y de las instituciones y personas que los integran. Debido a la 

importante función que cumplen las leyes y demás normas 

generales, surge la necesidad de controlar su constitucionalidad por 

ser el fundamento de la actividad de todas las instituciones y 

autoridades estatales. 

Si consideramos esta normatividad como derivada de las 

normas constitucionales y atendemos al principio de supremacía 

constitucional que considera que el ordenamiento constitucional debe 

preva lecer en todo momento sobre el establecido por los órganos 

legislativos o ejecutivos federales o locales, resulta imprescindible 

verificar la conformidad de las mismas con el texto constitucional con 

el propósito de corregir los efectos anticonstitucionales o 

inconstitucionales que puedan generarse por la contradicción entre la 

ley y la Constitución, declarando su nulidad y su consecuente 

expulsión del ordenamiento jurídico vigente por los órganos 

competentes del Estado para ejercer el control de la 

constitucionalidad , pues una ley o norma general que contrad ice a la 

Constitución la modifica y atenta contra la idea de supralegalidad 

constitucional. Consecuentemente , el acto número uno que puede 

infringir una Constitución es la ley, bien sea desde el momento de su 

publicación y entrada en vigor por contener disposiciones material o 

formalmente incompatibles con el ordenamiento constitucional , o bien 

por su aplicación a una situación concreta. 
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El presente trabajo de investigación tiene por objeto el análisis 

del control abstracto de la constitucionalidad de normas generales 

realizado en nuestro país a través de la acción de 

inconstitucionalidad. Tiene el propósito de establecer una reflexión 

general sobre el estado actual de este medio de control de la 

constitucional idad, apoyándose en el análisis teórico general del 

control de la constitucionalidad y en estudios de derecho comparado 

sobre el control de normas y disposiciones generales en el 

extranjero. empleando para tal efecto elementos de ciencia política y 

derecho constitucional por ser indispensables para la comprensión 

del control de la constitucionalidad y del control abstracto de normas 

y disposiciones generales. 

La hipótesis principal de la que se parte es la ineficacia del 

control abstracto de la constitucionalidad en México, producto del 

deficiente diseño estructural y funcional de la acción de 

inconstitucionalidad . Para justificar esta hipótesis hemos dividido 

nuestro estudio en cinco capítulos con el fin de presentar un 

panorama teórico general acerca del control de la constitucionalidad 

de normas y disposiciones generales, así como del control abstracto 

realizado en nuestro país vía acción de inconstitucionalidad . Esto con 

el propósito de demostrar las deficiencias estructurales y funcionales 

actuales de esta clase de control de la constitucionalidad . 

En el primer capítulo se establece una visión general sobre el 

control de la constitucionalidad con la finalidad de establecer su 

importancia para los Estados democráticos en la actualidad , 

partiendo necesariamente del estudio de conceptos básicos como el 
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de Constitución del Estado y principio de supremacía constitucional , 

debido al valor de éstos para la teoria del control de la 

constitucionalidad , tomándose una postura analítica e inclusive crítica 

de los mismos basada en estudios de teoría política y constitucional. 

En cuanto a los conceptos de control , constitucionalidad e 

inconstitucionalidad tratados durante el desarrollo de este capftulo, 

se lleva a cabo un examen no sólo constitucional y jurid ico de los 

mismos sino además semántico con el fin de comprender el 

significado de estos conceptos y su relación con el control de la 

constitucionalidad , proponiéndose además una definición de control 

de la constitucionalidad. 

También se establece la diferencia entre los términos 

limitación y control, así como la distinción entre medios de defensa 

de la Constitución y medios de control de la constitucionalidad , 

analizándose su importancia para la protección de la Constitución del 

Estado, concluyendo este capítulo con el estudio del concepto de 

acción procesal con la finalidad de comprender el por qué de la 

denominación de este medio de control de la constitucionalidad en 

nuestro país, dándole un enfoque semántico al análisis de este 

concepto en busca de una definición útil a nuestro objeto de 

investigación: la acción de inconstitucionalidad en México. 

El segundo capítulo tiene como propósito el estudio de los 

sistemas de control de la constitucionalidad y de los medios de 

control de la constitucionalidad , elementos clave para el control de la 

constitucionalidad del ejercicio del poder político, con el fin de 

establecer la importancia de su incorporación en cualquier sistema y 

ordenamiento constitucionales. Para ello se analizan los distintos 

sistemas de control de la constitucionalidad partiendo de la ausencia 
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de control normativa mente estructurado y del control legislativo, los 

cuales no pueden considerarse propiamente como sistemas de 

control de la constitucionalidad sino como medios de defensa de la 

Constitución, pero debido a que forman parte de los medios de 

protección constitucionales, resulta indispensable su estudio para la 

teoria del control de la constitucionalidad . Posteriormente se lleva a 

cabo el análisis de los únicos sistemas de control de la 

constitucionalidad conocidos en la actualidad : el control político y el 

control jurídico o jurisdiccional , explicándose sus características 

estructurales, el procedimíento de control correspondiente a cada 

uno y los elementos que lo integran y que no son otros que aqüellos 

genéricos a todo sistema de control de la constitucionalidad: órgano 

de control , medios de control de la constitucionalidad, procedimientos 

para la aplicación de los medios de control de la constitucionalidad , 

reglas para adoptar las decisiones o resoluciones y efectos de las 

resoluciones o sentencias, y que permiten establecerse diferencias 

estructurales y operativas entre ambos sistemas de control. 

Efectuado el análisis estructural y funcional de los sistemas de 

control de la constitucionalidad, se propone un método para el diseño 

y ap licación de los medios de control de la constitucionalidad. 

Además , se ofrece una explicación sobre el control abstracto y 

concreto de normas y disposiciones generales y sobre la importancia 

de incluir ambas modalidades de control en todo sistema de control 

de la constitucionalidad que pretenda verificar la correspondencia del 

ordenamiento jurídico estatal y la Constitución del Estado y corregir 

los efectos anticonstitucionales o inconstitucionales producidos por 

su falta de correspondencia para garantizar la supremacía de la 

Constitución y la permanencia de un estado de constitucionalidad del 

ordenamiento jurídico estatal vigente. 
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El tercer capítulo está dedicado al estudio del control de la 

constitucionalidad de normas y disposiciones generales en el 

derecho comparado, específicamente el realizado en Europa y 

América , analizándose al efecto dos tipos de sistemas 

jurisdiccionales de control de la constitucionalidad : el control 

concentrado de control (austriaco) y el sistema difuso o americano de 

control de la constitucionalidad . 

El estudio del sistema concentrado de control de la 

constitucionalidad se desarrolla mediante el análisis del control de la 

constitucionalidad de normas y disposiciones generales en dos 

países europeos: España y Alemania. Por su parte, el análisis del 

sistema difuso de control se efectúa a través del examen estructural 

y funcional del control de normas generales realizado en los Estados 

Unidos de América . 

En el caso de España se examinan las características de los 

medios abstractos y concretos de la constitucionalidad de normas 

generales y de actos y disposiciones con fuerza de ley denominados 

respectivamente "recurso de inconstitucionalidad" y "cuestión de 

inconstitucionalidad". No obstante, en primer lugar se establece el 

significado e importancia del sistema concentrado , estudiándose al 

respecto la naturaleza del Tribunal Constitucional y la importancia de 

la existencia de una jurisdicción constitucional. Posteriormente se 

estudia el proceso directo de inconstitucionalidad propio del recurso 

de inconstitucionalidad español, atendiendo su análisis a los 

elementos genéricos de todo sistema de control de la 

constitucionalidad y de manera especial al procedimiento de control 
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abstracto, finalizando con el análisis estructural y funcional de la 

cuestión de inconstitucionalidad. 

Además se analiza el sistema de control de la 

constitucionalidad en Alemania , en especial el control de la 

constitucionalidad de normas generales, incluidas sus dos 

modalidades: control abstracto y control concreto de normas, 

desarrollándose su procedimiento específico de control. También se 

estudia la posibilidad que existe en este país europeo de controlar la 

constitucionalidad de las normas generales por violación de derechos 

fundamentales a petición de los ciudadanos mediante la llamada 

"queja constitucional ", complementándose el estudio del control de 

normas con el análisis del control de la constitucionalidad de normas 

internacionales y sobre la vigencia de las normas federales . 

Finalmente, se examina el sistema difuso de control de la 

constitucionalidad de leyes en los Estados Unidos de América a 

través de la llamada "revisión judicial de leyes", abordándose de 

manera complementaria la doctrina de los precedentes judiciales por 

su importancia para este sistema de control de la constitucionalidad . 

Una vez analizadas las características del control de la 

constituciona lidad de normas y disposiciones generales en el 

derecho comparado, en el capítulo cuarto se estudia concretamente 

el control abstracto de la constitucionalidad en México que se verifica 

a través del medio de control de la constitucionalidad denominado 

acción de inconstitucionalidad. En primer lugar se realiza un estudio 

sobre los antecedentes históricos y constitucionales de la acción de 

inconstitucionalidad en nuestro país, partiendo de la Constitución de 

Cádiz de 1812, analizándose todos los ordenamientos 
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constitucionales que contemplaron instrumentos de control abstracto 

de la constitucionalidad de normas generales hasta la vigente 

Constitución de 1917. Además se examinan las reformas al artículo 

105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

verificadas entre los años de 1994 y 1996 Y que Introdujeron la 

acción de inconstitucionalidad como medio de control jurisdiccional y 

abstracto de la constitucionalidad de normas generales en México, 

dando origen a la Ley Reglamentaria del Artículo 105 Constitucional 

que regula de manera específica el procedimiento abstracto de 

control de la constitucionalidad, incluido el proceso legislativo de 

elaboración de este ordenamiento legal desde su iniciativa hasta su 

aprobación y publicación en mayo de 1995 y su posterior reforma en 

el año de 1996. 

También se estudia el objeto de control de la acción de 

inconstitucionalidad, así como el procedimiento y substanciación de 

este medio de control de normas generales previsto en la Ley 

Reglamentaria del Articulo 105 Constitucional , incluido por supuesto 

el estudio de la acción de inconstitucionalidad en materia electoral , 

estableciéndose las diferencias específicas entre el procedimiento de 

control abstracto de normas en general y el realizado sobre las 

normas que rigen los procesos electorales federales y locales en 

México. 

En el quinto y último capítulo se analizan las deficiencias 

estructurales y funcionales en el diseño de la acción de 

inconstitucionalidad tanto a nivel constitucional como legal 

reglamentario, comenzando con su objeto de control que 

actualmente se encuentra restringido constitucional y legalmente, 

estableciéndose las normas y disposiciones de carácter general cuyo 
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control abstracto de su constitucionalidad resulta imposible llevar a 

cabo vía acción de inconstitucionalidad, dándose las razones por las 

cuales deberían incluirse en el objeto de control de la acción de 

inconstitucionalidad. Posteriormente se estudian las deficiencias 

existentes ero el diseño del procedimiento de control abstracto, 

analizándose aquéllos elementos que contribuyen a la ineficacia de 

este medio de control de la constitucionalidad como son la 

legitimación activa para promover la acción de inconstitucionalidad, la 

inconveniencia del establecimiento a nivel constitucional y legal de un 

plazo perentorio para su interposición y de un quórum de asiste~cia y 

votación excesivos para adoptar las resoluciones en los juicios de 

acción de inconstitucionalidad por parte de los miembros del órgano 

de control (Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación), 

señalándose en cada caso las opciones para corregir tanto las fallas 

estructurales como funcionales de este medio de control abstracto de 

normas en nuestro pais . 

Además de la necesaria reestructuración del control abstracto 

de la constitucionalidad mediante las reformas constitucionales y 

legales sugeridas . se propone la introducción de un medio concreto 

de control de la constitucionalidad con la finalidad de proteger 

eficazmente la Constitución mexicana no sólo de manera abstracta 

sino también concreta . La finalidad de introducir este medio concreto 

de control es la tutela de la Constitución no sólo de las normas que 

con su sola publicación puedan vulnerarla , sino también de la 

aplicación de las normas generales inconformes en los juicios 

ordinarios (primera instancia o apelación). con la finalidad de 

complementar nuestro actual sistema de control de la 

constitucionalidad y garantizar un estado de conformidad de todo el 

ordenamiento jurídico vigente con lo dispuesto en el texto 
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constitucional, lográndose con ello una protección integral del 

ordenamiento constitucional en el Estado mexicano. 

Cabe señalar finalmente que este trabajo de investigación 

pretende poner de manifiesto las fallas estructurales y funcionales del 

control abstracto de la constitucionalidad en nuestro país , a fin de 

que sean consideradas por nuestros legisladores y se lleven a cabo 

las reformas constitucionales y legales necesarias para corregir esta 

si tuación , pues en sus manos está el que pueda brindarse una 

protección eficaz a la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y evitar la constante vulneración del texto fundamental por 

la incompatibilidad de las normas y disposiciones generales y 

abstractas vigentes en el ordenamiento jurídico estatal. 
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CAPíTULO PRIMERO 
CONTROL DE lA CONSTITUCIONALIDAD Y ACCiÓN DE 

INCONSTITUCIONALlDAD: CONCEPTOS BÁSICOS PARA SU 
ESTUDIO 

1.1 Concepto de Constitución 

Comenzaremos este primer capítulo de conceptos básicos con 

el estudio teórico del concepto Constitución. Es preciso mencionar 

que nuestro objeto de investigación no es propiamente la 

Constitución del Estado, sin embargo, por la importancia del tema 

para nuestro estudio, resulta necesario su análisis con la finalidad de 

proponer el concepto que será empleado durante el desarrollo de 

nuestra investigación. Una vez establecido el propósito teórico del 

tema, daremos inicio al estudio del mismo. 

En el lenguaje común y corriente, la palabra constitución se 

emplea para designar la específica naturaleza de una cosa, el modo 

en que están arreglados los elementos que la integran, por lo que 

este término da idea de composición u organización de un todo. 1 

Establecido el significado de la palabra constitución, consideramos 

prudente realizar el análisis del concepto de Constitución del Estado, 

tomando como base, además del concepto mencionado, dos 

corrientes teóricas opuestas, una formalista o jurídica y otra que 

llamaremos ontológica o real, que serán de gran utilidad para la 

elaboración de nuestro concepto. 

I FIX ZAMUDIO, Héc tor y Salvador Valencia Carmona. D"recho colIsTiluc/oll/l1 mexicallo 
l ' m ll/jJIII '/I " " , Segunda ed ición. México, Editorial Pon'úa, 200 1, p. 51. 



Respecto a la primera corriente teórica , la formalista, es 

preciso mencionar que la mayoría de los autores nacionales e 

inclusive extranjeros, se adhieren a sus planteamientos. Del análisis 

juridico o formal del concepto Constitución del Estado , puede decirse 

que se le considera como la ley fundamental o ley suprema de la 

Nación , concibiéndola por ende, como un complejo normativo. 

Manuel García Pelayo es partidario de esta teoría formalista , pues 

considera a la Constitución del Estado como: " .. . un complejo 

normativo establecido de una sola vez y en el que de una manera 

total, exhaustiva y sistemática se establecen las funciones 

fundamentales del Estado y se regulan los órganos, el ámbito de sus 

competencias y las relaciones entre ellos. La Constitución es, pues, 

un sistema de normas". 2 

Del concepto anterior, podemos observar que dicho autor 

español muestra su conformidad con la explicación teórico - jurídica 

del concepto de Constitución del Estado, propuesta en un inicio por 

Hans Kelsen, qu ien para la construcción de dicho concepto consideró 

necesario establecer la distinción entre Constitución en sentido 

material y Constitución en sentido formal. 

Para Kelsen , la Constitución en sentido material está 

constituida por los preceptos que regulan la creación de normas 

juridicas generales y, especialmente, la creación de leyes. El citado 

autor reconoce que el concepto de Constitución, tal como lo entiende 

la teoría del derecho, no es enteramente igual al correspondiente 

concepto de la teoría política , pues considera que el primero es lo 

que previamente hemos llamado Constitución en el sentido material 

: Cil. por Elisur Arteaga Nava y Laura Trigueros Ga isman en Diccionarios Jurídicos 
TI! /IIúlÍcos. Volumen 2 (Derecho Constitucional): Segunda edición. México, Oxford 
L'ni \c rsil y Press, 2000, p. 15. 
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del término, que abarca las normas que regulan el "proceso de 

legislación", mientras que el segundo concepto, perteneciente a la 
.~ 

teoría política , ha sido forjado con la míra de abarcar también 

aquellas normas que regulan la creación y competencia de los 

órganos ejecutivos y judíciales supremos.3 Ambas ideas integran el 

concepto material de Constitución. 

Como puede observarse, la construcción del concepto material 

de Constitución del Estado es totalmente jurídica , ya que se le 

considera como un complejo (sistema) normativo, concepto que 

como anteriormente hemos señalado, ha prevalecido en el campo del 

Derecho Constitucional , siendo por ello expresado del siguiente 

modo por Jellinek: "La Constitución abarca los principios jurídicos 

que designan a los órganos supremos del Estado, los modos de su 

creación , sus relaciones mutuas, fijan el círculo de su acción, y, por 

último, la situación de cada uno de ellos respecto del poder del 

Estado '·. 4 

De acuerdo con el concepto anterior, "crear y organizar" a los 

poderes públicos supremos, dotándolos de competencia es el 

contenido mínimo y esencial de toda Constitución , cuyo objetivo 

principal es el limitar al poder (político) del Estado mediante el 

establecimiento de un sistema de competencias. Por tanto, 

Constitución en sentido material implica la organización del poder 

público, con la finalidad de impedir el abuso de poder. 

Si analizamos el contenido del concepto material, podemos 

darnos cuenta que de éste deriva la clasificación tradicional 

TE '\IA RAM iREZ. Felipe . Derecho cOllSlituciona! mexicano. Trigés ima cuarta edición. 
:v1éx lco. Edi tori a l Porrúa, 2001 , p.22 . 
J ihidc lll. 
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(formalista) de las partes integrantes de una Constitución del Estado: 

dogmática y orgánica, ya que para limitar el poder del Estado a 

través del establecimiento de un sistema de competencias que 

asegure la libertad de los miembros de la sociedad en un estado, 

debe atenderse primero a una serie de principios jurídicos que deben 

ser observados antes de organizar jurídicamente al poder político del 

Estado. 

Conforme a esta idea, existe una obligación de enumerar en 

la Constitución ciertos derechos del individuo, llamados "derechos 

fundamentales", que expresan y concretamente se sustraen de la 

invasión del Estado. Tales derechos se clasifican teóricamente en 

dos categorías: derechos del individuo aislado y derechos del 

individuo relacionado con otros individuos, todos ellos, derechos de 

la persona frente al Estado, pero comprendiendo la primera categoría 

derechos absolutos como la libertad de conciencia , la libertad 

personal protegida contra las detenciones arbitrarias, etcétera; en 

tanto que la segunda categoría contiene derechos individuales que 

no quedan en la esfera del particular, sino que al traducirse en 

manifestaciones sociales requieren de la intervención ordenadora y 

limitadora del Estado, como la libertad de cultos, la de asociación, 

etcétera . Cabe señalar que la tendencia actual es permitir la 

intervención reguladora del Estado en toda clase de derechos 

individuales, inclusive en el de propiedad, que antes se consideraba 

absoluto. La parte de la Constitución que trata de los derechos 

fundamentales del individuo recibe el nombre de dogmática 5 

Una vez reconocidos los derechos fundamentales --parte 

dogmática--, es necesario el establecimiento de un sistema de 

ih¡det11. 1'.2:\ . 
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competencias como garantía orgánica contra el abuso del poder, 

garantía establecida a través del principio de división de poderes6 

La parte de la Constitución que tiene por objeto organizar al poder 

público recibe el nombre de parte orgánica, y es la que propiamente 

regula la formación de la voluntad estatal al dotar a los órganos 

constituidos de facultades de hacer, a diferencia de la parte 

dogmática que generalmente sólo erige prohibiciones. 7 Dicha parte 

orgánica sumada a la parte dogmática integran el concepto material 

de Constitución del Estado. 

Es preciso mencionar que la doctrina europea, perteneciente a 

la corriente formalista, considera que la Constitución en sentido 

material implica un concepto mucho más amplio de lo que hemos 

establecido , pues se refiere a todas las reglas relativas a la 

transmisión y al ejercicio del poder. Como puede apreciarse, este 

concepto material es a la vez extenso e impreciso, ya que 

comprende no sólo las normas reguladoras de los órganos del 

Estado, sino inclusive las disposiciones sobre el sistema electoral , el 

derecho parlamentario, los estatutos de los partidos, así como 

aquellos usos y mecanismos no jurídico.s que influyen de manera 

determinante en el régimen polític0 8 

" La dí, ·í.\"io dI' p"d<,/"('.\ es el instrumento bás ico por medio del cua l se intenta conlur"r el 
pe li gro de un poder e,(l"es ivo y no constreliido a límile alguno. es la di stribución de 
fu nciones de l Estado en órganos di stintos que deben actuar sólo en el ámbito de su 
competencia y que se controlan entre sí , impidiendo la concentración del poder. El otro 
inSlrument o básico por medio del cual se intenta conjurar el peligro de un poder ex,esivo. 
ilimitado - y que compkmenta el concepto materia l de Constitución- son los der"elIO.\ 
/i/lldalllel1ll1les (garantías individuales o derechos humanos) que requieren de un esfera 
jurid ica protectora que garantice su invulnerabi lidad y represente por ende, un freno y límite 
a la acción del Estado. siendo estos la primera limitación insti tucional al eje rcicio del poder 
público (político) . Por ello, la palabra clave es el de limiles al Estado y lilll iles al poder 
po lí tico todos e ll os fijados por la ley. 
, TENA. Op. cil.. p.23 y 24. 
s FIX ZI\\I1 UDIO. Op. ci t. p.55 . 
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Habiendo explicado el concepto material de Constitución, 

concluiremos el "estudio jurídico" de la Constitución del Estado, con 

la explicación del concepto formal. La Constitución en sentido formal, 

en palabras de Kelsen, es cierto documento solemne, un conjunto 

de normas jurídicas que sólo pueden ser modificadas mediante la 

observancia de prescripciones especiales, cuyo objeto es dificultar la 

modificación de tales normas que no forman parte de la Constitución 

en sentido material. Dichos preceptos, que por su propia índole 

deberían de estar en las leyes ordinarias, se inscriben en la 

Constitución para darles un rango superior al de las leyes comunes, 

para excluirlos en lo posible de la opinión mudable del Parlamento, 

dificultando su reforma mediante el procedimiento estricto que suele 

acompañar a las enmiendas Constitucionales .9 

Como puede observarse, se reserva el sentido formal de 

Constitución para el documento escrito y que generalmente se revisa 

según un procedimiento especial, por lo cual tiene un valor jurídico 

superior a las demás normas que integran el orden jurídico positivo 

(legislación ordinaria). Esto es, las normas constitucionales se 

distinguen porque para su modificación o derogación se requiere la 

observancia de un procedimiento más complejo que el que se utiliza, 

para los mismos efectos, tratándose de cualquier otra norma jurídica, 

el cual está determinado precisamente en el texto constitucional 

(principio de rigidez constitucional). 

Una vez analizado el concepto de Constitución propuesto por 

la corriente formalista o jurídica, es momento de iniciar el estudio del 

concepto propuesto por su antagónica, la corriente ontológica o real , 

con la finalidad de elaborar nuestro concepto de Constitución . 

. , TE~.'\. op. c it. p24. 
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La corriente ontológica centra su atención y crítica en el 

"positivismo jurídico" propuesto por Kelsen, pues considera que su 

aportación teórica respecto del concepto de Constitución se basa en 

construcciones jurídicas no comprobables en la realidad, ya que 

dicho autor pretende explicar el concepto Constitución del Estado a 

través de elementos meramente normativos (formales), esto es , 

jurídico-estructurales sin explicar cuál es la esencia o contenido de 

toda Constitución . 

La crítica de los autores que se adhieren a esta corriente, tiene 

sustento en la idea de que no puede tratar de definirse a la 

Constitución del Estado con base en un único criterio: el jurídico. 

Consideran incorrecto concebir a la Constitución como un complejo 

normativo a través del cual se establezca el proceso de creación de 

leyes y se organice al Estado mediante la asignación de 

competencias a los distintos órganos constituidos que lo integran 

--Constitución en sentido material--, y que dichas prescripciones, 

deban 'estar contenidas en un "documento solemne", pudiendo ser 

solamente reformadas a través de un "procedimiento especial" 

--Constitución en sentido formal--, pues este concepto corresponde a 

una Constitución concreta o aisladamente considerada . 

El sostener que la Constitución es la norma suprema 

atendiendo a las características propuestas por Kelsen , evidencia 

que el horizonte temporal y el sustento intelectual de esta teoría no 

va más atrás ni más adelante de finales del siglo XVIII y de todo el 

siglo XIX. Esto es, el concepto material de Constitución no es más 

que la definición de un tipo específico de Constitución , la del Estado 
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liberal burgués de Derecho. 1o Al respecto Michael Miaille11 considera 

lo siguiente: 

"La existencia de una Constitución como texto único que reúne las reglas 
concernien tes a la atribución y al ejercicio del poder político en determinada 
sociedad , es un fenómeno relativamente reciente: en la forma que le 
conocemos actualmente, no es anterior al siglo XV III. Esto no significa que 
antes de esta época las sociedades no hayan tenido necesidad de una 
constitución . Esta técnica resultó necesaria en el momento en que la 
burguesia , politicamente minoritaria frente a la aristocracia, buscó el medio 
de limitar el poder real en el cual , teóricamente, no participaba . La vieja 
teoría del contrato social, ya presente en la Edad Media, fue retomada por 
los filósofos de las luces y encontró una encarnación precisa: el texto de la 
Constitución no es otra cosa que el resumen de las afirmaciones de los 
derechos de los ciudadanos y de las modalidades de ejercicio del poder de 
ellos mismos o por sus representantes . La Constitución representa por lo 
tanto la ley suprema en la organización de la sociedad que confiere al Estado 
sus fundamentos y sus límites ." 

Como puede observarse , el concepto material de Constitución 

propuesto por Kelsen, es un concepto histórico-concreto que no es 

suficiente para establecer un concepto genérico de Constitución del 

Estado, pues éste atiende a la necesidad de un grupo social concreto 

(bu rguesía) de establecer límites frente al poder abusivo del Estado 

(monarca o rey y aristocracia) a través de un sistema de 

competencias (principio de división de poderes). Si partimos de la 

idea de que por Constitución debemos entender al conjunto de 

normas jurídicas que otorgan garantías individuales y consagran la 

división de poderes, entonces toda forma de organización distinta 

que adopte un Estado no sería constitucional, pues por no ajustarse 

a este modelo, carecería de Constitución . Dicha afirmación nos lleva 

a formular la siguiente pregunta : ¿puede haber un Estado sin 

constitución? Es decir, ¿puede existir algo (Estado) que no esté 

conformado (constituido) de alguna manera? Si lo anterior fuera 

'" CO\'1.-\:\ AN DRADE, Miguel. Teoría COllsriruóonal. Segunda edición. Mé x ico . Centro 
,k Lstudi ns ele Inge niería Política y Constitucional , A.c:. , 2000, p . 22 . 
" (, il !,nr '\1igue l Covián Andrade en su obra Teoría COII.l' rirllclOllal, p. t3 . 
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cierto, los tipos de Estado anteriores al liberal burgués de derecho 

como las monarquías absolutas o limitadas, por no poseer un 

documento dividido en parte dogmática --derechos fundamentales-- , 

y parte orgánica --división de poderes--, no tenían Constitución, lo 

cual resulta evidentemente absurdo. 

De lo expuesto hasta este momento, podemos establecer que 

la corriente formalista considera a la Constitución del Estado como 

"aquellas normas que al estar reunidas en un documento escrito, 

quedan todas protegidas por la complejidad del procedimiento que 

debe observarse para su modificación". Para los criticas de esta 

corriente, lo que se define es una forma o un aspecto externo y 

circunstancial de la Constitución del Estado, pero no su esencia, al 

considerar a la Constitución del Estado como "una norma suprema 

que se distingue de las otras normas por su forma". Sin embargo, 

con este concepto no se determina qué es la Constitución, sino 

únicamente lo que no es : no será Constitución aquélla que no cumpla 

con los elementos materiales y formales propuestos por Kelsen .12 

No obstante, resulta absurdo pensar que dicho concepto 

formal de Constitución pueda corresponder a la realidad . Para 

demostrar que tal afirmación es cierta, basta tomar como ejemplo el 

caso de la Gran Bretaña, país en el cual· no existe un documento 

escrito que enuncie las normas supremas del mismo y que integren 

dicha ley suprema (a pesar de que los partidarios de la corriente 

formalista pretendan justificar sus argumentos señalando que el caso 

de este país es una excepción a la regla) . Si se atiende estrictamente 

al concepto formalista, debemos concluir que este país no tiene 

Constitución, lo cual resulta más que imposible, pues en palabras de 

1: ibidem. p.27. 
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Carl SChmitt13
, se ha confundido una parte --cada norma 

constitucional--, con el todo --la Constitución--, es decir, se ha 

tomado la parte por el todo sin lograr definir a éste último. Se 

confunde la parte con el todo, pues cada norma se identifica con la 

Constitución, y el conjunto de ellas, según la visión formalista . 

equivale a ésta última, por lo que las Constituciones se diferencian 

unas de otras por su tamaño o número de partes --preceptos-- , 

concepto en sentido formal, atendiendo por supuesto 

estructuralmente al concepto material de Constitución planteado por 

Kelsen --derechos fundamentales y división de poderes--, mas no por 

el contenido o la sustancia de sus prescripciones. 

Para demostrar que los planteamientos de la teoria formalista 

o positivista establecida por Hans Kelsen no corresponden a las 

características generales de toda Constitución, es necesario analizar 

los argumentos de dos autores que se sitúan en un plano teórico 

totalmente opuesto: Ferdinand Lassalle y su "Constitución en sentido 

real" y Carl Schmitt cuya teoría ha recibido la denominación de 

"decisionismo". El objeto de este análisis es establecer si la 

Constitución del Estado debe ser concebida como un ente abstracto 

--jurídico--. o bien, como una realidad. 

Antes de iniciar el estudio de dichos autores , es necesario 

recordar que los partidarios de la corriente formalista coinciden en la 

··naturaleza juridica" de la Constitución del Estado, por lo que 

consideran a ésta como algo jurídico, que en tanto tal. establece 

l' ESle alllor considera que la relativización del concepto de Constitución consis le en que en 
IlIgaf de fijarse el concepto unitario de Constitución como un todo. se lij a só lo el de ley 

c()/1slilllC io/1al CO /1 cr eta , pero el concepto de ley constitucional se fija según características 
eX lernas y accesorias. llamadas formales. Cit. por Miguel Covián Andrade en su ohra Teoria 

(() II.Hilllcional. p. 28 . 
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cómo debe ser el Estado. Esta manera de entender la naturaleza de 

la Constitución implica que es la ley suprema la que crea al Estado, 

lo estructura y le señala cómo debe funcionar, el Estado es la 

sociedad política y la Constitución es la ley fundamental que lo 

organiza jurídicamente . A partir de la aceptación casi genérica sobre 

la idea de Constitución establecida por Hans Kelsen, no se concibe 

un Estado sin una ley suprema o norma básica y esencial del orden 

jurídico. El Estado de Derecho empieza, según este criterio, por la 

norma de normas, es decir, por la Constitución . Esta norma, 

consecuentemente, está por encima del propio Estado, cuya 

existencia jurídica y cuyo funcionamiento determina y condiciona 

(Constitución en sentido jurídico- positivo o concepto abstracto de 

Constitución del Estado ) . 14 

Lo anterior significa que la Constitución del Estado es el 

fundamento de validez del orden jurídico positivo que deriva de ella y 

que a ella puede ser, norma por norma jerárquicamente referido, y 

que a diferencia de otras normas jurídicas, sólo puede ser reformada 

a través de un procedimiento especial, lo que le atribuye un estatus 

jerárquicamente superior respecto de todo el orden juridico del 

Estado.15 Por ende, la pregunta sobre la naturaleza de la 

Constitución del Estado es para los positivistas (formalistas), 

definitivamente ociosa , pues es obvio para ellos que la Constitución 

es una norma, un deber ser, porque en el fondo todo lo que puede 

concernir o referirse al Derecho es un "deber ser". En otros términos , 

para la corriente formalista (normativista) no hay sino dos opciones: o 

los hechos o los actos de la realidad están previstos por las normas, 

IJ COV IA'\. op. cit. p.32. 
l' En suma. la naturaleza normativa de las prescripciones jurídicas se percibe claramente en 
virtud de que todas ellas sin excepción, tienen origen en orra /lorlllO a la que estan 
Jerúrquica lllente subordinadas formal y substanc ialmente . 
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en cuyo caso tiene relevancia para el deber ser, o no están 

contemplados por ellas, en cuyo caso son intrascendentes para el 

orden jurídico, incluyéndose por supuesto a la Constitución. 16 

Una vez aclarada la postura formalista, daremos inicio al 

análisis sobre la aportación teóríca de Ferdinand Lassalle sobre la 

Constitución del Estado. Para ello, centraremos nuestra atención en 

el estudio de los conceptos factores reales de poder, Constitución 

real y efectiva y Constitución escrita u hoja de papel que son la 

esencia de dicha aportación teórica . 

Lassalle elabora sus estudios teóricos partiendo de la 

pregunta ¿en qué consiste la verdadera esencia de cualquier 

Constitución? Este autor responde diciendo que todas las 

definiciones jurídicas formales, y otras parecidas que pudieran darse, 

distan mucho de dar satisfacción a la pregunta formulada , pues se 

limitan a describir exteriormente cómo se forman las Constituciones y 

qué hacen, pero no nos dicen lo que una Constitución es. Como 

puede apreciarse, Lassalle rechaza los conceptos formal y material 

propuestos por el positivismo kelseniano y .destaca la necesidad de 

penetrar en la "esencia de la Constitución", pues el concepto de ley 

fundamental no aclara del todo dicha esencia. Para Lassalle lo 

fundamental es lo necesario, es decir, lo que "es" de una manera y 

no puede "ser" de otra , por lo que en todo caso, la Constitución se 

trata de un ser y no de un deber ser, de una realidad y no de una 

normatividad.17 

". COV IA~ . o p. c ít. . pA4. 
,. ihídem. pp. 52 Y 5J . 
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Pero, ¿qué es lo necesario para Lassalle? Para responder a 

esta pregunta es preciso aclarar que dicho autor distingue entre 

Constitución y ley. Considera que ambas tienen evidentemente una 

esencia genérica común, estableciendo que: "Una Constitución, para 

regir, necesita de la promulgación legislativa, es decir, que tiene que 

ser también ley. Pero no es una ley como cualquiera, una simple ley: 

es algo más".1 8 Ese "algo más" al que se refiere en su explicación es 

"lo fundamental", que en palabras de dicho autor no se refiere a la 

diferencia jerárquica normativa ni a su procedimiento de creación 

entre la Constitución del Estado y cualquier otra ley ordinaria, sino a 

los factores reales de poder que rigen en una sociedad determinada . 

Para justificar la existencia de dichos factores reales de poder 

dentro de la sociedad de un Estado, Lassalle elabora la siguiente 

pregunta: "¿Es que existe en un pais algo, alguna fuerza activa e 

informadora, que influya de tal modo en todas las leyes promulgadas 

en ese país, que las obligue a ser necesariamente, hasta cierto 

punto, lo que son y como son, sin permitirles ser de otro modo? Si 

señores; existe, sin duda, y este algo que investigamos reside , 

sencillamente, en los factores reales de. poder que rigen en una 

sociedad determinada". 19 

Dicho concepto, --factores reales de poder--, es la parte 

medular de la teoría constitucional de Lassalle, pues para él 

concretamente, "la Constitución de un pais es la suma de los factores 

reales de poder que rigen en ese país,,2o 

IX Íde m. p.52 . 
'" Lr\SSALLE. Ferdinand. ¿Que! es l/na C,mstilllciólI ' Quinta edición. México. Ed iciones 
Cuyoa,án. 1999. pA So 
,,, Íbidem. p .52. 
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Lo anterior quiere decir que, como señala Lassalle en su obra 

¿Qué es una Constitución?, si se presentara la hipótesis de que un 

Estado en un caso extremo se quedara sin Constitución y sin leyes, 

viéndose en la necesidad de darse un nuevo orden jurídico, si bien 

pudieran crearse nuevas normas técnicamente inobjetables y 

materialmente inclusive mejores que las precedentes, éstas serán 

aceptadas o no por ciertos sectores sociales, cuyos intereses son 

afectados en mayor o menor grado por el contenido del nuevo orden 

jurídico establecido por la nueva Constitución. Al respecto , Lassalle 

señala con toda razón que la nueva Constitución no puede ignorar la 

correlación de fuerzas real entre los distintos factores de poder 

prevalecientes al momento de reelaborar la ley suprema del 

Estado, 21 es decir, no puede dejar de atenderse a la realidad social y 

política existente al momento de su elaboración . 

Cabe señalar que dicho autor enfatiza que existe una realidad 

previa a la norma que la condiciona y determina, una realidad que, 

obviamente, no es geográfica, demográfica o culturalmente 

determinante, sino políticamente decisiva. La realidad "es" para 

Lassalle y no "debe ser", es decir, es algo que ya está dado y no que 

debe ser de una u otra forma . Dicha realidad política , es la que 

fundamenta la estructura normativa y hace que necesariamente sea 

así , dicha realidad es "el fundamento al que responden las normas y 

que no les permiten ser de otro modo". 

En este orden de ideas, los factores reales de poder son uno a 

uno, parte de la Constitución , hasta integrarla todos en su conjunto; 

los factores reales de poder son la Constitución misma, de tal suerte 

que para Lassalle entre la ley suprema y la realidad no tiene sentido 

! I COV IÁN. op. cit, p.54. 

14 



establecer una relación en términos de ser y deber ser, ni fijar una 

prelación cronológica entre la Constitución (ley) y la realidad social. 

Por ello , para Lassalle los factores reales de poder son una realidad 

politica que configura o constituye el "ser" del Estado, y por ende, 

"es" su Constitución . Esto significa que no hay una realidad social, 

asi ambigua y genéricamente concebida por los positivistas, como un 

"ser" frente a un "deber ser" que la considera y recoge 

voluntariamente para incorporarla a la norma juridica , lo que existe 

es una realidad política --factores reales de poder--, que es la 

Constitución misma y que no está sujeta a la consideración voluntaria 

ono, aproximada o no, de nadie, sino que es así e impide que las 

normas sean de otro modo. La Constitución para Lassalle no es un 

acto de voluntad del legislador, sino una realidad política 

personificada y representada por los factores reales de poder.22 

Ahora bien, ¿qué es lo que debemos entender por factores 

reales de poder? Factores reales de poder son aquellas 

organizaciones políticas, grupos sociales, grupos de presión , esto es, 

organizaciones y agrupaciones que tienen representatividad dentro 

de la sociedad, o en general de los muy diversos sectores que dentro 

de una comunidad exigen sus derechos. 

Dentro de una organización de ciudadanos, cualquiera que 

sea su tamaño y cualesquiera que sea su grado de cohesión y 

tiempo de duración, éstos tienen intereses propios que defienden y 

tratan de hacer prevalecer, pero que no necesariamente por ello 

conforman un factor real de poder. Además de los propósitos, 

objetivos o finalidades que persigue esa parte de la sociedad 

(organizada formalmente o no), debe tener la fuerza suficiente para 
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que los demás factores de poder no la anulen por completo y 

establezcan normas de coexistencia totalmente adversas a sus 

intenciones e intereses. No basta con ser un sector o grupo social 

que tenga intereses y derechos que defender o se sienta merecedor 

de ellos, es necesario además que cuente con la capacidad real de 

actuar, es decir, con el poder efectivo para luchar por la prevalencia 

de lo que quiere y le interesa , por lo que son dichos factores de 

poder los que en función de su "fuerza real" (mayor o menor unos de 

otros), impedirán que la Constitución prescriba algo que lesione sus 

privilegios y obstruya sus intereses, procurando en cambio , 

sostenerlos y si se puede ampliarlos, con base en un argumento 

concreto y manifiesto: la dosis de poder real que cada uno detente al 

momento de la elaboración de dicha Constitución. 

Por ello, para Lassalle los factores reales de poder (el rey, la 

aristocracia , los banqueros, el ejército, la burguesía, etcétera de su 

época) son cada uno parte de la Constitución y ésta al final , la suma 

de todos ellos. Los factores reales de poder no son creados , son 

parte de la real idad, son unos hoy y otros mañana, dependiendo de 

que conserven la fuerza que actualmente detentan, o la pierdan , 

siendo entonces substituidos por otros factores de poder. De ahí que 

la Constitución , entendida como "la suma de los factores reales de 

poder', sea un concepto real y político, totalmente contrapuesto a los 

conceptos formales y normativistas del positivismo jurídico y teorías 

afines. La Constitución es para Lassalle una realidad y no una 

norma, esto es, algo político y no algo jurídico,23 idea que debe ser 

entendida en forma dinámica y dialéctica, pues suma para él no 

significa adición, sino resultado de la combinación de intereses que 

cada factor real de poder logró hacer prevalecer en un momento 

~.' idem. p.57 . 
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determinado, y que hacen que el Estado sea lo que "es" y no otra 

cosa. 

Para concluir con el estudio de la aportación teórica de 

Lassalle, es preciso mencionar que la Constitución del Estado es una 

realidad que no debe confundirse con lo que él llama la "hoja de 

papel". Dicho autor considera que entre la llamada Constitución 

jurídica o escrita y la Constitución real --suma de los factores reales 

de poder--, existe sólo una relación de forma a contenido, ya que la 

forma jurídica y escrita no debe tomarse más que como la expresión 

de la realidad, 24 pues el error ha consistido y consiste en la 

actualidad en identificar a la Constitución con la forma normativa u 

hoja de papel y no con su esencia o naturaleza política real. 

La Constitución del Estado es primariamente política y 

derivada mente jurídica, es decir, primero existe una forma de 

organización estatal (organización política) y después un modelo 

específico (adecuado) de estructuración normativa.25 

Debemos partir de una realidad política representada por los 

factores reales de poder, pues la verdadera Constitución de un país , 

en palabras de Lassalle, sólo reside en los factores reales y efectivos 

de poder que rigen en un país determinado, y las Constituciones 

" "He ahi . pues. se1'iores. lo que es, en esencia, la constitución de un país; la suma de los 
rúe/ores reo les d" ¡Joder que rigen en ese país . ¡.Pero qué relación guarda es to con lo que 
vul ga rmente se llama constitución, es decir, con la constitución jurídica ') No es dificil. 
se llores. comprender la re lación que ambos conceptos guardan entre sí. Se toman es to, 
'ac tores n 'oles de poder. se ex tienden en una hoja de papel. se les da expresión escrito. y" 
partir de ese momento. incorporados a un papel , ya no son simples factores reo les de poder. 
sino que se han e ri gido en daecho , en instituciones j urídicos, y qui en atente contra e ll os 
atent a contra la ley. ves castigado. Tampoco desconocen ustedes, señores, e l procedimiento 
que se sigue para extender por escrito esos factores r<,oles de poder, convirtiéndolos así en 
fac toresjllridicos . .. I. ASSALLE. Op. cit, p. 52. 
's COVIÁi\'. Op. CiL pp. 59 Y 60. 
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escritas no tienen valor ni son duraderas más que cuando dan 

expresión fiel a los factores de poder imperantes en la realidad 

social. El discurso de Lassalle no se limita a señalar dónde se 

elabora la Constitución del Estado (en la sociedad), sino explica 

concretamente cómo se crea (resultado o suma de los factores 

reales de poder) y qué es o cuál es su esencia (Constitución política 

real y no jurídica escrita). 

Una vez establecido el concepto de Constitución para Lassalle 

--Constitución real--, es momento de abordar otra de las aporta~iones 

teóricas que se suman a la corriente ontológica : el decisionismo de 

Cari Schmitt. 

Este autor alemán, al igual que Lassalle, demuestra con 

claridad la insuficiencia de los conceptos material y f<;lrmal 

tradicionales acerca de la Constitución del Estado, a los que 

denomina ideal y relativo respectivamente. Según este autor, el 

concepto material tiene el defecto principal de idealizar el tipo de 

Constitución del Estado burgués de Derecho, tomando esta forma 

concreta de Constitución como si fuera el género, es decir, se 

confunde al género con la especie. En cuanto al concepto formal, 

para Schmitt relativo , su deficiencia radica en que confunde a la parte 

con el todo, es decir, se refiere a la ley constitucional, en lugar de 

definir a la Constitución del Estado. Este autor desecha lo que 

denomina concepto absoluto de Constitución y que no es sino la 

percepción formalista o positivista de la ley suprema o norma de 

normas 26 

',. ih"kl11. p.61 . 
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Para Schmitt, esta visión totalizadora de la Constitución 

--concepto absoluto-- , es incorrecta en virtud de que establece un 

sistema estrictamente normativo, cerrado y unitario que llega al 

extremo de identificar a la Constitución con el Estado, pues menciona 

que se parte de la idea de que todas las normas tienen que poder ser 

referidas a esta ley suprema, por ser la norma fundamental de todo el 

orden jurídico; consecuentemente, la Constitución es un deber ser y 

al hacerla coincidir con el Estado, éste se concibe también en sentido 

jurídico , es decir, como un deber ser normativo. No obstante dichos 

planteamientos, Schmitt considera que la Constitución es un ser o 

modo de ser, y no una normación total de la vida del Estado. 27 

Obsérvese que Schmitt, al igual que Lassalle, considera q~19b 

esencia de la Constitución es antes que norma realidad, y antes que 

algo identificable con un deber ser, algo esencialmente relativo al ser 

del Estado , pues afirma que "la Constitución es una decisión 

conciente que la unidad política, a través del titular del poder 

constituyente, adopta por sí misma y se da a' sí misma". Esta 

decisión o el conjunto de decisiones a las que Schmitt denomina 

políticas fundamentales , son las que no deben confundirse con las 

normas jurídicas, cuyo conjunto es lo que frecuentemente se 

considera como Constitución, ya que en el fondo , -de toda 

normatividad reside una decisión política del titular del poder 

constituyente, que definen el ser o modo de ser del Estado, por lo 

que no puede hablarse de que la esencia de la Constitución esté 

contenida normativamente.28 

,- iblde ll1. pp .62 y 6, . 
" idell1. pp . 6~ y 64. 
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De lo anteriormente expuesto, puede colegirse que la esencia 

de la Constitución de un Estado no consiste en una ley, sino en una 

decisión. Es preciso aclarar que Carl Schmitt admite la existencia de 

normas jurídicas las cuales pueden distinguirse por su "jerarquía" 

unas de otras, ocupando entre ellas un sitio preponderante las 

normas constitucionales. Sin embargo, éstas no son la Constitución, 

en virtud de que la unidad política que ella representa no puede 

establecerse tan sólo en normas constitucionales, sino a través de un 

conjunto de decisiones políticas, las cuáles son fundamentales para 

la permanencia de dicha unidad política . Es por ello que son las 

decisiones políticas fundamentales las que definen o determinan la 

existencia política del Estado, es decir, la forma como éste se 

oonstituye o bien, en una palabra, su Constitución. 

'Iur' ;-

Las decisiones políticas fundamentales definen lo que es , o 

bien cuál es la Constitución del Estado y no lo que debe ser; no son 

esencialmente normas, sino decisiones, es decir, determinaciones 

sobre el modo y forma del Estado que el titular de la soberanía 

adopta por decisión propia, originaria, ilimitada e incondicional. No 

son algo jurídico, en tanto no provienen de procesos, orígenes, ni 

atribuciones normativos, sino de fuerzas políticas, de poderes reales 

--factores reales de poder en palabras de Lassalle--, que toman una 

alternativa entre varias posibles . Tampoco son cualquier tipo de 

decisiones, sino nada menos que las que determinan y sientan los 

cimientos de la organización política de la sociedad . Las decisiones 

políticas fundamentales son en suma, la base (fundamento) de la 

organización política del Estado, que determina (decisión) una fuerza 
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soberana (política) y que hace que éste sea lo que "es" (ser) y no 

otra cosa 29 

Carl Schmitth considera necesario establecer la distinción 

entre Constitución del Estado y las llamadas leyes constitucionales . 

La distinción consiste en lo siguiente: una vez determinado el ser o 

modo de ser del Estado, es posible pensar en fórmulas normativas 

mediante las cuales la Constitución sea juridicamente expresada. 

Esto significa que las decisiones políticas fundamentales son previas 

a las leyes constitucionales, y por ende, condicionan su contenido; 

entre la Constitución y las leyes (normas) constitucionales hay una 

dependencia ontológica y de validez. Las leyes (normas) 

constitucionales presuponen la existencia de una Constitución 

--decisiones políticas fundamentales--, de la que derivan, siendo ésta 

un acto de soberanía. Las leyes (normas) constitucionales tienen una 

naturaleza jurídica a diferencia de la Constitución, cuya naturaleza es 

esencialmente política; las leyes (normas) constitucionales son 

creadas con base en una o varias decisiones políticas 

fundamentales, las cuales son el resultado de la voluntad política de 

quien las adopta: factores reales de poder imperantes en una 

sociedad y época determinada.3o 

Es necesario advertir que las decisiones políticas 

fundamentales tienen una connotación precisa que no debe 

confundirse, ni mucho menos asimilarse a lo que en las teorías 

formalistas conocemos como principios generales , programas y 

proyectos nacionales, aspiraciones politicas de un pueblo, 

costumbres , usos y tradiciones o metas y propósitos que se fijan los 

,., ib id~l11 . p. 65 . 
". ibiclel11 . 
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constituyentes al elaborar la Constitución . Estas decisiones no sólo 

son buenos propósitos, sino auténticas definiciones sobre la 

organización política del Estado, que son adoptadas entre varias 

opciones más por el titular de la soberanía. Son definitorias del ser 

estatal y no se toman pensando en que tengan vigencia a partir de 

un momento futuro, sino de inmediato. Dichas decisiones políticas 

tampoco expresan ideas y principios genéricos, sino determinaciones 

concretas (Monarquía o República, régimen parlamentario o 

presidencial) sobre la estructura del Estado .31 De ahí que podamos 

concluir definiendo a la Constitución del Estado como "el conjunto de 

decisiones políticas fundamentales que adopta el titular de la 

soberanía y que definen el ser o modo de ser del Estado." 

Para concluir con el estudio del decisionismo, es necesario 

mencionar que para esta postura la forma jurídica no es parte de la 

Constitución , en tanto ésta es esencia política y no expresión 

normativa. Que la norma o el elemento jurídico es necesario y 

cumple una función importante e imprescindible con relación a la 

Constitución, no implica que deba confundirse la esencia con la 

forma. En otros términos, puede haber en un Estado mayor o menor 

grado de expresión jurídico- formal o en su caso ninguno (p.e 

Inglaterra), pero lo que no puede dejar de existir es la esencia o 

contenido (decisiones políticas fundamentales). En este orden de 

ideas, el carácter imprescindible de la existencia de normas jurídicas 

es la de garantizar el cumplimiento de las determinaciones 

adoptadas , mientras que la expresión escrita de las mismas en un 

documento garantiza su permanencia . 

.. " ídc m. p.e,7 
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Es necesario mencionar que la corriente ontológica demuestra 

que la única idea correcta sobre lo que es una Constitución del 

Estado es la que concibe a ésta como un ser o una realidad . 32 

Nosotros nos adherimos a la explicación teórica de la corriente 

ontológica , por considerar que el concepto de Constitución es el que 

corresponde a la realidad y puede ser verificado y aplicado a 

cualquier Constitución en cualquier tipo de Estado. 

Por lo anterior, proponemos los elementos genéricos que 

deben ser tomados en cuenta para la construcción del concepto de 

Constitución, atendiendo a las ideas vertidas tanto por Lassalle como 

por Cari Schmitt. Dichos elementos pueden resumirse de la siguiente 

manera:33 

• Naturaleza de la Constitución.- La Constitución es un ser, una 

realidad , no una normatividad (deber ser). Es algo ontológico 

(político), no deontológico Uurídico). 

• Esencia de la Constitución.- Es el conjunto de decisiones 

políticas fundamentales que definen el ser o modo de ser del 

Estado (Carl Schmitt), es decir, determinan su estructura real y 

describen o reflejan cómo está constituido. 

:: ,\ dikrenc ia de la corriente forma l que pretende identificar a la Constitutiú n del Estado 
.:on una nonnativ idad y por ende concebir a la natura leza de éste como j uridica. la corrient é 
on to lógica identifica al Estado como la orga /l izació/I pol íl iea de la sociedad. por lo que la 
ex pres ión "Consti tución de l Estado" podrá ser entonces sustituida por la de t O/lslill/ció/I 
!lIJlilico d .. lo soó"dlld. Así, nos referimos entonces al ser o modo de ser po lítico de la 
soc iedad. a la manera en que esa soc iedad está consti tuida, a una rea lidad concreta que 
puede cnunciarse d iciendo: tO /lsl illlción de la socied"d polílica11lI!/l I(' tJlg lI/l i: lldll , que no 
signil"i .: a otra cosa más que la soc iedad --Estado para estos efec tos- -. "s lti organi zada 
I'n liti .:a nwnt e de algu na manera. argumento que demuestra la natura leza ! lIJ lilim de l Estado.. 
" eov !.;" ,. 0 1' . c it.. p. 112. 
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• ¿Quién la adopta o la determina? Los factores reales de poder 

en los que radica la soberania en ese momento, en tanto 

fuerza capaz de tomar esas decisiones (poder constituyente) . 

• ¿Dónde se elabora la Constitución? En un órgano colegiado 

en el que están representados los factores reales de poder y 

que recibe el nombre de congreso constituyente. 

• ¿ Cuál es su relación con el documento escrito o texto 

constitucional? El texto constitucional es un conjunto de 

normas constitucionales que son la expresión juridica de las 

decisiones políticas fundamentales --Constitución- esencia--, y 

que derivan de ella directa o indirectamente. La función de las 

normas constitucionales es dotar de obligatoriedad a las 

decisiones políticas fundamentales para que sea observada 

por los miembros de la sociedad políticamente organizada a la 

que va dirigida. 

Utilizando estos elementos que conforman el concepto de 

Constitución , podemos definir a la Constitución del Estado como "el 

conjunto de decisiones políticas fundamentales adoptadas por los 

fa ctores reales de poder imperantes en una sociedad y época 

determinada, que definen el ser o modo de ser del Estado." 

1.2 Concepto de supremacía constitucional 

Una vez establecido el concepto de Constitución , que para los 

efectos del presente trabajo es el que será empleado, es necesario 

abordar el análisis de otro concepto básico para el estudio del control 
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de la constitucionalidad y de la acción de in constitucionalidad: el 

concepto de supremacía constitucional. 

Respecto de este concepto podemos comenzar su análisis 

diciendo que la palabra supremacía proviene de supremo y este 

vocablo del latín supremus, superlativo de superus, que significa 

arriba o por encima. Para Elisur Arteaga Nava34 el término 

supremacía constitucional, es un principio que reconoce a la 

Constitución (entendida como texto constitucional , expresión jurídica 

de las decisiones políticas fundamentales) como un complejo 

normativo de jerarquía superior en relación con todo el orden 

normativo positivo, federal y local , vigente en el país. Por virtud de él , 

las leyes y los decretos deben de estar de acuerdo con lo mandado 

por la Constitución so pena de nulidad en caso de no estarlo. 

Dicho autor considera que toda Constitución, por el hecho de 

serlo, goza del atributo de ser suprema, pues para poder constituir 

(añadiriamos nosotros, constituir política y juríd icamente a un 

Estado), requiere poder estar por encima de toda institución jurídica, 

siendo para ello necesario que todo le sea. inferior. En lo normativo a 

nada se le reconoce como superior, pues ésta , la Constitución del 

Estado, constituye, organiza, faculta , regula actuaciones , limita y 

prohibe. Lo anterior va con su naturaleza,35 por ello es inherente al 

concepto Constitución el ser suprema. Lo es por cuanto ella está 

abocada a constituir y para poder hacerlo requiere que todo en lo 

interior le esté subordinado y estructurado siguiendo sus 

lineamientos generales. De ahí que nada que le sea contrario pueda 

subsistir o ser válido, ya que el principio de supremacía es operante 

.. , ARTL,\GA -TRIGUEROS . Diccionarios Jllrídicos Temáticos. Volu men 2 .... p. 90 . 

. ' .. \RT lAGA NAVA, Elisu ... Tratado de Derecho COl1stifllcional. Volumen l . México. 
( h l'"ct Lni\'ersity Press, 2000. p .~. 
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tanto por lo que hace a la estructura y funcionamiento de un órgano, 

como por lo que se refiere a sus facultades, atribuciones y 

limitaciones.36 

Es preciso mencionar que dicho principio de supremacía 

constitucional está previsto en forma expresa en el artículo 133 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual 

establece lo siguiente : 

"Articulo 133.- Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que 
emanan de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, 
celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con 
aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión . Los jueces 
de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución , leyes y tratados, a pesar 
de las disposiciones en contrario que puedan haber en las Constituciones o 
leyes de los Estados ." 

Con base en las consideraciones anteriormente esbozadas y 

de acuerdo con la lectura del artículo 133 constitucional, se puede 

mencionar que el principio de supremacia constitucional establece la 

jerarquización del orden normativo federal, pues aun cuando en el 

artículo 133 constitucional no se establezca de manera explicita que 

la Constitución Federal se encuentra por encima de las Leyes 

Federales y Tratados Internacionales, cabe aclarar que debe 

entenderse el término "Ley Suprema de la Unión " no como la 

Constitución del Estado, sino como el bloque normativo federal 

compuesto por diferentes normas y disposiciones generales: 

Constitución Politica, Leyes, Tratados, etcétera, que no integran un 

solo código normativo: Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, sino un nivel jurídico que será superior a los órdenes 

jurídicos internos de las entidades federativas, esto es, el Derecho 

Federal. En este artículo, entonces, la expresión "Ley Suprema " es 

H, ARTEAGA-TRIGUEROS. Diccionarios Jurídico.' TemlÍticos. Volumen 2 . ... p. 90. 
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equivalente no a Constitución Federal, sino a orden juridico federal, 

pues en el ámbito federal existe una relación jerárquico-normativa 

entre las diversas disposiciones generales o normas juridicas, esto 

es, las normas constitucionales están en un primer nivel y los 

Tratados Internacionales y las Leyes Federales en un segundo sitio , 

dependientes de ella y conformes a ella, por encontrarse 

establecidas en la Constitución (texto constitucional) las bases para 

la celebración de estos y la creación de aquéllas, lo que nos hace ver 

que dichas disposiciones están jerárquicamente subordinadas a la 

Constitución Federal, ocupando un segundo nivel dentro de~ orden 

normativo federal. 

Lo anterior demuestra que el orden juridico interno 

encabezado por las normas constitucionales es de jerarquía superior 

al internacional y que éste deriva, y por ende, está sujeto en cuanto a 

su validez y aplicabilidad a aquél. Que la Constitución prevalece 

sobre los Tratados y que éstos no son parte sino derivación de ella , 

lo demuestra el hecho de que no pueden entrar en vigor, ni producir 

efectos entre los sujetos que los acuerdan --Estado o Naciones-- , si 

no son respetados los procedimientos para su celebración y 

aprobación establecidos en el texto constitucional. Esto significa que 

las normas supremas son las constitucionales y no las 

internacionales, por lo que queda comprobado que la Constitución 

del Estado está ubicada en un nivel más alto dentro del 

ordenamiento jurídico federal que los Tratados internacionales, los 

cuáles le están subordinados al igual que las Leyes Federa les3 7 

Cabe aclarar que el hecho de que los Tratados Internacionales 

sean jerárquicamente inferiores a la Constitución del Estado, no 

,- COVIÁN ANDRADE, Miguel. Teor ía Com'/i/l/cional " , pp. 516 a 524 . 
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implica que estén al mismo nivel jerárquico que las Leyes Federales, 

ya que por interpretación de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, éstas se ubican en un nivel más bajo dentro de la estructura 

del orden jurídico federal. 

Al respecto , el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación ha sostenido la tesis de jurisprudencia P. LXXVII/99, visible 

en la página 46 del Tomo X del Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta, Novena Época, correspondiente al mes de noviembre 

de 1999, que al texto es como sigue: 

TRATADOS INTERNACIONALES. SE UBICAN JERARQUICAMENTE POR 
ENCIMA DE LAS LEYES FEDERALES Y EN UN SEGUNDO PLANO 
RESPECTO DE LA CONSTITUCION FEDERAL. Persistentemente en la 
doctrina se ha formulado la interrogante respecto a la jerarquia de normas en 
nuestro derecho. Existe unanimidad respecto de que la Constitución Federal 
es la norma fundamental y que aunque en principio la expresión " ... serán la 
Ley Suprema de toda la Unión .. ." parece indicar que no sólo la Carta Magna 
es la suprema, la objeción es superada por el hecho de que las leyes deben 
emanar de la Constitución y ser aprobadas por un órgano constituido, como 
lo es el Congreso de la Unión y de que los tratados deben estar de acuerdo 
con la Ley Fundamental , lo que claramente indica que sólo la Constitución es 
la Ley Suprema. El problema respecto a la jerarquia de las demás normas 
del sistema, ha encontrado en la jurisprudencia y en la doctrina distintas 
soluciones, entre las que destacan: supremacia del derecho federal frente al 
local y misma jerarquia de los dos, en sus variantes lisa y llana, y con la 
existenCia de "leyes constitucionales", y la de que será ley suprema la que 
sea cal ificada de constitucional. No obstante , esta Suprema Corte de Justicia 
considera que los tratados internacionales se encuentran en un segundo 
plano inmediatamente debajo de la Ley Fundamental y por encima del 
derecho federal y el local. Esta interpretación del articulo 133 constitucional , 
deriva de que estos compromisos internacionales son asumidos por el 
Estado mexicano en su conjunto y comprometen a todas sus autoridades 
frente a la comunidad internacional ; por ello se expl ica que el Constituyente 
haya facu ltado al presidente de la República a suscribir los tratados 
internac ionales en su calidad de jefe de Estado y. de la misma manera. el 
Senado Interviene como representante de la voluntad de las entidades 
federativas y, por medio de su ratificación. obliga a sus autoridades , Otro 
aspecto importante para considerar esta jerarquia de los tratados , es la 
relativa a que en esta materia no existe limitación competencial entre la 
Federación y las entidades federativas , esto es, no se toma en cuenta la 
competencia federal o local del contenido del tratado, sino que por mandato 
expreso del propio articulo 133 el presidente de la República y el Senado 
pueden obligar al Estado mexicano en cualquier materia , 
independientemente de que para otros efectos ésta sea competencia de las 
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entidades federativas. Como consecuencia de lo anterior, la interpretación 
del artículo 133 lleva a considerar en un tercer lugar al derecho federal y al 
local en una misma jerarquía en virtud de lo dispuesto en el artículo 124 de la 
Ley Fundamental , el cual ordena que "Las facultades que no están 
expresamente concedidas por esta Constitución a los funcionarios federales, 
se entienden reservadas a los Estados .... No se pierde de vista que en su 
anterior conformación, este Máximo Tribunal había adoptado una posición 
diversa en la tesis P. C/92 , publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación. Número 60 . correspondiente a diciembre de 1992. página 27 . 
de rubro: "LEYES FEDERALES Y TRATADOS INTERNACIONALES. 
TIENEN LA MISMA JERARQUIA NORMATIVA."; sin embargo, este Tribunal 
Pleno considera oportuno abandonar tal criterio y asumir el que considera la 
jerarquía superior de los tratados incluso frente al derecho federal. 

Amparo en revísión 1475/98. Sindicato Nacional de Controladores de 
Transito Aéreo. 11 de mayo de 1999. Unanimidad de diez votos . 
Ausente: José Vicente Aguinaco Aleman. Ponente: Humberto Roman 
Palacios. Secretario : Antonio Espinoza Rangel. El Tribunal Pleno, en su 
sesión privada celebrada el veintiocho de octubre en curso, aprobó, 
con el número LXXV11I1999, la tesis aislada que antecede; y determinó 
que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencial. México, 
Distrito Federal, a veintiocho de octubre de mil novecientos noventa y 
nueve. Nota: Esta tesis abandona el criterio sustentado en la tesis P. 
C/92, publicada en la Gaceta del Semanario ,Judicial de la Federación 
Número 60, Octava Época, diciembre de 1992, página 27, de rubro: 
"LEYES FEDERALES Y TRATADOS INTERNACIONALES. TIENEN LA 
MISMA JERARQuíA NORMATIVA." 

Una vez establecido el contenido y alcance del concepto de 

supremacía constitucional , es importante mencionar que el principio 

de supremacía constitucional se impone a los órganos constituidos 

locales en forma directa , ya que la Constitución Federal obliga a los 

Congresos locales a organizar a sus entidades federativas de 

conformidad con lo que establece el artículo 116. Otro precepto 

constitucional que refuerza este principio es el artículo 128, el cual 

obl iga a los titulares de los órganos constituidos, tanto federales 

como locales , y en general a todo servidor público sin excepción , a 

respetar la Constitución Federal. 

Estos preceptos constitucionales (artículos 116 y 128), 

aunados al texto del artículo 133 constitucional que contiene 

expresamente el aludido principio de supremacía constitucional, nos 
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permiten comprender que todo el orden normativo, federal y local, 

debe estar de acuerdo con la Constitución para tener validez, pues 

en caso de contradicción, deberán ser considerados nulos por la falta 

de correspondencia con lo establecido en el texto constitucional. 

Dicha consideración será aplicable en el caso de actos de servidores 

públicos y en general a cualquier clase de disposiciones y normas de 

carácter general que impliquen una contradicción con la Constitución 

Federal. 

1.3 Concepto de control 

El control puede ser considerado como un elemento clave en 

la Constitución del Estado de derecho democrático y social, por lo 

que en el caso de nuestro país, dicho concepto es de vital 

importancia al pertenecer a este tipo de Estado, pues resulta 

fundamental determinar el papel que en éste desempeña el control. 

El autor español Manuel Aragón ,38 considera que el control en 

un Estado social es aún más necesario debido a que en éste se 

manifiesta, además de una gran extensión del poder, una corriente 

recíproca de socialización del Estado y estatalización de la sociedad 

que requiere, en mayor medida, la efectividad de las limitaciones y 

control. Debido a ello considera que: 

la vigencia de la Constitución dependerá de su capacidad de 
realización, es decir. de su efectividad normativa . que como ha señalado 
Hesse, requiere necesariamente "que la cooperación , la responsabilidad y 
el control queden asegurados" No es concebible . pues, la constitución 
como norma. y menos la Constitución del Estado SOCial y democrático de 
derecho, si no descansa en la existencia y efectividad de los controles . De 
ahi que éstos se hayan ampliado y enriquecido en la teoria y la práctica 
constitucional de nuestro tiempo, como garantia de una compleja división y 

ARAGÓN , Manuel. COII.l'li l llCiólI. democracia y conlrol Máico, Instituto de 
Investi gaciones Jurídi cas - UNAM , 2002, p.1 O l . 
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limitación del poder, o, si se quiere, de un complicado sistema pluralista al 
que la Constitución, preservando y regulando su equilibrio, es capaz de 
dotar de unidad .. . la aplicación de los jueces en suma, es sólo una faceta, 
aunque sea la más relevante de este sistema. Junto al control de 
constitucionalidad de las leyes, de los reglamentos y otros actos del poder 
público e incluso del poder social o de los particulares (drittwirkung), o la 
resolución jurisdiccional de los conflictos de atribuciones o de 
competencias, la ampliación y eficacia de los controles se manifiesta en la 
completa sumisión de la administración a la ley, con la desaparición de 
ambitos exentos, en el establecimiento de nuevas instituciones de 
fiscalización (como la figura del ombudsman), en la extensión del control 
parlamentario a actividades o entidades de carácter administrativo, en la 
multiplicación, por vías formales, de otros medios de control del poder a 
cargo de las asociaciones, sindicatos o grupos de interés e incluso en la 
creación (para determinados ámbitos: Consejo de Europa, Comunidades 
Europeas) de instrumentos supranacionales, polítícos y jurídicos de 
controL" 3§ 

Como puede observarse, este autor establece dentro de sus 

consideraciones la justificación de la existencia del control en un 

Estado democrático y social de derecho, pues parte de la idea que el 

poder político, y en especial su ejercicio, aunque está limitado 

constitucionalmente, no puede ser verificado si no se establece un 

sistema efectivo de controles que garanticen y preserven la unidad 

política y jurídica establecida por la Constitución . De ahí la necesidad 

de la idea del control para toda Constitución a través de la cual se 

pretenda limitar el poder político y su ejercicio. 

Cabe señalar que en la Constitución de un Estado 

democrático y social de derecho, se ' establecen una serie de 

principios materiales y estructurales (estos últimos organizativos o 

procedimentales), cuya condición es precisamente la de ser garantía 

de otros principios o reglas materiales. De ahí que el control , 

-entendido en sentido general, que es de lo que hasta ahora venimos 

tratando y no sólo circunscrito al control de la constitucionalidad- , al 

dotar con su existencia de eficacia a dichas garantías, sea el 

.'" ibidem. pp. 102 Y 103. 

31 



elemento indispensable para asegurar la vigencia de los principios y 

reglas materiales de la Constitución, es decir, para la realización de 

los va lores propugnados como fines, en especial el de igualdad, por 

ser éste el objetivo fundamental del Estado social de derecho,4o 

pues, en palabras de Sartori41, la democracia pluralista sólo es 

posible cuando se articula sobre un sistema general de controles, 

esto es , la democracia "concordada" o "proporcional" no supone la 

aminoración del control, sino su potencialización, ya que el Estado 

social no puede concebirse sin control. 

Lo anterior nos lleva a concluir que sin instrumentos de control 

no es posible la existencia del Estado social y democrático de 

derecho. Es por ello que en palabras de Manuel Aragón: "El control 

pasa a ser así, un elemento inseparable de la Constituci6n, del 

concepto mismo de Constituci6n. Cuando no hay control, no s610 

ocurre que la Constituci6n vea debilitadas o anuladas sus garantías, 

o que se haga difícil o imposible su realizaci6n; ocurre, simplemente 

que no hay Constitucíón".42 

Es importante mencionar que dichO autor español, afina su 

idea acerca del control estableciendo que: 

.para la teoria constitucional, el fenómeno del control escapa al 
establecimiento de una única definición conceptual, pero ello no significa 
que posea una pluralidad de sentidos. Por el contrario , es Justamente la 
eXistencia de un sentido constitucionalmente unívoco del control lo que le 
perm ite ser, como ya se ha expuesto, elemento inseparable de un 
concepto univoco de Constitución . Unidad de sentido que se deriva, pues , 
de la teoria de la Constitución, pero también de la misma teoría del control.' 
cónsiderada la intima relación que existe entre Constitución y control , 
parece evidente que la teoria de aquélla ha de incluir la teoria de éste, por 
lo que cualquier intento en la elaboración de teorías acerca del control , ha 

i\Ri\GON, Op. cit, p. 11 7 Y ss. 
JI Cil. por Manuel i\ragón en su obra Conslitllción, democracia y conlrol, 1' .119. 
" i\Ri\GON. Op. cit, p.120. 
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de dotar a éste de un sentido univoco que sea capaz de englobar 
coherentemente las variadas formas que el control adopta en el Estado 
constitucional. Tal sentido no es otro que el de considerar al control como 
"el vehículo a través del cual se hacen efectívas las limitaciones del 
poder,,·3 

Una vez establecida la justificación de la existencia del control 

en un Estado que pretende ser definido como democrático y social , y 

entendido el sentido unívoco que le debe ser atribuido por ser 

considerado como parte inseparable del concepto de Constitución , 

esto es, como el instrumento o vehículo a través del cual se hacen 

efectivas las limitaciones establecidas en la Constitución para 

preservar los principios establecidos por ella, es necesario establecer 

el significado de dicho vocablo. 

La palabra control proviene del término latino-fiscal medieval 

contra rotulum, y de ahi pasó al francés contre - rolé (controle), que 

significa, literalmente, "contra - libro", es decir, "libro de registro", 

que permite contrastar la veracidad de los asientos realizados en 

otros. El término se generalizó, poco a poco, hasta ampliar su 

significado al de "fiscalizar", "someter", "dominar", etcétera. Aunque 

suele decirse que en el idioma inglés "control" se refiere a dominio , a 

diferencia de lo que ocurre en francés, en el que el término se 

restringe más bien a "comprobación", lo cierto es que la amplitud del 

significado se manifiesta en ambos idiomas, y en otros, En inglés 

significa "mando", "gobierno", "dirección", pero también "freno" y 

"comprobación"; en francés , "registro", "inspección", verificación", 

pero también, "vigilancia", "dominio" y "revisión"; en alemán 

(kontrol/e) , "comprobación", "registro", "vigilancia", pero también 

"intervención", "dominio" y "revisión"; en italiano (control/o) , "revisión , 

"inspección", "verificación", pero también "vigtlancia", "freno" y 

'; ibidem, pp. 120 Y 12 1. 
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"mando". El Diccionario de la Real Academia Española otorga a la 

palabra los siguientes significados: "inspección", "fiscalización", 

"intervención", "dominio", "mando", "preponderancia" 44 

Si del análisis puramente lingüístico pasamos al examen del 

empleo que de la palabra se hace en las normas jurídicas, la 

pluralidad de significados no desaparece en cuanto que en los 

ordenamientos suele encontrarse el término "control " referido a 

fenómenos muy diversos: control parlamentario, judicial, 

administrativo, etcétera . Como puede observarse , la multiplicid~d de 

significados es patente , sin embargo , esta variedad de 

significaciones, que puede obligar a la elaboración de una pluralidad 

de conceptos de control, no impide comprender a éste en un único 

sentido. Bajo las diversas formas del control del poder 

--parlamentaria, judicial , social, etc.--, y bajo las diversas facetas 

--freno, vigilancia, revisión , inspección, etc.-- , que tal control puede 

revestir, late una idea común: hacer efectivo el principio de limitación 

de poder. Todos los medios de control en el Estado constitucional 

están orientados en un solo sentido, y todos responden 

objetivamente a un único fin : fiscalizar la actividad del poder para 

evitar sus abusos45 

Tomando en cuenta los razonamientos anteriormente 

establecidos, puede considerarse al control como: "el instrumento o 

veh ículo a través del cual se hacen efectivas las limitaciones 

previstas en la Constitución para preservar los princip ios por ella 

establecidos, y evitar asi, los abusqs del poder durante su ejercicio. " 

" ibidém, pp. 121 Y 122 . 
,< ibidem. p. 122 . 
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Cabe mencionar que si bien la unidad del fin permite atribuir 

un sentido univoco al control y considerarle válidamente como un 

elemento inseparable del concepto de Constitución, la pluralidad de 

medios a través de los cuales ese control se articula y la diversidad 

de objetos sobre los que puede recaer --actos, leyes, etcétera--, 

impiden sostener un concepto único de control. No se trata de que 

existan clases de control, pues ello es obvio y no afecta a la unidad 

conceptual, sino que, por imperativos analíticos, la heterogeneidad 

de los medios de control es tan evidente que obliga a la pluralidad 

conceptual. Para el derecho constitucional no hay, pues, u~o sino 

diversos conceptos de control. En todos ellos el control aparece 

dotado de un único sentido, pero integrado por muy variados 

elementos. La categoría del control se presenta, en sus diversas 

manifestaciones prácticas, a través de modalidades tan distintas: 

controles sociales, políticos y jurídicos, que cualquier intento de 

englobarlas en un solo concepto que las pudiese abarcar sería 

teórica y operativamente imposible.46 

Diferencia entre limitación y control.- Una vez planteada la 

importancia que para la Constitución del Estado tiene el significado 

del control y la imposibilidad de establecer un concepto único del 

mismo, es importante señalar que existe una diferencia entre control 

y limitación a pesar de estar estrechamente relacionados, por lo que 

resulta necesario aclarar este punto para evitar confusiones en el 

manejo de ambos conceptos. 

Para tal efecto, nos permitimos transcribir las ideas expuestas 

al respecto por Carla Huerta Ochoa debido a la sencillez de sus 

planteamientos, los cuales adoptamos para el establecimiento de una 

J<. ídem. p. I23 . 
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diferenciación no sólo teórica, sino inclusive práctica de ambos 

conceptos. Esta autora plantea lo siguiente: 

"Las limitaciones establecen las fronteras a las posibilidades de 
actuación de los órganos de gobierno. Pero el poder puede excederse, 
rebasar dichas fronteras y transformarse en un mandato arbitrario . La 
función del control es vigilar la observancia y respeto de las limitaciones . 
Una forma efectiva y permanente de establecer limitaciones es por medio 
del derecho, tanto en la Constitución como en la ley, los decretos o los 
reglamentos, en virtud de su fuerza obligatoria . 

Para Manuel Aragón , "la limitación resulta de una norma abstracta 
y el órgano de control es actualizador de una limitación preestablecida". Es 
decir, que el órgano que ejerce el control tiene la obligación de verificar 
que la limitación sea respetada . En su opinión , los limites buscan 
preservar la supremacía constitucional , y el control es la garantía del 
acalamiento de las limitaciones. 

Es correcto afirmar que establecer limitaciones sin un medio de 
control es inefectivo y poco realista , pero no es válido pensar que los 
controles permiten asegurar que la conducta no deseada no se verificará . 
Por ello es oportuno diferenciar también los conceptos de control y 
garantía . 

Las garantías son los medios que permiten asegurar los derechos 
y protegen la libertad de los abusos que la autoridad pudiera cometer. Las 
limitaciones son un tope al ejercicio del poder, pero no garantizan que no 
se incurrirá en tales abusos. Es únicamente a través de los diversos 
instrumentos de control como se logra garantizar la efectividad de las 
lim itaciones establecidas . 

Por otra parte , es oportuno aclarar, con Manuel Aragón , que el 
órgano controlante no limita , asegura la vigencia de las limitaciones fijadas 
objetivamente por el Derecho. Es decir, solamente hace eficaces los límites 
establecidos, pero no puede crear o fijar nuevas limitaciones a los demás 
órganos ; esa es función del órgano constituyente y del Legislativo, en su 
caso . 

Para que la limitación sea efectiva, es preciso que los con troles 
sean institucionalizados, es decir, que estén prescritos por el derecho y 
funCionen de manera regular . En la opinión de Manuel Aragón, la 
Constitución pOdria sobrevivir sin controles sociales o políticos: el control 
jurídico en cambio, es absolutamente necesario , principalmente para 
preservar la vigencia del orden juridico y la supremacía de la Constitución . 

Existen múltiples limitantes al poder del Estado, como son la 
Constitución , la soberania, o bien, limitantes al titular del Poder Ejecutivo o 
al ejercicio de sus funciones, como por ejemplo, el hecho de que su 
mandato sea temporal, que no pueda reelegirse su titular, las 
determinaciones de su propio partido político, etcétera . Sin embargo, 
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todas esas limitaciones carecerian de significado si no hubiera formas para 
asegurar su cumplimiento, por lo que se establecen sistemas de control. 

Algunos de los medios de control quedan fijados en las leyes, y es 
a los órganos del Estado a quienes corresponde vigilar su permanencia . 
Pero como ya sabemos, existen otro tipo de controles que no están 
institucionalizados, como son el electorado, la opinión pública y los grupos 
de presión, entre otros. 

Para Reinhold Zippelius, el poder distribuido es conjunta y 
simultáneamente limitado y controlado. Aunque tiene razón al considerarlo 
limitado, parece que confunde en cierta manera limitación y control, dado 
que la separación de funciones constituye una limitación al ejercicio del 
poder, pero no asegura si no se establecen sistemas de control , que no 
existan abusos en su ejercicio. Esto lo reconoce al afirmar: "La limitación 
como principio politico se traduce en un esquema de organización y 
distinción funcional de poderes, pero con un vinculo de coordinación 
juridicamente regulado", cuyo fin es evitar la concentración de poder. 
Finalmente, ese vinculo de coordinación parece configurarse como una 
forma de control jurídicamente establecida . 

Podríamos decir que una limitación implica señalar el alcance de 
las facultades de la autoridad, mediante normas jurídicas para darle fuerza 
obligatoria y así impedir el abuso en el ejercicio de las facultades 
correspondientes. Es una frontera que marca el punto de partida y hasta 
donde se puede llegar en la realización de una función ; pero como barrera 
no infranqueable. 

El control , en cambio, no implica una limitación a la actividad de 
las autoridades , sino que consiste en un procedimiento de supervisión y 
vigi lancia de las actividades realizadas por la autoridad , ya sea por medio 
de la cooperación o la simple comprobación de la observancia de las 
normas que establecen los limites, garantizando la efectividad de las 
limitaciones." 47 

Como puede observarse, esta autora considera necesario el 

diferenciar los términos limitación y control para evitar confusiones en 

el manejo técnico jurídico de los mismos. Debido a ello, debemos 

entender que la limítacíón implica señalar el alcance de las 

facultades de la autoridad medíante normas jurídicas para darle 

fuerza obligatoria, y as í impedir el abuso en el ejercicio de las 

facultades correspondientes. Esto es, una limitación puede ser 

,- HUERTA OCHOA. Carla. Mecanismos constitucionales para ,d colllrol del poder 
¡)olirico Segunda edic ión. Mé xico, Instituto de Investigac iones Jurídicas - UNAM, 2001, p. 
5~ Y ss. 
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considerada como una frontera que marca el punto de partida y hasta 

donde se puede llegar en la realización de una función, es decir, 

hasta donde pueden actuar los órganos de gobierno, pues fija la 

competencia de los mismos. Sin embargo, las limitaciones no deben 

ser consideradas como una barrera infranqueable, pues existe la 

posibilidad de que el poder político exceda dichas fronteras y se 

transforme en un mandato arbitrario. De ahí la necesidad del 

establecimiento de medios o instrumentos que garanticen la debida 

observancia de las limitaciones, por lo que resulta imprescindible el 

establecimiento de controles. 

En este orden de ideas, el control no implica una limitación a 

la actividad de las autoridades, sino consiste en un procedimiento de 

supervisión y vigilancia de las actividades realizadas por la autoridad, 

ya sea por medio de la cooperación o la simple comprobación de la 

observancia de las normas que establecen los límites, garantizando 

la efectividad de las limitaciones, lo cual nos lleva a la conclusión de 

que la función del control es vigilar la observancia y respeto de las 

limitaciones constitucionalmente establecidas. 

Es importante señalar, de acuerdo con las ideas de la autora 

en comento, que la limitación resulta de una norma abstracta y el 

órgano de control es solamente actualizador de la limitación 

preestablecida. Esto significa que el órgano que ejerce el control 

tiene la obligación de verificar que la limitación sea respetada, pues 

los límites buscan preservar la supremacía constitucional, por lo que 

el co ntrol es la garantia del acatamiento de las limitaciones. Por lo 

anterior, es correcto afirmar que establecer limitaciones sin un medio 

. de control es inefectivo y poco realista. 
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Si hemos dicho que el control es la garantía del acatamiento 

de las limitaciones, resulta necesario decir que por garantías deben 

entenderse aquellos medios que permiten asegurar los derechos de 

Jos individuos contra los abusos que la autorídad pudiera cometer. 

Dicho lo anterior, es necesario entender que las limitaciones son un 

tope al ejercicio del poder, pero que no garantizan que no se incurrirá 

en tales abusos, por lo que es posible afirmar que es únicamente a 

través del establecimiento de los diversos instrumentos o medios de 

control como se logra garantizar la efectividad de las limitaciones. 48 

Por último, es preciso mencionar que para que la limitación 

sea efectiva, es preciso que los controles sean institucionalizados, es 

decir, que estén prescritos por el derecho y funcionen de manera 

regular, pues ello permitirá preservar la vigencia del orden jurídico y 

la supremacía de la Constitución . 

1.4 Concepto de constitucionalidad 

El término constitucionalidad puede ser entendido en una 

primera aproximación como calidad de constitucionaJ.49 Partiendo de 

esa idea, es preciso mencionar que dicho término es usado en una 

doble acepción : una técnica , referido concretamente a actos de los 

'.' 111 '".I'·Il.pln dé el lo ~s e l conocido principio de la di,·i.l/iJII de poder",. en el que s i bi en es 
(l enll cada o rga no co nstitu ido - ej ecuti vo. leglSlatil'o y jud ic ial- . tie nen es tab lec.das sus 
fac ult ades o competencias en la prop ia Constituc ión (Iimilaciones) , ello no imp lica que 
durant~ su ejerc icio. dichos órganos invadan la competencia de los otros, po r lo que es 
neccsa ,., ,, ,, 1 estahlec .miento de controles pa ra hace r e fecti vo dichos li m ites: ta l es e l caso en 
nu estro pa is de l establec imiento de las llamadas coll lro vl!rsias cOl1slilllCiol/(/ll!s prel'istas en 
la li'acción I de l artic ulo 105 constitucional. Ello demuestra la necesidad de l establecimiento 
de sis temas y medios de control, pues es rea lmente imposible que los órganos respeten las 
li mit aciones establecidas constituc io na lmente, siendo este supuesto, un claro ejemplo de la 
d ife renc ia ex istente entre limitación y conl/"ol. 
'O) Diccionario dI! la Real Academia Espmiolll. Tomo I (A- G). Vigés ima primera ed ic ión . 
Madrid . Edi torial Espasa - Calpe, 1992, p . 549. 
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poderes de un Estado y de los órganos constituidos de una entidad 

federativa que deben de estar de acuerdo o encontrar su fundamento 

en la Constitución General ; otra en el léxico jurídico general 

(segunda acepción), empleándose el término para aludir a la 

conformidad con la Constitución General de cualquier acto, emane o 

no de una autoridad5o 

Ambas ideas nos llevan a la conclusión de que por el término 

constitucionalidad debe entenderse la conformidad de un acto , norma 

o disposición de carácter general -incluyéndose por supuesto a la 

ley- con lo dispuesto en la Constitución de un Estado, pues su 

conformidad con la Constitución determina la calidad de 

constitucional que poseen estos. Si bien es cierto que puede 

aplicarse a cualquier acto emane o no de una autoridad , el término 

constitucionalidad debe ser entendido, preferentemente, como "la 

correspondencia de los actos de autoridad o actos de gobierno lato 

sensu con el contenido del texto constitucional, que estructura y 

limita el poder público". 

1.5 El control de la constitucionalidad y el ejercicio del poder 

político 

Anteriormente hemos hablado de los conceptos de control y 

constitucionalidad. Esto nos ha permitido tener una idea sobre la 

importancia y valor que tienen ambos conceptos para la Constitución 

de un Estado democrático y social de derecho. 

" , A RTEAGA-TRIGU EROS. Diccionllrios Jurídicos Temátíco.\' . Volumen 2 ... , p. 15. 
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No obstante, antes de establecer un concepto sobre control de 

la constitucionalidad, es necesario mencionar cuál es el objeto que 

debe ser sometido a control y verificación de su constitucionalidad . 

El objeto de control no es otro que el poder, pero no cualquier 

clase de poder (pues podría entenderse como social o económico), 

sino exclusivamente el poder político, ya que éste se institucionaliza 

con la organización misma del Estado, es decir, su origen , ejercicio y 

fines se encuentran establecidos por la Constitución y jurídicamente 

regulados en el texto de la misma. 

El poder político se basa en la posibilidad de ejercer la 

coacción , de usar la fuerza legal, lo cual equivale a la aplicación de la 

ley misma, pues ese poder está juridificado, debido a la necesidad de 

ser limitado, por lo que de manera directa o indirecta ha sido 

regulado jurídicamente en mayor o menor medida. Cabe señalar que 

el poder es indispensable si se le considera como fuerza necesaria 

para ejecutar las decisiones tomadas con autoridad por los 

detentadores del poder. 51 

" HUERTA. Op. cil. pp. 16 y 17. Para Karl Loewenstei n los dete/ltadores del put/"r 
oliciale.\ l ' ,·isible.\ son aquellos órganos y autoridades y correspondientes funcionarios que 
estcin encargados pOI la Constitució n de l Estado de dese mpeliar determinadas flll1ciol1<'5 en 
""e res de la sociedad estatal. El poder político que ellos ejerce n está unido a l cargo, a traves 
de l cua l se atribuye el dominio a l detentador mismo. Lowenstein utiliza dic ho termino en e l 
sentido ge ne rico y los denomina oficiales, puesto que así ya no es posible cuestio narse la 
kg iti l11idad del ej erc ic io de l pode r. Cabe se ñalar qu e "ete/ltllrlores del!,oder es e l t<' ,.,n"", 
qu e se refiere a quie n ejerce originariamente e l poder pol ít ico . Al legitimarse juridicame nte' 
y ser instituidos conforme a los procedímientos establecidos en e l orden jurídico. se 
convierten en órga nos de autoridad O en funcionarios . Es preciso señalar que cua lquier acto 
u omisión en exceso o defecto de su esfera competencia l se encuentra fuera del marco 
presc ri to por la ley. Este origen legal de los actos protege a los ciudada nos de los abusos que 
los funcionarios públicos pudieran llegar a cometer (c il. por Carla Huerta Ochoa en su obra 
.\1eca/lisll/os cO/lstitllcionales para el control del poder político, p.25). 
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El poder es la posibilidad de imponer la voluntad de unos 

sobre otros y, actualmente, éste se encuentra depositado en el 

ordenamiento jurídico y distribuido competencialmente para su 

ejercicio. Debido a lo anterior, podemos decir que el poder es la 

facultad para realizar actos y tomar decisiones respecto de sí y de 

terceros, y que una vez contenidos en el ordenamiento jurídico, se 

transforman en funciones atribuidas a sujetos específicos y 

producen efectos jurídicos. Por lo tanto, podemos considerar al poder 

político como la relación surgida entre quien goza de autoridad y el 

don de mando --competencia--, y quienes acatan u obedecen, 

mismos que originariamente confirieron dicha autoridad al 

reconocerlo como legítimo. En consecuencia, la autoridad es una 

potestad, un derecho atribuido a una persona en virtud de una fuente 

de legitimación --ya sea la Constitución, o bien , la legislación 

secundaria del Estado--, para realizar actos de poder52 

Considerando que el objeto de control es el poder político, es 

importante no perder de vista por este motivo que la esencia de dicho 

objeto es política y no jurídica, pues lo que ·se pretende controlar es 

la constitucionalidad de los actos y decisiones tomados 

principalmente durante el ejercicio del poder político, ya que, aun 

cuando constitucionalmente se encuentra establecida la distribución 

de las competencias de los diversos órganos constituidos: ejecutivo, 

legislativo y judicial , esto es, a pesar de estar previstas limitaciones a 

la actividad de los integrantes de dichos órganos , la naturaleza de 

dichos actos y decisiones adopta un carácter político, pues los 

sUjetos que los emiten pueden o no actuar competencialmente de 

conformidad con lo establecido en la Constitución del Estado o en la 

legislación secundaria, toda vez que el ejercicio real del poder no se 

" ihidem, pp. 17 Y 18. 
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agota necesariamente en la estructura del marco normativo. Lo 

anterior queda comprobado si tomamos en cuenta que la tendencia 

natural en la persona que ostenta el poder, es el deseo por 

acrecentarlo cada vez más, hasta sobrepasar los límites 

constitucional o legalmente establecidos. 

Es preciso mencionar que en virtud de que los procesos de 

realización del poder político son dinámicos y mucho más complejos 

de lo que una definición constitucional estática puede sugerir, es 

indispensable analizar el problema de la constitucionalidad de los 

actos y decisiones a la luz de la praxis del poder y no sólo de la 

delimitación formal de competencias jurídicas (limitaciones). Por lo 

anterior, el juicio sobre la constitucionalidad del ejercicio del poder 

público, para ser válido, debe someterse al examen de su 

correspondencia con el origen , las formas, los mecanismos, los 

límites e inclusive a las finalidades del poder político, tal cual se 

manifiesta en la realidad, es decir, a la descripción y prescripción 

sobre cómo debe ser ejercido el poder político contenida en el texto 

constitucional , ha de añadirse el examen concreto sobre cómo debe 

ejercerse efectivamente en el terreno de la realidad 53 

Ocurre frecuentemente que durante el ejercicio real del poder, 

puedan cometerse abusos o excesos en su ejercicio por parte de los 

detentadores, rebasando inclusive los límites permitidos de su 

actuación, esto es, la competencia prevista constitucional y 

legalmente para el ejercicio de su función . Ante la arbitrariedad y el 

exceso de quien ejercita el poder, sería absurdo negar el derecho o 

facultad de los gobernados a poner por la vía jurídica un límite a 

" COV IÁN ANDRADE. Miguel. El collfrol d" 1" ('(}//.l"I lIlIclu//"/id,,d <'// el dl!r('c/¡u 
colI/po/"{/(lu. México. Centro de Estudios de Ingen ieria Poli llca y Conslllucional. A.C.. 200 1. 
pp. 13 Y 15. 
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dichos abusos o incluso a ponerles un fin. Por ello, resulta necesario 

buscar la manera de limitar el ejercicio del poder mediante el 

establecimiento de controles que garanticen el correcto 

funcionamiento de las limitaciones propuestas constitucionalmente, 

impidiendo así la posibilidad de volver a incurrir en nuevos abusos 

del poder. 

Carla Huerta Ochoa al respecto considera lo siguiente: 

" ... es necesario para el buen funcionamiento de un Estado, que el 
poder sea controlado. A través de la historia se han buscado formas de 
!.imitar el ejercicio del poder y evitar la posibilidad de su incremento 
arbitrario , hasta llegar a la época contemporanea en que se han 
establecido en las Constituciones un conjunto de disposiciones 
encaminadas a limitar las esferas de competencia de los detentadores del 
poder, y a asegurar ciertos derechos de los ciudadanos . Esto no significa 
que la Constitución sea el único medio de controlar el poder, sino que la ley 
suprema es el instrumento idóneo para articular sistemas de control. Es 
debido a la tendencia de quien ostenta el poder político a aumentarlo que 
surge la necesidad de restringirlo , de limitar a los detentadores del 
poder y sujetarlos a medios de control , pues el poder político que no es 
controlado degenera, no sólo a los hombres, sino también a las 
formas de gobierno. 

[oo. ] El poder politico debe cumplir con su función social, que es 
lograr la realización de los intereses de la sociedad. El poder es una 
fuerza, que se manifiesta en una capacidad de dominación, misma que 
puede transformarse en una pasión negativa y peligrosa . El poder politico 
es una fuerza que se traduce en la posibilidad de decidir por terceros , de 
sustituir su voluntad, de ordenar y ser obedecido en relación con 
cuestiones fundamentales para un Estado en virtud de una relación 
jerarqu ica de supra-subordinación . 

Es por lo anteriormente expuesto y por los numerosos ejemplos que nos ha 
dado la historia, que se hace patente la necesidad de limitar el ejercicio del 
poder politico y de convertirlo en objeto de un sistema de control . Las 
Constituciones modernas positivan el ejercicio del poder y establecen 
medios de acceso a él, asi como limites y controles para su ejercicio." 54 

De acuerdo con lo establecido anteriormente, podemos 

señalar que la regulación del ejercicio y control del poder político 

j , HUERTA. Op. cit. pp. 20 Y 21. 
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proviene del orden jurídico. Cuando la acción de los órganos 

constituidos se ajusta a las normas jurídicas que los estructuran y los 

dotan de competencia , nos encontramos en un estado de 

constitucionalidad y legalidad, por ello, si al ejercerse el poder político 

se respeta el derecho, se cumple con el objetivo esencial del Estado. 

Si por el contrario, el ejercicio del poder se lleva a cabo en contra o 

fuera del marco normativo establecido constitucionalmente, podría 

hablarse de un estado de anticonstitucionalidad, e inclusive, de 

in constitucionalidad. 55 

Si bien es cierto que el derecho institucionaliza al poder y se 

convierte en un medio para organizarlo y limitarlo , también puede 

tornarse en un instrumento del poder o en una forma de poder 

anticonstitucional o ilegal. Lo anterior es posible si consideramos que 

el titular de un órgano constituido, manifestándose dentro de su 

ámbito de competencia legal , puede realizar actos de autoridad que 

atendiendo a intereses específicos o a presiones políticas, 

contradigan o hagan inaplicables preceptos constitucionales , 

aprovechando imprecisiones de la norma o alternativas de la ley 

demasiado amplias , pues ocurre en la realidad que la potencia del 

poder es superior al derecho, por lo que es capaz de eludir su marco 

normativo, respetándolo sólo formalmente 56 

Las anteriores ideas en conjunto, ayudan finalmente a 

comprender que si la estructura descriptiva de la Constitución que 

organiza el Estado garantizara por sí sola la constitucionalidad, el 

análisis del poder quedaría reservado a los estudios teóricos y 

académicos, pues si la constitucionalidad del ejercicio del poder 

" Para la comprensión de l sign ificado de estos vocablos vid inera, p. 54 Y ss . 
'" COVIÁN AN DRADE. Migue l. El cOl1frol de la cO l1sfi ruciol1alidad ... . p. 17. 
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público estuviese garantizada de manera automática, sería ocioso el 

establecimiento de mecanismos o medios de defensa y de control de 

la constitucionalidad. Sin embargo, la realidad es muy distinta, de tal 

suerte que la existencia y supervivencia del Estado constitucional de 

derecho se debate en una lucha permanente entre dos fuerzas que 

se disputan la hegemonía: derecho y poder político, y no en una 

armoniosa y automática convivencia entre ellas, pues sólo son 

capaces de condicionarse recíprocamente y depender uno del otro 

en circunstancias de normalidad social. 

En este contexto, resulta inobjetable la necesidad de controlar 

permanentemente al poder político y verificar que su ejercicio no 

conduzca a una violación de fondo de las normas constitucionales, 

es decir, que entre los actos de gobierno lato sensu y la Constitución 

del Estado exista una correspondencia, respetándose las limitaciones 

establecidas por la misma, lo cual sólo será posible a través del 

establecimiento de un sistema de control adecuado. De ahí que sea 

necesaria la estructuración, dentro de dicho sistema, de medios de 

control de la constitucionalidad que conjuren el riesgo del ejercicio 

ilimitado del poder político en cualquiera de sus modalidades, ya que 

junto a la constitucionalidad jurídica, debe existir la constitucionalidad 

política que podríamos concebir como aquélla que se da cuando el 

detentador del poder político estatal no sólo respeta el marco 

normativo, sino inclusive, la esencia que subyace en cada precepto 

de la ley fundamental. 57 

Respecto a la necesidad del establecimiento de mecanismos 

de protección de la Constitución --limitaciones y controles--, el Doctor 

Miguel Covián Andrade considera lo siguiente: 

,. ihidclll. pp .17 y 18. 
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"Estas formas de organización normativa de protección 
constitucional . sean preventivas o correctivas. en teoría. nunca tendrían 
que entrar en funcionamiento. si jamás la Constitución fuera vulnerada por 
actos de autoridad o de gobierno lato sensu y si el poder del Estado se 
detuviera en sus limites legalmente establecidos (Derechos del hombre y 
distribución de competencias). Sin embargo. la conveniencia de su 
existencia constitucional y de su oportuna y puntual aplicación en caso 
necesario se justifica cabalmente por dos razones fundamentales : 

a) Es indispensable contar con medios de defensa constitucionalmente 
previstos que garanticen la vigencia del Estado de Derecho y la 
consecución de su núcleo esencial que es la limitación del ejercicio del 
poder político . 

b) En casos de irregularidad parcial del orden jurídico. entendiendo por 
tal su inobservancia momentánea y fragmentaria por actos gobierno. 
los sistemas de defensa y de control de la constitucionalidad se 
traducen en el más importante medio de preservación del Estado de 
Derecho para conjurar los efectos del acto anticonstitucional."s8 

Estando de acuerdo con lo mencionado por dicho autor, 

resulta necesario hacer algunas aclaraciones para lograr una mejor 

comprensión del valor de la adecuada estructuración de instrumentos 

de control en la Constitución del Estado. 

Es preciso mencionar que por medios de defensa de la 

Constitución se consideran todos aquellos instrumentos de carácter 

preventivo, cuya finalidad es establecer las fronteras que marcan el 

punto de partida y hasta dónde se puede llegar en la realización de 

una función, es decir, hasta dónde pueden actuar los órganos de 

gobierno --competencia--, esto es, provienen de una norma abstracta 

cuya finalidad es el estructurar mecanismos que prevengan excesos 

en el ejercicio de la función pública por parte de los diferentes 

órganos constituidos , preservándose con ello el orden normativo 

establecido constitucionalmente.59 

" Ídem. p.25 . 
,., Un claro ejemplo de un medio de carácter preventivo es el principio de la división de 
poderes. pues si bien establece el ámbito de competencia de cada órgano. no es garantía 
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Por su parte, los medios de control de la constitucionalidad 

deben ser entendidos como todos aquellos instrumentos establecidos 

constitucionalmente, que garantizan la vigencia del orden normativo 

establecido por la Constitución del Estado, mediante la limitación del 

poder político. A diferencia de los medios preventivos, estos tienen 

un carácter correctivo, pues su finalidad es la anulación de los actos 

de gobierno (lato sensu) contrarios a la Constitución, esto es, la 

protección de la Constitución mediante la destrucción de los efectos 

juridicos de los actos que le sean contrarios. 60 Es preciso mencionar 

que como medios de protección de la Constitución, los medios de 

control de la constitucionalidad responden a esquemas normativos y 

estructurales variados y a concepciones teóricas muy diversas 

--políticos, jurisdiccionales, etcétera--, sin embargo, su objetivo es el 

mismo: proteger a la constitución en caso de inobservancia por un 

acto de gobierno en sentido amplio. 

Una vez determinado que el objeto de control no es otro que el 

poder político y establecida la necesidad de controlar dicho poder 

durante su ejercicio, queda justificada la existencia del control de la 

constitucionalidad para un Estado a través de la estructuración de 

sistemas y medios de control de la constitucionalidad . 

Los anteriores elementos nos permiten establecer un concepto 

de control de la constitucionalidad , por lo que puede concluirse 

s llli cie nt~ pa ra suponer que los limites establecidos serán respetados durante el ejercicio de 
SlIS atribuciones . Es importante seña lar que las limitaciones pertenecen al concepto de lII t'rfio 
ti" tl4¿'l/so. debido al carácter /Ht'ventivo que poseen. 
"" Como ejemplo de medios de control correc ti vos se tienen las controversias 
CflIl.\tilllóol/o/es, cuya finalidad es garantizar o hacer efectivo el principio de la división de 
poderes. anulando los erec tos producidos por la invasión de competencias entre los órganos 
constituidos. Este es considerado un medio de control de la constitucionalidad. 
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diciendo que el control de la constitucionalidad es la 

comprobación de la coincidencia o conformidad de los actos de los 

órganos constituidos con la Constitución del Estado, cuya finalidad es 

garantizar el orden normativo por ella establecido, mediante la 

anulación de los actos de gobierno que la contravengan y la 

destrucción de los efectos derivados de éstos. 

1.6 Concepto de acción 

Continuando con el desarrollo de nuestro tema, es 

indispensable establecer, además de los conceptos anteriormente 

expuestos y de su importancia para la Constitución del Estado y el 

control de la constitucionalidad, el concepto de "acción", pues éste 

resulta necesario para la comprensión de nuestro principal objeto de 

estudio: la acción de inconstitucionalidad. 

Podemos comenzar diciendo que la palabra acción puede ser 

entendida en una primera acepción como efecto de hacer. 51 Dicha 

palabra proviene del latín "a ctio ", que significa movimiento, actividad 

o acusación. Fernando Flores García52 considera que en la 

lexicologia juridica si bien dicho vocablo posee varias acepciones, la 

más importante y que le otorga un sentido propio es la que se refiere 

a su carácter procesal. Dicha acción procesal puede concebirse 

como "el poder jurídico de provocar la actividad de juzga miento de un 

órgano que decida los litigios de intereses jurídicos ." 

,,' Diccio/lario de la Real Academia Española. Tomo I (A- G), p. 20. 
,,' COLEGIO DE PROFESORES DE DERECHO PROCESAl. FACU LTAD DE 
DERECHO DE LA UNAM . Diccionarios Jurídicos Temúricos. Vo lumen 4 (Derecho 
Procesal) . Segunda ed ición. México. Oxford University Press , 2000. p .~ . 
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Es importante mencionar que existen otros autores que tratan 

de determinar el concepto de acción procesal. Uno de ellos es 

Müther63
, quien con sus argumentos establece un concepto de 

acción procesal. Para este autor, con la violación del derecho el 

lesionado no tiene una pretensión particular a la eliminación de esa 

violación , sino un derecho público, dada la prohibición de la 

autotutela a la concesión de la tutela del Estado, y que se traduce en 

un derecho autónomo para obtener una sentencia favorable, pues 

considera que el Estado tiene el derecho público a la eliminación de 

la violación contra el violador del mismo; luego, acción y derecho 

sustancial no son idénticos, pues sus obligados son distintos. 

Por su parte, Wach64 aduce que la acción procesal no emana 

de la realizabilidad, accionabilidad o de la pretensión compulsiva del 

derecho subjetivo material, sino que es independiente y público, y 

que se dirige al Estado y contra el adversario procurando la tutela 

estatal, aunque no puede ser ejercida por cualquiera, de allí que se 

alude una teoría de la acción como un derecho concreto a la tutela 

jurídica por medio de una sentencia favorable . 

Cabe señalar que dos autores más: Plotz y Degenkolb65
, 

apuntalan más tarde varios de los criterios sustentados por Müther, 

confirmando la idea de autonomía de la acción procesal respecto del 

derecho sustancial, considerando que "la acción es un derecho 

abstracto de lodo sujeto hacia el Estado para ser oído vía legal, que 

emana del proceso y mediante el proceso se desenvuelve como un 

derecho a la sentencia. " 

03 íbidel1l, p. 4. 
64 íbidem. 
o' Ídem. pp.4 y 5. 
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Es preciso decir que las más modernas y sólidas 

concepciones de la acción procesal se inclinan a calificarla como "un 

derecho abstracto de obrar procesal de carácter público, cívico, 

autónomo, para pretender la intervención gubernamental a través de 

la prestación de la actividad jurisdiccional y lograr una justa 

composición del litigio planteado" (Carnelutti, Hugo Rocco, Alfredo 

Rocco. Liebman, Calamandrei). Cabe señalar que estas avanzadas 

ideas sobre la acción procesal como potestad dinámica atacante del 

actor, deben transplantarse a la fuerza procesal del demandado que 

tiene una función procesal antitética de defensa, con un titular 

diverso y generalmente con cronología posterior a la acció~.66 Lo 

anterior muestra que la mayoría de las concepciones acerca de la 

acción procesal se ubican dentro de la vertiente del derecho privado, 

especialmente del derecho procesal civil. Esto nos sirve de base para 

entender la importancia de los conceptos que respecto al término 

acción procesal aportan los primeros autores que hemos mencionado 

--Müther, Wach , Plotz y Degenkolb--, debido el carácter público que 

le confieren a dicho concepto procesal. 

Es importante mencionar, para redondear los conceptos hasta 

este momento establecidos, que como facultad de litigar y 

modalidades de su actuación, la acción procesal se enfoca en tres 

aspectos: 

Como ejercicio en la vía judicial de un derecho subjetivo 

privado (acción en sentido estricto). 

"" ibidel11. p. 5. 
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• Cual expresión del derecho subjetivo público del individuo 

frente al Estado para conseguir la protección judicial o derecho 

a la tutela judicial 

• En tanto que potestad para requerir una resolución judicial en 

una cuestión controvertida, pretensión que se manifiesta en 

tres direcciones, según sea constitutiva, declarativa o de 

condena.67 

Finalmente, es necesario puntualizar que nos adherimos a los 

conceptos planteados por Müther, Wach, Plotz y Degenkolb, debido 

a que el contenido de sus conceptos se aproxima más a la idea del 

concepto de acción planteado en nuestro objeto de estudio (acción 

de inconstitucionalidad) pues el carácter público que le confieren al 

concepto de acción procesal, es necesario para el análisis de los 

objetos de estudio pertenecientes al Derecho Constitucional y, por 

ende, al Derecho Público. 

De los conceptos mencionados, podemos establecer los 

elementos para la construcción del concepto de acción procesal, que 

a saber son los siguientes: 

• Derecho público, dada la prohibición de la autotutela y 

necesaria concesión de la tutela del Estado. 

• Derecho autónomo, pues no emana de la realización o de la 

pretensión compulsiva del derecho subjetivo material, sino que 

es independiente y público, y se dirige al Estado contra el 

,,' (' AI3ANELLAS, Guillermo. Dicciol/ario Enciclopédico de Dr:recho US llal. Tomo I (A-
1» . Dec imocuarta edición. Buenos Aires. Editorial Heliasta S.R.L. , 1979. p. 86. 
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adversario, procurando la tutela estatal (idea de autonomía de 

la acción procesal respecto del derecho sustancial). 

• Derecho concreto, ya que no puede ser ejercido por 

cualquiera, de ahí que la acción procesal sea considerada 

~omo un derecho concreto a la . tutela jurídica por medio de 

una sentencia (que puede o no ser favorable). 

• Derecho abstracto, ya que cualquier sujeto puede ejercerlo 

frente al Estado con la finalidad de que mediante un proceso 

dicho derecho emane y se desenvuelva, con el fin de obtener 

una sentencia o resolución, la cual pretende le favorezca. 

Una vez establecidos estos elementos, podemos concluir 

diciendo que la acción procesal "es un derecho subjetivo público 

del individuo frente al Estado, ejercido para conseguir la 

prQtección judicial o derecho a la tutela judicial, mediante un 

proceso, con la finalidad de obtener una sentencia o resolución 

favorable a su pretensión." 

1.7 Concepto de inconstitucionalidad 

Una vez abordado el concepto de acción (cuyo significado es 

trascendental para el estudio y comprensión de nuestro tema , la 

acción de inconstitucionalidad como medio de control de la 

constitucionalidad), es necesario establecer un concepto del vocablo 

inconstítucionalidad, pues éste será empleado frecuentemente en el 

presente trabajo. 
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Por principio de cuentas, cabe mencionar que para poder 

comprender el significado del término inconstitucionalidad, es 

necesario primero establecer qué debe entenderse por el término 

constitucionalidad. En obvio de repeticiones innecesarias partiremos 

d· 68 del concepto proporcionado en otra parte de este estu 10. 

Establecido el significado del término constitucionalidad, es 

preciso mencionar que existe una diferencia entre los términos 

anticonstitucional e inconstitucional, diferencia que a pesar de ser 

meramente de carácter terminológico, resulta important~ su 

diferenciación para poder entender el significado y alcance del 

concepto en estudio: la inconstitucionalidad . 

Comenzaremos diciendo que el término anticonstitucional, 

constituye una palabra compuesta por el prefijo griego avtt- (anti-) , 

que significa opuesto o con propiedades contrarias,69 o bien, contra, 

oposición, enfrente de , en lugar de 70, y de la palabra constitucional, 

que significa perteneciente a la Constitución del Estado.'1 La unión 

del prefijo griego anti y la palabra constitucional permiten discernir el 

significado de dicha palabra compuesta, esto es , por 

anticonstitucional debemos entender "lo contrario a la Constitución de 

un Estado". En el léxico juridico, este término se refiere de manera 

especial a las leyes que contrarían la letra o el espíritu de aquél 

código fundamental, razón por la cual los jueces deben abstenerse 

de aplicarlasl2 Cabe agregar a esta idea que el término no debe ser 

,,' V id supra p. 39 Y ss. 
~o Diccionario de la Real Academia Espw¡ola . Tomo 1 (A-G), p.152 . 
. " MATEOS MUÑOZ. Agustin . Compel/dio de etimologias grecolmil/as del espwiol. 
Trigésima tercera ed ición. Méx ico, Ed itoria l Esfi nge, 1994, p. 328 . 

I Diccio /wrio de la Real Academia Espw¡ola . Tomo 1 (A-G) , p.549. 
-, CA BANELLAS. Guill ermo. Dil'Ciol/ario Enciclopédico de Dl!recha Usual. Tomo 1 (A ­
\3 ) p. 307 . 
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aplicado limitativamente, es decir, debe ser empleado para referirse 

no sólo a las leyes que sean contrarias a la Constitución del Estado, 

sino a todos aquellos actos, normas y disposiciones generales que 

se ubiquen en dicho supuesto. 

Respecto del término inconstitucional, puede decirse que al 

igual que el término anticonstitucional, constituye una palabra 

compuesta por el prefijo latino in-, que significa: de valor negativo o 

privativo, significado equivalente a negación o privación 73, y de la 

palabra constitucional, que como ya se mencionó anteriormente, 

significa perteneciente a la Constitución del Estado. De la unión del 

prefijo latino in y la palabra constitucional, puede establecerse el 

significado del término inconstitucional, debiéndose entender por tal 

"lo que no se encuentra previsto por la Constitución del Estado" . 

Guillermo Cabanellas menciona que por inconstitucionalidad, 

debe entenderse: 

"Quebrantamiento de la letra o del espiritu de la Constitución por leyes del 
Parlamento . por decretos leyes o actos de gobiemo. De acuerdo con la 
organización judicial de cada pais. la inconstitucionalidad puede 
declararse. en lo relativo a las normas legales, por un juez cualquiera. 
como conflicto en definitiva de leyes; o por un tribunal sui géneris, el de 
mayor jerarquia y especial para estos casos, dada la índole peculiar de los 
preceptos constitucionales, texto que es como ley de leyes. Otra 
inconstitucionalidad, ésta de carácter político, y que afecta a las 
instituciones públicas en la cumbre, de ahí su gravedad, porque inatura la 
ilegitimidad en el poder, proviene de la formación, más o menos violenta o 
por fraude. de gobiernos de facto ." 74 

n Dicciollario de ," Real Academia Española. Tomo JI (H-Z). Vigésima primera edición. 
Madrid, Editoria l Espasa - Calpe, 1992, p. 1149. Véase ta mbién en MATEOS MUÑOZ. 
Agustín . COlllp<!lIdio de etimologías ... , p.348. 
14 CABANE LLAS. Guillermo. DicciOllario Enciclopédico de Derecho Usual. Tomo III (E· 
1) . Decimocuarta edi ción. Buenos Aires, Editorial Heliasta S. R.L., 1979, p. 688 . 
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De acuerdo con los razonamientos anteriormente expuestos y 

expresados por Cabanellas en su obra, no existe una diferencia 

especifica entre ambos términos --anticonstitucional e 

inconstitucional--, ya que ambos se refieren a un quebrantamiento de 

normas generales -incluyendo por supuesto a las leyes-, por lo que 

ambos términos podrían ser empleados indistintamente para referirse 

a aquellos actos que pudieran originar una infracción, 

quebrantamiento o contradicción al texto constitucional. 

No obstante, si consideramos su raíz etimológica, dichos 

términos no deberían ser empleados de manera indistinta para 

referirse a todos los actos que no estuvieran de acuerdo o que no 

mostraran su conformidad con el texto de la Constitución , ya que por 

anti-constitucional, debe entenderse aquellos actos que se realizan 

en contravención u oposición a lo dispuesto por el texto 

constitucional, mientras que el término in-constitucional debe 

entenderse en sentido negativo, esto es, respecto de actos que si 

bien no muestran su conformidad con la Constitución 

--constitucionalidad--, tampoco están previstos en la misma, por lo 

que carecerian de sustento, a diferencia de los actos 

anticonstitucionales, los cuales se realizan contraviniendo al propio 

texto constitucional, es decir, a normas de carácter constitucional 

establecidas de manera expresa en el texto constitucional. 

E-n consecuencia, nos enfrentamos a un problema de 

terminología que evidentemente influye en el ámbito jurídico, por lo 

que podemos concluir que es preferible hablar de 

anticonstitucionalidad para aludir a un acto en sentido lato que 

vulnera la Constitución, en vez de emplear el término 

inconstitucionalidad, pues este último más bien hace pensar en "lo 
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que no existe en la Constitución", en tanto el término 

anticonstitucionalidad se refiere claramente "a lo que contraría la 

Constitución." Es por ello que en rigor, el concepto de acto 

inconstitucional no es sinónimo del de acto anticonstitucional.75 

' ; COV!.ÁN ANDRi\DE. Migue!. El control de la constitucionalidad .... p.302 . 
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CAPíTULO SEGUNDO 
SISTEMAS Y MEDIOS DE CONTROL DE lA 

CONSTITUCIONALIDAD 

2.1 Sistemas de control de la constitucionalidad 

Una vez establecidos en el capítulo anterior los conceptos 

básicos para la comprensión de nuestro objeto de estudio (la acción 

de inconstitucionalidad y el control de la constitucionalidad de normas 

y disposiciones generales) y habiéndose determinado la importancia 

del establecimiento de sistemas y medios de control para la 

protección de la Constitución del Estado,76 es tiempo de comenzar el 

estudio particular de cada uno de los sistemas de control de la 

constitucionalidad existentes, pues del mismo podremos determinar 

cuál de ellos es el que estructural y funcionalmente conviene ser 

adoptado por una Constitución que pretenda limitar y controlar 

efectivamente al poder político, no sólo durante su origen, sino 

también durante su ejercicio, pues ello permitirá garantizar un estado 

de constitucionalidad de todos los actos de gobierno lato sensu y, por 

ende, la consecución de los fines del Estado previstos en su 

Constitución . 

Establecer un concepto sobre lo que debe entenderse por 

sistema de control de la constitucionalidad es dificil de lograr, pues 

conviene más reservar la construcción de éste al estud io especifico y 

detallado de cada uno de los diferentes sistemas de control. Sin 

" Carla Huelta Ochoa conslde la que el propós ito de inclu ir sistemas de con/rol en la 
Consti tución es la racionalización del poder y lograr un equil ibrio y balance del poder 
politico. para evitar que los detentadores del poder abusen de él. (Mecanislllos 
UJ IIS/itllciollales para el control del poder político ... , p. 120). 
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embargo, existen elementos genéricos de lodo sistema de control 

que representan una opción para ordenar la exposición de los 

distintos sistemas de control de la constitucionalidad , dependiendo 

del criterio que se adopte para clasificarlos. Dichos elementos y 

criterios pueden ser los siguientes: 

a) Órgano de control.- Desde el punto de vista de la naturaleza 

del órgano que ejerce la función de control de la 

constitucionalidad, este puede ser: 

• Órgano legislativo 

• Órgano politico 

• Órgano jurisdiccional. 

b) Medios de control de la constitucionalidad77
.- Este inciso 

se refiere a la existencia de instrumentos estructurados 

específicamente para la protección de la Constitución, es 

decir, la existencia de control normativo o de otros medios de 

control no normados, específicamente de: 

• Distintos mecanismos de control --políticos o jurisdiccionales--, 

previstos en la Constitución, que pueden ser previos o 

posteriores ; o bien , 

• Ausencia de control normativo y control de la opinión pública 

(control social). 

c) Procedimientos para la aplicación de los medios de 

control de la constitucionalidad.- Estos procedimientos 

'7 Respec to al diseño estructural y aplicación de los medios de control de la 
constitucionalidad véase infra , p. 106 Y ss. 
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deben ser estructurados dependiendo su procedibilidad , esto 

es: 

• Ex-oficio (a priori), antes de que entre en vigor la ley; o bien , 

• A petición de parte , por aplicación excesiva o defectuosa de la 

ley, en cuyo caso , podrá interponerse: 

1. En vía de acción, correspondiendo a los sujetos afectados 

por el acto de autoridad o aplicación excesiva o defectuosa 

de la ley iniciar un procedimiento ante la autoridad 

competente para ejercer el control, respecto de dicho acto 

o ley del cual se cuestiona su constitucionalidad . 

2. En vía de excepción o incidental, caso en el cual el 

planteamiento sobre la constitucionalidad del acto de 

autoridad o aplicación de la ley se presenta como un 

incidente dentro del proceso, en el que no se realiza un 

nuevo juicio o un juicio especial , sino que dicho 

planteamiento se desahoga dentro del mismo proceso, 

ante la misma autoridad que conoce del caso o ante su 

superior jerárquico, de conformidad con los recursos 

procesales establecidos al efecto. 

d) Reglas para tomar las resoluciones o decisiones.- Las 

reglas, además de estructurarse tomando en cuenta la 

procedibilidad, deben establecerse desde el punto de vista del 

acto de autoridad que se controla, es decir: 
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• Control de legalidad de las normas jurídicas inferiores a la ley 

ordinaria y de los actos de autoridad por medio de los cuales 

se aplican; o bien , 

• Control de la constitucionalidad de las leyes y de los actos de 

autoridad contrarios a la Constitución . 

e) Efectos de las resoluciones o sentencias.- En función de 

los alcances de las decisiones del órgano que ejerce el 

control, éstas pueden clasificarse de la siguiente manera: 

• Con efectos erga omnes, es decir, abrogando la ley o 

impidiendo que entre en vigor; o bien, 

• Con efectos particulares o limitados al caso concreto, sin 

invalidar o abrogar l 8 

Es necesario mencionar que los dos primeros incisos se 

refieren al aspecto sustancial del sistema de control, esto es, su 

diseño atiende más a aspectos teóricos, estructurales y funcionales; 

mientras que en el caso de los tres últimos incisos, los mismos se 

encuentran estrechamente relacionados por establecer el 

procedimiento que debe seguirse para cada sistema de control de la 

constitucionalidad en particular, es decir, en estos se encuentran las 

reglas para la aplicación de los medios de control de la 

constitucionalidad del poder politico, ya sea durante su origen o 

ejercicio . 

Al respecto, sólo resta decir que cualquiera de estos criterios 

de clasificación son útiles para abordar el estudio de los distintos 

sistemas de control de la constitucionalidad, sin embargo, ninguno 

°X COVIÁ N ANDRADE. Miguel. El control de la constitucionalidad " . pp. 26 Y 27. 
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por si solo es suficiente, por lo que es necesario emplear dichos 

criterios según proceda y sea el caso especifico de cada sistema, 

pues ello nos permitirá lograr un entendimiento cabal del sistema de 

control de que se trate. Tomando en cuenta las consideraciones 

anteriormente planteadas, procedemos a dar inicio al estudio 

especifico de cada sistema de control. . 

2.1.1 Ausencia de control normativamente estructurado 

Antes de iniciar el estudio de los diferentes sistemas de control 

de la constitucionalidad, resulta conveniente analizar el caso sui 

géneris de la ausencia de control de constitucionalidad. 

Este caso se presenta en Estados como la Gran Bretaña, por 

lo que su explicación teórica se sustenta en soluciones de carácter 

práctico. Dicho problema del control de la constitucionalidad consiste 

en la no existencia de la facultad de control que pueda ejercer alguno 

de los órganos tradicionales del Estado, ni algún otro creado al 

efecto, como podría ser el caso de un Tribunal Constitucional tipico 

de los sistemas jurisdiccionales de control concentrado.79 

La existencia de una Constitución escrita con un 

procedimiento especial para su revisión o reforma --principio de 

rigidez constitucional--, de la que deriva gradualmente todo el 

conjunto de reglas que conforman el orden jurídico positivo dentro del 

cual aquélla es la norma fundamental, es un presupuesto de control 

de la constitucionalidad. De ahi que el caso tipico de ausencia de 

control de la constitucionalidad previsto en una ley fundamental sea 

el de la Gran Bretaña, Estado que no posee una Constitución escrita, 

., I bid~ lll . p. 27 Y ss. 
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sino no codificada, cuyas normas básicas son reformadas de manera 

flexible , es decir, mediante el mismo procedimiento que se emplea 

para modificar las leyes ordinarias. Si bien es cierto que la Gran 

Bretaña es un Estado organizado constitucionalmente con base en la 

costumbre , es incorrecto considerar que carece de Constitución por 

no tener un documento que codifique sus normas fundamentales.8o 

Por cierto, dichas normas fundamentales no sólo existen , sino incluso 

son conocidas por ser la base de la organización del Estado y de la 

regulación de las relaciones entre gobernantes y gobernados, tal es 

el caso entre otros de la Carta Magna, del writ of Habeas Corpus, de 

la Petition of Rights, del BiII of Rights y del Act of Parlamient. 

En consecuencia, al no contar con un documento 

constitucional codificado, este Estado no posee una regulación 

expresa relativa al control de la constitucionalidad de las leyes y de 

los actos de autoridad en generá/. Sin embargo, es obvio que un 

Estado de derecho no puede subsistir si no incluye en su 

normatividad una serie de procedimientos variables en cuanto a su 

forma , ámbito territorial de aplicación y materia, que salvaguarden la 

correcta creación y aplicación de las leyes (due process of law) , no 

siendo la excepción la Gran Bretaña, pues existe una gran tradición 

en cuanto a la protección de los derechos individuales a través de 

so, Cabe mencionar que el hecho de que la Gran Breta!;a sea un Estado políticamente 
o rga nizado con fundamento en el derecho cOllsuetudillario y no posea un documento en el 
que se recopi len de manera unitaria las normas esencia les que estructuran el funcionamiento 
de los órga nos públicos y que consagran los derechos fundameJ1la les del hombre. no 
aut oriza a sos tener la idea de que el Estado carece de Const itución, pues ello nos lleva ria a 
adopta r una posición tipica del cOIIstitllcioll ll lislIIO jonl1al J I'0sitivislll. pues el hecho de que 
un Estado ca rezca de dicho documento unitario. base j urídica de su organización politica. no 
es fundalllt' nto sufi c iente para considerarlo un Estado sin Constitución o un Estado no 
constitucional. En otros terminos, no puede haber un Estado sin Const itución política. ni un" 
Cons tituc ión po líti ca de algo que no sea un Estado. independientemelll c de su forma juridic" 
v de su contenido especí fico. 
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documentos escritos de la Constitución británica no escrita, tal es el 

caso del Habeas Corpus Act.81 

Tomado en cuenta las consideraciones anteriormente 

expuestas, podemos decir que la posibilidad de la existencia de 

Estados organizados políticamente por normas no codificadas en un 

texto constitucional --derecho consuetudinario--, no impide la 

existencia de limitaciones al ejercicio del poder político, pues éstas 

pueden estar establecidas en diversos documentos que, en su 

conjunto, formarían parte de la Constitución no escrita del Estado. El 

hecho de carecer de un texto unitario que establezca expresamente 

dichas limitaciones, así como los medios de control de la 

constitucionalidad del poder político, no impiden la existencia de 

instrumentos de control, los cuales pueden estar previstos en 

distintos documentos de carácter sustantivo o procedimental que 

permiten restringir el abuso arbitrario que los detentadores del poder 

pudieran llevar a cabo durante el ejercicio de sus funciones. 

El hecho de no contar con un sistema de control 

normativa mente estructurado en un ordenamiento jurídico unitario , 

implica que los límites establecidos consuetudinariamente al ejercicio 

del poder político (a pesar de ser contemplados en diversos 

ordenamientos de carácter sustantivo o procesal) no integren un 

adecuado sistema de control de la constitucionalidad de las leyes y 

actos de autoridad en general , por lo que para la observancia y 

respeto eficaz de dichas limitaciones, es necesario el establecimiento 

de un conjunto de medios institucionalizados que lo garanticen, lo 

cual, en nuestra opinión, sólo es posible a través de su adecuada 

" cov lAN ANDRADE. Miguel. El eOIl /ro / de /0 cOIl\'/i//Iciolllllidad . p. 30. 
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estructuración mediante un ordenamiento normativo de carácter 

unitario, que preferentemente deberá ser el texto constitucional. 

2.1.2 Control Legislativo 

Respecto al control legislativo, podemos iniciar su estudio 

diciendo que éste es un control continuado que se efectúa en los 

términos que la Constitución determina, y que se realiza 

principalmente a través de la función legislativa del órgano legislativo, 

que en nuestro país es conocido como Poder Legislativo. 82 

Lo anterior nos lleva a pensar que el control que el Poder 

Legislativo puede ejercer sobre las leyes y los actos de gobierno en 

general --principalmente del Ejecutivo federal--, se establece 

implícitamente a través de medios de defensa de la 

constitucionalidad previstos en la Constitución Política del Estado, 

que son fundamentalmente: la reforma a la Constitución y el proceso 

legislativo ordinario. 

De acuerdo con lo expresado, podría partirse del supuesto de 

que mediante la observancia de estos procedimientos se garantizaría 

la constitucionalidad de las leyes y actos de gobierno conforme al 

punto de vista del contenido de la reforma constitucional o de su 

creación o modificación legislativa; o bien, que a través de la forma o 

procedimiento de elaboración de las leyes, se establecería un control 

previo al fijarse la función y competencia de los órganos constituidos 

y sus miembros. 

s, 111 'E RTA. op. ci t. p.120. 
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Lo anterior confirma la necesidad de que dichos medios de 

defensa --o medios de control preventivos--, sean analizados con 

detenimiento, debido a la importancia que representan para el 

estudio del control legislativo. Por lo que respecta a la reforma 

constitucional , es de esperarse que el legislador no contravendrá a 

la Constitución que él conoce mejor que nadie y cuyos alcances 

normativos tiene muy claros al reformarla , por lo que se presume no 

contravendrá el procedimiento reformador de la Constitución, cuya 

observancia es, al efecto, garantía del respeto a lo prescrito en la 

propia ley fundamental, de acuerdo con el principio de rigidez 

constitucional. 

Al respecto, cabe mencionar que existen numerosas variantes 

de la rigidez, pudiéndose encontrar procedimientos más complicados 

que otros. En el caso de México, el procedimiento de reforma a la 

Constitución de acuerdo con lo establecido en el artículo 135 del 

texto constitucional , no se realiza con intervención directa o indirecta 

de la ciudadanía , sino por medio de un procedimiento en el que 

intervienen tanto órganos constituidos federales --iniciativa 

presidencial y aprobación del congreso de la Unión--, como locales 

--aprobación de la mayoría de las legislaturas de las entidades 

federativas--, sin ninguna limitación aparente en cuanto a las normas 

constitucionales que pueden ser reformadas. Otras Constituciones, 

como la francesa, establecen un procedimiento más rígido, pues 

limitan el alcance de la reforma, que no puede atentar en contra de la 

integrid ad territorial , ni de la forma de gobierno republicana, siendo 

necesaria, además, su aprobación mediante referéndum, por lo que 
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apela al sometimiento de dicha reforma a la aprobación de la 

voluntad popular (artículo 89 de la Constitución Francesa) .83 

En suma, los procedimientos pueden ser muy diversos, no 

siendo nuestro objetivo el examinarlos exhaustivamente, sino el 

referirnos al tema de la reforma constitucional como medio posible 

de defensa de la Constitución. 

En el caso específico de la reforma constitucional, si bien 

puede ser considerada como un medio de defensa de la Constitución 

del Estado por provenir de una norma abstracta prevista en el texto 

constitucional, y establecer los mecanismos a través de los cuáles el 

órgano legislativo podrá llevar a cabo dicho procedimiento de reforma 

previniéndose los posibles excesos en el ejercicio de su función al 

superar las limitaciones constitucionalmente establecidas, podemos 

decir que sólo en teoría puede plantearse esta posibilidad, pues al 

argumento de que la Constitución autorregula su reforma , en algunos 

casos mediante un procedimiento rígido, y al hacerlo salvaguarda su 

permanencia y la de cada uno de sus preceptos, pueden hacerse las 

siguientes objeciones: 

<, COV IÁN ANDRADE. Miguel. El control de la cOl1slilllcinllalidad .... pp. 32 Y 33. Este 
autor considera que respecto de las facll ltades ilimitadas del llamado poder revisor de la 
Constitución Politica me xicana. ha y dos cOlTientes doctrinales encontradas resumibles en 
los siguientes términos: A)fúC/l l/ades ilimitadas de reforma según la illll!rprl!lación abil!rllI 
del art ículo 135 const itucional que dice : Esta ConstitUCión puede ser adic ionada () 
relormada ..... sin se iialar qué partes de ella sí y cuales por ende no o il la 111\"ersa - postura 
adoptada por la ma yoría de los tratadistas en nuestro pais-: y B) fác lll/(ule.l' limitadas del 
llamado poder revisor, constreñidas a modificar cualquier parte de la Constitución , a 
excepción de las decisiones políticas fundamentales que. según Carl Schmitt, son su 
esencia, y debido a la naturaleza del poder revisor, el cual no es cOl1slil1lyel1le permanente. 
sino órgano constituido, sólo podrá modificar el texto constitucional reuniendo los requisitos 
en él establecidos y respetando los limites expresos - como el caso de la Constitución 
Portuguesa- o implícilOs como es el caso de nuestra constitución, pues la facultad del órgano 
revisor o reformador se restringe por su naturaleza constituida. no constituyente . 
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• No es aconsejable ni confiable desde el punto de vista técnico 

ni práctico, dejar en las manos del mismo órgano que emite el 

acto -en la especie reformas constitucionales cuya 

constitucionalidad debe ser asegurada- esta misión. 

• De ser así, nos colocaríamos en el caso de que los congresos 

o los parlamentos serían simultáneamente jueces y partes.84 

Respecto al proceso legislativo ordinario, podemos decir 

que en todo Estado de Derecho, la función legislativa se confía a 

órganos colegiados (sistemas unicamerales o bicamerales) 

siempre de elección popular --al menos uno de ellos--, los cuales 

con la concurrencia de otros órganos constituidos (ejecutivo, 

derecho de iniciativa y de veto; asambleas locales, en casos de 

estados con autonomías en sus provincias, derecho de iniciativa) 

crean o modifican las leyes mediante procedimientos 

constitucionalmente prescritos. Lo anterior nos lleva a pensar que 

estos procedimientos expresamente normados en el texto 

constitucional, independientemente de su multiplicidad, pueden 

operar como medios de defensa de . /a Constitución en dos 

vertientes : 

• Forma/mente, respetando el mecanismo jurídico-legislativo y, 

materialmente , impidiendo que la ley anticonstitucional que en 

forma de proyecto será discutida, sea aprobada por un 

parlamento o congreso en un debate en el que su 

anticonstitucionalidad quede de manifiesto. 

g, Íb idclll. p.14. 
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• Políticamente, en virtud de que ningún partido político 

representado en el poder legislativo deseará cargar sobre sus 

hombros el peso del desprestigio de haber creado o haber 

contribuido a la formación de una ley anticonstitucional. El 

debate parlamentario sirve para poner de manifiesto 

públicamente el carácter contrario a la Constitución de la ley 

que se pretende reformar o aprobar.85 

Las consideraciones anteriores nos muestran que si bien este 

mecanismo de defensa expresamente previsto en el texto 

constitucional permite la existencia de un control de carácter 

preventivo, debido al establecimiento en las leyes de la competencia 

específica de los órganos constituidos y sus miembros, en el caso de 

nuestro pais, donde el peso político e influencia del Ejecutivo es 

evidente durante dicho proceso legislativo (por ser el nuestro un 

sistema presidencialista) el argumento a favor para considerar a éste 

como un medio de control de la constitucionalidad eficaz es poco 

viable, debido a que dicho órgano constituido puede no respetar las 

limitaciones establecidas constitucionalmente en dicho 

procedimiento, ejerciendo presión en los. miembros del Congreso 

para la aprobación de una ley que satisfaga sus intereses, sin que 

exista un medio de control adecuado para corregir los efectos de esta 

situación. 

Además , son aplicables las objeciones de parcialidad que 

hicimos al referirnos al procedimiento de reforma constitucional , pues 

durante el proceso legislativo ordinario el órgano legislativo actuaria 

como juez y parte, por lo que consideramos acertado descartar la 

" idem. pp.34 y 35. 
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posibilidad de que el control de la constitucionalidad de las leyes 

deba confiarse a este órgano constituido. 

Como puede observarse, el control legislativo, desde el punto 

de vista del órgano que lo efectúa (poder legislativo), no puede ser 

considerado como un sistema efectivo de control de la 

constitucionalidad , pues en principio, el sistema estructurado atiende 

más a la concepción de un sistema de control preventivo que 

correctivo , lo cual se justifica al ser considerados como medios de 

defensa tanto al procedimiento de reforma a la Constitución como al 

proceso legislativo ordinario más que medios de control de la 

constitucionalidad. Ambos procedimientos son considerados medios 

de defensa por operar como medios de control preventivos derivados 

del principio de supremacía constitucional , pues en este caso , el 

control realizado medíante ambos procedimientos es directo, dado 

que se establece un autocontrol del texto fundamental , 

círcunscribiendo la actuación del órgano legislativo a su esfera 

competencial preestablecida con el fin de evitar contradicciones con 

la normatividad fijada en el texto constitucional. 

Lo anterior, demuestra que dichos procedimientos no pueden 

ser considerados como medios de control de la constitucionalidad . 

pues no poseen un carácter correctivo, esto es , su finalidad no es 

restablecer el estado de derecho violado debido a la no adecuación 

de las normas o actos de autoridad a la Constitución --característica 

propia del control de la constitucionalidad--, sino su objetivo es la 

estricta observancia de lo establecido por el texto constitucional 

(limitaciones), para con ello lograr la preservación del estado de 

constitucionalidad en la actuación de los órganos constituidos, en el 

caso particular, del órgano legislativo. 
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Por lo anterior, podemos concluir diciendo que el sistema de 

control por órgano legislativo es un sistema de control jurídico de 

carácter preventivo , pues su finalidad es preservar el orden 

normativo establecido por la Constitución , esto es, su objetivo es 

garantizar el estado de constitucionalidad de los actos del poder 

legislativo mediante la correcta aplicación de las limitaciones 

previstas en el texto de la misma, como es el caso específico del 

procedimiento de reforma constitucional y el proceso legislativo 

ordinario , ambos, medios de defensa de la Constitución. 

2.1.3 Control Político 

Una vez analizado el control legislativo, el cual por sus 

caracteristicas especificas y parcialidad en su aplicación no permiten 

calificarlo como sistema de control de la constitucionalidad, sino 

como un medio de defensa de la Constitución por su carácter 

meramente preventivo, procederemos a analizar los sistemas de 

control de la constitucionalidad normativa mente estructurados, que 

son el control de la constitucionalidad por órgano político y el control 

de la constitucionalidad por órgano jurisdiccional. 

En el presente apartado, dedicaremos las siguientes líneas al 

estudio del sistema de control de la constitucionalidad por órgano 

político. Para el estudio de este ~istema de control, emplearemos los 

elementos y criterios propuestos para el análisis de cualquier sistema 

de control de la constitucionalidad, ya que anteriormente hemos 
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dicho que para el estudio de los mismos, pueden ser empleados uno 

o más dependiendo del análisis particular de cada sistema. 86 

En el caso del sistema de control político, su análisis puede 

ser estructurado con base en los siguientes criterios: 

a) Órgano de control.- El control de la constitucionalidad en este 

sistema se asigna a un organismo distinto a los poderes constituidos 

del Estado, Legislativo , Ejecutivo y Judicial, o bien, puede 

encomendarse a alguno de ellos.87 

La característica más importante del control político es su 

cond ición subjetiva, pues la limitación del poder es la consecuencia 

del choque entre dos voluntades, quien limita es a su vez quien 

controla, y el control se realiza , pues, por criterios basados en la 

oportunidad 88 Los sujetos facultados para ejercer el control 

o agentes del control son siempre órganos, autoridades o sujetos de 

poder, es decir, cualificados por su condición política , mas nunca 

órganos jurisdiccionales. Precisamente porque el control político se 

basa en la capacidad de una voluntad para fiscalizar e incluso 

imponerse a otra voluntad, la relación que se da entre éstos y los 

objetos de control no está basada en la independencia (pues 

entonces no podría existir tal capacidad de fiscalización e incluso de 

imposición), sino en la superioridad y el sometimiento , en sentido 

lato, que abarca tanto al principio de supremacía como al de 

jerarquía . Un control subjetivo, y en este sentido no "neutral" o 

". Vid slIpra. p. 59 Y ss . 
,. BURGOA , Ignac io. Fl j/licio d" amparo. Trigés ima séptima edición. Vl éx ico, Editoria l 
Porrúa. 2000. p. 155 . 
<, ARAGÓN, Op c it , p . l 73 
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"parcial" como es el control político, sólo puede fundamentarse en la 

existencia de dicha relación. 

En este sistema, el órgano que ejerce el control ha de 

ostentar, necesariamente, una situación de supremacía o jerarquía 

sobre el órgano directa o indirectamente controlado. La actuación del 

uno --órgano controlante--, puede limitar la actuación del otro 

--órgano controlado--, no porque posea una especial condición (como 

en el caso del control jurídico), sino porque tenga mayor peso 

político. Por ello, el agente de control en las relaciones 

intraorgánicas, habrá de estar siempre situado en posición de 

jerarquía, pero en las inter y supraorgánicas, es decir, en relación a 

otros órganos constituidos, podrá estarlo en la de jerarquía o en la de 

supremacía, para la última de las cuales no es obstáculo la condición 

"autónoma" de que pueda gozar en ciertos casos el órgano sometido 

a control.89 

El control político, además, se caracteriza por ser un control 

institucionalizado y por ello, los agentes que lo realizan han de tener 

reconocida por el ordenamiento su competencia, es decir, poseen 

una potestad jurídicamente establecida. Se trata, pues, de una 

atribución regular, normativizada, cuyo modo de ejercicio está 

previsto por el derecho. Cabe señalar que tal regulación jurídica no 

convierte, por si misma, al control político en control jurídico. El 

reconocimiento juridico de la competencia (o, si se quiere emplear 

otra palabra , de la función, aunque este término no sea muy 

recomendable) lo que significa, sencillamente, es que estamos en 

presencia de un control institucionalizado, en consecuencia, sólo 

pueden ejercer el control político los agentes políticos 

S'I ibidelll . 
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institucionalizados --órganos del Estado que tienen una competencia 

prevista normativamente--, y no todos los agentes políticos,so 

Respecto al objeto de control, puede decirse que el control 

político no tiene como finalidad la de controlar las producciones 

juridicamente objetivadas del poder (que es la finalidad del control 

juridico), sino la de controlar a los órganos del poder mismo, sin 

embargo, ese control se puede realizar directamente sobre el órgano 

e indirectamente a través de la actividad que ese órgano despliega, 

de tal manera que el objeto inmediato del control político puede ser 

un acto político concreto o una actuación política general, e incluso 

una norma , pero al controlar ese objeto, lo que en realidad se está 

controlando es al órgano del cual emana o al que es imputable. 

Sin perder de vista, pues, la finalidad última del control político 

--control sobre los demás órganos constituidos--, su objeto inmediato 

puede residir tanto en la actividad general de un órgano (la política 

del gobierno, por ejemplo) como una actuación específica (la 

actividad sectorial del gobierno, o de otro órgano sometido a control), 

o en un acto político concreto, e incluso, como antes se dijo, en una 

norma. Respecto a la norma como objeto de control , no es correcto 

afirmar que ésta sea objeto exclusivo del control jurídico, pues 

cuando el control de la misma es realizado por un órgano político y 

con criterios políticos de valoración, dicho control no puede de 

ninguna manera ser conceptuado como jurídico, sino como político ,sl 

Finalmente , podemos decir que el control político puede ser 

sucesivo o previo, de tal manera que su objeto lo constituirán, a 

')11' 
Idelll. pp .174 y 175 . 

'H ' Ibidelll. p. 176. 
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veces, actividades ya realizadas, pero a veces, también proyectos de 

actuación . Ahora bien, a diferencia del control jurídico de carácter 

preventivo, que ha de recaer sobre actos ya objetivados, esto es, que 

hayan adquirido su definitivo contenido aunque le falten todavía 

requisitos formales para su perfección (y por ello el control es 

previo)92, el control político preventivo no exige tal objetivación para 

los actos (o conducta) sobre los que se ejercita, ya que éstos pueden 

ser proyectos que no tengan fijado aún su contenido, e incluso, 

meros propósitos o simples intenciones (explícita o implícitamente 

formuladas) . 

b) Medios de control de la constitucíonalidad.- Es en este 

inciso donde radica la diferencia sustancial entre el control político y 

el control jurídico, mismo que será analizado con posterioridad. 

En este sistema de control, no existen medios de control de la 

constitucionalidad que estructurados normativamente formen parte 

de este sistema, sin embargo, existen criterios de valoración que 

sirven para comprobar la adecuación del órgano controlado al canon 

o parámetro de control político, el cual se caracteriza por ser un 

parámetro subjetivo y no necesariamente preexistente. Lo anterior 

significa que el control político, debido a su carácter subjetivo, posee 

tal variación , indeterminación y libertad que difícilmente puede 

asimilarse dicho parámetro a la noción de regla, modelo o norma, 

pues quien limita , es aquí quien controla, por lo que el efecto de 

dicha conducta será el choque entre dos voluntades: órgano 

controlante y órgano controlado . 

. " Ejemplo ck e ll o es e l COI/ {/'o//egis /mi\'{): vid supra p. 65 Y ss. 
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En consecuencia, la valoración del órgano controlado se hace 

atendiendo a su adecuación, no a reglas fijas , sino en el fondo , a la 

libre voluntad del agente controlante . Por ello, basta que la actuación 

del poder no le parezca "oportuna" al agente del control , que no goce 

simplemente de su "confianza", para que éste verifique la 

constitucionalidad de los actos del órgano controlado, e incluso de 

cualquier norma, y emita un pronunciamiento al respecto 93 

c) Procedimientos para la aplicación de los medios de control 

de la constitucionalidad.- Si bien es cierto que en este sistema no 

existen medios de control de la constitucionalidad, puede existir un 

procedimiento normativa mente estructurado basado en un "sistema 

de libre valoración". 

La regulación jurídica del procedimiento de control político 

reconoce la libertad de valoración, es decir, atiende a un criterio 

puramente político o de oportunidad. Por ello, en cualesquier acto de 

un órgano constituido, sea general o concreto, inclusive la 

normatividad existente, sobre los que el agente de control haya de 

juzgar no sólo la oportunidad política de la actividad sometida a su 

fiscalización , sino también a la adecuación constitucional o legal, 

sigue habiendo libertad de valoración, esto es, existe un parámetro 

enteramente disponible por parte del agente controlante. 

Cuando un órgano político acude a la Constitución o a otra 

norma secundaria para juzgar una determinada conducta o acto, está 

interpretando la norma por supuesto, pero interpretándola 

políticamente y no jurídicamente. A diferencia de la judicial , su 

interpretación es enteramente libre , sustentada no en motivos de 

." A RA(jON. op. cit, pp. In y 178. 
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derecho, sino de oportunidad, ya que se trata de una valoración 

efectuada con razones políticas (criterios de valoración de carácter 

político), y no a través de un método jurídico, pues es una decisión 

adoptada con libertad y no objetivamente vinculada, es decir, no 

sometida a reglas contrastables que presiden la interpretación o 

aplicación de las normas. En este sistema, el agente de control 

interpreta la Constitución de la manera que le parece oportuna (de la 

misma manera que también la interpreta el legislador al hacer la ley), 

y no como el órgano judicial , que la va a interpretar de la única 

manera que la considera válida, esto es, jurídicamente (interpretación 

objetiva). 94 

Como puede apreciarse, si bien existe la posibilidad de un 

procedimiento previsto normativa mente -aunque puede no haberlo-, 

se evidencia el carácter subjetivo del mismo, debido a la libertad de 

valoración o interpretación que tiene el órgano controlante al 

momento de ejercer su función . 

Para lograr una comprensión integral del procedimiento de 

control político de la constitucionalidad, es necesario, además, hablar 

en este apartado de la voluntariedad del control político. La 

voluntariedad se refiere al hecho de que el control político es un 

control efectuado más por la voluntad política que por las normas 

jurídicas. Por ello, cabe destacar que lo que caracteriza a este 

sistema de control es el carácter voluntario de su ejercício en 

oposición al carácter necesario que se da en el control jurídico. La 

vo luntariedad, aquí, tiene dos significados, que se refieren , uno, a la 

. ., i b i d~ lll . pp. 178 Y 179. 
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puesta en marcha del control, y otro, a la realización del control 

mismo.95 

En lo que respecta al primer significado, el control político 

puede ser instado por agente distinto al que ha de efectuarlo (por 

ejemplo la cuestión de confianza en los regímenes parlamentarios), 

pero también iniciado por la propia voluntad del órgano controlante 

(circunstancia que nunca puede darse en el control juridico). El 

órgano de control (o agente del control) es así, en esas situaciones, 

el mismo que decide no sólo qué controla, sino también cuándo 

controla , por lo que en tales casos, hay un extraordinario elemento 

de voluntariedad. Esto significa que este procedimiento, basado en 

un sistema de valoración libre, puede ser estructurado de acuerdo a 

su procedibilidad de la siguiente manera: 

• Ex-oficio (a priori), antes dé que entre en vigor una ley o el 

órgano controlado lleve a cabo su actividad, correspondiendo 

al órgano controlante efectuar el control de su 

constitucionalidad . Como ejemplo de éste tenemos al control 

político preventivo, el cual no exige la objetivación de las 

normas o actividad de un órgano para efectuar el control, ya 

que dicho control puede efectuarse respecto de proyectos que 

no tengan fijado aún su contenido, e incluso, sobre meros 

propósitos o simples intenciones explícita o implícitamente 

formuladas . Cabe mencionar que, incluso, una vez aplicada la 

normatividad o realizada la actividad del órgano que pretende 

controlarse , el órgano controlante puede ejercer la función de 

control de manera oficiosa, basándose en criterios de 

oportunidad y libre interpretación, siendo este elemento 

.,< Ídem. p. I R I Y ss. 
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ESTA TESIS NO SAU. 
OE lA BmUOTECA 

procedimiental el rasgo distintivo de este sistema de control de 

la constitucionalidad. 

• A petición de parte (a posteriori), por actuación contraria de un 

órgano constituido con lo establecido en el texto constitucional 

o por aplicación excesiva o defectuosa de la ley, en cuyo caso 

podrá interponerse en vía de acción, correspondiendo a los 

sujetos afectados por el acto de autoridad o aplicación 

excesiva o defectuosa de la ley iniciar un procedimiento ante 

el órgano político que ejerce el control, a fin de que éste 

resuelva sobre la constitucionalidad de los mismos, siempre y 

cuando estén legitimados para tal efecto . 

En lo que se refiere al segundo significado, es decir, a la 

práctica misma del control, el factor voluntario se manifiesta en que, 

instado el control --por propio impulso del órgano controlante o a 

instancia de otro--, éste no tiene por qué necesariamente llevarse a 

cabo en todos los supuestos ni por qué ejercitarse obligatoriamente 

por todos los titulares con derecho a ejercerlo. Efectivamente, a 

diferencia de lo que ocurre en el control jurídico en el que el órgano 

judicial tiene necesariamente que resolver, en el control político no 

puede obligarse al agente controlante a que adopte en todas las 

ocasiones una decisión final una vez puesto en marcha el 

procedimiento, pues ésta queda a su libre arbitrio, basándose 

solamente en criterios de oportunidad polítíca. Puede existir una 

obligación política, si se quiere, pero no una auténtica obligación 

jurídica, debido a la existencia de libertad en los criterios de 

valoración y la voluntariedad durante el ejercicio de ésta función , 

elementos intrínsecos a la naturaleza política de este sistema de 

control de la constitucionalidad . 
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Ello es así, debido a que los caracteres de la voluntariedad en 

el control político están relacionados con la condición subjetiva de 

este control , lo cual no implica pérdida de eficacia para el control 

político, simplemente que, por no ser jurídico, es un control de 

oportunidad y no de necesidad. Aun en los supuestos en que el 

ordenamiento se refiere a un canon normativo de comprobación, las 

razones de oportunidad que la presiden, la libertad de decisión 

política mediante la cual el control se manifiesta, hacen que el 

parámetro sea enteramente disponible para el agente u órgano de 

control. Debido a ello, se trata siempre de una decisión política 

basada en razones politicas. condición sustancial de este sistema de 

control. 

d) Reglas para tomar las resoluciones o decisiones.- Como se 

trata de un sistema de valoración meramente subjetivo, en el control 

político no existen reglas estructuradas normativa mente para la toma 

de decisiones, sin embargo, por ser un control institucionalizado 

--esto es . realizado sólo por órganos constituidos que poseen una 

competencia específica--, debe atenderse a un procedimiento 

establecido normativamente, lo cual no implica que el órgano 

controlante pueda decidir libremente sobre la constitucionalidad de la 

actividad de otro u otros órganos, o bien , sobre la misma 

normatividad , debido a la facultad de libre arbitrio que le atribuye 

dicho procedimiento, pues a pesar de que puede preverse 

normativa mente un canon de valoración o comprobación, por la 

existencia de libertad en la interpretación y debido a la voluntariedad 

en el ejercicio del control político, el agente u órgano controlante 

puede tomar sus decisiones basado en criterios meramente políticos 

o de oportunidad. 
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Por esta razón, las resoluciones del órgano controlante se 

determinan mediante criterios de oportunidad, que deben tomar en 

cuenta al objeto del control político que, tal y como se ha 

mencionado, sería el controlar a los órganos del poder mismo, 

control que podría realizarse directamente sobre el órgano e 

indirectamente a través de la actividad que ese órgano despliega, por 

lo que el objeto inmediato del control político podría ser un acto 

político concreto o una actuacíón política general, e incluso una 

norma, sin perder de vista que al ejercerse la función de control lo 

que en realidad se controla es al órgano del cual emana o al que es 

imputable dicha actuación . 

La evidente subjetividad de los criterios de valoración para 

llevar a cabo el control , conlleva a que la interpretación para la toma 

de decisiones se haga atendiendo no a reglas fijas, sino a la libre 

voluntad del agente controlante, por lo que basta que la actuación del 

órgano controlado no le parezca "oportuna" o que no goce de su 

"confianza", para que éste verifique la constitucionalidad de la 

actividad de dicho órgano o incluso de cualquier norma, y resuelva 

sobre la permanencia o la anulación de la actuación de éste o de la 

aplicación de aquélla , así como de los efectos que se verifiquen 

como resultado de esa actividad o de la aplicación de la norma. 

Si bien no existen reglas para tomar las resoluciones (debido a 

la libertad en los criterios de valoración), sí existe un procedimiento 

establecido para llevar a cabo el control, por lo que es necesario 

reiterar que debe tomarse en cuenta que, además de la subjetividad 

en los criterios de valoración, es necesario atender a la voluntariedad 

del control político , pues ambos elementos son nec.esarios para 
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comprender el procedimiento a través del cual el órgano controlante 

lleva a cabo la verificación de la constitucionalidad de la normatividad 

existente, asi como de los actos de los demás órganos, y como es 

que adopta sus resoluciones. En obvio de repeticiones, tomaremos 

en cuenta las consideraciones establecidas anteriormente respecto 

de ambos elementos: subjetividad de los criterios de valoración y 

voluntariedad del control político, pues dichos elementos 

concomitantes deben ser aplicados durante el procedimiento de 

control político de la constitucionalidad de la normatividad y de la 

actividad de los órganos estatales. 

Finalmente, para complementar este apartado, podemos decir 

que desde el punto de vista de los actos de autoridad que se 

controlan, las decisiones originadas como resultado del 

procedimiento en el sistema de control político de la 

constitucionalidad, pueden establecerse respecto de las leyes y de 

los actos de autoridad contrarios a la Constitución, en cuyo caso, el 

órgano que ejerce el control estará realizando un control de la 

constitucionalidad de los mismos en estricto sentido. 

e) Efectos de las resoluciones o sentencias.- En todo sistema 

de control , el resultado forma parte del control mismo, ya que éste no 

se contrae a la mera actividad de comprobación (salvo que se olvide 

la dimensión teleológica, esencial en cualquier clase de control). Ello 

resulta más evidente en el control político , que por el mero hecho de 

ponerse en marcha ya está implicando un resultado , sin esperar 

siquiera que se produzca la decisión final : demostrar que se realiza 

una fiscalización del poder, esto es, que las actividades públicas 

están sometidas a una crítica y valoración también pública 
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institucionalizada, lo cual, por sí mismo, ya opera como una limitación 

efectiva. 

Ahora bien, si examinamos la decisión final en la que el control 

se manifiesta, si ella es positiva para el objeto controlado, concluye el 

procedimiento sin que quepa hablar de un resultado nulo o una 

carencia de resultado del control, pues la actividad fiscalizada se ha 

considerado conforme políticamente. 

Cuando la decisión final del órgano controlante es 

desaprobatoria o disconforme (resultado negativo) respecto del 

objeto controlado (actividad de un órgano o la norma misma), a 

diferencia del control jurisdiccional en donde necesariamente se 

produce una sanción debido al carácter objetivado del mismo, en el 

caso del control político, su carácter subjetivo excluye la posibilidad 

de que necesariamente el juicio negativo lleve aparejada de manera 

automática la anulación del acto o la remoción del titular o titulares 

del órgano controlado. No obstante, esto no es obstáculo para que, a 

veces, tal decisión pueda tener efectos jurídicos vinculantes , es decir, 

caracteristicas sancionatorias en sentido estricto cuando el 

ordenamiento juridico así lo establezca ; en consecuencia, puede 

afirmarse que el control político no tiene efectos sancionatorios per 

se, sólo los posee de manera excepcional y tasada en los casos en 

que lo prevé el propio ordenamiento. 

Cabe mencionar que la carencia de efectos vinculantes , esto 

es, la ausencia de sanción·, no implica que deban desaparecer los 

efectos políticos del control, sino que operan o tienen la capacidad de 

operar de manera indirecta, erosionando al órgano o a la mayoría 

politica que lo sustenta , incitando a la crítica que realiza la opinión 
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pública. Los resultados del control político a veces son inmediatos y a 

veces sirven para poner en marcha controles políticos posteriores. 

Por ello , es posible afirmar que si bien el control político no incluye 

muchas veces la sanción, incluye siempre la capacidad potencial de 

poner en marcha sanciones indirectas o posteriores, pues la 

efectividad de este sistema de control descansa más en la esperanza 

de sanciones mediatas o futuras que el ejercicio del control podría 

desencadenar, que en la sanción ínmediata y presente, propia del 

sistema de control jurisdiccional de la constitucionalidad .96 

Finalmente, podemos decir que en función de los alcances de 

las decisiones del órgano político que ejerce el control de la 

constitucionalidad -siempre y cuando sean de carácter negativo-, 

éstas pueden clasificarse de la siguiente manera: 

• Con efectos erga omnes, es decir, abrogando la ley o 

impidiendo que entre en vigor, se prevea o no ese efecto 

sancionatorio en un procedimiento normativamente 

estructurado, pues la decisión puede adoptarse de manera 

libre por el órgano controlante; o bien , 

• Con efectos particulares o limitados al caso concreto, esto es , 

respecto de la actividad desplegada por el órgano controlado y 

su adecuación constitucional, pudiéndola invalidar basado en 

criterios meramente políticos (libre voluntad), o bien, 

atendiendo al procedimiento de control político (si es que 

existe) para la adopción de su resolución . 

.•. ARAGÓN. op. cil. p. 179 Y ss. 
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Como puede apreciarse, los efectos en el resultado negativo 

son los que nos permiten considerar al control político como un 

verdadero sistema de control de la constitucionalidad , debido a que 

los efectos que llegan a darse como consecuencia de dicha decisión 

pueden ser de carácter correctivo --anulatorios o sancionatorios-- , 

respecto de la actividad del órgano controlado o de la aplicación de 

una norma específica. Aun cuando dichos efectos correctivos no 

estén previstos en el procedimiento, el hecho de que el órgano 

controlante cuestione la actividad de los demás órganos o incluso de 

la normatividad misma, es suficiente para ejercer un control de 

carácter político, ya que erosiona la actividad de los mismos 

poniendo en duda su constitucionalidad ante la opinión pública . 

Del análisis de todos los elementos de este sistema de control , 

podemos afirmar que por sus características, el control político debe 

ser considerado como un efectivo sistema de control de la 

constitucionalidad, pues su objetivo es limitar el poder politico y 

proteger a la Constitución en caso de inobservancia por un acto de 

gobierno en sentido amplio (actividad de los órganos constituidos del 

Estado, o bien, la normatividad del mismo), aun cuando sus 

resoluciones atiendan a criterios de oportunidad y sea evidente la 

parcialidad del órgano controlante, que si bien no impide la 

efectividad de dicho sistema de control , justifica el carácter subjetivo 

de las decisiones adoptadas por el órgano controlante , debido a su 

procedimiento meramente político. 

Es necesario concluir diciendo que uno de los puntos teóricos 

y prácticos más controvertidos de este sistema, se refiere a la 

imparcialidad e independencia del órgano de control , pues ello 

evidencia el problema de fondo del control político de la 

85 



constitucionalidad , ya que un órgano de naturaleza política como lo 

es el órgano controlante, cuyo ejercicio constitucional es el de 

controlar a los demás órganos constituidos del Estado, lo hace en 

una relación de supraordinación al absorber una dosis de poder 

excesiva que le permite anular los actos y decisiones, colocándose 

en un plano de superioridad frente a los órganos controlados , por lo 

que parcialidad y sumisión están presentes durante todo el 

procedimiento normativa mente establecido; parcialidad producto de 

la subjetividad en los criterios de valoración y voluntariedad del 

control político, y sumisión producto de la dependencia de los 

órganos constituidos respecto de las decisiones políticas del órgano 

controlante. De ahi el inconveniente estructural y funcional de este 

sistema de control de la constitucionalidad . 

2.1.4 Control Jurídico 

Una vez examinado el control por órgano político y haber 

llegado a la conclusión de que éste es un verdadero sistema de 

control de la constitucionalidad debido a los efectos correctivos que 

genera su aplicación, procederemos al análisis de otro sistema de 

control de la constitucionalidad normativa mente estructurado: el 

control de la constitucionalidad por órgano jurisdiccional o control 

jurídico 

Antes de iniciar el análisis propuesto resulta necesario 

establecer algunas consideraciones previas . Recordemos que el 

inconveniente del sistema de control político es la parcialidad durante 

el procedimiento de revisión de la constitucionalidad originada por la 

discreción del órgano controlante, caracterizada por la recopilación y 

análisis de elementos, estudios y consideraciones por lo general no 
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sujetas a una regulación jurídica previa, por lo cual, dicho control no 

posee las características propias de un verdadero procedimiento 

contencioso. Lo anterior nos permitirá establecer una serie de 

elementos distintivos entre el control por órgano político y el control 

por órgano jurisdiccional , el cual sí puede ser considerado como un 

procedimiento de carácter contencioso. 

Para el establecimiento de los elementos integrantes del 

sistema de control jurídico de la constitucionalidad, emplearemos la 

serie de elementos y criterios propuestos anteriormente para el 

estudio de los sistemas de control de la constitucionalidad. En el 

caso del sistema de control jurídico de la constitucionalidad, su 

análisis puede ser estructurado de la siguiente manera: 

al Órgano de control.- El carácter objetivado del control jurídico 

implica que los órganos que lo ejercen sean órganos no limitadores 

sino verificadores de limitaciones preestablecidas, es decir, órganos 

constituidos que se encuentran ajenos a la relación de supra o 

subordinación respecto de los órganos controlados y que por implicar 

cánones jurídicos, estén integrados por peritos en derecho. Esas 

condiciones se dan esencialmente en los órganos judiciales , de ahí 

que sea el control jurisdiccional el control jurídíco por excelencia, lo 

que no quiere decir que por ese único hecho ya se da tal control , ya 

que lo que califica verdaderamente al mismo es su modo de 

realización más que el órgano que lo realiza . Lo anterior significa que 

el control es jurídico porque jurídico es su parámetro y jurídico el 

razonamiento a través del cual se ejerce, esto es, la condición 

jurisdiccional del órgano es una consecuencia del tipo de control y no 

87 



al revés. 97 En consecuencia , son los órganos judiciales los órganos 

de control en el sistema jurídico de control de la constitucionalidad . 

Es importante mencionar que en este sistema el parámetro 

juridico es una consecuencia inesquivable , pues es la garantía de 

objetividad en este control. De ahí que los controles administrativos, 

aunque en muchos casos sean realizados atendiendo a razones de 

derecho, no pueden ser considerados, en estricto sentido, como 

controles juridicos, puesto que las relaciones de supra o 

subordinación en que se encuentran los órganos de control respecto 

de los órganos controlados, no garantizan, en modo alguno y de 

manera segura , la objetividad, imparcialidad o independencia de sus 

decisiones. 

En cuanto al objeto del control, el control jurídico no tiene por 

objeto a las personas, ni siquiera, exactamente, a los órganos , sino a 

los actos de esos órganos o autoridades, esto es, actos en sentido 

propio y, por supuesto, todo tipo de normas. Debe precisarse que el 

carácter objetivado del control jurídico supone que no son las 

personas físicas, ni siquiera las conductas de esas personas titulares 

de los órganos públicos los sometidos a control , sino los actos, es 

decir, los productos objetivados de la voluntad de tales órganos. De 

tal manera que cuando lo que se juzga por los tribunales es una 

cuestión disciplinaria administrativa o una cuestión penal que afecte 

a cualquier persona que desempeña un empleo o cargo público, no 

se está realizando, propiamente, un control del poder, sino 

ejercitándose, en realidad, otra función muy distinta: juzgándose un 

delito o una falta administrativa cuya imputación y resultados afectan 

.,- i\RA( ;ÓN. op. cit.. p. 137. 
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a la persona del funcionario, pero no al órgano de poder del que es 

titular98 

Es importante señalar que uno de los problemas más 

atractivos que plantea el objeto del control jurídico es el de la 

admisión o no, en esta figura, de los controles prevíos realizados por 

órganos jurisdiccionales. Ante todo cabe decir que el carácter 

jurisdiccional de un control previo es bastante dudoso, aunque ello no 

afectaría , por sí solo, el carácter jurídico del control , ya que podría 

ser concebible la existencia de un control jurídico realizado por un 

órgano judicial, y que, sin embargo, .no reuniese las condiciones que 

permitan calificar a la actividad que a través de tal control se realice, 

como actividad jurisdiccional. Este es el caso justamente del control 

de la constitucionalidad preventivo, tal figura aparece en ciertas 

modalidades de control de la constitucionalidad : el llamado recurso 

prevío ante el Tribunal Constitucional que existía hasta hace muy 

poco tiempo en España; el control de las leyes (siempre previo) por 

el Consejo Constitucional en Francia; la opinión judicial consultiva 

sobre la constitucionalidad de las leyes en Canadá; los casos de 

control previo de las leyes regionales por la Corte Constitucional de 

Italia ; el control preventivo ejercido por el Tribunal Constitucional en 

Portugal , o bien , (y no se agotan con ello todos los casos), el control 

de la constitucionalidad previo en Venezuela , Panamá y 

Guatemala.99 

Es preciso mencionar al respecto que el control previo lo 

ejerce un órgano que, generalmente, es admitido como órgano de 

carácter judicial, es decir, como tribunal en sentido estricto. Ahora 

'J> ibidem. p. 13R . 
. " ídem, p. 139. 
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bien, tal carácter del órgano no significa que el control preventivo que 

realiza sea un control jurisdiccional. Por el contrario, existen razones 

de peso para negar el carácter jurisdiccional de la actividad que a 

través de ese control realiza el Tribunal. Es cierto que se dan los 

principios de impulso de parte , contradicción, razonamiento jurídico 

de la decisión y efectos vinculantes de la misma, pero ni el objeto ni 

los resultados del control son los propios de la actividad 

jurisdiccional. El control previo tiene por objeto leyes aún no 

prefectas o proyectos de ley (según los distintos sistemas), es decir, 

actos por supuesto relevantes para el derecho (no puede decirse que 

no lo sea la aprobación parlamentaria o legislativa del texto definitivo 

de una ley, por ejemplo), pero no actos (empleamos el término acto 

en sentido general) ya integrados en el ordenamiento, porque aún no 

han nacido como normas. De ahí que no se haya producido de 

ninguna manera cuando se impulsa y se realiza el control, infracción 

alguna al ordenamiento, es decir, vulneración del canon o parámetro 

de control que es , justamente, lo único que haría válida la 

intervención judicial como intervención jurisdiccional. 

En consecuencia, la resolución del tribunal (aunque se llame, 

impropiamente, "sentencia") no puede anular o inaplicar, no puede 

reestablecer el orden infringido o vulnerado, sino sólo exponer una 

opinión vinculante para el legislador o para el órgano que habrá de 

promulgar la ley, pero nada más. Pese a la presencia de los demás 

requisi tos jurisdiccionales que antes se señalaron , la imposible 

alegación de infracción jurídica (requisito esencial) y la necesaria 

ausencia en la resolución estimatoria de potestad reparadora de 

infracciones cometidas, hacen que la actividad judicial ejercitada en 

el recurso previo no sea, propiamente, una actividad jurisdiccional , 
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sino exactamente consultiva Uudicial consultiva, como se denomina 

con rigor en Canadá).100 

Sin embargo, tal carácter no significa que deje de ser una 

actividad materialmente juridica. El control que a través de ella se 

ejerce es jurídico, aunque no sea jurisdiccional. El control previo 

realizado por órganos judiciales sobre la constitucionalidad de las 

leyes (de proyectos de ley o de leyes no perfectas, habría siempre 

que añadir) reúne todos los requisitos de control jurídico en cuanto a 

órgano imparcial, parámetro normativo, razonamiento jurídico y 

efecto sancíonatorio (en caso de control con resultado ñegativo 

respecto del objeto controlado). Es indiferente que el objeto haya 

entrado o no a formar parte del ordenamiento, lo que importa es que 

es un objeto jurídicamente relevante (y lo es un proyecto de ley o 

más propiamente el texto definitivo de una ley), es decir, un objeto 

que adopta forma (aunque aún no vigencia juridica) y que es 

expresión de un acto (la aprobación de este texto) que no carece, de 

ningún modo, de importancia para el derecho (el derecho 

constitucional y, desde luego, el derecho parlamentario). En 

consecuencia, el carácter de control jurídico es muy difícil que se le 

pueda negar, por lo cual, no se elimina la caracteristica como tal al 

control previo. Éste, sería un ejemplo de control judicial, pero no 

exactamente jurisdiccional, mientras que las demás formas de control 

judicial --controles posteriores--, serían siempre , además de 

judiciales, jurisdiccionales.101 

''' ' No debe confundirse el control jurídico previo con el con/rol legislallvo estudiado 
anteriormente, pues sus caracteristicas son distintas; el primero es considerado un medio de 
control de la constitucionalidad. aun cuando sea meramente consultiva la función del órgano 
controlante, mientras que e l segundo, es considerado un medio de defensa de la 
Constitución; vid supra, p. 65 Y ss. 
''' ' ARAGÓN, Op. c it, pp. 140y 141 . 
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b) Medios de control de la constitucionalidad.- Al respecto, 

cabe señalar que es en el control juridico en el que se encuentran 

medios o mecanismos de control de la constitucionalidad 

normativa mente estructurados, esto es, previstos no sólo en el texto 

constitucional , sino inclusive por el ordenamiento jurídico, 

consecuencia del carácter objetivado de este tipo de sistema. 

Al igual que en el sistema de control político de la 

constitucionalidad , en el sistema jurídico Uurisdiccional), el control 

puede ser realizado de manera preventiva (previa), o bien , 

posterior.10
2 Es importante señalar que el control previo es de tipo 

preventivo, ya que se verifica antes de la realización del acto. 

Generalmente es ejercido por un órgano judicial, pero no 

necesariamente, ya que puede ser un órgano político quien ejerza la 

función, tal y como lo hemos señalado, o bien, por el órgano 

legislativo antes de la emisión o reforma de una norma , a través de 

comisiones u órganos internos de control (control legislativo). El 

control preventivo o a priori deriva del principio de supremacía de la 

Constitución frente a las leyes, pues en este caso, el control es 

directo , dado que se establece un a[Jtocontrol de la norma 

fundamental, circunscribiendo la actuación a los órganos públicos a 

su esfera competencial preestablecida con el fin de evitar 

interferencias recíprocas o con los derechos fundamentales de los 

gobernados .10
3 

En cuanto al control posterior, éste se lleva a cabo cuando el 

acto ya se ha consumado, es decir, que ya no tiene como fin evitar 

una situación de abuso de poder, sino que va a remediar un conflicto 

lO'! HUERTA OCHOA. Carla . Mecanismos consri rllCiOfla les.. , pp. 42 Y 43 . 
10.' . 

. Ib ldelll. pAS . 
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suscitado por el ejercicio excesivo de facultades. Por lo general, el 

control se realiza mediante la anulación de los efectos que causan 

perjuicios, o en su defecto, mediante la reparación del daño. El 

control puede referirse tanto a actos como a leyes, sin embargo, no 

en todos los sistemas jurídicos se siguen los mismos procedimientos 

(en unos procedería la anulación total o parcial de los efectos, en 

otros probablemente la abrogación de la ley). Para este efecto se han 

establecido tribunales constitucionales, como es el caso de España o 

Alemania. 

En el caso del control posterior se hace patente otra de las 

cualidades del control además de la supervisión y verificación de los 

limites, consistente en la posibilidad de remediar el daño causado al 

gobernado. Este tipo de control generalmente se ejer~e por vía de 

acción, es decir, a petición de parte. Cabe mencionar que como 

control a posteriori, tiene por objeto restablecer el estado de derecho 

violado debido a la no adecuación de las normas o actos de 

autoridad con la Constitución .104 

Respecto a los medios de control de la constitucionalidad 

existentes en el sistema de control jurídico de la constitucionalidad, 

pueden clasificarse de la siguiente manera: 

• Abstractos, como recurso contra leyes.- Es una operación sin 

límites materiales. Se trata de un control sin vinculación a la 

aplicación de la norma, por .10 que la legitimación en estos 

medios de control generalmente es objetiva . La impugnación 

directa no requiere ningún tipo de relación subjetiva entre los 

legitimados y la norma, ya que se atacan vicios formales o 

"" ibidem. 
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materiales derivados del proceso de creación de la norma. El 

objeto de este recurso de inconstitucionalidad es la ley 

entendida en sentido amplio, es decir, en relación con su 

rango normativo. Es por ello que la resolución del tribunal que 

reviste la constitucionalidad de la norma será de nulidad. 

• Concretos.- Se refieren a una consulta que el juez o tribunal 

ordinario puede presentar para determinar si se aplica o no la 

ley a un proceso específico, dependiendo de su 

constitucionalidad. No es necesario que la parte agraviada se 

inconforme, sino que basta con que la autoridad que debe 

aplicar la norma se percate de la inconstitucionalidad de la 

misma para que inicie el procedimiento de declaración de 

constitucionalidad de la norma en cuestión. Generalmente se 

configura como un control indirecto , pero como un medio 

directo de impugnación. Debemos aclarar que solamente el 

juez puede iniciar esta consulta o cuestión de 

constitucionalidad cuando durante el proceso considere que la 

norma que debe ser aplicada es anticonstitucional. El juez no 

puede interpretar directamente la Constitución e inaplicar la 

norma cuestionada ; debe esperar la resolución del tribunal 

competente que autorice la inaplicación de la norma al caso 

concreto. En este sentido, no pueden producirse efectos 

suspensivos respecto de la ley, pero sí del acto de dictar 

sentencia, la cual se verá afectada por la resolución de 

inconstitucionalidad, misma que puede tener efectos erga 

omnes (generales), anulatorios o estimatorios de la 

constitucionalidad. 105 

lO '; íde m. pp. 47 Y 48. Para una explicación m is amplia respecto del control abstracto y 
c OllcrelO de normas y disposiciones generales véase infra . p. 111 Y ss. 
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Es importante concluir diciendo que no es regla aplicable a 

todos los sistemas de control jurídico de la constitucionalidad la 

existencia de ambos medios de control --como sería el caso de 

España o Alemania--, pues puede ser que exista sólo uno de ellos 

como en nuestro país, donde únicamente se prevé el control 

abstracto de la constitucionalidad de normas y disposiciones 

generales, vía acción de inconstitucionalidad. 

c) Procedimientos para la aplicación de los medios de control 

de la constitucionalidad.- Una de las caracteristicas del control 

jurídico es que el parámetro lo constituyen normas abstractas 

predeterminadas que le vienen impuestas al órgano controlante, y 

que éste se limita a aplicar en cada caso concreto. Dicho en otras 

palabras, el parámetro está formado por normas jurídicas, o más 

exactamente, por el derecho en su expresión objetiva: el 

ordenamiento jurídico. El carácter objetivado del control corresponde 

al carácter objetivado del parámetro, objetivación indisociable de la 

abstracción y generalidad del derecho.106 

Por esta razón, en el sistema jurídico de control de la 

constitucionalidad necesariamente debe existir un procedimiento 

previsto y estructurado normativamente, el cual permita emplear y 

aplicar los medios de control de la constitucionalidad a los sujetos 

legitimados para tal efecto. El establecimiento de un procedimiento 

normativo permite que la función de control sea objetiva, y por ende, 

que las resoluciones adoptadas por el órgano controlante sean 

imparciales. 

,,,'o AR!\( ¡ÓN. o p. ci l.. p. 141. 
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Es importante señalar que una de las características 

peculiares del control jurisdiccional es el de ser un control necesario , 

en el sentido de que necesariamente ha de producirse cuando el 

órgano judicial es requerido para ello, yen el sentido también de que 

necesariamente ha de existir si se quieren evitar las normas 

minuscuamperfectas en el ordenamiento. 107 

Respecto del carácter necesario del control jurídico, cabe 

mencionar que la producción necesaria del control significa, por un 

lado, que el órgano que lo ejerce ha de conocer (siempre que tenga 

reconocida jurisdicción y competencia) necesariamente del asunto 

para el que es instado; por otro, que ha de emitir, necesariamente, su 

juicio sobre tal asunto, y finalmente, que ha de dictar la sanción (la 

declaración invalidatoria) de modo necesario cuando tal juicio sea 

jurídicamente negativo para el objeto controlado, es decir, cuando 

estime que se ha producido una contradicción (irresoluble por vía 

interpretativa) entre dicho objeto (actos de autoridad o normatividad) 

y el parámetro de control (Constitución del Estado). 

El carácter necesario del control jurídico es condición 

indispensable para la estructuración del procedimiento a seguir 

respecto de los medios de control de la constitucionalidad . Debido a 

la imparcialidad y objetividad que pretende este sistema de control, el 

procedimiento para el ejercicio y aplicación de los distintos medios de 

control , esto es, su estructuración, es distinta a la del sistema de 

control politico, ya que en el control jurisdiccional, el control de la 

constitucionalidad no lo ejerce el órgano judicial por propio impulso 

(de oficio), sino a instancia de parte . El control jurisdiccional es sólo 

un instrumento imprescindible (necesario) que el Estado "ofrece" 

'''7 ibictem. p. 170 Y ss. 
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para que las contradicciones entre el objeto de control y el parámetro 

de control "puedan" ser corregidas. 

Lo anterior significa que este procedimiento, basado en un 

sistema de aplicación normativa (control jurídico-jurisdiccional de la 

constitucionalidad), puede estructurarse en relación a los requisitos 

de procedibilidad de los medios de control jurídico de la siguiente 

manera : 

• A petición de parte, en cuyo caso podrá interponerse: 

1. En vía de acción, correspondiendo a los sujetos afectados 

por el acto de autoridad o aplicación excesiva o defectuosa de 

la ley iniciar un procedimiento ante la autoridad competente de 

ejercer el control respecto del acto o ley del cual se cuestiona 

su constitucionalidad. Un ejemplo de este procedimiento es el 

recurso de inconstitucionalidad en España, e inclusive, de la 

acción de in constitucionalidad en nuestro país, que como 

medios de control de la constitucionalidad , no son sino 

modalidades del control abstracto de normas y disposiciones 

generales. 

2. En via de excepción o incidental, caso en el cual el 

planteamiento sobre la constitucionalidad del acto de 

autoridad o aplicación de la ley se presenta como un incidente 

dentro del mismo proceso en el que no se realiza un nuevo 

juicio o un juicio especial, sino que dicho planteamiento se 

desahoga dentro del mismo proceso, ante la misma autoridad 

que conoce del caso o ante su superior jerárquico, de 

conformidad con los recursos procesales establecidos al 
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efecto. Esto es, los sujetos legitimados lo oponen como 

excepción a su cumplimiento. Como ejemplo de esta vía 

tenemos a la cuestión de constitucionalidad como medio de 

control de la constitucionalidad en España, que no es sino una 

modalidad del control concreto de normas y disposiciones 

generales. 

Como puede observarse, cualquiera que sea la vía para 

interponer el procedimiento de control jurídico de la 

constitucionalidad --acción o excepción--, corresponderá siempre 

interponerlo a un órgano distinto al controlante o a otros sujetos 

legitimados por el ordenamiento que rige dicho procedimiento, mas 

nunca al propio órgano que realiza la función de control. 

d) Reglas para tomar las resoluciones o decisiones.- Debido al 

carácter objetivado del control jurídico y a la existencia de un 

procedimiento estructurado normativa mente para la realización de la 

función de control, es obvio que en dicho procedimiento se incluyan 

las reglas para que el órgano controlante adopte sus decisiones, 

pudiéndose fijar inclusive, los lineamientos para el establecimiento de 

criterios de interpretación y creación de jurisprudencia. 

Respecto a este último punto, es preciso decir que una cosa 

es el modo de interpretación del derecho y otra la creación o no del 

derecho por los jueces. Es cierto que la creación judicial del derecho 

no tiene porque ir siempre unida a la libertad de interpretación, entre 

otras razones, porque colmar una laguna normativa, por ejemplo, no 

significa, necesariamente, eludir reglas predeterminadas por el 

ordenamiento para resolver objetivamente el caso, lo que permite 

justamente salvar la objeción, en tales casos, de una aplicación 
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retroactiva del derecho. Son problemas, pues, el de los criterios de 

interpretación y el del papel de la jurisprudencia, conceptualmente 

distintos, pero no hay duda de que están enlazados en la práctica, en 

la aplicación del derecho en general, pero más aún en la aplicación 

del derecho constitucional. 108 

El carácter in disponible del parámetro en el control 

jurisdiccional, se corresponde, en consecuencia , con el carácter 

objetivado del canon de valoración y con la existencia de criterios 

predeterminables de composición de ese canon , de tal mane.ra que 

su aplicación por los jueces no se convierte en un acto de decisión 

libre, sino en una decisión sometida a reglas conocidas y 

generalmente aceptadas. El hecho de que la jurisprudencia sea 

fuente del derecho no implica la negación del carácter indisponible 

del parámetro del control, pues si la actividad creadora se sujeta a 

principios jurídicos materiales que le vienen dados (yen tal sentido 

son objetivos) y a un modo de ínterpretar y razonar (principios 

formales) que tampoco están a su libre disposición, la decisión que 

se adopte no será subjetiva, sino objetiva, debido a la formación de 

un criterio basado en reglas preestablecidas normativa mente en el 

procedimiento de control. 109 

Lo anterior demuestra el carácter predeterminado del 

parámetro en el control jurisdiccional , pues la decisión adoptada por 

el órgano controlante (miembros del Tribunal), debe atender 

necesariamente a reglas normativa mente preestablecidas para la 

realización del control juridico, por lo que los criterios de 

interpretación, asi como la jurisprudencia que pudiera derivar del 

'''' ARAGÓN, op. c il.. p. 146. 
lO" Ídem. pp. 146 Y 147. 
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ejercicio del control, deben de ajustarse a éstas, lo cual pone de 

manifiesto el carácter indisponible y objetivado del control jurídico, en 

la especie, del control jurisdiccional. 

e) Efectos de las resoluciones o sentencias.- El resultado del 

control forma parte de la idea misma del control, pues de lo contrario 

se eliminaria totalmente el elemento teleológico del mismo. Ahora 

bien , ese resultado puede ser positivo o negativo para el objeto 

controlado, y el resultado negativo lleva aparejada a veces la sanción 

inmediata y otras no debido a que ésta se demora en el tiempo o 

porque operan mecanismos indirectos, e incluso difusos de sanción. 

Esto significa que siendo el resultado un elemento indispensable del 

control, no puede hacerse gravitar exclusivamente esta figura (el 

control) en la existencia de la sanción, es decir, en el llamado 

momento conminatorio, pues ello conduciría a sostener que sólo hay 

control cuando el resultado es negativo para el objeto controlado, 

tesis cuyo solo enunciado la hace abiertamente rechazable por no 

ser comprensiva de la totalidad del fenómeno del control. 110 

Cuestión distinta es la de si el resultado negativo ha de 

acompañarse inexorablemente de la sanción y si ésta ha de ser 

inmediata, esto es, formar parte del mismo resultado. Aquí el 

problema es más complejo pues , como se ha dicho, la sanción opera 

de muy diversas maneras en las diversas clases de control. Lo 

anterior conduce justamente a sostener que pese a tener la figura del 

control un único sentido , no puede haber uno sino varios conceptos 

de control. Lo que caracteriza al control jurisdiccional, desde el punto 

de vista del resultado (y lo diferencia netamente, también en este 

punto, del control político), es que el resultado negativo /leva, 

11" ibídem. p. J 67 Y ss. 
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inexorablemente, aparejada la sanción, consecuencia del carácter 

objetivado de este control . 

En el control jurídico, el órgano controlante no limita sino que 

asegura la vigencia de las limitaciones fijadas de manera objetiva 

(normativizada) por el derecho. Al aplicar no su voluntad sino la 

norma en el ejercicio del control, está obligado necesariamente a 

sancionar la contradicción entre el objeto controlado y el parámetro 

jurídico al que ha de adecuarse. El órgano judicial , sometido 

constitucionalmente a la ley y al derecho, no tiene más remedio que 

sancionar la infracción jurídica que considere cometida. Y esa 

obligación del órgano jurisdiccional , mediante la cual se preserva la 

vigencia del derecho establecido por la Constitución (reglas de 

competencia, jerarquía , etcétera , que dotan de coherencia al 

ordenamiento) es absolutamente esencial para que exista la 

seguridad jurídica. De ahí que no se trate de una obligación moral o 

política, sino estrictamente de una verdadera obligación jurídica : 

comprobada la infracción, el órgano judicial ha de invalidar el acto o 

la norma objeto de control. 111 

Dicho esto hay que añadir que el control jurisdiccional , al ser 

un control sobre la actividad (actos o normas) y no sobre la 

organización , comprende dentro de sí otras figuras destinadas a la 

exigencia de responsabilidad ante los tribunales de órganos o de los 

funcionarios (responsabilidad civil , penal disciplinaria) mediante las 

cuales se administra justicia por supuesto, pero no se ejerce, en 

sentido propio, una función de control del poder. El tipo de sanción 

II I O expulsarla del ordenamiento por derogación o inaplicación, según los casos y la 
distribución de competencias entre órganos jurisdiccionales. De todos modos. lo importante 
~s que todo ello significa inva lidación, en general o para el caso, del objeto controlado y, en 
~s t e sentido. sanción. 
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que tales figuras llevan aparejada no debe confundirse con la 

sanción a la actividad abstraída de la persona física o jurídica, que es 

característica del resultado negativo en el control jurisdiccional. 

El tribunal --ordinario o constitucional-- , puede no invalidar la 

norma controlada pero darle una interpretación distinta a la que esa 

norma habia tenido hasta entonces (es decir, a la que había operado 

en el ordenamiento). No puede negarse que se produce, en tal caso , 

una innovación del sentido de la norma con claros efectos jurídicos, 

pues si bien no se innova la letra del texto, sí se innova respecto de 

su significado. En consecuencia, lo que le está vedado al órgano 

judicial , o si se quiere, lo que está vedado al control jurisdiccional, es 

enmendar el objeto en el sentido restrictivo de enmienda formal o 

literal, no en el sentido amplio que incluye enmienda de significado. 

Dicho en otras palabras , la literalidad del texto de la norma es el 

limite infranqueable a la facultad innovadora del órgano judicial. 

Finalmente , podemos decir que en función de los alcances de 

las decisiones del órgano jurisdiccional que ejerce el control de la 

constitucionalidad --siempre y cuando sean de carácter negativo--, 

estas pueden clasificarse de la siguiente manera: 

• Con efectos erga omnes, es decir, abrogando la ley o 

impidiendo que entre en vigor, o bien, invalidando la actuación 

infractora de un órgano constituido que evidencien su 

inconformidad con la Constitución; efectos de la resolución 

que será vinculante para todas las autoridades, aun aquéllas 

que no intervinieron en el acto o aplicación de la norma, 

configurándose como un deber general de no aplicación o 

como una declaración de nulidad. 
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• Con efectos particulares o limitados al caso concreto, esto es, 

respecto a la actividad desplegada por el órgano controlado o 

la aplicación concreta de alguna norma y su adecuación 

constitucional , pudiéndola invalidar en los casos previstos 

normativa mente, en cuyo caso, la vinculación de la resolución 

o sentencia que declara la inconstitucionalidad de la actuación 

de la autoridad o de la norma solamente será respecto de los 

sujetos que intervienen en el procedimiento. 

Expuesto lo anterior, consideramos que los efectos del control 

jurídico, producto del carácter negativo del objeto de control , son los 

que nos permiten considerar a éste como un verdadero sistema de 

control de la constitucionalidad , debido a que los efectos que llegan a 

darse como consecuencia de dicha decisión son de carácter 

correctivo --anulatorios o sancionatorios--, respecto de la actividad 

del órgano controlado o de la aplicación de una norma específica , 

cuestión que confirma la ineludible existencia del elemento 

conminatorio en todo sistema jurídico de control de la 

constitucionalidad . 

Diferencias entre el control político y el control jurídico 

Üurisdiccional).- Una vez establecidos los elementos estructurales 

y funcionales del sistema de control jurídico Uurisdiccional) de la 

constitucionalidad , consideramos prudente concluir este apartado 

referente al estudio de los sistemas de control de la 

constitucionalidad , resumiendo las diferencias entre el sistema de 

control juridico de la constitucionalidad y el sistema de control político 

de la constitucionalidad . 
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La primera diferencia consiste en el carácter objetivado del 

control jurisdiccional Uurídico), frente al carácter subjetivo del control 

político. Ese carácter objetivado significa que el parámetro o canon 

de control es un conjunto normativo preexistente , no disponible para 

el órgano que ejerce el control jurisdiccional o juridico. En cambio, el 

carácter subjetivo del control político significa todo lo contrario: que 

no existe canon fijo y predeterminado de valoración , ya que ésta 

descansa en la libre apreciación realizada por el órgano controlante, 

es decir, que el parámetro es de composición eventual y plenamente 

disponible. 

La segunda diferencia, consecuencia de la anterior, es que el 

juicio o valoración del objeto sometido a control está basado, en el 

primer caso , en razones jurídicas (sometidas a reglas de 

verificación), yen el segundo, en razones políticas (de oportunidad). 

La tercera diferencia consiste en el carácter necesario del 

control jurídico frente al carácter voluntario del control político. 

Necesario el primero no sólo en cuanto a que el órgano controlante 

ha de ejercer el control cuando para ello es solicitado, sino también 

en que si el resultado del control es negativo para el objeto 

controlado, el órgano que ejerce el control ha de emitir, 

necesariamente , la correspondiente sanción , es decir, la 

consecuencia juridica de la constatación (anulación o inaplicación del 

acto o la norma controlada). Mientras que el carácter voluntario del 

control politico, significa que el órgano o el sujeto controlante es libre 

para ejercer o no el control, y que de ejercerse , el resultado negativo 

de la valoración no implica, necesariamente, la emisión de una 

sanción, salvo que el ordenamiento lo prevea, situación en que el 

resultado del control se manifiesta entonces mediante un acto 

104 



jurídico, pero ello no elimina, en esos casos, la esencia política del 

procedimiento del control. 

La última diferencia relevante que queda por destacar, es la 

que se refiere al carácter de los órganos que ejercen uno u otro tipo 

de control. El control jurídico es realizado por órganos imparciales , 

independientes, dotados de especial conocimiento técnico para 

entender de cuestiones de derecho: en esencia , los órganos 

judiciales, mientras que el control político está a cargo precisamente 

de sujetos u órganos políticos. No puede decirse lo mismo, en 

cambio, respecto de los objetos del control, ya que las decisiones 

políticas pueden ser, muchas veces, sometidas a control jurídico y, 

sobre todo, las normas jurídicas pueden ser sometidas, en ciertos 

casos al control político (por ejemplo los decretos - leyes en los que 

la intervención del parlamento u órgano legislativo tiene, a parte de 

otras características, el significado de un control).112 

Cabe mencionar que el control politico, siendo regular, no deja 

de ser libre , es decir, basado en razones de oportunidad, y que por 

ello, si bien no le resta eficacia, no dota de completa seguridad su 

realización. Y sin intención de llegar al extremo, basta señalar que 

gran parte de los controles políticos están al servicio de la mayoría y 

la garantia de la Constitución reside, entre otras cosas, en ampararla 

frente a posibles vulneraciones de la misma mayoría (lo cual resulta 

lógico ante la libertad de apreciación y subjetividad del órgano 

político en cargado del control de la constitucionalidad). 

Es por ello que en definitiva el control jurídico (menos fuerte 

que el político) se presenta como el más regular por ser un control 

'" A RAGÓJ\. Op. c it. . pp.136 y 137. 
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normativizado, y a la postre, más seguro. La Constitución no podría 

sobrevivir sin los controles sociales y políticos sin duda alguna, pero 

sencillamente, la Constitución no podría "ser" sin el control jurídico 

que es, por esencia, el control jurisdiccional. Esa es la base en que 

descansa el Estado constitucional de derecho, yeso es lo que 

conduce a que, en realidad, todo estado de derecho verdadero sea 

un Estado jurisdiccional de derecho (lo que no tiene porqué significar 

un gobierno de los jueces, que esa es otra cuestión, aunque a veces, 

incorrectamente, se les confunda). Trasladar los problemas de 

derecho al tribunal de la opinión o a los tribunales populares, es 

decir, establecer la resolución espontánea o institucionalizada pero 

puramente política de los problemas jurídicos, no supone la 

destrucción del derecho, sino, por supuesto, la negación misma del 

genuino sentido de la Constitución . En esas condiciones , 

simplemente, no puede haber Constitución ; puede haber otras cosas 

(declaraciones de intención, programas, idearios políticos), pero de 

ninguna manera, normas constitucionales. El control jurisdiccional 

aparece pues, como algo absolutamente necesario para el concepto 

y la existencia misma de la Constitución.113 

2.2 Diseño y aplicación de los medios de control de la 

constitucionalidad 

En el anterior 'apartado hablamos respecto de los diferentes 

sistemas de control de la constitucionalidad y los elementos 

genéricos que deben ser tomados en cuenta para su adecuada 

estructuración y funcionamiento . 

11.' ibide11l. p. 17 1 Y 172 . 
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Recordemos que como elementos integrantes de todo sistema 

de control de la constitucionalidad se encuentran precisamente los 

medios de control de ,la constitucionalidad así como los 

procedimientos para su aplicación, En obvio de repeticiones, damos 

por reproducidos los argumentos explicativos referentes a los 

mismos establecidos en otra parte de este trabajo de investigación, 

por no ser el objetivo del presente apartado la explicación de 

aquéllos, sino el del diseño y aplicación de los medios de control de 

la constitucionalidad ,114 

Comenzaremos con el diseño de los medios de control de la 

constitucionalidad, El diseño de un medio de control de la 

constitucionalidad se fundamenta en los siguientes aspectos 

esenciales: 

a) La consideración del ' acto cuya constitucionalidad se 

pretende controlar; 

b) La creación de un procedimiento para verificar su 

constitucionalidad ; y 

e) La asignación de determinados efectos a la resolución 

relativa a la conformidad o inconformidad entre la 

Constitución y el acto cuya constitucionalidad se controla, 115 

Es importante mencionar que de la interrelación coherente y 

sistemática de estos tres elementos depende la idoneidad de los 

medios de control para cumplir con su objetivo primario: la anulación 

de los efectos del acto anticonstitucional. El tratamiento acertado de 

11' Vid supra, p, 59 Y ss, 
11; COV IÁ N ANDRADE, Miguel. La Teoría de! ROII/bo , ingeniería ('(}//slituciolla! del 
sislelllll político !lell/ocró tiw, Primera reimpresión, Méx ico, Centro de Estudios de 
Ingenieria Po lít íca y Conslitucíona l. A,C. . 2002, p, 283 , 
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estos tres elementos estructurales garantiza en gran medida la 

funcionalidad y el éxito de un medio de control de la 

constitucionalidad, aunque ciertamente no de todo el sistema, ya que 

para el correcto funcionamiento de todo el sistema de control de la 

constitucionalidad, debe cumplirse con otra serie de elementos 

(como es el caso de los órganos encargados de cumplir con la 

función de control de la constitucionalidad) que hemos tratado en otra 

parte de este trabajo.116 

Concentrándonos por el momento en los medios de control de 

la constitucionalidad, salta a la vista que la forma de diseñarlos 

implica una correlación de los tres aspectos anteriormente señalados 

en un orden distinto al correspondiente en el momento de su 

aplicación. En efecto, al aplicarse el medio de control, el primer y 

tercer aspectos tienen que vincularse en una etapa inicial, de tal . 

suerte que lo que se tenga claramente definido sea cuál es el acto de 

autoridad que pretende anularse y, consecuentemente, los efectos 

que por necesidad habrá de tener el acto que lo invalide. 

Posteriormente , será el turno del segundo elemento, es decir, del 

procedimiento , el cual consistirá en la determinación del cómo se 

logrará la anulación del acto anticonstitucional. Si se analizan con 

cuidado estos dos distintos momentos, se comprenderá que el 

segundo momento, esto es, el del funcionamiento del medio de 

control, depende del primero, es decir, de su adecuado diseño.117 

Un caso paradigmático que puede servirnos de ejemplo para 

ilustrar el procedimiento de diseño de un medio de control , es el caso 

en nuestro país del llamado amparo contra leyes. Dicho medio de 

,,/, V id supra . p. 59 Y ss. 
W C()" IÁN AN DRADE. Miguel. La Teoría del R OI1lI)() .. .. • pp. 284 Y 285. 
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control de la constitucionalidad es un claro ejemplo de la deficiente 

estructuración de un medio de control, debido a que precisamente 

durante el diseño del mismo no se respetó el orden lógico propuesto. 

Al respecto, existe un procedimiento de Amparo y una 

caracterización jurídica de este medio de control que se tratan de 

ajustar a un acto de autoridad que en este caso es la ley o cualquier 

otra norma general. Esto quiere decir que primero se vinculan los 

puntos primero y segundo --acto que pretende controlarse y el 

procedimiento para llevar a cabo el control-- , siendo que lo correcto 

es relacionar de inicio el primero y el tercero (tipo de acto sujeto a 

control y alcances de la resolución que lo anula, en función de la 

naturaleza juridica de dicho acto). Al relacionar de inicio el acto de 

autoridad con el procedimiento en el caso del Amparo contra leyes, 

se fuerza o se tuerce la naturaleza jurídica del acto y se le obliga a 

ajustarse al procedimiento, cuando debe ser exactamente a la 

inversa, esto es, diseñar un procedimiento adecuado a la naturaleza 

del acto sujeto a control. Finalmente, en cuanto a este medio de 

control , la asignación de los efectos de la resolución depende no del 

tipo de acto que se pretende anular, sino del procedimiento 

seleccionado , por lo que en consecuencia , éstos no cumplen el 

objetivo del medio de control --anulación definitiva del acto de 

autoridad--, o bien, sólo lo hacen parcialmente al anular la norma de 

manera concreta en favor del peticionario de amparo más no de 

manera general , esto es, sin expulsarla del ordenamiento juríd ico 

vigente, permaneciendo con ello la posibilidad de ser aplicada 

nuevamente y de que sea vulnerado el texto fundamental. 

Como puede observarse, la constitucionalidad de la ley en el 

ejemplo que nos ocupa, es verificada con base en un procedimiento 
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inadecuado (el del Amparo) y los efectos que la declaran 

anticonstitucional son "parciales", y por ende, "ineficaces", esto es, 

alcances particulares de la sentencia y permanente aplicación de la 

ley respecto de aquéllos que no hayan interpuesto este medio de 

control, siendo que por la naturaleza del acto (leyes y normas 

generales), debería tener efectos generales y, por tanto, anularse 

definitivamente. 

Debido a la frecuente confusión que existe respecto del diseño 

y aplicación de los medios de control de la constitucionalidad 

(confusión evidente y que quedó demostrada en el caso del amparo 

contra leyes), resulta imprescindible diferenciar ambos momentos. 

La diferencia esencial entre el diseño de un medio de control y 

su aplicación consiste en lo siguiente: al determinar su estructura , el 

binomio inicial es el acto que se ' controla y los efectos del control, 

señalándose sólo hasta después el procedimiento que habrá de 

utilizarse , mientras que al aplicar el medio de control, la situación 

va ria por razón natural o si se quiere por simple lógica , en tanto 

existiendo ya descriptiva mente los tres aspectos, el orden de 

aparición en un caso concreto correspondería a la presentación que 

hicimos en un inicio sobre los elementos estructurales de un medio 

de control de la constitucionalidad . En efecto , primero se produce el 

acto de autoridad, después se aplica el procedimiento para controlar 

su constitucionalidad y, finalmente, se emite una resolución con los 

efectos correspondientes a la naturaleza del acto sujeto a control. 118 

'" ibidelll . p. 286. 
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2.3 El control de normas y disposiciones generales 

Una vez realizado el estudio sobre el diseño y aplicación de 

los med ios de control de la constitucionalidad , es importante en este 

momento realizar el análisis concreto de dos mecanismos de control 

de la constitucionalidad: el control abstracto y el control concreto de 

normas y disposiciones generales, debido a la importancia que 

representan para nuestro principal objeto de estudio, la acción de 

inconstitucionalidad . 

La importancia de este estudio radica en que la acción de 

in constitucionalidad como medio de control de la constitucionalidad 

en México, posee algunas de las características del control abstracto 

de normas y disposiciones generales , mientras que en el caso del 

segundo tipo de control , concreto, consideramos importante su 

estudio por la aportación que representaría para nuestro actual 

sistema de control de la constitucionalidad su introducción y 

aplicación. 

Una vez fijado el objetivo de este aparatado, procedemos al 

análisis de dichos mecanismos de control de la constitucionalidad. 

2.3.1 Control abstracto de normas y disposiciones generales 

El control abstracto de la constitucionalidad de normas y 

disposiciones generales se refiere a la verificación de la 

correspondencia entre los actos de los órganos constituidos de 

aplicación general y la Constitución del Estado, antes de que 

aquéllos se apliquen y después de que han sido formalmente 

promulgados y oficialmente publicados. 
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Los actos que están sujetos a esta especie de control de la 

constitucionalidad son los siguientes: 

• El procedimiento a través del cuál se revisa la Constitución 

del Estado (reformas a la Constitución); 

• Las leyes orgánicas, reglamentarias , y en general, las leyes 

ordinarias que expiden los parlamentos, asambleas y órganos 

legislativos; 

• Los tratados internacionales (acuerdos, convenciones, 

convenios, etc.); 

• Las ordenanzas emitidas por el gobierno con fuerza de ley 

(actos y disposiciones emanadas del poder ejecutivo o del 

gobierno en casos de delegación legislativa, de ejercicio de 

facultades extraordinarias o de situaciones de excepción); 

• Reglamentos y disposiciones de origen administrativo que 

emiten las autoridades de gobierno (reglamentos derivados de 

las leyes, autónomos, y disposiciones administrativas de 

aplicación general); y 

• Cualquier disposición jurídica de aplicación general que tenga 

las mismas características materiales de una ley, sin importar 

su naturaleza formal , es decir, sin importar la naturaleza del 

órgano constituido del que emane o en el que se origine 

(gubernativo, administrativo, legislativo o judicial) .119 

Como puede observarse, dicho mecanismo trata sobre el 

control de la constitucionalidad de leyes y de disposiciones 

normativas que tienen las mismas características de la ley, es decir, 

" ., idem. pp. 29 1 Y 292 . 
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que son abstractas, impersonales, generales y de aplicación 

permanente . 

En cuanto al diseño estructural de este medio de control de la 

constitucionalidad podemos decir que siguiendo el método propuesto 

lineas atrás, debemos relacionar el primer aspecto con el tercero , 

pues el acto cuya constitucionalidad se pretende controlar es 

general, por lo que el medio de control que se diseñe debe ser 

capaz de destruirlo plenamente . Esto significa que si las leyes y 

todas las normas que hemos señalado tienen efectos generales, las 

resoluciones que las anulen deberán tener también efectos 

generales, es decir, los efectos de la sentencia del órgano que ejerce 

el control, consistirán en la anulación de la norma, ya sea parcial o 

total, pero siempre con alcances generales o erga omnes. 

Al respecto cabe mencionar que el medio de control 

adecuado para controlar por esta via la constitucionalidad de las 

leyes (y sus equivalentes normativos) se denomina recurso de 

inconstitucionalidad o control abstracto de normas generales 

--España y Alemania respectivamente--, o como es el caso de 

nuestro pais, acción de in constitucionalidad. Para que este medio de 

control sea eficaz, es necesario que el recurso o la acción puedan 

ser ejercidos por una cantidad más bien amplia que restringida de 

sujetos de derecho, entre otros: los titulares y miembros de los 

órganos constituidos, o bien, cierto número de sus integrantes con 

jurisdicción en todo el territorio nacional o sólo local o provincial, asi 

como los titulares de los organismos defensores de los derechos 

humanos.12o 

"j, ihidc' l1l. p.293. 
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Una vez que se ha atendido a los elementos estructurales del 

medio abstracto de control de la constitucionalidad (acto que será 

objeto de control y efectos del mismo atendiendo a su naturaleza), 

podrá diseñarse el segundo aspecto relativo a este medio de control, 

es decir, el de las cuestiones específicas concernientes al 

procedimiento para aplicarlo, entre otras, las que se refieren a los 

plazos para la presentación del recurso, los requisitos para que éste 

sea admitido, reglas de votación de los miembros del órganos de 

control , términos para emitir la sentencia, etcétera . 

Para concluir con el tema sólo resta aclarar dos cuestiones: 

1. La ley o norma de aplicación general puede ser impugnada 

total o parcialmente. En cualquier caso . los tres aspectos 

relativos a este medio de control: acto sujeto a control, 

procedimiento para controlar su constitucionalidad y resolución 

con los efectos correspondientes a la naturaleza del acto 

sujeto a control, se mantienen en sus términos, existiendo una 

modificación nada más en cuanto al acto sujeto a control, el 

cual puede ser toda la ley o su equivalente normativo , o bien , 

una parte de ella , lo que implica que en el primer caso , la 

resolución que declara la anticonstitucionalidad del acto 

impugnado alcanza a todo el cuerpo normativo., mientras que 

en el segundo, sólo a una parte de él , pudiendo aplicarse la 

parte no impugnada , siempre y cuando esto sea posible de 

acuerdo a la sentencia . ¿Qué significa esta afirmación? 

Significa que si la sentencia anula normas de cuya aplicación 

depende la de otra u otras, ésta no podrá aplicarse aun 

cuando no hayan sido expresamente anuladas por el órgano 

de control de constitucionalidad. 
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2. El control abstracto de las leyes puede ser aplicado a priori o 

a posteriori. El control a priori o de oficio --el cual ha sido 

expuesto en otra parte de este trabajo, de investigación--, 

consiste en que antes de ser publicada la ley o la norma 

general, el órgano de control verifica su constitucionalidad sin 

necesidad de que alguno de los sujetos legitimados para 

impugnarla ejerza su derecho. Una vez que la ley ha sido 

aprobada, es revisada por el órgano de control , el cual puede 

declararla total o parcialmente anticonstitucional , decisión 

suficiente para que la ley o algunas de sus disposiciones no se 

publiquen, y por lo tanto, no entren en vigor. Es conveniente 

agregar que si la leyes considerada constitucionalmente 

válida, no podrá ser impugnada mediante el recurso 

correspondiente al control abstracto de las normas porque el 

Tribunal ya ha emitido una resolución sobre su conformidad 

con la Constitución del Estado, sin embrago, sí podrá 

cuestionarse su aplicación a casos concretos mediante los 

recursos relativos al control de legalidad cuando se considere 

que su aplicación ha sido excesiva o defectuosa. En cuanto al 

control a posteriori, éste se distingue del control a priori porque 

para ser procedente se requiere que alguno de los sujetos 

legitimados por la Constitución o por las normas aplicables, 

impugne el acto cuya constitucionalidad no puede ser 

verificada por el órgano de control a falta de la petición 

expresa de quien la pone en duda.121 

Concluido el estudio del control de la constitucionalidad 

abstracto de normas y disposiciones generales , consideramos 

'" COVI ÁN ANDRADE, Migue l. La Teoría del Rombo ... , pp. 294 Y 295. 
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prudente iniciar el análisis del control concreto de _ normas y . 

disposiciones generales. 

2.3.2 Control concreto de normas y disposiciones generales 

El control concreto de normas y disposiciones generales 

corresponde a un supuesto distinto al del control abstracto. Mediante 

éste, se trata de verificar la constitucionalidad de leyes o actos que 

tengan la misma naturaleza que una ley, pero no en abstracto, sino 

en un caso concreto en el que se aplica la norma sujeta a control. Es 

decir que mediante un proceso contencioso en el que se pretende 

aplicar una ley o una disposición con fuerza de ley para resolverlo, 

surge la cuestión sobre su constitucionalidad, de la cual dependerá la 

va lidez de la sentencia del Juez que conoce la causa. 

En estas circunstancias, el proceso se suspende para que el 

juez a qua pueda enviar el caso al órgano de control, el cual juzgará 

exclusivamente sobre la constitucionalidad de la norma respectiva , 

respetando la jurisdicción y la competencia de aquél para resolver el 

fondo del asunto. 

Los actos que están sujetos a esta especie de control son los 

mismos que señalamos con relación al control abstracto de las 

normas generales, toda vez que la diferencia fundamental entre uno 

y otro caso no es la naturaleza del acto cuya constitucionalidad se 

veri ficará, sino los supuestos en los que se realiza la función de 

control. Solamente se excluyen aquellas normas cuya 

constitucionalidad ha sido controlada de oficio, es decir, que ha sido 
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determinada antes de que la ley o la norma general haya sido 

publicada (control a priori).122 

En cuanto al diseño y aplicación del medio de control 

correspondiente al control concreto de las leyes y de las normas con 

fuerza de ley, tenemos lo siguiente: en virtud de que los alcances de 

los actos cuya constitucionalidad se controla son generales, el medio 

de control deberá ser estructurado con el propósito de anular esos 

actos con efectos también generales. Es necesario señalar que el 

medio adecuado para este tipo de control de la constitucionalidad de 

leyes o normas y disposiciones de aplicación general se denomina 

cuestión de in constitucionalidad o control concreto de normas 

generales (España y Alemania respectivamente) . 

En cuanto a los efectos de la sentencia que emite el órgano de 

control, éstos son generales y tienen alcances erga omnes. Esto 

significa que si la ley en su totalidad o en alguna o algunas de sus 

partes es declarada anticonstitucional, no podrá volver a ser aplicada 

a ningún caso, sin importar que la cuestión de constitucionalidad 

haya surgido en un juicio concreto. En c;uanto a esto último, tiene 

gran relevancia el aspecto relativo al diseño y a la estructura del 

medio de control , pues el objetivo, al igual que en el control 

abstracto, es eliminar los efectos de un acto con alcances generales , 

de tal suerte que el medio que se diseñe al efecto, deberá ser capaz 

de anularlo en definitiva.123 

En el caso de este medio de control , es muy importante tomar 

en cuenta dicha relación toda vez que los únicos sujetos legitimados 

,, ~ ibidcm. p.295 . 
'" idem .. p. 296. 
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para emplear este recurso son: el juez a quo y las partes que 

controvierten en el juicio concreto. Esto significa que el tribunal u 

órgano de control siempre actuará a instancia de un sujeto legitimado 

para emplear el medio de control. El juez "de oficio", es decir, por 

iniciativa propia envía la cuestión de constitucionalidad al órgano de 

control una vez que duda sobre la constitucionalidad de la ley, o bien, 

en cuanto una de las partes del proceso se lo solicita . En virtud de 

que este es un aspecto relativo al procedimiento, debe tenerse en 

cuenta que el origen de la cuestión de constitucionalidad que en este 

caso es concreto, no es el que determina los efectos de la resolución 

del órgano de control, porque éstos, dependen de la naturaleza del 

acto que será anulado. 

Consecuentemente, una vez que se ha establecido 

adecuadamente la relación entre el acto sujeto a control y los efectos 

correspondientes a la naturaleza de dicho acto, puede pensarse en el 

procedimiento para aplicarlo. Es importante destacar al respecto que 

tratándose del control concreto de leyes y disposiciones con fuerza 

de ley, los plazos para resolver la cuestión de constitucionalidad, a 

diferencia del control abstracto, deben ser breves, toda vez que de 

este recurso depende la solución de la controversia. 

Es importante mencionar que este recurso sólo es procedente 

a petición de parte, pues aunque el juez lo puede emplear por 

decisión propia, esto equivale a una petición expresa que hace éste 

al órgano de control para que conozca del asunto, razón por la cual 

la expresión "de oficio" no debe confundirse en este caso con el 

control abstracto de leyes y disposiciones generales que realiza a 

priori el órgano de control por disposición de la ley. En este caso el 

órgano actúa sin que nadie se lo solicite, mientras que tratándose del 
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control concreto, debe existir un planteamiento expreso para que 

ejerza la función de control. En todo caso, la sentencia tiene efectos 

generales, y por ende, obligatorios para todos los jueces, 

independientemente de que el recurso haya sido planteado con 

relación a un caso concreto. 

Finalmente, es necesario decir que otro aspecto importante y 

relacionado con el procedimiento es el siguiente: una vez planteado 

el recurso, el juicio puede continuar siempre y cuando no se dicte 

sentencia hasta que el órgano de control haya resuelto la cuestión de 

constitucionalidad de la norma o disposición general, o bien , puede 

suspenderse hasta que la sentencia sobre el asunto de 

constitucionalidad haya sido emitida, en consecuencia, el juicio podrá 

continuar y detenerse en el momento de dictar la sentencia, la cual 

podrá emitirse hasta que sea resuelta la cuestión de 

constitucionalidad. 124 

'04 idem. p.297. 
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CAPíTULO TERCERO 

~
----

El CONTROL DE lA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS Y 
DISPOSICIONES GENERALES EN El DERECHO COMPARADO 

3.1 España 

3.1.1 El recurso de inconstitucionalidad 

En España, el medio de control abstracto de la 

constitucionalidad de normas y disposiciones generales se llama 

recurso de inconstitucionalidad. Este recurso se emplea para 

impugnar la inconstitucionalidad de leyes y actos con fuerza de ley, 

teniendo como objetivo genérico la preservación del principio de 

supremacía constitucional. En consecuencia, constituye un control 

abstracto de garantía de constitucionalidad de normas con rango de 

ley. 125 

El estudio del recurso de inconstitucionalidad , no sólo en su 

aspecto sustantivo sino también en su articulación procesal , debe 

lleva rse a cabo centrando la atención en la regulación que de éste 

hace la Constitución Española y la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional. Esta regulación debe ser entendida como un 

elemento instrumental de una jurisdicción especifica , la 

constitucional , marcada por el órgano al que se ha encomendado en 

exclusiva aquella jurisdicción, configurada como una función 

constitucional. La relación entre el Tribunal Constitucional --como 

órgano constitucional al que la Constitución encomienda la función 

esencial de garantía de su propia superioridad-- , la jurisdicción 

,:' C()\ ' IÁN ¡\ NDRAD E. Migue l. El co /llml dI! lo W/I.I'lilllc!O /lolidad .. , , p, 178, Pa ra una 
Ill~.i or ~o lllpre ns ió n del control abstracto de la constitucionalidad de norlllas y dispos iciones 
g~ ll t' ra !c.;'s \"l.~ a se supra. p. 1 I I Y ss. 
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constitucional --entendida como el conjunto de competencias 

atribuidas a aquel Tribunal para hacer efectiva su función-- y el 

proceso directo de inconstitucionalidad --que instrumenta la 

efectividad de aquella jurisdicción--, se proyectan en una regulación 

procesal específica . En consecuencia , el recurso de 

inconstitucionalidad se articula sobre un proceso regido por una serie 

de principios que escapan de los procesales comunes, que no se 

pueden aplicar o si se aplican es sobre la base de no ser asumidos 

en la funcionalidad que les corresponde, adquiriendo significados 

propios. De esta manera, el proceso que deriva del recurso de 

inconstitucionalidad se configura como un proceso sui generis, 

absolutamente atípico, que refleja las características propias tanto 

del Tribunal como de la jurisdicción constitucionales. 126 

Siguiendo el método de análisis propuesto para el estudio del 

recurso de inconstitucionalidad, consideramos conveniente iniciar 

con el estudio del órgano jurisdiccional que ejerce el control de la 

constitucionalidad de leyes y actos con fuerza de ley: el Tribunal 

Constitucional. Asimismo, nos referiremos a su jurisdicción 

(constitucional) y competencia, con la finalidad de que una vez 

estudiadas, prosigamos con el análisis del proceso directo de 

inconstitucionalidad, elemento instrumental clave para la 

comprensión del recurso de inconstitucionalidad, por ser éste el que 

articula el funcionamiento de este medio de control abstracto de la 

constitucionalidad , tanto en su aspecto sustantivo como adjetivo. 

I~h (JA RCiA MA RTi NEZ, Maria Asunción. El recurso de i/lco/lsriruL"Ío/wlid"d: El proceso 
dir"c/() de il/c()/lsrir llci(JIwlid"d. Madrid, Editori al Trivium. 1992, p. 12. 
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A) El Tribunal Constitucional 

El sistema de control de la constitucionalidad de leyes, propio 

de buena parte de los ordenamientos constitucionales del continente 

europeo, se deriva del introducido por Kelsen en la Constitución 

Austriaca de 1920. Su caracteristica esencial, frente al sistema de 

control de la constitucionalidad de leyes imperante en los paises 

anglosajones, radica en la creación de un organismo jurisdiccional 

especializado , encargado de juzgar sobre la adecuación de la norma 

o acto de que se trate al ordenamiento constitucional, 127 y que 

generalmente recibe el nombre de Corte Constitucional (Austria e 

Ita lia), o bien , Tribunal Constitucional (Alemania y España). 

El precedente del Tribunal Constitucional Español en la 

regulación constitucional actual , se encuentra en la figura similar 

incorporada a la Constitución de la 11 República con el nombre de 

"Tribunal de Garantías Constitucionales". El modelo básico, sin 

embargo , sobre el que se ha construido el ordenamiento 

constitucional vigente es el propio de la Constitución Italiana de 1947 

Y en menor medida, del regulado por el sistema constitucional 

alemán. 128 

El Tribunal Constitucional ha sido estructurado en el texto de 

la Constitución Española como un órgano constitucional, configurado 

como un poder en relación dialéctica con los demás poderes del 

Estado. Esta situación rompe con el esquema tradicional tripartita de 

1:- Ill ·VERCi l;R. Maurice. l//s I ÍIUL"ÍolI C!S l,olilÍcas .1· derecho COII.ll ifllCÍO // 1f1. Tr. Eli seo Aja. 
1',. Pab lo Lueas Verdú. Segunda re impres ión. Méx ico. Editorial Planeta Mexicana , 1992. p. 
556. 
1:< ibidem. p .~57. 
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división de poderes, al erigirse este Tribunal como un cuarto poder 

añadido a la estructura estatal de distribución de competencias . 

Ahora bien, mientras que la Constitución no marca más que esta 

relación, se establece un rango jerárquico entre el Tribunal 

Constitucional y los demás poderes, derivado de su jurisdicción . Esto 

supone que en relación con la función de control de la 

constitucionalidad de las leyes, es el único órgano constitucional 

competente para interpretar la Constitución .129 Lo que precede. 

significa que dicho órgano jurisdiccional conoce en forma excluyente 

--es decir que su jurisdicción excluye a la de todos los pemás 

tribunales--, de las cuestiones de constitucionalidad de leyes y de 

actos de autoridad, por lo que su competencia se circunscribe 

exclusivamente a esta materia, quedando el control de legalidad 

fuera de su alcance y a cargo de la jurisdicción ordinaria.13o 

En consecuencia, el Tribunal Constitucional Español es el 

órgano facultado por la Constitución para ejercer funciones de control 

de la constitucionalidad , destacando el hecho de que el mismo no 

pertenece al Poder Judicial de España no obstante ser un órgano 

jurisdiccional, debido a que su organización y funcionamiento son 

distintos a los de los tribunales de justicia ordinaria.131 

Lo anterior, demuestra la existencia en España de un sistema 

jurisdiccional de control de la constitucionalidad de carácter 

concentrado. Esto es así ya que el mismo texto de la Constitución es 

el que define al Tribunal Constitucional como último garante del 

control de la constitucionalidad, excluyéndose con ello a los 

tribunales ordinarios del ejercicio de este tipo de control. Este rasgo 

I~O GARCÍA MARTÍNEZ. Op. cit. pp. 12 Y 13 . 
1;" COV1ÁN ANDRADE, Miguel. El con/rol de la constitucionalidad .. . pp. 174 Y 175. 
11·1 ' . . lbldem. 
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característíco diferencia a este sistema de aquel de control difuso de 

la constitucionalidad de leyes, propio de los sistemas anglosajones 

como veremos en su oportunidad. 

a) Integración.- El Tribunal Constitucional se compone de 

doce miembros designados todos por el rey, propuestos en las 

siguientes proporciones y por los siguientes órganos: 

• Cuatro miembros por el Congreso, por mayoría de tres quintas 

partes de votos; 

• Cuatro miembros más propuestos por el Senado con idéntica 

mayoría calificada ; 

• Dos más aprobados por el Gobierno; y 

• Los dos últimos propuestos por el Consejo General del Poder 

Judicial (órgano de gobierno de este poder). 132 

l.': Es importante señalar que la na/uraleza j urisdiccional del Tribunal Constinlc io nal no 
depend e del II/ étodo de designación política de SIIS miembros, pues al ser és tos plurales y de 
l11 uy d i"érsos s ignific ados, no influye en la jurisdicción especial propia de este órgano. La 
designac ió n de sus miembros no es necesariamente e l rasgo que confiere la s notas de 
independencia y j udicialidad a este Tribunal, ya que ni su judicialidad se desprende de la 
de l Poder Judi cial - a l no pertenecer e l T ribunal Constitucional a este último-. ni su 
hi po téti ca natura leza po lítica se deduce de su mé todo de designac ión de miembros. s ino que 
una y otra éncuentran su referenc ia directa en la regulación que de su func ión y acti vidad 
ha cé n ta nto la Constitución como la Ley Orgá nica del Tribunal Constituc ional. Con esta 
regul ac ió n se opta por configurar estos órganos con un carácter (no naturaleza) 
declllitlllln('nte político en cuanto a su procedenc ia . Este panorama, s in embargo. no se 
Illuestra COIllO una si nrazón. pues el ca rác ter políti co del T ribunal Constituc iona l pa rece 
tener una estrec ha conex ión con la func ión que tiene encomendada: garonti:ar la 
'"ln'elnl/e;" tic la lOl/.\t illlóón. El canic ter po liti co del Tribuna l Constituc io na l es ev ide nte 
de sde e l momento en que se supone que la actividad enjuiciadora de este órga no 
.llIflsdl l'( IP IWI 11C' lle UIl pará metro inequ ivoco ' la C"O llslItllc ió n. No es de t..'xtraiiar. por ello . 
qUL' L, bhcl r (h:- lI11 erpretac ióll constitucional se encomiende a un órgano cu ya Cnll1pOSIl .. ~ IOll 

:-\L' \'lll l' 1I 1a ~ 1I)l e rta1l1e nte a 10$ órganos constitUCionales de mayor significac ión pol ít ica : \ .. .'1 
Pa rl a l11e lllO y e l Gobiérno . Es incuestio nable que buena parte de los co nfli ctos que se 
susci tan allle é l Tribunal Constituc io nal son conllictos directamente políticos, sobre todo en 
los rec ursos de inconstitucionalidad y conflictos de competenc ias, de lo cual deriva e l 
cont en ido po!iiico de dichos procesos constituc ionales. De ahí resulta que de la naturaleza 
po liti ca de l conflicto constituc ional --que ciertamente no sólo puede darse s ino que se da de 
hec ho-- l/O se deduce la naturaleza políTica del Trihunal Constitucional, toda vez que . 
preC iSa l11elll e. la finalidad específica de esta jurisdicción espec ial (jurisdicción 
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Al respecto, cabe mencionar que los integrantes del Tribunal 

Constitucional , denominados Magistrados, no pueden ser destituidos, 

ni suspendidos, sino por alguna de las causas que la Ley Orgánica 

del Tribunal Constitucional establece. Además, debemos decir que 

este órgano jurisdiccional cuenta con un presidente nombrado por el 

rey a propuesta del propio Tribunal para un periodo de tres años, el 

cual ejerce funciones administrativas internas y ostenta la 

representación juridica de ese órgano. 133 

b) Jurisdicción y competencia.- El Tribunal Constitucional 

tiene una competencia conferida por la Constitución Española de 

1978 y por la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional de 1979, por 

lo que la función de control de constitucionalidad la realiza este 

órgano sólo en los casos en los que dichos ordenamientos lo facultan 

al efecto . La Constitución Española establece al respecto en su 

artículo 161.1 , inciso a) que "el Tribunal Constitucional tiene 

jurisdicción en todo el territorio español y es competente para 

conocer del recurso de inconstitucionalidad contra leyes y 

disposiciones normativas con fuerza de ley", agregando que: "la 

declaración de inconstitucionalidad de una norma jurídica con rango 

constituciona l). esjllridificlIr este tipo de confl ictos constitucionales, superándolos sobre la 
base de su resolución a través de criterios jurídicos . En consecuencia, ni el método de 
designación de los miembros del Tribunal Consti nlcional ni las especia les características de 
la función que le atribuye la Constitución, desv irtúan la naturaleza de órgano jurisdicc ional 
que tiene este Tribunal. Es to es así porque se ex iste una cnnexión clara entre una func ión 
conslillh .. ' loJ1alllh:"" nh.' delimitada. atribuida en eXC hl~ I \ ' a a un órgano concreto que podri3 
conligururse cun sufIcientes elementos de independenCIa respecto de los órganos que 
des ignan a sus miembros, sean el legislativo (Cámaras), el ej ecutivo (Gobierno) o el j udicial 
(Consejo Ge nera l de l Poder Judicial), y, sobre todo, las competencias que integran aquella 
fu nción. con fi gurada como judicialización de la garant ía de tm sistema consti tucional, que 
se ac túa n a través de procedimientos estrictamente j udiciales articulados sobre el esquema 
pretensión· satisfacción que constituye la estructura básica de todo proceso. GARCÍA 
MARTiNEZ. Op. cit.. pp. 49, 50, 52 Y 53. 
,,-' COVI.';'1\," A"I DRADE. Migue l. El control de la constitucionalidad " . p. 174. 
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de ley, interpretada por la jurisprudencia, afectará a ésta , si bien la 

sentencia o sentencias recaídas no perderán el valor de cosa 

juzgada. " 

Por su parte, la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional en su 

articulo 2.1 , inciso a), pormenoriza la competencia de este órgano en 

materia de control de la constitucionalidad de normas y disposiciones 

generales, estableciendo que "el Tribunal Constitucional conocerá en 

los casos y en la forma que esta ley determina, del recuso y de la 

cuestión de inconstitucionalidad contra leyes, disposiciones 

normativas o actos con fuerza de ley". Además, en el inciso a) del 

artículo 10 se agrega que el Pleno está facultado para conocer de los 

recursos de inconstitucionalidad y de las cuestiones de 

inconstitucionalidad .134 

Como puede observarse, al Tribunal Constitucional, como 

órgano de jurisdicción especial Uurisdicción constitucional) ,135 se le 

' " il:HC!em, pp . 175 Y 176. 
1" I:Ico l1ceplO dejllrisdicción, aparece vinculado con el conceplO defi/ll ció l1 , toda vez que 
la Jun sd lcc ión se de fine CO IIIO la / il11óól1 especifica es /atal por la cual el poder público 
\('II.' /(/ ce prele l1SIOI1 I!S. Esto implica la conex ión indisoluble entre j uristliccio l1 como función 
éstata L el órga l10 o los órganosjurisdiccilJl/ales a los que se les encomienda la potestad que 
Imp li ca la función y el proceso como insti tución jurídica de actualizac ión de aquella 
funció n. De la vincul ac ión de la jurisdicción de la función política de sa tis facción de 
pre tensiones. comparándolas, normalmente. con normas jurídicas. se dedu ce la situación de 
sU)Jé noridad jerárquica que tienen en el proceso los órganos jurisd icc ionales como 
c llc. r~ados de la función pública . En este orden de ideas, la jurisdicción constitucional se 
,'''"ligura C0 l110 una función eSlatal por la que el poder político sati sface unas determinadas 
pre tenSiones a través de un proceso espec ifico. Ev identemente, dicha jurisd icc ión se 
,·, tructura en to rno a una función constitucionalmente configurada que conll eva una se rie 
dClcnlllllada de competencias atri huidas a un órga no concreto, sea eI ,' 1 Poder Judic ial 
m dlllano. sea un órga no creado (Id !Jlle ¡Tribunal Constitucional Espal; ul). se traduce sin 
duda en la misma situación de superi oridad jerárquica del órgano encargado de la 
j uri sdi cc ión constitucional, cuando la misma aclúa en los diversos procesos constitucionales. 
y ell o aunque las partes procesales --activa y pasiva-- de casi todos los procesos 
constitucionales --y muy concretamente de los de inconstitucionalidad-- . sean también 
orga nos conslitucionales, ya que su situación de preeminencia en el proceso deri va 
,',c!usl\ 'ame l11e de la jurisdi cc ión. es dec ir. de la función estatal concreta que tiene atribuida 
constitucional mente. GA RCÍA MARTiNEZ. Op. cit, pp. 18 Y 19. 
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atribuye su función sobre un modelo de jurisdicción concentrada, en 

virtud de la cual tiene la exclusividad de la función de control de la 

constitucionalidad de las leyes.136 La concentración de la jurisdicción 

constitucional, supone sin duda, la afirmación de la situación 

privilegiada de la ley frente a las demás normas jurídicas, ya que, 

respecto de aquélla, debe presumirse su constitucionalidad, 

imponiéndose siempre la norma legal respecto de los órganos 

jurisdiccionales ordinarios, que se ven incapacitados, de manera 

directa, para decidir sobre la constitucionalidad de las leyes. La 

seguridad jurídica, elemento clave del esquema jurídico de Kelsen y, 

por ende, del entorno europeo, es uno de los elementos 

fundamentales llamados a justificar el esquema de la "jurisdicción 

concentrada" en oposición a la posibilidad que ofrece la jurisdicción 

constitucional difusa norteamericana de resoluciones judiciales 

contradictorias acerca de la constitucionalidad de una misma norma. 

La razón es que, tal y como veremos en apartados posteriores, el 

"valor vinculante" del precedente judicial del sistema norteamericano 

--que culmina en los precedentes de la Suprema Corte--, no se 

considera suficiente garantía de seguridad en un sistema como el 

europeo continental137 debido las características estructurales y 

funcionales propias de este sistema jurisdiccional de control de la 

constitucionalidad . 

l.'" La definición de un orden constitucional atribuido en virtud del sistema de Jurisdicción 
concentrada a un órgano único , hace que no se plantee en el proceso const itucional el 
problema de la competencia del Tribunal Constituciona l, toda vez que las atribuciones y 
funciones que integran aquella jurisdicción no pueden ser desempeñadas en todo el territorio 
~spaliol mas que por dicho Tribunal. Los articulos 161.1 de la Constitución Española ("El 
Tribunal Const itucional tiene jurisdicción en todo el territorio naciona l) y 1.2 de la Ley 
Orgá nica del Tribunal Constitucional ("Es único en su orden y extiende su jurisdicción a 
todo el territorio nacional"), impiden el planteamiento de cualquier conflicto de 
competencia, sea por motivos jerárquicos o territoriales, con cualquier otro órgano 
Juri sdicc ional. que en ningún caso tendrá competencia en esta jurisdicción. ibidem, p. 56. 
1'- GARCiA MARTiNEZ, Op. cit, pp. 23 Y 24. 
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Es importante mencionar que además de existir en España 

una jurisdicción concentrada --al igual que en la mayoría de los 

Estados europeos--, dicha jurisdicción es articulada con un carácter 

abstracto. Esta característica aparece en la Constítución Austríaca de 

1920, al articular un Tribunal Constitucional cuya función consistente 

en el contraste entre la norma constitucional y la legal, se lleva a 

ca bo sobre la base de un recurso concreto directamente interpuesto 

contra la norma legal de cuya constitucionalidad se duda. Esta norma 

se convierte así, de manera directa y no incidental--como en el caso 

del modelo norteamericano--, en el objeto mismo del recurso en 

cuestión. Evidentemente, la estructuración del control de la 

constitucionalidad como abstracto tiene una importante consecuencia 

en la legitimación activa para interponer el recurso, que al no quedar 

vinculada de ningún modo a un proceso principal, respecto del que 

sería incidental (caso de jurisdicción concreta y de la cuestión de 

constitucionalidad como más adelante veremos), permite una amplia 

libertad en su configuración , constitucional y legislativa mente, libertad 

que supone normalmente no sólo la amplitud de los sujetos 

legitimados , sino también la posible consideración institucional de los 

mismos.138 

En consecuencia, podemos concluir que la jurisdicción 

constitucional se estructura en España siguiendo el modelo europeo 

--y muy concretamente los articulados en la Constitución Alemana y 

en la Constitución Italiana de 1947--, sobre la base de atribuir a un 

órgano constitucional , el Tribunal Constitucional , una función estricta 

y específicamente delimitada por su instrumentación en el esquema 

constitucional : la salvaguarda del sistema socio político y jurídico 

definido por la Constitución, lo que se articula en torno a una función 

l.'> ibicl em. pp. 25 Y 26. 
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estructurada jurisdiccionalmente, desde el momento en que la 

actividad de estos tribunales se centra en el examen y dictamen 

acerca de la conformidad o disconformidad de una ley, norma o acto 

con fuerza de ley respecto del ordenamiento constitucional. De esta 

manera, la función del Tribunal Constitucional se circunscribe a una 

función esencialmente interpretativa de la Constitución , sin 

posibilidad de absorber o avocar funciones propias de otros ámbitos 

jurisdiccionales. Esto da como resultado que el modelo adoptado por 

la Constitución configure a la jurisdicción constitucional como 

concentrada y abstracta desde el momento en el que el Tribunal 

Constitucional se define como único en su orden (Art. 1. 2 Ley 

Orgánica del Tribunal Constitucional) con competencia exclusiva en 

su jurisdicción, y articulándose el "recurso de inconstitucionalidad" 

como llave del proceso directo contra las normas de rango legal (Art. 

161 . 1, inciso a) de la Constitución Española y 2.1, inciso a) de la Ley 

Orgánica del Tribunal Constitucional). 139 

Por tal motivo, la configuración de 

específicamente constitucional establecida en 

una jurisdicción 

la Constitución 

Española, resulta de la atribución a un órgano concreto --en este 

caso el Tribunal Constitucional--, del conocimiento de las 

pretensiones fundadas en una normatividad constitucional que 

configura la competencia exclusiva de dicho Tríbunal respecto de 

aquellas pretensiones. De la posición que la Constitución confiere a 

este Tribunal , articulado como un órgano constitucional 

independiente y al margen de los demás órganos constitucionales, y 

muy específicamente del Poder Judicial , tanto en su actuación como 

1, " ídem. p.27 y 29. 
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integración, se deduce la configuración de su jurisdicción como 

especial.14o· 

La jurisdicción se configura entonces como un requ isito de 

cualquier proceso constitucional cuya falta impide al Tribunal entrar 

en el examen del fondo de la pretensión , ya que, de hacerse , 

tendrian que considerarse inválidas todas las actuaciones procesales 

que 11 0 sean las encaminadas a proclamar por parte del Tribunal , su 

falta de jurisdicción. Además, la jurisdicción como requisito o 

presupuesto procesal imprescindible para que un órgano 

jurisdiccional pueda sentenciar una determinada causa , implica la 

posibilidad de su consideración , de oficio o a instancia de parte, por 

el mismo órgano jurisdiccional. Así lo establece el articulo 4.2 de la 

Ley Orgánica del Tribunal Constitucional , a cuyo tenor este Tribunal 

apreciará "su falta de jurisdicción o competencia .,,141 

B) Proceso directo de inconstitucionalidad 

El proceso directo de inconstitucionalidad, propio del recurso 

de inconstitucionalidad , se estructura como un proceso marcado por 

un doble significado que condiciona su regulación en la Ley Orgánica 

del Tribunal Constitucional. En primer lugar, es un proceso con un 

alto contenido político que deriva directamente del carácter político 

que tiene la función de protección de un orden sociopolitico 

constitucionalmente configurado; esto deriva en buena parte de la 

norma de contraste , es decir, de la Constitución, además de 

reflejarse en la propia naturaleza del Tribunal Constitucional que se 

proyecta directamente en el objeto material del proceso y en la 

"" i h ,d ~ lll. pp. 55 Y 56. 
'" ih ,c!é lll. p. ) 6. 
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configuración de los sujetos que intervienen en el mismo, e incluso 

en el tratamiento procesal del fallo constitucional.142 

En segundo lugar, es un proceso marcado en todas sus fases , 

actos y requisitos, por estar presidido de un interés público objetivo 

que prima sobre cualquier otro que pudiera existir y que condiciona 

de manera sustancial la actividad procesal tanto del Tribunal 

Constitucional como de los órganos personados en el proceso. 143 

En este orden de ideas, el recurso de inconstitucionalidad se 

articula sobre un proceso regido por una serie de principios que 

escapan de los procesales comunes, por lo que el proceso que 

deriva del recurso de inconstitucionalidad se configura como un 

proceso sui generis, absolutamente atípico, que refleja las 

características propias de una jurisdicción especial : la constitucional. 

El artículo 161 .1, inciso a) de la Constitución atribuye a la 

jurisdicción constitucional el conocimiento del recurso de 

inconstitucionalidad, en torno al cual la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional ha articulado un proceso específico (arts . 31 a 34) 

,, ~ GARCÍA MARTÍNEZ, op. c it. pp.13 y 14 . Es importante mencionar que el concepto 
técnico del proceso se ha articulado sobre la base del encadenamiento de ac tos procesa les 
tendientes a lograr la satisfacción que deriva de una pretensión inicial. siendo la dualidad 
elemental pretensió// - satisfacción el eje esencia l del proceso. Por esta razón, no es más 
que un instrumento de satisfa cción de pretensiones jurídicas en la que se integran los tres 
elementos constituti vos: los suj etos, el objeto. y la activ idad múltiple que supone la 
smisfacc ión de la pretensión. En este sentido. la configuración de un proceso co //stitucio//al 
hace suponer que atendiendo a los elementos anteriormente citados. puede detinirse éste 
puede deti nirse como un instrumento jurídico vinculado a la aplicación de una normati vidad 
concre ta : la constituc ional. La Constitución Espaiíola ha optado por configurar un órgano 
j uri sd icc ional especifico ante el cual se actúan las pretensiones fundadas en las normas del 
orde namiento constitucional, de tal manera que es la existencia de un órgano jurisdicc ional 
concre to (Tribunal Constituc ional) , al que se le atribuye competencias en unas materias 
concretas. lo que determina la naturaleza y características propias de l proceso 
constitucional. 
,,; ih idem. p. I ). 
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caracterizado por responder a los principios de control reparador y 

abstracto 144 de la constitucionalidad de la norma con rango de ley 

recurrida . Dicho recurso, que abre un proceso directamente dirigido a 

la resolución de la impugnación de una norma legal (proceso directo 

de inconstitucionalidad), responde de manera inmediata a su 

configuración como garantía jurisdiccional de la Constitución.145 

a) Objeto del proceso de inconstitucionalidad.- Desde el 

momento en que el proceso constitucional tiene la naturaleza propia 

de cualquier proceso --institución jurídica destinada a la satisfacción 

de una pretensión--, esa pretensión procesal constituye el objeto del 

proceso constitucional, ya que la actividad procesal de todos los 

sujetos que intervienen se centra básicamente en dicha pretensión, 

es decir, en la reclamación que una parte realiza ante un órgano 

jurisdiccional frente a otra parte . 

La pretensión procesal constitucional, está integrada por tres 

elementos: en primer lugar, la declaración de voluntad de la parte 

legitimada activamente dirigida a pedir una satisfacción jurídica a la 

pretensión aducida; en segundo lugar, la pretensión procesal 

constitucional tiene que dirigirse al Tribunal Constitucional, órgano 

que encarna la jurisdicción exclusiva sobre estas pretensiones; en 

tercer lugar, el fundamento de la pretensión constitucional se 

encuentra en las normas constitucionales de manera que la petición 

que se hace al Tribunal Constitucional, que es propiamente la 

pretensión procesal, se apoya en la pretendida coincidencia de lo 

'" El control reparador y abstracto es aque l que tiene causa única mente en la presunta 
inconstitucionalidad ele las normas y que ti ene luga r una vez vigente la norma en cuestión , 
por lo que la sentenc ia constituc io na l no puede más que reparar, a través de la declaración 
de nulidad de aqu é lla. e l ordenamiento constituciona l quebrantado por la ex istenc ia de dicha 
Ill)rma . 

>« (;ARC i A MARTÍNEZ, Op. c it, pp.4S y 46. 
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reclamado con el ordenamiento constitucional , y que es lo que le da 

significación jurídica a la pretensión . En consecuencia , dicha 

pretensión es estrictamente el objeto del proceso sobre el que recaen 

las actividades procesales tanto de los actores como del órgano 

jurisdiccional, que adquieren una significación teleológica en orden a 

su satisfacción jurídica.146 

La pretensión procesal de inconstitucionalidad, por su parte, 

consiste en una solicitud dirigida al Tribunal Constitucional de 

declaración de la inconstitucionalidad de una norma con rango de 

ley, lo que la califica como una pretensión declarativa , al ser una 

manifestación de este tipo lo que se pretende del Tribunal. Cabe 

señalar que la pretensión procesal de inconstitucionalidad lleva 

aparejada junto "a lo que se pida" (art. 85 LOTC), es decir, la 

declaración de inconstitucionalidad, los fundamentos de derecho en 

que se basa tal solicitud, esto es "el precepto constitucional que se 

entiende infringido" (art. 33 LOTC). 147 

Ahora bien, los procesos de inconstitucionalidad, en cualquiera 

de sus vías procesales (recurso de inconstitucionalidad o cuestión de 

inconstitucionalidad), son procesos arbitrados no en interés de una 

parte, pues su objetivo es garantizar la primacia de la Constitución, lo 

que, combinándolo con el carácter público de los sujetos legitimados , 

plantea una especial relación de intereses entre el sujeto accionante 

y el objeto del proceso (interés público objetivo). Esto se traduce 

necesariamente en diversos aspectos procesales que aislan 

claramente al proceso constitucional de los de otros órdenes 

jurisdiccionales y, precisamente, una de las materias procesales 

",. íbiclem. pp. 72 Y 73. 
,,- ídem. pp. 73 Y 74. 
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afectadas es aquella vinculación rigurosa de la sentencia. La 

primacía del interés público en el proceso de inconstitucionalidad 

faculta al Tribunal Constitucional a ampliar el contenido de su fallo 

respecto de la pretensión objeto del recurso. Por este motivo, de 

conformidad con el artículo 39.1 de la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional , la sentencia declarativa de inconstitucionalidad 

declarará la nulidad de los preceptos impugnados, así como la de 

aquellos otros de la misma ley o norma con fuerza de ley a los que 

deba extenderse por conexión o consecuencia .148 

En este sentido, existe la posibilidad de extensión de la 

inconstitucionalidad de los artículos conexos con los contenidos en la 

pretensión , cuya finalidad no es otra que dejar fuera la posibilidad de 

sentencias inconstitucionales incongruentes. Además, se reconoce la 

capacidad del Tribunal Constitucional para ampliar la fundamentacíón 

de la pretensión procesal, ya qúe en el artículo 39.2 de su Ley 

Orgánica, se faculta a este Tribunal para fundar "la declaración de 

inconstitucionalidad en la infracción de cualquier precepto 

constitucional , haya o no sido invocado en el curso del proceso", 

dándose audiencia a las partes en ambos supuestos.149 

Considerando que el objeto del proceso constitucional es la 

pretensión procesal que contiene la solicitud al Tribunal 

Constitucional para que declare la inconstitucionalidad de una norma 

con rango de ley o de algunos de sus preceptos, esa petición centra 

la actividad del tribunal en un juicio de constitucionalidad. 150 De esta 

1-1 .>1 íbidem. p. 74. 
"'/ ibidélll. pp. 74 Y 75. 
1'" El juicio de constitucionalidad implica la ve rificación por parte del Tribunal 
Constitucional de la conformidad o di sconformidad de una ley con la Constitución (art. 28 
I_OTe) 
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manera, la cuestionada inconstitucionalidad151 de la norma recurrida 

se convierte en requisito procesal de admisibilidad del recurso de 

inconstitucionalidad152 y configura lógicamente la cuestión de fondo 

del proceso que no puede entenderse resuelto con la decisión sobre 

el fondo más que cuando el Tribunal dilucida la constitucionalidad, o 

no, de la norma en cuestión.153 

En este orden de ideas, si la pretensión procesal constitucional 

supone la solicitud de un actor procesal ante un órgano jurisdiccional 

(Tribunal Constitucional), para que éste actúe frente a otro sujeto 

procesal en orden a la declaración de inconstitucionalidad de ciertas 

normas, es evidente que la determinación de qué normas pueden ser 

objeto de dicha declaración se convierte en el elemento inseparable 

de la pretensión en los procesos de inconstitucionalidad . 

1; 1 La inconstitucionalidad como disconformidad de la ley con la Constitución se entiende 
en sus dos vertientes de inconstitucionalidad formal y /l/O/erial. La primera impl ica la 
contradicción entre la norma legal y los requisitos procedimentales regulados en la norma 
constitucional, con independencia del contenido material de su regulación. se entiende que 
afectan a la misma validez del producto normativo hecho en tales condiciones. La 
inconstitucionalidad /l/O/erial supone la inadecuación de la norma recuITida con la norma 
constitucional , inadecuación referida al oa los preceptos const ituciona les concretos que se 
entienden infringidos, por lo que se delimita la actividad del órgano controlante a la 
confrontación de dos normas jurídicas, legal y constitucional , situadas en planos jerárquicos 
diferentes, en una labor estricta de interpretación y ap licación de la Constitución. GARCiA 
MARTiNEZ, Op. cit.. pp. 76 a 79. 
1;' El seiialamiento de la norma o las normas consideradas como inconsti tuc ionales es un 
requisito procesal necesario para la admisibilidad del recurso de inconstitucionalidad. Es 
importante mencionar que sólo pueden ser objeto del recurso de inconstitucionalidad las 
le.\'es. disposiciones o (lClOS con fl/erza de ley de conformidad con lo establecido en el 
articulo 33 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. que son propiamente los que 
definen el ámbito de la jurisdicción del Tribunal Constituc iona l respecto de los Tribunales 
ord inarios. siendo el mismo artículo 33 de la Ley Orgánica del Tribunal Const ituciona l la 
que plantea como exigencia la concreción de la norma impugnada como requisito objetivo 
del recurso. Debe tomarse en cuenta que junto a este requi sito objetivo. result a necesaria la 
precisión del precepto constitucional que se considera infringido por la norma recurrida . 
pues siendo la pretensión del proceso la declaración de inconstitucionalidad de una norma. 
no cabe duda que la conexión de la norma impugnada con el precepto constitucional 
invocado trae como consecuencia la determinación de los motivos de inconstituciol1alidad. 
que son propiamente los que sustentan la pretensión procesal en los juicios de 
constitucionalidad. ibidem, p.163 . 
1;, ídem. p. 76. 
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En el recurso de inconstitucionalidad, sólo pueden ser 

impugnados mediante vía de acción154 ciertas normas y textos 

legales. Los artículos 161 .1, inciso a) y 163 de la Constítución 

Española, aunados al 27 .2 de la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional que los concreta , definen las normas susceptibles de 

decla ración de inconstitucionalidad , es decir, de ser objeto de la 

pretensión en relación directa con la jurisdicción que se atribuye al 

Tribunal Constitucional. Los seis apartados en los que se recogen las 

normas que pueden ser objeto de control de constitucionalidad , 

tienen un elemento común definido en los preceptos constítucionales: 

son normas con rango de ley, y este elemento es el que delimita el 

ámbito de la jurisdicción del Tribunal y su competencia. 155 

Debido a la existencia en el sistema jurídico español de dos 

ordenamientos jurídicos, estatal y autonómico, derivados de la 

estructura territorial autonómica que adopta el Estado español , así 

como de los distintos sujetos que tienen atribuida la potestad 

normativa en ambos ordenamientos, las normas con rango de ley 

susceptibles de ser sujetas a control de cOr:lstitucionalidad mediante 

recurso de inconstitucionalidad son las siguientes: 

• Leyes en sentido formal , es decir, aquéllas que provienen de 

las Cortes Generales y que son creadas a través del 

procedimiento legislativo específico, al efecto leyes orgánicas 

1;'La \·ia de acción. principa l o directa, es la opción lega lmen te prev ista para interponer el 
rec urso de inconstitucionalidad contra leyes o actos con fuerza de ley. Este recurso puede 
proll1ove rse a part ir de la publicac ión de las disposic iones esti madas inconstituc ionales y 
están leg iti mados para ejercerl o los órganos y las personas juridicas seiialados en el artículo 
162 constituc ional y 32 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. COV IAN 
ANDRADE. Migue l. El eOIl /rol de la cOlIs/i /uciollalidad .... pp. 179 Y 180. 
1;5 GARCÍA MARTíNEZ. Or . cit, pp .79 y 80. 
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y estatutos de autonomía l 56
, así como disposiciones 

normativas con fuerza de ley, todas ellas de orden estatal , de 

conformidad con lo establecido por el artículo 163 

constitucional. 

• Leyes y disposiciones normativas con fuerza de ley de las 

Comunidades Autónomas, producto de las Asambleas 

Legislativas de dichas comunidades, de conformidad con el 

artículo 27.2, inciso e) de la LOTC, cuya facultad se rige bajo 

el principio de autonomía de las mismas y de la potestad 

derivada de una norma de habilitación de los Estatutos de 

Autonomia, aprobados como leyes orgánicas por las Cortes , 

que delimitan las condiciones de habilitación, habilitación 

general y restringida en cuanto a la materia , es decir, en un 

determinado reparto competencial, y en cuanto al ámbito 

territorial en que extienden su eficacia , esto es, limitada 

estrictamente al territorio de la respectiva Comunidad 

Autónoma.157 

• Normas legales de conexión entre el ordenamiento estatal y el 

autonómico elaboradas y aprobadas por las Cortes Generales , 

l.'" Los estatutos de autonomía en un Estado autonómico como Esp,"la. sí hlen es c ierto 
ddi ll en el ámbito compete ncla l de los ordenamientos aut onómicos. son cons iderados 
lIurlllllS jllridiws eswtll/"s. aun cuando en el procedi miento de su elaborac ión pueda estar 
pre\';sla la intervención. en ma yor o me nor medida, de las Comunidades Autónomas. 
1'- Las normas emanadas de la s Asambleas legislati vas de las Comunidades Autónomas. en 
desarro llo de su potestad leg lslat;\·a. tienen el rango de ley, igual que el de las leyes 
estata les. de las que difiere n só lo por un principio de competencia y su ámbito de aplicac ión. 
La idéntica naturaleza de las leyes estatal y autonómica, integrantes de los dos 
ordenamientos jurid icos que se estructuran constitucionalmente como consecuencia de la 
consagración del princ ipio auto nómico, plantea una relación entre aq uellas normas que no 
puede sustentarse en una diferencia jerárquica, que no ex iste. si no en la re lación 
competencial, ta nto lIIar~ri{// como territorial, entre ambos ordenamientos. GARCÍA 
MARTÍNEZ, Op. ci t. p. 85 . 
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y que son : Estatutos de autonomia l58
, leyes orgánicas de 

transferencia de facultades legislativas o ejecutivas, 

correspondientes a materias de titularidad estatal susceptibles 

de transferencia; leyes marco , es decir, leyes estatales que 

habilitan a una o varias Comunidades Autónomas a legislar en 

materias de competencia estatal en el marco de los principios, 

bases y directrices que dichas leyes establecen, y que operan 

como técnicas de ampliación del ámbito competencial de las 

Comunidades Autónomas respecto de materias no incluidas 

en los Estatutos, actuando a la par como norma habilit~mte; 

leyes de armonización, a través de las cuales el Estado puede 

establecer los principios necesarios para armonizar las 

disposiciones normativas de las Comunidades Autónomas, 

aun en el caso de materias atribuidas a la competencia de 

éstas cuando así lo exija el interés general159
; y las leyes de 

bases, normas estatales que operan sobre competencias 

compartidas condicionando el desarrollo de las que 

corresponden a las Comunidades Autónomas a la regulación 

contenida en la norma estatal. 160 

1;; Los I:statutos de Autonomia comparten una doble naturaleza como norma de l 
ordenamien to esta tal y cabeza del ordenamiento autonómico espec ifico. norma de 
hab ili ta Ci ón gener ica de una potestad legislativa que las Cortes Generales. úni co órgano 
constitllL'10nal que tiene en principio atribuida tal potestad. delegan en las Comunidades 
Aut ónomas. en el contexto especificado por el Estanllo en cuest ión. El carácter de ley estata l 
y de le, ' orga nica que ti enen los Estatutos. los convie rten en objeto posib le de control de 
constitu ,iona lidad. Íbidem, pp. 87 Y 88 . 
1;', Hay que tener en cuenta que las leyes de armonización tienen un significado 
elllinCllI ellleme restricti vo no de las competencias normativas sino de su ejercicio. y que por 
e llo tiene que considerarse como una técnica excepcional. Este ca rácter excepc ional se pone 
de manillesto en el requisito que justifica este tipo de norma (que lo ex ija el interés 
nac ional) . La técn ica de las leyes de armonización sólo es aplicable a aque llos supuestos en 
que el legislador estatal no disponga de otros cauces const itucionales para el ejercicio de su 
potestad leg islati va , o éstos no sean suficientes para garantizar la armonia ex igida por el 
imerés genera l. GARC ÍA MARTÍNEZ, Op. cit. p. 90. 
'''' El articu lo 149.1 de la Constitución contiene una larga re lación de materias sobre las que 
el Estado tiene competencia exclusiva, si bien a lo largo de sus 32 apartados queda claro que 
lo que se recoge en este precepto son una serie de materias exclusivas del Estado junto con 
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• Normas gubernamentales con rango de ley, supuesto en el 

que encuadran los decretos legislativos, que suponen la 

delegación legislativa de las Cortes Generales en el Gobierno 

que amplía el poder normativo del ejecutivo, sin que ello 

suponga una concesión o dejación de plenos poderes 

legislativos por parte del Parlamento, ya que la delegación 

legislativa se limita a un requerimiento a la Administración 

para que emplee su poder normativo en el caso singular que 

se le propone, con los límites que se le señalan y con la 

característica de que la norma proveniente del ejecutivo en 

virtud de delegación legislativa tiene el mismo rango jerárquico 

que una ley elaborada por las Cortes. Un segundo supuesto 

de normas gubernamentales con rango de leyes el de la 

llamada "legislación de urgencia", concretamente los decretos­

leyes, que presentan un supuesto totalmente atípico y de 

significado muy distinto al de los decretos legislativos. El 

decreto - ley, norma procedente del Gobierno, supone que el 

ejecutivo se apropia de una facultad legislativa, que en 

principio le es extraña y dicta por razones de extraordinaria y 

urgente necesidad y con los límites materiales que especifica 

otras cOlI/partidas, respecto de las que varía enormemente el nivel de asunc ión de la 
competencia por parte de la Comunidad Autónoma. La existenc ia de una serie de materias 
respecto de las que el Estado se reserva la legislación básica o las bases del régimen 
juridico a desa rrollar por las Comunidades Autónomas en sus especí fi cas normas jurídicas. 
ha dado lugar a la tigura normat íva de las leyes de bases . Producto de esta situación. las 
Comunidades Autónomas deben legislar en materias de su competencia respetando las leves 
dC' h(/s('s. ex ist iendo no obstante. la posib ilidad de que la Comunidad Autónoma establezca 
su propia regulación respeta ndo las bases que pudieran inferirse de la legislación vigente 
cuando el Estado no ha promulgado todavía su propia ley de bases. Es importante aclarar 
que las llamadas " leyes de bases" no define n competencias, sino que operan como 
1I/C'('(/,iSII/OS dC' actualización de eOll/petencias cuya titularidad (que en ningú n caso otorga 
la ley básica). viene atribuida genéricamente en la Constitución y espec íficamente en el 
respectivo Esta tuto de Autonomía, leyes orgán icas de transfe rencia o leyes marco. Ibidem. 
pp. 92 a 95 y 1 ~9. 
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el artículo 86.1 de la Constitución Española , una norma que 

desde su publicación tiene el rango jurídico de ley formal. Esta 

norma legal, que produce desde su publicación los efectos 

jurídícos que le son propios, tiene sin embargo su vigencia 

definitiva condicionada por una actuación posterior del órgano 

legislativo, y es precisamente en la articulación que el artículo 

86 de la Constitución hace desde esa actuación donde se 

plantean las cuestiones centrales del decreto- ley. En este 

orden de ideas, el decreto-ley se presenta como una 

disposición legislativa provisional sujeta a la posterior 

aprobación o derogación por parte del Congreso de los 

Diputados, a partir de treinta días después de su publicación o 

a su posterior tramitación y eventual aprobación como ley por 

parte del Parlamento. 161 

• Tratados internacionales , que incorporados al ordenamiento 

interno a raíz de su publicación , forman parte de las normas 

que pueden ser objeto de control por parte del Tribunal 

Constitucional , pues ello supone su configuración inequívoca 

como normas de rango legal. 162 Es importante mencionar que 

respecto a la declaración sobre la constitucionalidad de los 

tratados internacionales realizada por el Tribunal 

Constitucional , de conformidad con lo establecido por el 

le" La naturaleza del dec reto-ley no es otra que la de norllla con !úerza de ley. por lo que, a 
pa nir de su publicac ión. se convierte en objeto de control de constituciona lidad de 
conformidad con lo establec ido en el an ículo 33 de la LOTC. con independencia de su 
convalidación o derogac ión posterior, o de su tramitac ión y eventua.l aprobación como ley. 
~ ntra ndo en el ámbito de la jurisdicc ión del Tribunal Constituc ional. Idem. pp. 104 Y 105. 
le·: La naturaleza jurídica e~pecífi c a que tienen los tratados internacionales en cuanto textos 
consentidos () auto rizados por las Cortes Ge nerales, cualesquiera que sea su denominación o 
la forma prevista constitucionalmente a través de la que las Cortes Generales manitiestan su 
autori zación pa ra la ce lebrac ión del tra tado, y en espec ial, su incorporac ión de estos 
tratados al orde namiento inte rno español a través de su publicac ión, permiten considerarlos 
como "norl11as de rango lega l"·. y por ende. obj eto de contro l de constilllc ionalidad . 
( ;1\ RC i..\ M¡\ RTi NEZ. Op. c it . pp. 11 8 y 11 9. 
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artículo 95 de la Constitución Española, sobresale el hecho de 

que la competencia del Tribunal pueda llevarse a cabo no sólo 

a través de un proceso constitucional (control a posteriori o 

reparador), sino también mediante un simple requerimiento 

solicitado por quien tiene legitimidad para ello (el Gobierno y 

cada una de las Cámaras legislativas) que impele a dicho 

Tribunal Constitucional a emitir una declaración vinculante , sin 

ninguna actividad procesal, dada, evidentemente, la especial 

naturaleza del objeto del requerimiento: el tratado 

internacional. Por tal motivo , el control de constitucionalidad 

de los tratados a través de la consulta al Tribunal 

Constitucional regulada en el artículo 95 de la Constitución , se 

configura como un control previo163 a la celebración del tratado 

(art.95.1: "La celebración de un tratado internacional que 

contenga estipulaciones contrarias a la Constitución exigirá la 

previa revisión constitucional"), cuyo aspecto más interesante 

es la naturaleza de la declaración en que culmina el 

requerimiento al Tribunal Constitucional, misma que tiene un 

carácter vinculante que revierte evidentemente en la sujeción 

a la misma de los dos sujetos intervinientes en la celebración 

del tratado: las Cámaras y el Gobierno. En este orden de 

ideas , la declaración del Tribunal sobre la inconstitucionalidad 

de las estipulaciones de un tratado internacional obliga a las 

Cámaras a la paralización de su tramitación, que sólo podrá 

llevarse a cabo previa revisión constitucional , mientras que 

respecto del Gobierno supondrá su obligación (con 

,,,' ib idem, pp. 37 Y 38. Es importante mencionar que el control p reventivo es aquél que 
ti ene luga r antes de que la norma tenga vigencia. con lo que la pureza de l orden 
constituc ional queda incó lume desde el momento en que la norma lega l tachada de 
inconstitucionalidad retrasa su entrada en vigor en tanto no sea interpretada por el órgano 
competent e para ejercer el contro l de constitucionalidad. 
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independencia de la paralización de la negociación), o de 

negociar las cláusulas no constitucionales o de reservarlas. En 

cualquier caso, la declaración no recae sobre la 

constitucionalidad o inconstitucionalidad real sino sobre la 

virtual inconstitucionalidad de una serie de hechos o actos 

prenormativos. 164 

Cabe mencionar que junto a la existencia de la vía de 

consulta al Tribunal Constitucional sobre la constitucionalidad 

de los tratados aún no celebrados (control preventivo o 

previo), se abre la vía del recurso de inconstitucionalidad 

respecto de los ya vigentes en virtud del artículo 161, inciso a) 

de la Constitución y 27.2, inciso c) de la Ley Orgánica del 

Tribunal Constitucional, que incluyen un control a posteriori o 

reparador de la constitucionalidad de tratados internacionales, 

atendiendo al régimen de lós procesos de inconstitucionalidad 

(incluida la cuestión de inconstitucionalidad), dada la condición 

de derecho interno de los tratados internacionales a partir de 

su publicación oficial en España. 165 

Es importante destacar que dentro del bloque de normas con 

rango de ley susceptibles de control de constitucionalidad, los 

reglamentos no pueden ser considerados como tales ni mucho 

menos como objeto de control abstracto de constitucionalidad vía 

recurso de inconstitucionalidad, debido a que la potestad 

reglamentaria correspondiente al Gobierno debe ser ejercida de 

acuerdo con lo establecido en la Constitución y, específicamente, con 

lo establecido en las leyes derivadas de su texto. Lo anterior significa 

, .. , idem. p. 120 . 
1<,' ib íd em. 
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que todo reglamento depende de . una ley que habilita al Gobierno 

para el ejercicio de esa facultad, lo qúe sitúa a los reglamentos en un 

rango jerárquico de inferioridad, esto es, en el "bloque normativo de 

legalidad", motivo por el cual sólo pueden ser objeto de control de 

legalidad. En consecuencia, dicha potestad reglamentaria es 

considerada como límite material de la jurisdicción del Tribunal 

Constitucional, lo cual, coloca decididamente a los reglamentos al 

margen de las normas objeto de control de constitucionalidad, pues 

su control se configura en virtud del sometimiento directo de dichos 

reglamentos a las leyes y, en consecuencia, es encomendad~ a los 

únicos tribunales competentes, los tribunales de legalidad o de 

jurisdicción ordinaria . 

Lo anterior demuestra que si bien existe una situación 

jerárquica del reglamento respecto de la ley, en caso de sobrepasar 

el reglamento la habilitación concedida por dicha ley, es decir, si el 

exceso de la remisión al reglamento se encuentra en la misma ley 

habilitadora, debemos considerar que es ésta la que incurre en vicio 

de inconstitucionalidad y, consecuentemente, deberá ser 

considerada objeto de control de constitucionalidad ante el Tribunal 

Constitucional, bien a través del recurso de inconstitucionalidad 

(proceso directo de inconstitucionalidad), si estuviere en plazo, o 

bien , a través de la cuestión de inconstitucionalidad , más no el 

reglamento derivado de ella , por formar parte este último del 

mencionado bloque de legalidad.166 

b) La legitimación activa y su carácter institucional.- La 

legitimación activa, como aptitud de ser parte en un proceso 

concreto, es la concreción del ejercicio del derecho a la jurisdicción. 

1/ •• idem. pp. 126 a 130. 
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En España, mientras que el derecho a la jurisdicción ordinaria está 

configurado por la Constitución como un derecho fundamental, 

atribuible en abstracto a cualquier persona física o jurídica, el 

derecho a la jurisdicción constitucional, concretamente cuando su 

objeto sea la declaración de in constitucionalidad, aparece 

constitucionalmente reservado a ciertos órganos públicos, estatales o 

autonómicos, excluyendo de tal derecho a los ciudadanos. Por este 

motivo, la legitimación activa en el recurso de inconstitucionalidad se 

configura como un presupuesto procesal de orden público 

determinante del derecho a la jurisdicción constitucional que vincula 

a este derecho abstracto con la pretensión procesal específica: la 

declaración de inconstitucionalidad de determinadas normas con 

rango de ley .167 

Es importante tener en cuenta que la conexión entre el titular 

de la acción procesal concreta y el posible objeto de la misma en el 

recurso de inconstitucionalidad puede ser planteada por el 

ordenamiento con distinto alcance, lo que supone una legitimación 

activa más o menos amplia, configuración que, referida 

específicamente a la legitimación activa en el proceso directo de 

inconstitucionalidad, se plantea en función de la naturaleza de las 

normas jurídicas que pretenden someterse a control de 

constitucionalidad. De las posibles opciones para configurar la 

legitimación activa , la Constitución y la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional han optado inequívocamente por una legitimación 

institucional , al ser los legitimados para el ejercicio del recurso de 

inconstitucionalidad órganos o fracciones de órganos públicos, sean 

estatales o autonómicos, quedando con ello excluidas las personas 

físicas y jurídicas. La relación de los sujetos legitimados activamente 

", ; ibidelll. pp. 14 7 y 14R. 
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en un numeral de cláusulas, taxativo y riguroso, además de dejar sin 

derecho a accionar la inconstitucionalidad directamente a los 

ciudadanos y particulares, sustrae igualmente a cualquiera de las 

instancias públicas no incluidas en la relación específica establecida 

en el articulo 32 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. 

En este sentido, la interposición del recurso de 

inconstitucionalidad viene determinada por el cometido constitucional 

del órgano legitimado, integrándose en el conjunto de competencias 

que le corresponden, y siendo en consecuencia la naturaleza de la 

acción de inconstitucionalidad el interés general y la supremacía de 

la Constitución (interés público objetivo) y no otro tipo de interés o 

derecho propio los que deben ser protegidos; no pudiendo ser 

negada esa legitimación ni rehusado el pronunciamiento sobre el 

fondo de la pretensión deducida por inexistencia de un derecho 

subjetivo o de un interés propio de quien ejerce la acción de 

inconstitucionalidad .168 

El artículo 32 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional 

establece qué órganos públicos tienen . legitimación activa para 

intervenir en el proceso directo de inconstitucionalidad e interponer el 

recurso de inconstitucionalidad : 

"Artículo 32. 1. Están legitimados para el ejercicio del recurso de 
inconstitucionalidad cuando se trate de Estatutos de Autonomía y demás 
Leyes del Estado, orgánicas o en cualesquiera de sus formas. y 
disposiciones normativas y actos del Estado o de las Comunidades 
Autónomas con fuerza de ley , tratados internacionales y Reglamentos de las 
Cámaras y de las Cortes Generales : 

a) El presidente del gobierno. 
b) El defensor del pueblo . 
c) Cincuenta Diputados. 

10' GA RCiA MARTi NEZ. Op. cit, pp. 148 a 150. 
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d) Cincuenta Senadores. 

2. Para el ejercicio del recurso de inconstitucionalidad contra leyes, 
disposiciones o actos con fuerza de ley del Estado que puedan afectar a su 
propio ámbito de autonomía, están también legitimados los órganos 
colegiados ejecutivos y las Asambleas de las Comunidades Autónomas , 
previo acuerdo adoptado al efecto." 

Como puede observarse, el carácter institucional que se le ha 

dado a la legitimación activa, vinculada a unos órganos o fracciones 

de órganos concretos, permite su clasificación en órganos 

legitimados unipersonales y órganos legitimados colegiados. Los 

órganos unipersonales legitimados para interponer el recurso directo 

de inconstitucionalidad son el Presidente del Gobierno y el Defensor 

del Pueblo.169 En ambos casos el Tribunal Constitucional no exige 

para intervenir en el proceso directo de inconstitucionalidad más que 

la simple manifestación de la voluntad del titular del órgano, 

directamente o a través de su representante (que en el caso del 

Presidente del Gobierno recae en el Abogado del Estado) . Es 

importante mencionar que la legitimación del Defensor del Pueblo se 

configura como la menos política dentro de la articulación del artículo 

32 de la LOTC, siendo su decisión de interponer el recurso 

estrictamente personal y no condicionada a la petición por parte de 

los ciudadanos, petición que de existir, no le obliga en absoluto a 

interponer dicho recurso HO 

Por su parte, la legitimación activa de los órganos colegiados 

para intervenir en el proceso directo de inconstitucionalidad . puede 

ser clasificada de la siguiente manera : 

Ih" De conformidad con el artículo 54 de la Constinlción Españo la, el Defensor del Pueblo 
es un alto comisionado de las Cortes Genera les, des ignado por éstas para la defensa de los 
derechos fundamentales consagrados en el texto constitucional. Dicha institución rinde 
cuentas ele su actividad a las Cortes y se rige por Ley Orgánica . 
lO" GARC i!\ MARTÍNEZ, Op. cit, pp. 152 Y 153. 
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a) Legitimación de cincuenta Diputados y cincuenta 

Senadores.- La legitimación para el ejercicio de la acción de 

inconstitucionalidad por parte de cincuenta diputados y cincuenta 

Senadores se configura como una legitimación conjunta atribuida a la 

agrupación integrada por los Diputados o Senadores, unidos 

precisamente y de forma específica para impugnar la validez 

constitucional de una norma legal , lo que supone que cada Diputado 

o Senador firmante del recurso no es titular ni dueño de una acción 

de la que pueda disponer, por lo que los cincuenta parlamentarios no 

actúan como litisconsortes, sino como integrantes de una parte única 

que tiene atribuida legitimación activa en el recurso de 

inconstitucionalidad y que debe ser plural. El único requisito exigible 

a los parlamentarios, a parte de la evidencia de su voluntad 

impugnatoria , es la acreditación de su condición de Diputados o 

Senadores al interponer el recurso.171 

El hecho de que la legitimación activa se refiera al conjunto 

de los cincuenta Diputados o Senadores, provoca que una vez 

comenzado el proceso de inconstitucionalidad sean irrelevantes los 

posibles cambios de voluntad de alguno, algunos e incluso de todos 

los parlamentarios recurrentes, o su cambio de status; mientras que 

la condición de Diputado o Senador es imprescindible al interponer el 

recurso para poder entender legitimada la agrupación colegiada en 

cuestión, la desvinculación que se produce en el proceso de 

inconstitucionalidad respecto de los intereses de los sujetos 

legitimados en aras de un interés general que prima sobre aquéllos, 

conduce a la irrelevancia en este proceso de la posterior pérdida de 

la condición de parlamentario de algunos, e incluso de todos los 

recurrentes. Es importante aclarar que no cabe la intervención 

171 ibidem. pp. 153 Y 154. 
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adhesiva de Diputados y Senadores que no manifestaron en el 

momento inicial su voluntad específica de recurrir la norma por 

inconstitucional, por lo que al no ejercitar en su momento la acción de 

que estaban asistidos, no pueden adherirse a un proceso abierto por 

otros a fin de subsanar su pasividad inicial. 172 

Finalmente, es necesario mencionar que la lógica del recurso 

de inconstitucionalidad promovido por los parlamentarios legitimados 

plantea esta acción como un instrumento adoptado normalmente por 

las minorías parlamentarias para hacer frente a las decisiones 

normativas de las mayorías. 

b) Legitimación a los órganos colegiados ejecutivos y 

Asambleas de las Comunidades Autónomas.- El artículo 32.2 de la 

Ley Orgánica del Tribunal Constitucional concreta la legitimación 

activa de los órganos colegiados ejecutivos y Asambleas de las 

Comunidades Autónomas para interponer el recurso de 

inconstitucionalidad . El ámbito de esta legitimación está determinado 

por la configuración del principio autonómico que estructura la 

Constitución, lo que plantea una limitación de las normas que pueden 

ser objeto del recurso de inconstitucionalidad interpuesto por los 

órganos superiores legitimados de las Comunidades Autónomas, ya 

que sólo pueden ser recurridas aquellas normas que puedan afectar 

su propio ámbito de autonomía, por lo que las Comunidades 

Autónomas, sin dejar de participar en la vida general del Estado, 

tienen como esfera y límite de su actividad los intereses que le son 

propios. De esta manera, mientras que la legitimación para 

interponer el recurso de inconstitucionalidad se confiere a los 

órganos estatales frente a cualquier norma con rango legal en aras 

1-' . 
- I d~ ll1 . pp. 154 Y 155. 
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del interés general, la que se confiere a los órganos autonómicos 

está limitada en cuanto a su objeto a normas que afectan 

directamente su autonomía. 173 

En la concreción de las normas que afectan a las 

Comunidades Autónomas, la esfera de interés de las mismas que 

justifica su legitimación en este tipo de recursos no se identifica con 

la defensa de sus competencias, sino basta que esos intereses se 

vean afectados por la regulación estatal de una materia sobre la cual 

la Comunidad en cuestión dispone también de competencias propias . 

Debido a que el objeto del recurso de inconstitucionalidad no es fijar 

competencias, la legitimación de las Comunidades Autónomas tienen 

que extenderse a todos aquellos supuestos en que exista un punto 

de conexión material entre la ley estatal recurrida y el ámbito de 

competencia autonómica, punto de conexión que articula la actuación 

de la Comunidad Autónoma no sólo en defensa de su propia 

competencia en la materia, sino sobre todo en aras de la depuración 

objetiva del ordenamiento jurídico en la medida en que el ejercicio de 

las funciones que le correspondan pueda verse afectado por la 

norma recurrida , que puede afectar no sólo al conjunto de 

competencias y funciones sino también las garantías constitucionales 

y estatutarias que estructuran y preservan la autonomía.174 

Junto a la limitación del ámbito de la legitimación reconocida a 

las Comunidades Autónomas, se limitan también las normas legales 

que pueden ser objeto de la acción de inconstitucionalidad 

promovidas por aquéllas, desde el momento que el articulo 32 .2 de la 

Ley Orgánica del Tribunal Constitucional concretando la legitimación 

1' .' Ídem. pp. 155 Y 156. 
'" Íhidem. pp. 156 Y 157. 
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genérica definida por el artículo 162.1, inciso a) de la Constitución 

Española, limita las normas que pueden ser objeto de dicha acción a 

las "leyes, disposiciones o actos con fuerza de ley del Estado", lo que 

supone la imposibilidad de que una Comunidad Autónoma recurra 

por in constitucionalidad las normas legales de otra Comunidad, aun 

en el caso de que dichas normas pudieran afectar efectivamente su 

ámbito de autonomía. De esta manera, las normas que pueden ser 

objeto de recurso de inconstitucionalidad por parte de las 

Comunidades Autónomas tienen que cumplir dos requisitos: que 

sean normas legales estatales y que afecten el ámbito de autonomía 

de la Comunidad recurrente. 175 

Al respecto, cabe mencionar que en la enumeración de leyes, 

disposiciones o actos con fuerza de ley del Estado del artículo 32 .2 

de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, no existe limitación 

alguna, por lo que todas las normas estatales son susceptibles de 

recurso de inconstitucionalidad por parte de las Comunidades 

Autónomas, tanto las leyes orgánicas como las ordinarias , 

disposiciones normativas del Gobierno con fuerza de ley, los 

Estatutos de Autonomía , inclusive tratados internacionales, con la 

única exigencia de que el mismo afecte el ámbito de autonomía de la 

Comunidad Autónoma recurrente . 

Dicha situación trae como consecuencia que las leyes 

autonómicas no tengan más control de constitucionalidad que el 

promovido por órganos estatales o por las fracciones de órganos, a 

diferencia de las normas estatales con rango legal cuyo control de 

constitucionalidad puede producirse por iniciativa tanto de órganos 

estatales como autonómicos, privándose así tanto a los gobiernos de 

1"' idem. pp. 157 y 158. 
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las Comunidades Autónomas como a las minorías parlamentarias de 

sus Asambleas de la posibilidad de impugnar leyes autonómicas, 

sean éstas de la misma Comunidad Autónoma o de otra, en la 

medida en que pudieran afectar sus intereses. 

e) Legitimación pasiva.- La legitimación pasiva se ha 

otorgado a órganos públicos --estatales o autonómicos-- , 

estrictamente políticos. En este sentido, la configuración de la 

legitimación pasiva se aproxima a la de la legitimación activa, esto 

es, se configura a través de una relación numérica de cláusulas que 

establecen qué sujetos pueden ser considerados como demandados 

en el proceso, sin que sea posible la ampliación de dicha legitimación 

pasiva a otros sujetos u órganos no enumerados en el artículo 34 de 

la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional , y sin que sea posible la 

intervención adhesiva de los órganos legitimados pasivamente que 

no se personaron en el proceso o hicieron sus alegaciones en el . 

plazo establecido en para ello .176 

De conformidad con lo establecido en el artículo 34 de la Ley 

Orgánica del Tribunal Constitucional , los órganos legitimados 

pasivamente en el proceso directo de inconstitucionalidad son los 

siguientes: 

• Respecto de normas con rango de ley o actos con fuerza de 

ley de carácter estatal: Congreso de Diputados y Senado, así 

como el Gobierno del Estado. 

,-'o ( iAR( 'iA MA RTí NEZ. Op. cit. p. 193. 
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• En el supuesto de que la norma recurrida fuese de carácter 

autonómica, lo serán los órganos legislativos y ejecutivos de la 

Comunidad Autónoma autora de la norma en cuestión . 

Como puede observarse, la Ley Orgánica ha utilizado dos 

criterios distintos al estructurar la legitimación pasiva: por una parte, 

el de la autoría de la norma impugnada por in constitucionalidad, que 

es evidentemente el utilizado respecto de las comunidades 

autónomas; pero en todos los demás casos, que abarca todo tipo de 

normas que pueden ser objeto del recurso de inconstitucionalidad, el 

criterio de la autoría se combina con el del interés. De hecho, la 

legitimación pasiva, al igual que la activa, se configura como una 

legitimación institucional conferida a órganos públicos estatales o 

autonómicos, que en virtud del clausu lado establecido en el artículo 

34 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, así como de la 

función constitucional que desempeñan, gozan de una investidura 

constitucional y legal que les otorga dicho carácter pasivo en el 

proceso constitucional. l77 

d) Plazo para interponer el recurso de 

inconstitucionalidad.- El plazo de interposición del recurso de 

inconstitucionalidad, de conformidad con lo establecido en el artículo 

33 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional es de tres meses a 

partir de la publicación de la ley, disposición o acto con fuerza de ley 

impugnado. Este es un plazo de caducidad que empieza a contar 

desde el momento de la publicación de la ley en el instrumento oficial 

destinado a ello. Respecto de las normas estatales, incluidos los 

tratados internacionales, no cabe duda de que la fecha a partir de la 

I ~- . 
Ih ic!.:ll1. Jl 195 . 
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que empieza a correr el plazo es el de la publicación en el Boletin 

Oficial del Estado.'78 

Respecto de las leyes autonómicas, siendo estas normas de 

indudable rango legal y de ámbito territorial limitado, basta con su 

publicación en el Boletín de la Comunidad Autónoma 

correspondiente para que aquella norma produzca los efectos 

generales que se derivan de su naturaleza y vígencia, desde luego 

en el ámbito que le es propio. En el mismo sentido, su publicación en 

el Boletin Oficial del Estado no tiene más razón de ser que la 

apertura del plazo para ejercer la acción de inconstitucionalidad , que 

de esta manera se amplía respecto del de las normas estatales. En 

realidad , el plazo se pospone más allá del momento de entrada en 

vigor de la norma, debido a que la diferencia temporal que media 

entre la publicación de una ley autonómica en el Boletín Oficial de la 

Comunidad Autónoma y en el Boletín Oficial del Estado oscila entre 

dos o tres meses.'79 

La publicación de la ley, que junto con la sanción y la 

promulgación es una condición para la eficacia de la ley, es un 

requisito de especial relevancia jurídica, pues de la publicación, es 

decir, de la accesibilidad del texto de la ley a la comunidad , hace 

depender el ordenamiento el inicio de la aplicabilidad de la ley y de 

su eficacia en cuanto norma obligatoria , por lo que es punto de 

referencia obligado para determinar el momento concreto en que la 

ley entra en vigor y puede ser por tanto exigible y aplicada. En este 

orden de ideas, si el recurso de inconstitucionalidad depende de la 

vigencia de la norma, el plazo de interposición sólo puede empezar a 

n iclt'1l1. p. 1M. 
,-" ih ielc' lll. p.167. 
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contar a partir del momento en que aquella norma tiene capacidad 

para producir efectos jurídicos, esto es, cuando ha sido publicada. 180 

Es importante mencionar que la fijación de un plazo para 

ejercer la acción directa de inconstitucionalidad , supone el imperio de 

un principio de seguridad jurídica que prevalece sobre una posible 

injusticia de la norma inconstitucional, cuya revisión una vez 

transcurrido ese plazo, sólo será posible a través del proceso 

incidental de inconstitucionalidad instado por una cuestión de 

inconstitucionalidad. 181 

e) Substanciación del proceso directo de 

inconstitucionalidad.- El procedimiento de inconstitucionalidad se 

inicia con la presentación del escrito de demanda que supone la 

interposición del recurso de inconstitucionalidad , mismo que debe ser 

promovido por los órganos legitimados activamente para intervenir en 

el proceso directo de inconstitucionalidad. 

Una vez presentada la demanda, la admisión de ésta supone 

el examen por parte del Tribunal Constitucional de todos y cada uno 

de los requisitos procesales, requisitos que al ser materia de orden 

público pueden ser apreciados de oficio por dicho órgano colegiado, 

siendo competente para declarar la admisibilidad o inadmisibilidad 

previa al proceso el Pleno del Tribunal Constitucional , decisión que 

será manifestada mediante una resolución dictaminada para tal 

efecto .182 Es importante señalar que debido a la primacia del interés 

público en los procesos de inconstitucionalidad , existe la posibilidad 

de que dicho órgano colegiado subsane de oficio o a instancia de 

"" idclll. p. I(,<;. 
1>, ibidc lll. pp. 164. 
'" idelll. pp. 168 Y 170 11 172. 
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parte los defectos que pudieran viciar la demanda, siempre que la 

naturaleza de los mismos lo permita. 183 

Al respecto, cabe mencionar que la admisión del recurso de 

inconstitucionalidad no produce efectos suspensivos ni de la vigencia 

ni de la aplicación de la norma recurrida, manteniéndose así la 

presunción de constitucionalidad de la misma en tanto no recaiga 

sentencia en contrario. No obstante, la regla de la no suspensión de 

las disposiciones legales objeto de impugnación tiene una excepción , 

que es la contenida de forma genérica en el artículo 161 .2 de la 

Constitución Española y concretada respecto del recurso de 

inconstitucionalidad en el artículo 30 de la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional. En virtud de estos preceptos, la impugnación por 

parte del Presidente del Gobierno de leyes, disposiciones normativas 

IS.' La posibilidad de subsanación está conectada por una parte, con el tipo de irregularidad 
que determina el defecto en cuestión. En este sentido, la fa lta de un requisito esencial , de 
estricto orden público, determina la I/ulidad del acto, es decir, la privación de sus efectos, y 
su inadmisión al afectar este vicio la esenc ia misma del proceso, pudiendo ser invocada 
dicha nulidad en cualquier momento del proceso; este tipo de defectos procesales son 
conocidos como materiales. Cuando el defecto no reviste aquella gravedad no acarrea otra 
sanc ión que la {/l/lI/"hilit!"t! del acto viciado que sólo puede invocarse dentro de los plazos 
legalmente es tablecidos, pasados los cuales el acto adquiere firmeza. Estos defectos 
procesa les son conoc idos como formales. Aunque en principio sólo este segundo tipo de 
vicios pueden ser subsanab les, el Tribunal Constitucional, por razones de econonúa procesal 
de conservac ión de las actuaciones en la medida de 10 posible, y por el ya aludido interés 
gene ral que prevalece en este tipo de procesos, posibilita la subsanación incluso de vicios 
'luc aC<lIwan la nulidad el acto. siempre que no afecten cuestiones de orden público 
procesa l. Los defectos de carácter formal subsanables son entre otros: los referidos a la 
ident idad de las personas u órganos que ejercitan la acción, la mención expresa de la ley o 
precepto impugnado en lodo o en parte. la precisión del precepto constituciona l que se 
entiende infringido, y por supuesto, la petición de inconstitucionalidad de la norma 
constituciona l recurrida y su consiguiente nulidad. En contraste, como ejemplo de defecto 
formal insubsanable . tenemos la presentación de la demanda fuera del plazo de tres meses 
como hábi l para ejercer la acción directa de inconstitucionalidad, al configurarse como 
plazo de caduc idad, y como defecto material insubsanable la impugnación de normas de 
rango inferior a la ley, que supone la inadmisión del recurso por falta de jurisdicción del 
Tribumrl Constitucional. GARCÍA MARTÍNEZ, Op. cit. pp. 180 a 182 y 185 a 188. 
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o actos con fuerza de ley de las Comunidades Autónomas, produce 

la suspensión de la norma impugnada.184 

Admitida a trámite la demanda, comienza propiamente el 

desarrollo del proceso de inconstitucionalidad; posterior a dicho 

trámite, el Tribunal Constitucional procede a emplazar a los sujetos 

legitimados pasivamente. De conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 34 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional , el Tribunal 

Constitucional está obligado a dar traslado de la demanda al 

Congreso de los Diputados y al Senado por conducto de sus 

Presidentes, al Gobierno por conducto de su Ministerio de Justicia, y 

en el caso de que la norma recurrida fuese una ley autonómica, a los 

órganos legislativos y ejecutivos de la Comunidad Autónoma autora 

de la norma en cuestión, con la finalidad de que dichos órganos 

públicos puedan personarse en el procedimiento y formular las 

alegaciones que estimen oportunas, lo cual pueden hacer a través de 

representantes. 185 

'" La suspensión de estas normas pone de manifiesto el desigual tratamiento que establece 
la Const itución de las normas autonómicas respecto de las estatales. Esta excepción se 
estruclllra bajo los sigui entes princ ipios: 1) La impugnación, siempre que el recurso ~ea 
admitido, produce automáticamente la suspensión de la norma autonómica recurrida ; 2)La 
razó n de se r de la suspensión es ev itar la producción de situaciones jurídicas, al amparo de 
la norma recurrida , que pudieran resu ltar de dificil e imposible reparación si ésta es 
declarada inconstitucional, sin embargo, el artÍCulo 162 .1 de la Constitución, fija un plazo 
máximo de la suspensión de cinco meses en el que se estima que el T ribuna l puede dictar 
sente ncia y termi nar así con la sinlación de incertidumbre sobre la constinlcionalidad de la 
norma en cuesti ón: 3) Transcurridos los c inco meses sin dictar sentencia. el Tribunal debe 
nlli lica r o Ie va l1!a r la suspensión. dic tando al efecto un acuerdo en forma de auto. Íb idem. 
pp. \ 7 .. a \ 7h . 
!S; idem. pp . \92 Y 11)4 . Es importante señalar que con ello se concreta él principio de 
contradicción procesal. No obstante, debe cons iderarse que dicho principio queda en cierta 
\(lI'I11a atenuado al se r todas las partes que ac tllan en el proceso directo de 
incllnstitucionalidad úrg(I/IOS .públicos, que tienen intereses contrapuestos y d istintos. 
gui ados por el interés fundamental de la mejor aplicación de la Constinlción y afirmación de 
su supremacia. Aun así, la componente política que subyace en el recurso de 
incons titucionalidad convierte la comparecencia de los órganos enunciados en el artículo 
34. 1 constitucional. en una auténtica controversia a favo r y en contra de la 
const itucional idad de la ley impugnada. con auténticos intereses enfre ntados que sostienen 
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A partir de la fase de alegaciones, el proceso sigue su curso 

con una estructura muy simplificada, debido a que las actuaciones 

que se desarrollan a lo largo del proceso tienen la finalidad de 

posibilitar y ayudar al Tribunal a que se forme un juicio sobre la 

pretensión objeto del proceso directo de inconstitucionalidad, lo cual 

condiciona el desarrollo y actividad que integran al mismo de tal 

manera, que los actos procesales que pueden producirse en la fase 

de alegaciones son eventuales y no constituyen la regla común de 

este proceso constitucional. En este supuesto se encuentra la fase 

probatoria típica de los procesos desarrollados en la jurisdicción 

ordinaria , misma que pasa a un segundo plano en el proceso directo 

de inconstitucion'alidad.186 

No obstante, de ser necesaria la prueba en el proceso 

constitucional , al igual que en todo proceso, ésta tiene que versar 

necesariamente sobre hechos y puede ser propuesta tanto por las 

partes como acordada de oficio por el Tribunal Constitucional sólo 

después del trámite de alegaciones. La posibilidad de que la prueba 

sea practicada se presenta cuando el vicio de inconstitucionalidad 

por el que se recurre la ley en cuestión es un vicio formal, situación 

en la cual puede tener alguna trascendencia la prueba de ausencia o 

insuficiencia de requisitos en el procedimiento de elaboración de la 

norma . El plazo máximo para practicar la prueba es de treinta días.187 

las diferentes posturas. sin perder de vista que no se trata de un interés subjetivo, sino de un 
interés púb lico objetivo, que preva lece durante el juicio de constitucionalidad, 
",, ibidem. pp, 199 Y 200, 
IX- ib idel11. p,200, 
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Junto a la posibilidad que tienen las partes de aportar pruebas 

y en consecuencia dar paso a la fase probatoria durante.el proceso 

directo de inconstitucionalidad, encontramos la facultad que tiene el 

Tribunal Constitucional para recabar de los Poderes Públicos y de los 

órganos de cualquier Administración pública, la remisión de 

expedientes, informes y documentos relativos a la norma impugnada 

en el proceso, lo cual puede hacer valer de oficio. Dicha facultad del 

Tribunal Constitucional se limita a contemplar la documentación 

anterior a la disposición o acto que ha dado origen al proceso, es 

decir, de aquella documentación que se encuentre en poder de los 

órganos públicos o de cualquier Administración y que contribuyan a 

esclarecer la cuestión que se somete al Tribunal. Esta facultad 

supone que pueda ser ejercida no sólo para reclamar expedientes 

referentes a los trámites procedimentales que deben desarrollarse en 

el proceso de elaboración de la norma recurrida cuando la demanda 

de inconstitucionalidad se basa en la ausencia, insuficiencia o 

deficiencia de los requisitos formales que tiene que revestir dicho 

procedimiento, sino que también debe de considerarse cualquier otro 

tipo de documentos e informes que constituyan un elemento para 

conformar el criterio del Tribunal, planteándose un límite a dicha 

facultad para recabar la documentación: que ésta sea relevante en 

relación con el objeto del recurso. Una vez aportada la 

documentación por los poderes públicos y las Administraciones 

públicas (estatales o autonómicas), debido a la obligación que se les 

impone de colaboración con el Tribunal Constitucional, éste la 

facilitará a las partes para que en un plazo no especificado y que 

queda en consecuencia a su arbitrio, aquéllas puedan hacer 

alegaciones al respecto. Es oportuno mencionar que a diferencia de 

la fase probatoria, la cual sólo puede llevarse a cabo de modo 

posterior a la fase de alegaciones, el Tribunal puede recabar la 
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documentación pertinente en cualquier momento del proceso, incluso 

en el momento inicial. 188 

Aunada a la anterior facultad, el Tribunal Constitucional tiene 

la facultad de apreciar motivos distintos de los alegados con 

relevancia para acordar lo procedente sobre la admisión o 

inadmisión, y en su caso, estimación o desestimación de la 

pretensión, los cuales pueden ser deducidos por el propio Tribunal en 

el razonamiento jurídico de su argumentación , o bien , derivados de la 

prueba, de la documentación o información solicitada por el Tribunal 

o de la producción de nuevos hechos. Esta facultad que el artículo 84 

de la LOTC confiere al Tribunal Constitucional , puede ser ejercida en 

cualquier momento, siempre y cuando sea anterior a la sentencia. 

Apreciados estos motivos distintos el Tribunal los comunicará a las 

partes, a quienes concederá audiencia común por un plazo no 

superior a diez dias para que hagan las alegaciones que estimen 

convenientes.189 

f) Sentencia.- Transcurrido el plazo de personación y 

formulación de alegaciones, el Tribunal en Pleno debe dictar 

sentencia en un plazo de diez días, plazo que puede ser ampliado sin 

exceder de treinta . El quórum para adoptar las resoluciones (quórum 

de deliberación) debe ser de al menos dos tercios de los miembros 

que integren dicho órgano colegiado, debiendo cumplir dichas 

sentencias con los requisitos de motivación y fundamentación, así 

como con el principio de publicidad establecido en el artículo 120.1 y 

1<; idem. pp. 200 a 202 . 
IS·' ibidem. p. 203. 
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120.3 de la Constitución Española, por lo que la sentencia deberá 

aparecer publicada en el Boletín Oficial del Estado.190 

g) Efectos de la sentencia.- Las sentencias que dicta el 

Tribunal Constitucional en los procesos directos de 

inconstitucionalidad pueden ser estimatorias o de inconstitucionalidad 

y desestimatorias, teniendo en cuenta que son distintas las 

sentencias desestimatorias por apreciar el Tribunal defectos formales 

(lo que supone que no resuelve el fondo de la pretensión y que no se 

plantea la inconstitucionalidad de la norma recurrida) y las 

desestimatorias por razones sustantivas en las que el Tribunal hace 

un juicio de constitucionalidad apreciando fundamentalmente la de la 

norma impugnada ; tanto las sentencias de inconstitucionalidad como 

las desestimatorias lo pueden ser total o parcialmente, según 

aprecien la totalidad de la pretensión o sólo una parte. En 

consecuencia, se atribuye efectos distintos a las estimatorias (valor 

de cosa juzgada y plenos efectos frente a todos) y las 

desestimatorias (valor de cosa juzgada), sobre la base teórica de que 

las primeras producen una alteración del ordenamiento, al expulsar 

del mismo una norma inconstitucional , mientras que las 

desestimatorias, simplemente confirma la constitucionalidad de una 

norma . En este sentido, mientras la declaración de 

inconstitucionalidad propia de las sentencias estimatorias tiene un 

efecto muy preciso, la invalidez de la norma y en consecuencia su 

nulidad y expulsión del ordenamiento, las sentencias desestimatorias 

del recurso lo que hacen es confirmar la presunción de 

constitl,!..cionalidad de la norma, presunción que existe siempre 

cuando sólo cabe destruir por la declaración expresa en contrario del 

,.,. ( iA RC iA MARTiNEZ, op. c it. pp. 66. 67 Y 209. 
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Tribunal Constitucional, sin alterar o reforzar con ello ni su validez ni 

su rango que. siguen siendo los mismos que antes de la sentencia .191 

Debido a lo anterior, puede concluirse que las sentencias 

estimatorias o de inconstitucionalidad de la norma recurrida tienen 

valor de cosa juzgada y efectos erga omnes, esto es, obligatorios 

para todos los poderes públicos , mientras que las sentencias 

desestimatorias únicamente tienen valor de cosa juzgada, pues sólo 

confirman la constitucionalidad de la norma recurrida . 192 

Siendo el objeto del proceso una norma con valor y fuerza de 

ley, es decir, que produce efectos erga omnes o generales y vincula 

a los poderes públicos, la sentencia tiene que tener necesariamente 

reconocidos efectos similares . De ahí que la publicación de la 

sentencia en el Boletín Oficial del Estado atienda a la naturaleza y 

alcance de la ley, de tal forma que siendo la publicación un requisito 

de eficacia de la ley, también lo sea el de las sentencias recaídas en 

el proceso directo de inconstitucionalidad, por lo que en este orden 

"" ibidem. pp. 2 13. 2 14 Y 216. 
"" Las sentencias reca idas en los procesos de inconst itucionalidad, como todas la, 
sente ncias constitucionales, ti enen sin duda el va lor de cosa j ltzgada desde el momento qUé 
adquieren firmeza al ser inimpugnables. Tanto el articulo 164.1 de la Constitución Espallola 
("no cabe recurso contra ell as") como el 93 .1 de la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional ("contra las sentencias del Tribunal Constituc ional no cabe recurso 
alguno .. ") confirman inequivocamente el va lor de cosa juzgada de dichas sentencias. No 
obstante. si bien el "alor de cosa juzgada en las sentencias eSl illlaforia,l' impiden e l 
rep lantea miento de l proceso directo de inconstlt ucionalidad de la norma obieto del 
concluido prOCl'SO. debido a que los e rec tos generales (ergo Ollll1 es\ de la sentenc i~ han 
exc luido a la norma recurrida del ordenamiento juridico. las selllellóas deseslimlllo /'/(/ .I 
reca idas en un proceso direc to de inconstitucionalidad . no impiden un nuevo plantea'miento 
procesal sobre la constituciona lidad de la norma respecto de la que se pronuncia di cha 
sentencia. que. aunque sea por vía incidental (cuestión de constitucionalidad), da luga r 
también a un proceso de inconstitucionalidad en e l que ya no juegan los plazos de 
interposición del recurso. lo que permite que la constitucionalidad de dicha norma pueda ser 
verificada nuevame nte por el Tribunal Constitucional. ídem. pp. 224 Y 229. 
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de ideas, sólo deberá cumplimentarse el fallo a partir del momento en 

que aparezca publicado en dicho instrumento oficial.
193 

h) Ejecución de sentencias.- La razón de la existencia del 

Tribunal Constitucional reside en que sus decisiones se cumplan, y 

este cumplimiento supone que la norma declarada inconstitucional no 

sea aplicada por los poderes públicos a los particulares, y que la 

interpretación que ha dado tanto de la Constitución como de las 

normas recurridas se incorpore a las respectivas fuentes legales. No 

obstante, el cumplimiento de las sentencias derivadas de los 

procesos directos de inconstituciona/idad por parte de los demás 

poderes públicos es solamente voluntaria. La exclusión de la 

ejecución forzosa de estas sentencias encuentra su fundamento en 

el problema de relación de poderes del Estado, ya que la 

Constitución Española al establecer y regular al Tribunal 

Constitucional, lo ha configurado como un poder en relación con los 

demás poderes del Estado, de manera que la ejecución de sus 

sentencias es únicamente la manifestación del ámbito competencial 

de dicho órgano coleg iado con referencia a los distintos órganos 

constitucionales.194 

El objetivo del ordenamiento constitucional al establecer la 

ejecución voluntaria de las sentencias derivadas de los procesos 

constitucionales es el lograr una relación pacífica entre los poderes 

públicos del Estado, que debe traducirse en el reconocimiento por 

parte de éstos de sus respectivos ámbitos competenciales . En este 

sentido , el cumplimiento de dichas sentencias debe entenderse como 

un acto de colaboración entre los órganos públicos , encaminado a 

"" Ibldclll, p. 2 15. 
1'" id ~ lll . pp. 237 Y 238. 
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garantizar el sistema sociopolítico y jurídico constitucionalmente 

establecido. Consec~entemente , cuando la ejecución de estas 

sentencias no se lleva a cabo por los órganos a quienes 

corresponde, es evidente que no hay posibilidad de forzar dicha 

ejecución. 

3.1.2 La cuestión de inconstitucionalidad 

El sistema de control de constitucionalidad en España 

distingue claramente los conceptos de recurso de 

inconstitucionalidad y cuestión de inconstitucionalidad. El primero, 

anal izado en el apartado anterior, es el medio de control de la 

constitucionalidad de leyes y de actos con fuerza de ley por vía de 

acción. El segundo, es decir, la cuestión de inconstitucionalidad, es 

el medio de control de la constitucionalidad que se ejerce por vía de 

excepción o incidental, siendo este último objeto de análisis en el 

presente apartado con la finalidad de abordar el estudio de este 

medio de control concreto de constitucionalidad de leyes y normas 

con fuerza de ley en España.195 

No obstante, antes de comenzar resulta necesario aclarar 

algunos aspectos generales al tema. Como hemos dicho 

anteriormente, con el fin de garantizar la "supremacia de la 

Constitución", en España ha sido creado un órgano especial 

denominado Tribunal Constitucional , el cual tiene el monopolio de la 

declaración de inconstitucionalidad de las leyes y normas con rango 

de ley y, por tanto, la invalidez de la ley corresponde declararla a 

,.,- El control concreto es aquel que tiene lugar vinculado a un proceso. en un principio no 
constitucional, en el que, al hilo de la resolución de un caso concreto. se plantea la 
constitucionalidad de una norma jurídica. GARCÍA MARTÍNEZ, Op. cit. , pag.46. nota al 
pie de página número 2. 
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dicho órgano facultado constitucionalmente para eliminar aquellas 

normas incompatibles con la misma.196 

El monopolio de rechazo de las leyes, que corresponde al 

Tribunal Constitucional , no significa, sin embargo , la imposibilidad de 

actuación de los jueces ante aquellas normas legales que consideren 

inconstitucionales. Así, la Constitución Española establece en su 

artículo 163 que "cuando un órgano judicial considere, en algún 

proceso, que una norma con rango de ley, aplicable al caso, de cuya 

va lidez dependa el fallo , pueda ser contraria a la Constitución, 

planteará la cuestión ante el Tribunal Constitucional". Este 

mecanismo ha sido denominado por la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional como cuestión de inconstitucionalidad.197 

Dicho precepto, además de ser el fundamento junto con el 

articulo 161 .1, inciso a) del monopolio de declaración de la 

inconstitucionalidad de normas jurídicas con rango de ley por parte 

del Tribunal Constitucional Español , supone la introducción en el 

sistema de jurisdicción concentrada de un elemento característico del 

sistema de control difuso norteamericano; al reconocérsele a los 

"jueces ordinarios" la posibilidad de someter al juicio del Tribunal 

Constitucional la presunta inconstitucionalidad de una norma con 

rango de ley o alternativamente, la de no hacerlo, en un verdadero 

juicio previo de constitucionalidad. Mediante tal solución se conjuga 

tanto el principio de respeto a la ley por parte de los jueces (art. 117 

constitucional) , como la eficacia directa de la Constitución (art . 9.1). 

,.". RmAS VlA URA . Andres. LII c/,,!sliólI de incvnslifll cilJllll lidad. Madrid, Editorial 
(" i,i tas. 1991 , pp. 24 Y 25. 
,." La cuestión de inconstitucionalidad abre paso al proceso incidental de 
inconstitucionalidad. que implica una conexión necesaria con un proceso concreto que le 
apa rat a del contro l abst racto de constitucionalidad de leyes y normas o disposiciones con 
ra ngo de ley. GARCiA MARTiNEZ. Op. cil. , p.29, nota al p ie de página número 55 . 
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Es importante mencionar al respecto que el Tribunal Constitucional 

en el fundamento jurídico número 1 de su sentencia STC 17 /1981 de 

primero de junio de ese año, estableció la teoría general sobre la 

cuestión de inconstitucionalidad al señalar que la cuestión de 

inconstitucionalidad "(es) ... un instrumento puesto a disposición de 

los órganos judiciales para conciliar la doble obligación en que se 

encuentran de actuar sometidos a la ley y a la Constitución".198 

La cuestión de inconstitucionalidad aparece regulada, además 

de su previsión constitucional (artículo 163), en la Ley Orgánica del 

Tribunal Constitucional, concretamente en los artículos 35 a 37 a los 

que debe añadirse los relativos a disposiciones generales sobre 

procedimientos de declaración de inconstitucionalidad (arts . 27 a 30), 

los relativos a los efectos de las sentencias (arts. 38 a 40), y algunas 

disposiciones comunes sobre procedimiento (arts. 80 a 95). Cabe 

señalar que esta regulación constitucional y legislativa debe 

complementarse por la doctrina que al respecto ha dictado sobre el 

tema el Tribunal Constitucional tanto en sus sentencias como autos, 

que hasta la fecha han desarrollado y especificado los distintos 

aspectos y requisitos procedimental~s de la cuestión de 

inconstitucionalidad. Dicha doctrina es fundamental en el tema de la 

cuestión si tomamos en cuenta que al ser el Tribunal Constitucional 

el máximo intérprete de la Constitución, debe ser éste quien decida 

de forma irrevisable sobre tales requisitos al efectuar el control de 

admisibilidad de las cuestiones de inconstitucionalidad que le sean 

planteadas por los órganos judiciales.199 

1'» RIBAS MAURA. Op. cit, p. 30. 
1'" i hidel1l. p.3 !. 
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Como puede observarse, junto al proceso directo o principal 

de inconstitucionalidad derivado del recurso de inconstitucionalidad 

(artículos 161, inciso a) constitucíonal y 31 a 34 y demás relativos de 

la LOTC), el artículo 163 de la Constitución Española configura una 

segunda vía procesal en ocasiones definida como "indirecta" por 

suscitarse en torno a un proceso principal, no constitucional , iniciada 

por los jueces ordinarios, denominada "cuestión de 

inconstitucionalidad". La cuestión de inconstitucionalidad se plantea 

como una vía procesal que intenta introducir, en parte, un 

mecanismo de jurisdicción concreta en el modelo de jurisdicción 

constitucional abstracta articulada por la Constitución Española . 

Evidentemente el juicio sobre la constitucionalidad de la norma 

cuestionada lo reservan tanto la Constitución como la Ley Orgánica 

del Tribunal Constitucional y la jurisprudencia constitucional, al 

Tribunal Constitucional que tiene en esta materia competencia 

exclusiva , pero ello no excluye el juicio que sobre la hipotética 

inconstitucionalidad de la norma se reserva a los órganos 

jurisdiccionales legitimados para interponer la cuestión (órganos 

judiciales) y que en realidad es el fundamento de la misma, aunque 

los efectos de este juicio no puedan compararse con el juicio de 

constitucionalidad que realíza el Tribunal Constitucional en sus 

sentencias . Mientras que aquel juicio no sirve más que para 

fundamentar una cuestión de inconstitucionalidad que al juez 

ordinario le está vedado responder, el que realiza el Tribunal 

Constitucional tiene el efecto de excluir del ordenamiento una norma 

legal declarada inconstitucional y afectada por tanto de nulidad 200 

En este orden de ideas, el planteamiento de la cuestión de 

inconstitucionalidad que hace el juez ordinario (a quo) respecto de 

:", GA RCi." \1 ARTÍNEZ, op. c it , p.46. 
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una ley aplicable al caso concreto del cual conoce ante el Tribunal 

Constitucional por considerarla violatoria del ordenamiento 

constitucional, obedece al cumplimiento de la obligación de respetar 

la Constitución en el desempeño de su función jurisdiccional. Por tal 

motivo, es de suponerse necesariamente para que proceda este 

medio de control de constitucionalidad de leyes y normas con rango 

de ley, la existencia de un proceso, en el cual durante el desarrollo 

del mismo, surja la duda sobre la constitucionalidad de una ley que 

ha de ser aplicada para su resolución . En este sentido, el juez que 

conoce de la causa se halla ante un imperativo claramente 

jurisdiccional de consultar al órgano controlante en torno a la 

conformidad de la ley que servirá de fundamento para dictar 

sentencia con la Constitución de la cual esa ley emana, a fin de que 

sea el propio Tribunal Constitucional quien se pronuncie sobre la 

constitucionalidad o inconstitucionalidad de la ley aplicable al 

procedimiento incoado ante el juez de jurisdicción ordinaria .201 

a) Legitimación.- La legitimación para plantear la cuestión de 

inconstitucionalidad es atribuida constitucionalmente a "cualquier 

órgano judicial" (art.163), expresión que utiliza igualmente la LOTC 

junto e indistintamente con la de "Juez o Tribunal " (arts. 35.1 y 2 Y 

38.3 LOTC)202 

De la lectura de dichos artículos queda claro que sólo pueden 

instar dicho proceso constitucional aquellos órganos que integran el 

Poder Judicial, puesto que la "calidad de judicial" que se impone al 

órgano por la Constitución impide cualquier aplicación extensiva de 

los conceptos de Juez o Tribunal. De esta forma, debe entenderse 

,,,' COV IÁ N ANDRADE, Miguel. El COlllrol de la cOl1stitucionalidad ". p. 182. 
,,,, RIBAS MAURA, Op. cit, p. 43 . 
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excluido cualquier órgano privado o de la Administración aunque 

revista la forma de Tribunal y actúe con procedimientos 

paraprocesales. En consecuencia, dentro de la estructura del Poder 

Judicial Español, no existe ninguna limitación de forma para que 

cualquier órgano jurisdiccional, sea cual sea su grado o su orden 

(civil , penal, social o contencioso-administrativo) pueda plantear la 

cuestión, debiéndose incluir en esta relación a la jurisdicción militar 

por integración declarada al Poder Judicial, según lo dispuesto en la 

propia Ley Orgánica de la Competencia y Organización de la 

Jurisdicción Militar (art. 1 ) .203 De este modo, para determinar de 

manera concreta la relación de los órganos legitimados para 

interponer la cuestión de inconstitucionalidad, habrá que acudir a los 

correspondientes articulos que regulan la organización judicial en la 

Ley Orgánica del Poder Judicial y Ley Orgánica de Justicia Militar. 

Dentro de la relación de órganos legitimados para interponer la 

cuestión debe añadirse al propio Tribunal Constitucional , el cua l, 

según dispone el artículo 35.2 de la LOTC, puede a través de la 

iniciativa de alguna de sus Salas en la resolución de un recurso de 

amparo , plantearse una cuestíón de inconstitucíonalidad, también 

denominada autocuestión. En este supuesto, el Tribunal 

Constitucional como órgano jurisdiccional aunque separado del 

Poder Judicial, actúa en la defensa de los derechos y libertades 

públicos reconocidos por la Constitución cuando su lesíón viene 

originada por la aplicación de una norma con fuerza de ley204 Así , 

mediante este instrumento de carácter extraordinario, el Tribunal 

Constitucional complementa su función de garantía de los derechos 

fundamentales y de protección de la Constitución. 

~", ibidel11 . pp . 43 Y 44 . 
2u-I idel11 . p 45 . 
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Cabe mencionar que la legitimación atribuida a los órganos 

judiciales no es la vía procesal para impugnar de forma directa y en 

abstracto la constitucionalidad de una norma legal. La Constitución y 

la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional exigen que el órgano 

judicial que plantea la cuestión esté conociendo en un proceso la 

. resolución de un caso concreto, y que de la validez de la norma 

aplicable dependa el fallo o resolución de dicho caso. Por' este 

motivo, la apreciación de la concurrencia de dichos requisitos en el 

juicio a qua, y en consecuencia, la decisión del planteamiento de la 

cuestión, es una competencia que corresponde en exclusiva al 

órgano judicial. Así , la jurisprudencia constitucional ha reiterado en 

distintas ocasiones que suscitar la cuestión de inconstitucionalidad es 

una prerrogativa exclusiva e irrevisable del órgano judicial, único 

legitimado para instar la acción del Tribunal en esta vía procesal de 

control de constitucionalidad , En este sentido, si el órgano judicial no 

tiene duda alguna sobre la constitucionalidad de la norma, no tiene 

por qué formular la cuestión, aunque así se lo soliciten alguna o 

algunas de las partes del proceso a quo,205 

Finalmente, es importante mencionar que los efectos de la 

legitimación se limitan, según el artículo 32 de la LOTC, a la mera 

presentación de la cuestión ante el Tribunal Constitucional , sin 

posibilidad de personarse y presentar nuevas alegaciones en el. 

proceso constitucional. En este sentido, resultan suficientes las 

alegaciones formuladas inicialmente por el órgano judicial, dirigidas a 

la eventual declaración de la conformidad o disconformidad de una 

norma con la Constitución?06 

~,, ; ibídem, pp. 47 Y 48. 
~"" idem. p. S4 . 
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b) Partes litigantes del proceso a quo.- La Constitución 

Española guarda silencio sobre el papel de las partes del proceso en 

la promoción de la cuestión de constitucionalidad . No obstante, la 

Ley Orgánica del Tribunal Constitucional especifica que la duda del 

órgano judicial sobre la constitucionalidad de una norma podrá surgir 

"de oficio o a instancia de parte". Es importante aclarar que cuando 

la Ley Orgánica hace referencia a las partes y a su actividad en la 

tramitación y presentación de una cuestión de inconstitucionalidad en 

su artículo 35.1 y 2, se refiere a los sujetos físicos o jurí~icos 

personados en el proceso "a quo". Así, serán partes para el Tribunal 

Constitucional aquéllas que resulten de la apreciación de las normas 

aplicables hecha por el órgano judicial, según el testimonio de las 

actuaciones remitidas por el mismo, sin que sea posible la revisión 

de la legalidad del procedimiento seguido para determinar si las 

partes son las que realmente debieran serlo de acuerdo con la 

legislación vigente207
, pues resulta oportuno señalar que el Tribunal 

no es competente para realizar un control sobre la legalidad de las 

normas ni mucho menos de un procedimiento seguido ante la 

jurisdicción ordinaria . 

El reconocimiento de la instancia de parte en el planteamiento 

de las cuestiones de inconstitucionalidad, supone únicamente el 

prever de forma expresa la posibilidad de que las partes adviertan al 

órgano judicial la inconstitucionalidad de la norma aplicable al caso. 

No tiene , por tanto, otro carácter más que el de una "denuncia" que 

no . obliga al juez a plantear la cuestión ante el Tribunal 

Constitucional. La Constitución no permite otra interpretación y en 

este sentido la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional es expresa y 
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es reafirmada por la interpretación que de la intervención de las 

partes ha hecho reiteradamente el Tribunal Constitucional, al 

considerar, tal y como lo hemos mencionado, que "suscitar la 

cuestión de in constitucionalidad es una prerrogativa exclusiva e 

irrevisable del órgano judicial", sin que el propio artículo 35 de la 

LOTC contenga un recurso a disposición de las partes o un derecho 

a que los órganos judiciales expresen dudas sobre la 

constitucionalidad de la norma aplicable.208 

De la lectura del artículo 35 de la LOTC, se deduce _que la 

apertura de tal incidente exige la existencia de al menos una "duda" 

inicial del juez sobre la constitucionalidad de una norma. El trámite 

del artículo 35.2 está previsto como condición previa para plantear la 

inconstitucionalidad; si no existe en el juez dicha duda inicial , sea de 

oficio o provocada por la instancia-denuncia de las partes, esto es , si 

no se ha producido un juicio de posible inconstitucionalidad sino un 

juicio positivo de constitucionalidad, no tiene porque iniciar el 

procedimiento. Además, en caso de ser instado por las partes, el 

órgano judicial no está obligado a dar respuesta expresa y explícita 

a las pretensiones de las partes respecto a la denegación de la 

apertura del trámite incidental. La simple aplicación de la norma al 

caso concreto supone una contestación en sentido negativo de las 

pretensiones de las partes 209 

Como puede apreciarse, el papel de las partes en la iniciativa 

del planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad es 

ciertamente reducido, pero existe. Ante la ley inconstitucional las 

partes disponen de cierta capacidad de reacción , ya que pueden 

:", ídem. pp. 57 Y 58 . 
:", íbídem. pp. 59 Y 60. 

171 



instar, incitar la acción del órgano judicial para que se pronuncie 

sobre la constitucionalidad de la norma y plantee, si lo considera 

procedente, la cuestión de inconstitucionalidad ante el Tribunal 

Constitucional. Sin duda es una posibilidad limitada, pero no debe 

olvidarse que la naturaleza y función de la cuestión de 

inconstitucionalidad es, esencialmente, la protección objetiva de la 

Constitución, y no de los intereses subjetivos de las partes, por lo 

que desde nuestro personal punto de vista, las partes sólo tienen la 

calidad de coadyuvantes de los únicos órganos legitimados para 

incoar el procedimiento constitucional en vía de excepción o 

incidental, los órganos judiciales. 

Ahora bien , el papel de las partes no se limita a la potestad de 

iniciativa en los términos anteriormente descritos, sino que la Ley 

Orgánica del Tribunal Constitucional establece su necesaria 

intervención en el trámite o incidente previo al planteamiento de la 

cuestión . Si bien es cierto que este incidente sólo se abrirá cuando el 

órgano judicial dude sobre la constitucionalidad de una ley o norma 

con fuerza de ley, cuando tal supuesto se produzca, y como requisito 

previo e imprescindible al planteamiento .de la cuestión, se dará 

audiencia a las partes y al Ministerio Fiscal para que en el plazo 

común e improrrogable de diez días puedan alegar lo que deseen 

sobre la pertinencia del planteamiento de la cuestión. En este 

sentido, el único interés jurídicamente protegido por la Ley Orgánica 

del Tribunal Constitucional con relación a las partes del proceso a 

qua, no es otra que el de hacerse oír en el trámite o incidente previo 

sobre el planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad, interés 

protegido hasta el punto de que su incumplimiento u omisión o su no 

acreditación, supone un defecto en el modo de proposición que, en 
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consecuencia, produce la inadmisión de la cuestión planteada ante el 

Tribunal Constitucional.210 

Respecto al contenido concreto de las alegaciones de las 

partes , éstas deben tratar sobre la vinculación entre la norma 

cuestionada y los supuestos de hecho del caso, así como sobre la 

conformidad de dicha norma con la Constitución . De esta forma , sus 

alegaciones servirán para contribuir a que el órgano judicial vea 

disipadas o confirmadas sus dudas respecto a la inconstitucionalidad 

de la ley o norma con fuerza de ley. Dichas alegaciones deberán ser 

remitidas junto con la decisión judicial y testimonio de los autos al 

Tribunal Constitucional, de conformidad con lo establecido en el 

articulo 36 de la LOTC y contribuirán sin duda a la formación de su 

opinión y resolución de la cuestión planteada.211 

e) Requisitos de admisibilidad.- Existen varios requisitos 

para el ejercicio de la cuestión de inconstitucionalidad por parte del 

órgano judicial, mismos que se encuentran sometidos a un control de 

admisibilidad por parte del Tribunal Constitucional. La Ley Orgánica 

del Tribunal Constitucional exige que el órgano judicial al plantear la 

cuestión especifique de forma expresa cuál es la norma o normas 

con fuerza de ley cuya constitucionalidad cuestiona ; con relación a 

qué precepto o preceptos de la Constitución considera que existe 

contradicción; yen qué medida la decisión del proceso depende de la 

validez de la norma en cuestión. Junto con los argumentos judiciales, 

el juez debe acompañar el testimonio de los autos y alegaciones de 

las partes, si las hubiere, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 36 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. Sobre 

:'" idel1l .. pp. 62 a 63. 
:" ihidcl1l. pp. 64 Y 65. 
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todo ese material. el Tribunal Constitucional realizará su juicio de 

admisibilidad y. en su caso. procederá a la resolución del fondo del 

asunto 212 

Es importante señalar que del conjunto de las diversas 

condiciones para el planteamiento de las cuestiones de 

inconstitucionalidad y a efecto de su sistematización. pueden 

distinguirse los siguientes puntos que deben ser tomados en cuenta 

para su admisión por parte del Tribunal Constitucional : 

a) Con carácter previo. la existencia de un proceso del 

que esté conociendo un juez o tribunal. 

b) Fuerza de ley de la norma o normas que se cuestionan . 

c) Contradicción. según el criterio del órgano judicial de 

dicha norma con determinados preceptos 

constitucionales. 

d) Dependencia en la resolución del proceso principal de 

la validez de la norma legal aplicable.213 

Por su parte. el Tribunal Constitucional ha señalado como 

presupuesto inexcusable que el órgano judicial que promueve la 

cuestión sea "competente" Y. por tanto. capaz de pronunciarse en 

principio sobre el fondo del litigio. Esto es así porque la Constitución 

exige que de la validez de la norma aplicable "dependa la resolución 

del caso", lo cual no podrá ocurrir cuando el propio órgano judicial 

advierta de modo expreso que la estimación de la cuestión planteada 

no dará lugar a pronunciamiento alguno sobre el fondo del juicio al 

considerarse incompetente por razón de la materia. Sin embargo. si 

2" ibictl' l1l. p. 50. 
'" idem p.) l . 
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bien es evidente el requisito de la competencia previa del órgano 

judicial, no sucede lo mismo con su posible control por parte del 

Tribunal Constitucional. Como este mismo Tribunal ha destacado "el 

objeto de la cuestión de inconstitucionalidad no permite hacer una 

revisión de la legalidad del procedimiento seguido", por este motivo, 

ante el planteamiento de una cuestión, el Tribunal Constitucional no 

puede proceder a realizar un revisión de las condiciones procesales 

del juicio originario, sino que únicamente debe limitarse a comprobar 

el cumplimiento de los requisitos procesales que la Constitución y la 

Ley Orgánica del Tribunal Constitucional imponen al planteamiento 

de toda cuestión o en su caso a evitar una notoria falta de 

fundamento. Para ello, el Tribunal Constitucional deberá examinar las 

alegaciones del órgano judicial y el testimonio de las actuaciones 

realizadas, sólo cuando de manera evidente y sin necesidad de 

análisis de fondo se ponga de manifiesto que la norma cuestionada 

no dará lugar a resolución alguna sobre el fondo del asunto debido a 

la falta de la necesaria competencia del órgano judicial , pudiendo no 

admitir en este caso la cuestión de inconstitucionalidad planteada por 

el órgano judicial.2 14 

d) Objeto de control.- El objeto de control de la cuestión de 

inconstitucionalidad es, evidentemente, el mismo que en el recurso 

de inconstitucionalidad . Sin embargo, debido a las peculiaridades de 

esta vía de control , como es el hecho de tratarse de un control 

indirecto y concreto y ser ejercido con motivo de la apl icación de una 

norma legal , se derivan una serie de requisitos que deben tenerse en 

cuenta al momento de determinar el específico objeto de control en la 

cuestión de inconstitucionalidad y que lo diferencian del objeto en el 

recurso de inconstitucionalidad. Los requisitos que diferencian al 

: IJ íb idern. pp. 52 Y 53. 
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objeto de control en la cuestión de inconstitucionalidad son los 

siguientes: 

a) Norma con rango de ley. 

b) Contradicción de dicha norma con la Constitución . 

c) Dependencia para la resolución de un proceso de la validez de 

la citada norma legal aplicable.215 

Norma con rango de ley.- En este punto no existen 

diferencias con el objeto de control en el recurso de 

inconstitucionalidad. La Ley Orgánica del Tribunal Constitucional no 

establece distinción alguna puesto que de la sistemática seguida y de 

la propia literalidad de sus artículos 27.2 y 29 .1 se concluye 

claramente que la declaración de inconstitucionalidad promovida vía 

recurso o vía cuestión puede afectar a las mismas normas, razón por 

la cual y en obvio de repeticiones nos remitimos al estudio de las 

mismas realizado en otro apartado del presente capítulo.216 

Es importante mencionar que cualquier otra norma de rango 

infralegal no incluida por tanto en el llamado "bloque de 

constitucionalidad '" previsto por el artículo 27 .2 de la Ley Orgánica del 

Tribunal Constitucional, será controlable por los jueces y tribunales 

ord inarios a quienes corresponderá apreciar y decidir su 

contradicción o no con la Constitución , inaplicando la norma en caso 

de existir tal contradicción217 por corresponderles el ejercicio del 

llamado control de legalidad, siendo incompetente para efectuar 

dicho control el Tribunal Constitucional Español. 

~ I ' idem. p. 72 . 
~I" V id supra. p. 1 ~6 Y ss. 
". RIBA S MACRA. Op. cit. . p.74 . 
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Norma contradictoria con los preceptos constitucionales.­

El segundo de los requisitos del objeto sobre el que se ejerce control 

de constitucionalidad es la existencia de una contradicción entre la 

norma legal y la Constitución, contradicción entendida, por supuesto, 

a juicio del órgano legitimado para instar el control (órgano judicial), 

ya que en sentido estricto, sólo existe jurídicamente contradicción 

cuando así ha sido declarado por el Tribunal Constitucional, con la 

consiguiente nulidad de la norma.218 

Si bien es cierto que existe en el fondo una identidad 

sustancial entre la cuestión de inconstitucionalidad y el recurso al dar 

pie ambas vías --incidental y directa respectivamente--, a un proceso 

constitucional, el Tribunal Constitucional Español ha establecido 

importantes peculiaridades que deben ser tomadas en consideración . 

A diferencia de lo previsto en el recurso de inconstitucionalidad, en la 

presentación de la cuestión no es suficiente precisar el precepto 

constitucional que se supone infringido, sino que además el órgano 

judicial debe exteriorizar el razonamiento que le mueve a cuestionar 

la constitucionalidad de una norma o ley, proporcionando los 

elementos que le lleven a dicho razonamiento . Esto es así debido a 

que la decisión del Tribunal Constitucional no puede darse sino como 

respuesta a las razones por las que los órganos del poder judicial 

dudan , en un caso concreto, de la congruencia entre la Constitución 

y una norma con rango de ley.219 

Es importante mencionar que en esta vía de excepción o 

incidental las argumentaciones del juez tienen una especial 

trascendencia, pues la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional en 

'" i bidem. p. 80. 
"'1 ídem, p. 81 Y 82 . 
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---------------------------- ---

sus artículos 35.2 y 37 les da el carácter de "requisito de 

admisibilidad", pudiendo el Tribunal Constitucional rechazar la 

cuestión en trámite previo de admisión cuando falten dichos 

argumentos o su contenido sea notoriamente infundado. En este 

sentido, la argumentación judicial resulta ser un requisito sine qua 

non, pues del contenido y alcance de dicha argumentación, 

dependerá la decisión del Tribunal Constitucional. 

En cuanto al contenido de las argumentaciones del órgano 

judicial, el Tribunal Constitucional ha señalado que no es suficiel}te la 

mera afirmación de inconstitucionalidad, sino que debe expresarse 

razonadamente tal afirmación sin que sea necesaria una exposición 

exhaustiva de la totalidad de las razones que conlleven a sostener la 

inconstitucionalidad de una ley o norma con rango de ley, sino 

únicamente debe realizarse una exposición de los argumentos 

"racionalmente suficientes" para tomar en consideración la cuestión y 

justificar la decisión del órgano controlante.22o 

En segundo lugar, en cuanto al alcance de la argumentación 

sobre la in constitucionalidad de la norma, la doctrina se ha planteado 

el cuestionamiento respecto si la expresión "considere que ... pueda 

ser contraria", utilizada por la Constitución Española impone algunas 

limitaciones al poder de apreciación del órgano judicial. No obstante, 

la mayoría de la doctrina considera que esta expresión supone una 

fórmula de respeto o cortesía a la exclusividad de la competencia de 

la jurisdicción constitucional, que además, permite al juez emitir un 

juicio hipotético, mas no terminante, sobre la inconstitucionalidad de 

la norma; juicio no obstante que aunque sea en términos de duda, 

obliga al juez a llegar a una condición subjetiva, al menos inicial, pero 

::" ibidc lll. p. 83. 
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razonable, sobre la inconstitucionalidad de la norma sin necesidad de 

realizar un examen en profundidad del tema.221 

El problema en este sentido parte del posible control de 

calidad en lo "racionalmente suficiente" de la argumentación judicial 

según el Tribunal Constitucional, mismo que resulta de gran dificultad 

debido al "juicio discrecional" realizado por el juez al expresar una 

duda subjetiva . No obstante, la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional en su artículo 37 .1 permite rechazar en fase de 

admisión la cuestión notoriamente infundada, con lo que es I?osible 

un control previo de la argumentación. Pero este control previo, tal y 

como lo ha establecido el Tribunal Constitucional, no significa más 

que anticipar al juicio de admisión, lo que en principio sería objeto de 

un juicio sobre el fondo, esto es, la declaración de conformidad o 

inconformidad de la norma con la Constitución, lo cual será posible 

cuando aparezca a primera vista y sin necesidad de un profundo 

examen la debilidad o inconsistencia de la argumentación judicial. 222 

Consecuentemente, puede concluirse que el control de la 

fundamentación de inconstitucionalidad no pasa de ser en la fase de 

admisión prácticamente un examen formal, esto es, la constatación 

de la existencia de los argumentos del órgano judicial. 

Cabe mencionar que el Tribunal Constitucional ha dado en 

este tema de argumentación judicial de la cuestión un amplio margen 

de flexibilidad, buscando en base al principio del antiformalismo 

entrar a juzgar sobre el fondo del asunto en interés de la depuración 

objetiva del ordenamiento, de ahí que en la práctica sean contados 

los casos de inadmísión por falta notoria de fundamento. 

:: , ide111. pp. 84 Y 85 . 
'" ihide lll. p. 86. 
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Como puede observarse, la argumentación del órgano judicial 

tiene especial trascendencia para la resolución final de las cuestiones 

de inconstitucionalidad, ya que la decisión del Tribunal Constitucional 

sólo es posible como respuesta a las razones por las que lo~ órganos 

del poder judicial dudan de la constitucionalidad de una norma con 

fuerza de ley. De ahi que las razones puedan ser consideradas como 

la base a partir de la cual el Tribunal Constitucional construye su 

razonamiento, a fin de realizar un juicio sobre la constitucionalidad de 

una norma, dando asi inicio al proceso constitucional para el estudio 

del fondo de la cuestión de inconstitucionalidad . 

Norma aplicable al caso y de la que dependa el fallo.- La 

Constitución española exige como tercer y último requisito del objeto 

de control en la cuestión de inconstitucionalidad el que la norma legal 

controvertida sea aplicable al caso y que de su validez dependa el 

fal/0 223 Lo anterior significa que resulta necesaria la conexión entre 

la validez de la norma y la pretensión objeto del proceso a quo2 24 

Dicha condición que resulta ser. consustancial con la 

naturaleza de la ' cuestión de inconstitucionalidad, es así porque ésta 

se concibe como un medio de control concreto de la 

constitucionalidad de las normas, en la cual el órgano judicial 

vinculado por la ley y la Constitución, se vería en la obligación de 

:> Por fallo debemos entender el pronunciamiento dec isivo o imperati\ 'o de una resolución 
.11I(lir iul. se trate de materi a dc' ló nd" o de materia procesa l y ad(lpte tant o la forma de una 
sentenc ia definitiva que ponga fin al proceso judicial, como de una reso lución interlocutoria . 
En el caso de la materia procesa l. tal interpretación es justificada por el propio Tribunal 
Constitucional con base en los principios generales del an tiformali smo en su actuación y del 
interés en la "depuración objeti va de l ordenamiento" , a los que debe añad irse el argumento 
ele que la Constitución Espai\o la no distingue en ningún momento, ni elimina del objeto de 
e<"lIro l de las cuesti ones, aquellas normas que revi sten un carác ter puramente procesal. 
"J RIBA S MAURA Op. cir. p. 97. 
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aplicar a un supuesto concreto una norma legal contraria a aquélla 

(Constitución), si no pudiera plantear la cuestión ante el Tribunal 

Constitucional. Por tal motivo, en la medida en que la verificación de 

la constitucionalidad de una norma general resulte imprescindible 

para que un juez de jurisdicción ordinaria fundamente su fallo , será 

admisible su planteamiento ante el Tribunal Constitucional. 

Es importante mencionar que la "aplicabilidad de la norma" y 

la "dependencia de la decisión judicial en la validez o invalidez de 

dicha norma" son dos condiciones cuya apreciación compete al 

órgano judicial ordinario, por cuanto éstas forman parte del asunto 

concreto que está conociendo. La Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional prevé este control al establecer en su artículo 35 que 

el órgano judicial "deberá especificar y justificar en qué medida la 

decisión del proceso depende de la validez de la norma en cuestión", 

pudiendo inadmitirla el Tribunal Constitucional "cuando faltaren las 

condiciones procesales o fuere notoriamente infundada" de 

conformidad con lo establecido en el artículo 37 de dicha ley. 

El requisito de aplicabilidad de la norma legal, o en otras 

palabras, el determinar cuáles son las normas aplicables al caso , es 

algo que compete decidir al órgano judicial. El control del Tribunal 

Constitucional no puede sustituir tal competencia; sólo cuando de 

manera evidente, sin necesidad de análisis de fondo la norma 

cuestionada sea según los principios jurídicos básicos inaplicable al 

caso , cabrá la posibilidad de declarar inadmisible por esta razón una 

cuestión de inconstitucionalidad. En este sentido, la revisión de la 

aplicabilidad de las normas es algo reservado a los órganos de la 

jurisdicción ordinaria a través de los recursos o instancias oportunas . 

La actuación del Tribunal Constitucional no puede invadir tal 
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competencia , no puede ponderar o revisar la apreciación de las 

normas que en cada caso se estimen aplicables, esto es, su papel ha 

de limitarse a la mera comprobación del cumplimiento de los 

requisitos de admisibilidad exigidos por la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional, siendo por tanto el control del Tribunal Constitucional, 

un control casi exclusivamente formal. 225 

Es importante mencionar que el juicio sobre la aplicabilidad de 

la norma legal al caso concreto aunque es condición necesaria para 

el planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad, no es 

condición suficiente para su admisión pues la LOTC señala en su 

artículo 35.2 que "el órgano judicial debe especificar y justificar en 

qué medida la decisión del proceso depende de la validez de la 

norma cuestionada". Esto es lo que la Jurisprudencia constitucional 

ha denominado como ''juicio de relevancia" o esquema argumental 

del que resulta que el fallo que haya de dictarse en el proceso 

ordinario depende de la validez o falta de validez de la norma.226 

La determinación del juicio de relevancia es competencia 

exclusiva del órgano judicial proponente de la cuestión, por lo que el 

Tribunal Constitucional no debe ni puede pronunciarse acerca de la 

necesidad de que el fallo del proceso haya de basarse precisamente 

en la norma cuestionada . No obstante, el Tribunal Constitucional está 

obligado a examinar y controlar el juicio de relevancia efectuado por 

el juez por cuanto se trata de una condición procesal que afecta de 

manera esencial al válido planteamiento de la cuestión . En este 

sentido, cabe aclarar que dicho control no podrá efectuarse 

directamente sobre el proceso a qua en el que surgió la cuestión, 

!!; ibidem. pp.102 y 103. 
'~(, . 
.. Idel11. p.1 04 . 
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sino indirectamente sobre los argumentos que el órgano judicial 

eleva al Tribunal Constitucional.227 

Es preciso mencionar que el juicio de relevancia debe ser 

exteriorizado por el órgano judicial, esto es, el órgano judicial debe 

exponer qué resolución debe dictar y de qué modo su contenido es 

afectado por la validez o in\lalidez de la norma. A falta de ello, el 

Tribunal Constitucional no puede entrar a juzgar al respecto, pues 

ello excedería de su competencia. Cabe aclarar que no es suficiente 

la mera invocación o afirmación por el órgano judicial de la ex~stencia 

de una conexión relevante sin exponer el esquema argumental que lo 

fundamenta . 

Por otra parte, el juicio de relevancia aunque sea exteriorizado 

y argumentado por el órgano judicial, puede resultar inconsistente, 

por lo que el Tribunal Constitucional debe realizar un análisis lógico 

de la argumentación judicial sin que el control efectuado por dicho 

órgano controlante pueda entrar, tal y como hemos dicho 

anteriormente, al análisis del fondo de la pretensión en el proceso a 

qua, debiendo limitar su activídad a comprobar la aparente 

racionalidad de la argumentación judicial, lo cual implica un control 

superficial y formal de dicha argumentación, cuyo principal propósito 

es darle tramite a la cuestión planteada debido a la necesidad de 

depuración objetiva del ordenamiento jurídico existente y de la 

necesaria verificación de su conformidad con la Constitución, lo cual , 

evidentemente, da la impresión de que el Tribunal Constitucional 

goza de un mayor margen de actuación basado indiscutiblemente en 

la búsqueda de la relevancia de la norma cuestionada.228 

' " ibidem. pp. 104 Y 105. 
' " idem. pp. 106 a 108. 
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e) Procedimiento de la cuestión de inconstitucionalidad.­

En el procedimiento de control concreto de la constitucionalidad de 

normas generales pueden distinguirse tres fases: 

• Tramitación y planteamiento por el órgano judicial. 

• Tramitación por el Tribunal Constitucional. 

• Resolución de la cuestión de inconstitucionalidad . 

Tramitación y planteamiento por el órgano judicial.­

Cuando a un órgano judicial le surjan dudas sobre la 

constitucionalidad de una norma aplicable al caso y ésta sea 

relevante para su decisión, deberá con carácter previo al 

planteamiento de la cuestión ante el Tribunal Constitucional, dar 

necesariamente audiencia a las partes y al Ministerio Fiscal para que 

en el plazo común e improrrogable de diez días puedan alegar lo que 

deseen sobre la pertinencia de plantear la cuestión de 

inconstitucionalidad . Al término de dicha audiencia , el órgano 

resolverá en el plazo de tres días y mediante auto que en ningún 

caso será recurrible , si plantea o no la cuestión; si ha decidido 

plantearla , en consecuencia , deberá suspenderse el curso del 

proceso . Por el contrario, si considera que no existen razones para 

plantearla , deberá continuarse con el proceso hasta su resolución 

(juicio positivo de constitucionalidad).229 

De acuerdo con lo establecido en la parte final del artículo 163 

de la Constitución Española, los efectos producidos por el 

planteamiento de la cuestión en 'ningún caso serán suspensivos, 

Dándole una interpretación literal a dicho artículo se entiende que el 

"., ibidelll. pp . 11 ú v 11 7 . 
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planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad no paralizaría el 

proceso a qua del que surgió: 

"Artículo 163.- Cuando un órgano judicial considere, en algún proceso, que 
una norma con rango de ley, aplicable al caso, de cuya validez dependa el 
fallo, pueda ser contraria a la Constitución , planteará la cuestión ante el 
Tribunal Constitucional en los supuestos , en la forma y con los efectos que 
establezca la ley, que en ningún caso serán suspensivos." 

La Ley Orgánica del Tribunal Constitucional ha intentado 

superar esta confusión con una redacción que parece querer 

respetar lo establecido por el texto constitucional, ya que intenta 

evitar efectos dilatorios en el trámite de la cuestión de 

inconstitucionalidad. Así, en su artículo 35.2 establece que la 

cuestión "sólo podrá plantearse una vez concluido el procedimiento y 

dentro del plazo para dictar sentencia ", con lo que se pretende exigir 

una completa formación del criterio judicial sobre la aplicabilidad y 

relevancia de la norma que se cuestiona, como una especie de 

cláusula de seguridad ante la obligación de suspender la decisión del 

proceso, en espera de la necesaria resolución del Tribunal 

Constitucional. 

Sin embargo, la Jurisprudencia constitucional ha flexibilizado 

en gran medida este "requisito temporal" para el planteamiento de la 

cuestión de inconstitucionalidad. La exigencia de la conclusión del 

procedimiento debe ser entendida y referirse a cualquier resolución 

interlocutoria y no sólo a la sentencia definitiva. Pero además, el 

Tribunal Constitucional ha admitido, incluso respecto de la sentencia 

definitiva, el planteamiento prematuro en virtud de un principio de 

economía cuando la continuación del procedimiento no aporte ningún 

elemento nuevo de juicio sobre la aplicabilidad de la norma o sobre 

su relevancia para el fallo . Por tal motivo, el límite temporal inicial 
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puede situarse prácticamente desde el inicio del procedimiento, 

siempre que se cumplan las condiciones señaladas. En cuanto al 

límite temporal final, éste queda abierto hasta el mismo momento del 

fallo o de la votación del fallo en el caso de órganos judiciales 

colegiados, sin olvidar tampoco la posibilidad de su planteamiento en 

fase de ejecución, siempre y cuando se cumpla con los requisitos ya 

mencionados de aplicabilidad y relevancia 230 

Por último, por lo que se refiere a esta fase de planteamiento y 

tramitación de la cuestión de inconstitucionalidad por el ó~gano 

judicial, cabe señalar que el auto judicial en el que se suscita la 

cuestión ante el Tribunal Constitucional , de conformidad con el 

articulo 35 de la LOTC, debe cumplir con los siguientes requisitos: 

1) Identificar o concretar la norma con fuerza de ley 

cuestionada ; 

2) Identificar los preceptos constitucionales que se 

suponen infringidos; y 

3) Exteriorizar y argumentar la aplicabilidad y relevancia 

de la norma para la decisión del proceso. 

Es importante mencionar que junto al auto de planteamiento , 

el órgano judicial deberá remitir testimonio de los autos principales y 

de las alegaciones de las partes y del Ministerio Fiscal respecto a la 

pertinencia de plantear la cuestión . Estos elementos junto con el auto 

judicial servirán al Tribunal Constitucional para comprobar el efectivo 

cumplimiento de los requisitos constitucional y legalmente exigidos 

para plantear la cuestión de inconstitucionalidad.231 

~ .;" idem. pp. 11 8 Y 119. 

"1 ibicklll. pp. 120 Y 121 

186 



Tramitación por el Tribunal Constitucional.- La tramitación 

de la cuestión por el Tribunal Constitucional no difiere en esencia de 

la realizada en el recurso de inconstitucionalidad. Tres son las etapas 

o fases en esta tramitación: 

1) Admisión o inadmisión a trámite de la cuestión . 

2) Personación y formulación de alegaciones sobre la 

cuestión por distintos órganos del Estado (Congreso de 

los Diputados, Senado, Gobierno y Fiscal Gen..eral del 

Estadb) y, en el caso de afectar a una norma legal de 

una Comunidad Autónoma, por sus órganos legislativo 

y ejecutivo, previo traslado de la cuestión en el plazo 

común e improrrogable de quince días. 

3) Sentencia del Tribunal Constitucional concluido el 

trámite de alegaciones y en el plazo de quince dias 

prorrogables hasta treinta, previa resolución motivada . 

De estas tres fases , las diferencias más importantes con 

respecto a la tramitación del recurso de inconstitucionalidad, dejando 

a parte la intervención del Fiscal General del Estado que no se 

produce en el recurso, se encuentran en el llamado "trámite de 

admisión". En el trámite de admisión de la cuestión de 

inconstitucionalidad el Tribunal Constitucional debe comprobar que 

no falten las condiciones procesales para el planteamiento de la 

cuestión (requisitos de admisibilidad) o que ésta no sea notoriamente 

infundada. En el caso de que ello no se cumpla, el Tribunal 

Constitucional mediante auto y sin otra audiencia que la del Fiscal 
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General del Estado podrá rechazar la cuestión , de conformidad con 

el artículo 37.1 de la LOTC.232 

Como posibles causas de inadmisión de las cuestiones de 

inconstitucionalidad podemos mencionar las siguientes: 

• Falta de audiencia (no acreditada) de las partes y/o del 

Ministerio Fiscal, o su realización defectuosa. 

• No identificación expresa del precepto legal cuestionado en el 

auto de planteamiento, sin posibilidad de su clara deducción 

de los elementos aportados por el órgano judicial. 

• No identificación del precepto constitucional que se supone 

infringido, sin que exista la posibilidad de deducirse a través 

de los elementos aportados por el órgano judicial. 

• Notoria falta de fundamento de la duda judicial sobre la 

inconstitucionalidad de la norma cuestionada. 

• No realización expresa del juicio de aplicabilidad y de la 

relevancia de la norma cuestionada para la resolución del 

proceso. 

• Notoria falta de fundamento del juicio de aplicabilidad o 

relevancia realizado por el órgano judicial. 

La apreciación de cualquiera de estas causas produce la 

inadmisión de la cuestión sea en el trámite de admisión mediante 

auto, o bien, en la sentencia. Sin embargo, debido al interés objetivo 

que ofrece toda cuestión de inconstitucionalidad, la in admisión no 

impide la posibilidad de un replanteamiento por el propio Juez o 

Tribunal si se cumplen con todos los requisitos de admisibilidad 

exigidos por la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. Si se 
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cumple con los requisitos exigidos, deberá admitirse a trámite la 

cuestión. Una vez admitida, normalmente mediante providencia , el 

procedimiento continuará con las ya citadas fases de alegaciones y 

sentencia en los mismos plazos que en el proceso directo de 

inconstitucionalidad.233 

Resolución de la cuestión de inconstitucionalidad.- La 

resolución de toda cuestión de inconstitucionalidad admitida a trámite 

se produce mediante sentencia que deberá dictarse por el Tribunal 

Constitucional en un término de diez días prorrogables hasta treinta . 

Sin embargo, también es posible la extinción del proceso sin 

sentencia y mediante auto por dos motivos: por haber sido ya 

anulada la norma legal controvertida en sentencia posterior a la 

admisión de la cuestión, o bien , por desaparición o extinción sin 

sentencia del proceso a qua que dio origen a la cuestión2 34 La 

extinción de la cuestión de inconstitucionalidad por tales 

circunstancias se produce debido a la estrecha relación con el 

proceso en el que la norma resulta necesaria (relevante). Así, si se 

extingue el proceso que dio origen al planteamiento de la cuestión de 

inconstitucionalidad , la norma cuestionada deja de tener relevancia 

para la resolución del extinto proceso, y por tanto, dicho 

procedimiento constitucional deja de tener sentido. 

f) Efectos de la sentencia.- Los efectos de la sentencia 

varían según sea el sentido de la misma: desestimación por razones 

de forma (no ha lugar a pronunciarse) o de fondo, o bien , estimación 

sea parcial o total. 

' .'-' ibidelll. pp. 125 Y 126. 
'-" idem, p. 128 . 
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Como puede observarse, al igual que en el recurso de 

inconstitucionalidad existen dos tipos de efectos para las sentencias 

adoptadas en los procesos constitucionales: sentencias estimatorias 

y desestimatorias. Por ese motivo , resulta aplicable la explicación 

realizada en otra parte de este trabajo sobre los efectos de las 

sentencias en los procesos constitucionales, por lo que en obvio de 

repeticiones damos por reproducida dicha explicación .235 No 

obstante, con el fin de complementar dicha explicación, resulta 

necesario mencionar algunos efectos particulares de las sentencias 

en las cuestiones de inconstitucionalidad. 

En primer lugar, como efecto general de cualquier sentencia , 

junto con el valor de cosa juzgada la sentencia tendrá efectos 

generales desde su publicación en el Boletín Oficial del Estado, y por 

tanto, vinculará a todos los poderes públicos. En consecuencia, de 

conformidad con lo establecido por el artículo 38.3 de la LOTC el 

órgano judicial proponente de la cuestión quedará vinculado por la 

sentencia desde el momento que tenga conocimiento de la misma. 

En este sentido, el Tribunal Constitucional debe resolver lo antes 

posible la cuestión ante él planteada, medida que se dirige 

fundamentalmente a lograr la mayor celeridad posible en la 

resolución del proceso a quo, pendiente de la decisión de dicho 

órgano controlante. En segundo lugar, cuando la sentencia sea 

estimatoria de la in constitucionalidad alegada por el órgano judicial y. 

en consecuencia , produzca la anulación de la norma legal , se 

inadmitirán cualesquiera otras cuestiones que insistan sobre el 

,-'; Vid . supra . p. 160 Y ss. Son aplicables al respecto las exp licaciones dadas en el inciso g) 
del es tudio sobre el recurso de inconstitucionalidad (Efectos de las sentencia), pues debe 
tomarse en cuenta que al formar parte las cuestiones de inconstitucionalidad de los procesos 
constitucionales. quedan sometidos a los efectos comunes de cualquier sentencia recaida en 
es te tipo de procesos , mismos que se encuentran previstos por los artícu los 164 de la 
Cons titución v .~ 8 a 40 de la LOTe. 
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mismo objeto. Esto es así debido a los efectos generales de la 

sentencia, de modo que anulada la norma, no es posible el 

replanteamiento de la cuestión por la misma norma ya invalidada, 

debido a la eficacia de cosa juzgada de dicha sentencia 

constitucional. 236 

Por último, cabe mencionar que cuando la sentencia sea 

desestimatoria existe la posibilidad de reiterar nuevas cuestiones de 

inconstitucionalidad sobre el mismo objeto, debido a que la LOTC 

deja totalmente abierta la posibilidad al no establecer ninguna 

limitación expresa. 

3.2 Alemania 

3.2.1 El control de constitucionalidad de normas generales en 

Alemania 

Corresponde ahora realizar el análisis del sistema de control 

de constitucionalidad alemán, específicamente del control de la 

constitucionalidad de normas generales. 

Antes de comenzar el estudio del mismo, consideramos 

pertinente mencionar que a diferencia de España, quien posee un 

tipo de estado autonómico , Alemania corresponde a un tipo de 

Estado Federal , ambos con una forma de gobierno parlamentaria. El 

hecho de que el Estado alemán sea una federación , permite 

acercarnos más a la idea de distribución de competencias existente 

en nuestro país, sin olvidar, por supuesto, las diferencias 

estructurales y funcionales existentes entre la forma de gobierno 

~," R1 BAS MAURA. Op. cit, pp. 130 Y 131. 
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democrática parlamentaria de dicho Estado europeo y la forma de 

gobierno presidencial existente en el nuestro. No obstante, entre los 

Estados europeos resulta conveniente analizar el sistema de control 

de constitucionalidad desarrollado por Alemania , pues consideramos 

que el estudio del mismo será más comprensible por corresponder 

México a ese tipo de Estado (federal), además por las aportaciones 

teórico-prácticas que como sistema de control resultan no sólo 

innovadoras para un sistema de control de constitucionalidad como el 

mexicano, sino realmente, una verdadera opción a considerar para la 

actualización e incluso reestructuración en nuestro pais del sistema 

de control de constitucionalidad , específicamente del control de 

normas y disposiciones generales, con el fin de establecer y 

garantizar un verdadero estado de constitucionalidad en México. 

Con el fin de comprender mejor el federalismo alemán y la 

distribución de competencias entre sus diferentes órganos 

constituidos, resulta conveniente realizar un breve análisis de los 

mismos. 

a) Organización territorial del Estado.- Alemania es un 

Estado Federal formado por 16 Lander 237 . El federalismo alemán 

establece un equilibrio entre competencias de la federación y los 

Lander, siendo la Ley Fundamental quien enumera las materias en 

las que la federación tiene competencia exclusiva -que son las 

materias fundamentales para la convivencia social y política- y 

también las materias de competencia concurrente con los Lander. La 

:'- De acue rdo con el tex to de la Constitución , Alemania está constituida como un Estado 
federal, por pa rtes integrantes denomi nadas Land. Los Uillder tienen un gobierno autónomo, 
di stribu idos competencia lmente, contando con un órgano legislativo, ejecutivo y judicial. 
Participan en las decisiones federa les mediante su presencia en el BlIndesmt. Tienen además 
autonomia legislati va en todo lo no expresamente reservado para la federación. autonomía 
ad mini strti \·a. hace ndari a y fi nanciera. 
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cláusula residual opera a favor de estos últimos; la intensa tradición 

de los Estados alemanes garantiza que la autonomía administrativa y 

pol ítica sea completa y que, por lo demás, los Uinder ejerzan sus 

funciones de gobierno en el ámbito de sus competencias sin incurrir 

en prácticas de subordinación al Estado federal ni tendencias 

secesionistas o en intentos de obtención de mayores márgenes de 

autonomía.238 

. El modelo federal alemán está fundamentado en el principio 

del federalismo cooperativo, enunciado en el artículo 91, a y b de la 

Ley Fundamental. La idea del federalismo cooperativo consiste en 

abrir la posibilidad de que la Federación colabore con los Estados 

federados en determinado tipo de proyectos , sin que se altere la 

distribución de competencias establecida con carácter general en el 

texto constitucional , es decir, que la Federación financie directamente 

actividades o servicios que corresponden en principio a los Estados 

federados. Las consecuencias de este modo de entender el 

federalismo son evidentes: en primer lugar, posibilita el desarrollo 

equilibrado de los distintos Estados federados; en segundo lugar, 

permite resolver de modo más flexible los posibles conflictos entre la 

Federación y los Estados federados; en tercer lugar, implica un 

régimen distinto de transferencias presupuestarias de la Federación 

a los Estados, de participación de éstos en la administración de los 

recursos recaudados a escala federal y de política de gastos de la 

esfera federal en la ejecución de los programas en los Estados 

federados; en cuarto y último lugar, supone que los Estados 

federados pueden participar en proporción distinta a su fuerza 

recaudatoria en la asignación de recursos federales . 

' ." COTARE LO. Ramón el. a l. Sislemas polilicos tiC' la U" ión Euml'C'{/ co" i" clusió" tiC' 
¡,"slados l/"idos ., . Japó" . Madrid, Editoria l Universitas. 1993. p. 24. 
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Por otro lado, el federalismo alemán tiene un elemento 

descentralizador en la exigencia de las Zustimmungsgesetze o leyes 

precisadas del asentimiento del Bundesrat por mayoría absoluta . Se 

tratan de normas legislativas que versan sobre materias delicadas de 

organización de los poderes del Estado: por ejemplo , las leyes que 

alteren las dimensiones territoriales de los Uinder, la organización de 

los poderes de éstos en la ejecución de las leyes federales , el 

establecimiento de autoridades federales intermedias, los impuestos 

de Land o los locales , el reparto de cargas financieras entre los 

U:inder o la administración de recursos. Las Zustimmungsgesetze 

son un mecanismo directo para hacer participar a los Uinder en la 

labor legislativa de la Federación y otorgan un poder absoluto de veto 

al Bundesrat239
, 

b) Órganos de gobierno.- Una vez explicada la forma de 

organización territorial del Estado alemán, resulta conveniente 

establecer cuáles son los órganos alemanes de carácter federal que 

ejercen las funciones de gobierno en dicho país, pues ello permitirá 

comprender mejor la organización estructural y funcional de dicha 

federación , así como el papel de los mismos en los distintos 

procedimientos de control de constitucionalidad. Dichos órganos 

federales son los siguientes: 

• Bundesprasident o Presidente de la federación.- Es elegido 

por vía indirecta a través de un órgano especial llamado 

Asamblea Federal, compuesta por todos los diputados del 

Bundestag más una cantidad igual de miembros elegidos por 

los parlamentos de los Estados Federados, en votación sin 

~"I ibiclell1. pp. 25 Y 26. 
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debate. Sus facultades son ceremoniales y de representación. 

Tiene a su cargo la representación del Estado hacia el 

exterior, el nombramiento de jueces y funcionarios federales , 

participa en la celebración de tratados internacionales y es 

irresponsable políticamente ante el Parlamento.24o 

• Bundesregierung o gobierno federal. - El gobierno federal se 

compone del Canciller y de los ministros federales . El Canciller 

federal es electo sin discusión por el Bundestag por mayoría 

absoluta de votos a propuesta del Presidente federal. Los 

ministros federales son nombrados y revocados por el 

Presidente a propuesta del Canciller. Dentro del gabinete así 

conformado, el Canciller ocupa una posición independiente y 

sobresaliente: Dirige las sesiones del gabinete; le compete el 

derecho de "formar gobierno" y el de revocación de 

nombramiento de ministros con aprobación del Presidente; fija 

el número y las áreas de competencias de los ministros; 

determina las directrices de la política interna, en cuyo marco 

los miembros del gabinete ejercen sus funciones bajo su 

propia responsabilidad; y es el único miembro del gobierno 

electo por el parlamento y responsable ante él. 241 

• Bundestag o Cámara de Representación Federal.- Es el 

órgano de representación popular de la Federación . Los 

diputados que lo integran son electos por voto popular directo 

cada cuatro años mediante el sistema de elección uninominal 

y plurinominal. Cumple las dos funciones esenciales del poder 

legislativo en un sistema parlamentario: la función legislativa 

(compartida en este caso por el Bundesrat) y la de 

conformación y control del gobierno, que es responsable ante 

~"" ídem., p. 26. 
~"' COVIÁN ANDRAD E, Miguel. El control de la constitucionalidad .. . p. 11 5. 
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él. Las leyes se discuten primero en este órgano y después en 

el Bundesrat a pesar de que este órgano las recibe primero, 

pero no para efectos propiamente legislativos, sino para emitir 

una opinión sobre el proyecto que le envía el gobierno y que 

será turnado para su debate al Bundestag. Una vez discutida 

una iniciativa en este órgano, será turnada para su aprobación 

de nuevo al Bundesrat. Si el proyecto proviene del Bundesrat, 

deberá analizarse y aprobarse también inicialmente en el 

Bundestag. Si los miembros de este último son los que 

elaboran la iniciativa, ésta será discutida en su propio órgano 

para pasar después al Bundesrat?42 

• Bundesrat o Cámara de Representación de los Umder. - Es un 

órgano de representación territorial. Es una especie de 

consejo de los gobiernos de los U;inder, de ahí que sea 

conocido también como Consejo Federal. Está compuesto por 

delegados designados por los gobiernos de los respectivos 

Lander en razón proporcional a la cantidad de habitantes a 

partir de tres representantes o más dependiendo la población 

de cada Lander. Este sistema hace justicia a la cantidad de 

habitantes del Estado federado (a diferencia del criterio 

uniforme de los representantes en el Senado mexicano) y, al 

mismo tiempo le niega el carácter electivo , esto es, la elección 

de sus miembros mediante sufragio universal , constituyéndose 

paradójicamente un órgano típicamente federal. El Consejo 

Federal puede ser considerado como un instrumento en 

manos de los Lander que garantiza la existencia de la 

Federación frente a los intentos centralizadores del Estado 

Federal. 243 Es importante mencionar que comparte la función 

' "' ihidclll. p. 117 Y Il iL 
' "' CUI ,\R EI.O. Op . ci t. . pp . 29 Y 30. 
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legislativa federal con el Bundestag. A pesar de esta 

circunstancia los miembros del Bundesrat no son 

precisamente parlamentarios, pues sus votos sobre asuntos 

de su competencia no son individuales, sino colectivos . Un 

Land vota unificado y su decisión representa la del Land no la 

de sus delegados en particular. El gobierno del Land puede en 

todo momento sustituir a los miembros que ha enviado al 

Bundesrat.244 

• Die Oberste Gerichtshófe o Tribunales de la Federación.­

Tienen a su cargo la jurisdicción ordinaria y su competencia se 

limita al ejercicio del control de la legalidad . Dicha 

competencia está distribuida por materias: civil , penal , 

administrativa, laboral entre otras más. 

• Bundesverfassungsgericht o Tribunal Constitucional Federal.­

Tiene a su cargo la jurisdicción constitucional y es el único 

competente para ejercer el control de la constitucionalidad en 

Alemania . Su análisis será realizado a detalle en el siguiente 

apartado por ser uno de los elementos clave del sistema de 

control de la constitucionalidad alemán. 

c) Sistema de control de constitucionalidad.- Establecidos 

los órganos sobre los que recae propiamente toda la actividad del 

Estado, es importante conocer una de las estructuras 

constitucionales básicas del Estado alemán, su sistema de control de 

constitucionalidad . Las características del sistema de control de 

constitucionalidad del estado alemán pueden resumirse de la 

siguiente manera: 

'" COV I.6, 'J AN DRADE, Migue l. T:I COIl/rol de la col/stitl/c ial/alidad .. . p . 119. 
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• Existencia de un control concentrado caracterizado por el 

establecimiento de una competencia excluyente de las 

cuestiones de constitucionalidad de leyes y actos de 

autoridad, atribuida a un órgano jurisdiccional --Tribunal 

Constitucional Federal--, cuya competencia se circunscribe 

exclusivamente a la materia de control de conformidad con la 

constitución (control de la constitucionalidad); 

• Dicho control tiene lugar sólo a instancia de un órgano estatal 

o de un ciudadano. No procede en ninguna situación de 

oficio; y 

• El control se ejerce a posteriori.245 

Corresponde a continuación explicar a detalle cada una de las 

características mencionadas: 

Establecimiento de un Tribunal Constitucional específico 

(control concentrado).- El Tribunal Constitucional Federal ejercita el 

control de constitucionalidad en diferentes procedimientos: mediante 

controles abstractos y concretos de normas, así como a través de las 

quejas constitucionales de los ciudadanos , que sirven como control 

de leyes, existiendo al efecto otros medios y procedimientos de 

control que debido al objeto de nuestra investigación (control de 

constitucionalidad de normas y disposiciones generales) resultaría 

pretencioso analizarlos. 

~" RESS. Georg . El col/lral de col/slillióo/la/id"d de las lel'e,l' e/l la Re!Jlih/im Ferlem! de 
.·lIcl/llI/1il/ en Primer Enc uentro Juridico Argenti no - Germano (5 al 8 dc Abri l de 1988). 
13ucnos Aires. 1990, p. 131 . 
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El establecimiento de un Tribunal Constitucional Federal 

específico no significa que en Alemania no exista un control de leyes 

a través de los tribunales ordinarios. Por el contrario, el sistema de 

control concentrado se basa en esa competencia de control judicial 

de las leyes, el llamado derecho de verificación o control judicial 

de las leyes 246 

En Alemania, el control de constitucionalidad de normas 

generales le corresponde en particular a cada tribunal ordinario. No 

obstante, la competencia excluyente, es decir, la facultad de d~clarar 

la inconstitucionalidad y por ello la nulidad de una ley, le corresponde 

solamente al Tribunal Constitucional Federal. El derecho de 

verificación judicial tiene rango constitucional , la propia Ley 

Fundamental en el artículo 100, inciso 1, respecto del control 

concreto de normas parte de la base del derecho general de 

verificación judicial de la constitucionalidad de las normas generales 

(incluidas por supuesto las leyes), y lo presupone como evidente 

dentro del marco del sistema establecido por dicha Ley Fundamental. 

Las cuestiones sobre la constitucionalidad del orden jurídico vigente , 

en consecuencia, no son un privilegio exclusivo de la jurisdicción 

constitucional , pues todo juez tiene el derecho y la obligación de 

verificar la constitucionalidad de una ley y, en caso necesario, de 

efectuar una interpretación de la ley conforme lo establecido por la 

Ley Fundamental alemana . Dentro de la responsabilidad de su 

,"o ibidem. Es 1I111'"nal1l ~ mencionar que la jUrISdicc ión consli nlCional en la RepúhllLI 
Federal dL' !\I e m~ n ia ha inlluido en el sistema poli lico. pues ha condu L' ido a tlllel 
"juridi ticación" de los pr incipales conflictos políticos. Debido a e llo, es al Tnbunal 
Constitucional Federal Ale rilán a quien corresponde realizar el contro l judicial de la 
lotalidad de la acc ión estata l tomando como parámelro la Constitución. De esta fo rma. el 
derecho Alemán ha alcanzado su apogeo y su perfección al insertar dentro de su s islema 
politico. el llamado sistema europeo de jurisdicción constitucional concentrada. 
carac lerizado por la ex istencia de un T ribunal Const itucional especial y autónomo. 
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decisión sobre la constitucionalidad el juez debe realizar una 

verificación de las normas. Sin embargo, la competencia técnica 

exclusiva para "rechazar" en forma definitiva y obligatoria una ley 

está reservada únicamente al Tribunal Constitucional Federal, órgano 

de control a quien se atribuye el monopolio de la declaración de 

inconstitucionalidad y nulidad de leyes247 

Es importante mencionar que de conformidad con lo 

establecido en el artículo 1.1 de la Ley del Tribunal Constitucional 

Federal , el Tribunal Constitucional es considerado como un "tribunal 

federal independiente y autónomo frente a todos los demás órganos 

constitucionales". Su función genérica consiste en interpretar la 

Constitución y preservar su observancia , en consecuencia, tiene el 

derecho y el deber de verificar la conformidad de los actos de 

autoridad y normas (federales o locales) con la Constitución del 

Estado, situándose en un plano de autonomía frente a los demás 

órganos constituidos, ya que no pertenece al poder judicial federal, 

permitiéndole esta situación estar en condiciones de dilucidar 

controversias constitucionales entre órganos del Estado federales y/o 

locales , o bien, entre órganos constituidos y. particulares. 

El Tribunal Constitucional Federal se compone de un total de 

16 magistrados distribuidos en dos senados248 con ocho jueces cada 

' ,o ídem. p.132 , Recordemos ljuc una de las características propIas de un sistema 
concentrado de control de constitllciona lidad es que e l órgano controlante es e l único con 
compe le ncia en materia de cOlllrol de constitucionalidad. aunado a la competencia 
,' \e lll ""nte que lo caracteri za (su Juri sdicción exc lu ye a la de lodos los den",s tribunales 
ord inariOS de l contro l de constitllc ionalrdad). Por tanto , el control de lega lidad queda fuera 
de su competenc ia por corresponder a los órganos integrantes de la jurisdicción ordinaria: 
Tribunales Federales y demás órganos del poder judicial, tal es el caso de Alemania. 
'" En alemán el térmi no SI!I1II1 tiene además de la connotac ión común y conocida 
equivalente a senado. la de corte o sala , por lo que debe entenderse que el Tribunal 
lonstitucional Federal divide su competenc ia en cortes o salas. COVIÁN ANDRADE. 
\ Iigue!. El (,(1I11ro/ dI! /0 COlIsl/I/lc iol1alidad ... , p, 123, nota al pie de página 29. 
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uno; ocho son elegidos por el Bundestag y los otros ocho restantes 

por el Bundesrat por mayoría de dos tercios de los colegios 

designados para efecto de la elección . Cabe mencionar que tres de 

los magistrados de cada senado deben ser elegidos de entre los 

magistrados de los Tribunales Superiores de la Federación que 

tengan al menos tres años de ejercicio en los mismos (Artículo 2 de 

la Ley del Tribunal Constitucional Federal). Los magistrados deben 

tener cuarenta años cumplidos y ser elegibles al Bundestag, así 

como haber declarado por escrito que están dispuestos a ser 

miembros del Tribunal Constitucional Federal. Además, deben reunir 

los requisitos exigidos para ser miembros de la carrera judicial de 

conformidad con la Ley de la judicatura alemana (Artículo 3, incisos 1 

y 2 L TCF). 

Es importante mencionar que en el artículo 3 de la ley en 

comento, se establece que los magistrados no pueden ser miembros 

del Bundestag , del Bundesrat, del Gobierno Federal o de los órganos 

correspondientes de los Estados Federados, por lo que de ocupar 

dichos cargos , al ser designados cesan aquéllos . El cargo de 

magistrado del Tribunal Constitucional Federal es incompatible con el 

ejercicio de cualquier otra profesión a excepción de la docencia del 

derecho en un centro de educación superior alemán; no obstante , la 

actividad de magistrado del Tribunal Constitucional Federal prevalece 

sobre el ejercicio de la profesión docente. 

El mandato de los magistrados tiene una duración de doce 

años y se extiende como máximo hasta el límite de edad preceptivo , 

que es el último día del mes en que el magistrado cumple sesenta y 

ocho años. Cabe señalar que queda excluida la reelección 

subsiguiente o posterior de los magistrados, y que una vez concluido 
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su mandato, los magistrados siguen despachando sus asuntos hasta 

la designación de sus sucesores (Artículo 4 L TCF). 

Control a instancia de un órgano estatal o de un 

ciudadano.- El sistema alemán de control de la constitucionalidad se 

basa en una legitimación concreta para la interposición de los medios 

de control de la constitucionalidad, desconociendo en consecuencia 

que el Tribunal Constitucional Federal de oficio pueda verificar la 

inconstitucionalidad de una ley.249 A diferencia de la legitimación 

institucional existente en el sistema de control de constitucion91idad 

español en el que existe un verdadero planteamiento "oficial" --como 

sucede en el control abstracto de normas-o, el sistema alemán 

reconoce el planteamiento de los diversos medios de control de 

constitucionalidad por parte de los individuos. Dicho sistema de 

control está dirigido no solamente a controlar la constitucionalidad 

objetiva de los actos estaduales, sino también como garantía de 

protección jurídica subjetiva.25o 

En este orden de ideas, la constitucionalidad de las normas 

generales puede ser controlada por el Tribunal Constitucional 

Federal: 

a) por apelación por parte de los órganos politicos a través 

del control abstracto de normas generales: 

b) por apelación a través de los propios tribunales 

mediante el control concreto de normas generales: y 

c) por apelación a través de cada ciudadano, vía queja 

constitucional. 

:"" RESS, Op. cit. p. 1.19. 
'.:;,n· . .. Ib.de11l. 
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Como puede observarse, únicamente dichos sujetos 

legitimados pueden instar al órgano de control para que verifique la 

constitucionalidad de normas generales, lo que impide cualquier 

posibilidad de control oficioso de la constitucionalidad de normas 

generales por parte del Tribunal Constitucional Federal. 

Control de la constitucionalidad de normas generales a 

posteriori.- El Tribunal Constitucional Federal ha sostenido a través 

de su jurisprudencia que tanto en el marco de control abstracto y 

concreto de normas como en el marco de una queja constitucional , 

sólo entra en cuestión el control de una ley promulgada por el 

Presidente Federal ; en consecuencia , cualquier tipo de control 

preventivo de normas (a priori) queda excluido en el sistema de 

control de constitucionalidad alemán.251 

Esto significa que en Alemania únicamente puede realizarse 

un control sobre la constitucionalidad de leyes aprobadas por el 

parlamento y promulgadas por el Presidente, por tanto, no puede 

realiza rse un control sobre meros proyectos normativos, pues ello no 

es objeto de verificación en un sistema de control de 

constitucionalidad que cuenta con medios de control a posteriori, 

previstos constitucionalmente y legalmente para la verificación de la 

conformidad del ordenamiento jurídico vigente con la Constitución . 

3.2.2 Control abstracto de normas 

Una vez analizadas las principales características del sistema 

de control de constítucionalidad alemán, es momento de hacer lo 

!; I ídem. pp. 134 Y 135. 
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----------------- -

propio respecto de los distintos medios de control de 

constitucionalidad de normas generales, comenzando con el estudio 

del control abstracto de normas. 

a) Legitimación y competencia.- Los órganos del estado 

pueden optar por denunciar la inconstitucionalidad de normas 

generales mediante un control abstracto de constitucionalidad o 

directo , el cual se encuentra previsto por el articulo 93, inciso 1, 

párrafo segundo de la Ley Fundamental. Dicho artículo establece 

respecto a la competencia del Tribunal Constitucional Federal en 

materia de control abstracto de normas generales lo siguiente: 

"Articulo 93 : 
(1) El Tribunal Constitucional Federal decide: 
1 . ... 
2. en caso de controversias o dudas relativas a la compatibilidad formal y 
material de la normativa federal o de los Uinder con la presente Ley 
Fundamental , o la compatibilidad del derecho de los Lander con otras 
normas del Derecho federal, a petición del Gobierno Federal, del Gobierno 
de un Land o de un tercio de los miembros del Bundestag . . " 

Como puede observarse, además de establecerse la 

competencia del Tribunal Constitucional Federal para ejercer el 

control abstracto de normas generales por dudas relativas a la 

compatibilidad formal o material de las normas federales o de los 

U:inder con la Constitución , también se establecen los órganos 

legitimados para interponer dicho medio de control, a saber: 

Gobierno Federal, Gobierno de un Land (gobierno provincial), o bien , 

un tercio de los miembros del Bundestag. 

Es importante mencionar que la Ley del Tribunal 

Constitucional Federal reitera la competencia en materia de control 

abstracto a favor del Tribunal Constitucional Federal, así como los 
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sujetos legitimados para promover dicho medio de control ante este 

último, al establecer: 

"Artículo 13 
El Tribunal Constitucional Federal conoce en los casos determinados por la 
Ley Fundamental . a saber, 
1 ... . 
2 ... . 
3 ... . 
4 ... . 
5 ... . 
6. discrepancias o dudas acerca de la compatibilidad formal o material del 
derecho federal o del derecho de los Estados Federados con la Ley 
Fundamental o acerca de la compatibilidad del derecho de los Estados 
Federados con otras normas del derecho federal , a instancia del Gobierno 
Federal, del gobierno de un Estado Federado o de un tercio de los miembros 
del Bundestag (Artículo 93, apartado 1, número 2, de la Ley Fundamental) .. " 

En este sentido, tanto en la Ley del Tribunal Constitucional 

Federal como en la Ley Fundamental alemana se establece una 

legitimidad activa de carácter institucional. En consecuencia, sólo los 

órganos estatales legitimados pueden denunciar la 

inconstitucionalidad de normas generales vía control abstracto de 

constitucionalidad, no pudiendo ser promovido este medio de control 

por los particulares . 

b) Objeto de control.- El objeto del control abstracto de 

constitucionalidad de normas es la determinación de la validez o 

nulidad de las mismas, en función de su compatibilidad o 

incompatibilidad con la Constitución .252 

El control abstracto de normas ocupa una posición especial 

dentro de las múltiples posibilidades de control de las leyes, pues la 

ley será controlada en cuanto a su concordancia con la Ley 

Fundamental en forma extensiva. Esto significa que el Tribunal 

'" COVIAN ANDRADE. Miguel. El conrrol de la col/sliwciol/alidad ... . p.13ó. 
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Constitucional Federal debe tomar su decisión sin que exista la 

limitación de tomar en cuenta la afectación específica del solicitante , 

sino en forma abstracta y objetiva, esto es, con independencia de las 

aplicaciones concretas de la norma general cuya constitucionalidad 

está siendo verificada. 

De conformidad con lo establecido por el artículo 93, inciso 1, 

párrafo segundo de la Ley Fundamental, este medio de control 

abstracto presupone a diferencia de otros procedimientos 

constitucionales sólo un interés objetivo en la verificación ge la 

validez de la norma o de su constitucionalidad, y no una justificación 

subjetiva o una lesión subjetiva de los derechos del solicitante. En 

consecuencia, el control abstracto se extiende al "derecho federal o 

al provincial ", es decir, a toda norma de derecho, así como también a 

las leyes del presupuesto y ordenanzas, aun cuando estas últimas no 

sean formalmente leyes promulgadas por el Parlamento. En este 

sentido, el parámetro de comprobación será el ordenamiento 

normativo vigente tanto federal como provincial, respecto del cual 

surjan dudas en cuanto a su constitucionalidad material o formal. 253 

c) Plazo para interponer el control abstracto de normas.­

Es importante mencionar que no existe un plazo para interponer este 

medio de control abstracto de constitucionalidad de normas ante el 

Tribunal Constitucional Federal , pues ni la Ley Fundamental ni la Ley 

del Tribunal Constitucional establecen plazo alguno para denunciar 

ante dicho órgano de control la inconstitucionalidad de normas 

generales. 

,,' RESS, o p. e il. pp. 15!) y 15 1. 
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En este sentido, el término queda abierto para que los órganos 

estatales legitimados insten al Tribunal Constitucional a verificar la 

constitucionalidad de cualquier norma general federal o provincial , 

cuando consideren que el derecho federal o el derecho de un Estado 

Federado es nulo en razón de su incompatibilidad formal o material 

con la Ley Fundamental o con otras disposiciones del derecho 

federal , o bien , que una norma es válida después de que un tribunal, 

una autoridad administrativa o un órgano de la Federación o de un 

Estado Federado no la haya aplicado por considerarla incompatible 

con la Ley Fundamental o con otras disposiciones de derecho 

federal , siempre que se cumpla con los requisitos y trámites previstos 

tanto por la Ley Fundamental de Alemania como por la Ley del 

Tribunal Constitucional Federal (artículo 93, inciso 1, párrafo segundo 

de la Ley Fundamental y 76 a 79 de la Ley del Tribunal 

Constitucional Federal). 

d) Substanciación del procedimiento de control abstracto 

de constitucionalidad de normas.- El procedimiento para el caso 

del control abstracto de normas se encuentra previsto por los 

artículos 76 a 79 de la Ley del Tribunal Constitucional Federal y otras 

disposiciones complementarias del Reglamento de dicho órgano de 

control de la constitucionalidad, existiendo además disposiciones 

comunes previstas en dichos ordenamientos aplicables a los 

procesos constitucionales, y por ende, al proceso de control 

abstracto de constitucionalidad de normas generales. 

La petición para iniciar un proceso constitucional debe 

presentarse por escrito al Tribunal Constitucional Federal , mismo que 

deberá estar fundamentado y en el que habrá de aportarse los 

medios de prueba necesarios . El Presidente o el magistrado ponente 
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notificarán sin demora la petición al oponente, a los demás 

interesados y a los terceros a los cuales se decida oír, instándoles a 

que se manifiesten en un plazo determinado sobre su contenido. El 

Presidente o el ponente podrán instar a cada interesado a que 

presente dentro de un plazo determinado tantas copias de sus 

escritos y de las resoluciones impugnadas como sean necesarias 

para el tribunal y los demás interesados (Artículo 23 L TCF). 

Es importante mencionar que las peticiones improcedentes o 

manifiestamente infundadas podrán desestimarse por resolución 

unánime del tribunal. Dicha resolución no requerirá ulterior 

motivación cuando el tribunal haya notificado con anterioridad al 

recurrente los motivos de la inadmisión o manifiesta falta de 

fundamento de su petición (Artículo 24 L TCF) .254 

De conformidad con lo establecido por el artículo 76 de la Ley 

del Tribunal Constitucional Federal, para el caso del procedimiento 

abstracto de control, la solicitud al órgano controlante para verificar la 

constitucionalidad de normas generales por los sujetos legitimados 

--Gobierno Federal, gobierno de un Estado .Federado o un tercio de 

,.-, Cabe mencionar que' cuando un procedimiento constitucional es promovido por un grupo 
de personas o contra un grupo de personas, el Tribunal Constitucional Federal podrá 
disponer que el interesCldo ejelTi te sus derechos, en particular el derecho a personarse en la 
,'ista. a u'aves de uno O varios de legados (Artículo 21 L T CF). Los interesados podrán se r 
dIrigidos por letrado hahilitaoo lega lmente para ejercer su profes ión en un tribunal alemán o 
por un docente de de rec ho en un centro de educación supen or alemán en cualquier fase del 
procedimiento, Los cuerpos legislativos y los órganos de los mismos dotados de derechos 
prop ios en virtud de la Constitución o de su reg lamento tambien podrán estar representados 
pn r Sl" mie mbros, La I-'c,krac lón. los Estados Federados y su, órganos constituciona les 
podrán además estar representados por sus funcionarios. en la medida en que estos esten 
habilitados legalmente para d ejercicio de la judicatura o esten capacitados para ejercer 
ca rgos superiores en la runción pública en virtud de los preceptivos exámenes oficiales. El 
Tribunal Constituciona l Federa l podrá autorizar asimismo que los interesados sean asistidos 
por o tras personas, Des ignado un letrado patrocinante o representante en juicio, todas las 
co1l1uni caciones del trihunal deberán dirigirse a é l (Artículo 22 L TCF). 
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los miembros del Bundestag--, sólo será admitida a trámite cuando 

uno de los actores considere que el derecho federal o el derecho de 

un Estado Federado es nulo en razón de su incompatibilidad formal o 

material con la Ley Fundamental o con otras disposiciones del 

derecho federal , o que es válido después de qu.e un tribunal, una 

autoridad administrativa o un órgano de la Federación o de un 

Estado Federado no lo haya aplicado por considerarlo incompatible 

con la Ley Fundamental o con otras disposiciones de derecho 

federal, debiendo dicho Tribunal dar traslado de la solicitud al 

Bundestag, al Bundesrat y/o al Gobierno Federal, a fin de que 

formulen las alegaciones que consideren pertinentes. 

El artículo 20 del Reglamento del Tribunal Constitucional 

Federal establece que el Presidente de la Sala competente designará 

al magistrado ponente; no obstante, si el asunto tuviere una 

relevancia especial, podrá designar un coponente de común acuerdo 

con la sala . A petición del ponente o por acuerdo de la sala, el 

Presidente recabará informes periciales de personalidades con 

conocimientos especiales sobre materias relevantes para la 

resolución del caso y se levantará acta de todas las diligencias 

relacionadas con el procedimiento constitucional (Artículo 22 

apartados 5 y 6 del RTCF). 

El Tribunal Constitucional Federal practicará las pruebas que 

estime necesarias para investigar la verdad, pudiendo confiar la 

práctica de pruebas a un miembro del tribunal o solicitarla mediante 

exhorto a otro tribunal con limitación a determinados hechos y 

personas. Por resolución adoptada por una mayoría de dos tercios 

de los votos del tribunal, podrá prescindirse de la unión de 

determinados antecedentes a los autos cuando su utilización sea 
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incompatible con la seguridad del Estado. Todos los tribunales y 

autoridades administrativas están obligados a prestar asistencia 

judicial y administrativa al Tribunal Constitucional Federal y si éste 

solicitare documentos de un procedimiento previo , deberán ser 

remitidos inmediatamente (Artículos 26 y 27 L TCF). 

Una vez iniciadas las deliberaciones de la sala competente no 

podrán incorporarse nuevos magistrados, y en caso de que no se 

reúna el quórum exigido (por lo menos seis magistrados por sala) las 

deliberaciones deberán repetirse previa incorporación de los 

magistrados necesarios, de conformidad con lo previsto por el 

artículo 15 de la Ley del Tribunal Constitucional Federal. Iniciadas las 

deliberaciones con menos de ocho magistrados no podrán intervenir 

más magistrados (Artículo 26 del RTCF). 

e) Sentencia.- Cumplido el quórum exigido legalmente, el 

ponente formulará un voto por escrito y los miembros de la sala 

recibirán a más tardar en ese mismo momento los legajos con todos 

los documentos relevantes a efectos del procedimiento y la 

resolución de la norma general cuestionada , siendo posible que en 

aquellos casos que no entrañen mayores dificultades pueda 

presentarse en lugar del voto un proyecto de resolución motivado. 

Entre la distribución del voto y la deliberación mediarán como mínimo 

diez días ; en esta última sólo estarán presentes los magistrados que 

conozcan del caso (Artículos 23 y 25 del RTCF). 

El Tribunal Constitucional Federal resolverá en deliberación 

secreta de acuerdo con su libre convicción , asentada en el contenido 

de la vista y en el resultado de las pruebas practicadas. Las 

decisiones deberán ser adoptadas por la mayoría de los miembros 
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de la sala que intervengan en la resolución (Artículo 15 L TCF). Los 

magistrados pueden reflejar en un voto particular su opinión 

discrepante defendida en la deliberación tanto por lo que se refiere a 

la decisión como a su fundamentación . 

La resolución (sentencia) se adoptará por escrito, deberá estar 

motivada y llevará la firma de los magistrados que la adopten; acto 

seguido, se publicará mencionando los considerandos fundamentales 

en el Boletín Oficial del Estado y serán enviadas al Ministerio Federal 

de Justicia por el consejero de la presidencia de la sala . La fecha de 
-

publicación de una resolución podrá darse a conocer o fijarse al 

término de las deliberaciones, en este caso, se comunicará 

inmediatamente a los interesados. Entre el término de las 

deliberaciones y la publicación de la resolución ' no deberán 

transcurrir más de tres meses; no obstante, dicha fecha de 

publicación podrá aplazarse por resolución del Tribunal. En caso de 

que la resolución no se haya insertado en el Boletín Oficial del 

Estado habiendo transcurridos tres meses de la publicación o 

notificación, aquél informará al Presidente y al ponente (Artículos 26, 

28 Y 29 del RTCF). Todas las resoluciones deberán notificarse a los 

interesados, pudiendo la sala comunicar en su resolución la 

proporción de la votación . En caso de existir votos particulares, 

deberán incorporarse a la resolución. (Artículo 30 L TCF), 

Cabe agregar que todo magistrado que haya participado en la 

resolución del proceso constitucional, puede exígir hasta el momento 

de la publicación de aquélla que se prosigan las deliberaciones en 

caso de que quiera modificar el sentido de su voto, así como solicitar 

la continuación de las deliberaciones cuando desee aportar criterios 
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no examinados anteriormente o cuando lo considere oportuno en 

razón de la formulación de un voto particular. 

f) Efectos de la sentencia.- Las resoluciones del Tribunal 

Constitucional Federal son vinculantes para los órganos 

constitucionales de la Federación y de los Estados Federados y para 

todos los tribunales y todas las autoridades. En la medida en que el 

Tribunal resuelva que una leyes compatible o incompatible con la 

Ley Fundamental o con otras normas del derecho federal o se 

declare su nulidad, el tenor de la resolución deberá ser publicado por 

el Ministerio Federal de Justicia en el Boletín Oficial del Estado. El 

Tribunal Constitucional Federal podrá disponer en su resolución 

quién ha de ejecutarla, pudiendo en casos concretos regular 

asimismo la modalidad de la ejecución (Artículos 31 y 35 L TCF). 

En este sentido, cuando una norma del derecho federal o de 

un estado federado es considerada incompatible con la Ley 

Fundamental , el Tribunal Constitucional Federal declarará la nulidad 

de la norma en cuestión, decisión que tendrá efectos generales y 

será obligatoria para todos los demás órganos del Estado, 

estableciendo en su resolución los medios y modalidades para ser 

ejecutada a fin de hacer efectivo su cumplimiento. 

3.2.3 Control concreto de normas 

a) Legitimación y competencia.- El control concreto de la 

constitucionalidad de normas generales se encuentra previsto por el 

articulo 100, párrafo primero de la Ley Fundamental alemana, mismo 

que establece: 
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"Artículo 100: 
1. Si un tribunal considera que es inconstitucional una ley de cuya validez 
depende el fallo , se suspenderá el proceso y se recabará, cuando se trate de 
la violación de la Constitución de un Land, la decisión del tribunal del Land 
competente en asuntos constitucionales, y la del Tribunal Constitucional 
Federal cuando se trate de la violación de la presente Ley Fundamental. Ello 
rige también cuando se trate de la violación de la presente Ley Fundamental 
por la legislación de un Land o de la incompatibilidad de una ley de un Land 
con una ley federal. " 

Como puede observarse, dicho precepto no sólo establece la 

competencia de los tribunales de jurisdicción ordinaria para verificar 

la constitucionalidad del ordenamiento jurídico federal o local en 

Alemania y en caso de duda sobre su conformidad con la Ley 

Fundamental instar al Tribunal Constitucional para que decida sobre 

la constitucionalidad o inconstitucionalidad de las normas aplicables 

en el proceso seguido ante su instancia, sino que además se atribuye 

legitimidad a dichos órganos judiciales para promover el control 

concreto de normas generales ante el multicitado órgano de control 

de constitucionalidad . 

El artículo 100, párrafo primero de la Ley Fundamental , 

además de ser el fundamento de la facultad de declaración de la 

inconstitucionalidad de leyes por parte del Tribunal Constitucional 

Federal Alemán, supone la introducción en este sistema de 

jurisdicción concentrada de un elemento característico del sistema de 

control difuso norteamericano , al reconocérsele a los "jueces 

ordinarios" la posibilidad de someter al juicio del Tribunal 

Constitucional la presunta inconstitucionalidad de normas generales, 

lo que permite llevar a cabo un juicio previo de constitucionalidad del 

ord enamiento jurídico federal y de los Estados federados. 

Es importante mencionar que dicho control concreto de 

normas se encuentra también previsto en la Ley del Tribunal 
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Constitucional Federal, concretamente en los artículos 13, párrafo 11 

y 80 a 82 a los que deben añadirse los relativos a disposiciones 

generales sobre procedimientos constitucionales previstos en dicha 

ley. El artículo 13 de la Ley del Tribunal Constitucional Federal 

establece respecto del control concreto de normas lo siguiente: 

"Articulo 13: 
El Tribunal Constitucional Federal conoce en los casos determinados por la 
Ley Fundamental , a saber, 

11 . compatibilidad de una ley federal o de una ley de un Estado Federado 
con la Ley Fundamental o compatibilidad de una ley de un Estado Federado 
o de alguna otra norma del derecho de un Estado Federado con una ley 
federal , a instancia de un tribunal (artículo 100, apartado 1, de la Ley 
Fundamental) ... " 

Para comprender el diseño y la aplicación de este medio de 

control concreto de constitucionalidad de normas, debe partirse de la 

idea de que el Tribunal Constitucional es el máximo intérprete de la 

Ley Fundamental en Alemania , y por ello, que debe ser éste quien 

decida de forma irrevisable respecto de la conformidad de la 

normatividad con aquélla , y así, sea quien resuelva sobre la 

pertinencia de ejercer el control concreto que le ha sido planteado 

por los órganos judiciales. En este orden de ideas, el control concreto 

de normas se plantea como una vía procesal que intenta introducir, 

en parte , un mecanismo de jurisdicción concreta en el modelo de 

jurisdicción constitucional abstracta articulado por el sistema de 

control de constitucionalidad establecido por la propia Ley 

Fundamental de Alemania . Evidentemente, el juicio sobre la 

constitucionalidad de la norma cuestionada lo reservan tanto la Ley 

Fundamental como la Ley del Tribunal Constitucional Federal a dicho 

órgano controlante, quien tiene en esta materia competencia 

exclusiva . No obstante, ello no excluye el juicio que sobre la 

hipotética inconstitucionalidad de la norma puedan llevar a cabo los 
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órganos jurisdiccionales legitimados para promover el control 

concreto de normas, al efecto los órganos judiciales, y que en 

realidad es la razón de ser de dicho medio de control de 

constitucionalidad, esto es, la revisión de la constitucionalidad del 

orden juridico existente y la posibilidad de someter a consideración 

del Tribunal Constitucional Federal aquellas normas aplicables a 

procedimientos substanciados ante tribunales y jueces de jurisdicción 

ordinaria cuya constitucionalidad esté en duda , y que deberá 

resolverse mediante un verdadero juicio de constitucionalidad , 

exclusivo de la jurisdicción constitucional. 

En este sentido, el juicio seguido en la instancia ordinaria sólo 

sirve para fundamentar el procedimiento de control concreto que al 

juez ordinario le está prohibido conocer, por ser competencia del 

Tribunal Constitucional el resolver dicho procedimiento constitucional , 

pues el mismo tiene el efecto de excluir del ordenamiento una norma 

legal declarada inconstitucional y afectada por tanto de nulidad , 

efecto que en ningún caso corresponde al control ejercido por los 

órganos jurisdiccionales ordinarios, esto es, al control de legalidad , 

sino a los órganos de jurisdicción constitucional, en el caso, Tribunal 

Constitucional Federal. 

Debido a ello, el planteamiento del control concreto que hace 

el juez ordinario (a quo) respecto de una ley aplicable al caso 

concreto del cual conoce ante el Tribunal Constitucional Federal por 

considerarla violatoria del ordenamiento constitucional , obedece al 

cumplimiento de la obligación de respetar la Ley Fundamental y de 

velar por la constitucionalidad del ordenamiento jurídico durante el 

desempeño de su función jurisdiccional. Por este motivo, resulta 

necesario para que proceda este medio de control concreto de 
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constitucionalidad de leyes y normas generales la existencia de un 

proceso substanciado ante la jurisdicción ordinaria en el cual, durante 

su desarrollo, surja la duda sobre la constitucionalidad de una ley que 

ha de ser aplicada para la resolución de dicho proceso. 

Como puede observarse, el juez que conoce de la causa se 

halla ante un imperativo claramente jurisdiccional de consultar al 

órgano controlante en torno a la conformidad de la ley que servirá de 

fundamento para dictar sentencia con la Ley Fundamental de la cual 

emana esa ley, a fin de que sea el propio Tribunal Constitucional 

Federal quien se pronuncie sobre la constitucionalidad o 

inconstitucionalidad de la ley aplicable al procedimiento substanciado 

en la jurisdicción ordinaria . 

b) Objeto de control.- Mientras en el control abstracto de 

normas el Tribunal Constitucional Federal actúa como protector de la 

Constitución mediante el control concreto de normas aparece tanto 

como contralor como protector del legislador por considerar que 

ningún tribunal de jurisdicción ordinaria puede dejar de lado los 

propósitos que tuvo en cuenta el legislador. En este sentido , el objeto 

de revisión se dirige a las leyes aplicables a la resolución de un caso 

concreto sometido a la jurisdicción de los tribunales ordinarios . Los 

tribunales ordinarios (no constitucionales) están obligados en caso de 

dudas sobre la constitucionalidad del ordenamiento juridico a 

interpretar la conformidad constitucional de la normatividad aplicable 

al juicio cuya resolución dependa de la aplicación de dicha 

normatividad, debiendo poner de manifiesto la misma ante el Tribunal 

Constitucional al haber realizado un juicio previo de 

constitucionalidad, fundando y motivando dicha convicción y 

exponiendo sus argumentos ante el órgano de control , debido a que 
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los órganos judiciales se encuentran impedidos para declarar la 

nulidad de normas, por lo que la determinación de la validez o 

inconstitucionalidad de la ley propuesta, es competencia exclusiva 

del Tribunal Constitucional Federal, correspondiendo únicamente al 

órgano judicial llevar a cabo una interpretación de la conformidad de 

leyes con la Constitución .255 

En este orden de ideas, la apelación a través de los tribunales 

en el marco del control concreto de normas presupone que el tribunal 

ordina rio considere una disposición legal como inconstitucional y que 

la solución de esa cuestión sea pertinente para su decisión. En ese 

caso el tribunal presenta la cuestión al Tribunal Constitucional 

Federal para su decisión previa. Si existe la "pertinencia de la 

decisión" el Tribunal Constitucional Federal decide. De esta forma 

influye dicho órgano de control sobre el hecho de saber si la norma 

sometida a su verificación tiene importancia para la decisión. Luego 

de haber constatado la pertinencia de la decisión , el Tribunal 

Constitucional Federal da inicio al proceso constitucional a fin de 

decidir respecto de la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la 

norma objeto de control , declarando la cQnformidad de la misma con 

la Ley Fundamental, o bien, su nulidad.256 

Cabe mencionar que debido a las peculiaridades de esta vía 

de control de constitucionalidad, por el hecho de tratarse de un 

control concreto y en via de excepción, derivan una serie de 

requisitos que deben de tenerse en cuenta a la hora de determinar el 

objeto de control, mismos que pueden ser resumidos de la siguiente 

manera: 

:-' RESS. Op. c it. pp. 151 Y 152. 
> .. ibide lll. p. 141. 
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a) Con carácter previo, la existencia de un proceso del 

que esté conociendo un juez o tribunal. 

b) Fuerza de ley de la norma o normas que se cuestionan. 

c) Contradicción , según el criterio del órgano judicial , de 

dicha norma con determinados preceptos 

constitucionales. 

d) Dependencia en la resolución del proceso principal de 

la validez de la norma legal aplicable. 

c) Substanciación del procedimiento de control conéreto 

de normas.- El procedimiento del control concreto de normas se 

encuentra previsto en la Ley del Tribunal Constitucional Federal en 

los artículos 80 a 82 y otras disposiciones complementarias del 

Reglamento de dicho órgano de control de constitucionalidad , y al 

igual que el control abstracto, por disposiciones comunes previstas 

en ambos ordenamientos que resultan aplicables a los procesos 

constitucionales, y por ende, a dicho procedimiento de control 

concreto de constitucionalidad de normas. 

De conformidad con lo establecido por el artículo 80 de la Ley 

del Tribunal Constitucional Federal , cuando se cumplan las 

condiciones establecidas en el Artículo 100, apartado 1 de la Ley 

Fundamental , los tribunales deberán recabar inmediatamente el 

pronunciamiento del Tribunal Constitucional Federal. Para tal efecto , 

el órgano judicial deberá exponer los razonamientos sobre la 

hipotética inconstitucionalidad de una norma. La fundamentación de 

sus argumentos será empleada por el Tribunal Constitucional Federal 

para determinar en qué medida la resolución del tribunal ordinario 

depende de la vigencia de la disposición legal y con qué norma 
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jurídica superior es incompatible, debiendo este tribunal adjuntar a 

los mismos los autos del juicio ante él seguido y remitirlos al Tribunal 

Constitucional a fin de que éste acuerde respecto a la admisibilidad o 

no del medio de control concreto de normas. 

El artículo 82 de la Ley del Tribunal Constitucional Federal 

establece que los órganos constitucionales mencionados por el 

artículo 77 de dicho ordenamiento pueden adherirse como 

coadyuvantes en cualquier fase del proceso de control concreto de 

normas. Así , cuando el derecho federal o el derecho de un Estado 

Federado sea considerado nulo en razón de su incompatibilidad 

formal o material con la Ley Fundamental o con otras disposiciones 

del derecho federal , podrán adherirse al proceso como coadyuvantes 

los miembros del Bundestag, del Bundesrat o del Gobierno Federal , y 

en su caso, los miembros de los gobiernos de los Estados 

Federados. Tratándose de discrepancias sobre la vigencia de una 

norma de un Estado Federado podrán coadyuvar el Parlamento y el 

gobierno del Estado Federado en que se haya publicado la norma 

cuestionada . 

Por otro lado, cabe mencionar que cuando una norma siendo 

vigente se considere incompatible con la Ley Fundamental o con 

otras disposiciones del derecho federal y por este motivo no sea 

aplicada por un tribunal ordinario, una autoridad administrativa o un 

órgano de la Federación o de un Estado Federado, podrán adherirse 

como coadyuvantes en el proceso los miembros del Bundestag, del 

Bundesrat, así como los miembros del Gobierno Federal. 

Durante el desarrollo del proceso constitucional el Tribunal 

Constitucional Federal también debe dar audiencia a los interesados 
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en el procedimiento seguido ante el tribunal de jurisdicción ordinaria 

que haya presentado la petición, debiendo citarlos a las audiencias y 

concederles la palabra a ellos o a sus representantes personados en 

dicho procedimiento (Articulo 82.3 L TCF). En este o~den de ideas, 

las partes en el proceso de jurisdicción ordinaria tienen derecho a 

intervenir en el juicio constitucional , y por lo tanto, la petición del 

tribunal ordinario será independiente de la impugnación de la 

disposición legal por un interesado del proceso principal. 

Es· importante mencionar que el Tribunal Constitucional 

Federal durante el procedimiento constitucional puede recabar 

información de los tribunales superiores de la Federación o los 

tribunales superiores de los Estados Federados en la que le 

comuniquen cómo y a partir de qué consideraciones han interpretado 

anteriormente la Ley Fundamental respecto de la cuestión 

controvertida , si han aplicado en su jurisprudencia la disposición legal 

cuya vigencia se debate, cómo la han aplicado y qué cuestiones 

jurídicas conexas están pendientes de resolución . Asimismo, puede 

exhortarlos a que expongan sus consideraciones sobre una cuestión 

jurídica relevante para la resolución, debiendo comunicar los 

dictámenes a los interesados (Articulo 82.4 L TCF). 

Respecto al proceso de deliberación por parte de los 

magistrados del Tribunal Constitucional Federal , desde la 

designación del ponente hasta la votación y adopción de la 

resolución (sentencia) en el procedimiento de control concreto de 

normas propuesto por los órganos judiciales, cabe señalar que el 

mismo se rige de conformidad con lo previsto en los artículos de la 

Ley del Tribunal Constitucional Federal y su Reglamento, mismos 

que han sido explicados en el procedimiento de control abstracto de 
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normas, por lo que en obvio de repeticiones damos por reproducidas 

todas y cada una de las consideraciones expuestas al respecto. 

d) Sentencia,- Respecto al procedimiento para la 

determinación, elaboración del contenido y publicación de las 

sentencias que deben recaer a este proceso de control concreto de 

normas, es importante mencionar que resulta ser el mismo que el 

previsto para el control abstracto, por lo que deberá atenderse a lo 

que al respecto establecen tanto la Ley del Tribunal Constitucional 

Federal como su Reglamento. Por este motivo, en obvio de 

repeticiones damos por reproducido el análisis que en materia de 

sentencias fue desarrollado para el procedimiento de control 

abstracto de normas. 

e) Efectos de la sentencia.- Cuando en un procedimiento de 

control concreto el Tribunal Constitucional Federal llegue al 

convencimiento de que una norma del derecho federal es 

incompatible con la Ley Fundamental o una norma del derecho de un 

Estado Federado es incompatible con la Ley Fundamental o con 

otras disposiciones del derecho federal, declarará la nulidad de la 

norma en cuestión . En el supuesto de que otras disposiciones de la 

misma ley sean incompatibles por los mismos motivos con la Ley 

Fundamental o con otras disposiciones del derecho federal , el 

Tribunal Constitucional Federal podrá declarar asimismo su nulidad 

(Artículo 78 L TCF). 

En este sentido, la declaración de nulidad puede abarcar de 

diversas maneras a la ley objeto de revisión . Si el defecto afecta a 

toda la ley como unidad legislativa -por ejemplo, en el caso de 

defectos formales en el proceso legislativo- , la leyes declarada 
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totalmente nula sin tener en cuenta su contenido. Sin embargo, la 

nulidad total de una norma puede provenir de la nulidad de alguna de 

sus partes cuando la parte acorde a la Ley Fundamental no tenga 

una importancia independiente o carezca de sentido esa parte dentro 

del todo . Es importante señalar que en un procedimiento de control 

de normas puede ser anulada parcialmente una ley cuando ciertas 

cláusulas de la misma, en opinión del Tribunal Constitucional 

Federal , sean incompatibles con el texto de la Ley Fundamental. En 

este supuesto, el Tribunal Constitucional declarará nulos dichos 

preceptos dejando subsistentes los preceptos normativos que ~ean 

conformes con el ordenamiento constitucional. 257 

Cabe mencionar que las resoluciones del Tribunal 

Constitucional Federal en el control concreto, al igual que las 

adoptadas en el procedimiento de control abstracto de normas, son 

vinculantes para los órganos constitucionales de la Federación y de 

los Estados Federados y para todos los tribunales y todas las 

autoridades. En la medida en que el Tribunal Constitucional resuelva 

que una ley aplicable en un proceso de jurisdicción ordinaria es 

compatible o incompatible con la Ley Fundamental o con otras 

normas del derecho federal o se declare su nulidad, la resolución 

deberá ser publicada por el Ministerio Federal de Justicia en el 

Boletin Oficial del Estado, debiéndose establecer en la misma los 

medios para ejecutarla así como las modalidades de ejecución . 

3.2 .4 Queja constitucional 

De acuerdo con el artículo 90 de la Ley del Tribunal 

Constitucional Federal basado en el artículo 93, párrafo primero , 

,-: RFSS. op. ci l. p.155. 
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número 4a y 4b de la Constitución, todo aquél que considere que ha 

sufrido una lesión en sus derechos fundamentales producida por el 

poder público, puede presentar una queja constitucional ante el 

Tribunal Constitucional Federal , quien es el único órgano competente 

para desahogar dicho recurso. 

El artículo 93 de la Ley Fundamental establece al respecto lo 

siguiente: 

"Articulo 93 

(1) El Tribunal Constitucional Federal decide 

4a. sobre las quejas constitucionales que pueden ser interpuestas por toda 
persona que se crea lesionada por el poder publico en uno de sus derechos 
fundamentales o en uno de sus derechos contenidos en los articulas 20 . 
apartado 4, 33, 38 , 101 , 103 Y 104; 

4b. sobre las quejas constitucionales interpuestas por municipios y 
mancomunidades de municipios por violación a través de una ley, del 
derecho de autonomía municipal establecido en el articulo 28 , 
exceptuándose, sin embargo, aquellos casos de violación por leyes de los 
Uinder en los que quepa recurso ante el Tribunal Constitucional del 
respectivo Land ... " 

Por su parte, el artículo 90 de la Ley del Tribunal 

Constitucional Federal dispone al respecto: 

"Articulo 90 
(1) Cualquier ciudadano podrá interponer ante el Tribunal Constitucional 
Federal una queja constitucional alegando una violación de sus derechos 
fundamentales o de los derechos especificados en los artículos 20, apartado 
4,33, 38 , 101 , 103 Y 104 de la Ley Fundamental por parte de los poderes 
públicos ." 

Al particular, el artículo 91 del ordenamiento en comento 

establece lo siguiente: 
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"Artículo 91 
Los municipios y mancomunidades podrán interponer la queja constitucional 
alegando que una ley de la Federación o del Estado Federado respectivo 
viola lo dispuesto en el Artículo 28 de la Ley Fundamental. La queja 
constitucional ante el Tribunal Constitucional Federal quedará excluida en 
ta nto pueda interponerse un recurso por violación del derecho de 
autogobierno conforme a la legislación del Estado Federado ante el tribunal 
constitucional del mismo." 

Como puede observarse en el texto de los articulos 

anteriormente transcritos, la queja constitucional puede ser planteada 

por cualquier persona fisica o juridica que se vea perjudicada en sus 

derechos fundamentales por el poder público (expresión que 

comprende al poder legislativo, al judicial y a la administración 

. pública) , situación que le permite dirigirse incluso directamente en 

contra de una ley. Siendo este el caso , como condición previa , se 

exige que sea la propia norma legal combatida la que produzca la 

lesión del derecho fundamental. Es importante mencionar que 

también las leyes en el marco de la llamada queja constitucional 

municipal, según los articulos 93, inciso 4b de la Ley Fundamental y 

91 de la L TCF, pueden ser objeto de control con la particularidad de 

que aqui la pauta de control será el derecho a la auto-administración 

garantizado a la comuna .258 

En este orden de ideas, mediante la queja constitu cional se 

protegen los derechos fundamentales de los individuos contra actos 

de los poderes públicos y normas (incluidas por supuesto las leyes) 

cuyo contenido y aplicación vulneren dichos derechos. 

Respecto al procedimiento para substanciar la queja 

constitucional, éste se encuentra previsto por los artículos 90 a 97 de 

la Ley del Tribunal Constitucional Federal. Las particularidades del 

'" RI'SS. op . c il. p.142. 
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procedimiento de este medio de control de constitucionalidad, de 

acuerdo con los preceptos de la Ley del Tribunal Constitucional 

Federal son las siguientes: 

• El recurso puede interponerse una vez que han sido 

empleadas sin éxito todas las demás vías legales al alcance 

del recurrente. Excepcionalmente puede omitirse este 

requisito cuando de exigírsele su cumplimiento al recurrente, 

éste pueda sufrir un daño grave e irreversible (Artículo 90.2 

LTCF). 

• El recurrente debe ser sujeto de derechos fundamentales sea 

persona física o moral, incluyéndose los municipios y 

mancomunidades (uniones de municipios). Estos últimos 

serán recurrentes cuando aleguen que de una ley de la 

federación o las leyes del Land (Estado federado) se 

desprende una lesión de sus derechos fundamentales 

(Artículo 91 L TCF). 

• El recurso debe desahogarse a petición de parte agraviada. 

Por lo tanto, este recurso sólo procede cuando el recurrente 

es quien sufre el agravio producto . de un acto de autoridad o 

de una norma que lesiona sus derechos. 259 

• El plazo de interposición del recurso es de un mes contado a 

partir del momento en que se emite el acto de autoridad 

administrativa o se dicta sentencia (Artículo 93 .1 L TCF)260 

• Tratándose de una ley, el plazo es de un año a partir del 

momento en que ésta entre en vigor (Artículo 93 .3 L TCF). 

• En la fundamentación del recurso deben especificarse el 

derecho presuntamente violado y la acción u omisión del 

:5" COV I.6. N ANDRADE. Miguel. El con/rol de la cOII.\' liruciollalidad . . p. 139. 
:,." ibidel11. 
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órgano o de la autoridad en que presuntamente tuviere su 

origen la violación del derecho del recurrente (Artículo 92 

LTCF). 

• En el proceso constitucíonal tienen derecho a intervenir tanto 

la autoridad responsable como el tercero perjudicad0 261 

• La decisión del Tribunal Constitucional Federal revoca el acto 

de autoridad o anula la ley (Artículo 95 L TCF). En este 

sentido, al tratarse de una ley, la nulidad pronunciada produce 

efectos vinculantes y generales (erga omnes) para los órganos 

constitucionales de la Federación y de los Estados Federados 

y para todos los tribunales y todas las autoridades. 

Es importante señalar que esta última particularidad del 

procedimiento de la queja constitucional, anulación de leyes con 

efectos generales y vinculantes, es un elemento característico de los 

medios de control de constitucionalidad de normas generales, lo cual 

nos permite califícar a este recurso como tal, no obstante que a 

través del mismo pueda controlarse la actividad de los órganos 

',., ··'\ l"Ii cul o 94 LTCF: 

111 El Tribu nal Constituc ional Federal dará traslado de la demanda al órgano constituc ional 
de la Federa ción o de l Estado Federado cuya acc ión u omis ión se impugne en la queja 
constitucional a fin de que puedan formular las a legaciones que estimaren opo rtunas dentro 
de un plazo determinado. 
111 Cua ndo la acción u omisión dimanare de un ministro o de una autoridad de la Federac ión 
o de' un Estado Federado, se dará traslado de la demanda a l ministro compe tente a tln de que 
I'ucela formular las a legaciones que estimare oportunas . 
I.~ 1 e·uando la queja constituciona l se inte rponga contra una reso lUCión JudiCia l. e l Tribunal 
ConSlilllc ional Federal también dará traslado de la demanda al benefi cian n de la resolución 
a fi n de que pueda formu lar las a legac iones que estimare oportunas . 
1-11 Cua ndo la queja constituciona l se interponga directa o indirec tamente contra una ley. se 
ap li ca ra mutalls mutandis lo dispuesto en e l articulo 77 . 
{" 1 Los ó rganos constitucionales mencionados en los apartados 1. 2 Y 4 podrán adherirse a l 
proced imiento como coadyuvantes . El Tribunal Constitucional Federa l podni prescindir del 
Iramite de la vista oral cuando sea de esperar que no impulsa rá e l procedimiento y los 
órganos constitucionales coadyuvantes con derecho a formular alegaciones renuncien a la 
Illlsma . 
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públicos del Estado (actos de autoridad por violación de derechos 

fundamentales) . 

3.2.5 Control de normas internacionales y sobre la vigencia de 

normas de carácter federal 

Para finalizar el estudio de los medios de control de 

constitucionalidad de normas generales en Alemania , es preciso 

analizar aunque sea brevemente el control de la constitucionalidad 

de normas internacionales y el control sobre la vigencia de f10rmas 

federales, a fin de complementar el estudio sobre el control de 

constitucionalidad de normas generales en dicho país europeo. 

a) Control de normas internacionales.- El artículo 25 de la 

Ley Fundamental señala que las reglas generales del derecho 

internacional público son parte integrante del derecho federal y que 

aquéllas tienen primacía sobre las leyes federales y crean 

directamente derechos y obligaciones para los habitantes del 

territorio federal. 

Con relación a este precepto, el artículo 100, párrafo segundo 

de la Ley Fundamental, contempla la posibilidad de que surja una 

controversia respecto a si una forma de derecho internacional es 

parte del derecho del Estado alemán o sobre si ésta produce 

derechos y obligaciones para el individuo, siendo competente para 

resolver dicha controversia el Tribunal Constitucional Federal. Dicho 

precepto textualmente establece lo siguiente: 

"Articulo 100: 
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(2) Si en el curso de un litigio hubiera dudas acerca de si una regla de 
Derecho internacional es parte integrante del Derecho federal y fuente 
directa de derechos y deberes para el individuo (articulo 25), el tribunal 
recabará la decisión del Tribunal Constitucional Federal." 

En este orden de ideas, una consulta al Tribunal 

Constitucional Federal en los términos del artículo 100 párrafo 

segundo del texto fundamental no es sólo admisible cuando existe 

duda respecto si una norma de derecho internacional es parte del 

derecho federal en términos del artículo 25 de dicho ordenamiento, 

sino también cuando la duda de un tribunal a quo concierne al 

alcance de la norma del derecho internacional o a la cuestión de que 

existe una norma determinada.262 Así, el control de constitucionalidad 

de normas internacionales puede originarse de un procedimiento 

ordinario (o de legalidad) siendo el órgano judicial de dicha instancia 

quien al aplicar una norma internacional al caso concreto del cual 

conoce puede cuestionar la constitucionalidad de dicha norma 

internacional y someterla a verificación ante el Tribunal 

Constitucional Federa l. 

El procedimiento de dicho medio . de control de normas 

internacionales se encuentra previsto en los articulos 83 y 84 de la 

Ley del Tribunal Constitucional Federal, mismos que prevén que para 

los casos a que se refiere el Artículo 100, apartado 2 de la Ley 

Fundamental , el Tribunal Constitucional Federal deberá constar en 

su resolución si la regla de derecho internacional es parte integrante 

del derecho federal y si es fuente inmediata de derechos y 

obligaciones para el individuo, debiendo dar previamente audiencia 

al Bundestag, al Bundesrat y al Gobierno Federal dentro de un plazo 

:"~ COVIÁ l'\ .'\NDRA llI: . Migue l. El ('O/lIro l de la collSl il llciOI/(/lidad ... . p. 14 ~. Ilota al pie 
de pagina :'8. 

228 



determinado el cual no establece. Estos órganos de gobierno pueden 

adherirse como coadyuvantes en cualquier fase del proceso 

constitucional; en este sentido, el órgano controlante está obligado 

antes de decidir a dar oportunidad a los órganos federales de emitir 

su opinión sobre el asunto, pudiendo participar en el proceso en 

cualquier momento que éste se encuentre. 

En cuanto a la fundamentación de la petición de verificación 

del tratado internacional por el tribunal ordinario, ésta debe 

determinar en qué medida la resolución del procedimiento ante él 

substanciado depende de la vigencia de la norma internacional que 

pretende ser aplicada y con qué norma jurídica superior es 

incompatible, debiéndose adjuntar los autos y remitirse al Tribunal 

Constitucional Federal. Durante el procedimiento constitucional, el 

Tribunal Constitucional deberá dar audiencia a los interesados en el 

procedimiento seguido ante el tribunal que haya presentado la 

petición, concediéndoles la palabra a los representantes personados. 

Examinados todos los elementos aportados por el tribunal 

ordinario y demás órganos e individuos . coadyuvantes, el Tribunal 

Constitucional Federal deberá emitir una resolución al respecto, 

misma que se referirá únicamente a si la norma internacional es o no 

parte del derecho interno y si produce o no derechos y obligaciones 

para los individuos en territorio alemán 263 

b) Control sobre la vigencia de normas federales.- Cuando 

existe duda sobre si una norma jurídica sigue estando vigente con 

carácter federal , corresponde al Tribunal Constitucional Federal 

decidir al respecto. 

:h' COV IÁN ANDRADE. Miguel. El cnll/rol de la conslilUcionnlidad .. . p. 14 3. 
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El articulo 126 de la Ley Fundamental establece lo siguiente: 

"Articulo 126.- Las controversias sobre la continuidad de la vigencia de las 
normas, como Derecho federal, serán resueltas por el Tribunal Constitucional 
Federal." 

Por su parte. el articulo 13, párrafo 14 de la Ley del Tribunal 

Constitucional Federal establece: 

"Articulo 13.- El Tribunal Constitucional Federal conoce en los casos 
determinados por la Ley Fundamental , a saber, 

14. discrepancias sobre la continuidad de la vigencia, con carácter de 
derecho federal, de cualesquiera normas (artículo 126 de la Ley 
Fundamental) ." 

El procedimiento específico de este medio de contro l de 

consti tucionalidad se encuentra previsto en los articulos 86 a 89 de la 

Ley del Tribunal Constitucional Federal. De la lectura de dichos 

articu los deben distinguirse dos casos en cuanto a los sujetos 

legitimados que pueden recurrir al Tribunal Constitucional para que 

resuelva respecto de la vigencia de normas federales: 

• Cuando directamente en via de acción el Bundestag, el 

Bundesrat, el gobierno federal o el gobierno de un Land 

hacen el planteamiento sobre si la ley sigue vigente; y 

• Cuando según las circunstancias previstas por el articulo 

100 de la Ley Fundamental (control concreto de normas) 

en un proceso judicial resulta relevante y controvertido si 

una ley continúa vigente con carácter federal, caso en el 

cual el juez a qua eleva la cuestión en via de excepción al 
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Tribunal Constitucional Federal dejando en suspenso la 

resolución del proceso ordinario hasta que dicho órgano 

controlante emite su resolución .264 

El planteamiento de este medio de control de normas es 

admisible únicamente cuando la resolución del Tribunal 

Constitucional Federal sea determinante a efectos de la admisibilidad 

de una actuación ya ejecutada o inminente de un órgano federal , de 

una autoridad federal o de un órgano o autoridad de un Estado 

Federado, de conformidad con lo establecido por el artículo 87 de la 

Ley del Tribunal Constitucional Federal. 

La decisión del Tribunal Constitucional Federal recaída a dicho 

proceso constitucional determinará si la ley sigue siendo válida como 

derecho federal en su totalidad o parcialmente , y en todo el territorio 

federal o en una parte determinada del mismo (Artículo 88 L TCF). 

3.3 Estados Unidos de América 
----- ---------------------------------------------

3.3.1 El control de constitucionalidad de leyes en los Estados 

Unidos de América 

Concluiremos el estudio de este capítulo dedicado al estudio 

:del control de la constitucionalidad de normas y disposiciones 

generales en el derecho comparado, abordando el análisis de un 

sistema de control de constitucionalidad totalmente opuesto al 

analizado líneas atrás (control concentrado) y correspondiente a la 

mayoría de los estados europeos (incluidos España y Alemania) : el 

",. COV IA" ANDRADE, Miguel. El COl/ l rol dI' la COI/.\' l i lllcionalidad .. , p. 144 . 
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sistema difuso de control de constitucionalidad en los Estados Unidos 

de América . 

Antes de iniciar propiamente el análisis del sistema de control 

característico de este país anglosajón , consideramos necesario 

mencionar, aunque sea de manera breve, las características de este 

Estado y su forma de gobierno. 

a) Organización territorial del Estado: Federalismo.- Los 

Estados Unidos de América corresponden a un tipo de Estado 

Federal con una forma de gobierno presidencial. 

Estados Unidos de América reúne los requisitos exigibles a 

cualquier Estado federal moderno: una Constitución escrita , la unión 

de varias entidades federativas, el reparto de poder entre la autoridad 

central y las periféricas, la fuerza de la revisión judicial y un 

complicado sistema de enmienda constitucional (reforma 

constitucional) en el que las entidades que integran la federación, 

tienen igual pes0 265 

Desde el punto de vista de la organización territorial, los 

Estados Unidos se componen de 50 estados federados o entidades 

federativas que reproducen en escala menor el sistema político de la 

Federación: una constitución local , un legislativo generalmente 

bicameral (excepto en Nebraska), un órgano ejecutivo que en los 

estados lleva el nombre de Gobernador y un Tribunal Supremo en 

:1" COT ARELO, Ramón el. al. Sislemos políticos de lo Unión Europeo ("o " i" c1usió" de 
EHIII /"S U" id",I" y Jopó" .. p. 298 Y 299. 
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cada estado en el que culmina la organización judicial de éste en 

materias de su competencia.266 

La idea de un sistema federal hace que los Estados Unidos 

sea concebido como un Estado con un gobierno de poderes 

delegados. De la forma de estructuración federal del sistema 

norteamericano debería desprenderse una reserva de facultades 

para los estados federados expresamente señalada por el texto 

constitucional de cada uno de ellos, y una implícita competencia de 

los poderes federales que conformaría la delegación de atribuciones 

que harían en su favor los órganos locales. Sin embargo, la técnica 

de distribución de competencias entre la federación y los estados 

miembros es exactamente inversa, es decir, consiste en dotar de 

facultades expresas a los poderes federales dejando a los estatales 

el ejercicio de todas aquéllas que no son conferidas a los poderes 

federales , técnica de distribución competencial adoptada desde la 

formación de este Estado y determinada por el propio texto 

constitucional.267 

Esta distribución de competencias constitucionalmente 

establecida fue lo que obligó a redefinir las relaciones entre la 

Federación y los estados miembros, acuñándose para ello la teoría 

del federalismo cooperativo, según la cual es preciso permitir la 

expansión de las funciones del Estado Federal y admitir que los 

estados federados administren fondos federales a fin de garantizar el 

desarrollo equilibrado del país , esto por supuesto de conformidad con 

1'", ibidem. p. 300. 
1'" "Los poderes que la Constitución no delega a los Estados Unidos ni prohíbe a los 
Estados. quedan reservados a los Estados respec tivamente o al pueblo." Déc ima enm ie nda 
constituciona l (B ill 01' Rights). Esta enmienda fue ratificada el 15 de Diciembre de 1791 . 
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el régimen de distribución de competencias previsto 

constitucionalmente.26B 

b) Órganos de gobierno.- Hemos dicho anteriormente que 

los Estados Unidos de América tienen una forma de gobierno 

presidencial que aunado al tipo de Estado federal, permiten observar 

una gran semejanza en cuanto a la estructura y funcionamiento de 

los órganos constituidos que llevan a cabo las tareas de gobierno con 

los constitucionalmente establecidos al efecto en nuestro pais. 

Los órganos o instituciones del Estado que llevan a cabo las 

funciones de gobierno en este país anglosajón, son los siguientes: 

• Presidente de la República quien reúne en su persona la 

conducción de la política exterior del país y la conducción del 

gobierno, teniendo por ello la calidad de Jefe de Estado y Jefe 

de Gobierno. Es preciso aclarar que la función de gobierno la 

realiza con apoyo de los diferentes ministerios que conforman 

la administración pública del país. 

• Congreso Federal; órgano de composición bicameral , 

integrado por la Cámara de Representantes y el Senado. La 

primera corresponde al principio de representación personal 

de los ciudadanos, conformada en razón proporcional a la 

cantidad de habitantes de los respectivos estados miembros 

de la federación . Por su parte . el Senado (cámara 

colegisladora), incorpora el principio de representación 

territorial de los estados miembros a razón de dos senadores 

por cada uno. Ambas cámaras tienen a su cargo la función 

legislativa, por lo que una y otra cámara son copartícipes en el 

2<·' COTA RELO. Op. c it . p. 299. 
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proceso legislativo. Es importante señalar que ambas cámaras 

son electas por sufragio universal; en el caso de los miembros 

de la cámara de representantes, los mismos son electos por 

un sistema de mayoria simple a una sola vuelta en 

circunscripciones uninominales, mientras que el Senado es 

electo por mayoría simple en una sola circunscripción 

estatal. 269 

• Suprema Corte, quien tiene a su cargo la administración de 

justicia a nivel federal mediante el ejercicio de su competencia 

en materia de control de legalidad y de constitucionalidad de 

actos y leyes. Por su importancia en materia de control de 

constitucionalidad de leyes en el sistema norteamericano, será 

analizada con posterioridad su estructura y funcionamiento . 

e) Sistema de control de constitucionalidad.- El sistema de 

control de constitucionalidad de leyes en los Estados Unidos se 

caracteriza por ser difuso, debido a que cualquier órgano judicial 

puede dejar de aplicar una norma aquejada de inconstitucionalidad y 

plantear una cuestión prejudicial a instancia de parte, debiéndose 

mencionar que, en todo caso, corresponde a la Suprema Corte 

resolver al respecto en última instancia por ser el máximo intérprete 

de la Constitución .27o Por tal motivo y debido a la estructuración y 

funcionamiento de este sistema difuso de control de 

constitucionalidad , podemos extraer las características que lo 

diferencian del sistema concentrado de control de la 

constitucionalidad de normas generales -propio de algunos países 

europeos e incluso de América Latina- y que son las siguientes: 

,,,., ibidem. pp. 303 , 306 Y 3 16. 
,-" ibidem. p. 3 11 
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• Cualquier juez puede plantear la cuestión de 

constitucionalidad , razón por la cual se denomina difuso a éste 

sistema pues el control jurisdiccional de leyes se encuentra 

disperso en cada uno de los órganos del poder judicial 

estadounidense (locales y federales), quienes son 

competentes para ejercer el control de constitucionalidad de 

leyes, e inclusive, para declarar su inconstitucionalidad; 

• La cuestión de constitucionalidad se establece por vía 

incidental o de excepción, es decir, se origina con motivo de 

un juicio de jurisdicción ordinaria en el que durante su 

substanciación surge la duda sobre la constitucionalidad de la 

ley aplicable al mismo, y que es fundamental para su 

resolución ; 

• Los alcances de la resolución tienen efectos constreñidos al 

caso concreto; 

• Rige el principio stare decisis, esto es, tiene aplicación la 

doctrina de precedentes judiciales; y 

• Una Suprema Corte se pronuncia en última instancia sobre la 

cuestión de constitucionalidad emitiendo jurisprudencia 

obligatoria para los demás jueces.271 
. 

Como podemos observar, debe entenderse el sistema de 

control de constitucionalidad de leyes americano o difuso, como un 

sistema de control de constitucionalidad de leyes a cargo de 

tribunales ordinarios , por ser competentes todos y cada uno de los 

órganos judiciales para conocer de cuestiones de constitucionalidad 

de leyes y estar facultados para declarar la inconstitucionalidad de 

las mismas, lo cual evidentemente se opone a los principios del 

.. , COV IÁN ANDRADE. M igue l. El con/rol de la colIstifllciollalidad . . pp. 46. 47, 217. 

~ 2 ~ Y 126. 
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sistema de control concentrado de constitucionalidad de normas 

generales donde tiene competencia exclusiva en materia de control 

de constitucionalidad un Tribunal Constitucional , Corte Constitucional 

o como se denomine al órgano de control. 

d) Poder Judicial de los Estados Unidos de América.- Una 

vez establecidas las características del sistema difuso de control de 

constitucionalidad de leyes en Estados Unidos es conveniente 

analizar la estructura de su sistema judicial federal y local, pues ello 

permitirá comprender mejor el funcionamiento de dicho sistema de 

control de constitucionalidad, objeto de estudio del presente 

apartado. 

El sistema judicial estadounidense es una herencia directa del 

Common Law británico, del que procede, con mezcla de la tradición 

del derecho codificado, lo cual es visible precisamente por la 

existencia de una Constitución escrita . La supremacía de una norma 

legal escrita explica en buena medida una de las mayores diferencias 

entre el poder judicial británico y el estadounidense, esto es, el hecho 

de que el último cuente con un procedimiento de revisión judicial de 

constitucionalidad de las leyes que culminará en una Suprema 

Corte.272 

En los Estados Unidos encontramos un sistema doble de 

organización judicial condicionada por la naturaleza federal del 

Estado: por un lado, la jurisdicción estatal , y por otro , la federal. Las 

diferencias residen tanto en el ámbito de competencia como en el de 

organización . Cada estado puede tener su propia organización 

judicial que culmina en su respectivo Tribunal Supremo para los 

,,~ COTARE LO. Op. cil. p.309 
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asuntos de derechos del estado. Por otro lado, existe la jurisdicción 

federal de la que se encarga la Suprema Corte.273 

De conformidad con el artículo tercero de la Constitución de 

los Estados Unidos de América "habrá una Suprema Corte de 

Justicia y Tribunales inferiores que el Congreso establezca". En la 

base de este sistema judicial se encuentran las Cortes Federales de 

Distrito , le siguen en línea ascendente las Cortes Federales de 

Apelación, similares a los Tribunales Colegiados de Circuito 

mexicanos por tener una jurisdicción en una zona que abarca varios 

estados ; y en la cúspide del sistema judicial norteamericano, 

encontramos a la Suprema Corte de Justicia , quien es el tribunal de 

última instancia 274 

Desde luego, este conjunto de tribunales que integran el poder 

judicial federal deben distinguirse del poder judicial de cada estado 

en función específicamente de su jurisdicción. La estructura del 

poder judicial de los estados federados varía conforme a los 

siguientes rasgos generales: 1) Tribunales de primera instancia o trial 

courts , en la mayoría de los casos divididos en función de la 

importancia de los asuntos de que conocen (majar and minar cases). 

Sólo unos cuantos estados poseen un tipo único de tribunales de 

primera instancia . 2) Tribunales de apelación o appelate courts en la 

minoría de los estados como únicos tribunales de segunda instancia . 

En la mayoría de los estados existen varios tribunales de apelación 

que conocen de las inconformidades ante resoluciones de los 

tribunales de primera instancia . 

:., ib ictel11 . 
:'J cO\' I.';'''' A"iDRADE, Miguel. El col/lral di' la (,1I1I.\ liIUCionalidad ... r . 202 . 
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Cabe mencionar que donde existe un solo tribunal de 

apelación se denomina Tribunal Superior del Estado . Cuando existen 

varios tribunales de apelación, existe una Suprema Corte Estatal que 

conoce de apelaciones contra decisiones de los tribunales de primera 

instancia ' (trial courts) directamente planteadas ante ella, o bien de 

inconformidades por resoluciones de los tribunales de apelación 

(appelate courts). Generalmente el esquema más simple 

corresponde a los Estados menos poblados y el más complejo a los 

que poseen una densidad demográfica mayor.275 

e) Suprema Corte.- El arquetipo de los órganos judiciales 

estatales es la Suprema Corte quien , como se ha dicho, es la 

culminación de la organización judicial estadounidense. La Suprema 

Corte goza del máximo prestigio en los Estados Unidos y se integra 

por nueve magistrados nombrados por el Presidente de la República 

con aprobación del Senado, siendo uno de ellos el Presidente o Chief 

Justice . Este máximo Tribunal sólo actúa en pleno no dividiéndose en 

salas, existiendo por ello la posibilidad de que sus miembros hagan 

uso de votos particulares.276 Es preciso mencionar que la Suprema 

Corte requiere de un quórum de seis miembros para poder tomar una 

decisión. 

La condición de supremo intérprete de la Constitución de la 

Suprema Corte no está prevista en el texto constitucional sino que es 

el resultado de la teoria de la supremacia constitucional articulada 

por el Juez Marshall en el famoso proceso Marbury vs. Madison de 

1803, en el que se establece el principio de jerarquía normativa: los 

actos administrativos han de ser sometidos a un control de legalidad 

,-; ibidem, pp. 202 Y 203 . 
,-" COTARE LO, Op. ci l. pp. 3 10 y 3 11 . 
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(para revocar o anular los que sean ultra vires) y las leyes están a su 

vez sometidas a un control de constitucionalidad. Como quiera verse, 

este control no es de posible realización sin averiguar previamente lo 

que la Constitución y las leyes quieran decir. En este sentido, la 

Suprema Corte conquista así una legitimidad absoluta e irrestricta de 

intérprete de la Constitución y de los actos de todos los órganos del 

Estado -incluidos los actos del Ejecutivo-, lo que en términos más 

concisos es lo que se conoce con el nombre de supremacia 

judicial. 277 

Respecto a la competencia de la Suprema Corte, ésta puede 

dividirse en dos grandes apartados: 

• La competencia específicamente jurisdiccional de control de 

legalidad Uurisdicción de apelación), que corresponde en la 

especie al más elevado de la Federación y que lo diferencia 

de la jurisdicción original correspondiente a cualquier tribunal 

de primera instancia ; y 

• La relativa al control de la constitucionalidad, conforme a la 

cual la Suprema Corte actúa en calidad de intérprete de la 

Constitución . 

En cuanto a la competencia de la Suprema Corte en materia 

de control de constitucionalidad de leyes, es preciso menciona r que 

el poder de control de la constitucionalidad de las mismas no 

pertenece exclusivamente a este último --como es el caso de los 

Tribunales Constitucionales pertenecientes al sistema concentrado 

de control de constitucionalidad-- , sino a todos los tribunales de los 

Estados Unidos, cualquiera que sea su grado, debido a que se trata 

ibictel1l. p. 3 11 Y 312. 
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de un sistema de control de carácter difuso. Éste es el principal 

motivo de que el control de la constitucionalidad no se ejerza de 

manera directa, es decir, como un proceso directo de 

constitucionalidad (control abstracto), sino que sea un control por vía 

de excepción o incidental de constitucionalidad de leyes. 

Por tanto, en caso de litigio entre dos partes, una de ellas 

puede plantear la inconstitucionalidad de la ley, de un reglamento 

aplicable al caso concreto o de una decisión administrativa que 

pueda perjudicar sus intereses, pudiendo el juez de instancia -aun 

siendo de jurisdicción ordinaria- llevar a cabo un control de 

verificación sobre la conformidad o no de las normas de carácter 

general aplicables a la controversia, o bien, de actos administrativos 

que dañen intereses de las partes en el proceso ante él 

su bstanciado. 278 

En este orden de ideas, existe un sistema de control por los 

tribunales de los estados miembros de la federación de la 

constitucionalidad de las leyes de cada estado respecto a su propia 

constitución, un control por la Suprema CQrte de la constitucionalidad 

de las leyes de los estados respecto a la Constitución federal y un 

control por la Suprema Corte de la constitucionalidad de las leyes 

federales respecto a la Constitución federal. Este último es el que 

tiene más importancia política y el que da a la Suprema Corte su 

influencia sobre el gobierno de los Estados Unidos, as í como el 

ca rácter de máximo intérprete constitucional.279 

:"S DUVERGER, Maurice. /m l i l1/c iones po/ílicas y derecho consliluóo//o/ .. , pp.3 17 Y 318. 
" " Íbide111. p. 318 
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f) Principios fundamentales del control de la 

constitucionalidad de leyes en los Estados Unidos.- El derecho 

de controlar la constitucionalidad de las leyes no está inscrito de 

modo expreso en la Constitución de los Estados Unidos de América , 

sino que es producto de una serie de principios fundamentales que 

enmarcan la función de control de constitucionalidad ejercida por los 

órganos judiciales (incluida la Suprema Corte), y que son los 

siguientes: 

• Supremacia constitucional 

• Principio de constitucionalidad 

• Revisión judicial de leyes Uudicial review) 

• Doctrina de los precedentes (principio stare decisis). 

Es conveniente analizar cada uno de estos principios a fin de 

comprender el sistema de control de constitucionalidad 

estadounidense. No obstante, por la importancia de los dos últimos 

princip ios para el control de constitucionalidad en los Estados Unidos 

de América -siendo el penúltimo, revisión judicial de leyes. el único 

medio de control de constitucionalidad-, su estudio será desarrollado 

en apartados posteriores . 

Supremacia constitucional.- El principio de supremacía 

constitucional está previsto en el artículo seis , sección segunda, de la 

Constitución de los Estados Unidos de América : 

" ARTICULO VI 

1 .... 

2. Esta Constitución, y las leyes de los Estados Unidos que se expidan con 
arreglo a ella, y todos los tratados celebrados o que se celebren bajo la 
autoridad de los Estados Unidos, serán la suprema ley del país y los jueces 
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de cada Estado estarán obligados a observarlos, a pesar ' de cualquier 
disposición en contrario que se encuentre en la Constitución o en las leyes 
de cualquier Estado." 

Como puede observarse, en este artículo está contenida lo 

que en el derecho constitucional de los Estados Unidos de América 

se conoce como "supremacy c1ause" del que deríva la supremacía 

del ordenamiento constitucional sobre cualquier otro (federal o local), 

debido a la jerarquización normativa establecida en dicho articulo. 

En este orden de ideas, cualquier norma de carácter general, 

sea a nivel federal o local, siempre deberá estar conforme con lo 

establecido por el texto constitucional so pena de ser declarado nulo 

en caso contrario por los órganos competentes, esto es, los órganos 

judiciales 

Principio de constitucionalidad.- Como consecuencia del 

principio de supremacia constitucional no debe haber contradicción 

entre la ley y la Constitución, pues una ley que contradice a la 

Constitución es, en realidad, una ley que modifica la Constitución y 

atenta contra la idea de supralegalidad constitucional. Decir que la 

Constitución es superior a las leyes - y a las normas inferiores­

significa que una ley contraria a una disposición constitucional es 

irregular y no debe aplicarse . Éste es el principio de 

constitucionalidad de las leyes o de conformidad de las mismas con 

la Constitución . 

No obstante, sólo puede aplicarse en la práctica si la violación 

de la Constitución por una disposición legal es contrastada 

oficialmente y si el órgano que realiza la verificación está facultado 

para anular o inaplicar la ley, esto es, si está autorizado para llevar a 
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cabo el control de constitucionalidad de las leyes.28o Esto último es 

plenamente posible para los órganos judiciales en un sistema de 

control de constitucionalidad de normas generales como el 

norteamericano, debido a su carácter difuso. 

3.3.2 Revisión judicial de leyes üudicial review of legislation) 

a) La revisión judicial como medio de control de 

constitucionalidad de la legislación en los Estados Unidos de 

América.- Con el fin de garantizar la correspondencia entre los actos 

de los diversos poderes públicos y el texto de la Constitución de los 

Estados Unidos de América, se ha establecido un medio de control 

de la constitucionalidad , que en el caso de este país se verifica 

mediante la judicial review (revisión judicial). 

Hemos dicho que en los Estados Unidos el Poder Judicial 

tiene autoridad para resolver respecto a cuestiones de 

constitucionalidad . Sin embargo, el texto de la Constitución no 

concede expresamente a la Suprema Corte la autoridad necesaria 

para dictaminar la constitucionalidad de las leyes emanadas del 

Congreso Federal o de las legislaturas estatales ni de la revisión de 

las sentencias de los tribunales estatales. De aqui que tal autoridad 

emane de los fallos de la propia Suprema Corte de los Estados 

Unidos de América 28 1 

Lo anterior es comprensible si partimos de la idea de que a 

pesar de la relevancia de la Constitución escrita para el sistema 

:$0 DUVERGER, o p. cil. pp. 174 Y 175. 
:81 URSÚA- COCKE. Eugenio . Elementos del sistema j urídico anglosaj ón. México, 
Editorial Porrúa, 1984, p. l . 
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jurídico estadounidense, en este país se presentan casos en que la 

práctica constitucional se ha alejado un tanto de lo previsto en el 

texto constitucional, o bien, ésta se ha visto complementada con 

otras prescripciones que pueden estimarse como "consuetudinarias". 

Por este motivo, el control jurisdiccional de la constitucionalidad de 

las I~yes en el sistema juridico estadounidense es el ejemplo típico 

de una "costumbre constitucional adoptada por los órganos judiciales 

a través de sus resoluciones", ya que a partir del célebre caso 

Marbury vs. Madison la Suprema Corte estadounidense sentó el 

criterio de que los jueces podían dejar de aplicar con relación a los 

casos concretos sometidos a su jurisdicción, las leyes que estimasen 

inconstitucionales282
; facultad judicial que no encuentra fundamento 

expreso en ninguna de las disposiciones del texto constitucional 

estadounidense sino en el principio de supremacía constitucional , tal 

y como lo hemos establecido con anterioridad . 

Con la finalidad de comprender el origen y fundamento de la 

revisión judicial de leyes del sistema estadounidense de control de 

constitucionalidad, consideramos prudente analizar brevemente el 

caso Marbury vs. Madison. Para tal efecto, nos permitimos transcribir 

fragmentos del texto de la obra de Eugenio Ursúa-Cocke a fin de 

comprender, mediante este trascendental caso, la revisión judicial de 

leyes en los Estados Unidos de América como medio de control de 

constitucionalidad en dicho sistema de control difuso. 

Respecto al caso "Marbury vs. Madison" dicho autor manifiesta 

lo siguiente: 

'XC OROZCO HENRÍQUEZ, José de Jesús. Derecho constitucional conmetudinario. 
Primera reimpres ión. México, UNAM- Instituto de Investigaciones Jurídicas. 1993, p. 124. 
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"En Marbury vs. Madison, la Suprema Corte sostuvo la tesis de que ese 
tribunal estaba autorizado para dictaminar sobre las leyes del Congreso, a 
pesar de la falta de disposición expresa en la Constitución y de invalidarlas 
si las encontraba contrarias al texto de la Constitución . El alto tribunal 
encontró tal autoridad implícita en la llamada Cláusula de Supremacía 
(sección segunda del Artículo VI de la Constitución) según la cual la propia 
Constitución y "las leyes del Congreso emitidas en cumplimien to de la 
misma" serían la Ley Suprema de la Nación. 

Para entender el caso Marbury vs. Madison es necesario presentar una 
breve relación cronológica . El 13 de febrero de 1801 el Congreso federal, 
dominado por el Partido Federalista, aprobó una Ley de los Tribunales de 
Distrito que los aumentaba a seis, mientras reducia el número de Ministros 
de la Suprema Corte a cinco. El 17 de febrero el empate electoral es decidido 
por el Congreso a favor de Thomas Jefferson, opositor del Partido 
Federalista. El 27 de febrero el Congreso autorizó. todavia bajo la 
dominación del Partido Federalista , al aún Presidente Adams a nci'mbrar 
cuarenta y dos jueces de paz por término de cinco años. Dichos Jueces 
fueron por fin confirmados por el Congreso del 2 de marzo; el Senado hizo lo 
propio al día siguiente. Sin embargo, varios nombramientos, entre ellos el del 
señor Marbury, quedaron pendientes de ser entregados antes de 
medianoche del último día en funciones del Presidente Adams , a pesar de 
estar firmados y sellados . El 4 de marzo de 1801, Jefferson tomó posesión 
como Presidente y ordenó a su Secretario de Estado Madison que no 
entregara a sus beneficiarios los nombramientos pendientes . Los 
documentos habían sido rubricados por el entonces Subsecretario de Estado 
y ahora Presidente de la Suprema Corte, John Marshall. 

El demandante Marbury y otros presentaron ante la Suprema Corte una 
acción de mandamus pidiendo al nuevo Secretario de Estado que ordenara 
la entrega de los nombramientos pendientes . Cuando la Suprema Corte 
requirió la opinión del Procurador General , éste se negó a darla, arguyendo 
que aunque por un lado respetaba la competencia de la Corte, por el otro se 
sentía obligado a mantener la autoridad del Poder Ejecutivo; esto a pesar de 
que había sido precisamente el ahora Procurador General quien había 
firmado los documentos en cuestión en calidad de Secretario de Estado del 
Presidente Adams . 

Según el fallo de la Suprema Corte, la cuestión giraba alrededor de si la 
Constitución le otorgaba la autoridad para revisar los actos del Congreso y 
declararlos nulos si eran repugnantes a la misma Constitución . La respuesta 
que dio fue afirmativa . El Gobierno de los Estados Unidos . dijo la Suprema 
Corte, es un gobierno de leyes y no de hombres . La ConstitUCión otorga 
ciertos poderes al Presidente de la República, quien los puede emplear a 
discreción, dentro de las limitaciones legales. Por ejemplo , el Presidente 
puede nombrar libremente a funcionarios que lo auxilien y cumplan sus 
órdenes. De esta manera, los actos de sus funcionarios son actos del 
Presidente mismo y no pueden quedar sujetos al escrutinio de los tribunales. 
Sin embargo, cuando la Ley dispone que estos funcionarios ejecuten 
determinadas tareas que afecten derechos individuales, cualquier afectado 
puede ocurrir a ella para obtener compensación (si sus intereses se ven 
mermados por actos oficiales). En Marbury vs. Madison , la Suprema Corte 
encuentra que los demandantes tenían derecho a sus nombramientos y que 
la negativa a entregárselos configura una violación a sus derechos. Por lo 
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tanto, la orden de mandamus es la pertinente al caso . Sin embargo, la 
Suprema Corte de los Estados Unidos declaró no ser el tribunal apropiado 
para conocer el caso. La Ley de 1789 sobre el Poder Judicial (Judiciary Act) 
dispuso que los tribunales tendrán autoridad para dictar autos de mandamus 
en contra de personas que ocuparan puestos oficiales estadounidenses; 
ciertamente el Secretario de Estado caía bajo este presupuesto. Lo único 
que podría impedir a la Suprema Corte dictar la orden respectiva sería que la 
disposición legal misma fuera anticonstitucional. El demandante alega en 
Marbury que el Artículo VI de la Constitución indica que la Suprema CQrte 
tendrá jurisdicción ordinaria en casos que afecten a Embajadores , Ministros y 
Cónsules, y en aquellos casos en que un Estado de la Unión sea parte; 
como el Artículo 111 no contiene frase limitativa alguna. es claro que el 
Congreso puede atribuir competencia originaria (como lo hizo en la ley 
citada) a la Suprema Corte . A pesar de ello, el Ministro Marshall falló a 
nombre de sus "hermanos de Corte" que seguir esta interpretación seria 
dejar a la Constitución como mera forma sin substancia : no puede suponerse 
que una cláusula de la Constitllción haya sido escrita sin objeto~ Otorgar 
competencia en apelación en ciertos casos es poder de revisar y corregir 
procedimientos ya iniciados, no crearlos; ordenar a un funcionario que 
entregue un documento determinado, seria tanto como crear una acción 
original. El madamus sólo puede otorgarse en el ejercicio de competencia en 
apelación, no como jurisdicción originaria. Es el poder judicial el que debe 
determinar el campo de aplir.ación de la ley. Toda ley repugnante a la 
Constitución es inválida . Tal es el caso de la Ley sobre Creación de Jueces 
de Paz. Por lo tanto el mandamus es denegado. 

El fallo de la Suprema Corte en Marbury vs. Madison es un golpe político 
maestro por parte de John Marshall: dio al Presidente Jefferson lo que este 
quería (negar a Marbury su nombramiento como expresión del resentim:ento 
contemporáneo contra Jueces del Partido Federalista), sin ordenar a aquél 
hacer nada específico a cambio. La Suprema Corte pudo haber fallado en 
sentido contrario al que lo hizo si hubiera presentado primero la cuestíón de 
la competencia. Esto quizá se debió a la tradición aún hoy vigente en los 
Estados Unidos de no examinar puntos constitucionales a menos que sea 
estrictamente necesario . 

La tesis fundamental de la Suprema Corte en Marbury es que ese tribunal 
tiene competencia para determinar la constitucionalidad de las leyes del 
Congreso de los Estados Unidos. Esta tesis tiene tres fundamentos : primero , 
que la voluntad del pueblo . manifestada en la Constitución . es soberana ; 
segundo, que la naturaleza de las cosas exige que la Constitución sea 
obedecida; y tercero, que la correcta interpretación textual de la Constitución , 
especialmente de su Articulo VI . indica la supremacia de ese documento 
sobre cualquier otra ley votada posteriormente por el Congreso .. m 

Es importante mencionar que el Juez Marshall no menciona la 

revisión judicial como tal en el fallo que redactó en nombre de la 

Suprema Corte. No obstante, desde 1890 la revisión judicial se ha 

,,; URSÚA- COCK E, Op. cit, pp. 1 a 5. 
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dado por sentada en los Estados Unidos con base en el respeto a la 

cláusula de supremacía y a la costumbre constitucional , que en 

materia de control de constitucionalidad (revisión judicial de leyes) se 

ha establecido a partir del caso en comento, así como de la 

aplicación del multicitado principio de constitucionalidad . 

Una vez establecido el fundamento histórico de la revisión 

judicial de leyes, consideramos oportuno analizar el funcionamiento 

de este medio de control de constitucionalidad . 

b) Competencia y objeto de controL- La fórmula 'judicial 

review" es empelada para referirse a la potestad de la Suprema 

Corte para declarar inconstitucionales actos del congreso federal, 

específicamente leyes emanadas de dicho órgano constituido. En 

esta forma de revisión, a pesar del principio de división de poderes, 

la Suprema Corte tiene la atribución de resolver respecto de la 

constitucionalidad de los actos de otros poderes contrarios al texto 

constitucional y específicamente en materia de control de 

constitucionalidad, sobre la producción normativa del órgano 

legislativo (legislación)284 A esta especie 'de 'Judicial review" se 

refiere la expresión "judicial supremacy" (supremacía judicial) la cual 

enfatiza que en términos generales la interpretación de la 

Constitución, y en lo particular, el control de constitucionalidad de 

leyes , son funciones que corresponde desempeñar al poder judicial , 

sea de la federación en calidad de instancia última y superior cuyas 

~" Esta división de funciones, indispensable en esta clase de sistemas (de control de 
constitucionalidad), requiere de la existencia de un poder que subordinado a la Constitución 
del Estado. arbitre las divergencias entre la Federación y sus partes. En los Estados Unidos , 
este árbitro es la Suprema Corte, dotada de la autoridad para declarar inválido cualquier ac to 
(k autoridad estatal federal o de otro estado miembro de la Federación, incluidas por 
supuesto a las leyes. La secc ión 25 de la Acta Judicial (Judic iary Act) de 1789. 
cxplic itameme faculta a la Suprema Corte para revisar los casos resueltos en Cortes estatales 
en cuanto a la constin.cionalidad de las leyes aplicadas. 
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resoluciones deben respetar todos los órganos del Estado, locales y 

federales; o bien, a los órganos judiciales de los estados miembros 

de la federación, o en su sentido más amplio a cualquier juez que 

conoce de una controversia .285 

Así, la función de control de constitucionalidad de leyes es 

ejercida en Estados Unidos tanto por tribunales federales como 

locales , siendo dentro de ellos la Suprema Corte la competente para 

resolver en última instancia . Esto significa que cada juez al aplicar 

una ley examina su conformidad con la Constitución e interpreta el 

texto fundamental emitiendo una sentencia recurrible en distintos 

tribunales hasta llegar al Tribunal Supremo de la Federación 

(Suprema Corte), órgano máximo de interpretación constitucional y 

de control de la constitucionalidad . 

En este orden de ideas y retomando las características del 

sistema difuso de control de constitucionalidad, la lógica lleva a situar 

al sistema americano de control como aquél desarrollado sobre la 

base de las exigencias de tutela judícial inmediata de los derechos 

fundados en la Constitución , esto es, de los derechos fundamentales, 

mejor conocidos en nuestro sistema jurídico mexicano como 

garantías individuales. La tutela de estos derechos constituye la 

razón esencial de ese sistema de control de constitucional idad , en el 

que el control de la ley, al menos desde el punto de vista conceptual , 

tiene lugar en procedimientos judiciales sobre controversias que 

afectan de manera concreta a los derechos de las partes y en los que 

las razones del legislador no encuentran ningún espacio de defensa 

autónoma. En este sentido, el control sobre la conformidad de leyes 

con la Constitución se basa en la apreciación de las razones de los 

1"; COVIÁN ANDRADE, Miguel. El c011lrol de la constitucionalidad .. . pp. 209 Y 210. 
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derechos tal y como aparecen reflejados en los casos concretos, 

según un método casuístico que no se deja atrapar por las 

pretensiones generales y abstractas de los sistemas europeos de 

control de constitucionalidad (sistemas concentrados).286 

Por tanto, puede concluirse que el sistema difuso de control de 

la constitucionalidad de leyes es puesto al servicio y protección de 

derechos subjetivos, lo que evidentemente se contrapone con la idea 

de una tutela objetiva de la Constitución establecida por el sistema 

concentrado de control de constitucionalidad de normas generales, 

en la que se da una defensa abstracta de la Constitución mediante 

procesos constitucionales autónomos y exclusivos de la jurisdicción 

constitucional. 

La revisión judicial de leyes o judicial review of legis/ation se 

desarrolla de forma difusa por todos los jueces en el ámbito de su 

jurisdicción normal a fin de garantizar los derechos individuales de 

las partes en una controversia de la que conoce, quedando obligados 

a verificar la constitucionalidad de las leyes aplicables a los 

procedimientos ante ellos substanciados, mismas que representan su 

objeto de control. Por este motivo, toda ley, sea federal o local, es 

susceptible de ser controlada respecto a su constitucionalidad, 

siempre y cuando la misma sea aplicable al caso concreto sometido 

a la jurisdicción de un órgano judicial (federal o local ) y en ta nto sea 

trascendente para su resolución . 

Asi, cuando se trata de una ley ordinaria aprobada y expedida 

con todos los requisitos esenciales de forma y fondo por la autoridad 

1"" ZAG REBELSKY, Gustavo. El derecho dúctil (Ley. derechos, j usticia) Tr. Marina 
Gascón. Cuarta edición. Madrid, Editoria l Trona, 2002, p. 62. 
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constitucionalmente facultada para legislar, los órganos del poder 

judicial serán los competentes para ejercer el control de la 

constitucionalidad de las leyes expedidas por los órganos 

legislativos, quedando facultados para no aplicar una ley expedida 

por el órgano legislativo invocada por una de las partes en el proceso 

e impugnada por la ' otra cuando a juicio del juzgador la ley en 

cuestión esté en pugna con cualquier precepto de la Constitución, ya 

su consideración, sea anticonstitucional.287 

Por virtud de esta facultad extraordinaria, la Suprema Corte de 

los Estados Unidos y IQs demás tribunales de la Federación -en los 

juicios sometidos a su jurisdicción, pueden declarar la 

inconstitucionalidad de las leyes expedidas tanto por el Congreso 

federal como por las legislaturas de los diversos estados que 

componen la federación norteamericana. Cabe aclarar que la teoría 

de la supremacía judicial en los Estados Unidos permite también a 

los jueces de las entidades federativas ejercer la misma facultad, por 

lo que son competentes para dejar de aplicar y declarar 

anticonstitucionales --porque violen la Constitución federal o la del 

estado miembro correspondiente--, no sólo las leyes de sus 

respectivas entidades, sino también las federales. No obstante, en 

este último caso, la resolución del juez local está sujeta a revisión por 

la Suprema Corte federal por ser éste el máximo intérprete de la 

Constitución y el órgano de mayor jerarquía del sistema judicial 

nortea me rica no. 288 

c) Efectos de la declaración de inconstitucionalidad de 

leyes.- Los órganos judiciales federales o locales al conocer de 

'87 RABASA, Osear. El derecho angloamericano. Segunda edición. México, Editorial 
Porrúa, 1982, p. 6 11 . 
"8 ibidem. 
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cuestiones de constitucionalidad de leyes, no anulan ni derogan la 

ley formalmente expedida, por tanto, no declaran inválida e 

inconstitucional la ley sometida a control con efectos generales (erga 

omnes) . Su actuación se limita a no aplicar la ley al procedimiento 

sometido a su jurisdicción, esto es, al caso particular sobre el que 

versa la controversia relativa a la constitucionalidad de la ley.289 

Por tanto, el sistema difuso de control de la constitucionalidad 

de leyes se diferencia en cuanto a los efectos de sus resoluciones en 

materia de control de constitucionalidad de los del sistema 

concentrado de control, pues a diferencia de este último, los efectos 

en el sistema de control difuso son "particulares", esto es, vinculantes 

únicamente para las partes en el procedimiento substanciado ante el 

órgano judicial que conoce de la constitucionalidad de la ley o leyes 

aplicables al mismo. Es importante mencionar que para que el juez 

del conocimiento emita su fallo en un litigio formal ante él planteado, 

una de las partes · debe invocar una ley y la otra debe tacharla de 

inconstitucional. Esto facultará al juez para resolver la cuestión de 

constitucionalidad respecto de una ley aplicable al procedimiento 

sometido a su jurisdicción , y en su caso, para declarar la 

inconstitucionalidad de aquélla , pero únicamente en relación al caso 

concreto que debe ser resuelto por dicho órgano judicial de instancia, 

sea éste federal o local.29o 

Por último, cabe señalar que el ejercicio de esta facultad por el 

poder judicial no significa que los jueces impongan su criterio sobre 

la voluntad del órgano legislativo, sino simplemente el desempeño de 

una función que atañe al órgano judicial y que consiste en resolver 

"" idem. p. 614 . 
:'" ibidem. 
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los conflictos de leyes que puedan suscitarse. En efecto, cuando 

existen leyes contradictorias aplicables a un caso concreto, el juez 

debe decidir cuál de ellas prevalece sobre las demás; por 

consiguiente, si se plantea un conflicto entre una ley ordinaria y un 

precepto de la Constitución, es obligación del juez (de acuerdo al 

sistema difuso o americano de control de constitucionalidad de leyes, 

basado en el respeto al principio de supremacía constitucional) dar 

preferencia en la aplicación al segundo y no a la primera , por el 

hecho de que la Constitución es de jerarquía superior y está por 

encima de cualquier ley ordinaria. 

d) Límites a la revisión judicial de leyes.- De lo anterior 

podría suponerse una potestad ilimitada del poder judícial para 

interpretar la Constitución y ejercer un control de la conformidad de 

las leyes con ella. No obstante, dicha potestad atribuida a la 

judicatura encuentra limites para su ejercicio, y por ende, la 

competencia conferida a la Suprema Corte y a los demás órganos 

judiciales para interpretar la Constitución y específicamente para 

declarar inconstitucionales actos del congreso (legislación), es 

ejercida sólo en función de controversias cuya resolución haga 

necesaria la revisión de las leyes aplicables al procedimiento 

particular. 

Así , la Suprema Corte conoce de cuestiones de 

constitucionalidad de leyes sólo cuando le es turnada una 

controversia o conflicto que amerite de una resolución judicial 

Uusticeable question). Por ello, la Suprema Corte se considera 

incompetente para conocer de cuestiones de constitucionalidad 

cuando considera que la cuestión por resolver "no es justiciable". 

Este mecanismo es el medio más simple de que dispone la Suprema 
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Corte y los demás órganos judiciales para eludir su pronunciamiento 

sobre la constitucionalidad de las leyes, pues a criterio del poder 

judicial, una cuestión es justiciable cuando en ella está implícita una 

controversia que afecta derechos fundamentales o intereses 

particulares de las partes en un proceso substanciado ante la 

instancia judicial competente, sea ésta federal o local.291 

En este sentido, el Poder Judicial de los Estados Unidos de 

América se ha autoimpuesto una serie de límites dirigidos a restringir 

su competencia en cuestiones de constitucionalídad de leyes y a 

evadir decisiones en materia constitucional. Dichas limitantes292 han 

sido establecidas en los siguientes términos: 

• Los órganos judiciales no conocen de controversias en las que 

los intereses de las partes no son realmente opuestos. En este 

sentido, el demandante debe demostrar un daño personal 

específico y la existencia de un nexo entre el daño sufrido y el 

acto reclamado. Esto significa que ningún ciudadano puede 

reclamar actos que no le afecten a él personalmente. De 

actualizarse este supuesto el órgano judicial será competente 

para verificar la constitucionalidad de las leyes aplicables al 

proceso substanciado en su instancia , cuya constitucionalidad 

sea cuestionada. 

• La Suprema Corte o cualquier otro órgano judicial decidirá 

sólo aquéllos puntos constitucionales presentados por las 

partes, a su consideración, cuando sean indispensables para 

la decisión del caso. Esto significa que la Suprema Corte no 

anticipará una cuestión de constitucionalidad antes de la 

~ '!I COVIÁN ANDRADE, Miguel. El control de la cOllstitucionalidad ... . p. 211 
, .• , ibidem, p. 212. Véase además URSÚA- COCKE, Op. cit. , pp. 22 a 27 . 
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necesidad de decidirla, ni tampoco es costumbre de la Corte 

decidir cuestiones de naturaleza constitucional, a menos que 

sea absolutamente necesario para la decisión del caso en 

concreto. 

• La Suprema Corte no admitirá una cuestión constitucional 

aunque sea debidamente presentada de acuerdo al 

expediente si hay también algún otro fundamento del que 

pueda disponerse para resolver el caso. 

• Aun cuando la controversia concierna a partes con intereses 

opuestos, un órgano judicial no está obligado a conocer de 

cuestiones de constitucionalidad cuando estime que la 

resolución de las materias tratadas en el procedimiento ante él 

substanciado corresponde ser resuelta por otro órgano de 

gobierno (ejecutivo o legislativo), por tratarse de una disputa 

que contenga cuestiones de carácter político. Lo anterior se 

debe a que los países pertenecientes al common law 

comparten la renuencia de los tribunales a dirimir las llamadas 

cuestiones políticas. Por tanto, la Suprema Corte y los demás 

tribunales se niegan a conocer controversias en los que estén 

envueltas cuestiones cuyo contenido sea eminentemente 

político. 

• La Suprema Corte se niega a revisar los actos de los demás 

órganos encargados expresamente a estos últimos por la 

Constitución o aquéllos actos que por su naturaleza escapan a 

los métodos de resolución o coacción legales. En 

consecuencia, tanto la Suprema Corte como los demás 

órganos del poder judicial (federales y locales) se consideran 

incompetentes para emitir fallos que pudieran considerarse 

consultivos o como expresión de meras opiniones. 
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• La Suprema Corte ha sostenido que los tribunales federales 

deben abstenerse de intervenir en litigios en donde se 

encuentre pendiente la interpretación por el máximo tribunal 

estatal, evitando así la resolución innecesaria de puntos 

constitucionales en procesos substanciados ante otras 

instancias judiciales. 

• Cuando la validez de un acto del Congreso sea puesta en tela 

de juicio y no obstante que una duda seria sobre su 

constitucionalidad haya surgido, es un principio fundamental 

que la Suprema Corte deberá primero investigar si la 

expedición de la leyes posible, con lo cual la cuestión puede 

ser eludida. 

• La ley estatal no queda sujeta a revisión constitucional si su 

validez puede demostrarse por otras consideraciones no 

estrictamente constitucionales. 

• Existen dos limitaciones estatutarias al examen de las 

decisiones estatales ror parte de la Suprema Corte. Por una 

parte, la decisión estatal debe tener el carácter de definitiva 

antes de ser impugnada ante la Suprema Corte por la vía de 

apelación. Por la otra, el demandante. debe en principio haber 

agotado todos los recursos disponibles a nivel estatal antes de 

presentar su caso a la Suprema Corte. Como excepción a este 

principio existe la posibilidad de que un acusado en 

procedimientos penales, sólo agote los recursos disponibles 

en el momento en que presenta el recurso de habeas corpus y 

no espere que los tribunales estatales hayan fallado en 

definitiva sobre los méritos del caso. 

• También existen limitaciones constitucionales y voluntarias a 

la jurisdicción federal : si el fallo estatal puede justificarse con 

base en la legislación estatal sin involucrar cuestiones 
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federales, la Suprema Corte no intervendrá. Por lo tanto, para 

que un tribunal federal examine un caso estatal es necesario 

que el resultado final sea distinto si se plantea la cuestión 

federal. La cuestión federal debe ser invocada de acuerdo con 

las reglas procesales estatales con ta~ de que el procedimiento 

impuesto por el estado permita a las partes la presentación 

posterior de la cuestión federal ante los tribunales apropiados. 

• Finalmente, cabe mencionar que los tribunales federales no 

pueden emitir fallos sobre los que no se sigan consecuencias 

concretas, directas o indirectas. En consecuencia, la Suprema 

Corte rechaza todos aquellos intentos de elevar un asunto a 

su jurisdicción cuyo propósito sea obtener una resolución 

favorable sobre cuestiones abstractas. En este sentido, los 

órganos del poder judicial nunca conocen de cuestiones 

abstractas sino sólo de controversias en donde de manera 

concreta se afecten los derechos fundamentales de las partes 

y cuya tutela subjetiva sea requerida a fin de salvaguardar el 

interés particular de aquéllas. 

3.3.3 Doctrina de los precedentes (principio stare decisis) 

Con la finalidad de complementar el estudio del sistema de 

control difuso de la constitucionalidad de leyes en los Estados Unidos 

de América . es necesario explicar el principio rector del quehacer 

judicial estadounidense: la regla del stare decisis o estar a lo 

decidido. Así , la finalidad de este aparatado será el tratar de explicar 

el uso del precedente como la principal fuente del derecho utilizada 

por los tribunales en Estados Unidos, perteneciente al sistema de 

common law, así como la forma en que se aplica y la importancia del 

mismo para el sistema difuso de control de la constitucionalidad . 
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a) El principio stare decisis en el sistema judicial 

estadounidense.- Es un principio fundamental de la jurisprudencia 

estadounidense que una decisión tomada por el tribunal más alto 

constituye un precedente obligatorio para los tribunales inferiores. La 

tesis de que respuestas similares deben darse a cuestiones similares 

aunque éstas surjan con posterioridad es conocida en el derecho 

norteamericano como "doctrina de los precedentes" o de "stare 

decisis".293 

. 
La frase stare decisis es una abreviación de la expresión latina 

"stare decisis et non quieta muovere" que significa "mantener lo 

decidido y no cambiar las cuestiones establecidas". Esas cuestiones 

establecidas o decisiones tomadas configuran los precedentes que 

deben servir de guía normativa para resolver casos similares a 

aquéllos que fueron resueltos en el pasado y cuyas sentencias 

constituyen precisamente los "precedentes". De acuerdo a la doctrina 

de los precedentes, se requiere que un juez al resolver un caso 

concreto siga las decisiones de uno o varios casos previos en las que 

las situaciones son parecidas a las que caracterizan al asunto de que 

conoce . Como no todas las situaciones de hecho son idénticas, el 

juez está obligado a distinguir si el caso bajo su jurisdicción es 

parecido a determinado litigio resuelto en el pasado con el objeto de 

saber qué precedente debe aplicar?94 

En este orden de ideas, las características y aplicación de los 

precedentes en el sistema judicial estadounidense permite 

considerarlos como una fuente vinculante de reglas que deben ser 

293 COVIÁN ANDRADE, Miguel. El con/rol de la comlilucionalidad ... p. 213 . 
20' Íbidell1 . 
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tomados en cuenta por todos y cada uno de los órganos que lo 

integran. 

Como consecuencia de la aplicación de precedentes judiciales 

y del control jurisdiccional de la constitucionalidad de las normas del 

sistema, se ha originado lo que en la actualidad se conoce como 

activismo judicial (judicial activism) , en donde el poder de los jueces 

ha adquirido tal magnitud que ocasiona oposición tanto dentro como 

fuera de los tribunales.295 Esta actividad hasta cierto punto 

discrecional de los jueces que los ubica más como "creadores de 

normas" que como un meros intérpretes de ellas, hace posible que 

diferentes jueces emitan diversas determinaciones con base en 

precedentes distintos, a pesar de juzgar casos en lo general 

caracterizados por las mismas situaciones de hecho. 

b) Procedimiento para la aplicación del principio stare 

decisis.- Podemos definir al principio stare decisis actual como una 

técnica particular de tomar decisiones que consiste en encontrar los 

fundamentos de una decisión judicial en experiencias plasmadas en 

los precedentes, logrando estabilidad en el sistema al exigir apego a 

las resoluciones anteriores cuando la litis sea igual , a la vez que 

permite el crecimiento y el cambio por medio de la libertad de 

interpretación judicial al elegir entre diversos casos análogos de igual 

autoridad cuando se estima que se trata de un caso nuevo, o bien 

que las circunstancias han cambiado y es necesario cambiar la 

regla.296 

!9; FIERRO FERRA EZ, Ana Elena . "El uso del precedente en el sistema estadounidense. El 
principio de sUtre decisis . ., México D.F., Anuario de Derecho Publico, Número 2, 1998" p. 
355 . 
!% íbidem. p. 355. 
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De esta manera, el principio stare decisis juega un doble papel 

en el sistema legal estadounidense. El precedente no sólo determina 

las reglas aplicables para la resolución de conflictos legales, sino 

también es un instrumento de razonamiento legal que permite 

adaptar el sistema a las circunstancias cambiantes de la sociedad. 

La aplicación del principio stare decisis tiene por objeto darle claridad 

y estabilidad al sistema al no alterar aquello que se ha 

preestablecido. En este sentido, stare decisis es una regla que 

determina la forma de trabajo diario de los jueces. 

Este principio resulta de razonar a través del ejemplo, es decir, 

pasar de un caso particular a otro caso en virtud de similitudes. Esta 

manera de razonar a partir del ejemplo se refleja en las resoluciones 

dictadas por los tribunales. El juez empieza por determinar que el 

caso en estudio es análogo a un caso anterior; acto seguido, señala 

la norma legal que prescribe el precedente y, finalmente, aplica esa 

norma en el nuevo caso al señalar los razonamientos que lo 

condujeron a determinar que los casos son análogos, y por ende, 

que es aplicable esa norma. Por ello, una vez que el juez decide que 

al asunto le es aplicable la norma establecida en el precedente, la 

aplica al asunto actual asentando las razones por las que considera 

que encuadra esa regla.297 En este sentido, al encontrarse la regla 

aplicable, se formulan los razonamientos que fundan y motivan su 

aplicación al caso concreto con la finalidad de resolver la 

controversia actual. 

Esta forma de argumentación a partir de un precedente es la 

más común para resolver controversias legales en el sistema 

estadounidense; el hecho de que un caso haya sido resuelto de 

:'1; FIERRO, Op. cit, pp. 355 y 356. 
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determinada manera, provee no sólo de una razón para resolver 

igual, sino establece un deber. Un juez sabe que si resuelve hoy un 

asunto en cierto sentido está obligado a resolver igual todos los 

casos similares. No obstante, al no estar igualmente exploradas 

todas las áreas del derecho ni contar éstas con un amplio cuerpo de 

precedentes, en las áreas relativamente nuevas el juzgador toma un 

papel más activo en la determinación de la regla aplicable que en 

aquéllas donde existen múltiples precedentes. Sin embargo, siempre 

que el precedente exista, el juez debe ceñirse a él, a menos que 

encuentre razones justificadas para separarse de éste.298 

En este sentido, un juez debe seguir los precedentes dictados 

por su propio tribunal además de ceñirse a los de sus superiores. De 

ahí que se afirme que el principio de stare decisis es vinculante en 

dos dimensiones: horizontal, es decir, que obliga a los jueces a 

seguir sus propios precedentes y los de los juzgadores de igual 

jerarquía y jurisdicción; y en sentido vertical, pues está basado en la 

existencia de jerarquías entre una misma jurisdicción. Así, stare 

decisis en sentido horizontal da consistencia y coherencia al 

ordenamiento normativo; mientras que en el sentido vertical permite 

la unidad del sistema al constreñir a los tribunales de todo el país a 

seguir los precedentes establecidos por el superior jerárquico, siendo 

éstos los de la Suprema Corte de los Estados Unidos de América?99 

c) Elementos a considerar para la interpretación y 

aplicación de precedentes judiciales.- No obstante la facultad 

discrecional que posee el juzgador para decidir el precedente 

aplicable para la resolución del caso concreto sometido a su 

~ ,," ¡bidem, pp. 357 Y 358. 
~ .", ¡bidem. p. 358. 
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jurisdicción, existen elementos que deben ser considerados al 

momento de analizar el precedente que resulta aplicable al caso 

cuya resolución se pretende, y que limitan la posibilidad de la libre 

interpretación de los mismos. Dichos elementos son los siguientes: 

1. Holding.- El holding de un caso es la regla precisa que se 

aplicó al momento de resolver una controversia , esta regla constituye 

un marco de actuación al que deberán sujetarse los juzgadores en la 

resolución de casos subsecuentes. El juez que establece el 

precedente es quien determina el alcance del holding o regla 

dependiendo de la generalidad con la que ésta se formule: Es 

precisamente el holding de un precedente lo que en realidad vincula 

al juzgador que aplica el precedente y no toda la resolución 30o 

Dos son los métodos principales para utilizar el holding de un 

precedente. En el primero, el juez anuncia cuál es el holding o regla 

que establece el precedente y señala su aplicabilidad directa al 

asunto en estudio . El segundo método consiste en determinar cuál es 

el precedente aplicable a la controversia actual concentrándose en 

los resultados obtenidos en los casos anteriores; el juez entonces 

interpreta el holding en una forma que permite incluir la controversia 

actual a fin de obtener el mismo resultado. Ambos métodos tienen el 

mismo propósito: encontrar una regla aplicable al caso concreto, ya 

que la regla como tal es lo que constreñirá la actuación de los jueces 

en futuras resoluciones 301 

En este orden de ideas, el holding de una resolución puede 

estimarse como el equivalente a la fundamentación de una sentencia 

"'" Ídem, pp. 358 Y 359 . 
. "" Íbidem, p. 359. 
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en los sistemas de derecho civil, incluido por supuesto el nuestro; es 

decir, el holding debe ser entendido como la regla o norma que 

resulta aplicable al caso en estudio. 

2. Ratio deciden di.- No obstante la determinación del holding 

durante el estudio del precedente que pretende ser aplicado a una 

controversia para su resolución, a fin de asegurar equidad en la 

aplicación del derecho, el juez debe, al momento de resolver, atender 

a las "razones" dadas por el tribunal que dictó el precedente con el 

objeto de asegurar la correcta aplicación del holding. A estas razones 

se les denomina ratio deciden di. 

La ratio decidendi es la justificación dada por el juez para 

adoptar una decisión en cierto sentido. Esta justificación explica por 

qué el tribunal aplicó cierta regla al asunto en estudio. La ratio es 

vinculante en el sentido de que obliga al juzgador a que en 

determinadas circunstancias similares, un asunto debe resolverse de 

la misma manera que el precedente, es decir, desde un concepto 

formal de justicia, a casos iguales debe darse trato igual. 

La consistencia en el uso de reglas u holding, así como la 

justificación de las decisiones es esencial para la impartición de 

justicia , de ahí la importancia de los conceptos ratio decidendi y 

holding. Los argumentos vertidos en un precedente que justifican la 

aplicación de determinada regla pueden ser objeto de interpretación 

por el tribunal que posteriormente aplica el precedente . El uso del 

precedente como una fuente de normas da al juez la posibilidad de 

determinar cuál es el marco de acción de la regla utilizada con 

anterioridad y reinterpretar las justificaciones en él plasmadas 

extendiéndolas para que abarquen el caso que le ocupa, lo que se 
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traduce en amplias facultades en la determinación de la regla 

aplicable a un caso concreto y el alcance de la misma. Debido a ésta 

facultad discrecional es frecuente que los jueces al aplicar un 

precedente, en lugar de ampliar el marco de acción de la regla lo 

reduzcan por estimar que existen en el caso actual nuevas 

circunstancias que no pudieron ser previstas por el juzgador que 

sentó el precedente, y por ello, que es necesario excluir de la regla el 

asunto en estudio. 302 

En este sentido, ratio decidendi es una herramienta que auxilia 

al juzgador al momento de aplicar una regla, pues le da a conocer de 

alguna manera la intención de quien creó la regla y el propósito de su 

aplicación, lo que le permite determinar si debe incluir el caso actual 

dentro de esa regla para su resolución . 

3. Dictum.- Se denomina dictum a todo lo que en una 

sentencia no se estima esencial para la resolución de la controversia . 

En otras palabras, dictum es lo que no es ni holding ni ratio 

decidendi. 

Partiendo de esta idea, en ocasiones se denomina dictum a un 

punto que la resolución toca sólo en forma tangencial pero que 

posteriormente puede adquirir relevancia en la resolución de casos 

futuros. También es frecuente que el juez exponga más de una razón 

para resolver determinado asunto y la relevancia de estas razones 

será definida posteriormente cuando el asunto sirva de precedente 

en casos similares. La línea entre ratio y dictum no es clara y en 

;", ibide111. pp. 359 Y 360. 
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ocasiones no se define sino con la subsecuente aplicación del 

precedente.303 

En consecuencia, todas las materias de que se haga mención 

en la sentencia establecida por un precedente, ya se trate de reglas o 

principios jurídicos que no estén relacionados con la decisión de los 

puntos controvertidos o de la aplicación de la norma concreta o 

derecho fundamental envuelto en el juicio, sino se trate de cuestiones 

o hechos diversos a los de la pretensión o a casos hipotéticos los 

cuáles no conoce el juzgador, son, según el tecnicismo jurídico de la 

jurisprudencia angloamericana, ober dicta, esto es, expresiones 

emitidas por el tribunal en el fallo que están al margen de las 

cuestiones concretas sometidas por las partes en el caso particular y 

que por esta razón no tienen validez ni autoridad alguna como 

precedente obligatorio para la resolución de casos futuros 

semejantes. Por ello, no todas las declaraciones de reglas o 

principios generales de derecho ni los comentarios hechos en las 

sentencias que dictan los tribunales, están revestidos de autoridad o 

fuerza jurídica obligatoria, por lo que deben ser ignorados al 

momento de determinar el holding y establecer la ratio decidendi de 

un precedente judicial que pretende ser aplicado a la resolución de 

un caso concreto actual.304 

En este sentido, todo lo que no sea la decisión propiamente 

dicha por la que se exponga la norma jurídica concreta que resuelve 

las cuestiones planteadas en la litis es dictum, o sea, toda aquella 

disertación o comentario hecha por el tribunal en su fallo aun siendo 

en materia de derecho "que no viene al caso" y que por ser extraña a 

."'.' idelll, p. 36 1 . 

. ,," RABASA . Op. cil.. pp. 555 Y 556. 
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las cuestiones particulares de que se compone la controversia 

resuelta no tiene ninguna fuerza como precedente ni establece 

jurisprudencia, aun cuando esté bien fundada dicha disertación o 

comentario marginal.305 

d) El principio stare decisis en el sistema difuso de control 

de la constitucionalidad.- La facultad discrecional respecto a la 

interpretación y aplicación de los precedentes a los casos concretos 

disminuye cuando mediante la aplicación de la doctrina de stare 

decisis un juez debe atender los precedentes de un tribunal superior 

de su misma jurisdicción, sin estar impedida para apartarse d'e los 

criterios de otros tribunales ajenos a su ámbito jurisdiccional. 

Por lo que respecta a la Suprema Corte, a pesar del principio 

fundamental de stare decisis este alto tribunal no está obligado a 

respetarlo en cuestiones de constitucionalidad, ya que respecto de 

las normas constitucionales, la facultad de revisión judicial de la 

constitucionalidad de las leyes permite a ésta en calidad de superior 

jerárquico y a los demás tribunales del poder judicial debido al 

carácter difuso del sistema de control, separarse del precedente 

cuando entra en conflicto con alguna norma constitucional. 

Específicamente en cuestiones de constitucionalidad , la 

Suprema Corte puede encontrar necesario desatender o anular sus 

decisiones anteriores, pues no está obligada a guiarse por lo 

establecido en un precedente para resolver conflictos de 

constitucionalidad derivados de la aplicación de leyes a una 

controversia cuya constitucionalidad esté en duda y pueda lesionar 

los derechos fundamentales de las partes. No obstante, si considera 

-'''; ibidem, pp. 556 Y 557. 
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que existen elementos para resolver dicha controversia conforme a 

un precedente emitido por ella, puede tomar en cuenta las 

resoluciones pronunciadas con anterioridad, atendiendo por supuesto 

a las reglas consuetudinarias de interpretación y aplicación de los 

precedentes judiciales306
, mismas que han quedado establecidas 

líneas atrás. 

La forma como se aplica la doctrina de los precedentes dista 

mucho de consistir en una mera reproducción automática de una 

decisión en la que se ha interpretado la ley al aplicarla a un caso 

concreto cada vez que se presenta .una nueva controversia más o 

menos similar a la que orig inó la sentencia precedente. La 

observancia de las reglas de carácter consuetudinario en las que se 

fundamenta el principio de stare decisis y la multicitada facultad 

discrecional de los jueces respecto a la interpretación y aplicación de 

los precedentes judiciales, confirma la posibilidad de no apegarse 

estrictamente a las decisiones establecidas en casos anteriores. En 

este sentido, si bien existe una obligación de los jueces para 

considerar los precedentes existentes establecidos por otros de su 

misma jerarqu ía, o bien , de los órganos judiciales superiores de su 

jurisdicción, no está obligado a seguirlos mecánicamente; esto es, el 

juez no puede ignorarlos como si no existieran, pero una vez 

tomados en cuenta, puede apartarse de su aplicación 

razonadamente por considerar que no se adecuan a la controversia 

actual 3 07 

Existen varias posibilidades para que un juez pueda justificar 

su decisión de apartarse de la aplicación de un precedente para la 

>lió COVIÁN ANDRADE, Miguel. El con/rol de la constitucionalidad . . . p. 2 13. 
3'" íbidem. p. 2 14 Y 2 15. 
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resolución de una caso concreto. Una de ellas es mediante el 

denominado proceso de diferenciación (process of distinguishing) 

mediante el cual el juez examina los hechos materiales del 

precedente y del juicio presente, y dependiendo de su coincidencia o 

no, toma o desecha el precedente al resolver el caso de que conoce. 

Otra forma de evitar la observancia de un precedente consiste en 

que el juez no está obligado a tomar en cuenta las ober dicta de una 

resolución precedente, sino sólo su ratio decidendi. Finalmente , un 

juez puede rehusarse a seguir un caso precedente cuando éste fue 

decidido per incuriam, lo cual ocurre en el supuesto de que el juez 

anterior haya resuelto la controversia sin tener en cuenta a su vez un 

importante precedente significativo para la solución del caso del que 

conoció.30B 

Como puede apreciarse, la doctrina de los precedentes en 

materia de control de la constitucionalidad se aplica en términos 

generales como se ha descrito en líneas anteriores, pero con algunos 

matices. 

Debido a que la Suprema Corte es el tribunal de última 

instancia al interpretar la Constitución , no rige en su caso la regla de 

que el precedente de un tribunal superior obliga al inferior de la 

misma jurisdicción. Si bien es cierto que los posibles desaciertos 

derivados de la aplicación de la doctrina de los precedentes en 

materia de legislación federal o local pueden suplirse mediante 

decisiones que los corrijan, o en último caso a través de reformas a 

la ley, no lo es menos que este recurso final no es factible por lo que 

respecta a la Constitución federal, la cual no puede ser modificada 

por vía legislativa ordinaria . A esto se debe que la reconsideración y 

:", idelll. p. 216. 

268 



la no observancia de los precedentes en cuanto a cuestiones de 

constitucionalidad sean frecuentes en la labor de la revisión judicial 

de la Suprema Corte. 

Por lo anterior, podemos concluir que de la prudencia y 

racionalidad con que se aplique el principio stare decisis a la revisión 

judicial de la Suprema Corte en cuestiones de constitucionalidad , 

depende el éxito de dicho tribunal en calidad de protector de la 

Constitución así como el correcto funcionamiento de su sistema 

jurisdiccional de control de la constitucionalidad, cuya finalidad es 

establecer un estado de conformidad del ordenamiento jurídico y de 

los actos gubernamentales con la Constitución a fin de proteger los 

derechos fundamentales de los gobernados por ella establecidos. 
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CAPíTULO CUARTO 
lA ACCiÓN DE IN CONSTITUCIONALIDAD EN El SISTEMA 

JURíDICO MEXICANO 

4.1 Antecedentes históricos y constitucionales de la acción de 

inconstitucionalidad en México 

4.1 .1 Constitución de Cádiz 

El primer órgano controlador de la constitucionalidad de las 

leyes que se estableció en nuestro país fueron las Cories, que de 

acuerdo con lo dispuesto por el ariículo 26 de la Constitución Política 

de la Monarquía Española, promulgada en Cádiz el 19 de marzo de 

1812, eran la reunión de todos los diputados que representaban a la 

Nación, nombrados por los ciudadanos. 

La importancia de las llamadas Cories Generales fue que a 

diferencia de las Cortes tradicionales de la Edad Media de integración 

estamental, en el caso de las Cortes en nuestro país, la convocatoria 

de elección popular de diputados promovió la participación en 

igualdad de condiciones tanto de ciudadanos de la península ibérica 

como de las Indias, lo cual contribuyó en esa época que existiera una 

presencia real de los americanos y particularmente de los mexicanos 

en las Cortes de Cádiz, lo que permítió que la Constitución de la 

Monarquía Española de 1812 fuese aceptada en nuestro país y 

entrara en vigor a partír del 30 de septiembre de 1812. La Constitución 

de Cádiz tuvo un papel fundamental , ya que fue la primera 

Constitución en nuestro país, en el sentido moderno de la palabra, en 

regir en el antiguo virreinato de la Nueva España que, inclusive, siguíó 

aplicándose después del movimiento de independencia durante el 
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tiempo que se expedían leyes propias, lógicamente en aquello que no 

se opusiera al nuevo estado de cosas 3
0

9 

Es importante mencionar que en materia de control de la 

constitucionalidad, en el articulo 131, fracción primera de dicho 

ordenamiento constitucional se establece como facultad de dichas 

Cortes: "proponer y decretar las leyes, e interpretarlas y derogarlas en 

caso necesario",310 lo cual, en nuestra opinión , se presenta como un 

antecedente histórico del control de la constitucionalidad de leyes en 

nuestro país y, en consecuencia , de la acción de inconstitucionalidad . 

4.1.2 Constitución de 1824 

El segundo documento constitucional que establece un 

mecanismo de control de la constitucionalidad es precisamente la 

Constitución Federal de 1824, promulgada el 4 de octubre de 1824 y 

publicada el 5 de octubre de ese mismo año con el nombre de 

Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos, la cual 

establecía los principios políticos fundamentales que regirian a la 

joven nación independiente, así como las bases políticas y jurídicas 

de la naciente federación .311 

Dicho ordenamiento constitucional contiene dos artículos que 

hacen referencia expresa al control de la constitucionalidad. a saber: 

"Articulo 137.- Las atribuciones de la Suprema Corte de Justicia son las 
siguientes: 

,,, .. SOBERA ES FERNÁNDEZ. José Luis. HiSTOria del Den'cho Mí'.r/Cl/lIII . Sexta edición . 
\1 <' .\ ico. Editorial Porrúa, 1998, pp. 84 a 87 . 
'1" TEl\A RAMÍREZ, Felipe. Lel·e.1 fi/lldlllllel/tales de M,'xico /81)8· /')')8 Vigésimo 
pnl11era edición. México, Edi torial Porrúa. 1998, p. 75. 
' 11 SOBERA NES, Op. cit. , pp. 121 a 123. 
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· . V. Conocer: 
.. Sexto: .. . de las infracciones de la Constitución y leyes generales , según se 

prevenga por la ley. 

Artículo 165.- Sólo el Congreso General podrá resolver las dudas que ocurran 
sobre inteligencia de los artículos de esta constitución del acta constitutiva".312 

Como puede observarse, la facultad de interpretación de la 

Constitución y consecuentemente de las leyes, se atribuía al 

Congreso General al concederle la facultad de resolver las dudas que 

surgieran sobre la constitucionalidad de los artículos de la misma, e 

incluso, sobre el ordenamiento legal derivado de ésta , adoptándose 

así un sistema de control de la constitucionalidad de leyes por órgano 

político y no por órgano jurisdiccional como actualmente está 

establecido en la mayoría de los sistemas de control de la 

constitucionalidad, principalmente en países de Europa y América 

Latina, incluido México, 

4.1.3 Constitución de 1836 

La Constitución Federal de 1824 estuvo en vigor hasta el 23 de 

octubre de 1835 en que el Congreso, dominado por conservadores, 

promulgó una nueva Constitución de corte centralista en el año de 

1836: las "Bases y Leyes Constitucionales de la República 

Mexicana" ,313 

En este documento constitucional , conocido como las Siete 

Leyes el control de la constitucionalidad de leyes se depositó en el 

Supremo Poder Conservador, órgano que ejercía dicho control con 

facultades omnímodas y que contaba con un ámbito competencial 

superior al del ejecutivo, En esta Constitución de carácter centralista 

'I~ TENA RAMÍREZ. Felipe. Leyes fundnm entnles de México ... pp. 188 v 193 . 
'" SOBERANES, Op. cit. , p. 123. 
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se encuentra otro antecedente de la acción de inconstitucionalidad . En 

efecto, en la segunda ley expedida por el Congreso Constituyente el 

15 de diciembre de 1835, se estableció la facultad que tenía el 

Supremo Poder Conservador, como órgano juzgador, para decidir la 

constitucionalidad de leyes o decretos y, en su caso, declararlos nulos 

por violar los preceptos constitucionales. Esta facultad interpretativa 

se accionaba a petición de la Suprema Corte de Justicia , del Poder 

Ejecutivo y de un número determinado de miembros del poder 

legislativo dentro de los dos meses siguientes a la sanción de la ley o 

decreto cuestionado . En otras palabras, los poderes de la Unión eran 

los únicos órganos facultados para promover ante el Supremo Poder 

Conservador la nulidad de las leyes o decretos que consideraban 

violatorios de los articulos de la Constitución 314 

La creación de este "superpoder"' verdaderamente desorbitado 

en la Constitución de 1836 fue fruto probablemente de la imitación del 

Senado Constitucional ideado por Sieyés. Dicho organismo estaba 

integrado por cinco miembros cuyas facultades eran desmedidas 

hasta el punto de constituir una verdadera oligarquía, siendo su 

primordial función el velar por la conservación del régimen 

constitucional, mas su ejercicio distaba mucho de asemejarse al 

desplegado por las Constituciones de 1857 y de 1917. En efecto, el 

control de la constitucionalidad ejercido por este Supremo Poder 

Conservador no era de indole jurisdiccional como el realizado por la 

actual Suprema Corte de Justicia de la Nación , sino meramente 

politico y sus resoluciones tenían validez general (erga omnes)31 5 

' " REYES REYES. Pablo Enrique. Lo o("("icJII de i llcolI.l"1iludonalidod: Der"cllO !JI"oceso! 
COII.lli fllC/IJIIO!. Pr. Genaro Dav id Góngora Pimentd Méx ico. Editori al Oxford Uni versit \" 
Press. ~OO() . p. 82. 
'1' Bl ·RC;OA. Ignacio. El ju icio de o/l/poro ... . pp.106 y 107. 
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En el artículo 12 de la Ley Quinta de las Siete Leyes de 1836 

se fijan las atribuciones de la Corte Suprema de Justicia en forma muy 

similar a como se establecieron en la Constitución de 1824, pero lo 

que llama la atención es lo dispuesto en la Ley Segunda que tiene el 

título de "Organización de un Supremo Poder Conservador". El 

articulo 12 de esa Ley Segunda fija las atribuciones de este Supremo 

Poder Conservador, y es el nacimiento en nuestro constitucionalismo 

de numerosas atribuciones políticas que se conceden a la Suprema 

Corte de Justicia . 316 

Por la importancia para nuestra investigación, nos permitimos 

transcribir textualmente las partes que consideramos pertinentes de 

dicho artículo respecto al control de la constitucionalidad de normas y 

disposiciones generales (leyes y decretos): 

"Artículo 12.- Las atribuciones de este supremo poder (Supremo Poder 
Conservador) , son las siguientes : 

1. Declarar la nulidad de una ley o decreto, dentro de dos meses después de 
su sanción, cuando sean contrarios a articulo expreso de la Constitución , y le 
exijan dicha declaración, o el Supremo Poder Ejecutivo, o la alta Corte de 
Justicia, o parte de los miembros del Poder Legislativo en representación que 
firmen dieciocho por lo menos. 

11. Declarar, excitado por el Poder Legislativo o por la Suprema Corte de 
Justicia , la nulidad de los actos del poder ejecutivo. cuando sean contrarios a 
la Const itución o a las leyes. haciendo esta declaración dentro de cuatro 
meses contados desde que se comuniquen esos actos a las autoridades 
respectivas . 

111. Declarar en el mismo término la nulidad de los actos de la Suprema Corte 
de Justicia . excitado por al~uno de los otros dos poderes . y sólo en el caso de 
usurpación de facultades ." '7 

Como puede apreciarse , las facultades políticas mediante la 

intervención de un órgano estatal nacen en México a través de un 

"6 CASTRO Y CASTRO, Juventino V. Biblioteca de Amparo v Derecho Canslilucional. 
Volumen 1. México, Oxford Un iversity Press, 2002, p.20. 
W TENA RAMiREZ. Felipe. Leyesfi/lldamentales de México .. , p.2 1 O. 
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exótico superpoder, Supremo Poder Conservador, a quien por 

supuesto se le reconoce la posibilidad de anular leyes 

anticonstitucionales. Debe aclararse, sin embargo, que el Supremo 

Poder Conservador centralista por el breve tiempo en que estuvo 

vigente jamás anuló ley o decreto alguno.318 

4.1.4 El voto particular del diputado José Fernando Ramírez y las 

Bases Orgánicas de 1843 

La primera vez que se expuso la idea de que la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación debería ser el órgano constitucionalmente 

facultado para controlar la constitucionalidad de las leyes fue en el 

"voto particular" formulado por el diputado Fernando Ramírez en el 

Proyecto de Reforma a /a Constitución Centralista de 1836, 

presentado el 30 de junio de 1840. Por sú importancia para el estudio 

de la acción de inconstitucionalidad y el control jurisdiccional de la 

constitucionalidad de normas y disposiciones generales en México, el 

texto de dicho voto particular en lo que interesa, se transcribe a 

continuación : 

OO • •• Mas yo pretendo añadirle (a la Suprema Corte de Justicia de la Nación) 
otra facultad dentro de su órbita: la idea parecerá a primera vista extraña; pero 
ni es enteramente nueva, ni carece de sólidos fundamentos, antes se 
encontrará apoyada en la razón y en la experiencia. Una obra moderna, que 
hizo mucho ruido en Francia, casi se ocupa toda en demostrar que la paz y la 
tranquilidad de la República del Norte no se debe a otra cosa que a la 
influencia que ejerce en ella su Corte de Justicia. Además de que esta 
experiencia es una prueba de bulto, sobran razones en qué apoyarla. Esas 
corporaciones como he dicho, están por naturaleza aisladas, y como 
excéntricas respecto a los negocios públicos: este aislamiento les da 
necesariamente un carácter de imparcialidad muy importante, o por mejor 

.'" CASTRO, Op. cit., p. 20. Cabe mencionar que en la Constitución en comento se preveia 
un sistema de control politico de la constitucionalidad, pues como puede observarse de las 
anteriores consideraciones, las facultades del Supremo Poder Conservador y el 
procedimiento de control de constitucionalidad de leyes por él realizado, atienden a las 
caracteristicas establecidas en el capítulo 1I de nuestro trabajo de investigación respecto del 
sistema de control de la constitucionalidad por órgano politico. vid supra, p. 71 Y ss. 
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decir, indispensable para resolver en la calma de las pasiones escuchando 
solamente la voz de la justicia, las grandes cu~stiones cuya resolución 
muchas veces, equívoca o desarreglada, es la causa de grandes trastornos 
políticos. 

Los diputados, los senadores, los secretarios del Despacho, el mismo 
Presidente de la República, pueden afectarse de sus propios intereses, del de 
sus parientes y amigos, o de pasiones o caprichos. Es necesaria mucha 
firmeza de alma, y una virtud no sólo filosófica sino verdaderamente 
evangélica, para que uno de esos funcionarios no haga, o por lo menos no 
apoye, una iniciativa de ley que favorezca sus miras, aun cuando se oponga a 
algún artículo constitucional. 

iOjalá y no fuera tan cierto lo que acabo de decir! De aquí proceden las 
interpretaciones violentas a la Constitución, las soluciones especiosas a 
argumentos indestructibles, las intrigas para las votaciones, en una palabra, 
se procura ganar a toda costa. En efecto, se triunfa en la votación; pero este 
triunfo refluye en daño el prestigio de la Asamblea Legislativa . El público, que 
no se engaña, y conoce bien los artificios con que se dictó la ley está 
persuadido de su injusticia y jamás la aprobará en su interior ¿ Qué remedio 
más a propósito que ocurrir a una corporación, que puede l/amarse 
esencialmente imparcial, para que pronuncie su fal/o sobre la 
in constitucionalidad de una ley? En verdad que los individuos que componen o 
deben componer la cabeza del Poder Judicial pueden afectarse alguna 
ocasión de aquellos mismos defectos; pero esto sucederá tan rara vez, que en 
nada perjudicará a esa absoluta imparcialidad que en la mayor parte de ellos 
existe de hecho, y en los demás racionalmente se presume. Los cortos límites 
a que debe reducirse un voto particular no me permiten extender sobre este 
asunto, digno de una disertación académica, perfectamente acabada; pero lo 
expuesto basta para fundar mi opínión sobre este punto . 

Lo que he expuesto acerca de las leyes es por mayoría de razón aplicable a 
los actos del Ejecutivo. Yo, como he dicho antes, no estoy por la existencia del 
Supremo Poder Conservador: ninguna otra medida podía, en mi concepto, 
reemplazar su falta, que conceder a la Suprema Corte de Justicia una nueva 
atribución por la que cuando cierto número de diputados, de senadores , de 
Juntas Departamentales reclaman alguna ley o acto del Ejecutivo, como 
opuesto a la Constitución , se diese a ese reclamo el carácter de contencioso y 
se sometiese al fallo de la Corte de Justicia . 

.. . (a la Suprema Corte de Justicia) le corresponde : 1° Iniciar leyes y 
decretos pertenecientes a su ramo, 2° Ser oída en las iniciativas que hagan 
los otros Poderes o las Juntas Departamentales sobre administración de 
Justicia; 3° Nombrar los magistrados de los tribunales superiores de los 
Departamentos a propuesta en terna de los gobernadores y Juntas 
Departamentales , a los que remitirán listas de todos los pretendientes y 
postulados los tribunales respectivos. 

Cuando el Supremo Gobierno o la cuarta parte de los diputados, la tercera 
parte de los senadores presentes que compongan actualmente sus 
respectivas Cámaras, o la tercera parte de las Juntas Departamentales 
reclamen alguna ley como anticonstitucional, decidirá la cuestión la Suprema 
Corte de Justicia en juicio contencioso. 
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Lo mismo sucederá cuando en los propios términos los diputados, 
senadores o Juntas Departamentales reclamen algún acto del Ejecutivo. 

Una ley fijará las inslancias y el modo en que ha de verificarse este juicio.,,319 

Como puede observarse. el Diputado Ramírez abogaba para 

que la Suprema Corte. con la finalidad de cumplir mejor con su 

cometido. estuviere dotada de absoluta autonomía e independencia 

frente al Ejecutivo y Legislativo. habiéndose declarado al propio 

tiempo enemigo e impugnador de la existencia del Supremo Poder 

Conservador. Proponia, por ende. que fuese la Suprema Corte la que 

conociera de la constitucionalidad de las leyes o actos de las 

autoridades. asignando el derecho de pedir tal declaración a cierto 

número de diputados, senadores o juntas departamentales contra 

alguna ley o acto del Ejecutivo. petición que el propio Ramírez llamó 

"reclamo" y cuya tramitación adoptaba un carácter contencioso. Si tal 

idea se hubiese llevado a la práctica. encontraríamos en el régimen 

legal que la hubiese contenido un antecedente del control abstracto 

de la constitucionalidad de normas generales en nuestro país. por 

desgracia. la implantación del recurso concebido por Ramírez en su 

célebre voto no pasó de ser un mero deseo que. no obstante. 

demuestra la tendencia por establecer en esa época medios 

jurisdiccionales de control de la constitucionalidad .32o 

Estas consideraciones nos permiten establecer al reclamo 

propuesto por el diputado Ramírez no sólo como antecedente del 

juicio de amparo. sino inclusive de la acción de inconstitucionalidad , 

debido al procedimiento pretendido y los efectos del mismo: la nulidad 

de leyes y actos de la autoridad administrativa contrarios a la 

Constitución. En este sentido. la importancia de dicha propuesta no 

.' ", REYES, Op. cit.. pp. 83 y 84. 
;~" BURGOA. Op. cit.. p. 110. 
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fue otra que · la creación de un medio de control de la 

constitucionalidad de carácter jurisdiccional, lo cual, a su vez 

permitiría el establecimiento de un sistema jurisdiccional de control de 

la constitucionalidad en nuestro país al ser competencia de la 

Suprema Corte de Justicia resolver sobre la constitucionalidad de 

leyes o actos del ejecutivo. 

Respecto de las llamadas Bases Orgánicas de 1843, cabe 

señalar que éstas sustituyeron a la Constitución centralista de 1836, 

manteniendo un corte centralista y conservador. 32 1 

Durante el año de 1842 fue elaborado un proyecto 

constitucional por vía de transacción entre los grupos minoritario y 

mayoritario de la Comisión del Congreso Extraordinario Constituyente 

con el fin de reformar la Constitución de 1836. No obstante haberse 

comenzado a discutir, no llegó a convertirse en Constitución debido a 

que por decreto de 19 de diciembre de 1842 expedido por el 

Presidente Antonio López de Santa Anna, se declaró disuelto, 

nombrándose en su sustitución a una Junta de Notables. Esta Junta, 

integrada por personas incondicionales designadas por Santa Anna , 

se encargó de elaborar un nuevo proyecto constitucional que se 

convirtió en las Bases de Organización Politica de la República 

Mexicana, expedidas el 12 de junio de 1843. En estas Bases 

conocidas como Bases Orgánicas , se suprimió el desorbitado 

Supremo Poder Conservador de la Constitución de 1836, sin que se 

colocara al Poder Judicial en el rango de órgano tutelar del régimen 

constitucional, ya que propiamente sus funciones se reducían a 

revisar las sentencias que en los asuntos del orden civil y criminal 

pronunciaban los jueces inferiores. Este documento constitucional 

;: 1 SOBERANES, Op. cíe p.123. 
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adoptó abiertamente el régimen central sin implantar ningún sistema 

de control de la constitucionalidad por órgano político, aunque en 

preceptos aislados como en el 66, fracción XVII, permaneció latente 

un resabio del control por órgano político que ejercía en forma 

omnipotente el Supremo Poder Conservador, al establecerse en dicha 

disposición que eran facultades del Congreso reprobar los decretos 

dados por las asambleas departamentales que fueren contrarios a la 

Constitución y a las leyes.322 

Es preciso mencionar que en el proyecto de reforma a la 

Constitución de 1836 (Bases Orgánicas de 1843) se establece como 

atribución de la Corte Suprema de Justicia respecto del control de la 

constitucionalidad de las leyes la siguiente: 

"Artículo 116.- Son facultades de la Corte Suprema de Justicia : 

15·. Oir las dudas de los Tribunales sobre la inteligencia de alguna ley y 
creyéndolas fundadas, consultar sobre ellas al Presidente de la República . con 
los fundamentos que hubiere, para que inicie la conveniente declaración del 
Congreso.,,323 

Como se puede apreciar, la facultad de declarar la nulidad de 

leyes correspondía exclusivamente al Congreso y no a la Suprema 

Corte de Justicia, quien sólo ocupaba un papel meramente 

coadyuva nte en el control de la constitucionalidad de las mismas . 

'" I3URGOA. Op. cit., p. 11 7. 
'" TE NA RAMÍREZ, Felipe. Leyesfillldlllll"lItllles de México ... , pp. 275 Y 176. 
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4.1.5 El reclamo como antecedente de la acción de 

inconstitucionalidad: Acta de Reformas de 1847 

En mayo de 1847 se promulgó el Acta de Reformas que vino a 

restaurar la vigencia de la Constitución Federal de 1824. Su 

expedición tuvo como origen el Plan de la Ciudadela de 4 de agosto 

de 1846 en que se desconoció el régimen central dentro del que se 

había teóricamente organizado el país desde 1836, pugnando por el 

restablecimiento del sistema federal y la formación de un nuevo 

congreso constituyente, mismo que quedó instalado el 6 de diciembre 

del mismo año. La reimplantación del federalismo en la mencionada 

Acta se inspiró en la amarga experiencia que durante el régimen 

centra lista había sufrido la República y al cual se achacaban los 

graves trastornos que de manera continuada se habían padecido 

durante dicho régimen .324 

Respecto al control de la constitucionalidad , el Acta de 

Reformas de 1847 estableció dos formas para que una ley fuera 

declarada inconstitucional : el amparo y el "reclamo". La sentencia de 

amparo sólo tenía efectos sobre el caso concreto, mientras que la 

sentencia que favorecía al reclamo - mismo que procedía a petición 

de una minoría del Congreso, del presidente de la República o de tres 

leg islaturas de los Estados- tendría efectos generales. Esto es, 

Mariano Otero, creador de ambas instituciones y responsable de su 

diseño y establecimiento a nivel constitucional , estimó que las 

consecuencias jurídicas debían ser diferentes, sin embargo. en el 

" . f3L RGOA. op. cit" p. J J 7. 
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caso del reclamo, el fallo del Alto Tribunal debía ser aprobado por las 

legislaturas de los Estados para anular una ley.325 

Es importante mencionar que tanto el amparo como el reclamo 

integraron en un inicio la llamada "fórmula Otero", no obstante que en 

la actualidad únicamente se reconozca como tal a la institución del 

amparo, a pesar de haber sido admitidas ambas instituciones por los 

responsables de la multicitada reforma constitucional. El propósito 

original de Otero era el diseño y establecimiento de medios de control 

de la constitucionalidad de leyes previstos en el propio texto 

constitucional, con el fin de protegerlo de manera eficaz de la 

aplicación de normas inconformes con ella y de actos de autoridades 

administrativas igualmente anticonstitucionales. Es evidente que su 

propuesta de establecer al reclamo como mecanismo protector de la 

Constitución no prosperó, ni tampoco la posibilidad de anular las leyes 

anticonstitucionales con efectos generales. Sin embargo, al ser el 

reclamo un antecedente de la acción de inconstitucionalidad y del 

control abstracto de la constitucionalidad de normas generales en 

nuestro país, consideramos necesario hacer un breve resumen de la 

visión de Mariano Otero respecto del procedimiento y substanciación 

de ese medio de control de la constituciónalidad de leyes, plasmado 

en el Acta de Reformas de 1847. 

El 17 de mayo de 1847 se aprobó el Acta de Reformas a la 

Constitución de 1824, producto de un nuevo Congreso Constituyente 

reunido el 6 de diciembre de 1846 en condiciones graves, pues 

México estaba siendo invadido por el ejército norteamericano. La 

.' !; CABRERA ACEVEDO, Lucio. "El reclamo como antecedente de la acción de 
il/col/stilllcionalidad en el articulo 105 de la Constitución . .. México, D.F., Revista Quórum, 
2" Época, Año IV, Número 32 , Enero - Febrero, 1995, p. 83 . 
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comisión encargada de revisar la Constitución de 1824 había quedado 

integrada entre otros por Mariano Otero y por Manuel Crescencio 

Rejón . El 5 de abril de 1847 la mayoría de esa comisión consideró 

que dadas las circunstancias tan anómalas era conveniente promover 

reformas constitucionales, sin embargo, Otero formuló un voto 

particular, sosteniendo que precisamente por la gravedad de esos 

momentos era indispensable la reorganización constitucional, y su 

voto, con pequeños cambios, fue aprobado por el Congreso. En el 

Acta de Reformas Constitucionales, Otero utilizó las palabras amparo 

y reclamo , o sea , aceptó la expresión de Rejón de raíces españolas, 

a pesar de estar más bien influido al redactar su voto por la obra de 

Tocquevil1e que por las tradiciones hispánicas.326 

El Acta de Reformas estableció un sistema para revisar la 

constitucionalidad de las leyes: por una parte se podía reclamar 

mediante el "juicio de amparo" ante el Poder Judicial Federal la 

inconstitucionalidad de la ley (artículo 25 ), en cuyo caso la sentencia 

sólo se ocuparía del caso particular sin hacer una declaración general, 

pero por otra parte, propuso también un sistema político de revisión 

de la constitucionalidad a través del "reclamo" (artículos 22 y 23 del 

Acta) con intervención de la Suprema Corte, pero a petición de 

funcionarios de los otros dos poderes, en cuyo caso la sentencia 

tendría efectos generales. Destaca el hecho de que el segundo 

sistema haya sido el único utilizado durante la vigencia del Acta de 

Reformas, lo cual significa que solamente se aplicó el reclamo y no el 

amparo para impugnar la validez de las leyes.327 

.'1" ibidelll . 
m Íbidelll. pp. 83 y 84. 
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En cuanto al procedimiento para realizar el reclamo, el articulo 

23 del Acta de Reformas preveía que dentro del mes siguiente a su 

publicación podía ser reclamada la inconstitucionalidad de una ley del 

Congreso General, ya fuera por el Presidente con acuerdo de su 

ministerio, por diez diputados, por seis senadores o por tres 

legislaturas. El reclamo se hacía ante la Suprema Corte para que ésta 

sometiera su sentencia a las legislaturas, las cuales dentro de tres 

meses y precisamente en el mismo día debían emitir su voto. El 

artículo 23 de dicha Acta de Reformas sólo permitía reclamar la 

inconstitucionalidad de aquellas resoluciones del Congreso que 

tuvieran carácter de leyes. Así, el reclamo debería hacerse por 

determinadas autoridades (las anteriormente enumeradas) dentro del 

término prescrito para su final resolución por las legislaturas de los 

estados. 328 

No obstante, existían algunos inconvenientes en el 

procedimiento ya que el artículo 23 del Acta de Reformas exigia algo 

muy difícil de lograr en aquella época, sobre todo por las lentas 

comunicaciones: que las legislaturas en el mismo dia y dentro del 

plazo de tres meses dieran su voto en contra del decreto o ley del 

Congreso y lo remitieran a la Corte para que ésta publicara el 

resultado y anulara la ley, si así lo habían resuelto la mayoría de las 

legislaturas al aprobar el fallo del Alto Tribunal. 

Es importante menciónar que quizá el reclamo hubiese 

prosperado si no hubiera tenido el requisito de que la sentencia de la 

Suprema Corte fuese aprobada por las legislaturas de los estados. 

Tuvo elementos interesantes como el caso de los sujetos autorizados 

para ejercitar el reclamo ante la Suprema Corte de Justicia , que eran 

.'" ídem. p. 84. 
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ciertos órganos del Estado: el Presidente de la República con acuerdo 

de sus ministros, diez diputados o seis senadores o a tres legislaturas 

de entidades federativas ; además que el fallo de la Corte tenia efectos 

generales.329 

Sólo resta decir respecto de este medio de control de la 

constitucionalidad de leyes, que durante la vigencia del mismo la 

Suprema Corte de Justicia únicamente conoció de tres reclamos, 

ninguno de los cuales fue declarado fundado.33o 

4.1.6 Constitución de 1857 

La Constitución Federal de 1857, emanada del Plan de Ayutla 

y que fue la bandera política del partido liberal en las Guerras de 

Reforma, implantó el liberalismo e individualismo puros como 

regi menes de relaciones entre el Estado y el individuo. Por ello, puede 

afirmarse que dicha Constitución fue el reflejo auténtico de las 

doctrinas imperantes en la época de su promulgación , principalmente 

de Francia , para las que el individuo y sus derechos eran el primordial 

si no el único objeto de las instituciones sociales.331 

Por esta razón y contrariamente a lo que acontecia con los 

anteriores ordenamientos constitucionales mexicanos e inclusive 

extranjeros de la época que consagraban los derechos del hombre en 

forma meramente declarativa y sin brindar un medio para su 

protección , la Constitución Federal promulgada el 5 de febrero de 

1857 instituyó el "juicio de amparo" como medio de protección de 

estos derechos. Es en dicha Constitución donde desaparece el 

,~ . , ibidem. p.86. 
"" ide m. p. 84 . 
" 1 BlJRGOA. Ignacio. E/j 1licio dI' amparo .. , p.120. 
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sistema de control de la constitucionalidad por órgano político que 

habia sido establecido en el Acta de Reformas de 1847, documento 

que lo combinó durante su vigencia con el sistema jurisdiccional.332 

El proyecto de Constitución presentado el 16 de junio de 1856 

en su articulo 102 estableció en definitiva el control de la 

constitucionalidad de leyes por órgano jurisdiccional y no político en 

los siguientes términos: 

"T oda controversia que se suscite por leyes o actos de cualquier autoridad que 
violaren las garantías individuales, o de la Federación que vulneren o 
restrinjan la soberania de los estados, o de estos cuando invadan la esfera de 
la autoridad federal, se resuelve, a petición de la parte agraviada, por medio 
de una sentencia y de procedimientos y formas del orden jurídico, ya por los 
tribu nales de la Federación exclusivamente, ya por estos juntamente con los 
de los estados, según los diferentes casos que establezca la ley organica; 
pero siempre de manera que la sentencia no se ocupe sino de individuos 
particul ares y se limite a protegerlos y 'ampararlos en el caso especial sobre 
que se verse el proceso, sin hacer ninguna declaración general respecto de la 
ley o del acto que la motivare. En todos estos casos los tribunales de la 
Federación procederan con la garantía de un jurado compuesto de vecinos del 
distrito respectivo, cuyo jurado calificara el hecho de la manera que disponga 
la ley organica. Exceptúense solamente las diferencias propiamente 
contenciosas en que puede ser parte para litigar los derechos civiles un 
estado contra otro de la Federación, o ésta contra alguno de aquéllos , en los 
que fallara la Suprema Corte federal según los procedimientos del orden 
común.,,333 

Dicho sistema jurisdiccional de control de la constitucionalidad 

de leyes quedó establecido finalmente en el texto de los artículos 101 

y 102 constitucionales, que al respecto establecen lo siguiente: 

.. Articulo 101 .- Los tribunales de la federación resolveran toda controversia 
que se suscite: 

L Por leyes o actos de cualquiera autoridad que violen las garantias 
individuales. 
11 . Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la 
soberania de los Estados. 

;;: i b.delll. p. 12 1 . 
;.;; REYES. Op. cit. , pp. 85 Y 86. 
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111. Por leyes o actos de las autoridades de estos, que invadan la esfera de la 
autoridad federal. 

Artículo 102.- Todos los juicios de que habla el artículo anterior se seguirán, a 
petición de la parte agraviada, por medio de procedimientos y formas del 
orden jurídico, que determinará una ley. La sentencia será siempre tal, que 
sólo se ocupe de los individuos particulares, limitándose a protegerlos y 
ampararlos en el caso especial sobre que verse el proceso, sin hacer ninguna 
declaración general respecto de la ley o acto que la motivare.,,334 

Como puede observarse, la Constitución Política de 1857 no 

establece la figura de la acción de inconstitucionalidad ; sin embargo, 

sí prevé medios de control de la constitucíonalidad: el juício de amparo 

contra leyes o contra actos de cualquier autoridad que _violen 

garantías individuales, contra leyes o actos de la autoridad federal que 

vulneren o restrinjan la autonomía de los estados y contra leyes o 

actos de autoridades de los estados que invadan la esfera de la 

autoridad federal , cuyos efectos de la sentencia determinada por el 

órgano jurisdiccional de control son partículares, es decir, de 

cumplimiento obligatorio respecto de las partes que intervienen en el 

juicio; así como también las "controversias" señaladas por el artículo 

98, que son las surgidas entre un estado y otro y aquéllas en que la 

Federación fuera parte. 

Con respecto al articulo 98 de la Constitución de 1857, esta 

disposición textualmente establecía: "Corresponde a la Suprema 

Corte de Justicia , desde la primera instancia , el conocimiento de las 

controversias que se susciten de un Estado con otro, y de aquellos en 

que la Unión fuere parte. " Por consiguiente , desde 1857 la Suprema 

Corte de Justicia conoce de dos acciones constitucionales totalmente 

diversas, tanto del juicio de amparo que se regulaba en los artículos 

' .'> TENA RAMÍREZ. Felipe . Leyesfundamenlales de México .. . pp . 623 Y 624 . 

286 



101 Y 102 constitucionales, como de la controversia constitucionatque 

se precisaba en el artículo 98 de dicho ordenamiento constitucional.335 

Si bien es cierto que la Constituciéln de 1857 fue el primer 

ordenamiento constitucional en nuestro país que estableció un 

sistema de control de la constitucionalidad de leyes por órgano 

jurisdiccional , también lo es que a diferencia de los sistemas previstos 

en las anteriores Constituciones, la declaración de inconstitucionalidad 

tenia efectos particulares, no generales, lo cual resulta comprensible 

si tomamos en cuenta la visión individualista impuesta por el 

liberalismo de la época , pues el hecho de que fuera importante -para el 

Estado la protección de los derechos fundamentales de los individuos 

en el territorio nacional, producto del momento histórico que se vivia y 

de la influencia de corrientes doctrinales constitucionales europeas , 

principalmente de Francia, originó que el control de la 

constitucionalidad de leyes y actos de autoridad se limitara 

únicamente al control de la constitucionalidad por violaciones a dichos 

derechos individuales ocasionados por la aplicación de normas 

generales, o bien, por la actividad de los órganos del Estado, 

restringiéndose en consecuencia los efectos de la sentencia adoptada 

por el órgano de control únicamente al caso especifico, sin hacer una 

declaración general de nulidad respecto de las leyes o actos 

contrarios a la Constitución , sino particular, esto es, sólo respecto de 

las partes en el juicio. 

No obstante, el juicio de amparo y las controversias 

constitucionales establecidas en la Constitución Federal de 1857 

pueden ser consideradas como antecedentes de nuestro actual 

sistema jurisdiccional de control de la constitucionalidad , y por ende, 

'." CASTRO, Op. cit, p. 2 1. 
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de la acción de inconstitucionalidad en México, por ser éstos los 

primeros medios de control de la constitucionalidad de carácter 

jurisdiccional en nuestro país. 

4.1.7 Constítución de 1917 

Este ordenamiento constitucional es promulgado el 5 de febrero 

de 1917 con el nombre de Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexícanos . El texto constitucional de la misma se encuentra vigente 

actualmente y rige la organización política y jurídica del país. 

La Constítución de 1917 se aparta de la doctrina individualista 

establecida en el texto constitucional de 1857, pues no considera a los 

derechos individuales como la base y objeto de las instituciones 

sociales, sino que los reputa como un conjunto de garantías 

individuales que el Estado concede u otorga a los habitantes de su 

territorio . Es por ello que lejos de sustentar la tesis individualista, se 

inclina más hacia la teoría rousseauniana que asevera que las 

garantias que pueden gozar los individuos frente al poder público son 

otorgadas a éstos por la propia sociedad , única titular de la soberanía, 

en virtud de la renuncia que al formarla hacen sus miembros acerca 

de sus prerrogativas, las cuales son restringidas posteriormente al 

sujeto , pero no como una necesidad derivada de una imprescindible 

obligatoriedad, sino como una gracia o concesión 336 

A diferencia de la Constitución de 1857, que única mente 

consagraba garantías individuales, la Constitución de 1917 consigna 

además los llamados "derechos sociales", o sea, un conjunto de 

derechos otorgados a determinadas clases sociales que tienden a 

" " I3 li R(jO.-\ . op. cit.. p. 126. 
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mejorar su situación económica, contenidos principalmente en los 

artículos 27 y 123 constitucionales, que entre otros, cristalizan las 

aspiraciones revolucionarias fundamentales tendientes a resolver los 

problemas de los grupos socialmente vulnerables, representados 

principalmente durante la revolución por los sectores obrero y 

campesino. 

En síntesis, mientras que la Constitución de 1857 reputa a los 

derechos individuales como elementos supraestatales, la Constitución 

de 1917 los considera como fruto de una concesión por parte del 

orden jurídico del Estado. Además, en ambos ordenamientos 

constitucionales el Estado adopta distinta postura frente a los 

gobernados, ya que en la Constitución de 1857 son los principios 

liberales los que regulan las relaciones entre la sociedad y el Estado, 

mientras que en la Constitución de 1917 (actualmente en vigor) se 

establecen postulados pertenecientes a diversas tendencias políticas, 

jurídicas y sociales. Si bien la forma de concepción de las garantías 

individuales varía en ambas Constituciones así como la situación de 

las relaciones entre el Estado y sus miembros, no acontece lo mismo 

en cuanto a uno de los m"edios jurisdiccionales de control de la 

constitucionalidad y de protección de dichos derechos fundamentales: 

el juicio de amparo. En efecto, su procedencia general es 

exactamente igual en ambos ordenamientos constitucionales con la 

sola diferencia de que mientras la Constitución de 1857 es muy 

sucinta por lo que se refiere a la formación del juicio de amparo, la 

vigente en su artículo 107 es mucho más explícita y contiene una 

completa regulación de su ejercicio, detallado por la Ley 

Reglamentaria correspondiente.33
? 

,-,- ibid~m. p.128. 
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Cabe mencionar que el texto original de la Constitución de 1917 

fue redactado de la misma manera que su antecesora, pues establece 

en sus artículos 103 Y 105 las figuras del juicio de amparo y 

controversias constitucionales respectivamente : 

" Artículo 103.- Los tríbunales de la Federación resolverán toda controversia 
que se suscite: 
1. Por leyes o actos de la autoridad que viole las garantías individuales ; 
11. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la 
soberania de los estados, y 
111. Por leyes o actos de las autoridades de éstos que invadan la esfera de la 
autoridad federal. 

Artículo 105.- Corresponde sólo a la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
conocer de las controversias que se susciten entre dos o más estados, entre 
los poderes de un mismo estado sobre la constitucionalidad de sus actós y de 
los conflictos entre la Federación ~ uno o más Estados, así como de aquéllas 
en que la Federación fuese parte." 38 

Es importante señalar que no incluimos a la acción de 

inconstitucionalidad dentro de los medios jurisdiccionales de control 

de la constitucionalidad previstos en el texto constitucional vigente , 

debido a que el objeto de este apartado es mostrar el texto original de 

la Constitución de 1917, que si bien al igual que el texto de la 

Constitución de 1857 establece un sistema de control de la 

constitucionalidad por órgano jurisdiccional así como medios 

jurisdiccionales de control Uuicio de amparo y controversias 

constitucionales), no preveía a la acción de inconstitucionalidad como 

medio de control de la constitucionalidad , pues ello ocurrió hasta la 

reforma constitucional del artículo 105, publicada el 31 de diciembre 

de 1994 en el Diario Oficial de la Federación , misma que será objeto 

de un análisis posterior. 

3,; TENA RAM iREZ. Felipe. Leyes fundall/enrales '" p. 860. 
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4.2 Fundamento constitucional y legal de la acción de 

inconstitucionalidad en México . 

. 4.2.1 La fracción 11 del artículo 105 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos 

En el apartado anterior analizamos los antecedentes históricos 

y constitucionales de la acción de inconstitucionalidad, no obstante, en 

el análisis de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos de 1917 únicamente se estudió el texto original del artículo 

105, el cual actualmente no sólo prevé a las controversias 

constitucionales como medio jurídico de control de la 

constitucionalidad sino incluso a la acción de inconstitucionalidad , 

objeto primordial de estudio de la presente investigación. 

Corresponde ahora iniciar el análisis de las distintas reformas 

que ha sufrido el artículo 105 constitucional, destacando por supuesto 

la reforma constitucional llevada a cabo el 31 de diciembre de 1994, 

mediante la cual fue introducido a nuestro actual sistema de control de 

la constitucionalidad un medio jurídico de control de la 

constitucionalidad de normas generales hasta ese momento 

desconocido: la acción de inconstitucionalidad. 

En otra parte de nuestra investigación, mencionamos que uno 

de los medios jurisdiccionales de control de la constitucionalidad 

previstos por el constituyen~e de 1917 fueron precisamente las 

llamadas controversias constitucionales previstas en el texto original 

del artículo 105 de la Constitución Federal de 1917. El artículo en 

comento quedó redactado en un inicio de la siguiente manera: 
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"Articulo 105.- Corresponde sólo a la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
conocer de las controversias que se susciten entre dos o más estados, entre 
los poderes de un mismo estado sobre la constitucionalidad de sus actos y de 
los conflictos entre la Federación y uno o más Estados, as í como de aquéllas 
en que la Federación fuese parte ." 

El 25 de octubre de 1993 se reformó por primera vez el artículo 

105 constitucional mediante decreto publicado en el Diario Oficial de 

la Federación por el que se reformaron , además, diversos artículos de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. El texto 

reformado del artículo 105 establecía lo siguiente: 

"Articulo 105.- Corresponde a la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
conocer de las controversias que se susciten entre dos o más estados, entre 
uno y más estados y el Distrito Federal; entre los poderes de un mismo estado 
y entre órganos de gobierno del Distrito Federal, sobre la constitucionalidad de 
sus actos y de los conflictos entre la Federación y uno o más Estados, asi 
como aquellas en que la Federación sea parte en los casos que establezca la 
ley." 

Dicho texto permaneció vigente hasta el 5 de diciembre de 

1994, fecha en la que el presidente constitucional de los Estados 

Unidos Mexicanos, Ernesto Zedillo Ponce de León, con fundamento 

en la fracción I del artículo 71 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos sometió a la consideración del Congreso 

de la Unión, a través del Senado de la República, una iniciativa de 

reforma al texto constitucional en materia de administración y 

procuración de justicia , iniciativa presidencial que planteó entre otras 

la reforma al artículo 105 constitucional , proponiendo la introducción 

de la acción de inconstitucionalidad , sugiriéndose para tal efecto la 

adición de una segunda fracción al citado precepto constitucional. 339 

En su iniciativa de reformas, respecto a la acción de 

inconstitucionalidad, el presidente Zedillo proponía la reforma al 

."" REYES REYES, Pablo Enrique. La acción de i l1col1stilltciol1alidad ... , p. l . 
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artículo 105 constitucional con la finalidad de ampliar las facultades de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, abriendo la posibilidad 

para que mediante la introducción de una segunda fracción, un 

porcentaje de los integrantes de las cámaras del Congreso de la 

Unión, de las legislaturas locales, de la entonces Asamblea de 

Representantes del Distrito Federal (actualmente Asamblea 

Legislativa) o, en su caso, el procurador general de la República , 

pudieran plantear ante la Suprema Corte en el ámbito de sus 

atribuciones, la inconstitucionalidad de leyes, previéndose que las 

resoluciones pudieran anular con efectos generales la norma 

declarada inconstitucional.34o 

Debido a la importancia de la iniciativa de reformas al artículo 

105 constitucional, consideramos necesario analizar algunos de los 

aspectos más importantes de la misma. En primer término, es 

necesario mencionar lo que al respecto se establece en dicha 

iniciativa con relación a los efectos de la sentencia que declara 

inválida (inconstitucional) una ley ordinaria. En la exposición de 

motivos de dicha iniciativa se establece que: 

; 40 Uno de los moti,'os de las refornlas constitucionales. fue la reestructuración de la Suprema 
Corte de Justic ia de la "ación, pues la finalidad era acrecentar sus atribuciones para que 
pudiera reso lver las controversias susc itadas entre los poderes públicos por leyes o actos 
inconstinlcionales: mediante la introducción de las acciones de inconstitucionalidad se 
pretendia romper con el esquema del juicio de amparo y, por último. introducir la nueva 
fac ultad de las sa lJs de \;r Corte de fungir como tribunal de ape lación. Dicha propuesta de 
reforma al arti culo 105 tll "O su origen en la necesidad de forta lecer el carácter del órgano 
responsable de velar por la constitucionalidad de los actos de la autoridad pública, por lo que 
al otorga r nuevas at ribuciones a la Suprema Corte de Justic ia de la Nación fue necesario 
r("isar su integración J fi n de facili tar la deliberación co lec ti va entre sus miembros 
(reduciendo el nÚlllt'ro a só lo once ministros), lo que asegura ri a la interpretac ión coherente de 
la Constinlción y pcrmit iria la renovación periódica de los criterios y actitudes, fortaleciendo 
el fu ncionamiento tanto sustantivo como administrativo de dicho órgano colegiado. 
lográndose con ello una ma yor eficacia. 

Es importante mencionar que la misma exposición de motivos señala que "consolidar a la 
Suprema COl1e de Justi cia de la Nación como tribunal de constitucionalidad exige otorgar 
más fuerza a sus decisiones ; ex ige ampliar su competencia para emitir declaraciones sobre la 
constitucionalidad de le yes que produzca efectos generales; para dirimir controversias entre 
los tres niveles de gobierno y para fungir como garante del federalismo". 
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que: 

la ' posibilidad de declarar la inconstitucionalidad de normas con efectos 
generales será una de las más importantes innovaciones que nuestro orden 
juridico haya tenido en su historia. En adelante el solo hecho de que una 
norma de carácter general sea contraria a la Constitución puede conllevar su 
anulación , prevaleciendo la Constitución sobre la totalidad de los actos de 
poder público. La supremacía constitucional es una garantia de todo Estado 
democrático, puesto que al prevalecer las normas constitucionales sobre las 
establecidas por los órganos legislativos o ejecutivos, federales o locales, se 
nutrirá una auténtica cultura constitucional que permee la vida nacional. 

Por razones de seguridad jurídica y de estabilidad social, aun cuando las 
declaraciones de inconstitucionalidad produzcan efectos, estos habrán de 
limitarse en el tiempo a fin de impedir que las resoluciones tengan efectos 
retroactivos, con excepción de la materia penal.,,341 . 

En cuanto a los promoventes, la multicitada iniciativa considera 

se trata de que con el voto de un porcentaje de los integrantes de la 
Cámara de Diputados y de la de Senadores , de las legislaturas locales o de la 
Asamblea de Representantes del Distrito Federal, se puedan impugnar 
aquellas leyes que se estimen como contrarias a la Constitución . El 
procurador general de la República podrá también impugnar leyes que estime 
contrarias a la Constitución. 

A diferencia de lo que acontece en el juicio de amparo y en las controversias 
constitucionales, en las acciones de inconstitucionalidad no es necesario que 
exista agravio para que sean iniciadas. Mientras que en el amparo se requiere 
de una afectación a las garantías individuales y en las controversias 
constitucionales de una invasión de esferas, las acciones de 
inconstitucionalidad se promueven con el puro interés genérico de preservar la 
supremacia constitucional. Se trata, entonces, de reconocer en nuestra Carta 
Magna una vía para que una representación parlamentaria calificada. o el 
procurador general de la República, puedan plantearle a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación si las normas aprobadas por la mayoría son, o no, 
acordes con la Constitución. 

Siendo indudable que México avanza hacia una pluralidad creciente, otorgar 
a la representación política la posibil idad de recurrir a la Suprema Corte de 
Justicia para que determine la constitucionalidad de una norma aprobada por 
las mayorias de los congresos, significa, en esencia, hacer de la Constitución 
el único punto de referencia para la convivencia de todos los grupos o actores 
políticos. Por ello, y no siendo posible confundir a la representación 
mayoritaria con la constitucionalidad, las fuerzas minoritarias contarán con una 
via para lograr que las normas establecidas por las mayorias se contrasten 
con la Constitución a fin de considerarlas válidas .,,342 

." , REYES. Op. ci t. p.4. 
" , ibidem. pp. 4 Y 5. 
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La iniciativa de reformas constitucionales fue aprobada por el 

Congreso de la Unión y la mayoría de las legislaturas de los estados, 

por lo que una vez cumplido con el procedimiento de reformas a la 

Constitución previsto en el artículo 135 constitucional, el 31 de 

diciembre de 1994 apareció publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el decreto por el que se reforma el artículo 105 de la 

Constitución, dividiéndolo en tres fracciones, siendo de especial 

interés para nuestro estudio la fracción 11, misma que establece por 

primera vez un medio de control jurisdiccional de la constitucionalidad 

de normas generales en nuestro país.343 El texto reformado del 

artículo 105 constitucional establecía lo siguiente: 

"Art. 105.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los 
términos que señale la ley reglamentaria , de los asuntos siguientes : 

1.- De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se 
refieran a la materia electoral , se susciten entre : 

a).- La Federación y un Estado o el Distrito Federal ; 

b).- La Federación y un municipio; 

c).- El Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión; aquél y cualquiera de las 
Cámaras de éste o, en su caso, la Comisión Permanente, sean como órganos 
federales o del Distrito Federal ; 

d).- Un Estado y otro; 

e).- Un Estado y el Distrito Federal ; 

f) .- El Distrito Federal y un municipio; 

g).- Dos municipios de diversos Estados ; 

h).- Dos Poderes de un mismo Estado. sobre la constitucionalidad de sus 
actos o disposiciones generales; 

i).- Un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucional idad de sus 
actos o disposiciones generales; 

".' idelll. p 2. 
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j) .- Un Estado y un municipio de otro Estado, sobre la constitucionalidad de 
sus actos o disposiciones generales; y 

k) .- Dos órganos de gobierno del Distrito Federal, sobre la constitucionalidad 
de sus actos o disposiciones generales . 

Siempre que las controversias versen sobre disposiciones generales de los 
Estados o de los municipios impugnadas por la Federación, de los municipios 
impugnadas por los Estados, o en los casos a que se refieren los incisos c), h) 
y k) anteriores, y la resolución de la Suprema Corte de Justicia las declare 
invalidas, dicha resolución tendra efectos generales cuando hubiera sido 
aprobada por una mayoría de por lo menos ocho votos . 

En los demas casos, las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia tendran 
efectos únicamente respecto de las partes en la controversia . 

11 .- De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la 
posible contradicción entre una norma de caracter general y esta Constitución, 
con excepción de las que se refieran a la materia electoral. 

Las acciones de inconstitucionalidad podran ejercitarse dentro de los treinta 
dias naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma por: 

a).- El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la Camara 
de Diputados del Congreso de la Unión, en contra de leyes federales o del 
Distrito Federal expedidas por el Congreso de la Unión; 

b).- El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes del Senado, en 
contra de leyes federales o del Distrito Federal expedidas por el Congreso de 
la Unión o de tratados internacionales celebrados por el Estado Mexicano; 

c) .- El Procurador General de la República, en contra de leyes de caracter 
federal , estatal y del Distrito Federal, así como de tratados internacionales 
celebrados por el Estado Mexicano; 

d) - El equivalente al treinta y tres por ciento qe los integrantes de algúno de 
los órganos legislativos estatales, en contra de leyes expedidas por el propio 
órgano, y 

e) .- El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la Asamblea 
de Representantes del Distrito Federal , en contra de leyes expedidas por la 
propia Asamblea. 

Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia sólo podran declarar la 
invalidez de las normas impugnadas , siempre que fueren aprobadas por una 
mayoria de cuando menos ocho votos . 

111. - De oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Unitario de 
Circuito o del Procurador General de la República, podra conocer de los 
recursos de apelación en contra de sentencias de Jueces de Distrito dictadas 
en aquellos procesos en que la Federación sea parte y que por su interés y 
trascendencia así lo ameriten . 
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La declaración de invalidez de las resoluciones a que se refieren las 
fracciones I y 11 de este artículo no tendrá efectos retroactivos, salvo en 
materia penal, en la que regirán los principios generales y disposiciones 
legales aplicables de esta materia. 

En caso de incumplimiento de las resoluciones a que se refieren las fracciones 
I y 11 de este articulo se aplicarán, en lo conducente, los procedimientos 
establecidos en los dos primeros párrafos de la fracción XVI del articulo 107 
de esta Constitución." 

Como puede observarse, la acción de inconstitucionalidad 

contenida en la fracción 11 del artículo 105 constitucional reformada en 

diciembre de 1994, tenía por objeto que dicho porcentaje de los 

congreso federal o de los congresos locales, así como el procurador 

general de la República, solicitaran a la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación que declarara invalida una ley emanada del mismo órgano 

por ser contraria a la Constitución . Esta fracción se refiere a normas 

en general que hubieren sido aprobadas por el propio órgano, lo que 

se traduce en una tutela, al menos aparente, de una mayoría más que 

calificada en cada órgano para aprobar leyes, permitíendo a las 

minorías que alcancen un tercio del cuerpo colegiado la posibilidad de 

someter sus argumentos que no hubiesen sido escuchados en su 

seno , a otro órgano constituido del Estado, el judicial.344 

No obstante, es importante mencionar que dicho precepto 

constitucional establecía un impedimento a la Suprema Corte de 

Justicia para conocer de leyes en materia electoral , exclusión 

recurrente de manera histórica en el juicio de amparo y repetida en 

un inicio al estructurarse la acción de inconstitucionalidad en el texto 

constitucional. Es importante señalar que este impedimento 

constitucional prevaleció inclusive en el criterio de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación . 

. \_- ARRIAGA BECERRA, Hugo Alberto. 'La acción de il/constitucionalidad . .. Torreón. 
Coahuila. Rev ista Lex. 3" Época, Año 1, Número 4. Octubre, 1995, p. 63. 
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En efecto, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación sostuvo dicho criterio en la tesis de jurisprudencia P. 

CXXVI/95, visible en la página 237 del Tomo 11 del Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

correspondiente al mes de diciembre de 1995, que al texto es como 

sigue: 

MATERIA ELECTORAL. CONCEPTO DE, PARA LOS EFECTOS DE LA 
IMPROCEDENCIA DE LA ACCION DE IN CONSTITUCIONALIDAD. De la 
interpretación jurídica , armónica y sistemática de lo dispuesto en los articulas 
35 , fracciones I y 11, 36, fracciones 11 , IV Y V, 41 , 51 , 52, 56, 60, 8~ , 115, 
fracción 1, 116, fracción I y 122, fracción 111, de la Constitución Federal, se 
infiere que para los efectos de la acción de inconstitucionalidad , establecida 
en la fracción 11 del articulo 105 de dicha Carta Fundamental, debe entenderse 
que son normas de carácter general que tienen como contenido la materia 
electoral , prohibidas de ser examinadas por la Suprema Corte de acuerdo con 
el mencionado artículo constitucional, aquellas que establecen el régimen 
conforme al cual se logra la selección o nombramiento, a través del voto de 
los ciudadanos y dentro de un proceso democrático, de las personas que han 
de fungir como titulares de órganos de poder representativos del pueblo, a 
nivel federal, estatal, municipal o del Distrito Federal. 

Acción de ínconstitucionalidad 1/95. Fauzi Hamdam Amad y otros, como 
minoría de los integrantes de la Asamblea de Representantes del Distrito 
Federal. 31 de octubre de 1995. Mayoría de seis votos. Ponente : 
Juventino V. Castro y Castro. Encargado del engrose: Juan Díaz Romero . 
Secretario: Alejandro S. González Bernabé. El Tribunal Pleno en su 
sesión privada celebrada el cuatro de diciembre en curso, por 
unanimidad de once votos de los Ministros: presidente José Vicente 
Aguinaco Alemán, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Mariano Azuela 
Güitrón, Juventino V. Castro y Castro, Juan Diaz Romero, Genaro David 
Góngora Pimentel, José de Jesús Gudiño Pelayo, Guillermo 1. Ortiz 
Mayagoitia, Humberto Román Palacios, Oiga María Sánchez Cordero y 
Juan N. Silva Meza; aprobó, con el número CXXVI/1995 (9a.) la tesis que 
antecede ; y determinó que la votación no es idónea para integrar tesis de 
jurisprudencia. México, Distrito Federal , a cuatro de d iciembre de mil 
novecientos noventa y cinco. Nota: Esta tesis se publicó nuevamente en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo 
111 , Marzo de 1996, pág. 458, con su ejecutoria y votos. 

No fue sino hasta el 25 de julio de 1996, que al tenor de la 

llamada Reforma de Estado, en aras de consolidar la reforma electoral 

orientada a regular los comicios del Distrito Federal de 1997 y con la 
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finalidad de garantizar resultados electorales certeros y mantener 

márgenes de gobernabilidad en toda la República, los partidos 

políticos y el gobierno firmaron de manera conjunta una iniciativa de 

reforma a diversos artículos de la Constitución referentes a la materia 

electoral dentro de los que se encontraban reformas al artículo 105 

constitucional. 345 Respecto a la acción de inconstitucionalidad, la 

exposición de motivos de esta última reforma establece lo siguiente: 

"Para crear el marco adecuado que dé plena certeza al desarrollo de los 
procesos electorales tomando en cuenta las condiciones específicas que 
impone su propia naturaleza, las modificaciones al artículo 105 de la 
Constitución , que contiene esta propuesta, contemplan otros tres a-spectos 
fundamentales: a) que los partidos políticos, adicionalmente a los sujetos 
señalados en el precepto vigente, estén legitimados ante la Suprema Corte de 
Justicia solamente para impugnar leyes electorales; b) que la única via para 
plantear la no conformidad de las leyes a la Constitución sea la consignada en 
dicho artículo anterior; y c) que las leyes electorales no sean susceptibles de 
modificaciones sustanciales, una vez iniciados los procesos electorales en que 
vayan a aplicarse o dentro de los 90 días previos a su inicio, de tal suerte que 
puedan ser impugnadas por inconstitucionalidad, resueltas las impugnaciones 
por la Corte y, en su caso, corregida la anomalía por el órgano legislativo 
competente, antes de que inicien formalmente los procesos respectivos ." 

y más adelante continúa: 

con lo anterior se pretende moderar aquellas situaciones que por su 
disparidad o divergencia con el sentido de nuestro Texto Fundamental atentan 
contra el Estado de derecho. De igual manera, con esta via se aspira a 
superar los debates sobre la legalidad de los procesos locales, cerrando el 
camino a decisiones políticas sin fundamento juridico que pudieran afectar el 
sentido de la voluntad popular expresada en las urnas. Quedará reservado al 
Congreso de la Unión expedir las normas sustantivas y las especificas de los 
procedimientos a que se sujetarán las impugnaciones señaladas en este y los 
párrafos precedentes .,,346 

Fue así que dicha propuesta de reforma fue aprobaba y 

publicada en el Diario Oficial de la Federación el 22 de agosto de 

1996 en los siguientes términos: 

]4, REYES, Op. cit , p.6. 
]46 ibidem. p. 7. 
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-------- - ---- - - -

"Art. 105.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los 
términos que señale la ley reglamentaria , de los asuntos siguientes: 

1.- . 

11.- De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la 
posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución . 

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse , dentro de los treinta 
dias naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, por: 

a).- El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la Cámara 
de Diputados del Congreso de la Unión, en contra de leyes federales o del 
Distrito Federal expedidas por el Congreso de la Unión; 

b) .- El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes del Senado, en 
contra de leyes federales o del Distrito Federal expedidas por el Congreso de 
la Unión o de tratados internacionales celebrados por el Estado Mexicano; 

c) .- El Procurador General de la República, en contra de leyes de carácter 
federal , estatal y del Distrito Federal, así como de tratados internacionales 
celebrados por el Estado Mexicano; 

d) .- El equiva lente al treinta y tres por ciento de los integrantes de alguno de 
los órganos legislativos estatales, en contra de leyes expedidas por el propio 
órgano , y 

e).- El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la Asamblea 
de Representantes del Distrito Federal , en contra de leyes expedidas por la 
propia Asamblea. 

f) Los partidos políticos con registro ante el Instituto Federal Electoral, por 
conducto de sus dirigencias nacionales, en contra de leyes electorales 
federales o locales: y los partidos políticos con registro estatal, a través de sus 
dirigencias, exclusivamente en contra de leyes electorales expedidas por el 
órgano legislativo del Estado que les otorgó el registro. 

La única via para plantear la no conformidad de las leyes electorales a la 
Constitución es la prevista en este artículo. 

Las leyes electorales federales y locales deberán promulgarse y publicarse 
por lo menos noventa dias antes de que inicie el proceso electoral en que 
vayan a aplicarse. y durante el mismo no podrá haber modificaciones legales 
fundamentales . 

111.- . 

La declaración de invalidez de las resoluciones a que se refieren las 
fracciones I y II de este artículo no tendrán efectos retroactivos, salvo en 
materia penal , en la que regirán los principios generales y disposiciones 
legales aplicables de esta materia . 
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En caso de incumplimiento de las resoluciones a que se refieren las fracciones 
I y 11 de este artículo se aplicarán, en lo conducente, los procedimientos 
establecidos en los dos primeros párrafos de la fracción XVI del artículo 107 
de esta Constitución.,,347 

Obsérvese que en esta última reforma constitucional se da 

competencia a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para reyisar 

la constitucionalidad de leyes electorales federales o locales, 

legitimando al efecto a los partidos políticos con registro estatal o 

nacional para pedir a dicho órgano colegiado que declare inválida una 

ley de carácter electoral emanada de algún órgano legislativo (federal 

o local) por ser contraria a la Constitución, no existiendo ya 

impedimento constitucional para ejercer la acción de 

inconstitucionalidad respecto de la materia electoral. 

Es oportuno señalar que la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, debido a la reforma constitucional a la fracción 11 del artículo 

105 modificó su criterio en relación a la procedencia de la acción de 

inconstitucionalidad respecto a ieyes electorales, adecuándolo al texto 

constitucional y reconociéndole competencia a dicho órgano colegiado 

para verificar la constitucionalidad de aquéllas, atendiendo por 

supuesto al procedimiento establecido en .Ia ley reglamentaria de las 

fracciones I y 11 del artículo 105 constitucional. 

Al respecto, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación ha sostenido la tesis de jurisprudencia P./J. 25/99 , vis ible en 

la página 255 del Tomo IX del Semanario Judicial de la Federación y 

su Gacéta', Nóvena Época, correspondiente al mes de abril de 1999, 

cuyo rubro y 'texto enseguida se transcriben : 

." - An ic ulo 105 de la Const ituc ión Polí tica de los Estado Unidos Mexicanos (vigente). 
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ACCiÓN DE INCONSTITUCIONALlDAD. MATERIA ELECTORAL PARA 
LOS EFECTOS DEL PROCEDIMIENTO RELATIVO. En la reforma 
constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de 
diciembre de mil novecientos noventa y cuatro, se instituyó este tipo de vía 
constitucional en el artículo 105, fracción 11, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, pero se prohibió su procedencia en contra de 
leyes en materia electoral; con la reforma a dicho precepto fundamental 
publicada en el mismo medio de difusión el veintidós de agosto de mil 
novecientos noventa y seis, se admitió la procedencia de la acción en contra 
de este tipo de leyes. Con motivo de esta última reforma, la Ley 
Reglamentaria de las Fracciones I y 11 del Artículo 105 de dicha Constitución 
prevé reglas genéricas para la sustanciación del procedimiento de la acción de 
inconstitucionalidad y reglas específicas cuando se impugnan leyes 
electorales. De una interpretación armónica y sistemática, asi como 
teleológica de los artículos 105, fracción 11, y 116, fracción IV. en relación con 
el 35, fracciones I y 11 , 36, fracciones 111, IV Y V, 41, 51 , 56, 60, 81 , 115, 
fracciones I y 11, Y 122, tercer párrafo, e inciso c) , base primera, fracciones I y 
V, inciso f), todos de la propia Constitución, se llega al convencimiento de que 
las normas generales electorales no sólo son las que establecen el régimen 
normativo de los procesos electorales propiamente dichos, sino también las 
que, aunque contenidas en ordenamientos distintos a una ley o código 
electoral sustantivo, regulan aspectos vinculados directa o indirectamente con 
dichos procesos o que deban influir en ellos de una manera o de otra, como 
por ejemplo, distritación o redistritación, creación de órganos administrativos 
para fines electorales , organización de las elecciones, financiamiento público, 
comunicación social de los partidos, límites de las erogaciones y montos 
máximos de aportaciones, delitos y faltas administrativas y sus sanciones. Por 
lo tanto esas normas pueden impugnarse a través de la acción de 
inconstitucionalidad y, por regla general, debe instruirse el procedimiento 
correspondiente y resolverse conforme a las disposiciones especificas que 
para tales asuntos prevé la ley reglamentaria de la materia, pues al no existir 
dispOSiCión expresa o antecedente constitucional o legal alguno que permita 
diferenciarlas por razón de su contenido o de la materia especifica que 
regulan, no se justificaria la aplicación de las reglas genéricas para unas y las 
especificas para otras . 

Acción de inconstitucionalidad 10/98. Minoría parlamentaria de la LXVIII 
Legislatura del Congreso del Estado de Nuevo León. 25 de febrero de 
1999. Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco 
Alemán. Ponente: Humberto Román Palacios. Secretario: Osmar 
Armando Cruz Quiroz. El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada 
el cinco de abril en curso, aprobó, con el número 25/1999, la tesis 
jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a seis de abril de 
mil novecientos noventa y nueve. 

Con lo expuesto hasta este momento, podemos concluir que el 

fundamento constitucional de la acción de inconstitucionalidad se 

encuentra previsto en la fracción 11 del artículo 105 constitucional, 

vigente a partir del 22 de agosto de 1996, fecha en la que se produjo 
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la última reforma constitucional, por lo que actualmente el control de la 

constitucionalidad de las normas generales descritas en este precepto 

encuentra su origen y limitación en el texto del mismo. 

En consecuencia, la idea de la ampliación del alcance protector 

de las garantías individuales con respecto al total de la Constitución 

revela un propósito de tutela de todo el orden constitucional como tal, 

al estructurarse dentro de nuestro sistema de control de la 

constitucionalidad a la acción de inconstitucionalidad, por lo que 

actualmente no sólo contamos con el juicio de amparo (medio 

indiscutible de protección de garantías individuales) y a las 

controversias constitucionales (medio de control de la 

constitucionalidad cuyo objeto es resolver los conflictos entre órganos 

constituidos, las controversias entre ellos y la constitucionalidad de 

sus actos), sino adicionalmente con un medio de control abstracto de 

normas generales, que no obstante su deficiente estructuración y 

alcance respecto de su objeto de control,348 significa un avance para 

nuestro país en materia de control de la constitucionalidad del 

ejercicio del poder político y protección de la Constitución del Estado. 

4.2.2 La Ley Reglamentaria de las fracciones I y 11 del artículo 105 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Una vez establecido el fundamento constitucional de la acción 

de inconstitucionalidad es momento de iniciar el estudio de la Ley 

Reglamentaria de las fracciones I y 11 del artículo 105 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por ser el 

3" Las ún icas normas generales que actualmente pueden ser objeto de control de la 
constituc ionalidad son las leyes y los tratados internac ionales. vid in fra p. 3 17 Y ss . 
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objeto de ésta la regulación del procedimiento y substanciación de 

este medio de control de la constitucionalidad de normas generales. 

Antes de comenzar con el análisis del procedimiento, es 

pertinente realizar el estudio de la Ley Reglamentaria del artículo 105 

constitucional, comenzando por la exposición de motivos de la 

iniciativa de ley del Ejecutivo Federal de abril de 1995 y su publicación 

en el Diario Oficial de la Federación en mayo de 1995, incluida la 

exposición de motivos de la primera reforma de la misma llevada a 

cabo en noviembre de 1996, y cuyo texto publicado en el Diario Oficial 

en el mismo mes y año continúa vigente . 

En la exposición de motivos de la iniciativa de Ley 

Reglamentaria del artículo 105 constitucional propuesta por el 

Ejecutivo Federal se considera que: 

"Uno de los aspectos más relevantes de la reforma de diciembre pasado 
[1994J a nuestra Constitución Política fue el relativo a las modificaciones al 
articulo 105 constitucional, para perfeccionar el sistema de las controversias 
constitucionales y establecer el de las acciones de inconstitucionalidad , a fin 
de que los sujetos u órganos legitimados planteen ante el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia la posible inconstitucionalidad de los actos o de las 
leyes emanados de diversos órganos del EstadQ. 

Mediante los procedimientos de controversia constitucional y de acciones de 
inconstítucionalidad será posible garantizar plenamente la supremacía de la 
Constitución de una manera general , y no como hasta ahora había acontecido 
en nuestro orden jurídico, sólo por la via del juicio de amparo en el caso de la 
violación de garantias individuales. La diferencia fundamental entre los 
procedimientos de amparo y del articulo 105 constitucional es muy clara : en el 
juicio de amparo se tutelan intereses directos de los gobernados y sólo de 
manera indirecta se protege la Constitución , mientras que los procedimientos 
instituidos en las fracciones I y II del artículo 105 constitucional se conciben 
como instrumentos de protección directa de nuestra Carta Magna. Esta es la 
razón por la que no se les ha conferido ninguna legitimación procesal a los 
particulares a fin de que participen en las controversias constitucionales y en 
las accíones de inconstitucionalidad, aun cuando no deja de reconocerse que 
las sentencias que emita la Suprema Corte de Justícia de la Nación pueden 
llegar a afectar a particulares . 
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Hoy en día es posible afirmar que México cuenta con un sistema completo 
de garantías de la Constitución. Sea por la vía del juicio de amparo, de las 
controversias constitucionales o de las acciones de inconstitucionalidad, 
resu lta posible que los órganos del Poder Judicial de la Federación en 
general , y la Suprema Corte de Justicia en particular, lleguen a determinar la 
validez de casi la totalidad de las actuaciones de las autoridades públicas , 
sean estas federales , locales o municipales.,,349 

y más adelante continúa : 

"Si el deseo y aspiración de todos los mexicanos se dirige a lograr una 
sociedad en la que impere el derecho y se reconozca y admita la pluralidad y 
diversidad de opinión de sus integrantes, los procedimientos previstos en el 
articulo 105 constitucional constituyen un importante elemento para lograrlo. 
En este sentido, cuando un órgano cuenta con los procedimientos para 
impugnar un acto o norma emitido por otro órgano, se da la posibilidad de que 
los conflictos entre ellos encuentren una vía jurídica de solución y, por ende, 
que se mantenga la paz social. La propia dinámica de las relaciones políticas 
encuentra en muchas ocasiones situaciones cuya resolución puede llegar a 
rebasar los marcos de la institucionalidad, de ahi que sea importante contar 
con procedimientos mediante los cuales resulte factible resolverlos 
juridicamente. 

El proyecto de Ley Reglamentaria del nuevo artículo 105 constitucional que 
por la presente iniciativa se somete a la consideración de esta Honorable 
Cámara , se encuentra dividido en dos libros. El primero relativo a las 
controversias constitucionales y a las acciones de inconstitucionalidad .. 

En lo tocante al contenido del libro primero, el mismo se encuentra dividido, 
a su vez, en tres títulos: el relativo a las disposiciones generales, a las 
disposiciones específicas de las controversias constitucionales, y a las 
acciones de inconstitucionalidad, respectivamente . 

Se ha buscado que los distintos supuestos de las controversias 
constitucionales y las acciones de inconstituclonalidad se encuentren previstos 
en ley reglamentaria cuyo proyecto se presenta, de manera tal que la misma 
cuente con un cierto grado de autonomía. Sin embargo, y como de antemano 
resulta en extremo difícil prever todos los supuestos que pueden darse en su 
aplicación, se propone la aplicación supletoria del Código Federal de 
Procedimientos Civiles . 

Otras disposiciones que resultan comunes a las controversias y a las 
acciones son las relativas a los días hábiles, los plazos, las notificaciones, la 
presentación de los escritos o promociones de términos y la imposición de las 
multas, de ahi que las mismas se encuentren previstas en el titulo primero ,,350 

."., In iClat,,·a de proyecto de Ley Reglamentaria de las fracciones I y 11 del altÍcu lo 105 de la 
Constimción Política de los Estados Unidos Mexicanos publicada en el Diario de los 
Debates d~ la Cámara de Diputados, Año 1, Núm. 11, 18 de abril de 1995 . 
. ';11 ibid~l11 . 
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Respecto al procedimiento de las acciones de 

inconstitucionalidad en particular, la exposición de motivos de la 

iniciativa en comento establece lo siguiente: 

"ACCIONES DE INCONSTITUCIONALlDAD 

En el título 111 del Libro Primero de la presente iniciativa de ley, se regula el 
procedimiento de las acciones de inconstitucionalidad. Este- titulo se compone 
por tres capítulos, relativos a las disposiciones de carácter general, al 
procedimiento y a las sentencias . Las normas que componen el titulo en 
cuestión son escasas, lo cual obedece al carácter flexible y ajeno a 
formalismos que se pretende caracterice a este tipo de acciones en tanto su 
naturaleza es la de un procedimiento de control abstracto en que un mínimo 
equivalente al 33% de un órgano legislativo federal o estatal o el Procurador 
General de la República, plantean a la Suprema Corte de Justicia que 
determine la constitucionalidad de una norma, independientemente de que 
ese porcentaje de miembros de un órgano legislativo haya sufrido o no agravio ' 
o afectación juridica . . 

De conformidad con lo dispuesto en la fracción 11 del articulo 105 
constitucional , en la iniciativa de ley se prevé que el término para la 
interposición del escrito de acción de inconstitucionalidad sea de treinta dias 
naturales contados a partir del dia siguiente al en que se hubieran publicado 
las normas generales impugnadas en el Diario Oficial de la Federación u 
órgano oficial de que se trate. La única previsión ad icional que sobre esta 
materia se hace, consiste en señalar que si el último dia del plazo de 
presentación de la demanda fuera inhábil, aquella podrá presentarse el primer 
dia hábil siguiente, con lo cual desde la ley se resuelve el problema. 

Cuando las acciones de inconstitucionalidad se promuevan en términos de 
los incisos a), b), d) Y e) de la fracción 11 del artículo 105 constitucional, es un 
número mínimo equivalente al 33% de los integrantes de un órgano legislativo 
el que actúa, por lo que ante la falta de un reconocimiento expreso para ese 
numero de integrantes en la ley que rige al órgano al cual pertenecen, se hace 
necesario establecer las vías para que tales miembros acrediten su 
personalidad y puedan llegar a estar debidamente representados . En lo que 
hace al primer punto, en la íniciativa se propone que los promoventes deban 
quedar adecuadamente acreditados desde el escrito inicial que formulen . En 
lo que hace a la representación en juicio de porcentaje, en la iniciativa se 
propone que designen a cuando menos dos representantes comun (sic .) para 
que actue a su nombre durante el juicio y aún después de conclu ido. 

Para el trámite de las acciones también se prevé que sea realizada por el 
ministro que el Presidente de la Suprema Corte designe al efecto por turno, lo 
cual se justifica por la dificultad de que un órgano colegiado pueda llevar a 
cabo esta labor de carácter puramente procedimental. Una vez que el ministro 
instructor reciba el escrito, deberá solicitar a las autorídades legislativas y 
ejecutivas que hubieren emitido o promulgado la norma impugnada, para que 
en un plazo de quince días rindan un informe en que sostengan la validez de 
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esas normas. Igualmente y en términos del apartado A) del articulo 102 de la 
Constitución, la iniciativa contempla que se dé vista al Procurador General de 
la República a fin de que exponga sus razones por via de pedimento en 
aquellos casos en que no hubiere promovido la acción de inconstitucionalidad . 

Al igual que acontece con las controversias constitucionales, en materia de 
acciones de inconstitucionalidad se prevén distintas posibilidades de suplencia 
e intervención a fin de que el asunto se resuelva de un modo integral y 
completo. Asi , el ministro instructor se le confieren facultades para que solicite 
a las partes o a terceros todos aquellos elementos que estimare necesarios 
para la solución del asunto, mientras que a la Suprema Corte se le faculta 
para corregir errores en la cita de preceptos invocados, suplir los conceptos de 
invalidez y, lo que resulta más relevante para fundar su declaratoria de 
inconstitucionalidad en la violación de cualquier precepto constitucional aun 
cuando el mismo no se haya invocado en el juicio. En la iniciativa destaca el 
hecho de que esta última facultad se otorga a la Suprema Corte de Justicia 
respecto de acciones de inconstitucionalidad, más no asi tratándose de 
controversias constitucionales ... 

A fin de no incurrir en repeticiones innecesarias, en el proyecto de ley se 
determina expresamente que distintos preceptos legales en materia de 
sentencias y ejecución de las mismas previstas en el capitulo relativo a las 
controversias constitucionales, deban aplicarse tratándose de las acciones de 
inconstitucionalidad. De este modo, en lo que hace a las sentencias , resultan 
aplicables los requisitos de las sentencias, la obligatoriedad para todos los 
tribunales del pais de las consideraciones que las sustenten , los modos de 
publicación de las sentencias y la posibilidad de que la Suprema Corte de 
Justicia determine la fecha de inicio de los efectos de las sentencias dictadas 
en las acciones de inconstitucionalidad .,,351 

Es importante mencionar que dicha iniciativa de ley fue 

presentada por el Ejecutivo Federal a la Cámara de Senadores para 

su discusión y aprobación . En sesión celebrada por la Cámara de 

Senadores el día 6 de abril de 1995 los secretarios de la misma dieron 

cuenta al pleno de la iniciativa de Ley Reglamentaria del artículo 105 

constitucional presentada por el Ejecutivo Federal con el propósito de 

garantizar la supremacía de la Constitución no sólo en los casos de 

violación a garantías individuales, sino de manera más amplia y 

directa al regular los procedimientos de controversias constitucionales 

y de acciones de inconstitucionalidad y con el objeto de que los 

propios órganos del Estado pudieran plantear la posible 

'" Íbidem. 
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inconstitucionalidad de actos o leyes ante la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación. En este sentido , el pleno de la Cámara de 

Senadores acordó el día 6 de abril de 1995 turnar la iniciativa del 

Ejecutivo Federal para su estudio, análisis y elaboración del dictamen 

correspondiente a las comisiones unidas de Gobernación primera 

sección, Puntos Constitucionales y estudios legislativos tercera 

sección. Con ello, el día 7 de abril de 1995 se llevó a cabo en la 

Cámara de Senadores un trabajo de conferencia en que participaron 

miembros de ambas cámaras del Congreso de la Unión, reunión en la 

que se vertieron variados comentarios y puntos de vista en relación 

con el contenido de las iniciativas a dictaminar por el Senado de la 

República , quien actuaba en ese momento como cámara de origen .352 

El día 18 de abril de 1995, los secretarios de la Cámara de 

Diputados dieron cuenta al pleno de la recepción de la minuta353 con 

proyecto de ley reglamentaria de las fracciones I y 11 del artículo 105 

.'" Dictalllen de la prilllera lectura de la minuta con proyecto de ley reglamentaria de las 
fracciones 1 y 11 del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Diario de los Debates de la Cámara de Diputados, Año 1, Núm. 15, 24 de abril 
de 1995. p.72 1 (véase ANTECEDENTES) . 
. '5.' Su fundalllento constitucional lo encontramos en el artículo 72. El articulo 141 del 
RG ICCiEL":V1 es tablece lo que debe entenderse por minuta . De su lectura puede concluirse 
que las minu tas son los expedientes remitidos de la cámara donde fue aprobado el proyecto 
(cámara de origen) , que contienen el mismo, las firmas del Presidente de la Mesa Direct iva 
1/ los SecretarIos de la misma, y el extracto de la discusión y demás antecedentes de l 
provec to que se someten a la consideración de la colegisladora (cámara revi sora) . 

El contenido de la minuta es el siguiente: 

l]lI c iat iva que motivó el proyecto aprobado por la Cámara (texto normall vo. 
tra nsilorios. etc .) 
La "ersión estenográfica, cuyo contenido será un extracto del estudio técni co. 
di scusión y de los antecedentes de l proyecto . 
El dictamen de la Comisión. 
La vers ión estenográfica de la sesión en la que se votó y aprobó el dictamen. 
E 1 ofi cio que comunica al presidente de la otra Cámara que se envía un proyec to 
aprobado por esa cámara, el cual debe ir firmado por el Presidente de la Mesa 
Directiva y los secretarios de la misma. 
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de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

aprobado por el Senado de la República el día 10 de abril del mismo 

año, por lo que el Presidente de la mesa directiva de la Cámara de 

Diputados acordó el turno respectivo a las comisiones unidas de 

Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia para su estudio y 

dictamen. Así, las comisiones unidas se reunieron el día 21 de abril 

para discutir el dictamen y analizar los documentos fundamentales del 

proceso legislativo consistentes en la iniciativa del Ejecutivo Federal , 

el dictamen de las comisiones unidas del Senado, de Gobernación 

primera sección, Puntos Constitucionales y estudios legislativos 

tercera sección, la versión estenográfica de la sesión de la 

colegisladora del dia 10 de abril de 1995 y la minuta con proyecto de 

Ley Reglamentaria de las fracciones I y 11 del artículo 105 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.354 

Las comisiones unidas de Gobernación y Puntos 

Constitucionales y de Justicia de la Cámara de Diputados al discutir y 

analizar la iniciativa de Ley Reglamentaria del artículo 105 pusieron 

especial atención en lo relativo a las disposiciones que resultan 

comunes al trámite tanto de las controversias constitucionales como 

de las acciones de inconstitucionalidad; entre ellas: el régimen de 

supletoriedad en favor del Código Federal de Procedimientos Civiles, 

la remisión a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación en lo 

relativo a la consideración de los días hábiles para las actuaciones 

procesales, las reglas de cómputo de los plazos, prácticas y validez 

de notificaciones y presentación de promociones, destacando en 

cuanto a las notificaciones las realizadas respecto del Presidente de 

.';' Dictamen de la primera lec tura de la minuta con proyecto de ley reg lamentaria de las 
fracciones 1 y 11 del articulo 105 de la Constiruc ión Politica de los Estados Unidos 
Mexicanos, Diario de los Debates de la Cámara de Diputados. Año 1. Núm. 15, 24 de abril 
de 1995. pp . 72 1 Y 722 . 
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los Estados Unidos Mexicanos por señalarse en el proyecto de ley con 

quiénes podrian entenderse, debiendo atender a las competencias 

establecidas en los ordenamientos que rigen la organización de la 

administración pública federal.355 

En la lectura del dictamen, en materia de acciones de 

inconstitucionalidad fue abordado el capítulo relativo a las 

disposiciones generales, que en lo conducente y de manera supletoria 

remite a la aplicación de las normas contenidas en el título referente a 

las controversias constitucionales. En dicha lectura se abordaron 

cuestiones de procedimiento establecidas en el proyecto de ley 

reglamentaria , poniendo especial énfasis a las modificaciones 

introducidas por el pleno de la Cámara de Senadores a la iniciativa del 

Ejecutivo Federal en materia de acciones de inconstitucionalidad, 

modificaciones meramente de estilo o de aclaración a los conceptos 

establecidos en el articulado de dicho proyecto de ley. Asimismo , para 

hacer factible la aplicación de la nueva ley, en el "capítulo transitorio" 

se discutió el establecimiento del procedimiento previsto para resolver 

los litigios de la materia pendientes de sentencia al momento de entrar 

en vigor la ley reglamentaria , en el que se dispone la derogación de 

las normas que se oponen a su vigencia . Además, para permitir a la 

Suprema Corte de Justicia emitir los acuerdos generales necesarios, 

se estableció un término de treinta días contados a partir de la 

publicación de la ley para su entrada en vigor, lo cual dotaba de 

certidumbre jurídica respecto a la aplicación de la nueva ley356 

Las comisiones unidas de Gobernación y Puntos 

Constitucionales y de Justicia de la Cámara de Diputados, al emitir su 

';; í bidelll. p. 722 . 
';<, ídem. pp. 726 Y 727 . 
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dictamen consideraron válidos los argumentos de su colegisladora en 

cuanto a denominar el ordenamiento en cuestión "Ley Reglamentaria 

de las fracciones I y 11 del artículo 105 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos". En cuanto al contenido de la Ley 

Reglamentaria del artículo 105 constitucional, durante la lectura de 

dicho proyecto de ley se describió estructuralmente este 

ordenamiento, estableciéndose de manera resumida que dicha ley 

reglamentaria: 

esta compuesta de 73 artículos y cuatro transitorios y dividida en tres 
títulos : el primero destinado a disposiciones generales; el segundo a las 
controversias constitucionales, y el tercero a las acciones de 
in constitucionalidad. A su vez, el Titulo Segundo destina, su Capitulo 1, a 
especificar quienes tendran el caracter de partes; por conducto de quiénes 
deberán comparecer; forma de acreditar delegados; asi como a través de 
quienes sera representado el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos. 
El Capitulo 11 , denominado de los incidentes, reserva su Sección Primera a los 
incidentes en general y su Sección Segunda al especifico de la suspensión . El 
Capitulo 111 está destinado a las causales de improcedencia y a determinar 
cuándo procede el sobreseimiento. El Capítulo IV, denominado de la demanda 
y su contestación, señala los plazos para la interposición de la primera , asi 
como los requisitos que deben reunir, ella y su contestación. El Capítulo V, 
denominado de la instrucción, señala que, recibida la demanda, el Presidente 
de la Suprema Corte designará, según turno que corresponda, a un ministro 
instructor a fin de que ponga el proceso en estado de resolución . El capítulo 
VI , está destinado a las sentencias y expresamente establece que el Pleno de 
la Corte está facultado para corregir los errores que advierta en las citas de los 
preceptos invocados y a suplir la deficiencia de la demanda, contestación . 
alegatos o agravios, ya que no se trata de declarar vencedor a quien mejor 
argumente, sino a mantener incólume el texto de nuestra Carta Magna. 

El Capitulo VII está reservado a la ejecución de las sentencias e implementa 
una serie de medidas que van desde un simple requerimiento, hasta la 
consignación al Ministerio Público por el delito de abuso de autoridad. El 
Capitulo VIII está reservado a la materia de recursos y reglamenta , el de 
reclamación en su Sección Primera y el de queja en su Sección Segunda." 357 

Respecto del procedimiento especifico de la acción de 

inconstitucionalidad, la Cámara de Diputados al llevar a cabo la 

primera lectura del dictamen del proyecto de ley sintetizó el mismo de 

la siguiente manera: 

.';; ibídem. p. 746. 
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"Como ya se dijo, el Título Tercero, se destina a las acciones de 
in constitucionalidad y establece disposiciones generales en su Capítulo 1. El 
Capílulo 11 , se refiere al procedimiento y establece claramente que la 
admisión de tales demandas no dará lugar a la suspensión de la norma 
cuestionada . El procedimiento es el siguiente: admitida la demanda, el 
ministro instructor dará vista a los órganos legislativos que hubieren emitido la 
norma, así como al ejecutivo que la hubiere promulgado, para que en el plazo 
de 15 días rindan su informe en el que habrán de razonar y fundamentar la 
validez de la ley impugnada. Recibidos los informes o transcurrido el plazo de 
15 días, los autos se pondrán a la vista d!¡! .las partes a efecto que dentro del 
plazo de cinco días formulen alegatos . 

El Capitulo III está reservado a las sentencias y establece que sólo se 
podrán declarar la invalidez de las normas impugnadas cuando fuese 
aprobada por cuando menos ocho votos, por lo que en caso contrario, habrá 
de desestimarse la acción intentada." 358 

Una vez concluida la lectura del dictamen, comenzó el debate 

sobre el contenido y estructura de dicho proyeCto de ley reglamentaria 

por los diputados de los distintos grupos parlamentarios, dando como 

resultado que se reservaran para su discusión los artículos 59 y 60 del 

proyecto por inconformidad de algunos diputados, en especial del 

grupo parlamentario del Partido Acción Nacional, en lo relativo a las 

disposiciones comunes del Título 11 aplicables a las acciones de 

inconstitucionalidad (que se refieren a disposiciones en materia de 

controversias constitucionales), así como respecto del plazo para 

ejercitar la acción de inconstitucionalidad.359 
. 

Discutidos los artículos reservados por los diputados de los 

distintos grupos parlamentarios, con autorización de la Asamblea, el 

Presidente de la Mesa Directiva acordó la votación económica del 

dictamen , incluyéndose en la votación las proposiciones derivadas de 

los artículos reservados. En consecuencia, se procedió a recoger la 

votación nominal en lo general y en lo particular del dictamen así 

como de las proposiciones en un solo acto, dando como resultado la 

,,' idem. pp. 746 Y 747. 
''') ibidem, p. 755. 
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aprobación en lo general y en lo particular de la Ley Reglamentaria del 

articulo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, bastando sólo una lectura del dictamen y dispensando la 

segunda por considerarse suficientemente discutido el proyecto de 

ley, pasando al Poder Ejecutivo para los efectos constitucionales de 

su publicación36o
, por lo que el 11 de mayo de 1995 la Ley 

Reglamentaria fue publicada en el Diario Oficial de la Federación , 

entrando en vigor 30 días después de conformidad con lo establecido 

en su artículo primero transitorio. 

El texto de este ordenamiento legal se mantuvo vigente hasta el 

año de 1996 en el que producto de la reforma electoral impulsada 

para regular los comicios de 1997 en el Distrito Federal y con el fin de 

garantizar resultados electorales certeros y mantener márgenes de 

gobernabilidad suficientes en toda la República, los partidos políticos y 

el gobierno firmaron de manera conjunta la iniciativa de reformas a 

diversos articulos de la Constitución referentes a la materia electoral , 

dentro de las que se encontraban reformas a la fracción 11 del 

articul0105 constitucional. Fue así que dicha propuesta de reforma fue 

aceptada y publicada en el Diario Oficial de la Federación el 22 de 

agosto de 1996, reforma constitucional que otorga competencia a la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación para revisar la 

constitucionalidad de leyes electorales federales o locales emanadas 

de algún órgano legislativo (federal o local), legitimando al efecto 

únicamente a los partidos políticos con registro estatal o nacional para 

pedir a dicho órgano colegiado la declaración de invalidez de una ley 

'"'' Ídem, pp. 768 Y 769. Es importante mencionar que en dicha votación se emitieron en lo 
general y en lo particul ar, por los articulos no impugnados. 328 votos en pro, 2 votos en 
contra . Por los art iculos 59 y 60 se emitieron 245 votos en pro, 85 votos en contra. Por las 
propuestas se emi tieron 83 votos en pro y 247 votos en contra. 
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electoral por considerarla contraria a la Constitución, ello a través de 

la acción de inconstitucionalidad. 

Como consecuencia de la citada reforma constitucional fue 

necesario reformar la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del 

artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, con el fin de adecuar los preceptos de dicho ordenamiento 

legal al texto vigente del artículo 105 constitucional, específicamente 

de su fracción 11 y actualizar la regulación del procedimiento y 

substanciación de dicho medio de control de la constitucionalidad 

establecido en la ley reglamentaria . 

Por tal motivo , en noviembre de 1996 el Ejecutivo Federal 

presentó su iniciativa con proyecto de reforma a diversos artículos de 

la Ley Reglamentaria del artículo 105 constitucional , específicamente 

en materia de acciones de inconstitucionalidad, a la Cámara de 

Diputados del Congreso de la Unión. En la exposición de motivos de 

dicho proyecto, el Ejecutivo Federal justificó su iniciativa en los 

siguientes términos: 

"La presente iniciativa tiene el propósito de realizar las modificaciones 
necesarias a la ley reglamentaria del artículo 105 constitucional para incluir las 
previsiones correspondientes a la reforma constitucional que admitió el 
ejercicio de la acción de inconstitucionalidad para el caso de las leyes 
electorales . 

La introducción del control de la constitucionalidad de leyes lectorales 
resulta de relevancia singular en la consolidación de las bases mismas del 
sistema de justicia electoral mexicano. Sin embargo, el nuevo mecanismo 
requiere de una reglamentación precisa que optimice su eficiencia y 
oportunidad , dadas las particulares caracteristicas temporales a que esta 
sujeto el ambito del derecho electoral. 

De esta manera, se introduce la previsión, que responde a una tradición en 
este medio, para que en el cómputo de los plazos correspondientes a la 
materia electoral , todos los días se consideren habiles. Se promueve así 
suprimir dilaciones procesales que no corresponderían al tramite expedito que 
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requieren los principios de certeza y definitividada que está sujeto el 
desarrollo del proceso electoral. 

En el mismo sentido, se prevén términos específicos para el desahogo de 
las diversas etapas procesales de la acción, todos ellos más breves que los 
establecidos para el procedimiento ordinario. También se establecen plazos 
especificos para el desahogo del recurso de reclamación. 

La iniciativa contempla la capacidad de ejercitar la acción de 
inconstitucionalidad en materia electoral de los partidos políticos por conducto. 
según sea el caso, de sus dirigencias nacionales o estatales, en congruencia 
con la norma constitucional recientemente aprobada. 

A fin de permitir que al definir el sentido de la resolución se tomen en cuenta 
el mayor número de elementos pertinentes posibles, se establece que el 
ministro instructor que conozca de la causa, pueda solicitar opinión a la sala 
superior del tribunal electoral del Poder Judicial de la Federación. 

Tomando en consideración los citados principios de certeza y defiñitividad a 
que está sujeto el proceso electoral, se plantea en esta iniciativa que en las 
sentencias sobre la no conformidad de leyes electorales a la Constitución . sólo 
podrán referirse a los preceptos expresamente señalados en el escrito inicial , 
lo que significa una excepción del principio que permite a la Suprema Corte 
suplir los conceptos de invalidez y los preceptos violatorios de la Constitución 
aun cuando no hayan sido invocados en el escrito inicial de la acción . 

Finalmente. la iniciativa incluye las previsiones de naturaleza transitoria que 
contempla la reciente reforma constitucional referente a esta acción ." 361 

Esta iniciativa de reforma fue turnada a las comisiones unidas 

de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia de la Cámara 

de Diputados para su análisis y estudio en el mes de noviembre de 

1996.362 Concluido el mismo y elaborado el dictamen, dicha comisión 

sometió éste último a la consideración del Pleno de la Cámara de 

Diputados. Una vez discutido lo suficiente a consideración del 

Presidente de la Cámara de Diputados, se procedió a recoger la 

votación nominal en lo general y en lo particular en un solo acto, 

arrojando dicha votación como resultado la aprobación por mayoría de 

votos a favor del proyecto de reforma a la Ley Reglamentaria de las 

."" Diario de los Debates de la Cámara d~ Diputados, Año III , Número 24, 7 de noviembre 
de 1996. pp. 2182 Y 2183 . 
. "': DiariO de los Debates de la Cámara de Diputados. Año III , Número 26, 13 de noviembre 
de 1996. p. 2502 . 
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fracciones I Y 11 del articulo 105 constitucional.363 En consecuencia, 

dicho pr?yecto pasó a la Cámara de Senadores para su discusión y 

aprobación de conformidad con lo establecido en el artículo 72 

constitucional. 

La minuta de los diputados federales fue aprobada por la 

Cámara de Senadores sin observaciones al respecto, por lo que dicho 

proyecto de reforma fue enviado al Ejecutivo Federal para efectos de 

su publicación en el Diario Oficial de la Federación , dándose con ello 

cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 72, inciso e) de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y apareciendo 

publicada la reforma en dicho instrumento oficial el 22 de agosto de 

1996. 

Es importante mencionar al respecto que la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, debido a la reforma constitucional de la fracción 

II del artículo 105 constitucional, modificó su criterio respecto a la 

procedencia de la acción de inconstitucionalidad cuyo objeto de 

control fuesen leyes de carácter electoral, adecuándolo al texto 

constitucional y reconociéndole competencia exclusiva a dicho órgano 

colegiado para verificar la constitucionalidad de esas normas 

generales, estableciendo asimismo la necesidad de observar el 

procedimiento establecido en la Ley Reglamentaria de las fracciones I 

y II del artículo 105 constitucional en materia de control abstracto de la 

constitucionalidad de leyes electorales, mismo que se encuentra 

vigente hasta el momento.364 

"" Diario de los Debates de la Cámara de Diputados, Año 111. Número 27. 14 de noviembre 
ck 1996. pp. 2798 a 2899 . 
. "" Es te nuevo criterio se confirma en la tesis de jurisprudenc ia "ACCJON DE 
INCONSTITUCIONALlDAD . MATERlA ELECTORAL PARA LOS EFECTOS DEL 
PROCED IMIENTO RELATIVO.", vid supra pág. 301 Y 302. 
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.Una vez analizado el proceso de elaboración y aprobación de la 

Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos daremos inicio 

al estudio del procedimiento y substanciación de la acción de 

inconstitucionalidad en general, pues el procedimiento específico y 

substanciación de la acción de inconstitucionalidad en materia 

electoral será objeto de estudio en otro apartado, ello con el fin de 

establecer las principales diferencias existentes entre ambas 

modalidades de este medio de control de la constitucionalidad de 

normas generales. 

No obstante, antes de iniciar el análisis del procedimiento 

previsto para la acción de inconstitucionalidad en la Ley 

Reglamentaria consideramos oportuno establecer cuál es el objeto de 

la acción de in constitucionalidad una vez que hemos abordado el 

análisis de su fundamento constitucional, pues de la lectura del texto 

de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos puede establecerse su objeto. 

4.2.3 Objeto de la acción de inconstitucionalidad 

Tanto la Constitución Federal como la Ley Reglamentaria y la 

jurisprudencia establecen cuál es el objeto de control de la acción de 

inconstitucionalidad. 

Aunque la fracción 11 del articulo 105 constitucional comienza 

diciendo que la acción de inconstitucionalidad procederá contra 

normas de carácter general, de lo cual podría deducirse inicialmente 

una extraordinaria amplitud en la configuración del objeto de la acción 
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- - - - - - --------- - -

de inconstitucionalidad, lo cierto es que el propio precepto precisa y 

delimita en la regulación ulterior ese objeto concretándolo conforme 

un sistema restrictivo de cláusulas en las siguientes normas 

generales: 

a) Las leyes, incluidas las electorales, sean éstas federales, 

estatales o del Distrito Federal, y 

b) Los tratados internacionales. 

Resulta importante mencionar que sólo las leyes en sentido 

formal están sujetas al control de la constitucionalidad mediante la 

acción de inconstitucionalidad, pero solamente las leyes aprobadas, 

promulgadas y publicadas a partir de la fecha de entrada en vigor de 

la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 

constitucional, por lo que las leyes anteriores a la entrada en vigor de 

dicho ordenamiento no estarán sujetas a este medio abstracto de 

control de la constitucionalidad .365 

Lo anterior significa que quedan sujetas a control de la 

constitucionalidad via acción de inconstitucionalidad todo tipo de leyes 

formalmente tales , es decir, no sólo las leyes de la Federación 

aprobadas por el Congreso de la Unión, sino también las leyes de las 

diferentes entidades federativas y del Distrito Federal aprobadas por 

sus respectivos órganos legislativos así como las leyes que el 

Congreso de la Unión apruebe para el Distrito Federal. Esto es, 

aquéllas que cumplan con el procedimiento legislativo ordinario 

36; BRAGE CAMAZANO, Joaquín. La acción de incollstituciollalidlld. Primera 
rei mpresión. México , Instituto de Investigac iones Jurídicas - UNAM , 2000, pp. 136 Y 137. 
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previsto por la Constitución Federal, o bien, con el procedimiento 

legislativo establecido en la constitución de cada entidad federativa . 

Los tratados internacionales son las otras normas de carácter 

general que pueden ser impugnadas vía juicio de acción de 

inconstitucionalidad, de acuerdo con lo establecido en la segunda 

fracción del artículo 105 constitucional. Así , los tratados 

internacionales celebrados por el presidente de la República y 

ratificados por la Cámara de Senadores complementan las normas 

sujetas a control de constitucionalidad a través del medio de control 

abstracto denominado en nuestro país "accióñ de 

inconstitucionalidad" . 

Como puede observarse, estas son las únicas normas que 

pueden ser objeto de impugnación mediante el procedimiento 

previsto para la acción de inconstitucionalidad en la Ley 

Reglamentaria, ya que ésta no amplía el objeto de control sino que se 

limita a reglamentar el procedimiento de la acción de 

inconstitucionalidad con base en las normas generales previstas 

constitucionalmente por la fracción 11 del artículo 105 constitucional. 

Dicho criterio ha sido aceptado y sostenido por el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de jurisprudencia 

P.lJ. 22/99 , visible en la página 257 del Tomo IX del Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta , Novena Época, 

correspondiente al mes de abril de 1999, que al texto es como sigue: 

ACCiÓN DE INCONSTlTUCIONALlDAD. SÓLO PROCEDE CONTRA 
NORMAS GENERALES QUE TENGAN EL CARÁCTER DE LEYES O DE 
TRATADOS INTERNACIONALES. Del análisis y la interpretación de la 
fracción 11 del artículo 105 de la Constitución Politica de los Estados Unidos 
Mexicanos, se advierte que: a) Si las acciones de inconstitucionalidad tienen 
por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter 
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general y la Constitución, entonces sólo son procedentes contra normas de 
carácter general ; b) En el propio precepto se habla sólo de leyes y tratados 
internacionales entendidos como normas de carácter general. 
Corisecuentemente, las acciones de inconstitucionalidad proceden contra 
normas de carácter general , pero no contra cualquiera de éstas, sino sólo 
contra aquellas que tengan el carácter de leyes, o bien, de tratados 
internacionales. En iguales términos, la Ley Reglamentaria de las Fracciones I 
y 11 del Articulo 105 Constitucional, tratándose de acciones de 
inconstitucionalidad, se refiere únicamente a normas generales , leyes y 
tratados internacionales; por lo tanto, también debe concluirse que prevé la 
procedencia de las acciones de inconstitucionalidad exclusivamente en contra 
de esas normas. La intención del Constituyente Permanente, al establecer las 
acciones de inconstitucionalidad, fue la de instituir un procedimiento mediante 
el cual se pudiera confrontar una norma de carácter general con la 
Constitución y que la sentencia que se dictara tuviera efectos generales , a 
diferencia de lo que sucede con el juicio de amparo. en el que la sentencia 
sólo tiene efectos para las partes. No puede aceptarse su procedencia contra 
normas diversas, ya que en tales casos, por la propia naturaleza del acto 
combatido, la sentencia no tiene efectos generales, sino relativos. Por ello, de 
conformidad con lo dispuesto en los articulos 59 y 19, fracción VIII , de la Ley 
Reglamentaria de las Fracciones I y 11 del Articulo 105 de la Constitución 
Politica de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el articulo 10. de la 
misma ley y con la fracción 11 del articulo 105 constitucional. las acciones de 
inconstitucionalidad sólo son procedentes contra normas de carácter general , 
es decir leyes o tratados, y son improcedentes en contra de actos que no 
tengan tal carácter. 

Acción de inconstitucionalidad 4/98. Sergio Manuel Aguilera Gómez y 
otros, en su carácter de diputados integrantes de la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal. 28 de mayo de 1998. Mayoria de ocho 
votos. Disidentes: José Vicente Aguinaco Alemán, Sergio Salvador 
Aguirre Anguiano y Genaro David Góngora Pimentel . Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Secretarios: Guadalupe M. Ortiz Blanco y Miguel 
Ángel Ramirez González. El Tribunal Pleno, en su sesión privada 
celebrada el veinticinco de marzo en curso, aprobó, con el número 
22/1999, la tesis jurisprudencial que antece~e. México, Distrito Federal, a 
veintiséis de marzo de mil novecientos noventa y nueve. 

Como puede apreciarse, esta tesis de jurisprudencia reitera la 

limitación establecida tanto en la Constitución Federal como en el 

procedimiento previsto por la Ley Reglamentaria respecto del término 

normas generales , restringiéndose el objeto de control de la acción de 

inconstitucionalidad únicamente a dos supuestos: leyes en sentido 

formal y tratados internacionales celebrados por el Estado mexicano. 
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4.2.4 Procedimiento y substanciación de la acción de 

inconstitucionalidad en México 

Las normas adjetivas que regulan el procedimiento de la 

controversia constitucional y de la acción de inconstitucionalidad como 

medios jurisdiccionales de control de la constitucionalidad están 

descritas, en primer orden, en las fracciones I y 11 del artículo 105 

constitucional; en seguida, resulta aplicable el artículo 1 de la propia 

Ley Reglamentaria que establece lo siguiente: 

"Articulo 10.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y 
resolverá con base en las disposiciones del presente Titulo, las controversias 
constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las 
fracciones I y 11 del articulo 105 de la Constitución Politica de los Estados 
Unidos Mexicanos. A falta de disposición expresa, se estará a las 
prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles ." 

Como puede observarse, este precepto legal establece que 

para el caso de que durante el juicio de controversia constitucional o 

de acción de inconstitucionalidad se presentaran situaciones no 

previstas por las disposiciones de la Ley Reglamentaria , de manera 

supletoria deberán ser aplicadas las disposiciones del Código Federal 

de Procedimientos Civiles a fin de complementar las disposiciones 

procesales de la materia que se trate, y cuya falta de previsión en la 

Ley Reglamentaria no permita llevar a cabo con normalidad el 

procedimiento específico. 

Ahora bien, existe para la acción de inconstitucionalidad un 

artículo expreso que determina la aplicación del Título 111 de este 

ordenamiento jurídico, por lo que únicamente serán aplicables las 

normas que se contienen en el Título 11 de la Ley Reglamentaria (De 
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las controversias constitucionales) en todo aquello que no esté 

previsto en aquél. El artículo 59 de la ley reglamentaria es quien lo 

dispone al establecer: 

"Artículo 59.- En las acciones de inconstitucionalidad se aplicarán en todo 
aquello que no se encuentre previsto en este Título. en lo conducente, las 
disposiciones contenidas en el Titulo 11." 

En este sentido, resulta aplicable la tesis de jurisprudencia P./J . 

3/99 conformada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, visible en la página 289 del Tomo IX del Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta , Novena Época, correspondiente al mes 

de febrero de 1999, cuyo rubro y texto se transcribe enseguida: 

ACCiÓN DE INCONSTITUCIONALlDAD. ÚNICAMENTE SON APLICABLES 
lAS NORMAS PREVISTAS EN El TíTULO 11 DE lA lEY 
REGLAMENTARIA DE lAS FRACCIONES I Y 11 DEL ARTíCULO 105 
CONSTITUCIONAL, EN AQUEllO QUE NO ESTÉ PREVISTO EN El 
TíTULO 111 DE DICHO ORDENAMIENTO. Si bien es cierto que el articulo 65 
de dicha ley reglamentaria hace una remisión a las causales de improcedencia 
de las controversias constitucionales, previstas por el articulo 19, autorizando, 
con ciertas excepciones, su aplicación en las acciones de in constitucionalidad, 
ello no debe entenderse en el sentido de que las causales de improcedencia 
previstas para las controversias constitucionales deban aplicarse a las 
acciones de inconstitucionalidad en términos textuales. Por lo que se refiere a 
las controversias constitucionales se debe atender a los plazos que fija el 
articulo 21, mientras que el plazo para promover la acción de 
inconstitucionalidad está previsto en el artículo 60; es decir, para que se 
actualizara la causal de improcedencia prevista por el artículo 19, fracción VII , 
de la ley reglamentaria, tratándose de una acción de inconstitucionalidad, 
resultaria necesario que la demanda no fuera promovida dentro del plazo de 
treinta dias naturales contados a partir del día siguiente de la publicación de la 
ley impugnada; no habiendo lugar a que se apliquen los supuestos que 
contempla el articulo 21 , que exclusivamente se refiere a los plazos para la 
interposición de controversias constitucionales . En efecto. debe destacarse 
que en las acciones de inconstitucionalidad únicamente son aplicables las 
normas que se contienen en el título II de la ley reglamentaria, en todo aquello 
que no esté previsto en el título 111 de dicho ordenamiento jurídico, que regula 
el procedimiento relativo a las acciones de inconstitucionalidad, según se 
desprende del articulo 59, pues la ley reglamentaria . en su articulo 60 , 
expresamente prevé los plazos en que se debe presentar la demanda en la 
vía de acción de inconstitucionalidad, por lo que no resulta aplicable lo 
dispuesto por el artículo 19 de dicho ordenamiento. 

Acción de inconstitucionalidad 1/98. Diputados integrantes de la XLVII 
legislatura del Congreso del Estado de Morelos. 20 de octubre de 1998. 
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Unanimidad de diez votos. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: 
Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Jorge Alberto González 
Álvarez. El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veintiocho 
de enero en curso, aprobó, con el número 3/1999, la tesis jurisprudencial 
que antecede. México, Distrito Federal, a veintiocho de enero de mil 
novecientos noventa y nueve. 

Una vez establecidos los aspectos procesales generales al 

procedimiento de acción de inconstitucionalidad, consideramos 

necesario analizar los elementos que integran dicho procedimiento asi 

como la substanciación de este medio de control de la 

constitucionalidad, mismos que se encuentran previstos en la 

multicitada Ley Reglamentaria de las fracciones I y 11 del artículo 105 

constitucional. 

a) Partes.- La Ley Reglamentaria del artículo 105 constitucional 

en su artículo 10, relacionado con el artículo 59 de la misma ley, 

especifica claramente qué sujetos son parte en las acciones de 

inconstitucionalidad, es decir, el actor, el demandado y el procurador 

general de la República para el caso de que este último no hubiere 

ejercitado la acción de inconstitucionalidad. Dicho artículo establece al 

respecto lo siguiente : 

"Artículo 10.- Tendrán el carácter de parte en las controversias 
constitucionales: 

l. Como actor, la entidad , poder u órgano que promueva la controversia; 

11. Como demandado, la entidad , poder u órgano que hubiere emit ido y 
promulgado la norma general o pronunciado el acto que sea objeto de la 
controversia; 

111. Como tercero o terceros interesados, las entidades, poderes u órganos a 
que se refiere la fracción I del articulo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que sin tener el carácter de actores o 
demandados, pudieran resultar afectados por la sentencia que llegare a 
dictarse; y 

IV. El procurador general de la República ." 
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· Como puede apreciarse, este artículo establece quiénes 

pueden ser parte en el juicio de acción de inconstitucionalidad, lo que 

nos permite inferir quiénes gozan de una legitimación activa para 

ejercer la acción de inconstitucionalidad (parte actora) y quiénes 

pueden ser considerados parte demandada en el juicio de acción de 

inconstitucionalidad, no existiendo la posibilidad de que puedan 

participar en el mismo terceros interesados, pues este supuesto se 

limita al procedimiento de controversia constitucional. 

Es necesario mencionar que la Ley Reglamentaria, al igual que 

el articu lo 105 constitucional, establece una legitimación claramente 

restringida . En efecto, el artículo 105 limita la legitimación activa a los 

efectos de la interposición de la acción de inconstitucionalidad, por lo 

que los seis supuestos establecidos en el texto constitucional pueden 

reducirse a tres : a) Fracciones de órganos legislativos; b) procurador 

general de la República; y c) Partidos politicos.366 El único de los 

legitimados que puede interponer la acción de inconstitucionalidad 

contra toda clase de leyes o tratados internacionales es el procurador 

general de la República. Tanto las minorías parlamentarias como los 

partidos políticos (en mayor medida) ven restringida su facultad para 

cuestionar la constitucionalidad de las normas impugnables previstas 

constitucionalmente, por lo que hay una íntima conexión entre los 

"sujetos legitimados" y el "objeto de control" de la acción de 

inconstitucionalidad en cada caso.367 

Antes de referirnos a cada una de las partes que intervienen en 

el procedimiento de la acción de inconstitucionalidad (actora y 

;(,(, Véase la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexica nos. 
",7 I3RAGE. Op. CIl , p.II O. 
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demandada), es preciso señalar que al tenor del artículo 11 de la Ley 

Reglamentaria del artículo 105 constitucional, tanto el actor como el 

demandado deberán comparecer a juicio por conducto de los 

funcionarios que en términos de las normas que los rigen estén 

facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien 

comparezca a juicio goza de la representación legal y cuenta con la 

capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. 

Respecto del procurador general de la República, el artículo 11 

no señala su forma de participación en el procedimiento de acción de 

inconstitucionalidad, sin embargo, el artículo 102 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos al respecto establece que 

intervendrá personalmente en todo lo referido al ejercicio de las 

acciones de in constitucionalidad y no por conducto de sus inferiores 

jerárquicos o cualesquiera otros representantes, mientras que el 

artículo 4 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 

República reitera que es ésa una función personal e indelegable del 

procurador general de la República.368 

Por lo que respecta al presidente de la República, el artículo 11 

de la Ley Reglamentaria establece que será representado por el 

secretario de estado, por el jefe de departamento administrativo o por 

el Consejero Jurídico del Gobierno, conforme lo determine el propio 

presidente y considerando para tales efectos las competencias 

establecidas en la ley. Cabe mencionar que el acreditamiento de la 

personalidad de estos servidores y su suplencia se hace en los 

,'h' "Artículo 4 LOPGR.- Corresponde persollalmente al Procurador General de la 
República: . ll .- Intervenir en las controversias y acciones a que se refiere el articulo 105 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. en los términos previstos en 
dicho precepto y las leyes aplicables ... " 
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términos previstos en las leyes o reglamentos interiores que 

correspondan. 

PARTE ACTORA.- Como hemos comentado, en el juicio de 

acción de inconstitucionalidad tenemos a las fracciones de los 

órganos legislativos y al procurador general de la República . Los 

partidos políticos son considerados en otra parte de este estudio no 

obstante ser también sujetos legitimados para ejercer la acción de 

inconstitucionalidad exclusivamente respecto de leyes electorales,369 

debido a que el procedimiento de la acción de inconstitucional idad en 

materia electoral varía respecto al procedimiento genérico, objeto del 

presente apartado. 

Órganos legislativos.- De acuerdo con la fracción 11 del 

articulo 105 constitucional incisos a), b), d) Y e), se otorga legitimación 

activa, por un lado, al equivalente al treinta y tres por ciento de los 

integrantes de la Cámara de Diputados o de Senadores del Congreso 

de la Unión , legitimación que aparece "limitada" respecto de las leyes 

federales o del Distrito Federal expedidas por dicha legislatura federal, 

debiéndose mencionar que en el caso de los Senadores además se 

les reconoce legitimación respecto de los tratados internacionales 

celebrados por el Estado mexicano. Por otro lado, se reconoce 

legitimación al equivalente al treinta y tres por ciento de los 

integrantes de alguno de los órganos legislativos estatales o de la 

propia Asamblea Legislativa del Distrito Federal ,37o respecto de leyes 

aprobadas por el órgano legislativo al que en cada caso pertenezcan . 

. ;, .. , Vid 111 fra. p. 37 1 Y ss . 

. "" Es necesario mencionar que la fracción 11 de l articu lo 105 constitucional habla de la 
Asamblea de Representantes del Distrito Federal, siendo que el artículo 122 encargado de 
estructurar y organizar al Distrito Federal hab la de una Asamblea Legislativa del Distrito 
Federal. en especial en su Base Primera, en la cual establece la composición de la misma así 
como su función y competencia. Este artículo 122 constitucional fue reformado en el año de 
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Lo anterior significa que los diputados federales y senadores, 

componentes del por~entaje ya aludido, sólo pueden impugnar las 

leyes federales, o sea, las que hayan sido votadas y discutidas por los 

mismos, sin que puedan impugnar la inconstitucionalidad o 

anticonstitucionalidad de las leyes de las entidades federativas o de la 

Asamblea Legislativa del Distrito Federal. En cuanto a los órganos 

legislativos locales, la segunda fracción del artículo 105 constitucional 

les otorga legitimación para impugnar únicamente las leyes emanadas 

de sí mismos, es decir, las leyes federales o los tratados 

internacionales no pueden ser impugnados por miembros de una 

legislatura local aunque estos ordenamientos afecten sus esferas 

juridicas de competencia .371 

Resulta importante mencionar respecto de la acreditación de 

la personalidad de los miembros del órgano legislativo legitimado 

para ejercer la acción de inconstitucionalidad, que tratándose de 

diputados federales y senadores electos por el principio de mayoria 

relativa, éstos acreditan la misma mediante la exhibición de la 

constancia de mayoria, mientras que los diputados y senadores 

elegidos por el principio de representación proporcional, acreditan su 

correspondiente cargo mediante la exhibición de las listas de 

circunscripciones plurinominales regionales en el caso de los 

diputados federales, o bien, mediante la exhibición de la lista de 

circunscripción plurinominal nacional en el caso de los senadores así 

como del acuerdo del Instituto Federal Electoral en el que conste la 

1996 Y publicado su nuevo texto el 22 de agosto del mismo año en el Diario Oficial de la 
Federación. Por tal motivo, consideramos prudente reformar el texto del inciso e) de la 
fracción 11 del artículo 105 constitucional, a fin de que exista concordancia entre el texto de 
este artículo y el artículo 122 constitucional. 
ni REYES REYES. Pablo Enrique. La acciól/ de ¡l/constitucionalidad , p. 116. 
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asignación de lugares, publicado en el Diario Oficial de la Federación. 

Tratánpose de diputados de las entidades federativas electos por el 

principio de mayoria relativa, al igual que los diputados federales, 

acreditarán su personalidad y correspondiente cargo mediante la 

exhibición de las constancias de mayoría , mientras que los diputados 

de las entidades federativas electos por el principio de representación 

proporcional harán lo propio mediante la exhibición del acuerdo del 

Instituto Electoral Estatal en el que conste la asignación de lugares, 

publicado en el Diario Oficial o Gaceta de la entidad federativa . 

En cuanto a la representación en el juicio, la parte 

demandante habrá de designar en la instancia inicial como 

"representantes comunes" a dos o más de sus integrantes, quienes 

actuarán conjunta o separadamente durante todo el procedimiento y 

aun después de concluido éste. En caso de que no se designaren 

representantes comunes, el presidente de la Suprema Corte lo hará 

de oficio. Los representantes comunes podrán acreditar "delegados" 

para que hagan promociones, concurran a las audiencias y en ellas 

rindan pruebas y formulen alegatos , así como para que promuevan los 

incidentes y recursos previstos en la ley (artículo 62 LR 105). 

Por este motivo, nos encontramos con dos figuras procesales: 

representantes y delegados . Sucede que los legisladores 

promoventes de la acción de inconstitucionalidad, atendiendo a 

cuestiones de economia procesal , nombran como representantes a 

dos de sus integrantes (cuando menos) para que actúen durante y 

después de concluido el juicio de acción de inconstitucionalidad; 

asimismo, dichos representantes tienen la facultad de acreditar 

delegados quienes pueden ser abogados ajenos al órgano legislativo 

del cual emanó la ley objeto de la acción para que hagan 
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promociones, concurran a las audiencias y en ellas rindan pruebas y 

forQ'lulen alegatos, así como para que promuevan los incidentes y 

recursos previstos en la Ley Reglamentaria del artículo 105 

constitucional. 372 

No cabe pues, la designación de representante a la persona 

que no integre la minoría parlamentaria que ejerce la acción, como 

tampoco es posible la delegación de la legitimación, pues los 

"delegados" de que habla la ley lo son únicamente de los 

representantes . Es importante mencionar que se presume que 

quienes comparezcan a juicio, gozan de la representación legal y 

cuentan con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario 

(artículo 11 LR 105).373 

Finalmente, es importante mencionar que la ley en estudio 

establece en su artículo 62 que la demanda en que se ejercite la 

acción deberá estar firmada por cuando menos treinta y tres por 

ciento de los integrantes de los correspondientes órganos legislativos 

(Cámara de Senadores, Cámara de Diputados, legislaturas locales y 

Asamblea Legislativa del Distrito Federal): 

"Articulo 62.- En los casos previstos en los incisos a), b), d) Y e) de la fracción 
11 del articulo 105 de la Constitución Politica de los Estados Unidos 
Mexicanos, la demanda en que se ejercite la acción deberá estar firmada por 
cuando menos el treinta y tres por ciento de los integrantes de los 
correspondientes órganos legislativos ... " 

Como puede observarse, para que proceda la acción de 

inconstitucionalidad intentada por la minoría parlamentaria , es 

necesario que los miembros del órgano legislativo que integren dicha 

,-, ib idem. p . I72 . 
'-.' BRAGE. Op. c it. . p. 11 7. 
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minoría firmen todos y cada uno la demanda de acción de 

inconstitucionalidad, por lo que deberán acreditar su personalidad 

para comparecer como partes en el procedimiento, y en su caso, 

poder nombrar representantes. 

Procurador General de la República.- Su calidad de actor se 

presenta sólo en el caso de que dicho funcionario promueva la acción 

de in constitucionalidad en contra de alguna norma general prevista en 

la segunda fracción del artículo 105 constitucional. Así lo establece el 

artículo 66 de la Ley Reglamentaria, pues resulta innecesario dar vista 

al procurador de la acción que él mismo ha iniciado: 

"Artículo 66.- Salvo en los casos en que el procurador general de la 
República hubiere ejercitado la acción , el Ministro instructor le dará vista con 
el escrito y con los informes a que se refiere el artículo anterior, a efecto de 
que hasta antes de la citación para sentencia , formule el pedimento que 
corresponda." 

De esta manera, la legitimación reconocida al procurador 

general de la República en contra de leyes de carácter federal, estatal 

o del Distrito Federal expedidas por el Congreso de la Unión , de las 

legislaturas locales o la Asamblea Legislativa del Distrito Federal , así 

como de los tratados internacionales celebrados por el Estado 

Mexicano, demuestra ser la más amplia de las contempladas por la 

fracción II del artículo 105 constitucional en razón del objeto de 

control. En consecuencia, no hay ley ni tratado internacional que no 

puedan ser impugnados por el procurador general de la República , lo 

que contrasta fuertemente con la limitación del objeto de impugnación 

por parte de los otros legitimados que sólo pueden impugnar leyes 

federales (Cámara de Diputados), leyes federales y tratados 

internacionales (Cámara de Senadores), leyes electorales federales 

o estatales (partidos políticos), o bien , leyes de un estado (legislaturas 
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locales). Todas ellas sin excepción pueden ser impugnadas ante la 

Suprema Corte por el procurador general de la República . 

PARTE DEMANDADA.- De conformidad con lo establecido en 

el artículo 10. fracción 11 de la Ley Reglamentaría tendrán el carácter 

de demandado la entidad, poder u órgano que hubiere emitido y 

promulgado la norma general que sea objeto de la acción de 

in constitucionalidad. En consecuencia, podemos considerar como 

órganos y dependencias demandados los siguientes: 

Órganos legislativos.- Según lo dispuesto por el artículo 61 , 

fracción II de la Ley Reglamentaria, la demanda por la que se ejercita 

la acción de inconstitucionalidad debe contener los órganos 

legislativos que hubieren emitido las normas generales impugnadas. 

En este orden de ideas, consideramos que pueden tener la calidad de 

parte demandada los síguientes órganos legislativos: 

• El Congreso de la Unión por leyes federales o del Distrito 

Federal expedidas por el mismo.- El Poder Legislativo de los 

Estados Unidos Mexicanos se deposita en un Congreso 

General que se divide en dos cámaras, una de Diputados y otra 

de Senadores. Por tal motivo, al promover la acción de 

inconstitucionalidad en contra de alguna ley federal o del 

Distrito Federal expedida por el Congreso de la Unión, se 

tendrá como demandadas a ambas cámaras, pues con base en 

los artículos 71 y 72 constitucionales éstas participan 

conjuntamente en el proceso de formación de leyes, por lo que 

331 



ambas son responsables por la creación de la ley cuya 

. inconstitucionalidad o anticonstitucionalidad se demanda.374 

• La Cámara de Senadores por su participación en la celebración 

de tratados internacionales celebrados por el Estado 

Mexicano. - La Cámara de Senadores posee facultades 

exclusivas. que son únicamente ejercidas en materia político­

administrativa y, excepcionalmente, en materia politico­

jurisdiccional, por lo tanto, sólo en los casos que establece la 

Constitución Federal puede actuar con independencia de la 

Cámara de Diputados. Es facultad exclusiva del senado 

analizar la politica exterior desarrollada por el Ejecutivo Federal 

con base en los informes anuales que el presidente de la 

República y los secretarios del Despacho correspondiente 

rindan al Congreso; además, aprobar los tratados 

internacionales y convenciones diplomáticas que celebre el 

Ejecutivo Federal conforme lo establecido en la fracción i del 

articulo 76 constitucional, pues la celebración de un tratado se 

integra en nuestro derecho público interno por la concurrencia 

de dos voluntades: la del presidente de la República y la del 

Senado, tomada la de este último por mayoría de votos de los 

miembros presentes. De lo anterior, podemos concluir que en 

cuanto a la acción de inconstitucionalidad incoada en contra de 

un tratado internacional, el Senado y el presidente de la 

República deben ser los órganos demandados, mientras que la 

Cámara de Diputados se mantiene al margen del juicio 

respectivo .375 

" , R EYES. o". ( íl. p. 124. 
,', ibídem. p . 1 2~ . 
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• Las legislaturas estatales por las leyes que expidan.- En 

términos del inciso d) de la fracción " del articulo 105 

constitucional cuando alguna ley expedida por el órgano 

legislativo local contravenga la Constitución Federal, dicho 

órgano legislativo podrá ser demandado por una minoria 

parlamentaria del órgano legislativo local, vía acción de 

inconstitucionalidad. 

• La Asamblea Legislativa del Distrito Federal por leyes 

expedidas por la propia Asamblea.- Las facultades de la 

Asamblea Legislativa del Distrito Federal están señaladas en el 

artículo 122 constitucional, Base Primera, y se refieren entre 

otras a: expedir las disposiciones legales para organizar la 

hacienda pública; expedir disposiciones que rijan las elecciones 

locales en el Distrito Federal; legislar en materia de 

administración pública local, su régimen interno y de 

procedimientos administrativos; legislar en materias civil y 

penal; participación ciudadana, defensoría de oficio, notariado y 

registro público de la propiedad y de comercio; normar la 

protección civil; justicia cívica sobre faltas de policía y buen 

gobierno; legislar en materia de planeación y desarrollo; medio 

ambiente y protección ecológica, entre otras. Por ello, cuando 

alguna de las normas anteriores contravengan las 

disposiciones establecidas por la Constitución Federal, este 

órgano será considerado responsable, y por ende, podrá ser 

parte demandada en el juicio de acción de inconstitucionalidad . 

Órganos ejecutivos.- Según lo dispuesto por el artículo 61 , 

fracción " de la Ley Reglamentaria, la demanda por la que se ejercita 

la acción de inconstitucionalidad deberá contener como parte 
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demandada al órgano ejecutivo que hubiere promulgado las normas 

generales impugnadas. En este orden de ideas, los órganos 

ejecutivos que pueden ser demandados a través de una acción de 

inconstitucionalidad son los siguientes: 

• El presidente de la República por la promulgación de una ley 

federal emitida por Congreso de la Unión . 

• El gobernador de una entidad federativa por la promulgacion de 

una ley local emitida por el Congreso local de la entidad 

federativa. 

• El jefe de gobierno del Distrito Federal por la promulgación de 

una ley expedida por la Asamblea Legislativa del Distrito 

Federal. 

Es importante mencionar que los artículos 72 y 89 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establecen 

como facultad y obligación del Ejecutivo Federal publicar los decretos 

que le envíe el Congreso de la Unión: 

"Artículo 72: . " A . Aprobado un proyecto en la cámara de su origen , pasará 
para su discusión a la otra. Si ésta lo aprobare, se remitirá al Ejecutivo , quien, 
si no tuviere observaciones que hacer. lo publicará inmediatamente .. 

Articulo 89.- Las facultades y obligaciones del Presidente, son las siguientes 

1. Promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la Unión, 
proveyendo en la esfera administrativa a su exacta observancia " ." 

En el proceso legislativo, el Ejecutivo Federal interviene en dos 

ocasiones: al formular las consideraciones respecto a lo ya aprobado 

por ambas cámaras en el caso del veto, y al publicar la ley aprobada y 

sancionada. Es por esto que participa en el proceso legislativo y 
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también es por esto que debe ser señalado como parte demandada 

en el escrito de acción de inconstitucionalidad en contra de una ley de 

carácter federal. En el ámbito estatal, los gobernadores deben 

publicar las leyes emitidas por la legislatura local, teniendo así una 

intervención similar a la del Ejecutivo Federal, por lo que las 

consideraciones formuladas para aquél se aplican a estos últimos376 

En este sentido, sólo podrá considerarse al órgano ejecutivo 

como responsable cuando participe en el proceso de creación de 

leyes mediante la promulgación o publicación de las mismas para que 

tengan vigencia, pues el mismo es un acto estrictamente 

administrativo que se traduce en el decreto promulgatorio a través del 

cual el titular del Poder Ejecutivo federal o local , por mandato expreso 

de la Constitución (federal o de la entidad federativa), hace del 

conocimiento de los habitantes de la República o de la entidad 

federativa la ley aprobada por el congreso respectivo. 

b) Improcedencias y sobreseimiento de la acción de 

inconstitucionalidad.- Antes de establecer las improcedencias y 

sobreseimiento que pueden presentarse en el procedimiento de la 

acción de inconstitucionalidad y que se prevén en la Ley 

Reglamentaria del artículo 105 constitucional, es necesario establecer 

el significado de ambos conceptos. 

Por improcedencia debemos entender la causa que existe (en 

este caso en el juicio de acción de inconstitucionalidad) ya sea de 

orden constitucional o de orden legal que impide que la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación esté en aptitud de analizar y resolver 

sobre el fondo de la cuestión principal debatida, es decir, sobre la 

.17" ¡dem, p.128. 

335 



constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma general 

impug!1ada, derivada de la actualización de cualquiera de las hipótesis 

que se señalan en la Constitución o en la Ley Reglamentaria del 

articulo 105 constitucional que determinan tal imposibilidad y que 

deberá ser estudiada de oficio por la autoridad que conozca del juicio 

de acción de inconstitucionalidad en el momento en el que se 

presente una demanda y la examine, o bien, en el momento en que se 

dicte la sentencia definitiva en el juicio.377 

El sobreseimiento es la resolución judicial por la cual se declara 

que existe un obstáculo jurídico o de hecho que impide la decisión 

sobre el fondo de la controversia. 378 Esto es, es una institución de 

carácter procesal que concluye una instancia judicial por aparecer una 

causa que impide, ya sea su continuación o que se resuelva la 

cuestión de fondo planteada en virtud de esa causa, por lo cual , en el 

juicio de acción de inconstitucionalidad no existe ninguna declaración 

de constitucionalidad o inconstitucionalidad respecto de la norma 

impugnada por parte del órgano que conoce del mismo (órgano 

controlante), dejando en aptitud a la entidad u órgano demandado 

para actuar dentro de sus atribuciones.379 

Una vez establecidos ambos conceptos , es oportuno iniciar el 

análisis de las causales de improcedencia respecto de la acción de 

inconstitucionalidad en México. Es necesario mencionar al respecto 

;;, CHA VEZ CASTI LLO. Raúl. Diccionarios Jurídicos TemúTicos. Volumen 7 (Juicio de 
amparo) . Segunda edic ión. México, Oxford Uni versit y Press . 2000, p. 26. Es importante 
m~nc io nar que el concepto establecido por el autor fue adecuado al concepto de 
improcedencia en el juicio de acción de inconstitucionalidad. 
n"Enciclopedia JllridiCl/ Mexicana. Tomo VI (Q-Z) . México. Editorial POlTÚa - Instituto de 
Investi gac iones Jurídicas-UN AM, 2002, p.467. 
; ¡ <) CHAVEZ CASTILLO, Raúl. Diccionarios Jurídicos TemúlÍcos. Volumen 7 (Juicio de 
amparo) . . .. p.S!. Cabe aclarar que el concepto de sobreseimiento empleado por este autor 
fue adecuado al concepto de sobreseimiento en el juicio de acción de incons tituciona lidad . 

336 



que actualmente sólo existen improcedencias legales, pues las 

imf!rocedencias constitucionales desaparecieron con la reforma 

constitucional de 1996 al artículo 105aBo 

El articulo 65 de la Ley Reglamentaria establece las reglas de 

aplicación especificas de las causales de improcedencia en materia 

de acción de inconstitucionalidad. Dicho precepto establece que el 

ministro instructor, de acuerdo con el articulo 25, podrá aplicar las 

causales de improcedencia establecidas en el artículo 19 de la misma 

ley con excepción de su fracción 11 , pues la acción de 

inconstitucionalidad es procedente para verificar la constitucionalidad 

de leyes electorales ; más adelante refiere que las causales previstas 

en las fracciones 111 y IV de este último artículo sólo podrán aplicarse 

cuando los supuestos contemplados en éstas se presenten respecto 

de otra acción de inconstitucionalidad: 

"Artículo 65.- En las acciones de inconstitucionalidad, el Ministro instructor 
de acuerdo al artículo 25, podrá aplicar las causales de improcedencia 
establecidas en el articulo 19 de esta ley; con excepción de su fracción 11 
respecto de leyes electorales, asi como las causales de sobreseimiento a que 
se refieren las fracciones 11 y 111 del articulo 20 . 

Las causales previstas en las fracciones 111 y IV del articulo 19 sólo podrán 
aplicarse cuando los supuestos contemplados en éstas se presenten respecto 
de otra acción de inconstitucionalidad ." 

En otras palabras, de conformidad con el articulo 25 "el ministro 

instructor examinará ante todo el escrito de demanda, y si encontrare 

motivo manifiesto e indudable de improcedencia, la desechará de 

"" Antes de la última refo rma constitucional al artículo 105. llevada a cabo en agosto de 
19<)6. la única causal de ImprocedenCia seiialada en la Consl1 tución se referí a a la materia 
electora l, pues estab lecía que la Suprema Corte de Justicia de la NaC ión conocería de las 
acciones de ínconstitucionali dad que tuvieran por objeto plantear la pos ible contradicción 
entre una norma de carácter general y la Constitución, con excepción de las que se refiri eran 
a la II/ {/{ erill electora!. Ac tua lmente ya no ex iste ninguna improcedencia establec ida por la 
Constituc ión, la ley secundari a ha sido la encargada de determinar las causas por las cuales 
la improcedencia se puede presentar en determinada situación. 

337 



plano". El desechamiento de una demanda supone que el juzgador 

con la mera lectura del escrito inicial y de sus anexos considera 

probada la correspondiente causal de improcedencia. 

Al efecto, resulta aplicable el criterio sostenido por el Pleno de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de jurisprudencia 

P. LXXII/95 , visible en la página 76 del Tomo 11 del Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, Novena Época, correspondiente al mes 

de octubre de 1999, que al texto es como sigue: 

ACCION DE INCONSTITUCIONALlDAD. SU IMPROCEDENCIA DEBE SER 
MANIFIESTA E INDUDABLE. Conforme a lo dispuesto en el articulo 25 de la 
Ley Reglamentaria de las Fracciones I y 11 del Articulo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. la improcedencia de la acción de 
inconstitucionalidad que permita desechar de plano la demanda presentada, 
debe ser manifiesta e indudable, pues ello supone que el juzgador, con la 
mera lectura del escrito inicial y de sus anexos, considera probada la 
correspondiente causal de improcedencia sin lugar a dudas, sea porque los 
hechos sobre los que descansa hayan sido manifestados claramente por el 
demandante o porque estén probados con elementos de juicio indubitables , de 
suerte tal que los actos posteriores del procedimiento no sean necesarios para 
configurarla en forma acabada y tampoco puedan, previsiblemente , desvirtuar 
su contenido. 

Recurso de reclamación en la acción de inconstitucionalidad 1/95. Fauzi 
Hamdán Amad y otros. 4 de septiembre de 1995, Unanimidad de once 
votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Alejandro Sergio 
González Bernabé. El Tribunal Pleno en su sesión privada celebrada el 
cinco de octubre en curso, por unanimidad de dnce votos de los 
ministros: presidente José Vicente Aguinaco Alemán, Sergio Salvador 
Aguirre Anguiano, Mariano Azuela Güitrón, Juventino V. Castro y Castro, 
Juan Diaz Romero, Genaro David Góngora Pimentel, José de Jesús 
Gudiño Pelayo, Guillermo 1. Ortiz Mayagoitia, Humberto Román Palacios, 
Oiga María Sánchez Cordero y Juan N. Silva Meza; aprobó, con el 
número LXXII/95 (9a.) la tesis que antecede; y determinó que la votación 
es idónea para integrar tesis de jurisprudencia. México, Distrito Federal , 
a cinco de octubre de mil novecientos noventa y cinco. 

El articulo 19 de la Ley Reglamentaria es el que establece las 

causales de improcedencia, por lo que de conformidad con lo 

establecido en este precepto, la acción de inconstitucionalidad será 

improcedente en los siguientes casos: 
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Contra decisiones de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación.- Como sabemos, el objeto de la acción de 

inconstitucionalidad es impugnar leyes o tratados internacionales, 

normas generales que no provienen de dicho órgano colegiado . 

Nunca , ni la Constitución ni la Ley Reglamentaria hacen referencia a 

sentencias, resoluciones o actos de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación , por lo que esta causal sale sobrando si además 

consideramos que dicho órgano jurisdiccional no podría revisar la 

constitucionalidad de sus propios actos, al ser competencia exclusiva 

de la Suprema Corte el conocimiento de los juicios de acéión de 

inconstitucionalidad. 

Contra normas generales o actos que sean materia de una 

acción de inconstitucionalidad pendiente de resolver, siempre 

que exista identi,dad de partes, normas generales y conceptos de 

invalidez.- Esta fracción prevé la litispendencia y declara la 

improcedencia de la acción de inconstitucionalidad que sea materia de 

otra acción de la misma naturaleza pendiente de resolución (mismas 

partes, misma norma general y mismos conceptos de invalidez)381 

El artículo 71 del Código Federal de Procedimientos Civiles 

-legislación supletoria de la Ley Reglamentaria del artículo 105 

constitucional- conforme al artículo 1 de este último ordenamiento , 

establece ' que después de que se haya admitido por un tribunal 

demanda para la decisión total o parcial de un litigio y en tanto éste no 

haya sido resuelto por sentencia irrevocable , no puede tener lugar 

para la decisión del mismo litigio , otro proceso ni ante el mismo 

tribunal ni ante tribunal diverso, salvo cuando se presente dentro del 

.'" REYES. Op. cit, pp. 14 1 Y 142. 
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juicio iniciado nueva demanda que amplíe la primera a cuestiones que 

en ella fueron omitidas. 

En el caso de la acción de inconstitucionalidad, la resolución 

deberá ser decretada de oficio, pues de acuerdo con lo establecido en 

el último párrafo del articulo 19 en comento, las causales de 

improcedencia deben ser estudiadas de plano por el ministro 

instru ctor. 

Contra normas generales que hubieren sido materia de una 

ejecutoria dictada en otra acción de inconstitucionalidad, o 

contra resoluciones dictadas con motivo de su ejecución, 

siempre que exista identidad de partes, normas generales y 

conceptos de invalidez.- Esta causal de improcedencia tiene por 

objeto denunciar que el objeto del procedimiento en cuestión ya fue 

resuelto en un procedimiento anterior mediante sentencia definitiva 

que ya adquirió firmeza, por lo que no puede ser impugnado ni 

discutido legalmente. En cuanto a la fracción que establece la 

improcedencia por cuestiones de litispendencia, ambas tienen en 

común que se trata de un mismo litigio que ha sido sometido a dos 

diversos procesos, sólo que en el caso de la litispendencia, el primero 

aún no ha concluido con sentencia firme, y en el caso de la cosa 

juzgada, el primer proceso ya concluyó mediante sentencia firme . De 

acuerdo con lo anterior, el fundamento de las dos excepciones es en 

parte común: evitar una repetición inútil de actividad pública , en 

consecuencia , el fundamento de esta causal de improcedencia es que 

la cosa juzgada es la verdad legal, razón por la que una vez declarada 

ésta mediante sentencia , el juicio a que dicha sentencia ponga fin no 

puede volver a ser ventilado, pues de ser esto posible, la verdad legal 
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correría peligro de convertirse en una nueva controversia legal, lo cual 

ate.ntaría contra el principio de seguridad jurídica.382 

Cuando hayan cesado los efectos de la norma general 

matería de la acción de inconstitucionalidad.- Se puede establecer 

que han cesado los efectos de la norma general cuando estos se 

suspenden o acaban. Generalmente esto ocurre cuando se deroga o 

abroga la ley383 

Al respecto, resulta aplicable el criterio sostenido por el Pleno 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de 

jurisprudencia P./J . 47/99, visible en la página 657 del Tomo IX del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época , 

correspondiente al mes de junio de 1999, bajo el rubro y texto 

siguientes: 

ACCiÓN DE INCONSTITUCIONALlDAD. SI DURANTE EL 
PROCEDIMIENTO ES ABROGADA LA NORMA GENERAL IMPUGNADA, 
DEBE ESTIMARSE QUE HA CESADO EN SUS EFECTOS, POR LO QUE 
PROCEDE SOBRESEER EN EL JUICIO. La cesación de efectos prevista 
como causa de improcedencia de las controversias constitucionales en el 
arti culo 19, fracción V, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del 
Articulo 105 de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos , 
aplicable también a las acciones de inconstitucionalidad por disposición del 
diverso 59 del mismo ordenamiento legal , 'se actualiza si en una acción de 
inconstitucionalidad se plantea la invalidez de una norma general que durante 
el procedimiento ha sido abrogada por otra posterior, lo que determina 
sobreseer en el juicio, en términos de lo ordenado por el artículo 20, fracción 
11 , de la citada ley reglamentaria . 

Acción de inconstitucionalidad 1/97. Minoría de Diputados integrantes de 
la LXVII Legislatura del Estado de Michoacán. 25 de marzo de 1999. 
Unanimidad de nueve votos. Ausentes: Sergio Salvador Aguirre 
Anguiano y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José Vicente 
Aguinaco Alemán . Secretario: Osmar Armando Cruz Quiroz. El Tribunal 
Pleno , en su sesión privada celebrada el treinta y uno de mayo del año 
en curso, aprobó, con el número 47/1999, la tesis jurisprudencial que 

.,,~ ibidem. p.143 . 

. '" CASTRO, Juventi no V. El ar¡iCIIlo 105 constituciol/al. México, Facultad de Derecho ­
UN AM. 1996, p. 267. 
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antecede. México, Distrito Federal, a primero de junio de mil novecientos 
noventa y nueve. . 

Cuando se haya agotado la vía legalmente prevista para la 

solución del conflicto.- Esta causal no tiene aplicación en lo que se 

refiere a acciones de inconstitucionalidad, pues no existe ningún 

mecanismo previo para impugnar la constitucionalidad de una ley, 

sólo la prevista en la fracción 11 del artículo 105 constitucional , cuyo 

procedimiento se encuentra establecido en su Ley Reglamentaria . 

Cuando la demanda se presentare después de treinta días 

contados a partir del día siguiente a la fecha de publicación -de la 

norma general.- Esta es una previsión de extemporaneidad. Así, si la 

acción se interpone fuera del plazo previsto en la Ley Reglamentaria, 

la misma será improcedente, pues en nuestro país el control de la 

constitucionalidad de normas generales está sujeta a una cuestión de 

temporalidad o de impugnación oportuna. 

En los demás casos en que la improcedencia resulte de 

alguna disposición de la Ley Reglamentaria. 

Para finalizar con el estudio de la improcedencia en materia de 

acción de inconstitucionalidad, es preciso señalar que las causales de 

improcedencia deberán examinarse de oficio por el ministro instructor 

al recibir la demanda de inconstitucionalidad de acuerdo con lo 

establecido en el último párrafo del artículo 19 de la Ley 

Reglamentaria . 

Resulta aplicable el criterio sostenido por el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de jurisprudencia 
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P.lJ. 31/96, visible en la página 392 del Tomo 111 del Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

correspondiente al mes de junio de 1999, que al texto es como sigue: 

CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. ORDEN PUBLICO. TIENEN ESA 
NATURALEZA LAS DISPOSICIONES QUE PREVEN LAS CAUSAS DE 
IMPROCEDENCIA DEL JUICIO INSTITUIDO EN LAS FRACCIONES I Y 11 
DEL ARTICULO 105 CONSTITUCIONAL. Las disposiciones que establecen 
las causales de improcedencia, que a su vez generan la consecuencia juridica 
del sobreseimiento del juicio, tanto en las controversias constitucionales como 
en las acciones de inconstitucionalidad, son de orden público en el seno de la 
Ley Reglamentaria de las Fracciones I y 11 del Artículo 105 de la Constitución 
Polítíca de México, pues por revestir tal carácter es que la parte final del 
articulo 19 de dicha Ley previene que: "En todo caso, las causales de 
improcedencia deberán examinarse de oficio." Síguese de all í _que su 
invocación , por parte interesada, puede válidamente hacerse en cualquier 
etapa del procedimiento porque, se reitera, son de orden público. Por esta 
razón el legislador no ha establecido algún limite temporal para que sean 
invocadas; y no podria ser de otra manera, dado que, como ya se ha visto, se 
hagan valer o no, el juzgador tiene el deber de analizarlas aun oficiosamente. 
Por eso, si no se alegan al tiempo de contestar la demanda, no es correcto 
afirmar que ha operado la preclusión del derecho procesal para invocarlas . 
Además, el precepto que encierra el artículo 297, fracción 11 , del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, que dice: "Cuando la ley no señale término 
para la práctica de algún acto judicial o para el ejercicio de algún derecho, se 
tendrán por señalados los siguientes: .. .Tres días para cualquier otro caso", no 
es de aplicación supletoria por ser ajena al tema que se analiza, pues la 
institución de la improcedencia de la acción se encuentra regu lada de manera 
especial por la ley reglamentaria que señorea este proceso. 

Controversia constitucional 11/95. Roberto Madrazo Pintado, Pedro 
Jiménez León y Andrés Madrigal Sánchez, en su carácter de Gobernador, 
Presidente del Congreso y Procurador General de Justicia del Estado de 
Tabasco, respectivamente, contra el Presidente de los Estados Unidos 
Mexicanos y el Procurador General de la República. 26 de marzo de 1996. 
Unanimidad de once votos, Ponente: Presidente José Vicente Aguinaco 
Alemán , Secretario : Jesús Casarrubias Ortega. En los términos de los 
articulo s 177 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y 43 
de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y 11 del Articulo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta tesis es 
obligatoria para las Salas, Tribunales Unitarios y Colegiados de Circuito, 
Juzgados de Distrito, tribunales militares, agrarios y judiciales del orden 
común de los Estados y del Distrito Federal , y administrativos y del 
trabajo, sean éstos federales o locales, De conformidad con el artículo 44 
de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y 11 del Artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la ejecutoria se 
publicó integra mente en el volumen correspondiente a mayo del año en 
curso del Semanario Judicial de la Federación. El Tribunal Pleno, en su 
sesión privada celebrada el once de junio en curso, aprobó, con el 
número 31/1996, la tesis de jurisprudencia que antecede. México, Distrito 
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Federal, a once de junio de mil novecientos noventa y seis. Nota: Véase 
la ejecutoria publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Tomo 111, mayo de 1996, página 362. 

SOBRESEIMIENTO.- El sobreseimiento pone fin al juicio sin 

hacer declaración alguna sobre si una leyes constitucional o no y por 

tanto sus efectos no pueden ser otros que dejar las cosas tal y como 

se encontraban antes de la interposición de la demanda, por lo que la 

ley cuestionada tendrá todos los efectos que le son inherentes y será 

considerada como constitucional.384 

El artículo 20 de la Ley Reglamentaria establece de manera 

sistematizada los casos de sobreseimiento que pueden presentarse 

en el juicio de acción de inconstitucionalidad. Las hipótesis en que 

puede presentarse el sobreseimiento son las siguientes: 

Cuando durante el juicio apareciere o sobreviniere alguna 

de las causales de improcedencia a que se refiere el artículo 19 

de la Ley Reglamentaria.- Esta hipótesis es muy similar a la 

prevista para el juicio de amparó: la improcedencia comprobada obliga 

al sobreseimiento. La improcedencia aparece o sobreviene, es decir, 

que en un principio no existía pero por alguna circunstancia específica 

se presenta y obliga al ministro instructor a sobreseer el asunto.385 

Puede no ser aparente la improcedencia y durante el desarrollo del 

procedimiento ser descubierta , esto es, la acción en todo momento 

puede ser improcedente pero no advertirse ese hecho. Por ello, 

cuando se le descubre habrá que sobreseer en el juicio, pues dicha 

situación obliga a adoptar tal determinación al órgano controlante. 

,;" REY ES. Op. cit, p.147. 
"; CASTRO. Juve ntino V. El articulo 105 constitucional . . , pp. 272 Y 273 . 
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Cuando de las constancias de autos apareciere claramente 

de!ll0strado que no existe la norma materia de la acción de 

inconstitucionalidad.- Está claro que si no hay norma general que 

invalidar no hay posibilidad de interponer una acción de 

inconstitucionalidad. ¿Cómo seria posible que una minoría 

parlamentaria o el procurador general de la República demanden la 

invalidez de una ley inexistente cuando un elemento de existencia de 

la misma es precisamente su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación o en algún medio de publicación oficial estatal? Además , 

al presentar el escrito de demanda de acción de inconstitucionalidad 

ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación los promoventes 

deben señalar el Diario Oficiala el medio de publicación en el que se 

promulgó la ley cuestionada, por lo que ese documento tiene la 

particularidad de ser un documento público y de ser referido en el 

escrito inicial de demanda como medio probatorio de la existencia de 

la norma general impugnada .386 Por tal motivo, esta hipótesis no tiene 

aplicación para las acciones de inconstitucionalidad, lo cual muestra 

ser un evidente descuido de los legisladores el haber previsto en la 

Ley Reglamentaria esta causa de sobreseimiento. 

Finalmente, es importante mencionar que las fracciones I y IV 

del articulo 20 no son aplicables al procedimiento de la acción de 

inconstitucionalidad sino únicamente a las controversias 

constitucionales. Esto es . el supuesto establecido por la fracción I no 

puede actualizarse, ya que no puede existir desistimiento expreso de 

la demanda por parte de la aclara, pues al tratarse de normas 

generales existe un impedimento legal para llevarlo a cabo, por lo que 

en materia de acción de inconstitucionalidad, una vez interpuesto el 

escrito inicial de demanda, no existe la posibilidad para la aclara de 

'x<. REYES, Op. cit , p. 148. 
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desistirse del ejercicio de del medio de control abstracto de la 

constitucionalidad. 

En cuanto a la fracción IV de dicho precepto legal, el supuesto 

previsto en el mismó no puede actualizarse debido a que las partes en 

el juicio no pueden realizar convenio alguno respecto de normas 

generales. No es posible referir esta hipótesis a la acción de 

inconstitucionalidad, ya que en éstas no se puede pactar la 

abrogación o derogación de la ley y esto trascender al juicio para 

sobreseerlo.387 

c) Plazo para ejercer la acción de inconstitucionalidad.- El 

artículo 60 de la Ley Reglamentaria establece que el plazo para 

ejercer la acción de inconstítucionalidad será de treinta días naturales 

contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado 

internacional impugnado sea publicado en el correspondiente medio 

oficial (Diario Oficial de la Federación o periódico o gaceta estatal) 388 

Si el último día del plazo fuese inhábil , la demanda podrá presentarse 

el primer dia hábil siguiente. 

Es importante señalar que el artículo 2 de la Ley Reglamentaria 

considera como hábiles todos los días que determina la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Federación y estos son los establecidos en el 

artículo 163 de este último ordenamient0389 

.lS7 CA STRO, .Iuve ntino V. El artíclllo 105 constitucional ... , p. 272 . 

. '" Esto significa que las acciones de inconstitucionalidad se plantean incluso con antelación 
al inicio de la vigencia de una determinada ley . 
. '>', "A rticulo 163 LOPJF,- En los órganos del Poder Judicial de la Federación. se 
consideran CO mO días inhábiles los sábados y domi ngos, el l° de enero , 5 de febrero . 21 de 
marzo. 1" de ma yo, 16 de septiembre y 20 de noviembre. durante los cuales no se 
pract i c ~rá n ac tuac iones j udic iales, salvo en los casos expresamente consignados en la Ley." 
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En cuanto a las reglas para computar los plazos, las mismas se 

prevén en el artículo 3 de la Ley Reglamentaria: 

"Artículo 30.- Los plazos se computarán de conformidad con las reglas 
siguientes: 

1. Comenzarán a correr al día siguiente al en que surta sus efectos la 
notificación, incluyéndose en ellos el dia del vencimiento; 

11. Se contarán sólo los dias hábiles, y 

111. No correrán durante los periodos de receso, ni en los dias en que se 
suspendan las labores de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ." 

Por su parte, el artículo 7 de la ley en comento señala _que las 

demandas o promociones de término podrán presentarse fuera del 

horario de labores ante el Secretario General de Acuerdos o ante la 

persona designada por éste . Cuando las partes radiquen fuera del 

lugar de residencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación , las 

promociones se tendrán por presentadas en tiempo si los escritos u 

oficios relativos se depositan dentro de los plazos legales en las 

oficinas de correos mediante pieza certificada con acuse de recibo o si 

se envían desde la oficina de telégrafos que corresponda . En estos 

casos se entenderá que las promociones se presentan en la fecha en 

que las mismas se depositan en la oficina de correos o se envían 

desde la oficina de telégrafos según sea el caso, siempre que tales 

oficinas se encuentren ubicadas en el lugar de residencia de las 

partes (artículo 8 LR 105). 

Respecto al plazo de interposición de la acción de 

inconstitucionalidad , el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación ha conformado la tesis de jurisprudencia P./J.2/99, visible en la 

página 287 del Tomo IX del Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Novena Época, correspondiente al mes de febrero de 1999, 

cuyo rubro y texto se transcriben a continuación: 
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ACCiÓN DE INCONSTITUCIONALlDAD. EL PLAZO PARA 
INTERPONERLA ES A PARTIR DEL DíA SIGUIENTE DE LA PUBLICACiÓN 
OFICIAL DE LA NORMA IMPUGNADA. El hecho de que la norma general 
impugnada haya iniciado su vigencia o se haya llevado a cabo el primer acto 
de aplicación de la misma antes de su publicación. resulta irrelevante para 
efectos del cómputo para la interposición de la acción de inconstitucionalidad, 
ya que conforme a los artículos 105, fracción 11 , párrafo segundo de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 60 de la ley 
reglamentaria de las fracciones I y 11 del precepto constitucional citado, el 
plazo para promoverla es de treinta días naturales, contados a partir del día 
siguiente al en que la ley cuya invalidez se reclama fue publ icada en el medio 
oficial correspondiente . 

Acción de inconstitucionalidad 1/98. Diputados integrantes de la XLVII 
Legislatura del Congreso del Estado de Moretos. 20 de octubre de 1998. 
Unanimidad de diez votos. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: 
Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Jorge Alberto González 
Álvarez. El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veintiocho 
de enero en curso, aprobó, con el número 2/1999, la tesis jurisprudencial 
que antecede. México, Distrito Federal, a veintiocho de enero de mil 
novecientos noventa y nueve. 

d) Demanda.- De acuerdo con lo establecido en el artículo 61 

de la Ley Reglamentaria , el escrito de demanda habrá de contener los 

siguientes datos o elementos: 

• Los nombres y firmas de los promoventes.- En este 

apartado debe establecerse el nombre de los legisladores de la 

fracción del órgano legislativo (federal, local o del Distrito 

Federal) que la hacen valer,390 del Procurador General de la 

República que lo promueve o el de cada uno de los miembros 

de la dirigencia del partido político promovente cuando la 

acción de inconstitucionalidad se interponga en contra de leyes 

electorales. 

o.,. De ello se deduce que. en el caso de las minorías parlamentarias. se requerirán los 
nombres y tirmas de al menos el treinta y tres por ciento de los integrantes de los 
correspondientes órganos legislativos (artículo 62 Ley Reglamentaria) . Parece aconsejable 
que el o fi cial o sec retario cOITespondiente de cada órgano legislativo acredite la pertenencia 
JI Il1 lsmo de los promoventes: BRAGE. Op. ci t. . p. 203. 
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• Los órganos legislativo y ejecutivo que hubieren emitido y 

promulgado las normas generales impugnadas.- En este 

apartado de la demanda se aludirá al Congreso de la Unión (si 

es ley federal o una local del Distrito Federal emitida por este 

órgano legislativo) o al Congreso de la entidad federativa (si la 

leyes local) a quien se atribuye la emisión del cuerpo 

normativo que se impugna. Tratándose de la impugnación de 

un tratado internacional, este requisito se cumple señalando a 

la Cámara de Senadores como órgano que aprobó la 

celebración del tratado. En cuanto a los órganos ejecutivos que 

hayan promulgado dichas normas generales, obvio es que si se 

trata de una ley federal deberá señalarse al presidente de los 

Estados Unidos Mexicanos, y si se trata de una ley local, al 

gobernador de la entidad federativa respectiva . Ahora bien , en 

el caso de enderezarse la acción en contra de un tratado 

internacional, deberá señalarse como órgano promulgador del 

mismo al presidente de la República de conformidad con los 

artículos 76 , fracción 1; 89, fracción X y 133 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

• La norma general cuya invalidez se reclama y el medio 

oficial en que se hubiere publicado.- En este apartado de la 

demanda debe determinarse cuál es la norma general cuya 

constitucionalidad se cuestiona y que será objeto de estudio 

por parte de la Suprema Corte de Justicia de la Nación --ley 

federal o local, o en su caso, el tratado internacional-- , 

debiéndose precisar cuáles son los preceptos del cuerpo legal 

impugnado que se consideran inconstitucionales a menos de 

que se .impugne toda la ley o tratado internacional por 

considerar que en su integridad contraviene el texto 
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constitucional. En cuanto al medio oficial en que se publicó la 

norma general impugnada, debe entenderse el instrumento de 

difusión federal o local según sea el caso, en que se hace del 

conocimiento público dicha norma general, esto es, Diario 

Oficial de la Federación o Gaceta de la entidad federativa, 

medios de difusión que sirven a la Suprema Corte de Justicia 

para consultar en su forma originaria de publicación la norma 

general impugnada así como para determinar el aspecto de 

temporalidad en la presentación de la demanda de acción de 

inconstitucionalidad. 

• Los preceptos constitucionales que se estimen violados.­

En este punto, es menester que quien considera que una ley o 

tratado internacional viola el texto constitucional sostenga en 

qué parte de la misma se presenta la violación , es decir, cuál 

es el artículo constitucional que está siendo infringido o 

conculcado con motivo de la expedición de la ley impugnada o 

la celebración de un tratado internacional. 

• Los conceptos de invalidez.- Son los razonamientos lógico­

jurídicos que pretenden generar la convicción en el órgano 

controlante de que de manera parcial o total el contenido de 

una norma general se contrapone a lo dispuesto por la 

Constitución Federal , pudiendo incluso ser cuestionadas vía 

acción de inconstitucionalidad las constituciones de las 

entidades federativas por su inconformidad con dicha 

Constitución . 

Finalmente, es importante mencionar que el escrito de 

demanda por el que se ejerce la acción de inconstitucionalidad frente 
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a las leyes o tratados internacionales, debe presentarse dentro del 

plazo que establece la Ley Reglamentaria del artículo 105 

constitucional. 

e) Acumulación y conexidad.- El artículo 69 de la Ley 

Reglamentaria establece que el presidente de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, de oficio o a petición de parte, podrá decretar la 

acumulación de dos o más acciones de inconstitucionalidad , siempre 

que en ellas se impugne la misma norma. Debe entenderse que se 

trata de supuestos en que se impugna el mismo precepto legal o, en 

su caso, inciso del mismo. 391 

Cabe mencionar que el mismo artículo 69 de la ley regula 

también la conexidad y lo hace por referencia a las previsiones 

respecto de las controversias constitucionales de los artículos 37 y 38. 

Se trata de supuestos en que también se impugna ante la Suprema 

Corte un mismo precepto legal por estimarlo inconstitucional pero no 

por la misma vía procesal, sino por dos o incluso tres vías distintas: en 

primer lugar, por supuesto, a través de la acción de 

inconstitucionalidad, y junto a esta vía , se utilizan también la de las 

controversias constitucionales o la del amparo, o incluso ambas. Es 

claro que una circunstancia como ésta puede dar lugar a 

pronunciamientos contradictorios o incongruentes, por esta razón , 

cuando alguna de las hipótesis anteriores se actualice, deberá estarse 

a lo siguiente: 

,." Puede darse el caso de que sea interpuesta una acc ión de inconstitucionalidad por las 
mi norias parlamentarias y el procurador general de la República respecto de la misma 
norma. en este caso estaríamos ente la posibilidad de acumular las mismas en razón del 
obi ~ t o de control. Asi, la ac umulac ión permitida por la Ley Reglamentaria, sólo puede da rse 
cllando la interponga el procurador, o un grupo o fracción de un cuerpo legislati vo. 
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• El artículo 37 de la Ley Reglamentaría señala que la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación a solicitud de alguno de sus 

integrantes, podrá mediante acuerdos generales acordar el 

aplazamiento de la resolución de los juicios de amparo 

radicados en ella hasta en tanto se resuelva la acción de 

inconstitucionalidad, siempre que las normas impugnadas en 

uno y otras fueren las mismas, supuesto en el cual no correrá 

el término de caducidad previsto en la fracción V del artículo 74 

de la Ley de Amparo. 

• El artículo 38 de la Ley Reglamentaria en comento establece 

que cuando exista conexidad entre dos o más acciones de 

inconstitucionalidad y su estado procesal lo permita, podrá 

acordarse que se resuelvan en la misma sesión. 

Como puede observarse, la realización de dichos supuestos 

permiten a la Suprema Corte de Justicia acordar el aplazamiento del 

juicio de amparo y de la controversia constitucional cuando a través 

de dichas vías se impugne la misma norma que en la acción de 

inconstitucionalidad, plazo que no se computará a efectos de 

caducidad del litigio. 

f) Incidentes.- El artículo 12 de la Ley Reglamentaria establece 

cuáles son los incidentes que pueden presentarse durante la 

substanciación del juicio de acción de inconstitucionalidad. Dicho 

articulo establece lo siguiente: 

"Artículo 12.- Son incidentes de especial pronunciamiento el de nulidad de 
notificaciones, el de reposición de autos y el de falsedad de documentos. 
Cualquier otro incidente que surja e·n el juicio, con excepción del relativo a la 
suspensión , se fallará en la sentencia definitiva ." 
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De la lectura del artículo 12 de la ley reglamentaria del artículo 

105 constitucional, pueden distinguirse claramente dos tipos de 

incidentes: 

a) Los de especial pronunciamiento que conllevan la suspensión del 

proceso principal en cuanto que pueden promoverse por las partes 

ante el ministro instructor antes de que se dicte sentencia . Dichos 

incidentes de especial pronunciamiento que el artículo 12 determina 

casuísticamente y que son el de nulidad de notificaciones, el de 

reposición de autos y el de falsedad de documentos, deben 

substanciarse en una audiencia en la que el ministro instructor recibirá 

las pruebas y los alegatos de las partes y dictará la resolución que 

corresponda (artículo 13 LR 105). En el caso del incidente de 

reposición de autos, el artículo 13 determina que el ministro instructor 

ordenará certificar la existencia del anterior y la falta posterior del 

expediente, quedando facultado para llevar a cabo aquellas 

investigaciones que no sean contrarias a derecho.392 

b) Todos los restantes que se fallarán en la sentencia definitiva, 

precisamente porque no requieren especial pronunciamiento. 

Es importante mencionar que no es procedente el incidente de 

suspensión en el proceso de acción de inconstitucionalidad, pues de 

acuerdo con lo establecido por el artículo 64 de la Ley Reglamentaria 

"la admisión de una acción de inconstitucionalidad no dará lugar a la 

suspensión de la norma cuestionada". 

"., I3RAGE, op. cit , p. 212 . Cabe mencionar que por incidentes de prev io y espec ial 
pronunciamiento debemos entender todos aquellos que impiden que siga su curso el juicio 
mientras no se resuelvan, por referirse a presupuestos procesales (cuestiones acceso ri as) s in 
los que el proceso no puede ser vá lido. y que han de resolverse mediante una sentencia que 
únicamente a ellos concierna (sentencia interlocutoria) y no por la definitiva en la que se 
decide n las cuestiones litigiosas de fondo. 
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Debido a lo 

inconstitucionalidad 

anterior, la 

en nuestro 

admisión 

sistema 

de 

de 

la acción 

control de 

de 

la 

constitucionalidad no tiene nunca efectos suspensivos sobre la 

vigencia de la ley, que sólo podrá quedar afectada por la eventual 

sentencia sobre el fondo , pero no por la mera admisión de la 

procedencia de la acción. Esta solución parece enteramente 

razonable, en cuanto que debemos partir de la presunción de 

constitucionalidad de la ley, de ahí que el gravísimo efecto de 

suspender la vigencia de una ley democráticamente aprobada sólo 

tenga lugar, en principio, cuando el órgano que ejerce el control 

determine de modo fehaciente que la ley en cuestión vulnera algún 

precepto constitucional. Entretanto, esto es, en tanto no haya una 

resolución estimatoria sobre el fondo del asunto, la ley debe reputarse 

constitucional y, por consiguiente, no debe aceptarse su pérdida de 

vigencia , ni siquiera provisional. 393 

g) Notificaciones.- Los artículos 4, 5 Y 6 de la Ley 

Reglamentaria del artículo 105 constitucional establecen las reglas 

que deben seguirse para notificar resoluciones del procedimiento, 

tanto del ministro instructor como del Pleno y del presidente de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Las resoluciones deberán notificarse al día siguiente al en que 

se hubieren pronunciado mediante publicación en lista y por oficio 

entregado en el domicilio de las partes por el actuario o a través del 

correo en pieza certificada con acuse de recibo. En casos urgentes, 

podrá ordenarse que la notificación se haga por vía telegráfica . 

N .' ibiclel11 . pp. 213 Y 214. 
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Obsérvese que no se precisa cuándo se utiliza una forma de 

notificar y cuándo otra a excepción de la última en casos urgentes, 

que obviamente queda a discreción del presidente de la Suprema 

Corte o del ministro instructor determinar esa urgencia, puesto que 

nada se manifiesta en la Ley Reglamentaria.394 

La notificación por oficio entregado en el domicilio de las partes 

se aplica cuando la parte a quien debe notificarse proporcionó su 

domicilio o por alguna circunstancia consta en el expediente. La 

opinión de Juventino V. Castro es en el sentido de que si ese domicilio 

no se hace conocer o no consta en el expediente, se empleara el tipo 

de notificación bajo una publicación en lista. Las notificaciones a 

personas cuyos domicilios se ignoran deben hacerse por rotulón que 

se fijará en la puerta del juzgado (en este caso en el lugar adecuado 

de la Suprema Corte de Justicia) y deberá contener, en síntesis, la 

determinación judicial que ha de notificarse. La diferenciación entre 

notificaciones personales y aquellas que no tienen ese carácter 

personal pretende asegurar que una persona tome debido 

conocimiento del acto o resolución para que pueda cumplir con lo 

notificado, o interponga la defensa a que tenga derech0395 

No compartimos las anteriores consideraciones de Juventino V. 

Castro, pues consideramos innecesario notificar a las partes mediante 

publicación en lista o por rotulón, ya que al ser órganos 

constitucionales cuya residencia resulta ser del conocimiento público, 

su domicilio resulta de fácil ubicación. Por ello, de no señalarse el 

domicilio en la demanda, no estaríamos ante un supuesto 

desconocimiento del domicilio de las partes, y por tanto no existiría 

">J CASTRO, Juventino Y. El articulo 105 constitucional .. . p. 233. 
"" ibidem. pp. 234 Y 235 . 
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una imposibilidad real para llevar a cabo las diversas notificaciones de 

las actuaciones del proceso constitucional, por lo que las hipótesis 

hechas valer por el autor en comento difícilmente podrían actualizarse 

durante la substanciación del juicio de acción de inconstitucionalidad. 

Respecto a las notificaciones al presidente de los Estados 

Unidos Mexicanos, éstas se entenderán con el Secretario de Estado o 

jefe de departamento administrativo a quienes corresponda el asunto, 

o con el Consejero Jurídico del Gobierno de conformidad con las 

competencias establecidas en la ley. 

La forma de notificar mediante correo en pieza certificada con 

acuse de recibo debe intentarse por las partes que residan fuera de la 

localidad asiento de la Suprema Corte de Justicia; pero nada excluye 

que, a discreción del propio órgano jurisdiccional colegiado pudiere 

utilizarse cuando lo considere pertinente.396 

Las partes pueden designar a una o varias personas para oír 

notificaciones, imponerse a los autos y recibir copias de traslado. Las 

partes o sus representantes están obligadas a recibir los oficios de 

notificación que se les dirijan a sus oficinas, domicilio o lugar en que 

se encuentren . En caso de que las notificaciones se hagan mediante 

actuario, se hará constar el nombre de la persona con quien se 

entienda la diligencia , y si se niega a firmar el acta o a recibir el oficio, 

la notificación se tendrá por legalmente hecha. 

Finalmente, es importante señalar que las notificaciones surten 

sus efectos a partir del día siguiente a aquél en que hubieren quedado 

legalmente hechas. En este orden de ideas, las notificaciones que no 

"., REYES. Op. c it. p. 175 . 
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fueren hechas en la forma establecida por la Ley Reglamentaria en 

comento serán nulas, y una vez declarada la nulidad se impondrá 

multa de uno a diez dias de salario al responsable, quien en caso de 

reincidencia será destituido de su cargo. 

h) Substanciación.- Los artículos 64 a 68 regulan la 

substanciación del procedimiento establecido en la Ley Reglamentaria 

para la acción de inconstitucionalidad. 

El proceso se inicia con la recepción de la demanda, 

designando a continuación el presidente de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, según el turno que corresponda , a un ministro 

instructor a fin de que ponga el proceso en estado de resolución 

(articulo 24 LR 105). El ministro instructor examinará ante todo el 

escrito de demanda y si encontrara motivo manifiesto e indudable de 

improcedencia, la desechará de plano (artículo 25 LR 105). En este 

sentido, podrá aplicar las causales de improcedencia o de 

'sobreseimiento establecidas en la ley. 

Si el ministro instructor no aprecia ninguna causa de 

Improcedencia pero encuentra que el esCrito de demanda es obscuro 

o irregular, deberá entonces prevenir al demandante o a sus 

representantes comunes para que hagan las aclaraciones que 

correspondan dentro del plazo de cinco días (artículo 64 LR 105). Es 

importante mencionar que nada agrega la Ley Reglamentaria respecto 

a la contestación, reconvención o ampliación de la demanda que 

resultaren obscuras o irregulares, y no se hubieren aclarado por 

quienes las produzcan dentro del plazo señalado.397 

",- CA STRO. Juvenlino V . El articulo 105 constitucional. .. p. 3 12. 
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Transcurrido este plazo -sólo en caso de demanda obscura e 

irregular- el ministro instructor habrá de dar vista a los órganos 

legislativos que hubieren emitido la norma así como al órgano 

ejecutivo que la hubiere promulgado, con la finalidad de que dentro 

del plazo de quince días rindan un informe que contenga las razones 

y fundamentos tendientes a sostener la validez de la norma general 

impugnada o la improcedencia de la acción de inconstitucionalidad . Es 

importante mencionar que cuando la norma impugnada sea una ley 

aprobada por el Congreso de la Unión, dicho informe deberá rendirse 

por separado por ambas cámaras (artículo 64 LR 105). 

Asimismo, el ministro instructor le dará vista al procurador 

general de la República con el escrito y los informes citados a efecto 

de que hasta antes de la citación para sentencia , formule el pedimento 

que corresponda, siempre y cuando, por supuesto, el procurador no 

hubiere sido el promovente de la acción de inconstitucionalidad 

(artículo 66 LR 105). 

Después de presentados los informes del órgano legislativo 

emisor y del ejecutivo que publicó la norma general impugnada o 

habiendo transcurrido el plazo para ello , el ministro instructor pondrá 

los autos a la vista de las partes a fin de que dentro del plazo de 

cinco días formulen alegatos (artículo 67 LR 105). Es preciso 

mencionar que hasta antes de dictarse sentencia el ministro instructor 

podrá solicitar a las partes o a quien juzgue conveniente, todos los 

elementos que a su juicio resulten necesarios para la mejor solución 

del asunto. 

Agotado el procedimiento, el ministro instructor propondrá al 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el proyecto de 
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sentencia para la resolución definitiva del asunto planteado (artículo 

68 LR 105). 

Es importante mencionar que una vez dictada la sentencia, el 

Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenará 

notificarla a las partes, y mandará publicarla de manera íntegra en el 

Semanario Judicial de la Federación , conjuntamente con los votos 

particulares que se formulen 398 

i) Sentencia.- De acuerdo con lo establecido en el artículo 41 

de la Ley Reglamentaria, la sentencia que resuelve una acéión de 

inconstitucionalidad deberá contener los siguientes requisitos : 

La fijación breve y precisa de las normas generales objeto 

de la acción de inconstitucionalidad y, en su caso, la apreciación 

de las pruebas conducentes a tenerlos o no por demostrados.­

La fijación breve y precisa será de las normas generales objeto de la 

acción de inconstitucionalidad, es decir, el señalamiento de la ley o 

tratado internacional impugnado. Las pruebas tendientes a tenerlos o 

no por demostrados se reducen a uno o dos documentos públicos : el 

Diario Oficial de la Federación y, en su caso, la gaceta o diario de la 

entidad federativa donde se promulgó la ley impugnada.399 

Los preceptos que la fundamentan.- En este punto debe 

hacerse referencia a los preceptos que fundamentan la sentencia , es 

decir, los preceptos constitucionales y legales que facultan a la 

-"', REYES. Op. cit , p. 186. 
"I'l ib ídem. p. 179. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación dictar sentencia respecto de 

una acción de inconstitucionalidad 4oo 

Respecto de los preceptos constitucionales, es obvio que el 

fundamento es el artículo 105, fracción 11. En cuanto a los preceptos 

legales, debe hacerse referencia a los artículos 1,4, 7 Y 10, fracción I 

de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación ; asimismo, se 

debe hacer referencia a los artículos 71 , 72 Y 73 de la Ley 

Reglamentaria del artículo 105 constitucional. 

Las consideraciones que sustenten su sentido, asi como 

los preceptos que en su caso se estimaren violados.- Es aquí 

donde el ministro instructor propone los razonamientos lógico-jurídicos 

que respaldan el sentido de la sentencia . En este caso apl ica la figura 

de la suplencia , en el sentido de que si bien se estimaron violados 

algunos preceptos, la parte demandante no invocó los mismos, por lo 

que el ministro instructor deberá hacerlos valer de ofici0 401 

Los alcances y los efectos de la sentencia, fijando con 

precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las 

normas generales respecto a los cuales· opere y todos aquellos 

elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que 

corresponda . Cuando la sentencia declare la invalidez de una 

norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas 

normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada.- Al 

respecto, juzgamos conveniente reproducir las consideraciones que 

sobre este punto ha elaborado Pablo Enrique Reyes Reyes. Dicho 

JU" íbidem. 

' ''' REYES. Op. cit . p.179. Respecto a la figura procesa l de la suplencia, véase inlb. p. 362 
Y ss. 

360 

-



-

autor menciona que en este punto existen diversos conceptos que 

vale la pena desarrollar, y que son: 

"1. Los alcances y efectos de la sentencia; aqui se señalará en qué términos 
se resuelve el juicio de inconstitucionalidad, es decir, se plasmarán los 
"considerandos" de la sentencia, asi como los razonamientos y los elementos 
que tomó en cuenta el ministro instructor al confrontar los preceptos de la ley, 
o tratado internacional con el Código Supremo. 

2. Fijando con precisión los ' órganos obligados a cumplirla; el ministro 
instructor señalará al Ejecutivo Federal cuando se trata de leyes de carácter 
federal y tratados internacionales, asi como leyes del Distrito Federal que para 
su mejor conocimiento se hubieren promulgado en el Diario Oficial de la 
Federación ; y señalará al Ejecutivo estatal cuando se trate de normas 
generales en el ámbito local, asimismo señalará el órgano legislativo que 
hubiere expedido la norma o que hubiere ratificado el tratado internacional. 

3. Las normas generales respecto de las cuales opere; en el caso de la 
acción de inconstitucionalidad sólo opera respecto de la norma general (ley) o 
tratado internacional impugnado. 

4. Todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito 
que corresponda' la eficacia de una sentencia se sitúa de acuerdo con el 
sentido de la misma, es decir, si se declara a) improcedente; b) procedente 
pero infundada (en estos dos supuestos el ministro instructor puede mandar 
publ icar la sentencia en el Semanario Judicial de la Federación - órgano de 
publicación del Poder Judicial de la Federación- y debe notificar a las partes 
para conocer el sentido de la sentencia); c) procedente y fundada pero con 
votación de in constitucionalidad de siete ministros o menos, aquí la ley no 
establece nada al respecto; d) procedente, fundada y con votación de 
inconstitucionalidad de ocho ministros o más. 

5. Cuando la sentencia declare la invalidez de una norma general, sus efectos 
deberán extenderse a todas aquellas normas cuya invalidez dependa de la 
propia norma invalidada; este es el caso de que la ley reglamentaria de algún 
artículo constitUCional o referente a alguna disposición constitucional. .. , o bien . 
alguna otra disposición legal dependa de la misma, por ejemplo, el reenvío de 
una ley a otra ... •02 

Los puntos resolutivos que decreten el sobreseimiento, o 

declaren la validez o invalidez de las normas generales, y en su 

caso la absolución o condena respectivas, fijando el término para 

el cumplimiento de las actuaciones que se señalen y, en su caso, 

el término en el que la parte condenada deba realizar una 

actuación . 

.. ,~ ibidem. p. 180. 
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j) Suplencia de la queja y del error.- El artículo 71 de la Ley 

Reglamentaria establece que al dictar sentencia la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación deberá corregir los errores que advierta en la cita 

de los preceptos invocados y suplir los conceptos de invalidez 

planteados en la demanda, pudiendo por lo demás fundar su 

declaratoria de inconstitucionalidad en la violación de cualquier 

precepto constitucional haya o no sido invocado en el escrito inicial de 

demanda. 

Esto significa que se autoriza al juzgador, al dictaminar 

sentencia, el empleo de dos tipos de suplencia : suplencia del error y 

suplencia de la queja deficiente, por lo que el juzgador no se limita a 

corregir dicha equivocada citación o invocación de los preceptos, sino 

también a modificar los conceptos de invalidez expuestos por el actor. 

De este modo, suplir la deficiencia de la queja implica no sólo 

ceñirse a los conceptos de invalidez expuestos en la demanda de 

acción de inconstitucionalidad, sino que para garantizar el principio de 

supremacia constitucional y proteger a la Constitución del Estado el 

órgano de control puede hacer valer oficiosamente cualquier aspecto 

anticonstitucional o inconstitucional no invocado como concepto de 

invalidez, a fin de mantener incólume lo establecido en el texto 

constitucional así como el respeto de dicho principio de supremacía 

constitucional. 

Por su parte, la suplencia del error es la recomposición que 

hace en este caso el ministro instructor primero, y la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación en segundo término para corregir de oficio los 

defectos en que el actor incurre al plantear su demanda respecto a las 
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disposiciones constitucionales violadas y que se complementan por el 

sentenciador en forma tal que debe entenderse que se mejoran 

legítimamente por la Suprema Corte, dándose como hecho que la 

precisión se hizo por el demandante mismo para los efectos de que la 

sentencia se ocupe de los fundamentos y los planteamientos no 

establecidos en un inicio en el escrito de demanda 4 03 

k) Efectos de la sentencia.- Una de las innovaciones de la 

reforma constitucional al artículo 105 es la referente a la posibilidad de 

que las sentencias dictadas en los juicios de acción de 

inconstitucionalidad tengan efectos generales, invalidando de esta 

manera una ley federal o estatal , o bien , un tratado internacional. 

Es importante mencionar que la posibilidad de declarar con 

efectos generales la inconstitucionalidad de una ley o tratado 

internacional está rodeada de diversas condiciones, especialmente la 

de cumplir con el requisito del número de votos de los miembros del 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Al respecto, el 

artículo 72 de la Ley Reglamentaria establece lo siguiente : 

"Artículo 72.- Las resoluciones de la Suprema Corte de JustiCia de la Nación 
sólo podrán declarar la invalidez de las normas impugnadas, si fueren 
aprobadas por cuando menos ocho votos . Si no se aprobaran por la mayoria 
indicada, el Tribunal Pleno desestimará la acción ejercitada y ordenará el 
archivo del asunto." 

Como puede observarse, el anterior precepto regula en qué 

supuestos la sentencia ha de considerarse estimatoria y en cuáles 

desestimatoria : "Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia 

sólo podrán declarar la invalidez de las normas impugnadas, si fueren 

aprobadas por cuando menos ocho votos", de tal forma que si la 

",' CASTRO, Juventivo V. El arrícu/o /05 co/"/s litucio/"/a/ .... p. 330. 
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sentencia no es aprobada por la mayoría indicada, "el Tribunal Pleno 

desestimará la acción ejercitada y ordenará el archivo del asunto". Ello 

no es más que una precisión de lo dispuesto por el artículo 105 

constitucional, en el sentido de que "las resoluciones de la Suprema 

Corte de Justicia sólo podrán declarar la invalidez de las normas 

impugnadas, siempre que fueren aprobadas por una mayoría de 

cuando menos ocho votos"; sólo en ese caso puede considerarse 

estimatoria de la inconstitucionalidad la sentencia . 

Efectos en cuanto a los destinatarios.- Si la sentencia es 

estimatoria, el efecto que produce es la declaración de la invalidez de 

la norma , su expulsión pura y simple del ordenamiento jurídico, 

declaración de invalidez que tendrá efectos generales y no 

particulares o limitados a una determinada relación jurídica, lo cual 

resulta ser una necesidad imperiosa y una exigencia lógica de este 

medio de control abstracto de la constitucionalidad, pues en este caso 

la relación procesal no se establece entre un demandante y un 

demandado, sino más bien , fundamentalmente, entre un recurrente y 

una norma general cuya constitucionalidad es cuestionada . En 

consecuencia, el objeto del control de la constitucionalidad de la 

norma general (ley o tratado internacional) es su anulación y los 

efectos de la decisión son necesariamente erga omnes (generales), 

nunca inter partes (particulares)404, debido a que el objetivo es 

preservar el estado de constitucionalidad del ordenamiento jurídico 

existente en el Estado. 

Efectos en el tiempo.- Por lo que se refiere a la eficacia en el 

tiempo de la declaración de inconstitucionalidad, hay que decir que la 

nulidad que dicha declaración encierra es una nulidad que no produce 

"" I3RAGE. o p. cit , pp.225 y 226. 
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efectos retroactivos (ex nunc), sino que sólo es efectiva a partir del 

momento de su declaración. La sentencia no es meramente 

declarativa (desestimatoria), sino constitutiva. Esta es la nulidad, 

anulabilidad más bien, propia del sistema austriaco, que equipara la 

sentencia estimatoria de la inconstitucionalidad a una derogación o 

abrogación de la norma general y que ha sido adoptada por nuestro 

actual sistema de control de la constitucionalidad, en particular, por el 

procedimiento establecido para el medio abstracto de control de la 

constitucionalidad denominado en nuestro país acción de 

inconstitucionalidad405
, que corresponde a las estructuración y 

funcionamiento propios de los medios de control a posteriori de la 

constitucionalidad . 

Respecto de los efectos en el tiempo de la sentencia 

estimatoria pronunciada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

en el juicio de acción de inconstitucionalidad, merecen ser destacados 

los siguientes puntos de la regulación constitucional positiva en 

nuestro país A06 

1. El principio general del cual se parte en cuanto a los efectos 

temporales de las sentencias estimatorias de la 

inconstitucionalidad, está formulado negativamente en el artículo 

105 constitucional al señalar que la declaración de 

inconstitucionalidad no tendrá efectos retroactivos . Es 

importante señalar que la Suprema Corte de Justicia no está 

facultada para establecer, en ciertos casos, que la eficacia de la 

declaración de inconstitucionalidad se extienda a hechos 

consumados con anterioridad a la misma. 

'''' íbidem. p. 226. 
"., ídem. p. 230 Y ss. 
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2. Si bien la Constitución sólo dice que la nulidad no tendrá efectos 

retroactivos, en el texto constitucional no se afirma 

expresamente que haya de producir necesariamente sus efectos 

inmediatamente después del pronunciamiento de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, por lo que en la Ley 

Reglamentaria del artículo 105 constitucional se establece que 

producirá sus efectos a partir de la fecha que dicho órgano 

colegiado determine, por lo que se establece una eficacia 

diferida de la sentencia estimatoria de inconstitucionalidad 

(articulo 45 LR1 05). 

3. La única excepción que establece el propio artículo 105 

constitucional al principio general de irretroactividad de los 

efectos en el tiempo de la declaración de inconstitucionalidad , es 

la referida a la materia penal, en la que rigen los principios 

generales y disposiciones legales aplicables a esta materia 

(artículo 45 LR 105). 

El valor de cosa juzgada.- Las sentencias estimatorias se 

benefician del valor de cosa juzgada, es decir, no son susceptibles de 

recurso alguno y se imponen a todos los órganos públícos y 

autoridades. Así lo establece el artículo 43 de la Ley Reglamentaria : 

"Articulo 43.- Las razones contenidas en los considerandos que funden los 
resolutivos de las sentencias aprobadas por cuando menos ocho votos, serán 
obligatorias para las Salas, tribunales unitarios y colegiados de circuito, 
juzgados de distrito, tribunales militares, agrarios y judiciales del orden común 
de los Estados y del Distrito Federal, y administrativos y del trabajo, sean 
éstos federales o locales." 

Además, la Suprema Corte no puede volver a conocer de la 

constitucionalidad de esas mismas normas (identidad de objeto) 
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cuando los conceptos de invalidez alegados sean los mismos 

(identidad de causa) por ser esta una causa legal de improcedencia. 

Se plantea también la cuestión de si la autoridad de cosa 

juzgada vincula a la propia Suprema Corte en cuanto a la doctrina 

formulada y a la interpretación Uurisprudencia) por ella sostenida . Aquí 

hay que entender que la Suprema Corte no está absolutamente 

"atada" por sus decisiones anteriores, sino que, puesto que la 

Constitución no es una fórmula matemática ni puede ser tampoco un 

texto muerto, dicho órgano colegiado puede rectificar criterios 

anteriores407 

1) Ejecución de la sentencia.- El capítulo 111 del título 111 de la 

Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y 11 del artículo 105 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos tiene por 

objeto la regulación de las sentencias dictadas en los juicios de 

acción de inconstitucionalidad , y aunque su artículo 73 efectúa una 

remisión a diversos preceptos referidos a las sentencias en las 

controversias constitucionales, no se hace, en cambio, ninguna 

remisión a los preceptos que regulan la ejecución de las sentencias 

dictadas en tales controversias. Resulta así que la ejecución de las 

sentencias dictadas en los juicios tanto de controversias 

constitucionales como de acción de inconstitucionalidad carecen de 

regulación específica, lo que impide considerar aplicable a la acción 

de inconstitucionalidad todo lo previsto para las controversias 

constitucionales, y ello por virtud de la remisión que el articulo 59 de la 

ley efectúa con carácter general a la regulación de las controversias 

,,,; BRAGE. o p. c il. p. 232. 
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en todo lo no previsto en el título 111 respecto de las acciones de 

inconstitucionalidad.4oB 

Por lo tanto, es la propia Constitución la que prevé que en caso 

de incumplimiento de las resoluciones dictadas con motivo de las 

acciones de inconstitucionalidad, se aplicarán los procedimientos 

previstos en la misma Constitución para el amparo en su artículo 107, 

fracción XVI y que en su globalidad tienden a convertir la ejecución de 

dichas sentencias en facultad exclusiva de la Suprema Corte (artículo 

105 constitucional , último párrafo). 

Debido a lo anterior, puede decirse que, en primer lugar, en 

relación a las controversias constitucionales, se establece en el 

articulo 46 de la Ley Reglamentaria que las propias partes habrán de 

informar al presidente de la Suprema Corte de Justicia del 

cumplimiento de la sentencia en el plazo fijado por la misma, debiendo 

aquél resolver si la sentencia ha sido efectiva y debidamente 

cumplida, disposición que no tiene sentido aplicar al juicio de acción 

de inconstitucionalidad en el que los efectos no son inter partes sino 

erga omnes, ni hay tampoco partes en sentido estricto que defiendan 

sus propios intereses409 

En caso de incumplimiento total o parcial , las partes de 

conformidad con lo establecido en el artículo 46 podrán solicitar al 

presidente de la Suprema Corte para que requiera a la parte obligada 

de inmediato informe sobre su cumplimiento. Si ese cumplimiento no 

se produce en el plazo de cuarenta y ocho horas desde la notificación 

del requerimiento o la ejecutoria se encontrare en vía de ejecución, o 

,o. Íbidem. p.239. 
'o., Ídem. p.240. 
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si se advierte el intento de eludir su cumplimiento, el presidente de la 

Suprema Corte de Justicia cuando la naturaleza del acto lo consienta, 

turnará el asunto al ministro ponente para que someta al Pleno el 

proyecto por el cual se aplique el último párrafo del artículo 105 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo que 

remite a su vez al texto de los dos primeros párrafos del artículo 107, 

fracción XVI. En dicho artículo 107 constitucional se establece: 

"Articulo 107.- ... XVI. Si concedido el amparo la autoridad responsable 
insistiere en la repetición del acto reclamado o tratare de eludir la sentencia de 
la autoridad federal, y la Suprema Corte de Justicia estima que es inexcusable 
el incumplimiento, dicha autoridad será inmediatamente separada de su cargo 
y consignada al Juez de Distrito que corresponda. Si fuere excusable, previa 
declaración de incumplimiento o repetición, la Suprema Corte requerirá a la 
responsable y le otorgará un plazo prudente para que ejecute la sentencia . Si 
la autoridad no ejecuta la sentencia en el término concedido, la Suprema 
Corte de Justicia procederá en los términos primeramente señalados. 

Cuando la naturaleza del acto lo permita, la Suprema Corte de Justicia, una 
vez que hubiera determinado el incumplimiento o repetición del acto 
reclamado, podrá disponer de oficio el cumplimiento sustituto de las 
sentencias de amparo, cuando su ejecución afecte gravemente a la sociedad 
o a terceros en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera 
obtener el quejoso. Igualment.e, el quejoso podrá solicitar ante el órgano que 
corresponda, el cumplimiento sustituto de la sentencia de amparo, siempre 
que la naturaleza del acto lo permita ." 

Para determinar los alcances de estas disposiciones 

constitucionales, es preciso diferenciar las distintas posibilidades que 

puede presentar la ejecución del fallo protector según la materia de la 

controversia. Si se trata de normas generales, que será siempre la 

hipótesis en la acción de inconstitucionalidad, la sola declaración de 

invalidez consuma los efectos anulatorios, por lo que ya no es 

necesario identificar los posibles supuestos de incumplimiento o de 

cumplimiento sustituto, pero en la hipótesis de repetición de la norma 

general impugnada por parte de la autoridad encargada de su 

expedición, el artículo 47 de la Ley Reglamentaria dispone que la 

Suprema Corte, una vez probada la repetición o la aplicación indebida 
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de las normas generales anuladas, ordenará la separación de la 

autoridad y su consignación penal, por lo que no puede optarse por el 

cumplimiento sustituto.41o 

m) Recursos.- En el juicio de acción de inconstitucionalidad no 

cabe recurso contra las sentencias dictadas en el mismo (cosa 

juzgada en sentido formal), lo cual es perfectamente coherente con la 

competencia exclusiva que en esta materia tiene el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación.41 1 

El único recurso existente en el juicio de acción de 

inconstitucionalidad es el de reclamación de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 70 de la Ley Reglamentaria qué establece 

que dicho recurso únicamente procederá en contra de los autos del 

ministro instructor que decreten la improcedencia o el sobreseimiento 

de la acción , sin entrar, por consiguiente, en el fondo de la cuestión . 

De conformidad con lo establecido en el artículo 51, este 

recurso de reclamación deberá promoverse en un plazo de cinco días . 

posteriores al auto o resolucíón impugnados y en él deberán 

expresarse agravios y acompañarse pruebas. Se promueve ante el 

presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien 

correrá traslado a las demás partes para que dentro del plazo de cinco 

días aleguen lo que a su derecho convenga . Transcurrido este último 

plazo, el presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

turnará los autos a un ministro distinto del instructor con la finalidad de 

que elabore el proyecto de resolución que deba someterse al Tribunal 

Pleno (artículo 53 LR 105). Es este último el que resolverá en 

.,n BRAGE. o p. c it, p.24 1. 
'" Íbide m. p.213 . 
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definitiva y proveerá lo necesario para el debido cumplimiento de la 

ejecución. 

Es importante mencionar que de acuerdo con lo establecido en 

el articulo 54, cuando el recurso de reclamación se promueva sin 

motivo, se impondrá al recurrente o a su representante, a su abogado 

o a ambos, una multa de 10 a 120 d ias de salario. 

4.3 Las acciones de inconstitucionalidad en materia electoral 

Una vez estudiado el procedimiento de la acción de 

inconstitucionalidad y su substanciación , corresponde ahora analizar 

el procedimiento específico de la acción de inconstitucionalidad en 

materia electoral. No obstante, es preciso aclarar que sólo 

estableceremos las principales diferencias existentes entre ambas 

modalidades de este medio de control de la constitucionalidad de 

normas generales, con el fin de evitar redundancias innecesarias , ya 

que del análisis de los diversos aspectos y elementos procesales 

estudiados en el anterior aparatado puede concluirse que los mismos 

son aplicables en su integridad respecto de la acción de 

inconstitucionalidad en materia electoral. 

En este orden de ideas, los elementos o aspectos 

procedimentales que se diferencian en materia electoral son los 

siguientes: 

a) Partes.- De conformidad con lo establecido por el inciso f) 

de la fracción 11 del artículo 105 constitucional en relación con el 

articulo 10 de la Ley Reglamentaria, los partidos políticos están 
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legitimados activamente para promover la acción de 

inconstitucionalidad. 

En términos de lo previsto en los anteriores preceptos, los 

partidos políticos son considerados parte demandante (actora) en los 

procedimientos abstractos de control de la constitucionalidad de leyes 

electorales además de los señalados en la fracción 11 del artículo 105 

constitucional (fracciones de los órganos legislativos y el Procurador 

General de la República). 

En el artículo 105 constitucional se establece que los partidos 

politicos con registro ante el Instituto Federal Electoral , por conducto 

de sus dirigencias nacionales, están legitimados para ejercer la acción 

de inconstitucionalidad en contra de leyes electorales federales o 

locales, mientras que los partidos políticos con registro estatal, a 

través de sus dirigencias, únicamente podrán ejercerla en contra de 

leyes electorales expedidas por el órgano legislativo del Estado que 

les otorgó el registro. 

Es importante mencionar al respecto que a diferencia de los 

demás sujetos legitimados activamente para ejercer la acción de 

inconstitucionalidad --Procurador General de la República y fracciones 

de los órganos legislativos, tanto federales como de las entidades 

federativas, quienes pueden demandar la inconstitucionalidad de 

leyes incluidas las electorales--, los partidos políticos sólo pueden 

ejercer la acción de inconstitucionalidad en contra de leyes 

electorales. Basta con que el partido político demandante esté 

registrado, bien a nivel nacional41 2 (si es que la ley electoral 

,, : Sobre el reg istro de los partidos politi cos nacionales, véa nse los articulas 24 a 29 del 
COFIPE (requisi tos y procedimientos de constitución) y 30-3 1 (otorgamiento de regi stro ). 
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considerada como inconstitucional es federal), o bien a nivel local (si 

la ley electoral cuya constitucionalidad pretende sea verificada es 

local). 

Al respecto, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación ha conformado la tesis de jurisprudencia P./J .27/99, visible en 

la página 253 del Tomo IX del Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, Novena Época, correspondiente al mes de abril de 1999, 

que al texto es como sigue: 

ACCiÓN DE INCONSTITUCIONAlIDAD. LOS PARTIDOS POLÍTICOS NO 
SON LOS ÚNICOS QUE PUEDEN COMBATIR EN ESTA VíA LEYES 
ELECTORALES. Con motivo de la reforma al articulo 105, fracción 11 , de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el veintidós de agosto de mil novecientos noventa y 
seis, se suprimió la prohibición expresa que se contenía en el primer parrafo 
de la citada fracción, que impedía ejercer la acción de inconstitucionalidad en 
contra de leyes electorales, con lo que se establecíó un régimen genérico en 
virtud del cual las partes legitimadas a que se refiere la fracción 11 en todos sus 
incisos, pueden acudir a dicha vía para impugnar leyes electorales, sin mas 
limitantes que las que los propíos incisos establecen. Con esta reforma se 
adicionó el inciso fl y los dos párrafos siguientes a este inciso, del citado 
precepto constitucional , que autorizan a los partidos políticos a impugnar leyes 
electorales en esta via y se establece que la única vía para plantear la 
contradicción entre este tipo de leyes y la Constitución, es la acción de 
inconstitucionalidad. La introducción de este inciso no significa que 
únicamente los partidos sean los que pueden impugnar leyes electorales . 
pues de ser asi , el Poder Reformador expresamente lo hubiera señalado; y, el 
que enseguida del inciso se haya adicionado un parrafo en el que se 
establece que la unlca vía para impugnar leyes electorales por 
inconstitucionales lo sea la acción, tampoco implica que se refiera únicamente 
a los partidos políticos , pues tal disposición debe entenderse como parte del 
sistema general y no vinculado estrictamente al citado inciso, ya que, de otra 
manera, en el referido parrafo se habría señalado expresamente que la única 
via para impugnar leyes electorales Que sean contrarias a la Constitución 
seria la prevista en el referido inciso fl . Asi , armónicamente interpretada la 
disposición constitucional y acorde con el espiritu de su reforma, se concluye 
que se amplia la legitimación de la acción de inconstitucionalidad frente a una 
clase específica de leyes: las electorales ; respecto de las cuales el circulo de 
legitimación se extiende, bajo ciertas condiciones formales y territoriales , a los 
partidos políticos, lo que se explica por el especial interés que éstos tienen en 
cuanto tales respecto de este tipo de leyes, pero ello no justificaría la 
exclusión de los legitimados por el régimen común para impugnar las leyes y, 
por lo mismo, la legitimación específica de los partidos es concurrente con la 
de los demas legitimados, quienes también pueden participar de manera 
relevante en esta tarea de control constitucional. 
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Acción de in constitucionalidad 10/98. Minoría parlamentaria de la LXVIII 
Legislatura del Congreso del Estado de Nuevo León. 25 de febrero de 
1999. Unanimídad de diez votos. Ausente : José Vicente Aguinaco 
Alemán. Ponente: Humberto Román Palacios. Secretario: Osmar 
Armando Cruz Quiroz. El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada 
el cinco de abril en curso, aprobó, con el número 27/1999, la tesis 
jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a seis de abril de 
mil novecientos noventa y nueve. 

Para concluir con este punto, es importante mencionar que 

para tener acreditada la legitimación de los partidos políticos en el 

juicio de acción de inconstitucionalidad , deben cumplirse los 

siguientes requisitos: 

1. El partido político debe contar con registro definitivo ante la 

autoridad electoral correspondiente (federal o local), 

acreditándolo con la constancia de registro otorgada por la 

misma a dicho partido político. 

Resulta aplicable a lo anterior la tesis de jurisprudencia 

P./J.27/99 conformada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, visible en la página 357 del Tomo V del Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta , Novena Época , 

correspondiente al mes de febrero de 1997, cuyo rubro y texto se 

transcriben a continuación : 

ACCION DE INCONSTlTUCIONALlDAD. CARECE DE LEGITIMACION 
PROCESAL PARA PROMOVERLA EL PARTIDO POLlTlCO QUE SOLICITO 
REGISTRO CONDICIONADO Y ESTE LE FUE NEGADO POR LA 
AUTORIDAD ELECTORAL. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 
105, fracción 11 , inciso f) , de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y 62 de su ley reglamentaria , reformados, respectivamente, 
mediante decretos publicados en el Diario Oficial de la Federación los días 
veintidós de agosto y veintidós de noviembre de mil novecientos noventa y 
seis , los partidos políticos pueden promover acción de inconstitucionalidad en 
contra de normas de carácter electoral; sin embargo, para ello deberán contar 
con el registro ante el Instituto Federal Electoral en caso de impugnarse leyes 
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electorales federales o locales, o con el registro estatal , de impugnarse leyes 
electorales expedidas por el órgano legislativo de la entidad federativa que les 
otorgó el registro. Por tanto, si el partido promovente demuestra haber 
solicitado el registro condicionado conforme a la convocatoria expedida por la 
autoridad electoral y ésta le negó el registro, debe estimarse que carece de 
legitimación procesal para ejercitar la acción constitucional de mérito, por no 
acreditar contar con el certificado respectivo, expedido en términos de lo 
dispuesto por los articulos 22 y 33 del Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales. 

Acción de inconstitucionalidad 7/96. Partido Foro Democrático. 7 de 
enero de 1997. Unanimidad de once votos . Ponente : Oiga Maria del 
Carmen Sánchez Cordero de Garcia Villegas. Secretario : Osmar 
Armando Cruz Quiroz. El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada 
el diez de febrero en curso, aprobó, con el número 16/1997, la tesis 
jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a diez de febrero 
de mil novecientos noventa y siete. 

2. Los partidos políticos que hagan uso de su legitimación habrán 

de hacerlo a través de sus dirigencias por así determinarlo 

expresamente la Constitución . Cuando sean partidos con 

registro a nivel nacional ante el Instituto Federal Electoral , la 

decisión de interposición de la acción habrá de adoptarse por 

las dirigencias nacionales por asi determinarlo el texto del 

artículo 105, fracción 11, inciso f; ello incluso para el caso de 

que la ley que se impugne sea estatal y no nacional , pues al 

ser un partido de ámbito federal se exige que sea su dirección 

nacional la que adopte la decisión de impugnar una ley de 

ámbito estatal. Cabe aclarar que la solución será distinta 

cuando el partido político tenga registro estatal, pues en tal 

supuesto se establece en el precepto constitucional que los 

partidos politicos ejercen esta legitimación "a través de sus 

dirigencias", dirigencias que son las del ámbito estatal 41 3 En 

otras palabras , las leyes electorales de las entidades 

federativas (locales) pueden ser impugnadas mediante la 

acción de inconstitucionalidad por los partidos políticos con 

m BRAG E. Op. ci l. . p. 135. 
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registro nacional, no existiendo limitación constitucional o legal 

que les impida hacerlo, a diferencia de los partidos políticos 

con registro estatal quienes únicamente podrán impugnar leyes 

expedidas por el órgano legislativo de la entidad federativa en 

la que hayan obtenido su registro. 

Es importante señalar que en todos los supuestos de 

legitimidad de los partidos políticos, no se dispone limitación alguna 

que obligue a los partidos políticos a tener o no representación en los 

órganos legislativos correspondientes, es decir, pueden impugnar 

leyes electorales partidos políticos que todavía no han participado en 

una elección, o habiendo participado en la última elección no cuentan 

con representación en el órgano legislativo correspondiente pero 

conserven su registro al obtener el porcentaje de votación requerido 

legalmente. 

3. Respecto a la representación de los partidos políticos en el 

procedimiento de acción de inconstitucionalidad, debe atenderse a 

lo dispuesto por los dos primeros párrafos del artículo 11 de la Ley 

Reglamentaria : 

"Articulo 11 . El actor, el demandado y, en su caso. el tercero interesado 
deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, en 
términos de las normas que los rigen , estén facultados para representarlos . En 
todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio goza de la 
representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo , salvo prueba en 
contrario. 

En las controversias constitucionales no se admitirá ninguna forma diversa de 
representación a la prevista en el párrafo anterior; sin embargo, por medio de 
oficio podrán acreditarse delegados para que hagan promociones, concurran a 
las audiencias y en ellas rindan pruebas, formulen alegatos y promuevan los 
incidentes y recursos previstos en esta ley." 
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En atención a lo establecido en dicho precepto legal y debido la 

remisión al mismo hecha valer en atención al citado régimen de 

supletoriedad establecido por el artículo 59 de la Ley Reglamentaria 

del artículo 105 constitucional. resulta evidente que de conformidad 

con los estatutos de los partidos políticos. los representantes de éstos 

podrán acreditar su personalidad para comparecer en el juicio de 

acción de inconstitucionalidad. en tanto que para realizar diversas 

promociones --incluyendo la de presentación de los incidentes y 

recursos. concurrir a audiencias. rendir pruebas y formular alegatos. 

mediante oficio firmado por el o los acreditados--. podrán delegarse 

dichas funciones 414 Como puede observarse . las figuras procesales 

de representantes y delegados están presentes en esta modalidad del 

procedimiento de acción de inconstitucionalidad . 

Cabe aclarar qüe el representante del partido político deberá 

tener facultades para interponer la acción de inconstitucionalidad así 

como para actuar durante el juicio. de conformidad con las 

disposiciones contenidas en los estatutos del partido. debiendo 

acreditarlo con la exhibición de los mismos. 

b) Plazo para ejercer la acción de inconstitucionalidad en 

materia electoral.- El artículo 60 de la Ley Reglamentaria establece 

que "el plazo para ejercer la acción de inconstitucionalidad será de 

treinta días natura/es contados a partir del día siguiente a la fecha en 

que /a ley o tratado internacional impugnado sea publicado en el 

correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil. 

la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente" . 

.¡ I'¡ MERCADER DiAZ DE LEÓN. Antonio Eduardo. El jl/icio eleuoral cilldadano y olro.\ 
medios de cOl1lrol colISlilllciol1al . México. Ed itorial Delma. 200 1, pp. 307 Y 308. 
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No obstante cuando el objeto de control sean leyes electorales, 

de acuerdo con el citado artículo, para el cómputo de los plazos 

deberán considerarse todos los días como hábiles, por lo que en el 

procedimiento de acción de inconstitucionalidad en materia electoral 

no serán aplicables las reglas para el cómputo de los plazos 

establecidas en el artículo 3 de la Ley Reglamentaria415
, ni lo 

dispuesto por el artículo 2 de la misma que considera como hábiles 

todos los días que determina la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación en su artículo 163. Sin embargo, lo establecido en los 

artículos 7 y 8 de la Ley Reglamentaria en comento sí tendrán 

aplicación por no presentar contradicción alguna con los artículos 

anteriormente citados 41 6 

c) Substanciación.- Al igual que para la acción de 

inconstitucionalidad, los artículos 64 a 68 regulan la substanciación 

del procedimiento establecido en la Ley Reglamentaria para la acción 

de inconstitucionalidad en materia electoral. No obstante, de la lectura 

de dichos artículos pueden observarse algunas diferencias respecto a 

w "Artículo 3.- Los plazos se computarán de conformidad con las reglas siguientes: 
1. Comenzarán a correr al día siguiente al en que surta sus efec tos la notificación. 
incluyendose en ellos el día del vencimiento; 
11. Se contarán só lo los días hábiles, y 
lit. No correrán durante los periodos de receso, ni en los días en que se suspendan las labores 
de la Suprema Corte de Just icia de la Nac ión." 

lI 6 ··Artículo 7.- Las demandas o promociones de término podrán presentarse fuera del 
horario de labores, ante el Secretario Genera l de Acuerdos o ante la persona des ignada por 
este. 

Artículo 8.- Cuando las partes rad iquen fuera del lugar de residencia de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación. las promoc iones se tendrán por presentadas en tiempo si los escritos 
u oficios relativos se depositan dentro de los plazos legales. en las ofic inas de correos. 
mediante pieza certificada con acuse de recibo, <> se envían desde la ofic ina de telégrafos que 
corresponda. En estos casos se entenderá que las promoc iones se presentan en la fecha en que 
las mismas se depositan en la oficina de correos o se envían desde la oficina de telégrafos, 
según sea el caso, siempre que tales ofic inas se encuentren ubicadas en el lugar de residencia 
de las partes.'· 
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la substanciación en ambas modalidades. Siendo ello evidente, 

iniciaremos el análisis respecto a la substanciación específica de la 

acción de inconstitucionalidad en materia electoral.4 17 

El procedimiento se inicia con la recepción de la demanda , 

designando a continuación el presidente de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación según el turno que corresponda a un ministro 

instructor a fin de que ponga el proceso en estado de resolución 

(artículo 24 LR 105). El ministro instructor examinará ante todo el 

escrito de demanda y si encontrara motivo manifiesto e indudable de 

improcedencia , la desechará de plano (artículo 25 LR 105). En este 

sentido, podrá aplicar las causales de improcedencia o de 

sobreseimiento establecidas en la ley, misma que han sido analizadas 

en otra parte del presente capítul0 418 

Si el ministro instructor no aprecia ninguna causa de 

improcedencia pero encuentra que el escrito de demanda es obscuro 

o irregular, deberá entonces prevenir al demandante o a sus 

representantes comunes para que hagan las aclaraciones que 

correspondan dentro del plazo de tres días (artículo 64 LR 105). 

Transcurrido este plazo (sólo en caso de demanda obscura e 

irregular) el ministro instructor habrá de dar vista a los órganos 

legislativos que hubieren emitido la norma, así como al órgano 

ejecutivo que la hubiere promulgado, a fin de que dentro del plazo de 

seis días rindan un informe que contenga las razones y fundamentos 

tendientes a sostener la validez de la norma general impugnada o la 

improcedencia de la acción de inconstitucionalidad . Es importante 

., ; Consideramos oportuno confro ntar la substanciación de la acción de inconstitucionalidad 
en materia electora l con la establec ida legalmente pa ra la acc ión genérica, vid supra. p. 321 
Y ss. 
m Vid supra. pp. 335 Y ss . 
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mencionar que cuando la norma impugnada sea una ley aprobada por 

el Congreso de la Unión, el informe deberá rendirse por separado por 

ambas cámaras (artículo 64 LR 105). Asimismo, el ministro instructor 

le dará vista al procurador general de la República con el escrito y los 

informes citados a efecto de que hasta antes de la citación para 

sentencia formule el pedimento que corresponda, siempre y cuando, 

por supuesto, el procurador no hubiere sido el promovente de la 

acción de inconstitucionalidad (artículo 66 LR 105). 

Después de presentados los informes del órgano legislativo 

emisor y del ejecutivo que publicó la norma general impugnada o 

habiendo transcurrido el plazo para ello, el ministro instructor pondrá 

los autos a la vista de las partes a fin de que dentro del plazo de dos 

días formulen alegatos (artículo 67 LR 105). Es preciso mencionar 

que hasta antes de dictarse sentencia el ministro instructor podrá 

solicitar a las partes o a quien juzgue conveniente todos los elementos 

que a su juicio resulten necesarios para la mejor solución del asunto. 

Una vez que el procedimiento de instrucción ha sido agotado, el 

ministro instructor propondrá al Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación el proyecto de sentencia para la resolución definitiva del 

asunto planteado. En materia electoral , el proyecto de sentencia 

deberá ser sometido al conocimiento y discusión del Pleno dentro de 

los cinco dias siguientes a aquél en que se haya agotado el 

procedimiento , debiéndose dictar sentencia por el pleno en un plazo 

de cinco días contados a partir de que el ministro encargado de la 

substanciación haya presentado su proyecto (artículo 68 LR 105). 

Es importante mencionar que una vez dictada la sentencia, el 

Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenará 
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notificarla a las partes y mandará publicarla de manera íntegra en el 

Semanario Judicial de la Federación, conjuntamente con los votos 

particulares que se formulen . 

d) Suplencia de la queja y del error.- Si bien el articulo 71 de 

la Ley Reglamentaria establece que "al dictar sentencia la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación deberá corregir los errores que advierta 

en la cita de los preceptos invocados, y suplirá los conceptos de 

invalidez planteados en la demanda, pudiendo por lo demás fundar su 

declaratoria de in constitucionalidad en la violación de cualquier 

precepto constitucional, haya o no sido invocado en el escrito inicial 

de demanda", en las sentencias que dicte el Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación sobre la no conformidad de leyes 

electorales con la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, sólo podrá referirse a la violación de los preceptos 

expresamente señalados en el escrito inicial de demanda de 

conformidad con lo establecido en el segundo párrafo del articulo 71 

de la Ley Reglamentaria. 

Lo anterior significa que se autoriza al juzgador al dictaminar 

sentencia el empleo de la suplencia de la queja deficiente en cuanto a 

los conceptos de invalidez con toda libertad, por lo que no está 

obligado a ceñirse únicamente respecto de los conceptos de invalidez 

expuestos en el escrito inicial de demanda, sino que puede hacer 

valer oficiosamente cualquier aspecto anticonstitucional o 

inconstitucional no invocado como concepto de invalidez. 

No obstante, dicha libertad no se presenta respecto de la 

suplencia del error en la citación de los preceptos de la Constitución 

invocados en las acciones de inconstitucionalidad en materia 
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electoral, ya que en este caso el juzgador se encuentra obligado 

. únicamente a suplir la deficiencia de los preceptos constitucionales 

citados en el escrito inicial de demanda, pues para fundar en su 

oportunidad la declaratoria de invalidez de la ley electoral cuya 

constitucionalidad es cuestionada, sólo podrá hacerlo con los 

preceptos manifestados por la parte actora en dicho escrito inicial, 

estando impedido para suplir la omisión o error en la cita de los 

preceptos constitucionales invocados, lo que ocasiona que aun 

cuando la ley electoral impugnada sea evidentemente 

anticonstitucional o inconstitucional, la Suprema Corte de Justicia se 

vea imposibilitada para declarar la invalidez de la misma. 

e) Participación del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 

la Federación en el procedimiento de acción de 

inconstitucionalidad.- El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, a través de su Sala Superior, participa en el 

procedimiento de acción de inconstitucionalidad a través de una 

"opinión" que le es solicitada por el Ministro Instructor.419 

Es importante mencionar que dicha opinión no en todos los 

casos se requiere, esto es, no es obligatoria, por lo que el ministro 

instructor' puede o no solicitarla a la Sala Superior del Tribunal 

Electoral de conformidad con lo dispuesto en el segundo párrafo del 

artículo 68 de la Ley Reglamentaria del articulo 105 constitucional420
, 

pudiéndose omitir dicha participación, y por tanto, debiendo resolver la 

<lO DEL CASTILLO DEL VALLE, Alberto. Derecho procesal ~/ecloral /IIexicano . México, 
Centro Universitario Allende, 2002, pp. 73 Y 74. 
'10 "Artículo 68.- ... Cuando la acción de inconstitucionalidad se interponga en contra de una 
ley electoral, el ministro instructor podrá solicitar opinión a la Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación." 
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Suprema Corte de Justicia en Pleno respecto la inconstitucionalidad 

de la ley electoral impugnada. 

Es importante mencionar que la participación del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, en caso de darse, puede 

presentarse hasta antes de dictarse sentencia, por lo que el Ministro 

Instructor, debido a la facultad otorgada en la Ley Reglamentaria para 

allegarse de todos los elementos que a su juicio resulten necesarios 

para la mejor resolución del asunto, por tratarse el objeto de control 

de una ley electoral , puede solicitar la opinión de la Sala Superior del 

Tribunal Electoral, a fin de elaborar su proyecto de resolución. -

Debido a lo anterior, es común que los ministros de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación recurran a la Sala Superior del Tribunal 

Electoral para pedirles su opinión , pues ello proporciona a sus fallos 

una mayor riqueza en las argumentaciones lógico-juridicas como 

consecuencia del permanente contacto que tiene dicho órgano 

especializado del Poder Judicial de la Federación con la materia 

electoral. No obstante, resulta evidente que las opiniones o 

dictámenes que elabore la Sala Superior no tienen efectos 

vinculatorios (obligatorios) para la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, por ser competencia exclusiva del Pleno el conocimiento y 

resolución de los procedimientos de acción de inconstitucionalidad , 

por lo que en todo caso podrá desoírlos.421 

f) Recursos.- Durante el análisis del procedimiento y 

substanciación del juicio de acción de inconstitucionalidad 

establecimos que en el mismo no cabe recurso contra las sentencias 

dictadas en el mismo (cosa juzgada en sentido formal), lo cual es 

'" MERCADER, Op. c it, p.320. 
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perfectamente coherente con la "competencia exclusiva" que en esta 

materia tiene el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Pues bien , en el caso de la acción de inconstitucionalidad en materia 

electoral se sigue la misma regla. 

Por tal motivo, el único recurso existente en el juicio de acción 

de inconstitucionalidad en materia electoral es el de reclamación , de 

conformidad con lo establecido en el articulo 70 de la Ley 

Reglamentaria que establece que dicho recurso únicamente 

procederá en contra de los autos del ministro instructor que decreten 

la improcedencia o el sobreseimiento de la acción, sin entrar, por 

consiguiente, en el fondo de la cuestión . 

De conformidad con lo establecido en el segundo párrafo del 

articulo 70 , este recurso de reclamación deberá promoverse en un 

plazo de tres días posteriores al auto o resolución impugnados y el 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación lo resolverá de 

plano dentro de los tres días siguientes a los de su interposición, 

siendo este último el que resolverá en definitiva y proveerá lo 

necesario para el debido cumplimiento de la ejecución . 

Para finalizar con el análisis de la acción de inconstitucionalidad 

en materia electoral, es importante mencionar que de conformidad con 

lo establecido en la fracción II del artículo 105, la única vía para 

plantear la no conformidad de las leyes electorales a la Constitución 

es la prevista en dicho artículo , lo que significa que el único medio de 

control de la constitucionalidad previsto en nuestro país para impugnar 

la no conformidad de las leyes electorales con la Constitución Federal 

es la acción de inconstitucionalidad. Además, es importante tener en 

cuenta que para la procedencia de la acción de inconstitucionalidad 
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en contra de leyes electorales federales o locales. éstas deberán 

publicarse por lo menos noventa días antes de que inicie el proceso 

electoral en que vayan a aplicarse. aclarándose que durante el mismo 

no podrán realizarse modificaciones legales fundamentales a dichos 

ordenamientos normativos. 
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CAPíTULO QUINTO 
lA NECESARIA RESTRUCTURACIÓN DE lA ACCiÓN DE 

INCONSTITUCIONALlDAD COMO MEDIO DE CONTROL DE 
lA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS Y DISPOSICIONES 

GENERALES EN MÉXICO 

5.1 CONSIDERACIONES PRELIMINARES 

El objetivo de este capítulo, una vez analizado en el anterior la 

estructura constitucional y legal actual yel procedimiento de la acción 

de inconstitucionalidad en nuestro país, es llevar a cabo un estLi"dio 

sobre las evidentes fallas estructurales en el diseño de este medio 

abstracto de control de la constitucionalidad así como de los errores 

funcionales del mismo mediante el análisis del procedimiento 

establecido legalmente para su aplicación , ya que este medio de 

control no es del todo eficaz ni corresponde al diseño de la mayoría 

de los med ios de control de la constitucionalidad establecidos en 

abstracto para verificar la conformidad de las normas y disposiciones 

de carácter general con la Constitución, cuyo principal objetivo es la 

anulación de las mismas cuando contravienen lo dispuesto en el 

texto fundamental del Estado. 

Indudablemente toda norma o disposición general posee un 

elemento genérico e intrínseco a su naturaleza: la abstracción, que 

aunado al de generalidad y permanencia permiten incluirlas por sus 

características dentro del género normas jurídicas, comprendiéndose 

en éste a la ley, acto de gobierno primario o elemental derivado del 

texto constitucional que fija la competencia de los órganos de 

gobierno y sus instituciones así como de las autoridades que los 
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integran, con el objetivo de que éstas cumplan con los fines del 

Estado propuestos por su Constitución. 

Teniendo en cuenta que las normas generales son 

nec·esariamente normas de carácter jurídico, éstas deben mostrar 

una conformidad con las normas primarias que establece el texto 

constitucional en atención al principio de supremacía constitucíonal, 

con el fin de establecer un estado de constitucionalidad de todo el 

ordenamiento jurídico existente, controlándose para tal efecto la 

constitucionalidad de la normatividad derivada (normas secundarias) 

que resulten ser anticonstitucionales o inconstitucionales y que 

puedan vulnerar la supremacía del ordenamiento constitucional con 

el objeto de garantizarlo y hacer prevalecer un estado de 

conformidad de todo el ordenamiento jurídico estatal con la 

Constitución. 

Partiendo de estas consideraciones, el control abstracto de la 

constitucionalidad de normas generales en nuestro país resulta 

ineficaz, pues actualmente la posibilidad de controlar toda clase de 

normas o disposiciones de carácter general o de actos que 

contengan la misma naturaleza de la ley no pueden verificarse ni 

corregirse los efectos generados aun cuando sean contrarios a la 

Constitución , por lo que partiendo de la idea de un objeto de control 

restringido constitucional y legalmente, de la errónea estructuración 

de los sujetos facultados para interponer el medio abstracto de 

control de la constitucionalidad de normas y de los demás defectos 

estructurales y funcionales de este medio de control deben corregirse 

éstos mediante una reforma al texto constitucional y legal 

reglamentario, a fin de transformar a la acción de inconstitucionalidad 

en un medio eficaz de protección de la Constitución. 
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Establecido el propósito del presente capítulo, daremos inicio 

al estudio de las deficiencias estructurales y funcionales tanto a nivel 

constitucional como legal reglamentario del diseño de la acción de 

inconstitucionalidad en México. 

5.2 Normas y disposiciones de carácter general no sujetas a 
control abstracto de la constitucionalidad, vía acción de 
¡nconstitucionalidad en México. 

Recordemos que la fracción 11 del artículo 105 constitucional 

prevé la posibilidad de que la Suprema Corte de Justicia controle la 

constitucionalidad de una "norma de carácter general". Sin embargo, 

de la lectura de los diversos incisos que establece dicha fracción se 

advierte que las únicas normas cuya constitucionalidad puede 

verificarse son las leyes y tratados internacionales. 

El hecho de que la segunda fracción del artículo 105 

constitucional establezca un enunciado genérico de procedencia de 

la acción de inconstitucionalidad respecto de "normas generales" no 

implica que en realidad dicho medio de control de la 

constitucionalidad proceda contra toda clase de normas de carácter 

general. En efecto , por una parte el encabezado se refiere a normas 

de carácter general, y por la otra , en sus incisos se restringe el 

enunciado genérico al establecerse de manera limitativa que la 

acción de inconstitucionalidad , como medio de control abstracto de la 

constitucionalidad , será procedente únicamente para verificar la 

constitucionalidad de leyes (federales o locales) y tratados 

internacionales. 

Por ello, consideramos un desacierto legislativo que en el 

propio texto constitucional sean consideradas como normas 
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generales tan sólo a las leyes y tratados internacionales, pues si bien 

lo son, no son las únicas normas de carácter general previstas 

constitucional y legalmente en nuestro ordenamiento juridico, lo cual 

muestra la deficiente estructuración de la acción de 

inconstitucionalidad al restringirse su aplicación a dos especies de 

normas generales si partimos de la idea de que el género norma 

general 422 abarca a más especies, como es el caso de reglamentos 

autónomos y subordinados (artículos 21 y 81, fracción 

constitucionales) así como disposiciones generales que poseen la 

cualidad de tener fuerza de ley, que por delegación extraordinaria y 

excepcional del Congreso de la Unión puede aprobar el Ejecutivo en 

las dos hipótesis contempladas en los artículos 29 (situaciones de 

emergencia: casos de invasión, perturbación grave de la paz pública, 

grave peligro o conflicto para la sociedad) y 131 (algunos aspectos 

relacionados con el comercio exterior, la economía del país y la 

estabilidad de la producción nacional) del texto constitucional. 

Además, resultan igualmente excluidas las normas con fuerza 

de ley o dísposiciones de carácter general que los gobernadores de 

las entidades federativas puedan emitir en ejercício de las facultades 

extraordinarias que les hayan podido ser otorgadas a estos efectos 

por las legislaturas estatales,423 aclarándose que éstas no son las 

únicas normas y disposiciones de carácter general que existen en 

nuestro país que no pueden someterse a control de ,su 

constitucionalidad , 

1," 1 k'bl' l: lltenderse ('SI~1 \: \\ 1110 norma Jurídica , ya sea 1l 0rl1l~1 (,O l bl llll \: I{)ll~.J! II primaria . ti 

hi ... ·ll. norma legal o sL'cundariíl . pues las normas sujetas a cO l1trol de la \ .. :nIlslilllclnnalidad \'ia 
acción de inconstitu(' ional,dad , no pueden ser otras que aquélla s que posean 13 cualidad dé 
ser g(,I/(' /'(/les l ' abs//'(/clIIs, como es e l caso de la s normas j uridicas, especie que no sólo 
",duye la s normas kgaks ord inarias, s ino también las constitUCionales por ser éstas el 
origen y fimdamento de aqué llas. 
, ~ ; Véase COVIÁN ANDRADE. MigueL El eOIl /rol de lo cons/i",cio//lIl/do¡/ '" p, 302 Y 
BRAGE CA MAZANO, Joaquin. Lo acció// de incolISli/ueio //"l/tllId ." , p, I :'7 , 
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Queda claro que para los autores de la reforma del artículo 

105 constitucional las únicas normas generales que existen son las 

leyes y los tratados internacionales. Esta idea influyó en el diseño de 

la acción de inconstitucionalidad dejando fuera del control abstracto 

de la constitucionalidad una amplia cantidad de normas generales e 

impidiendo el control de su constitucionalidad por vía de acción , 

manifestándose en este sentido deficiencias estructurales y 

funcionales graves que han dificultado la protección objetiva del texto 

constitucional y del principio de supremacía constitucional , razón de 

ser de todo medio de control abstracto de la constitucionalidad . 

Si tomamos en cuenta las consideraciones establecidas en 

otra parte de nuestra investigación respecto al principio de 

supremacía constitucional , y si partimos de la idea que el mismo 

establece la subordinación de todo el ordenamiento jurídico al texto 

constitucional por ser éste el origen y fundamento del mismo, todas y 

cada una de las normas jurídicas derivadas de éste aunadas a otras 

disposiciones de carácter general , deben mostrar una 

correspondencía con el ordenamiento constitucional. Por ello, en 

caso de mostrar inconformidad con lo establecido en el texto 

constitucíonal y contravenir lo dispuesto por el ordenamiento 

primario, deben someterse a un control abstracto de 

constitucionalidad para que sean corregidos los efectos 

anticonstitucionales o inconstitucionales producidos por la vígencia 

de la norma general, con la finalidad de garantizar la permanencia 

de un estado de conformidad de todo el ordenamiento jurídico estatal 

con la Constitución 4 24 

':' .-\1 respecto, cabe menc ionar que Hans Kelsen basa su teoria de la regularidad con la 
Constituc ió n en la estructura lógico formal de las nomlas. esto es. en los diversos grados de 
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En este sentido, el hecho de que sólo se prevea la posibilidad 

en nuestro país de controlar la constitucionalidad de las leyes en 

sentido formal y de los tratados internacionales mediante la acción de 

inconstitucíonalidad, impide la anulación de cualesquier otra norma 

de carácter general y de sus efectos jurídicos aun cuando éstas 

cumplan con las características de toda norma jurídica, objeto de 

control de los medios de control de la constitucionalidad diseñados 

de manera abstracta para la tutela objetiva del texto constitucional , 

así como del princípio de supremacía constitucional. 

Recordemos que las normas jurídicas se caracterizan por ser: 

• Generales e impersonales,- Esta característica se refiere a 

que en el supuesto jurídico de la norma legal no se determina 

individualmente al sujeto a quien se le imputarán las 

consecuencias jurídicas que la norma establece, sino que 

dichas consecuencias jurídicas deberán aplicarse a cualquier 

persona que actualice los supuestos previstos 4 25 

• Abstractas y permanentes.- Si la generalidad se caracteriza 

por la indeterminación subjetiva, la abstracción se refiere a la 

indeterminación objetiva, es decir, la ley regula por igual a 

normas juridicas qUl' a isten desde la Constitución ha sta los actos ,k ,'j ec uc ión mate rial. 
s ie ndo estas normas personalizadas dictadas por juez compete nte , Para este aulOr austnaco, 
e l s iste ma Juridlco no es precisa mente un conjulllo de normas las c ual es se e ncue lllran 
horizontalmente , es dec ir. halladas en e l mismo plano, sino por el cOlllrar io, significa una 
, 'e rdadera l)irlÍlI/idl! en la que cada una ti ene una imponanc la d iferent e en re lació n co n ot ras , 
~' LlU l' dt:' aC lIt' rdo a la supremal' ia de la que cada una es ta lll'"t"s tida se lkri \"l IJ'iJ la valide/' dI..' 
la norllla inl11ed iata Infe rior. GALEANA PELÁEZ, A lepndro , 'El )lulid,,1 re"ic' ,, ·. ,,1 
li' ilwl1ol COII.l'li/llcioI/O!l· lo Le\' Regloll/el1 lorio de la l;'occiol1 Ivll elellIrrículo IU5 ele 1" 
('fJ l/slilllcitÍl/ . " Oaxaca . Mé xico. Revi sta Jurídica de Posgrado. Alio 4 . !\llllle ros 13- 14 . 

Ene ro-Junio . 1998. p . 7 1. 
", EI/ciclopedill Jurídica Mexicol/o. Tomo IV (F-LI . Mé XICO. Editorial Porrúa - Instituto de 

Inws ti gaciones Jurídicas-UNAM. 2002. p . 923 . 
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todos los casos que impliquen la realización de su supuesto 

normativo sin excluir individualmente a ninguno, y la 

disposición que contiene no pierde su vigencia por haberse 

aplicado a uno o más casos previstos y determinados, sino 

que sobrevive hasta que es derogada mediante un 

procedimiento igual al de su creación o por una norma 

jerárquica superior426 Es importante mencionar que la 

abstracción es enemiga de las normas jurídicas retroactivas, 

necesariamente concretas o individualizadas, como también 

es enemiga de las normas o leyes "a término", es decir, 

destinadas a agotarse en un tiempo breve , as í como de la 

modificación demasiado frecuente de las normas jurídicas, 

incluidas por supuesto las leyes427 

• Heterónomas.- Por heteronomía debemos entender la 

sujeción a un querer ajeno y la renuncia a la facultad de 

autodeterminación normativa. En este orden de ideas, el 

legislador y el destinatario de la norma son personas distintas; 

frente al autor de la ley hay un grupo de súbditos que deben 

obedecerla 4 28 En consecuencia, corresponde al Estado 

crearlas con el fin de regular la convivencia pacifica de los 

miembros que integran la sociedad, por lo que su creación no 

queda sujeta a la voluntad de cada miembro de la sociedad 

sino de los órganos que conforman el ente estatal. 

• Obligatorias , ya que su cumplimiento resulta necesario para 

todos los individuos que se encuentran dentro de la situación o 

hipótesis que la misma prevé o establece. 

': .. ídc lll . 

e I. AG REBELS KY. Gusw\,\) . El der echo dLÍcril (Lev. der ech lJ.I . / lIsl icio/ . . pp. 29 Y 30. 
'-" (jA RC iA MA Y El. Eduardo . I lI lr odllcción 01 eSllIdio del derC!cho. Déc illlose~ l a 
, cli , ió n. Pr. Virg ilio Dominguez. Méx ico, Ed itori a l POITúa , 1969. p. 22 . 
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• Coercibles, debido a que el cumplimiento de éstas no queda 

a la voluntad de los individuos a los que va dirigida, por lo que 

de no cumplirse con lo dispuesto en el supuesto normativo, 

existe una fuerza pública del Estado que permite hacer 

efectivo su cumplimiento aun en contra de la voluntad de sus 

destinatarios. Para entender cabalmente el alcance de este 

elemento característico de toda norma jurídica es necesario 

distinguir los términos coercibilidad , sanción y coacción . Por 

coercibilidad debemos entender aquella nota lógica o 

característica de la norma jurídica, consistente en que el 

precepto enlaza una sanción a la realización de un 

determinado supuesto jurídico; por sanción , la consecuencia 

de derecho o efecto jurídico que puede ser interpretado como 

una reacción de la comunidad política en relación con el autor 

del supuesto; y por coacción, la ejecución forzada de la 

sanción con respecto del realizador del acto antijurídico, del 

autor del supuesto, cuando la misma no se cumple 

voluntariamente.429 

En este orden de ideas, no sólo las leyes formalmente tales y 

los tratados internacionales deben ser considerados como normas 

generales, pues no son las únicas normas y disposiciones de 

carácter general que contienen las cual idades anteriormente 

descritas. Por tal motivo, resulta conveniente establecer a 

continuación cuáles son las normas y disposiciones generales que no 

pueden someterse a control de la constitucionalidad en nuestro 

actua l sistema de control, no obstante poseer las características 

enunciadas . 

¡,., OV ILL A MANDU .'-\ NO. Manue l. Teoría del derecho. Mexico , Ed itoria l Ollero. 1990. 

p. 'J7. 
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Las normas y disposiciones generales cuya constitucionalidad 

no puede ser controlada,43o son las siguientes: 

1. Reglamentos subordinados a las leyes federales con relación 

a la Constitución Federal43\ 

2. Reglamentos subordinados emitidos por los gobernadores de 

las entidades federativas; 

3. Reglamentos autónomos emitidos por autoridades 

administrativas locales; 

4. Reglamentos autónomos de las autoridades municipales; 

5. Decretos, acuerdos y actos con fuerza de ley, federales o 

locales, como es el caso entre otros de: 

,," V¿ase ~ I respecto ARTEAGA NAVA, Elisur. Tra rado de Derl!cho COl/sl/lUciol/{//. 
Volumen 4. México. Oxford University Press, 2000. pp. 1410 a 1412 : COV IÁ "i 
ANDRADE, \!liguel. El col1lrol de la constitucionalidad ... , pp. 302, 303 Y 332; Y BRAGE 
CA\1AZANO. Joaquin . La {/cciól/ de illcol/slituciollalidad ... . p.l37 a 139 y 157 a 166. 
H Es impo rtan te mencionar que de conformidad con el principio de supremacia 
constitucional debe gua rdarse una relación jerárquica, vertical y directa entre el reg lamen to 
y la ley. as í como de éstas con el texto constitucional. Por ende, la legalidad de los 
reg lamentos y la constitucionalidad de las leyes pueden concebirse como \'erdaderas 
garantias de la reg ulandad de los actos jurídicos individuales y, en consecuencia. las 
garantias establec idas por las normas constitucionales se constituyen como bases só lidas 
para cuidar la perfec ta armoni a entre las leyes secundarias y el texto fundamental. Por lo que 
J lus reg lamentos se rdi ere. úebe distinguirse entre los n:glal/lI!1I10S e./c:cwilm. que son 
aque llos que se d ic tan con el fin de permitir la mejor aplicación y ej ecucIón de una ley del 
Congreso o parlamento preexistente y que únicamente detallan. desarrollan y complementan 
los preceptos lega les: v. por otro lado, los reglamentos independientes. que son los que 
autoriza la misma Constinlción sin neces idad de que exista una ley del Congreso o 
parlamento para que puedan se r dictados. GALEANA PELÁEZ. Op. CII , pp . 71 Y 72. 
Actua lmente . la constitucionalidad de los reglamentos no puede ser controlada en nuestro 
pais mediante la acc ión de inconstitucionalidad sino únicamente a través del amparo , mismo 
que no permite anularlos en definitiva no obstante su ev idente anti constinlcionalidad o 
inconstitucionalidad sino únicamente con alcances particulares, lo cual úemuestra 
n' identemente el desconocimiento en el diseño de medios de control de la 
constitllc iona lidad por parte de nuestros legis ladores pues , C0 l110 lo hemos estahlec ido en 
otra parte de este n'abajo de investigación, si la naturaleza del acto que pre tende ser 
sometido a control de constitucionalidad es general -como es el caso de cualquier 
reg lamento· consecuentemente los efectos de la sentencia emitida por el ó rgano contro lante 
deberan se r ge nerales. debiendo anularse dicha norma ge neral . incluidos los efectos 
jurídicos produc idos. . 

394 



• Decretos-ley expedidos por el presidente de la República, ya 

que no es factible que mediante la acción de 

inconstitucionalidad se impugnen las leyes que emite el titular 

del ejecutivo federal en ejercicio de facultades extraordinarias 

o con base en el artículo 131 constitucional, tal y como 

anteriormente lo hemos mencionado, pues es posible que ese 

funcionario en uso de éstas contraríe la Constitución, 

emitiendo, por ejemplo, una ley en relación con materias cuya 

regulación no le haya conferido el Congreso de la Unión, y 

para cuestionar esa clase de leyes irregulares sólo quede la 

vía limitada del amparo, subsistiendo los efectos de dichas 

leyes extraordinarias al anularse con alcances particulares y 

no de manera general y definitiva . 

• Decretos de reforma y adiciones a la Constitución Federal por 

anticonstitucionalidad o inconstitucionalidad formal por no 

llevarse a cabo conforme al procedimiento previsto por el 

artículo 135 constitucional, o bien , material cuando el 

contenido de la reforma contravenga sustancialmente una o 

más disposiciones vigentes del texto constitucional. Cabe 

mencionar que la anticonstitucionalidad o inconstitucionalidad 

material puede darse también por contravención a los limites 

implicitos que son aquéllos que la Constitución no establece 

expresamente pero que se deducen claramente como 

imposiciones del poder constituyente en el texto constitucional, 

y que son conocidos en la teoría constitucional como 

decisiones políticas fundamentales ; éstas se encuentran 

"implicitas" en cada norma constitucional (Carl Schmitt). 

• Las normas con fuerza de ley o disposiciones de carácter 

general que los gobernadores de las entidades federativas 

puedan emitir en ejercicio de las facultades extraordinarias 

395 



que les hayan podido ser otorgadas a estos efectos por las 

legislaturas estatales. 

• El presupuesto federal de egresos aprobado por la cámara de 

diputados. 

• Las disposiciones de naturaleza general y de carácter 

obligatorio que emita el consejo de salubridad general en 

ejercicio de la atribución que para él deriva de la fracción XVI 

del artículo 73 constitucional. 

Evidentemente todas y cada una de las normas y 

disposiciones anteriormente enunciadas poseen las características 

inherentes a toda norma jurídica. Por ello, resulta incomprensible que 

no hayan sido consideradas en el clausulado propuesto por la 

segunda fracción del articulo 105 constitucional. 

Consideramos que la solución a la titánica labor de enumerar 

todas y cada una de las normas y disposiciones de carácter general 

existentes para especificar el objeto de control abstracto de 

constitucionalidad en nuestro pais, hubiese sido que nuestros 

legisladores dejaran abierta la posibilidad de controlar la 

constitucionalidad de todas esas normas y. disposiciones generales 

empleando solamente un enunciado general como el establecido en 

el primer párrafo de la segunda fracción del articulo 105 

constitucional , que establece que el objeto de la acción de 

inconstitucionalidad será "plantear la posible contradicción entre una 

norma de carácter general y la Constitución", lo cual hubiera evitado 

restring ir el ámbito de control de la constitucionalidad únicamente a 

las normas señaladas en los diversos incisos del articulo y fracción 

en comento, previéndose de manera general los supuestos 

normativos de verificación y ampliándose con ello cuantitativamente 
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el objeto de control abstracto de constitucionalidad en nuestro pais, 

mejorando cualitativamente el diseño estructural y funcional de la 

acción de inconstitucionalidad al contemplarse la posibilidad de 

controlar toda clase de normas y disposiciones cuya generalidad, 

impersonalidad, abstracción , permanencia, heteronomía, 

obligatoriedad y coercibilidad mostraran inconformidad con el texto 

constitucional. 

Lo grave es que esta deficiencia estructural no sólo no ha sido 

percibida por nuestros legisladores, sino que incluso la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, órgano competente para realizar la 

interpretación de la normatividad vigente en nuestro ordenamiento 

juridico incluida por supuesto la normatividad constitucional con el fin 

de subsanar las posibles omisiones en que incurra el legislador y dar 

certeza y seguridad jurídica, no ha corregido este evidente error. 

Consideramos que corresponde a la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, como órgano especializado del Poder Judicial de la 

Federación en materia constitucional , interpretar aquellas normas 

constitucionales de las cuales pudiera haber duda respecto de su 

alcance y determinarlo, debiendo en este sentido aclarar la 

contradicción existente entre el enunciado "normas de carácter 

general" y las normas específicas establecidas por la segunda 

fracción del articulo 105 constitucional, determinado cuáles normas 

deben entenderse comprendidas por el enunciado, o bien , establecer 

las características generales que deben cumplir las normas para 

poder ser consideradas como objeto de control de la acción de 

inconstitucionalidad . 

En este sentido, consideramos que como órgano 

especializado y con competencia exclusiva en cuestiones de 
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constitucionalidad, en su calidad de máximo intérprete del texto 

constitucional, corresponde al mismo determinar el alcance del 

concepto "norma de carácter general" previsto en el multicitado 

articulo 105 constitucional a fin de subsanar la errónea restricción 

respecto de las normas sujetas a control establecida en los diversos 

incisos que conforman la segunda fracción de precepto en comento, 

mejorándose con ello el diseño estructural respecto al ámbito de 

validez de las normas sometidas al control de constitucionalidad y, 

por ende, la eficacia del control abstracto de la constitucionalidad en 

nuestro país . 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación no ha cumplido con 

su función de máximo intérprete del texto constitucional, ya que a 

pesar de ser competente para interpretar la normatividad 

constitucional, ha interpretado de manera contradictoria el término 

"norma de carácter general" establecido en la segunda fracción del 

artícu lo 105 constitucional. El Pleno de este órgano colegiado ha 

sostenido la tesis de jurisprudencia P.lJ.22/99, visible en la página 

257 del Tomo IX del Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Novena Época, correspondiente al mes de abril de 1999, 

que al texto es como sigue: 

ACCiÓN DE INCONSTITUCIONALlDAD. SÓLO PROCEDE CONTRA 
NORMAS GENERALES QUE TENGAN EL CARÁCTER DE LEYES O DE 
TRATADOS INTERNACIONALES. Del análisis y la interpretación de la 
fracción 11 del articulo 105 de la Constitución Pol itica de los Estados Unidos 
Mexicanos, se advierte que: a) Si las acciones de inconstitucionalidad tienen 
por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter 
general y la Constitución, entonces sólo son procedentes contra normas de 
caracter general ; b) En el propio precepto se habla sólo de leyes y tratados 
internacionales entendidos como normas de caracter general. 
Consecuentemente. las acciones de inconstitucionalidad proceden contra 
normas de carácter general, pero no contra cualquiera de éstas, sino sólo 
contra aquellas que tengan el carácter de leyes, o bien, de tratados 
internacionales. En iguales términos, la Ley Reglamentaria de las Fracciones 
I y 11 del Articulo 105 Constitucional, tratándose de acciones de 
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inconstitucionalidad, se refiere únicamente a normas generales, leyes y 
tratados internacionales; por lo tanto, también debe concluirse que prevé la 
procedencia de las acciones de inconstitucionalidad exclusivamente en 
contra de esas normas. La intención del Constituyente Permanente, al 
establecer las acciones de inconstitucionalidad, fue la de instituir un 
procedimiento mediante el cual se pudiera confrontar una norma de carácter 
general con la Constitución y que la sentencia que se dictara tuviera efectos 
generales, a diferencia de lo que sucede con el juicio de amparo, en el que la 
sentencia sólo tiene efectos para las partes. No puede aceptarse su 
procedencia contra normas diversas, ya que en tales casos, por la propia 
naturaleza del acto combatido, la sentencia no tiene efectos generales, sino 
relativos . Por ello, de conformidad con lo dispuesto en los articulos 59 y 19, 
fracción VIII , de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y 11 del Articulo 105 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con 
el articulo 10. de la misma ley y con la fracción 11 del articulo 105 
constitucional, las acciones de inconstitucionalidad sólo son procedentes 
contra normas de carácter general, es decir leyes o tratados, y son 
improcedentes en contra de actos que no tengan tal carácter. 

Acción de inconstitucionalidad 4/98 . Sergio Manuel Aguilera Gómez y 
otros, en su carácter de diputados integrantes de la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal. 28 de mayo de 1998. Mayoria de ocho 
votos. Disidentes: José Vicente Aguinaco Alemán, Sergio Salvador 
Aguirre Anguiano y Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Secretarios : Guadalupe M. Ortiz Blanco y Miguel 
Ángel Ramirez González. 
El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veinticinco de 
marzo en curso, aprobó, con el número 22/1999, la tesis jurisprudencial 
que antecede. México, Distrito Federal , a veintiséis de marzo de mil 
novecientos noventa y nueve. 

Asimismo ha sostenido la tesis de jurisprudencia P.lJ .16/2001 , 

visible en la página 447 del Tomo XIII del Semanario Jud icial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, correspondiente al mes de 

marzo de 2001 , cuyo rubro y texto enseguida se transcriben 

ACCiÓN DE INCONSTITUCIONALlDAD. ES PROCEDENTE PARA 
IMPUGNAR CONSTITUCIONES LOCALES, AL SER ÉSTAS, NORMAS DE 
CARÁCTER GENERAL Y ESTAR SUBORDINADAS A LA CONSTITUCiÓN 
FEDERAL. De lo dispuesto en el articulo 105. fracción 11 . de la Constitución 
Politica de los Estados Unidos Mexicanos se desprende que la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación es el único órgano judicial competente para 
conocer de las acciones de inconstitucionalidad con el objeto de resolver la 
posible contradicción entre normas de carácter general expedidas , entre 
otros , por los órganos legislativos estatales, y la Constitución Federal. Ahora 
bien , de lo anterior no se advierte que el Órgano Reformador de la 
Constitución haya excluido de este medio de control constitucional a las 
normas que conforman una Constitución Local, ni tampoco se desprende 
que exista razón alguna para hacerlo asi ; antes bien . en el precepto 
constitucional en cita se establece que la acción de inconstitucionalidad 
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procede contra normas generales, comprendiéndose dentro de dicha 
expresión a todas las disposiciones de carácter general y abstracto, 
provenientes de órganos legislativos. Además, estimar que las 
Constituciones de los Estados de la República no pueden ser analizadas por 
esta via, implicaria que estos ordenamientos locales pudieran escapar del 
control abstracto de su subordinación con respecto a la Constitución Federal , 
lo cual es inadmisible , pues conforme al contenido de los articulos 40, 41 Y 
133 de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos, este 
ordenamiento es la Ley Suprema de toda la Unión y si bien los Estados son 
libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, sus 
Constituciones "en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del 
Pacto Federal". Por tanto, si el Poder Reformador de la Constitución 
estableció la acción de inconstitucionalidad como medio de control abstracto. 
con el objeto de analizar la regularidad de las normas generales 
subordinadas al Pacto Federal, y entre éstas se encuentran expresamente 
las Constituciones Locales , es claro que si procede la via de referencia . 

Acción de inconstitucionalidad 9/2001 . Diputados integrantes de la LVII 
Legislatura del Estado de Tabasco. 8 de marzo de 2001. Once votos. 
Ponente : Guillermo 1. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Pedro Alberto Nava 
Malagón y Martín Adolfo Santos Pérez. 
El Tríbunal Pleno, en su sesión pública celebrada hoy ocho de marzo en 
curso, aprobó, con el número 16/2001 , la tesis jurisprudencial que 
antecede. México, Distrito Federal, a ocho de marzo de dos mil uno. 

Obsérvese que existe una evidente contradicción de criterios , 

ya que en la primera jurisprudencia se confirma la restricción 

respecto del alcance del término normas de carácter general a las 

leyes en sentido formal (federales o locales) y a los tratados 

internacionales establecida en la segunda fracción del artículo 105 

constituciona l, mientras que en el segundo criterio jurisprudencial se 

considera como normas de carácter general a las constituciones 

locales , lo cual en nuestra opinión resulta incoherente , ya que si la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación interpretó el concepto 

"normas de carácter general" establecido en dicho precepto 

constitucional debió haberlo hecho de manera integral, haciendo 

extensivo el cri terio más reciente a todas las normas que cumplieran 

con las características de abstracción y generalidad y que 

actualmente no pueden someterse a la verificación de su 

conformidad con la Constitución mexicana, o bien, establecer de 

manera genérica lo que debe entenderse por norma de carácter 
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general con el fin de controlar la constitucionalidad todas aquellas 

normas o disposiciones que puedan contravenir el ordenamiento 

constitucional, anulándolas y destruyendo sus efectos 

anticonstitucionales para garantizar un estado de conformidad 

constitucional de todo el ordenamiento juridico derivado y, por ende, 

la protección eficaz de la Constitución . 

Por tal motivo, consideramos que debe hacerse extensivo el 

concepto de "normas de carácter general" a todas las normas, 

disposiciones y actos con fuerza o valor de ley que hemos 

mencionado con anterioridad pues las mismas cumplen con las 

caracteristicas inherentes a toda norma juridica. 432 Además, es la 

propia Suprema Corte la que confirma la posibilidad de controlar las 

normas y disposiciones que poseen la cualidad de ser abstractas y 

generales , al considerar en su segundo criterio jurisprudencial que 

" .. . no se adviet1e que el Órgano Reformador de la Constitución haya 

excluido de este medio de control constitucional a las normas que 

conforman una Constitución Local, ni tampoco se desprende que 

exista razón alguna para hacerlo asi; antes bien, en el precepto 

constitucional en cita se establece que la acción de 

in constitucionalidad procede 

comprendiéndose dentro de 

contra normas 

dicha expresión a 

generales, 

todas las 

disposiciones de carácter general y abstracto, provenientes de 

órganos legislativos." 

No obstante el establecimiento de un concepto de norma 

general en esta tesis jurisprudencial, éste resulta incompleto por no 

comprender la generalidad de normas y disposiciones que pueden 

ser consideradas como objeto de control abstracto de la 

•. ': V id supra. p. 
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constitucionalidad, pues deben entenderse como normas y 

disposiciones de carácter general y abstracto no sólo las que 

provengan de los órganos legislativos sino también las emitidas por 

los órganos ejecutivos, federales y locales, así como a todas aquéllas 

que cumplan con las características de "generalidad" y "abstracción", 

ya que si bien muchas de esas normas y disposiciones de carácter 

general pueden ser controladas vía juicio de amparo , éste no tiene 

cabida para toda clase de infracciones constitucionales al proceder 

únicamente en los casos que prevé el artículo 103 constitucional, y 

por tanto, la idea de la ampliación del alcance protector respecto al 

total de la Constitución revela la necesidad de una tutela objetiva e 

integral del orden constitucional establecido, por lo que una 

adecuada reforma al objeto de control previsto tanto a nivel 

constitucional como legal reglamentario contribuiría con el fin de 

proteger el texto constitucional y el principio de supremacia 

constitucional , objetivo inherente a todo medio que pretenda en 

abstracto controlar la constitucionalidad de las leyes, normas, 

disposiciones y actos con fuerza de ley. 

Por esta razón , podemos concluir que las normas y 

disposiciones generales no sujetas a control abstracto de la 

consti tucionalidad -al igual que otras normas generales como son las 

leyes, tratados internacionales y constituciones locales- deben 

incluirse en el objeto de control de la acción de inconstitucionalidad 

en México por ser evidentemente especies del género "norma 

general", siendo necesaria una reforma a nivel constitucional y legal 

reglamentario con la finalidad de que pueda controlarse la 

constitucionalidad de las mismas a partir de su vigencia en el 

ordenamiento jurídico estatal. 

402 



5.3 Elementos a considerar para una posible reestructuración de 
la acción de inconstitucionalidad en México 

5.3.1 Legitimación restringida a ciertos órganos constituidos y 
dependencias para promover la acción de inconstitucionalidad. 

a) Legitimación a fracciones de órganos legislativos federales, 
estatales y del Distrito Federal para promover la acción de 
inconstitucionalidad. 

La segunda fracción del artículo 105 constitucional otorga 

legitimación a un porcentaje de los miembros de los órganos 

legislativos para promover la acción de inconstitucionalid_ad en 

nuestro país, legitimando por un lado al equivalente al treinta y tres 

por ciento de los integrantes de la Cámara de Diputados o de 

Senadores del Congreso de la Unión, legitimación que aparece 

limitada respecto de las "leyes federales o del Distrito Federal 

expedidas por dicho congreso federal , salvo el caso de la Cámara 

de Senadores quienes además están facultados para promover la 

Inconstitucionalidad de los tratados internacionales ce lebrados por el 

Estado mexicano; y por otro lado, reconoce legitimación al 

equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de alguno de 

los órganos legislativos estatales, incluida por supuesto la Asamblea 

Legislativa del Distrito Federal respecto de las leyes aprobadas por el 

órgano legislativo al que en cada caso pertenezcan . 

El establecimiento a nivel constitucional de un porcentaje 

reducido para promover en abstracto el control de la 

constitucionalidad de las normas constituye una protección de las 

minorías parlamentarias, pues como decía Kelsen: "la simple 

amenaza de la interposición del recurso ante el Tribunal 

Constitucional puede ser, en las manos de las minorías, un 
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instrumento propicio para impedir que la mayoría viole 

inconstitucionalmente sus intereses jurídicamente protegidos y para 

oponerse, en última instancia , a la dictadura de la mayoría, que no es 

menos peligrosa para la paz social que la de la minoria .,,433 

Es importante mencionar que la protección de las minorías es 

el principio al que trata de responder la legítimación prevista por la 

fracción segunda del multicitado artículo 105 constitucional. Sin 

embargo, resulta discutible que tal objetivo pueda lograrse de 

manera eficaz si se requiere que la acción de inconstitucionalidad 

sea promovida por un tercio de los miembros de la cámara legislativa 

que expidió la norma impugnada, porcentaje demasiado elevado si 

se toma en cuenta que de atenderse al treinta y tres por ciento 

requerido para promover la acción de inconstitucionalidad, puede 

darse el caso de que ese porcentaje represente un porcentaje mayor 

que aquél con el que se aprobó o en su caso podría haberse 

aprobado la ley cuya constitucionalidad está siendo impugnada, ya 

que el quórum exigido para quedar válidamente constituidas las 

cá maras del Congreso de la Unión es de las dos terceras partes en 

la de Senadores y de mitad más uno en la de Diputados, y la 

mayoria parlamentaria requerida para aprbbar las leyes se fija con 

re lación a los miembros presentes. 

Debido al excesivo porcentaje requerido, el supuesto de 

procedencia de la acción de inconstitucionalidad conlleva a un 

resultado absurdo, pues para impugnar una ley se requiere una 

mayoria superior a la establecida para aprobarla y, por cons iguiente, 

también a la necesaria para derogarla. En este sentido , a los grupos 

parlamentarios que conforman el Congreso General les resulta más 

, ,, IlR .-\GE. op. c ir, p . 11 3. 
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difícil impugnar una ley presuntamente inconstitucional mediante este 

medio abstracto de control de la constitucionalidad que derogarla lisa 

y llanamente, ya que para ello se requiere un mayor número de 

miembros del órgano legislativo legitímado para promover la acción 

de inconstitucionalidad que para cumplir con su función legislativa. 

Por ello, resulta poco viable el que pueda promoverse una acción de 

inconstitucionalidad para cuestionar una norma de carácter general , 

pues evidentemente existen serios problemas para siquiera reunir el 

quórum requerido constitucionalmente y dar inicio al juicio de 

constitucionalidad, lo cual hace pensar, inclusive, que para poder 

promover una acción de inconstitucionalidad en contra de una norma 

general --ley, tratado internacional o constitución local de acuerdo 

con el actual criterio de procedencia de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación--, tendrían que construirse coaliciones entre dos o más 

grupos parlamentarios para poder impugnarla . 

Como puede observarse, todos los elementos anteriormente 

analizados demuestran la dificultad que existe actualmente para 

interponer una acción de inconstitucionalidad , ya que generalmente 

una ley se aprueba por consensos de dos o tres partidos políticos 

mayoritarios (PRI y PAN, o bien, PAN y PRO como generalmente 

sucede) por lo que evidentemente resulta necesario reducir el 

porcentaje de los integrantes de los órganos legislativos legitimados 

para no dejar indefensa a la minoría parlamentaria que considere que 

una ley contraviene uno o más preceptos del texto constitucional , 

pues la necesidad de conformar coaliciones constituyen 

composiciones que llevan implícitos acuerdos e intereses meramente 

políticos, lo que subordina el proceso de control de la 

constitucionalidad a una componenda partidaria que 
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desafortunadamente es necesaria para la procedencia de la acción 

de inconstitucionalidad. 

Partiendo de las observaciones anteriores, consideramos 

necesario reducir el porcentaje de los miembros de los órgano's' 

legislativos legitimados actualmente en el texto constitucional con la 

finalidad de que cada grupo parlamentario por sí mismo, o bien, un 

numero realmente reducido de legisladores, cualquiera que sea su 

afiliación ' partidista , puedan promover una acción de 

inconstitucionalidad en contra de las normas y disposiciones de 

ca rácter general que contravengan la Constitución y el principio de 

supremacía derivado de ésta . 

En este orden de ideas, lo conveniente seria que la minoría de 

los legisladores que pudiera plantear la acción de 

inconstitucionalidad fuera de un 20% de los miembros de cada 

órgano legislativo, pues éste es el promedio que normalmente está 

establecido en los sistemas de control más avanzados de Europa 

(como es el caso de España y Alemania que han sido analizados en 

otra parte de nuestra investigación) y que permite que el control 

abstracto de normas y disposiciones generales funcione con 

regularidad y eficacia no obstante la composición partidista 

fragmentada en los distintos parlamentos europeos, atribuyéndose a 

la minoría legislativa el derecho de cuestionar la norma de carácter 

general aprobada por la mayoría. 

Este ultimo criterio resulta perfectamente aplicable a nuestro 

país, pues actualmente se presenta una evidente dispersión 

legislativa al interior no sólo de nuestro Congreso federal sino 

inclusive al interior de las distintas legislaturas estatales, ya que al 
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integrarse por grupos parlamentarios de distintos partidos politicos 

los cuales por si mismos no constituyen la mayoría de los miembros 

que integran los órganos legislativos, evidencia la necesidad de 

reducir dicho porcentaje, evitándose con ello coaliciones partidarias 

y, por ende, componendas de carácter político para obtener el 

porcentaje constitucionalmente requerido para interponer el control 

abstracto de la constitucionalidad en nuestro país. 

Por ello , para mejorar cualitativamente la estructura de la 

acción de inconstitucionalidad creemos conveniente disminuir el 

porcentaje establecido constitucionalmente , ya que debe partirse de 

la idea de que una minoría de los legisladores legitimados para 

ejercer este medio abstracto de control de la constitucionalidad 

pueda poner en movimiento a la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación con la finalidad de que verifique la conformidad entre una 

norma general y la Constitución. Si no se determina un número o 

porcentaje razonablemente alcanzable para que la minoria disidente 

impugne la norma o disposición general adoptada por la mayoría, 

simplemente se hace inoperante la acción de inconstitucionalidad , 

incumpliéndose la finalidad de todo proceso constitucional : la tutela o 

protección de la Constitución . 

Cabe agregar que otro grave error estructural en el diseño de 

la acción de inconstitucionalidad en cuanto a la legitimación de los 

órganos legislativos federales y locales para promoverla, es que 

solamente una minoría de los integrantes del mismo órgano del que 

emana la ley o que ratifica el tratado internacional puede ejercitar la 

acción de inconstitucionalidad ante la Suprema Corte de Justicia para 

que sea verificada su constitucionalidad . 
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Esto significa que las leyes que emite el Congreso de la Unión 

sólo pueden ser controvertidas por los diputados federales y por los 

senadores; las que provienen de los congresos locales, incluida la 

Asamblea Legislativa del Distrito Federal, únicamente por los 

miembros de dichos órganos legislativos de los cuales emanan; yen 

el caso de los tratados internacionales que aprueba la cámara de 

senadores, solamente por los miembros que la integran . Luego 

entonces, si los diputados federales percibieran que un tratado 

internacional vulnera la Constitución mexicana, no podrian pedirle a 

la Suprema Corte que verificara su constitucionalidad porque la 

cámara de la que forman parte no es competente para ratificar los 

tratados. Asimismo, si una legislatura estatal percibiera que una ley 

de carácter federal vulnera el texto constitucional , no podrían 

denunciar la posible anticonstitucionalidad o inconstitucionalidad de 

dicha ley, ya que sólo están autorizados constitucional y legalmente 

para promover una acción de inconstitucionalidad respecto a las 

leyes emitidas por ellas, incluyéndose en este supuesto a la 

Asamblea Legislativa del Distrito Federal. 

Como puede apreciarse, la segunda fracción del artículo 105 

constitucional no prevé la posibilidad de que un órgano legislativo 

cuestione la constitucionalidad de una norma general emanada de 

otro, lo cual resulta ilógico en el caso de medios de control de la 

constitucionalidad diseñados en abstracto para la protección de la 

Constitución de todas aquellas normas y disposiciones generales que 

pueda n vulnerarla como consecuencia de su anticonstitucionalidad o 

inconstitucionalidad . 

Las evidentes fallas estructurales en el diseño de la acción de 

inconstitucionalidad nos hacen pensar que los responsables del 
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mismo desconocían la estructura y finalidad de los medios abstractos 

de control de la constitucionalidad , pues parece que no sólo no 

entendieron que el objeto de control debía abarcar cualquier norma o 

disposición de carácter general, sino que respecto de los sujetos 

autorizados para promover el medio de control de la 

constitucionalidad también se cometieron errores graves al 

considerar que los legitimados para promoverlo tienen un interés 

jurídico que justifica su intervención ante la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación . 

Lo anterior resulta lógico si se observa que la mayoría de las 

disposiciones que regulan el procedimiento de este medio de control 

de la constitucionalidad de normas generales fueron diseñadas 

partiendo del amparo en el cual debe acreditarse un daño o lesión al 

promovente por un acto de autoridad de sus derechos, esto es, su 

interés jurídico para interponerlo. Esta afirmación queda confirmada 

de la lectura de la segunda fracción del artículo 105 constitucional 

en la que se puede apreciar que los órganos legislativos deben 

acreditar que la ley que se impugna emana de ellos, pues de lo 

contrario la acción de inconstitucionalidad resultará improcedente. Al 

parecer se parte del supuesto que si un órgano legislativo de una 

entidad federativa cuestiona la constitucionalidad de una norma 

general sin recibir ningún menoscabo en su autonomía , es decir, sin 

ninguna justificación para hacerlo (interés jurídico subjetivo) , "invade 

y compromete la autonomía del órgano que emitió la ley " 

En consecuencia, solamente puede cuestionar la 

constitucionalidad de una norma de carácter general el órgano que 

tiene el interés jurídico en hacerlo, del cual carecen las demás 

cámara locales o federales y todos los órganos o dependencias 

409 



ajenos a la realización de este acto. Por ello , ante la falta de una 

lesión o de un agravio concreto y directo producto de una norma 

general y, consecuentemente, ante la ausencia de un interés jurídico 

que fundamente el ejercicio de la acción de inconstitucionalidad 

(todos ellos principios, elementos y conceptos relativos al juicio de 

amparo) por un órgano legislativo diferente al que aprobó la norma, 

solamente podrá ejercerla una minoría de integrantes del órgano 

legislativo del cual haya emanado la norma cuestionada que pueda 

verse afectada con la emisión de la norma general. 

Estas consideraciones resultan absurdas pues la finalidad de 

todo medio abstracto de control de la constitucionalidad es proteger 

de manera "objetiva" el texto constitucional, por lo que atender a un 

criterio de protección subjetiva, esto es, en relación al interés jurídico 

de los promoventes, tuerce la naturaleza y finalidad de la acción de 

inconstitucionalidad. En este orden de ideas, cualquier órgano 

leg islativo autorizado para promover este medio de control de 

constitucionalidad debe estarlo respecto de cualquier norma o 

disposición que cumpla con las características de generalidad , 

impersonalidad, abstracción, permanencia , heteronomía , 

obligatoriedad y coercibilidad, emanen o no de dicho órgano, pues 

su fin es controlar la constitucionalidad de aquellas normas de 

carácter general que puedan vulnerar la Constitución del Estado 

mexicano, debiéndose corregir estas fallas estructurales tanto a nivel 

constitucional como a nivel legal reglamentario con el fin de mejorar 

el diseño estructural y funcional (aplicación y procedimiento de 

control) de este medio abstracto de control de la constitucionalidad 

en México. 
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b) Legitimación del Procurador General de la República para 
promover la acción de inconstitucionalidad en México. 

La legitimación que se concede al procurador general es la 

más amplia de las contempladas en la segunda fracción del artículo 

105 constitucional en razón del objeto de control debido a que se le 

reconoce la facultad para impugnar la constitucionalidad tanto las 

leyes federales como también las estatales y las del Distrito Federal 

(incluidas las electorales), incluso de los tratados internacionales 

celebrados por el Estado mexicano. En consecuencia , no hay ley ni 

tratado internacional que no pueda ser impugnado por el procurador 

general de la República , lo que contrasta fuertemente con el óbjeto 

de impugnación por parte de los otros legitimados quienes sólo 

pueden impugnar leyes federales (Cámara de Diputados); leyes 

federales y tratados internacionales (Cámara de Senadores); leyes 

electorales federales o estatales (partidos políticos), o bien , leyes de 

una entidad federativa (Legislaturas locales). Todas ellas sin 

excepción, pueden en cambio ser impugnadas por el procurador 

general de la República 

Antes de explicar el fundamento y justificación de esta 

amplísima facultad en materia de control abstracto de la 

constitucionalidad del procurador general de la República , 

consideramos necesario analizar la situación actual de este 

funcionario con el fin de establecer si verdaderamente debe o no ser 

parte en todos los juicios de acción de inconstitucionalidad . 

Aunque formalmente en México la Procuraduria General de la 

República ya no está inserta en el ámbito de la Administración 

411 



Pública Federal,434 el procurador es nombrado por el presidente de la 

República con aprobación de la cámara de senadores, pudiendo ser 

removido libremente por el titular del órgano ejecutivo federal , lo que 

demuestra la dependencia e incluso subordinación del procurador 

general hacia el presidente de la República.435 

De conformidad con el texto constitucional , el procurador 

general de la República es la persona que está al frente del 

Ministerio Público de la Federación y que es designada por el Titular 

del Ejecutivo, esto es, por el presidente de la República , y si bien es 

cierto que para ese nombramiento se precisa la ratificación del 

Senado o, en sus recesos, de la Comisión Permanente , no lo es 

menos que podrá ser removido libremente por el ejecutivo, tal y como 

expresamente lo señala el aparatado A del artículo 102 

constitucional , determinación esta última de gran importancia para 

confirmar la dependencia del procurador. De esta regulación se 

desprende que la Procuraduría General es un cargo de confianza en 

cuanto que su nombramiento corresponde hacerlo al presidente de la 

'" 1),. conformidad con d art iculo 26 de la Ley Orgánica ele la Adminis tración Pública 
F,·derJI. b Procuraduria Ge neral de la República ya no forma parte de la Ad ministrac ión 
I'úhli ea CCllIra lizada Federal. pues ésta no se encuentra sena lada en la li sta de dependenc Ias 
dd ór"a no ejccuti,'o federal prev ista por este articulo y establecIdas para d auxi liado en e l 
despadlo de asuntos del orden administrativo federal. 
'" ·· . ..\rl. 76.- Son fac ultade, exc lus ivas de l Senado: 
1. -

11.- Rati li ea r los nombramlélllos que el mismo funcionario ha"a del Procurador lieneral de 
la República .... en los términos que la ley disponga .. '" 
·· .-\rl. 119.- Las facultades v obli gac iones del Presidente, son las SIguientes: 

1".- Designar. con ratilieaClón del Senado, al Procurador Ge neral. ." 
.. ...\1"1. 1 02 .- A.- La ley organiza rá e l Ministerio Publico de la Federación. cuyos funcionarios 
serán nombrados y remo"idos por el Ejecutivo, de acuerdo con la ley respectiva . El 
\Il ini ster io Púb li co de la Federación estará presidido por un Procurador General de la 
Repúhlica. designado por e l Titular del Ejecuti vo Federa l con ratificación del Senado o. en 
, li S recesos. de la Comisió n Permanente .. . EI procurador podrá se r removido libremente por 
,'1 ElcCUII'·o ... El Proeuradur Genera l de la República in tclye ndrá persuna ll11ellle en las 
«llllrrnTrsias y acciones a que se refiere el articu lo 105 de esta Constitucion . . ... 
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República, así como también por la facultad atribuida a este último 

para destituirlo de manera discrecional en cualquier momento, sin 

que para ello requiera de la aprobación del Senad0 4 36 

Esta situación evidentemente influye en la legitimación 

otorgada al procurador general para promover la acción de 

inconstitucionalidad , por lo que su promoción dependerá, en este 

sentido , de la aprobación del titular del ejecutivo , pues el ejercicio 

independiente de esta atribución constitucionalmente conferida al 

procurador general de la República puede conllevar la destitución o 

remoción de su cargo. En consecuencia , la dependencia del 

procurador general respecto del ejecutivo conduce a un resultado 

que cabría calificar como "disfuncional", ya que no puede calificarse 

de otra manera el hecho de que se otorgue leg itimación para 

impugnar la constitucionalidad de las leyes federales o tratados 

internacionales a quien en último término depende pura y 

simplemente de quien es responsable último de unas y otras : el 

presidente de la República . 

El motivo que explica y da sentido a la facultad presidencial de 

remoción libre del procurador. es el hecho' de que al ser el presidente 

de la República "el responsable último de velar por la aplicación de 

la ley en el ámbito administrativo" debe estar facultado para actuar 

firmemente cuando perciba que la institución se desempeña de 

manera negligente o indolente en las funciones inherentes a su cargo 

--incluida como atribución básica la promoción de la acción de 

inconstitucionalidad contra las normas generales señaladas en el 

articulo 105 constitucional-- , misma que de realizarse en estas 

""· I3R!\GE. op. cil. p. 1 ~2 Y ss 
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condiciones y sin consultar al presidente de la República, sería 

motivo suficiente para justificar su remoción. 

Esta atribución del titular del órgano ejecutivo federal no es 

más que una de las consecuencias · de nuestro sistema 

presidencialista . Efectivamente, el sistema presidencialista fortalece 

la figura del presidente de la República, situación que conlleva a que 

éste influya directamente en la actividad de las instituciones y 

dependencias que integran el órgano que encabeza y que se 

encuentran a su cargo, circunstancia que repercute en la 

Procuraduría General de la República y su titular cuya continuidad en 

su cargo depende del titular del ejecutivo federal por disposición 

constitucional. En este sentido, la idea de "independencia" de este 

funcionario respecto del presidente de la República resulta 

inaplicable para el caso de su intervención en los juicios de acción de 

inconstitucionalidad, debido a la facultad discrecional de remoción 

que posee este último sobre aquél. 

En este orden de ideas, resulta absurdo que el procurador 

cuestione ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación la 

constitucionalidad de un tratado internacional concertado por el 

presidente y ratificado por el senado, pues es obvio que al hacerlo 

será removido de su puesto por el titular del ejecutivo federal y no 

podría continuar siendo parte en el juicio de constitucionalidad, ya 

que frecuentemente (si no es que en todos los casos) existe la 

voluntad presidencial de que los tratados internacionales sean 

aprobados 4 37 

". itw!elll. p. 120. 

414 



Esta situación permite concluir que en materia de tratados 

internacionales, el inciso c) de la segunda fracción del artículo 105 

constitucional que legitima al procurador general de la República 

como parte en las acciones de inconstitucionalidad , no será aplicado 

para controlar la constitucionalidad de aquéllos tratados en los cuales 

tenga especial interés el presidente de la República . 

Respecto de las leyes federales su situación no es más 

afortunada que en el caso de los tratados internacionales puesto que 

la impugnación de una ley federal por el procurador general de la 

República implica un ataque directo a una voluntad política clara del 

presidente de la República, por lo que resulta difícil que un 

procurador general esté dispuesto a jugar esa carta al no estar 

garantizada su independencia respecto del ejecutivo, confirmándose 

con ello que la legitimación del procurador general de la República , al 

ser un funcionario dependiente del titular del órgano ejecutivo federal , 

queda reducida poco menos que la nada si se toma en cuenta que 

casi todas las leyes, y desde luego las más importantes, tienen su 

origen en la iniciativa presidencial, con lo cual se comprenderá que 

las leyes federales se hacen definitivamente en función del interés 

del presidente de la República . En este sentido, la dependencia 

respecto del órgano ejecutivo por parte del procurador supone que 

éste une, en principio, su suerte al buen servicio al presidente, y 

parece que este buen servicio incluye la falta de oposición frente a 

las leyes de cuya autoría es responsable, directa o indirectamente, la 

presidencia de la República , cuando menos en sus líneas básicas. 

Si bien el procurador general de la República está impedido 

para interponer discrecionalmente la acción de inconstitucionalidad 

respecto de las leyes federales derivadas del órgano ejecutivo, no lo 
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está respecto de las leyes de carácter federal provenientes de las 

cámaras del órgano legislativo federal, pues en este caso la finalidad 

de la legitimación del procurador general de la República para 

interponer la acción de inconstitucionalidad es utilizada como 

instrumento para obstaculizar buena parte de las leyes aprobadas 

por el Congreso de la Unión en las que no haya coincidencia 

interinstitucional.438 

En cuanto a las leyes de las entidades federativas, 

consideramos que al no tener independencia del órgano ejecutivo, el 

ejercicio de la legitimación por parte del procurador general de la 

República para impugnar la constitucionalidad de las mismas será 

más probable en la medida que el partido a nivel federal no coincida 

con el partido mayoritario a nivel local , situación que se dará cada 

vez con más frecuencia en el futuro si no se legitima al titular del 

órgano ejecutivo para ejercer la acción de inconstitucionalidad en 

contra de leyes federales y locales emanadas de los órganos 

legislativos correspondientes y mientras no se amplíe la legitimación 

de los órganos legislativos federales para impugnar las leyes 

derivadas de los órganos legislativos locales , y a las legislaturas 

locales para impugnar las normas de carácter general emanadas de 

las cámaras federales , con la finalidad de lograr un equilibrio 

estructural y funcional en la promoción de la acción de 

inconstitucionalidad en nuestro país. 

Como puede apreciarse , fue un grave error legitimar al 

procurador general de la República para promover la acción de 

inconstitucionalidad contra todas y cada una de las normas de 

carácter general previstas en el artículo 105 constitucional (leyes 

,'> id l" lll. p. 12 1. 
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federales y locales, tratados internacionales y constituciones locales) , 

pues resulta incomprensible que los órganos legislativos autorizados 

para promover la acción de inconstitucionalidad sólo puedan hacerlo 

respecto de las leyes que estos mismos expidan y que no puedan 

impugnar la inconstitucionalidad de todas y cada una de las normas 

de carácter general previstas en el articulo 105, fracción II de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Consideramos ilógico que el titular de una institución 

dependiente del órgano ejecutivo federal esté facultado para 

promover la acción de inconstitucionalidad en todos los casos y que 

el titular del órgano ejecutivo federal (presidente de la República) no 

hay sido legitimado para promoverla, siendo que lo correcto sería 

que fuera éste quien debiera promover la acción de 

inconstitucionalidad en nuestro país y no aquél, pues en países 

europeos con medios de control de la constitucionalidad diseñados 

en abstracto como España y Alemania, se faculta al presidente del 

gobierno y al gobierno federal respectivamente para ejercerlos mas 

nunca a dependencias gubernamentales. Luego entonces resulta 

ocioso legitimar al procurador general de la República cuando en 

todo caso quien decide contra qué normas de carácter general debe 

promoverse la acción de inconstitucionalidad es el propio presidente 

de la República, lo cual confirma la necesidad de legitimar a éste y 

no a aquél. 

La única explicación que puede darse a la legitimación 

constitucional y legal del procurador para promover la acción de 

inconstitucionalidad es la siguiente: los responsables del diseño del 

medio abstracto de control de la constitucionalidad creyeron 

conveniente atribuir una legitimación amplia en función del objeto de 
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control al procurador debido a su carácter de representante social, 

calidad que no reunían los órganos constituidos ni las entidades 

federativas . Además decidieron otorgarle esta atribución por su 

supuesto interés jurídico para intervenir en las acciones de 

inconstitucionalidad y velar por el estado de constitucionalidad, lo que 

justificaba su intervención en el juicio de constitucionalidad. Ésta 

parece ser la razón principal de la intervención del procurador 

general de la República en los juicios de inconstitucionalidad; de no 

ser así no se entendería su inclusión en la segunda fracción del 

artículo 105 constitucional, ni mucho menos se justificaría su 

intervención en todos los casos. 

Atendiendo a la necesidad del interés jurídico para la 

promoción de la acción de inconstitucionalidad puede advertirse la 

influencia en el diseño en este medio abstracto de control de la 

constitucionalidad del amparo, lo cual resulta evidentemente 

incorrecto ya que éste responde a un diseño estructural basado en la 

protección de derechos fundamentales , lo que justifica que los 

efectos del mismo sean particulares y concretos en atención al 

interés jurídico del promovente y del agravio personal y directo que 

éste sufre en su esfera jurídica, buscándose la reparación del daño 

personal , esto es, la protección individuo frente al Estado. 

En este orden de ideas, la acción de inconstitucionalidad al ser 

un medio de control de la constitucionalidad diseñado en abstracto 

necesariamente sus efectos deben ser generales, pues su finalidad 

es la protección objetiva tanto de la Constitución como del principio 

de supremacía constitucional derivado de ella mas no de los 

derechos fundamentales de los gobernados, por lo que resulta 

incoherente basar el diseño estructural de este medio de control de la 
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constitucionalidad en un medio de control diseñado en concreto para 

la protección de los derechos fundamentales del individuo, cuyo 

objetivo primordial es reparar el daño ocasionado por los actos 

emanados de las autoridades administrativas, situación que confirma 

el grave error que se cometió al establecerse una legitimación activa 

en razón al interés jurídico de los promoventes, hipótesis 

perfectamente atribuible al procurador general de la República y 

demás sujetos autorizados para promover la acción de 

inconstitucionalidad. 

Ahora bien , si el carácter abstracto de la acción de 

inconstitucionalidad como medio de control de la constitucionalidad 

permite una amplia previsión de los sujetos legitimados para 

ejercerla, en países con sistemas de control de la constitucionalidad 

más avanzados y eficaces no se encuentra legitimado ningún 

funcionario , institución o dependencia equiparable al procurador 

general de la República , debido a que a través de los medios 

abstractos de control de la constitucionalidad no se protege un 

interés subjetivo (derechos fundamentales y su protección social por 

parte de algún funcionario que sea garante social de los mismos) 

sino un interés objetivo: la tutela o protección de la Constitución del 

Estado y su texto fundamental , por lo que resulta incorrecto partir del 

interés jurídico que en su caso pudieran tener los sujetos 

constitucionalmente legitimados para ejercer el control abstracto de 

la constitucionalidad. 

En consecuencia, la idea de interés jurídico y representación 

social atribuidos al procurador general de la República no justifica su 

intervención en los juicios de acción de inconstitucionalidad en 

nuestro país por no ser el objetivo de la acción de 
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inconstitucionalidad la protección de derechos subjetivos públicos 

(derechos fundamentales) , sino la protección objetiva de la 

Constitución y del principio de supremacía constítucíonal derivado de 

ésta (interés público objetivo). 

Con lo expuesto hasta este momento podemos concluir que 

la Procuraduría General de la República es una institución o un 

organismo subordinado que forma parte del órgano ejecutivo federal, 

de tal suerte que no es un órgano constituido sino que está inserto en 

uno de ellos439 Pese a lo que se diga en el caso de México, con 

base en una interpretación formal en el sentido de que la 

procuraduría ya no es parte de la administración pública federal y 

que por ende no aparece más como una de sus estructuras en la ley 

orgánica respectiva, el hecho es que sí sigue siendo parte del 

gobierno federal por dos razones fundamentales : 

• El procurador es propuesto por el presidente de la República 

para su aprobación por el senado, y lo que es más importante, 

es removido libremente por él. Este funcionario recibe órdenes 

y cumple instrucciones del jefe del gobierno federal a quien 

está política y jurídicamente subordinado. 

p , Las di spos iciones conforme a las c uales e l procurador es pa rte en todos los .iuicios de 
acció n de inconstitucionalidad han confundido la naturaleza jurídica de la Proc uraduria 
Ciélleral de la Rep úbli ca. pues es ta instit uc ión pertenece a un órgano constituido . e l órga no 
<',iec'ut ivo federa l y no constitu ye por s i mi smo un órgano consti tuido del estado (órgallos 
CUI'" aUlollo mia 110 tiene ll más limites que los que seiiala ll la CO llstituc ióll y las leyes). Por 
ta nto. los órganos constituidos se carac terizan por no ser órgallo.s subordinados a ningún 
o lro (ejerce ll su compete nc ia como insta ncia última) , de ta l suerte que la única installcia que 
liene sobre si ya la que están suj e tos es precisa mente e l l1larco constituc ional del que deril'a 
su competencia. caso e n e l que ev ide nte l1lente no se encuentra la Procurad uria Ge neral de la 
Rep ública en nuestro pa is, por se r una depende nc ia del ó rga no ej ecutivo federal. que puede 
se r co ns iderado como un órgano constituido de l Estado mex ica no. COV IÁN ANDRADE. 
VI ig ue l. U ('olllml dI' lu COII.\· l iIUclo IlO!itlOtl .. " pp. 361 Y 362. 
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• La función de procuración de justicia es una responsabilidad 

de gobierno en México y en cualquier país del mundo, de tal 

suerte que hace suponer que existe una vinculación en 

condiciones de supra-subordinación entre el jefe de gobierno 

(presidente de la República) y el funcionario encargado de 

cumplir con las responsabilidades inherentes a esa función 

(procurador general de la República). 

En suma, la procur.aduría general de la República es el órgano 

ejecutivo federal ejerciendo funciones de procuración de justicia , por 

lo que no se le debe concebir como un órgano constituido autónomo , 

pues sobre él no sólo están las normas constitucionales sino la 

autoridad del presidente de la República , razón más que suficiente 

para otorgarle legitimación activa al titular del órgano ejecutivo 

federal y no al titular de una de sus dependencias: Procuraduría 

General de la República, situación que confirma una vez más la 

necesidad de llevar a cabo una reforma constitucional y legal 

reglamentaria al diseño estructural de la acción de 

inconstitucionalidad respecto de los sujetos autorizados para 

promover dicho medio abstracto de control de la constitucionalidad 

en nuestro país. 

c) Restricción a la legitimación de los partidos políticos para 
promover la acción de inconstitucionalidad: sólo leyes 
electorales 

Recordemos que la reforma de 1996 al articulo 105 

constitucional abrió la posibilidad de controlar la constitucionalidad de 

la legislación electoral. Sin embargo, dicha reforma no fue del todo 

exitosa pues lejos de mejorar la estructura de la acción de 

inconstitucionalidad la desvirtuó al introducir nuevos sujetos 
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legitimados para promoverla: los partidos políticos nacionales y 

estatales. 

El inciso f) inserto en la segunda fracción del artículo 105 

constitucional prevé la posibilidad de que los partidos políticos con 

registro ante el Instituto Federal Electoral , por conducto de sus 

dirigencias nacionales, puedan promover la acción de 

inconstitucionalidad en contra de leyes electorales federales o 

locales. Asimismo, legitima a los partidos políticos estatales con el fin 

de que por conducto de sus dirigencias estatales impugnen las leyes 

electorales expedidas por el órgano legislativo de la entidad 

federativa que les otorgó el registro. 

Como puede apreciarse , nuevamente se incurre en el error 

señalado líneas atrás durante el análisis de la legitimación de los 

órganos legislativos estatales o federales y del procurador general de 

la República para promover la acción de inconstitucionalidad, ya que 

se legitima constitucionalmente a los partidos políticos nacionales y 

estatales para impugnar una ley en función de su interés jurídico : los 

partidos que cuenten con registro nacional podrán controvertir tanto 

leyes electorales de carácter federal como local, mientras que los 

que solamente tengan registro local podrán hacerlo exclusivamente 

con relación a las leyes de la entidad federativa en la que obtuvieron 

su registro 

En este sentido , se legitima a los partidos políticos en razón de 

un interés jurídico de permanencia de un estado de 

constitucionalidad de la legislación electoral, pues son ellos quienes 

participan en las elecciones y a quienes importa que el ordenamiento 

que rige los procesos dentro de las cuales ellos son protagonistas se 
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ajuste a lo establecido en el texto constitucional, salvaguardándose 

con ello sus derechos e intereses políticos y electorales. 

Como puede apreciarse, nuevamente influye la institución del 

amparo en el diseño estructural y funcional de la acción de 

inconstitucionalidad pues se encuentra implícito en el diseño de este 

medio de control de la constitucionalidad de normas generales la 

"teoría del interés jurídico" en el texto de la segunda fracción del 

artículo 105 constitucional : solamente los partidos políticos con 

registro nacional pueden impugnar tanto las leyes electorales 

federales y locales (por regir ambos ordenamientos jurídicos los 

procesos en los cuales ellos participan al tener representación en 

todo el territorio nacional o en la mayoría de las entidades 

federativas) en tanto que los partidos políticos que cuentan 

únicamente con un registro local sólo podrán hacerlo respecto de las 

leyes electorales expedidas por el órgano legislativo de la entidad en 

la cual hayan obtenido y conserven su registro. 

Si bien no comprendemos el por qué de la legitimación de los 

partidos políticos para promover la acción de inconstitucionalidad en 

nuestro país, partimos de la hipótesis de que el control abstracto de 

la constitucionalidad se caracteriza por ser el medio de control de la 

constitucionalidad en el que se presenta la legitimación más amplia 

para promoverlo (lo que no justifica la exclusión de otros sujetos y 

órganos constituidos como más adelante se verá). 

Consecuentemente, es absurdo que un partido político local esté 

impedido para promover una acción de inconstitucionalidad contra 

leyes electorales de carácter federal o bien, contra cualquier otra ley 

federal o local e incluso contra cualquier otra norma de 

características generales, pues, como hemos dicho con anterioridad , 
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el procedimiento de control abstracto de la constitucionalidad no 

atiende a la protección subjetiva de los sujetos legitimados sino a la 

protección objetiva del texto constitucional y del principio de 

supremacía constitucional. 

En este orden de ideas, al estar legitimados los partidos 

políticos tanto nacionales como estatales para promover la acción de 

inconstitucionalidad resulta conveniente que el objeto de control se 

amplíe y no se restringa sólo a una especie de normas generales: las 

electorales, pues se incurriría en el mismo error cometido al diseñar 

este medio de control por los responsables del proyecto en el que se 

consideró que los sujetos facultados sólo pueden cuestionar la 

constitucionalidad de las normas generales en la cuáles tengan 

especial interés. El ámbito de impugnación de las normas generales 

debe ser amplia, amplia como los sujetos autorizados para promover 

el medio de control de la constitucionalidad diseñado en abstracto, 

por lo que el objeto de control debe abarcar cualquier norma o 

disposición de carácter general que contravenga el texto 

constitucional y, en este sentido, ser amplio el número de sujetos 

autorizados para ejercer el medio de control. 

Sin embargo, el hecho de estar legitimados los partidos 

políticos nacionales y estatales en nuestro país no implica que sea lo 

correcto, pues consideramos indebido que exista un apartado 

especial en el que se regule la acción de inconstitucionalidad de 

leyes electorales y que asimismo legitime a los partidos políticos para 

ejercer las acciones de inconstitucionalidad respectivas, pues éstos 

se encuentran representados en los órganos legislativos facultados 

para emplear este medio de control de la constitucionalidad, por lo 

que su previsión y autorización constitucional para ser parte en los 
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juicios de acción de inconstitucionalidad. en nuestra opinión. resulta 

ociosa. 

Confirma lo anterior el criterio jurisprudencial P.I J 27/99 

sostenido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación . 

visible en la página 253 del Tomo IX del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta. Novena Época . correspondiente al mes de 

abril de 1999. que al texto es como sigue: 

ACCiÓN DE INCONSTITUCIONAlIDAD. LOS PARTIDOS POlÍTICOS NO 
SON LOS ÚNICOS QUE PUEDEN COMBATIR EN ESTA VíA LEYES 
ELECTORALES.- Con molivo de la reforma al artículo 105, fracción 11 , de la 
Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el veintidós de agosto de mil novecientos 
noventa y seis, se suprimió la prohibición expresa que se contenia en el 
primer párrafo de la citada fracción, que impedía ejercer la acción de 
inconstitucionalidad en contra de leyes electorales. con lo que se estableció 
un régimen genérico en virtud del cual las partes legitimadas a que se refiere 
la fracción II en todos sus incisos, pueden acudir a dicha vía para impugnar 
leyes electorales , sin más limitantes que las que los propios incisos 
establecen. Con esta reforma se adicionó el inciso f) y los dos párrafos 
siguientes a este inciso, del citado precepto constitucional, que autorizan a 
los partidos politicos a impugnar leyes electorales en esta vía y se establece 
que la única via para plantear la contradicción entre este tipo de leyes y la 
Constitución , es la acción de inconstitucionalidad. La introducción de este 
inciso no significa que únicamente los partidos sean los que pueden 
impugnar leyes electorales , pues de ser así , el Poder Reformador 
expresamente lo hubiera señalado; y, el que enseguida del inciso se haya 
adicionado un párrafo en el que se establece que la única vía para impugnar 
leyes electorales por inconstitucionales lo sea la acción , tampoco implica que 
se refiera únicamente a los partidos politicos, pues tal disposición debe 
entenderse como parte del sistema general y no vinculado estrictamente al 
citado inciso, ya que, de otra manera. en el referido párrafo se habría 
señalado expresamente que la única vía para impugnar leyes electorales que 
sean contrarias a la Constitución sería la prevista en el referido inciso f) . Así , 
armónicamente interpretada la disposición constitucional y acorde con el 
espíritu de su reforma, se concluye que se amplia la legitimación de la acción 
de inconstitucionalidad frente a una clase específica de leyes: las electorales ; 
respecto de las cuales el círculo de legitimación se extiende, bajo ciertas 
condiciones formales y territoriales, a los partidos politicos, lo que se explica 
por el especial interés que éstos tienen en cuanto tales respecto de este tipo 
de leyes, pero ello no justificaría la exclusión de los legitimados por el 
régimen común para impugnar las leyes y, por lo mismo, la legitimación 
específica de los partidos es concurrente con la de los demás legitimados, 
quienes también pueden participar de manera relevante en esta tarea de 
control constitucional. 
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Acción de inconstitucionalidad 10/98. Minoria parlamentaria de la LXVIII 
Legislatura del Congreso del Estado de Nuevo León. 25 de febrero de 
1999. Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco 
Alemán . Ponente: Humberto Román Palacios. Secretario : Osmar 
Armando Cruz Quiroz. 
El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el cinco de abril en 
curso, aprobó, con el número 27/1999, la tesis jurisprudencial que 
antecede. México, Distrito Federal, a seis de abril de mil novecientos 
noventa y nueve. 

De acuerdo con este criterio jurisprudencial, si bien se 

establece en la segunda fracción del articulo 105 constitucional que 

la única via para plantear la no conformidad de las leyes electorales 

con la Constitución es la prevista en dicho precepto, no debe 

entenderse que los únicos sujetos legitimados para promover la 

acción de inconstitucionalidad contra esas normas generales sean 

los partidos polí~icos federales o locales, pues la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación ha establecido que éstos no son los únicos que 

pueden combatir en esta vía las leyes electorales sino que debe 

incluirse a los demás sujetos legitimados en la promoción de este 

medio abstracto de control de la constitucionalidad para verificar la 

conformidad constitucional de la legislación electoral. 

En este sentido, deben entenderse incluidas las leyes 

electorales en la generalidad de las leyes objeto de control de la 

acción de inconstitucionalidad en nuestro país, y a los demás sujetos 

legitimados (órganos legislativos, federales y locales, así como al 

procurador general de la República) para intervenir en los juicios de 

acción de inconstitucionalidad . 

No obstante, no entendemos por qué se faculta a los partidos 

poi íticos nacionales y estatales para promover la acción de 

inconstitucionalidad y por qué no se legitima a otros sujetos para 
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intervenir activamente en el juicio constitucional, pues válidamente 

pueden incluirse a otros sujetos además de los que actualmente 

prevé el artículo 105 constitucional para la promoción del medio de 

control abstracto de la constitucionalidad de normas y disposiciones 

generales en nuestro país en atención a la naturaleza abstracta del 

proceso directo de constitucionalidad, en el cual debe intervenir una 

cantidad relativamente amplia de sujetos. 

Por lo anterior, juzgamos conviene llevar a cabo las reformas 

constitucionales y legales necesarias a fin de legitimar a un mayor 

número de sujetos para que el control abstracto de las normas 

generales en nuestro país vía acción de inconstitucionalidad, sea 

eficaz y realmente cumpla con su finalidad: la protección objetiva de 

la Constitución y del principio de supremacía derivado de ésta. 

d) Sujetos no legitimados actualmente para promover la acción 
de inconstitucionalidad en México. 

Como se ha demostrado, no existe ninguna justificación 

teórica o funcional para limitar el ejercicio de la acción de 

inconstitucionalidad a una minoría de los miembros del órgano que 

emite la norma general, como no la hay tampoco para legitimar al 

procurador ampliamente respecto de las normas de carácter general, 

objeto de control de la acción de inconstitucionalidad en nuestro país, 

ni mucho menos para darle intervención en todos los juicios de 

acción de inconstitucionalidad. 

La falta de interés jurídico que sirve como principal argumento 

para limitar el ejercicio de la acción de inconstitucionalidad con el 

propósito de evitar conflictos competenciales entre los órganos del 

Estado no tiene nada que ver con el control abstracto de las normas 

427 



que es el que precisamente se realiza mediante la acción de 

inconstitucionalidad. Es obvio que todos los órganos constituidos 

tienen un legítimo interés (empleando el término amparista que 

influyó en los autores del diseño estructural y funcional de la acción 

de inconstitucionalidad) en· que toda norma de carácter general se 

ajuste a los preceptos constitucionales en vigor independientemente 

de que les cause o no una lesión directa en su esfera competencial, 

debido al interés objetivo en tutela de la constitucionalidad de todo el 

ordenamiento jurídico, finalidad que persigue el procedimiento 

abstracto de control de la constitucionalidad derivado de la acción de 

inconstitucionalidad. 

Los órganos constituidos --ejecutivo, legislativo y judicial--, 

derivan de la Constitución y, consecuentemente, pueden vigilar su 

observancia. En este sentido, la posibilidad de que los órganos 

constituidos cuestionen la constitucionalidad de sus actos entre sí no 

implica en lo mínimo una invasión de competencias o conflicto entre 

ellos, pues no están facultados para anular los efectos de los actos 

cuestionados mediante una decisión unilateral y en calidad de 

instancias resolutotas, sino que corresponde al órgano controlante 

resolver al respecto debido a la competencia constitucional y legal 

que le ha sido atribuida en calidad de órgano de última instancia en 

materia constitucional, siendo su objetivo hacer prevalecer el 

principio de supremacía constitucional y que en el caso de nuestro 

pais es la Suprema Corte de Justicia de la Nación, órgano del Poder 

Judicial de la Federación que ha sido facultado constitucionalmente y 

legalmente para resolver sobre la conformidad constitucional de las 

normas de carácter general. 
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Cabe aclarar que si bien nuestro órgano de control pertenece 

al órgano judicial federal, no invade la competencia de los otros 

órganos constituidos debido a que éste ejerce una atribución en 

materia de control de la constitucionalidad establecida constitucional 

y legalmente. Mediante una facultad exclusiva este órgano 

jurisdiccional cumple con una función especial (control de la 

constitucionalidad) teniendo como objetivo primordial la protección 

del texto constitucional y del principio de supremacia constitucional. 

siendo el único interés tutelado el de la conservación del estado de 

constitucionalidad, mismo que debe permanecer en todo Estado que 

pretenda limitar efectivamente al poder político y controlar la 

constitucionalidad de la normatividad derivada del texto fundamental. 

En consecuencia, cuando el Congreso Federal impugna la 

emisión de una ley local ante la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, no interfiere en absoluto en la esfera competencial del 

órgano que la expidió toda vez que no realiza el acto ni lo anula, sino 

solamente en calidad de parte legitimada acude ante el órgano 

controlante para que sea éste quien resuelva jurisdiccional mente 

sobre la constitucionalidad de las normas cuestionadas. El conflicto 

entre órganos constituidos sólo se produciría si uno de ellos tratara 

de impedir que el otro ejerciera sus atribuciones o si una vez 

ejercidas hiciera lo necesario para anular sus efectos. 

En la especie, únicamente se da el caso de que el órgano 

recurre ante una instancia legitimada para resolver de manera 

excluyente en materia de control abstracto con la finalidad de que 

ésta verifique la constitucionalidad de la actuación de otro órgano 

constituido, por lo que cabe concluir que los tres órganos. esto es, la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación y las partes que intervienen 
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en el juicio se mantienen dentro de sus esferas competenciales, y 

únicamente en el supuesto de que se encuentre una contradicción 

entre el acto recurrido y la Constitución -situada por encima de los 

tres-, se anula aquél para evitar que se vulnere esta última . 

Estas consideraciones permiten concluir que la legitimación 

para el ejercicio del control abstracto de la constitucionalidad si bien 

puede ser de carácter institucional por otorgarse a los órganos 

constituidos la facultad de promover el medio de control de la 

constitucionalidad diseñado al efecto, no significa que una 

dependencia o institución del órgano constituido sea quien lo ejerza y 

no el titular del órgano, aun si partimos de la idea de que el carácter 

abstracto del medio de control y del proceso constitucional admite 

una amplia legitimación -tal es el caso de países como Alemania y 

España-, pues el permitir a una dependencia (procurador general de 

la República) promover la acción de inconstitucionalidad y ser parte 

en todos los juicios de constitucionalidad de normas generales 

resulta absurdo, ya que al ser subordinado del titular del órgano 

ejecutivo (presidente de la República) , éste último sería quien 

decidiría contra qué leyes o tratados internacionales debe promover 

la acción de inconstitucionalidad el procurador general de la 

República, por lo que su consideración en la segunda fracción del 

artículo 105 constitucional deviene inoperante, siendo lo correcto el 

atribuir dicha facultad al titular del órgano ejecutivo. 

Aunado a lo anterior, resulta inexplicable que los órganos 

legislativos federales no puedan cuestionar la constitucionalidad de 

las leyes emanadas de las legislaturas locales ni éstas las emanadas 

de aquéllas, pudiendo únicamente promover una acción de 

inconstitucionalidad contra de leyes emanadas de sí mismas, lo cual 
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resulta un absurdo si se parte de la idea de que el único interés que 

debe prevalecer es el interés público objetivo de protección a la 

Constitución del Estado y del principio de supremacía constitucional. 

Basta recordar que en países como Alemania o España la 

legitimación en materia de control abstracto de la constitucionalidad 

es mucho más extensa, ya que abarca una cantidad bastante amplia 

de sujetos autorizados para cuestionar de manera directa la 

constitucionalidad de las normas y disposiciones de carácter general 

que se consideran contrarias al texto constitucional. En el caso de 

Alemania por ejemplo, se faculta al gobierno federal , a los gobiernos 

locales (gobiernos de los Land o gobiernos provinciales), a un tercio 

de los miembros del Bundestag (parlamento alemán) para promover 

el control a,bstracto de normas generales e inclusive, a los 

ciudadanos para promover una queja constitucional en contra de 

normas de carácter general que violen sus derechos 

fundamentales .44o 

En el caso de España, están legitimados para ejercer el 

recurso de inconstitucionalidad el presidente del gobierno, el 

defensor del pueblo, 50 diputados, 50 senadores (que representan 

entre el 13 y el 16 % de los miembros del parlamento) así como los 

órganos colegiados ejecutivos y las Asambleas de las comunidades 

autónomas.441 

Como puede apreciarse, en ambos países se cumple con la 

final idad del control abstracto de la constitucional idad al facultar a un 

número importante de sujetos para promoverlo, distinguiéndose por 

H" Vid supra . pp. 20~ a 205 (legi timación activa de carácter institucional en el contro l 
abstracto de normas) y 222 Y ss (queja constituc ional). 
W Vid supra. pp. 14~ Y ss. 
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ser una legitimación activa de carácter institucional. En este sentido, 

convendria atender al diseño estructural de aquéllos medios de 

control abstracto con la finalidad de mejorar estructural y 

funcionalmente la legitimación activa de nuestro medio abstracto de 

control de la constitucionalidad, debiéndose facultar a sujetos 

distintos a los previstos en la segunda fracción del articulo 105 

constitucional y eliminándose a otros que por su naturaleza no deben 

estar incluidos, como es el caso de los partidos políticos y el 

procurador general de la República . 

En este orden de ideas, consideramos que los sujetos 

legitimados para promover la acción de inconstitucionalidad en contra 

de cualquier norma o disposición de carácter general contraria al 

texto constitucional , deberían ser los siguientes: 

• El presidente de la República; 

• El 20% de los miembros de la Cámara de Diputados; 

• El 20% de los miembros de la Cámara de Senadores; 

• El presidente de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, 

o bien , el presidente de la Comisión Estatal de Derechos 

Humanos correspondiente. En este caso la interposición de la 

acción de inconstitucionalidad deberá hacerse de oficio, o 

bien , a petición de los ciudadanos con la finalidad de defender 

los derechos fundamentales consagrados en el texto 

constitucional que pudieran ser vulnerados por una norma o 

disposición de carácter general (federal o local) 

anticonstitucional o inconstitucional. 

• Los gobernadores de las entidades federativas, incluido por 

supuesto al Jefe de Gobierno del Distrito Federal ; y 
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• Las legislaturas locales, incluida la Asamblea Legislativa del 

Distrito Federal, por mayoría simple de votos; 

De incluirse a estos sujetos en la legitimación activa de la 

acción de inconstitucionalidad mejoraría significativamente la 

protección de la Constitución y el control abstracto de la 

constitucionalidad en nuestro país. Para lograrlo sería necesario 

llevar a cabo una reforma al texto del artículo 105 constitucional , a su 

ley reglamentaria y a todos aquéllos ordenamientos que regulen la 

competencia de los sujetos mencionados con anterioridad , con la 

finalidad de que se establezca la competencia de éstos para ser 

parte en el proceso directo de constitucionalidad de normas y 

disposiciones generales. 

5.3.2 Quórum para sesionar y mayoría de votos exigidos para la 
adopción de resoluciones en el juicio de acción de 
inconstitucionalidad 

Adicionalmente a los errores estructurales respecto al diseño 

del objeto de control y de los sujetos legitimados para promover la 

acción de inconstitucionalidad en México debe agregarse el relativo a 

la votación requerida para que la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación adopte sus resoluciones. 

El último párrafo de la segunda fracción del articulo 105 

constitucional establece que "las resoluciones de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación sólo podrán declarar la invalidez de las 

normas impugnadas, siempre que fueren aprobadas por una mayoría 

calificada de cuando menos ocho votos ." 
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El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación reitera 

la necesidad de una votación adoptada por mayoría calificada de 

miembros para la declaración de invalidez de normas generales en 

nuestro país en su tesis de jurisprudencia P./J. 15/2002, visible en la 

página 419 del Tomo XV del Semanario Judicial de la Federación y 

su Gaceta, Novena Época, correspondiente al mes de febrero de 

2002, que al texto es como sigue: 

ACCiÓN DE INCONSTITUCIONALlDAD. EN EL CASO DE UNA 
RESOLUCiÓN MAYORITARIA EN EL SENTIDO DE LA 
IN CONSTITUCIONALIDAD DE LA NORMA IMPUGNADA, QUE NO SEA 
APROBADA POR LA MAYORíA CALIFICADA DE CUANDO MENOS 
OCHO VOTOS EXIGIDA POR EL ARTíCULO 105, FRACCiÓN 11, ÚLTIMO 
PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCiÓN FEDERAL, LA DECLARATORIA DE 
QUE SE DESESTIMA LA ACCiÓN Y SE ORDENA EL ARCHIVO DEL 
ASUNTO DEBE HACERSE EN UN PUNTO RESOLUTlVO.- Del análisis 
sistemático de los artículos 59 y 73 de la Ley Reglamentaria de las 
Fracciones I y, 1I del Artículo 105 de la Constitución Federal , en relación con 
los numerales 41, 43, 44, 45 Y 72 de la propia ley, se desprende que al 
presentarse en una acción de inconstitucionalidad la hipótesis de una 
resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que declare la 
inconstitucionalidad de la norma impugnada y que no haya sido aprobada 
por cuando menos ocho votos de los Ministros (mayoría exigida para 
invalidar la norma), debe hacerse la declaración plenaria de la desestimación 
de la acción y ordenar el archivo del asunto, en un punto resolutivo de la 
sentencia , y además en este supuesto, de acuerdo al sistema judicial, si bien 
no existirá pronunciamiento sobre el tema de inconstitucíonalidad, sí podrán 
redactarse votos por los Ministros de la mayoría no calificada y por los de la 
minoría. en los que den los argumentos que respaldaron su opinión . 

Acción de inconstitucionalidad 10/2000. Diputados integrantes de la 
Asamblea Legislativa del Distrito Federal. 29 y 30 de enero de 2002. 
Once votos. Ponente: Oiga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretario : Pedro Alberto Nava Malagón. 
El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy catorce de 
febrero en curso, aprobó, con el número 15/2002, la tesis 
jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a catorce de 
febrero de dos mil dos. 

De la lectura de este criterio jurisprudencial y del último párrafo 

de la segunda fracción del artículo 105 constitucional se desprende 

que la votación válida requerida para declarar la inconstitucionalidad 

de normas generales en nuestro país es una votación calificada 
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excesiva que obliga a que el 72% de los miembros de la Suprema 

Corte de Justicia se pronuncien en el mismo sentido para declarar 

inválida una norma general , lo cual significa que las tres cuartas 

partes de los miembros del órgano colegiado deberán votar en el 

mismo sentido para anularla . 

El establecimiento de esta votación ultra calificada por parte de 

los responsables del diseño de la acción de inconstitucionalidad, 

hace pensar que ésta se diseñó con base en el temor de que 

pudieran producirse constantemente conflictos entre los órganos 

constituidos del Estado, por lo que con la finalidad de evitar un 

·'desequilibrio entre los poderes del Estado" (lo cual resulta ilógico por 

las consideraciones anteriormente establecidas de protección 

objetiva del texto constitucional y del principio de supremacía 

constitucional mediante una atribución constitucionalmente 

establecida al órgano controlante) consideraron prudente fijar una 

votación demasiado elevada para declarar la invalidez de las normas 

generales previstas en la segunda fracción del artículo 105 

constitucional, estando a punto de proponer la unanimidad de votos 

de los ministros para resolver las acciones de inconstitucionalidad. 

Al respecto, cabe mencionar que para el funcionamiento de 

todo cuerpo colegiado se establece siempre un quórum de asistencia 

de los miembros para llevar a cabo la votación antes de fijar los 

distintos tipos de votación que se requieren para aprobar los diversos 

asuntos de su competencia. Pues bien, en este punto los autores del 

diseño de la acción de inconstitucionalidad incurren en una grave 

omisión al no establecer cuál debe ser el quórum para que la 

Suprema Corte pueda resolver las acciones de inconstitucionalidad, 

en cambio sí determinan cuál será la votación requerida para emitir 
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una resolución en la materia (8 ministros de los 11 que integran el 

Pleno) . 

Los artículos 4 y 15 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación establecen que el pleno de la Suprema Corte podrá 

tomar resoluciones siempre y cuando estén presentes siete ministros 

y que las salas compuestas de cinco miembros podrán funcionar con 

la asistencia de cuatro. Obviamente el primero de estos preceptos 

prevé una excepción forzosa a esta regla que es precisamente la 

relativa a la competencia que atribuye el artículo 105 constitucional a 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación para conocer de las 

acciones de inconstitucionalidad, en cuyo caso para emitir la 

correspondiente resolución deben estar presentes al menos ocho 

ministros 442 

Existe por lo tanto una clara incongruencia entre ambos 

cuerpos normativos, Constitución y Ley Orgánica del Poder Judicial 

de la Federación, pues mientras la ley señala un quórum de siete 

miembros para que pueda sesionar el tribunal pleno, la Constitución 

Federal exige ocho votos para la resolución de las acciones de 

inconstitucionalidad. Consideramos un desacierto que el texto 

constitucional exija una votación calificada mayor al quórum fijado en 

la ley orgánica para que los miembros del pleno adopten sus 

resoluciones, ya que se requiere, además de una votación calificada 

para adoptar sus resoluciones, de un quórum especial para sesionar 

en materia de acciones de inconstitucionalidad, lo cual resulta 

" : "ARTICl ILO 4 LOPJF.- El Pleno se compondrá de once ministros. pero hastará la 
prese nc ia de s iete miembros para que pueda funcionar , CO/l excepció/I de /"S c:a.WI.\ prev;s{()s 
('/1 ,,1 un;c/ll" / {)j de lu CO/lstitllciú/I Politica de los Estados UII;dos Mex;"a/los. fracc ión I 
penú ltimo párrafo y fÍ'u cció /I JI, e/l los que se reqw!r;rú /0 "resellóa de al 'I/ (' I/OS Oc/lO 
1I lfl/ISl rfJs 
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absurdo, pues el criterio debería ser general para éste y los demás 

asuntos de su competencia. 

Relacionando el "quórum especial de asistencia" que fija la ley 

orgánica en este artículo con la "votación calificada" que exige la 

segunda fracción del artículo 105 constitucional así como el artículo 7 

de la ley orgánica,443 puede concluirse que para emitir una resolución 

que anule la norma general impugnada, la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación debe votar por unanimidad. 444 

En nuestra opinión, resulta absurdo que las resoluciones en 

materia de control abstracto de la constitucionalidad sean tomadas 

por unanimidad , pues en países europeos como España y Alemania , 

el control de ' la constitucionalidad nunca se hace sobre la base de 

votaciones unánimes. En España las decisiones del Tribunal 

Constitucional se toman por mayoría simple de votos, así lo 

establece la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional en su artículo 

90 , párrafo primero: 

"Artículo 90.-

·w ARTICULO 7 LOPJF.- Las reso luciones de l Pleno de la Suprema Corte de .Justi cia Se· 
lomarán por unanimidad o ma yorí a de votos, sa lvo los casos previstos en e l artículo 105 <k 
la Const ituc ión . . .. Ii·acción 11. en los que se requerini una mayoría de ocho votos de los 

\1 ini stros presentes .. "·. 
W Esto es. la ausencia de hasta tres de los mini stros no afecta a la constit ución del peno (a 
electos de d ictar una sentencia de inconstitucionalidad) pero sí incidc en el porcentaie de 
mi nistros que pueden estar a favor de la declaración de inconst itucionalidad. 
Incrl·mcnt:lI1do lo. lo que se exp li ca porque la mayoría favorable requerida pa ra emitir una 
,kdarac iún de inconstituc iona li dad se establece mediante una cifra lijada con relac ión al 
n,,,ne"''' kga l de miembros del tribunal y no mediante una cifra va riable en función del 
múnero de mini stros presentes en e l monlento de la votación. Es decir. aUllqul' en terminos 
ahso lll lOS e l número de mini stros que han de votar favorablemente a la dccla ra ción (k 
,,!Constituc io nalidad es siempre el mi smo (ocho), sin embargo en terminos re lati vos (es 
dec ir. propo rcionalmente) la mayoría exigida se refuerza o incrementa a mcdida que son 
mcnos los ministros presentes (8 sobre 10, sobre 9 o incluso sobre 8 ). BRAGr:. Op. cit . pp . 
21 7 Y 218. 
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1. Salvo en los casos para los que esta Ley establece otros requisitos, las 
decisiones se adoptarán por la mayoría de los miembros del Pleno, Sala o 
Sección que participen en la deliberación . En caso de empate, decidirá el 
voto del Presidente ... ". 

En Alemania, la votación en cada senado (salas que integran 

el Tribunal Federal Alemán) se toma por mayoría simple con un 

minimo de seis magistrados asistentes de los ocho que integran cada 

senad044 5 por disposición de la Ley del Tribunal Federal , que en su 

artículo 15 establece al respecto lo siguiente: 

"Artículo 15: 

1 . . 
2. Cada sala quedará constituida para adoptar acuerdos cuando estén 
presentes, al menos, seis magistrados .. 
3. Una vez iniciadas las deliberaciones sobre un asunto no podrán 
incorporarse nuevos magistrados. En caso de que la sala no reúna el quórum 
exigido, las deliberaciones deberán repetirse previa incorporación de los 
magistrados necesarios . 
4. decidirá la mayoría de los miembros de la sala que intervengan en la 
resolución, siempre que la ley no dísponga otra cosa . En caso de igualdad de 
votos , no podrá constatarse una violación de la Ley Fundamental ni de otras 
normas de derecho federal." 

Como puede observarse, en ambos casos la votación 

requerida para adoptar las resoluciones por parte del órgano 

controlante se da por mayoria simple de los miembros requeridos 

para sesionar mas nunca con base en un quórum de asistencia 

ultracalificado y mediante la votación unánime del mínimo de 

miembros requeridos para sesionar. 

w Ar tículo 2: 
1. 1'1 Tribunal Constitucional Federal consta de dos sa las . 
2. Cada sa la está compuesta por ocho magistrados eleg idos al efec to. 
J . Tres magistrados de cada sala son elegidos de entre los magistrados de los tribunales 
stlperiores ele la Federación. Sólo pueden ser elegidos aquellos magistrados que tengan al 
Illel"" tres .tll OS de ej ercicio en un trihunal superior de la Federac ión." 
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Lo anterior permite concluir que la eventual necesidad de una 

unanimidad de votos para anular las normas de carácter general que 

vulneran la Constitución dificulta la función de control de la 

constitucional idad , que en nuestro país ha sido asignada a la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, asegurando la supervivencia 

de las normas anticonstitucionales e incluso inconstitucionales en 

detrimento del estado de constitucional idad que debe prevalecer en 

atención al principio de supremacía constitucional. 

Pero, ¿por qué decimos que puede darse el caso de una 

votación unánime de los miembros requeridos para resolver la acción 

de inconstitucionalidad? Por el hecho de que bastaría con que cuatro 

min istros no asistieran a la sesión para que la norma general 

cuestionada no pudiera someterse a control y, por ende, siguiera 

vu lnerando el texto constitucional y el multicitado principio de 

supremacía constitucional ; o bien , sería suficiente con que los 

mismos cuatro ministros aun asistiendo a la sesión no votaran a favor 

de la anulación para que no fuera posible la declaración de 

inconstitucionalidad de la norma general impugnada. 

Esta situación irracional provocada por la necesidad de un 

quórum excesivo y una votación calificada superior al quórum que 

debe formarse para que el pleno pueda sesionar respecto de otros 

asuntos de su competencia distintos al control de la 

constitucionalidad , hace pensar en reformar el artículo 105 

constitucional y la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación 

en sus artículos respectivos e incluso la Ley Reglamentaria de las 

fracciones I y 11 del artículo 105 constitucional446 a fin de establecer 

w . Consideramos necesaria una reforma a esta ley reglamcntaria, pues en su articulo 71 
rei te ra la neces idad de una ,"otae ión ca lificada para declarar nula una norma ge neral a l 
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un quórum de asistencia para sesionar por mayoría simple de 

miembros, así como una votación en igual porcentaje para que la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación adopte sus resoluciones en 

los juicios de acción de inconstitucionalidad. 

En este sentido, urge llevar a cabo las reformas propuestas, 

ya que de continuar vigentes las disposiciones mencionadas y de no 

alcanzarse el número de votos requeridos a pesar de que la mayoría 

de los ministros estimen que la norma general es contraria a la 

Constitución, ésta seguirá en vigor. Pero esto no es lo más grave, 

pues al ser un criterio obligatorio para los demás tribunales inferiores, 

estarán obligados a cumplir la resolución no obstante su evidente 

inconformidad con el ordenamiento constitucional. 

Por ello, consideramos que un sistema de control de la 

constitucionalidad como el actualmente establecido en México 

requiere un replanteamiento serio de las funciones del órgano 

controlante para evitar que sean neutralizadas al llevarse a cabo la 

verificación de la conformidad de la normatividad con la Constitución , 

consecuencia de la votación calificada y quórum excesivo exigidos , 

pues debe comprenderse que la eficacia del órgano de control 

dependerá del adecuado diseño del procedimiento para la adopción 

de sus resoluciones, eficacia que se verificará siempre y cuando el 

quórum de asistencia y la votación requerida aparezcan respaldadas 

por una mayoría simple de los miembros presentes . 

establecer que: " Las reso luciones de la Suprema Corte de Justicia só lo pod r¡i n declarar la 
in\"a lidez de las normas impugnadas, si fueren aprobadas por cuando menos ocho votos. Si 
IH) se aprobaran por la mayoría indicada, el T ribunal Pleno desestimara la acción ejerc itada 
y ordenara el archi vo de l asunto ." 
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5.3.3 Plazo perentorio para promover la acción de 
inconstitucionalidad 

Toda ley tiene a su favor la presunción de estar de acuerdo 

con la Constitución; esa presunción es válida, salvo que exista una 

declaración de inconstitucionalidad . Para obtener la declaración 

correspondiente por la vía de acción de inconstitucionalidad es 

necesario que se haya entablado dentro del plazo de treinta días 

naturales siguientes, de conformidad con lo establecido en la 

segunda fracción del artículo 105 constitucional. En el caso de que la 

impugnación no se haga con la debida oportunidad , el derecho a 

cuestionarlo precluye y la norma de carácter general a pesar de ser 

contraria a la Constitución conserva su vigencia. 

En este contexto, toda norma general contraria a la 

Constitución es anulable vía acción de inconstitucionalidad , sin 

embargo, de no promoverse la acción de inconstitucionalidad en 

contra de una norma presuntamente inconstitucional, ésta se 

convalida por el transcurso del tiempo y por la inactividad de aquellos 

a quienes se ha concedido legitimación para cuestionar su 

constitucionalidad. La única condición para verificar la 

constitucionalidad de una norma general en nuestro país es que la 

norma cuya constitucionalidad se cuestiona esté publicada en el 

medio oficial correspondiente --Diario Oficial de la Federación , 

Semanario Judicial de la Federación, o bien , gaceta oficial de la 

entidad federativa--, esto es, que esté vigente, pues de lo contrario la 

acción de inconstitucionalidad será improcedente. 

Esta situación irregular ha operado sin mayores contratiempos 

no obstante lo grave del caso, ya que al establecerse un lapso de 

tiempo tan breve para la promoción de la acción de 
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inconstitucionalidad, esto impide que agotado el término fijado 

constitucionalmente pueda cuestionarse la constitucionalidad de una 

norma general, convalidándose y prevaleciendo aun cuando 

indiscutiblemente contravenga las normas constitucionales. 

Increíblemente esta circunstancia ha sido avalada por el Pleno 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su criterio 

jurisprudencial P./ J 2/99, visible en la página 287 del Tomo IX del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

correspondiente al mes de febrero de 1999, el cual establece 

respecto del plazo perentorio de interposición de la acción de 

inconstitucionalidad lo siguiente: 

ACCiÓN DE INCONSTITUCIONALlDAD. EL PLAZO PARA 
INTERPONERLA ES A PARTIR DEL DíA SIGUIENTE DE LA 
PUBLICACiÓN OFICIAL DE LA NORMA IMPUGNADA.- El hecho de que 
la norma general impugnada haya iniciado su vigencia o se haya llevado a 
cabo el primer acto de aplicación de la misma antes de su publicación , 
resulta irrelevante para efectos del cómputo para la interposición de la acción 
de inconstitucionalidad, ya que conforme a los articulos 105, fracción 11 . 
parrafo segundo de la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos 
y 60 de la ley reglamentaria de las fracciones I y 11 del precepto constitucional 
citado, el plazo para promoverla es de treinta dias naturales, contados a 
partir del dia siguiente al en que la ley cuya invalidez se reclama fue 
publicada en el medio oficial correspondiente . 

Acción de inconstitucionalidad 1/98. Diputados integrantes de la XLVII 
Legislatura del Congreso del Estado de Morelos. 20 de octubre de 1998. 
Unanimidad de diez votos. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente : 
Genaro David Góngora Pimentel. Secretario : Jorge Alberto González 
Álvarez. 
El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veintiocho de enero 
en curso, aprobó, con el número 2/1999, la tesis jurisprudencial que 
antecede. México, Distrito Federal, a veintiocho de enero de mil 
novecientos noventa y nueve. 

Si bien coincidimos en la necesidad de la publicación de las 

normas generales para que sea procedente el control abstracto de la 

constitucionalidad en México, consideramos que el plazo establecido 

constitucionalmente es demasiado breve debido a que los órganos y 
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sujetos legitimados para ejercer la acción de inconstitucionalidad 

serán , la mayoría de las veces, incapaces de detectar dentro del 

improrrogable plazo de treinta días naturales todas las 

inconstitucionalidades que pudieran surgir en las leyes federales y 

en los treinta y dos cuerpos legislativos de las entidades federativas , 

quedando únicamente como recurso posterior al término del plazo 

previsto la abrogación de las leyes o derogación de las disposiciones 

legales contrarias a la Constitución federal respecto de las cuales no 

haya sido invocada su nulidad con la debida oportunidad . 

El sentido común indica que cuando se tata de normas 

contrarias a la Constitución y por tanto nulas, de conformidad con el 

principio de supremacía constitucional no debe existir plazo para 

invocar su n~lidad, o bien, este debe ser tan amplio que permita 

tener la oportunidad de detectar el vicio y someterlo a la 

consideración de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, órgano 

constitucionalmente facultado en nuestro país para verificar la 

conformidad del ordenamiento jurídico nacional vigente con la 

constitución 447 

En este sentido, consideramos que lo más conveniente para 

nuestro sistema de control de la constitucionalidad sería que el 

término quedara abierto para que los sujetos y órganos estatales 

legitimados instaran en cualquier momento a la Suprema Corte de 

Justicia a verificar la constitucionalidad de cualquier norma general 

,, - h to resu lta perfectamente posible si consideramos que al ser un <:ontrol de carácter 
"h,traClo e l rea lizado en los Juicios de acc ión de inconstitucionalidad y al se r las normas 
sometidas a contro l igua lme nte abstractas. e l hecho de no establece rse un plazo para 
<:utsti onar la constituciona li dad de las normas generales !!arantizaría permanentemente e l 
de recho a la verificación judicial de la constitu~io nal i dad~ de las normas ge nerales de los 
suje tos y órganos legitimados. 10 cual cO lllribuiria a mantener incól ume e l estado de 
const ituc ional idad del ordenamiento juridico en e l Estado mexicano. 
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desde el momento que la consideraran nula en razón de su 

incompatibilidad formal o material con la Constitución mexicana. 

Es verdad que por seguridad jurídica una ley, base de la 

actuación de autoridades y particulares, no puede estar expuesta en 

forma permanente al cuestiona miento de su constitucionalidad, pero 

también es cierto que en virtud del principio de supremacia 

constitucional nada que contradiga a la Constitución puede 

prevalecer o ser susceptible de convalidación. Al ser abstracto el 

control realizado mediante la acción de inconstitucionalidad y debido 

a la generalidad y permanencia de las normas objeto de control , esta 

situación sugiere que no exista plazo para promover el medio de 

control de la constitucionalidad , generándose con ello la posibilidad 

de verificar permanente la conformidad de cualquier norma de 

carácter general con la Constitución. 

Actualmente existen países en los que no se establece plazo 

alguno para la interposición del control abstracto de normas 

generales como es el caso paradigmático de Alemania, pues se 

considera una circunstancia ligada de manera casi inescindible al 

control abstracto de la constitucionalidad . 448 

Es importante mencionar que el establecimiento de un plazo 

perentorio para la interposición de la acción de inconstitucionalidad 

no es del todo aceptado en nuestro país. Elisur Arteaga Nava ha 

establecido las razones por las cuales debe considerarse una 

brevedad excesiva la establecida constitucionalmente como plazo 

para promover la acción de inconstitucionalidad, al considerar que: 

lO , ' ·id supra. p. 206 (plazo para eie rcer el control abstrac to de normas en Alemania). 
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- -- ----------- - --

" ... se trata de un plazo perentorio para detectar un vicio de 
inconstitucionalidad cuando no es notorio, pues si el vicio es "burdo y 
evidente", seguramente será detectado en el momento en que se presenta la 
iniciativa respectiva , en cuyo caso "no llega a tener el carácter de ley." Lo 
verdaderamente grave viene referido a los vicios que no son tan claros, pues 
"la inconstitucionalidad de algunas leyes se ha venido a detectar muchos 
años después de su entrada en vigor" y, en tales supuestos, la acción de 
inconstitucionalidad no podrá ya ser ejercitada una vez transcurridos los 
treinta dias establecidos para su ejercicio . 

... es un plazo demasiado breve atendiendo al hecho de que las leyes se 
publican , por lo general , en los últimos dias de los periodos de sesiones , 
cuando está próxima la clausura de ellas, cuando los miembros del cuerpo 
colegiado están a punto de marchar a sus distritos , salvo el caso de los 
miembros de la asamblea legislativa; si se cuenta con el plazo de treinta dias 
naturales para formular la solicitud , el plazo vencerá cuando el órgano se 
halle en receso y, por lo mismo, cuando es dificil reunir el número de 
voluntades suficientes para hacerlo." 449 

Consideramos acertadas las consideraciones de este autor 

respecto del plazo para la promoción de la acción de 

inconstitucionalidad en México, pues resulta ser excesivamente 

breve para realizar un estudio constitucional serio y profundo de la 

norma cuya constitucionalidad se pretende sea verificada por el 

órgano de control. En este sentido, lo conveniente es suprimir el 

plazo establecido constitucional y legalmente debido a la 

trascendencia del control realizado y de su resultado: la protección 

objetiva de la Constitución del Estado y la consecuente anulación y 

expulsión de la norma cuya inconstitucionalidad o 

anticonstitucionalidad sea comprobada. 

En este orden de ideas, permanente debe ser la posibilidad de 

promover el control abstracto de normas generales en nuestro país, 

pues al ser una de las características de la ley su permanencia el 

,"" ARTEAGA 1\A ' . .'\. Elisur. Lo contml 'ersi" cOllstitucio//"I. 111 lI("chi// de 
i //uJIIslililc;;o//"/id,,d , . la .fitwl/{/d investigadora dI! 111 COI"//!: el Cl/SIJ lilhllsco , . IJtr/J.\ . Pr 
Lconel I'creznicto CJstl"O. Tercera edición. México, Cirupo Editorial Monte Alto. 1997. pp. 
~9,. 61 
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control de su constitucionalidad debe ser también permanente como 

consecuencia de la naturaleza del objeto de control. Por lo tanto, no 

es necesario tomar en cuenta el momento en que se manifiesta o se 

hace indubitable la inconstitucionalidad de la norma general ya que 

esta norma será permanentemente constitucional o 

permanentemente inconstitucional mientras no pierda vigencia, y en 

este último supuesto, vulnerará las disposiciones constitucionales en 

tanto no sea sometida a la verificación de su conformidad 

constitucional. 

Por ello, podemos concluir diciendo que para evitar la 

convalidación de una norma evidentemente anticonstitucional por el 

simple transcurso del plazo previsto constitucional y legalmente así 

como la permanencia de normas generales inconstitucionales o 

anticonstitucionales lo conveniente es no establecer plazo alguno 

para ejercer la acción de inconstitucionalidad , pues consideramos 

que la previsión de un plazo tan breve dificulta u obstaculiza de 

manera considerable el empleo de este medio de control de la 

constitucionalidad , siendo lo adecuado realizar una reforma al 

respecto tanto a nivel constitucional como legal reglamentario. 

5.4 Conveniencia del diseño y estructuración de un medio 
concreto de control de la constitucionalidad de normas y 
disposiciones generales en el sistema mexicano de control de la 
constitucionalidad 

Una vez analizados en los anteriores apartados los errores 

estructurales en el diseño de la acción de inconstitucionalidad 

analizaremos en este apartado la posibilidad de introducir a nuestro 

actual sistema de control de la constitucionalidad un medio de control 

concreto de normas generales, con la finalidad de complementar los 
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medios de protección necesarios para la tutela integral de la 

Constitución mexicana y la preservación del estado de 

constitucionalidad del ordenamiento jurídico estatal. 

Hemos dicho anteriormente que la acción de 

inconstitucionalidad ofrece un control abstracto de la 

constitucionalidad , siendo este medio de control el adecuado para 

verificar la conformidad de las normas generales en abstracto, esto 

es, a partir de su publicación independientemente de su aplicación 

concreta, bastando solamente que estén en vigor para llevar a cabo 

el control de su constitucionalidad . Es verdad que el control abstracto 

de la normatividad permite la protección objetiva de la Constitución 

del Estado al controlar la normatividad vigente ; no obstante , 

consideramos insuficiente este medio de control de la 

constitucionalidad para tutelar eficazmente el texto fundamental , 

pues al aplicarse una norma general (ley, reglamento, etcétera) su 

contenido puede ser contrario a la Constitución , por lo que al 

emplearse concretamente en un juicio ordinario se vulneraria de igual 

manera el principio de supremacía constitucional y, por ende, el 

ordenamiento constitucional. Por lo tanto, sería conveniente la 

introducción en México de un medio concreto de control que 

permitiera verificar la constitucionalidad de las normas generales a 

partir de su aplicación en procedimientos de jurisdicción ordinaria, 

pues contribuiría a lograr una protección integral de la Constitución al 

permitir controlar la conformidad constitucional de la normatividad 

existente durante su aplicación concreta, evitando así la permanencia 

de normas generales anticonstitucionales. 

En este orden de ideas, consideramos necesario explicar la 

estructura y funcionamiento de este medio de control de la 
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constitucionalidad así como los beneficios que traería su 

establecimiento a nivel constitucional y legal reglamentario en 

nuestro sistema de control de la constitucionalidad, siendo 

conveniente primeramente para ello repasar, aunque sea 

brevemente, las características del medio de control concreto de 

normas, ya que ello permitirá realizar un estudio posterior sobre la 

viabil idad del diseño e incorporación de este mecanismo de control al 

sistema mexicano de control de la constitucionalidad . 

Recordemos que el control concreto de normas generales es 

el medio de control que se ejerce por vía de excepción o incidental. A 

diferencia del control abstracto de la constitucionalidad de normas 

generales, medio de control de la constitucionalidad en el que la 

protección objetiva del texto constitucional es el fin que persiguen 

cualquiera de los sujetos legitimados para impugnar una ley o acto 

con fuerza de ley que de manera abstracta vulnera la Constitución, 

en el control concreto de la constitucionalidad de normas y 

disposiciones generales nos hallamos ante la necesidad que tienen 

las partes en un juicio de preservar sus intereses particulares 

lesionados por una ley aplicable al caso concreto, misma que se 

considera violatoria de la Constitución . 

En este proceso constitucional el planteamiento de la duda 

respecto de la conformidad de la norma con la Constitución que hace 

un juez a quo ante el órgano controlante, obedece al cumplimiento de 

su obligación de respetar la Constitución en el desempeño de su 

ejercicio profesional. Consecuentemente, para que proceda esta vía 

indirecta de control de normas generales debe existir un proceso en 

el cual surja la duda sobre la constitucionalidad de una norma jurídica 

que habrá de aplicarse durante él. En este caso, el juez que conoce 
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de la causa se halla ante un imperativo claramente jurisdiccional de 

consultar al órgano de control en torno a la conformidad de la norma 

general que servirá de fundamento para dictar sentencia con la 

Constitución de la cual deriva. 

En realidad , ni el objetivo del juez de jurisdicción ordinaria ni el 

de las partes del juicio consiste en la salvaguarda "abstracta" de la 

Constitución ante una norma general que la contraviene , sino en 

cumplir con un deber (en el caso del juez) o preservación de 

intereses particulares (en el caso de las partes) puestos entred icho 

por la norma de carácter general que los vulnera. 

Si tomamos en cuenta que existen cientos de de leyes y 

reglamentos que son aplicados cotidianamente para la resolución de 

controversias particulares y que las mismas sólo pueden controlarse 

de manera abstracta siempre y cuando los sujetos autorizados 

interpongan la acción de inconstitucionalidad dentro de los treinta 

dias siguientes a su publicación, y que de no hacerlo estas normas 

generales continuarán teniendo vigencia aun cuando sean contrarias 

a la Constitución (pues debe tomarse en cuenta que su 

inconformidad puede no ser evidente y por tanto no descubrirse la 

anticonstitucionalidad o inconstitucionalidad de la norma durante el 

plazo permitido para impugnarla, siendo imposible su posterior 

anulación y expulsión del ordenamiento jurídico vigente) nos 

encontraríamos ante la imposibilidad de denunciar su inconformidad 

con el texto constitucional, y lo más grave, existiría una imposibilidad 

jurídica para anularlas definitivamente. De ahí que pueda apreciarse 

la conveniencia de introducir este medio concreto de control de la 

constitucionalidad, pues aún transcurrido este plazo sería posible 

ejercer un control concreto de la constitucionalidad de las normas 
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generales inconformes con el texto constitucional, originado por la 

aplicación de éstas a la resolución de una controversia entre 

particulares. 

Con la aplicación de este control concreto en ningún momento 

se invadiría la competencia atribuida a la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación para controlar la constitucionalidad de las normas 

generales en nuestro país, sino únicamente se reforzaría la 

protección de la Constitución al permitir la verificación de la 

conformidad constitucional de las normas generales mientras son 

aplicadas concretamente en un juicio de jurisdicción ordinaria, pues 

las partes de este juicio -juez y partes actora y demandada- sólo 

intervendrían en el proceso constitucional manifestando una "duda" 

sobre la constitucionalidad de la norma jurídica aplicable al juicio del 

cual forman parte y que es trascendental para su resolución , sin que 

el juez de instancia pueda en algún momento llevar a cabo la 

verificación de la conformidad constitucional de las normas aplicables 

en el proceso ante él incoado y declarar su nulidad, por ser esta 

facultad exclusiva de la jurisdicción constitucional y no de la 

jurisdicción ordinaria 4 5o 

l;" El hedlO de que la duda sobre la conformidad de una norma genera l sUlja con motivo de 
su aplicación a un juicio no significa que el control concreto sea realizado por el órgano de 
jurisdi<.:c ión ordinaria. sino que corresponde a é l hace r del conocimiento del órgano de 
<.:nntml la posible inco nstitucionalidad de la norma jurídica aplicable a l caso concre to . 
L'xpresando únicamente los razonamientos que lo llevan a concluir que la norma contraviene 
a la Constituc ió n. correspondiendo só lo a dicho órgano realizar un juicio sobre la 
UlI1slltucio nalidad de dicha norma y, en su caso, declararla nula . En este sentido. e l juicio 
seg uido en la ins tancia ordi nari a únicamente sirve para fundamentar el procedimiento de 
<.:o ntml concreto que a l juez ordinario le está prohibido conocer, por ser competencia del 
organo controlante e l resolver di cho procedimiento constitucional , pues el mismo tiene el 
dc'c to de ex<.:luir de l ordenamiento una norma Ie\!al declarada inconstituc ional v afectada 
por tan to de nulidad. efec to que en ningún caso~ co rresponde al control ejercido por los 
órganos jurisdicc ionales ordinarios, esto es, de control de lega lidad, s ino a los ó rganos de 
jurisdicc ion constituc io na l. es decir. a los Tribunales Constitucionales. 
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Por esta razón , consideramos perfectamente posible diseñar 

en México un medio de control concreto de la constitucionalidad , el 

cual podría ser denominado cuestión de constitucionalidad de 

normas generales, debido a que lo que se hace valer ante el órgano 

de control es un "cuestiona miento" sobre la "constitucionalidad" de 

una norma general. Su procedimiento sería el siguiente: cualquier 

juez de jurisdicción ordinaria , bien sea de primera instancia, de 

apelación e incluso de paz, podría plantear la cuestión de 

constitucionalidad ante el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación --órgano competente para ejercer el control de la 

constitucionalidad en nuestro pa ís--, para que éste resolviera sobre la 

constitucionalidad o anticonstitucionalidad de la norma aplicable a la 

resolución de un juicio de instancia ordinaria. 

El planteamiento podría hacerse de oficio por el órgano judicial 

o bien a petición de las partes que intervengan en el proceso de 

jurisdicción de legalidad . Para el planteamiento de la cuestión de 

constitucionalidad ante el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación deberá suspenderse el juicio mientras este órgano de 

control resuelve sobre la constitucionalidad o anticonstitucionalidad 

de la norma general, sin que sea posible emitir sentencia principal o 

resolutoria en el juicio sino hasta que el órgano controlante emita su 

resolución en el proceso constitucional con la finalidad de evitar que 

se continúen lesionado intereses particulares de las partes . Además , 

será necesario que la cuestión de constitucionalidad únicamente 

pueda presentarse hasta antes de dictar sentencia en el juicio , pues 

pensamos que con ello se daría un plazo prudente para detectar la 

posible contradicción de la norma aplicable al proceso y para 

presentar el cuestionamiento ante el órgano de control, ya que al 

tratarse de la aplicación de una norma al caso particular, el tiempo 

45 1 



para la realización del control no debe extenderse en demasía debido 

a que el juicio principal depende de una resolución que dirima la 

controversia que lo originó, misma que se tomará con base en la 

norma general cuestionada, por lo que la declaración de 

constitucionalidad o anticonstitucionalidad no puede demorarse, pues 

esta situación podría lesionar gravemente los intereses particulares 

de las partes en litigio. 

Para que el juez de jurisdicción ordinaria de oficio o a petición 

de parte pueda elevar la cuestión ante la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación debe expresar las razones que lo motivan a hacerlo, 

destacando la relevancia de la norma para la resolución del litigio. 

Esto es , el juez deberá realizar un juicio de relevancia respecto de la 

norma aplicable cuya constitucionalidad se cuestiona , pues resulta 

imprescindible que el órgano judicial señale cuál o cuáles preceptos 

constitucionales están siendo infringidos por la norma general 

impugnada, demostrando además la importancia de la norma 

general cuestionada para la resolución del juicio íncoado ante él , 

dándose con ello cumplimiento a la obligación de respeto al principio 

de supremacía constitucional durante el ejercicio de su cargo, 

razonamientos que servirán para el planteamiento de la consulta al 

órgano controlante, ya que debido a las peculiaridades de esta vía de 

control de constitucionalidad y por el hecho de tratarse de un control 

concreto y en via de excepción , derivan una serie de requisitos de 

procedibilidad que deben de tenerse en cuenta a la hora de 

determinar el objeto de control y que pueden resumirse de la 

siguiente manera: 

• Con carácter previo, la existencia de un proceso del que esté 

conociendo un juez o tribunal; 
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• Fuerza de ley de la norma o normas que se cuestionan; 

• Contradicción según el criterio del órgano judicial de dicha 

norma con determinados preceptos constitucionales; y 

• Dependencia en la resolución del proceso principal de la 

validez de la norma legal aplicable. 

Asi, de la existencia de los requisitos anteriores dependerá la 

admisión del medio concreto de control, pues la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación antes de dar inicio al juicio constitucional deberá 

verificar el cumplimiento de los mismos para dar trámite a la cuestión 

de constitucionalidad de la norma o normas cuya constitucionalidad 

sea sometida a su consideración . 

En este sentido la participación del órgano judicial en el juicio 

de constitucionalidad se reduce al planteamiento de la cuestión de 

constitucionalidad sin ser propiamente parte del proceso 

constitucional, por lo que una vez admitida la cuestión a trámite por la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación el proceso constitucional 

será substanciado por el órgano controlante , quien al término del 

juicio constitucional dictará la sentencia en que se confirme la 

constitucionalidad de la norma general, o bien que la declarare nula 

en razón de su evidente anticonstitucionalidad . De ser negativo el 

resultado del control realizado por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación , la sentencia que declarara la anticonstitucionalidad de las 

normas generales en esta via incidental tendria necesariamente 

efectos erga omnes , mismos que para surtir efectos deberán ser 

publicados en el Diario Oficial de la Federación o en el Semanario 

Judicial de la Federación si se trata de normas generales de carácter 

federal o en la gaceta oficial de la entidad federativa si la norma 

cuestionada es de carácter local y aplicable a un juicio ordinario 
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estatal, y como consecuencia de la publicidad de la sentencia la 

decisión adoptada por el órgano controlante tendrá efectos de cosa 

juzgada y será vinculante para todos los órganos del Estado. 

En estas condiciones, cualquiera que sea el resultado del 

control de la constitucionalidad de la norma cuestionada (positivo o 

negativo) producto del procedimiento de este medio concreto de 

control de la constitucionalidad, la decisión adoptada por el órgano 

controlante deberá ser comunicada al órgano judicial que la planteó a 

efecto de que continúe el juicio y pueda emitirse sentencia que 

resuelva la litis que lo motivó. 

Es importante señalar que al diseñarse este medio concreto 

para controlar la constitucionalidad de normas generales, deberá 

atenderse a la naturaleza del acto que se pretende controlar. En 

consecuencia, por la naturaleza del objeto de control , esto es, 

normas de carácter general, los efectos de la sentencia recaída en el 

juicio de constitucionalidad deberán ser generales, por lo que en 

caso de declararse conforme a la Constitución seguirá teniendo 

vigencia y por tanto será aplicable para la resolución del juicio del 

cual surgió la cuestión sobre su constitucionalídad y para la de 

cualquier otro juicio de jurisdicción ordinaria . Por el contrario, si la 

sentencia adoptada declara la anticonstitucionalidad de la norma 

aplicable al juicio, ésta deberá ser invalidada y expulsada 

definitivamente del ordenamiento jurídico vigente y, por tanto, no 

podrá volver a aplicarse jamás. 

Debemos entender que se denomina concreto a este medio de 

control de la constitucionalidad por surgir con motivo de la aplicación 

de la normatividad a un caso concreto, la cual es susceptible de 
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controlarse su constitucionalidad. Debido a la naturaleza del objeto 

de control (normas generales) y en atención al ad ecuado diseño de 

los medios de control de la constitucionalidad , por tratarse su objeto 

de actos con características generales, forzosamente los efectos del 

resultado del control habrán de ser necesariamente generales, y por 

lo tanto el proced imiento de control deberá atender estas 

circunstancias para su eficaz diseño y funcionamiento. 

Consecuentemente , los efectos del procedimiento nunca podrán ser 

particulares pues no se protegen los intereses de las partes del juicio 

ordinario sino a la Constitución mediante la verificación de la 

conformidad constitucional de la normatividad aplicable al 

procedimiento de jurisdicción ordinaria. 

No obstante que hemos definido de manera general el objeto 

de control de la cuestión de constitucionalidad, es importante precisar 

qué tipo de normas estarían sujetas a control concreto de 

constitucionalidad , pues dependiendo de la clase de normas 

generales que se controlen será el procedimiento a seguir para 

plantear este medio de control de la constitucionalidad . Partiendo de 

que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación conocería 

de este recurso en única instancia al igual que en el caso de la 

acción de inconstitucionalidad (por ser ambos procedimientos 

constitucionales propios de la jurisdicción 'constitucional) la función 

de control y su procedimiento variaría dependiendo del objeto de 

control : leyes o actos con fuerza de ley (por ejemplo, ejercicio de 

facultades extraordinarias por el ejecutivo), o bien , disposiciones 

administrativas que tengan la misma naturaleza de la ley 

(reglamentos, acuerdos generales, etcétera) aplicadas por una 

autoridad judicial en un juicio, o bien, aplicadas por una autoridad 

administrativa fuera de juicio. 
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Atento a lo anterior, el procedimiento de control sería el 

siguiente: para el primer supuesto en el que la norma general se 

aplica en un juicio o proceso concreto si la aplicación de la ley seda 

en la primera instancia , el juez deberá suspender de oficio el 

procedimiento para someter la cuestión de constituciona lidad de la 

norma aplicable al procedimiento ante la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación . Si dicho órgano de control resuelve que la norma es 

anticonstitucional, no podrá aplicarse más ni el proceso concreto ni 

en ningún otro. En caso contrario, el procedimiento continuará sin 

perjuicio de que las partes empleen en él o después de dictada la 

sentencia del juez a quo todos los recursos legales conforme 

corresponda en cada caso para inconformarse en contra de ella. 

Tratándose de la segunda instancia (apelación), el juez de oficio o a 

petición de parte deberá suspender el procedimiento para que se 

eleve la cuestión de constituciona lidad al órgano de control y éste 

resuelva en los términos anteriormente descritos. En ambos casos la 

sentencia del órgano controlante se referirá exclusivamente a la 

conformidad o inconformidad de la norma general con la Constitución 

sin entrar al fondo del asunto y los efectos de la sentencia sobre la 

constitucionalidad o anticonstitucionalidad de la norma general serán 

definitivos y oponibles a todas las autoridades quitándole validez a la 

norma general. 

Por otra parte , si la norma general es aplicada por una 

instancia y mediante un procedimiento administrativo la cuestión de 

constitucionalidad sólo se podrá emplear hasta que el asunto llegue 

al órgano judicial correspondiente en vía contenciosa, siendo hasta 

ese momento en el que dará inicio el procedimiento judicial 

respectivo , el cual será suspendido cuando el juez que se ocupe de 
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la causa, de oficio o a petición de parte, eleve la cuestión de 

constitucionalidad ante nuestro máximo tribunal para que se resuelva 

sobre la conformidad o no de la norma general con la Constitución , 

ocurrido lo cual , el procedimiento continuará en los términos 

descritos en el primer supuesto. De igual manera , la declaratoria de 

la Suprema Corte de Justicia tendrá efectos generales y será 

definitiva, constriñéndose únicamente a la constitucionalidad o 

anticonstitucional idad de la norma general , sin emitir juicio alguno 

respecto de la causa principal del proceso ordinario. 

Es importante mencionar que para poder introducir el medio 

de control propuesto, sería necesario reformar el texto del artículo 

105 constitucional para introducir en una nueva fracción la cuestión 

de constitucionalidad ; en caso de incorporarse al texto del artículo 

105 constitucional deberá reformarse la ley reglamentaria de dicho 

precepto a fin de regular el procedimiento específico del control 

concreto de normas generales así como el de todos aquellos 

ordenamientos que por alguna razón tengan relación con este medio 

de contro l de la constitucionalidad y con su procedimiento. Sin 

embargo, lo más conveniente sería establecerse este medio de 

control en otro articulo constitucional con la finalidad de diferenciarse 

el contro l concreto de constitucionalidad de normas generales del 

contro l abstracto previsto en el artículo 105 constitucional, siendo 

necesaria la regulación de su procedimiento en una ley reglamentaria 

de este nuevo precepto constitucional. 

Con base en las consideraciones manifestadas hasta este 

momento, podemos concluir que la introducción de un medio 

concreto de control no sólo contribuiria al mejoramiento de nuestro 

actua l sistema de control de la constitucionalidad, sino que en caso 
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de preva lecer los defectos estructurales del control abstracto de la 

constitucionalidad en nuestro país se subsanarían los efectos 

irreparables ocasionados por la inoportuna o inexistente promoción 

de la acción de inconstitucionalidad durante el plazo perentorio de 

interposición (treinta días naturales) permitiendo controlar la 

constitucionalidad de las normas cuya anticonstitucionalidad no se 

hubiera denunciado vía directa y en el término fijado, a partir del 

momento en que fuesen aplicadas a un juicio de jurisdicción 

ordinaria, garantizándose así la permanencia de un estado de 

constitucionalidad del ordenamiento jurídico mexicano y 

protegiéndose de manera indirecta (concreta) la Constitución y el 

principio de supremacía constitucional de ella derivado. 

No obstante, pese a la viabilidad que existe para introducir 

este medio de control concreto de la constitucional idad en nuestro 

sistema de control, a fin de coadyuvar a corregir las deficiencias 

operativas actuales de la acción de inconstitucionalidad en nuestro 

país y mejorar cua litativamente la estructura y funcionamiento del 

sistema, lo adecuado sería atender los cambios estructurales y 

funcionales propuestos durante el desarrollo del presente capítulo 

para hacer de la acción de inconstitucionalidad un medio abstracto 

de control de la constitucionalidad eficaz. 

Mediante la adecuada reforma al diseño estructural actual de 

la acción de inconstitucionalidad , así como del diseño e introducción 

de un medio concreto de control de la constitucionalidad de normas 

generales (cuestión de constitucionalidad) se lograría fortalecer el 

sistema mexicano de control de la constitucionalidad, pues al lado de 

otros medios de protección de la Constitución como son las 

controversias constitucionales y el amparo se complementarían los 
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instrumentos necesarios para la tutela integral de la Constitución 

mexicana en función de los actos de gobierno que la pudieran 

vulnerar (actividad gubernamental y normatividad vigente) que sean 

contrarias al texto constitucional y que manifiesten su inconformidad 

con el principio de supremacía derivado de éste. 

Finalmente, sólo resta mencionar que nuestro trabajo de 

investigación ha tenido como propósito principal evidenciar las fallas 

estructurales y funcionales del control abstracto en nuestro pais , 

tratando de establecer las posibles soluciones para subsanarlas. 

pero no sólo eso, también ha estudiado la posibilidad de introdúcir un 

medio concreto de control de normas generales con el fin de corregir 

y hacer eficiente nuestro actual sistema de control de la 

constitucionalidad, generando un abanico de posibilidades pina 

controlar la constitucionalidad de las normas generales en México. 

No sabemos con certeza el efecto que producirán los 

comentarios y propuestas establecidos en este trabajo, ni siquiera SI 

serán del todo aceptados, pero lo que es un hecho es que al menos 

cumplirá con el objetivo que nos propusimos en un inicio y que no es 

otro que el mostrar las deficiencias de uno de los medios de control 

de la constitucionalidad fundamentales en nuestro sistema de control : 

el control abstracto de normas generales denominado acción de 

inconstitucionalidad por el artículo 105 constitucional , que dista 

mucho de cumplir con su propósito de proteger eficazmente a la 

Constitución mexicana de todas aquéllas normas y disposiciones de 

carácter general que la puedan vulnerar. 

Se admita o no es una realidad no aceptada actualmente que 

el control abstracto de la constitucionalidad en nuestro país se ha 
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estancado y no ha evolucionado y que mucho menos se han 

corregido los errores estructurales y funcionales en el diseño de la 

acción de inconstitucionalidad, por lo que en cierta forma las 

sugerencias establecidas para corregirlas durante el desarrollo de 

este capítulo, de ser tomadas en cuenta, podrían contribuir a mejorar 

cualitativamente este medio de control y, en consecuencia, nuestro 

sistema de control de la constitucionalidad. 

En fin, las propuestas para corregir los errores en el diseño 

estructural y funcional de la acción de inconstitucionalidad están 

dadas. Por el momento sólo queda esperar que nuestros legisladores 

perciban las deficiencias estructurales y funcionales de nuestro 

actual sistema de control de la constitucionalidad y lleven a cabo las 

reformas constitucionales y legales necesarias para corregir esta 

situación , ya que en sus manos está el que pueda brindarse una 

protección eficaz a la Constitución del Estado mexicano; reformas 

que de no ser integrales y coherentes, permitirán la permanente 

vu lneración del texto fundamental e impedirá la permanencia de un 

estado de constitucionalidad de todo el ordenamiento jurídico 

vigente, situación que por desgracia ha prevalecido en la actualidad y 

que no debe permanecer en un Estado democrático y social de 

derecho como el mexicano. 
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CONCLUSIONES 

1. La supremacía constitucional es la garantía de todo Estado de 

que las normas constitucionales deben prevalecer en todo 

momento sobre las establecidas por los órganos legislativos o 

ejecutivos federales o locales. En atención a este principio no 

debe haber contradicción entre la normatividad secundaria y la 

Constitución por ser jerárquicamente superior al ordenamiento 

juridico estatal que en este sentido le es derivado. Así , 

cualquier norma de carácter general, sea federal o local , 

siempre dp.lJerá estar conforme con lo establecido por el texto 

constitucional· so pena de ser declarada nula en caso 

contrarío . 

2. El controi debe ser considerado como un elemento clave para 

la Constitución de un Estado de derecho democrático y social 

por ser una pieza indispensable para asegurar la vigencia de 

los principios y reglas derivadas de la Constitución y hacer 

eficaces los límites establecidos en su texto constitucional. Por 

ello, debe dársele un sentido unívoco a la palabra control y 

considerarlo como el vehículo a través del cual se hacen 

efectivas las limitaciones previstas en la Constitución para 

preservar los principios por ella establecidos y evitar los 

abusos del poder político durante su ejercicio. 

3. La finalidad del control es fiscalizar la actividad del poder 

político para evitar sus abusos. No obstante, si bien la unidad 

del fin permite atribuirle un significado unívoco y considerarle 

válidamente como un elemento inseparable del concepto de 

Constitución , la pluralidad de medios a través de los cuales 
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ese control se articula y la diversidad de objetos sobre los que 

puede recaer (actos, leyes, etcétera) impiden sostener un 

concepto único de control debido a la existencia de diversas 

clases de control y a la heterogeneidad de los medios de 

control (sociales, políticos y jurídicos), lo que obliga la 

presencia de una pluralidad conceptual. Por tanto, cualquier 

intento por englobar las distintas modalidades de control en un 

solo concepto que las pudiese abarcar sería teórica y 

operativamente imposible por la existencia de la pluralidad de 

conceptos frente al sentido unívoco de control. 

4. Por constitucionalidad debemos entender la correspondencia 

o conformidad de un acto, norma o disposición de carácter 

general con la Constitución del Estado. 

5. Existen dos tipos de constitucionalidad , una jurídica y una 

política . La constitucionalidad jurídica se origina cuando el 

detentador del poder político estatal respeta el marco 

normativo constitucional. Si no sólo se respeta el 

ordenamiento constitucional sino además la esencia que 

subyace en cada precepto constitucional existe una 

constitucionalidad política . 

6. El control de la constitucionalidad es la comprobación de la 

coincidencia o conformidad de los actos de los órganos 

constituidos con la Constitución del Estado, cuya finalidad es 

garantizar el orden normativo por ella establecido mediante la 

anulación de los actos de gobierno que la contravengan y la 

destrucción de los efectos derivados de éstos. 
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7. Con el objeto de proteger a la Constitución de un Estado y 

hacer prevalecer el principio de supremacía consti tucional , 

resulta imprescindible el establecimiento de sistemas de 

contro l de la constitucionalidad y de medios de control de la 

constitucionalidad adecuados para verificar la conformidad de 

las normas de carácter general o de los actos de autoridad 

con el texto constitucional que permitan anularlos por su falta 

de correspondencia constitucional así como corregi r los 

efectos derivados de su vigencia o aplicación. 

8. No existe un concepto de sistema de control de la 

constitucionalidad, únicamente elementos genéricos que nos 

permiten comprender su estructura y funcionamiento , como 

son: el órgano encargado de ejercer el control ; los medios de 

control de la constitucionalidad y los procedimientos para 

aplicarlos; las reglas para adoptar las decisiones o 

resoluciones recaídas en el procedimiento de control de la 

constitucionalidad; y los efectos de esas resoluciones o 

sentencias. 

9. Los medios de control de la constitucionalidad son todos 

aquellos instrumentos establecidos constitucionalmente que 

garantizan la vigencia del orden normativo constitucional. Son 

de carácter correctivo pues su finalidad es la protección de la 

Constitución del Estado mediante la anulación de los actos de 

los órganos constituidos inconformes con ella y la destrucción 

de los efectos derivados. Como medios de protección de la 

Constitución responden a esquemas normativos variados por 

lo que pueden estar previstos en el texto constitucional o bien , 

en ordenamientos jurídicos derivados de carácter sustantivo o 
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procedimenta l. Por lo general atienden a concepciones 

teóricas muy diversas (controles políticos y jurisd iccionales), 

sin embargo, al ser instituciona lizados, esto es , al estar 

prescri tos por el derecho y funcionar de manera regu lar, 

permiten preservar la vigencia del ordenamiento constitucional 

y el principio de supremacía constitucional al conjurar el riesgo 

del ejercicio ilimitado del poder politico en cualquiera de sus 

modal idades. 

10. Para el diseño y aplicación de los medios de control de la 

constitucionalidad deben tomarse en consideración los 

siguientes elementos: 1.- La consideración del acto cuya 

constitucionalidad se pretende controlar; 2.- La cre¡:¡ción de un 

procedimiento para verificar su constitucionalidad; y 3. - La 

asignación de determinados efectos a la resolución relativa a 

la conformidad o inconformidad entre la Constitución y el acto 

cuya constitucionalidad se controla. El tratamiento acertado de 

estos tres elementos garantiza en gran medida la correcta 

estructuración del mismo y su funcionamiento así como el 

éxito del medio de control para proteger eficazmente la 

Constitución de un Estado y el derivado principio de 

supremacía constitucional. 

11 . Únicamente deben considerarse como sistemas de control de 

la constitucionalidad al sistema político de control de la 

constitucionalidad y al sistema juridico Uurisdiccional) de 

control de la constitucionalidad, aclarando que actualmente 

prevalece este último por considerarse el sistema más eficaz 

para controlar la constitucionalidad de las normas que pueden 

contravenir el ordenamiento constitucional debido a su 
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ca rácter objetivo (al estar jurídicamente regulado) y por brindar 

mayor certeza y seguridad producto de la imparcialidad en su 

aplicación (consecuencia del procedimiento jurisdiccional de 

control) . 

12. El sistema jurisdiccional de control de la constitucionalidad 

puede clasificarse en dos tipos: el sistema concentrado de 

control de la constitucionalidad conocido también como 

austriaco y el sistema difuso o americano de control de la 

constitucionalidad. 

13. El sistema concentrado de control de la constitucionalidad se 

caracteriza por ser aquél en el que el ejercicio del control 

sobre la conformidad de los actos de los órganos constituidos 

(actos de autoridad o normatividad) con la Constitución 

corresponde a un solo tribunal que bien puede pertenecer a la 

estructura del poder judicial o ser un órgano independiente. En 

este sistema se encuentra diferenciada la jurisdicción 

constitucional de la jurisdicción de legalidad por lo que el 

procedimiento de control sólo atiende a cuestiones de 

constitucionalidad, rigiéndose por tanto por una normatividad 

especial , propia de los procesos constitucionales. 

Normalmente la cuestión de constitucionalidad sobre un acto 

de gobierno (actos de autoridades y legislación) se presenta 

por vía directa o de acción , sin excluir algunos casos por via 

incidental o de excepción . En este sentido, un solo tribunal es 

el que emite la única resolución obligatoria (competencia 

excluyente) y los alcances del pronunciamiento tienen efectos 

generales (erga omnes). 
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14. El sistema difuso de control de la constitucionalidad de leyes 

se caracteriza por ser aquél en el que cualquier juez puede 

plantear la cuestión de constitucionalidad de una ley, razón 

por la cual se denomina difuso a este sistema, pues el control 

jurisdiccional de las leyes se encuentra disperso en cada uno 

de los órganos del poder judicial (federales o locales) , 

competentes para ejercer el contro l de la constituciona lidad de 

las leyes y declarar su inconstitucionalidad. El procedimiento 

de control se establece por vía incidental o de excepción , es 

decir, surge con motivo de un juicio de jurisdicción ordinaria en 

el cual durante su substanciación surge la duda sobre la 

constitucionalidad de la ley aplicable al mismo y que es 

fundamental para su resolución , caracterizándose porque los 

efectos de la resolución tienen efectos constreñidos al caso 

concreto (particulares) . En este sistema de control rige el 

principio stare decisis, esto es, tiene aplicación la doctrina de 

los precedentes y una Suprema Corte se pronuncia en última 

instancia sobre la cuestión de constitucionalidad planteada , 

emitiendo jurisprudencia obligatoria para los demás jueces. 

15. El control reparador y abstracto es aquél que tiene su origen 

en la presunta inconstitucionalidad de las normas y tiene lugar 

una vez vigente la norma en cuestión, por lo que la norma no 

puede más que reparar, a través de la declaración de nulidad 

de aquélla , el ordenamiento constitucional quebrantado por 

ésta. Este tipo de control tiene como objetivo primordial la 

verificación de la correspondencia entre los actos de los 

órganos constituidos de aplicación general (normas y 

disposiciones generales) y la Constitución del Estado antes de 

su aplicación y después de que haber sido formalmente 
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promulgados y oficialmente publicados. La via de acción , 

principa l o directa es la opción legalmente prevista para 

ejercer esta clase de control. 

16. El control concreto es aquél que tiene lugar vinculado a un 

proceso en un principio no constitucional en el que al hilo de 

una resolución de un caso concreto se plantea la 

constitucionalidad de una norma jurídica. A través de este 

control se verifica la constitucionalidad de leyes o actos que 

tienen la misma naturaleza de una ley, pero no en abstracto, 

si no en un juicio concreto en el que se aplica la norma sujeta a 

control y de la cual depende la validez de la sentencia que 

conoce de la causa . En estas circunstancias el proceso se 

suspende para que el juez a quo pueda enviar el caso al 

órgano de control, el cual juzgará exclusivamente sobre la ' 

constitucionalidad de la norma respectiva respetando la 

jurisdicción y la competencia de aquél para resolver el fondo 

del asunto. La vía de excepción es la opción legalmente 

prevista para llevar a cabo este control al abrir paso a un 

proceso incidental de constitucionalidad que implica una 

conexión necesaria con un proceso concreto para su 

realización. 

17. En España y Alemania, países pertenecientes al sistema 

concentrado de control de la constitucionalidad , se prevén 

tanto medios de control abstractos y reparadores de la 

constitucionalidad de normas como concretos . Al primer caso 

corresponden el recurso de inconstitucionalidad español y el 

control abstracto de normas alemán, mientras que para el 
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segundo corresponden la cuestión de inconstitucionalidad y el 

control concreto de normas respectivamente. 

18. En el sistema difuso de control de la constitucionalidad de los 

Estados Unidos de América sólo puede controlarse la 

constitucionalidad de las leyes mediante la llamada "revisión 

judicial de leyes", medio de control de la constitucionalidad 

que corresponde por sus características estructurales y 

fu ncionales al control concreto de normas generales. 

19. En nuestro país el único med io de control de la 

constitucionalidad de normas generales es la acción de 

inconstitucional idad que responde en cuanto a su diseño a un 

control de carácter jurisdiccional abstracto y reparador de la 

constitucionalidad. En consecuencia , persigue un interés 

público objetivo de protección de la Constitución . 

20 . La acción de inconstitucionalidad se encuentra prevista en el 

art iculo 105, fracción segunda de la Constitución Politica de 

los Estados Unidos Mexicanos y su procedimiento y 

substanciación se encuentra regulado en la Ley 

Reglamentaria de dicho precepto constitucional. 

21 . El diseño estructural y funcional actual de la acción de 

inconstitucionalidad es deficiente debido a que presenta fallas 

tanto a nivel constitucional como legal reglamentario que 

dificultan la tutela abstracta de la Constitución , pues no 

corresponden al diseño de los medios abstractos de contro l 

más avanzados, como es el caso de aquéllos previstos por los 

sistemas de control español y alemán --recurso de 
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inconstitucionalidad y control abstracto de normas 

respectivamente--, situación que lo hace ser un medio ineficaz 

para verificar la correspondencia de las normas y 

disposiciones generales con la Constitución mexicana. 

22. El objeto de control de la acción de inconstitucionalidad en 

nuestro pais se encuentra restringido constitucional y 

legalmente a determinadas normas de carácter general (leyes 

en sentido formal , sean federales o locales, tratados 

internacionales y constituciones locales), por lo que resulta 

imposible el control de todas aquellas normas y disposiciones 

cuya generalidad , impersonalidad , abstracción , permanencia , 

heteronomía, obl igatoriedad y coercibilidad muestren 

inconformidad con el texto constitucional aun siendo éstas 

contrarias a la Constitución, por lo que sería conveniente 

ampliar el objeto de control a fin de incluir a las normas y 

disposiciones que por su generalidad y abstracción pudieran 

vulnerar el ordenamiento constitucional. 

23. Una deficiencia más que puede apreciarse en el diseño 

estructural de la acción de inconstitucionalidad es el referente 

al porcentaje requerido de legisladores para impugnar la 

constitucionalidad de las normas generales previsto 

constitucional y legalmente, el cual resulta ser demasiado 

elevado (treinta y tres por ciento de los miembros del órgano 

legislativo) . Por lo tanto, sería conveniente reducir el 

porcentaje exigido para promover el control abstracto de 

constitucionalidad con la finalidad de garantizar el derecho de 

partícipación de las minorías parlamentarias en el proceso 

directo de constitucionalidad . 
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24. Consideramos incorrecto que se faculte a los miembros de los 

órganos legislativos federales y locales para cuestionar 

únicamente la constitucionalidad de las normas generales que 

expidan mediante la acción de inconstitucionalidad, pues no 

debe atenderse a un interés subjetivo público de los miembros 

del órgano legislativo (interés jurídico y lesión o agravio 

personal y directo originado por la vigencia de la norma) sino a 

un interés público objetivo de protección de la Constitución 

(preservación del estado de conformidad de todo el 

ordenamiento jurídico derivado con la Constitución del Estado 

y del principio de supremacía constitucional). Por ello , lo 

conven iente es que los legisladores federales o estatales 

estén facultados para promover la acción de 

inconstitucionalidad respecto de cualquier norma de carácter 

general emane o no del órgano legislativo al que pertenezcan. 

25. Resulta incorrecto legitimar activamente al procurador general 

de la República para interponer la acción de 

inconstitucionalidad en contra de todas las normas de carácter 

general que conforman el objeto de control, ya que no se 

protegen derechos fundamentales sino a la Constitución del 

Estado, por lo cual su legitimación resulta innecesaria en el 

proceso abstracto de control de la constitucionalidad , 

debiéndose en todo caso legitimar al titular del órgano 

ejecutivo federal por ser el superior jerá rquico de éste y 

responsable del órgano ejecutivo al cual pertenece la 

dependencia que dirige. 
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26. El carácter abstracto de la acción de inconstitucionalidad como 

medio de control de la constitucionalidad permite una amplia 

previsión de los sujetos legitimados para ejercerla . por tanto el 

número de sujetos legitimados debería ser más amplio en 

nuestro país. Al ser un control ejercido en función de normas 

que afectan a la generalidad , debe facultarse a aquellos 

sujetos obligados a su cumplimiento permitiéndose así a la 

mayor parte de la poblacíón , que es a la que normalmente va 

dirigida , denuncíar la inconformidad de las normas 

secundarias con la Constitución . Esta situación contribuiría a 

mejorar cualitativamente el diseño estructural y funcional de 

este medio de control y a garantizar la permanencia de un 

estado de constitucionalidad de todo el ordenamiento jurídico 

estatal vigente. 

27. Debe reducirse el quórum de asistencia y de votación con la 

finalidad de que el porcentaje requerido disminuya y sea 

posible la intervención de una mayoría absoluta de los 

miembros del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación para verificar la constitucional idad de las normas 

generales y en su caso anularlas , pues actualmente se 

requieren las tres cuartas partes de los miembros de este 

órgano colegiado para llevar a cabo válidamente el control de 

la constitucionalidad de las mismas, situación que dificulta el 

control abstracto en nuestro país debido al quórum excesivo y 

votación calificada requeridos para declarar la 

anticonstitucionalidad o inconstitucionalidad de las normas 

objeto de control. 
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28. No debe existir plazo de interposición de la acción de 

inconstitucionalidad. Al establecerse un término tan breve para 

su promoción (treinta días naturales siguientes a la fecha de 

publicación de la norma) impide que una vez agotado el 

tiempo fijado constitucionalmente pueda cuestionarse la 

constitucionalidad de una norma general, convalidándose y 

prev~leciendo aun cuando indiscutiblemente contravenga el 

ordenamiento constitucional. El sentido común indica que 

cua ndo se tata de normas contrarias a la Constitución y por 

tanto nulas, de conformidad con el principio de supremacía 

constitucional , no debe existir plazo para invocar su nulidad , 

por lo que resultaría conveniente que el término quedara 

abierto para que los sujetos y órganos estatales legitimados 

instaran en cualquier momento a la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación a verificar la constitucionalidad de las normas 

generales desde el momento que las consideraran nulas en 

razón de su incompatibilidad formal o material con la 

Constitución mexicana. 

29 . Con la finalidad de mejorar nuestro sistema de control de la 

constitucionalidad, además de corregirse las fallas 

estructurales y funcionales mencionadas mediante las 

reformas constitucionales y legales adecuadas, sería 

conveniente la introducción de un medio de control concreto 

de normas y disposiciones generales con el objeto de proteger 

no solamente de manera abstracta a la Constitución del 

Estado sino también de la aplicación concreta de las normas 

anticonstitucionales que pudieran servir de fundamento para 

la resolución de juicios ordinarios (primera instancia o 

apelación), situación que contribuiría a hacer más eficiente el 
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control de la constitucionalidad de normas y disposiciones 

generales en México, pues los efectos de las resoluciones 

recaidas al proceso concreto de control serían generales y por 

tanto gozarían de la misma eficacia que aquellas dictadas en 

el proceso abstracto de control de normas generales, 

complementándose con ello los medios de protección 

necesarios para la tutela integral de la Constitución mexicana 

y la preservación del estado de constitucionalidad del 

ordenamiento jurídico estatal. 
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